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POR LOS 

Nulrts út lis panes n lis causas coiteildts ti el viiiiei CXVI 



A 



Acuenlo disponiendo (¡ue los tribunales federales propor- 
cionen los datos que les solicite ia dirección de estadística 364 

Albarracín y Jaime, H M criminal contra, ]x>r homicidio. > . 60 

Andrés, el teniente don Joaquín, criminal contra, por falsi- 
ficación de firma. Contienda de competencia 430 

Aparicio, don Francisco, contra el gobierno nacional, por 
cobro de pesos. Recurso de hecho 20 

Araoz, don Itenjamtn, su sucesión, en autos con el Banco 
Hipotecario Nacional, por cobro de pesos 392 

Arzani- don Agustín (el sindico de su <juiebra), en autos 
con Félix Jltií, sobre nulidad de venta por causa de simu- 
lación. Recurso de hecho ^ 

Aybar Sobrecasas, Francisco, criminal contra, por lesiones. 
Recurso de hecho . * 403 
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Pigim 

Bacigalupo y compañía limitada, en auto., con .Ion Yictorio 
Pellegrino. f*$r resolución de un contrato y daños y per- 
juicios; sobre competencia , ' 

Balderrama. Juan. Juan Manuel Sepúlveda y Desiderio 
^ Troncoso. criminal contra. [>or homicidio . . ¿oí. 

Banco de la Nación Arruina, contra don Kstanislao Ga- 
llegos, por CObro le pesos; sobre competencia ? oi 

Banco de Londres y Brasil contra la nación. |*>r obro de 
pesos, sobre reculación de honorarios. Ueeurso de hecho 

Banco de Londres y Brasil contra el gobierno nacional. ]>or 
cobro de pesos; sobre honorarios de peritos 2 }i 

Banco Hi|K>tecario Nacional, contra la sucesión de «fon 
Benjamín Araoz. j H . r cobro de pegos j^g 

Battilana. Diego y José Avala, criminal, contra. pur ¡io- 
'micfclio 3l2 

Baylina, don Juan, en autos con la .Municipalidad de Fede- 
ración, sobre retiro de majadas de ovejas del ejido de ese 
municipio |t g 

Bcrmúdez y Figueroa. en autos con el Ferrocarril Andino 30* 
Bosch y Orau, Vicente, en autos ctíií Santiago Mezzera y 
Hermanos, sobre nulidad de una marca de comercio. . .* 333 

c 

Cámara. J M en auto- <obre carta de ciu ladania. Recurso 
de hecho ¿jg 

Camina, doña Carmen Bordera fie. su niccsión' contienda 
de contingencia jgg 

Cano, don Luis J.. contra la provincia de Catamarca. por 
reivindicación ^Jtíj 

Castro. Ambrosio, criminal contra, por homicidio 168 

Combina La Previsora* contra la provincia de Dueños Ai- 
res. Interdicto de recuperar j Q 
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Contienda de competencia entre e! juez federal de Jujuy y 
el de primera instancia en lo civil y comercial de la mis- 

, ma provincia, sobre embargo de dineros fiscales «- 

Cores. Arturo, criminal, contra, por homicidio ,5, 

tona. \- rancisco. criminal contra, por homicidio .... 5 
Cueto, don Félix, en los autos seguidos ,)or el fisco nacio- 
nal contra los agentes del vapor Mndependencia". por 
defraudación a la renta de aduana ; sobre personería. . . 200 
Curatt., l-.og.ano. Darío, criminal, contra, por infracción a 
la ley de juegos prohibidos , 3 8 

D 

Derito, don José y otros, contra la provincia de San Juan, 
sobre incoMsíitucionaüdad dé ley v devolución de im- 
puestos . . . 

, v , ' '. 200 

>iaz. Segundo, crimina!, contra, por homicidio UJO 

Doriga. don José S.. en los autos seguidos por Dionisio 
Quiroga entra Máximo Barañano y otros, sobre reivin- 
dicación. Recurso de hecho 

Duarte, Pedro, criminal, contra, por homicidio. Recurso 
de hecho 

Dubli. Francisco, crimina!, contra, |K,r homicidio . .... . . 24^ 

Durao, don Alfonso y otro, contra el presidente del depar- 
tamento nacional de higiene, por exacción ilegal con fuer- 
za, a bordo de un vapor, y abuso y usurpación de auto- 
ridad. 
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Empresa Puerto Rosario, contra la sociedad "El Saladillo" 353 
Empresa del Muerto del Rosario contra los señores Pinero. 

Lacroze y González, sobre expropiación 365 

Espindola. doña Carmen V. de, y otros, contra la provincia 

de Santa Fe, sobre escrituración 82 
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Estevcs de Rosas, doña Ernestina, contra la provincia de 
Santa Fe. por escrituración; sobre levantamiento de 
embargo So 

Estrada, E. y compañía, en autos con la aduana de la capi- 
tal, i*>r defraudación. Recurso de hecho 381 

r 

Fernández, familia de. en autos con Walter Ilessling, por 
cobro de pesos. Incidente sobre provisión de papel sellado 
en un recurso de hecho «... 405 

Ferrocarril Andino, contra Hermúdez y Figueroa 308 

Ferrocarril Cenftral Argentino, en autos cpn Lavalle y com- 
pañía, por cobro de pesos 174 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con don Severo M. 
Lubary, por reivindicación: sobre competencia 254 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con la Municipali- 
dad de Córdoba, por cobro de impuestos 260 

Ferrocarril Córdoba y Rosario, en autos con el fisco nacio- 
nal, sobre falsa manifestación en el despacho de aduana 
de unas mercaderías 342 

Ferrocarril del Sud. en autos con Félix Güira!. i>or daños 
y perjuicios 10 

Ferrocarril del Süd, en autos con don T. Alfredo Martínez, 
por daños y perjuicios ; sobre procedencia del recurso ex- 
traordinario y competencia 27*) 

Fisco nacional, en autos con Parrado, I laranda y compañía, 
sobre jiago de derechos fiscales 44 

Fisco nacional, contra Lebeque y compañía, ¡w falsa ma- 
nifestación de mercaderías . . . . * 267 

Fisco nacional contra Ferrocarril Córdoba y Rosario, sobre 
falsa manifestación en el despacho de aduana de unas 
mercaderías 342 

Fisco nacional, en autos con Parrado. lia randa y compañía, 
¿obre pago de una fianza 394 
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Freiré, don L. E. f en autos con M. M Urqüfcfc Recurso 
extraordinario de hecho (rj 

G 

Gallegos, don Estanislao, en autos con el Banco de la Na- 
ción Argentina, por cobro de pesos; sobre competencia 301 

Candarías, Alfredo L.. y otros, criminal, contra, por frau- 
de electoral |ilfí 

García, don Leandro, contra el gobierno nacional, sobre 

devolución de dinero x M 

Garcia, don Leandro, contra la provincia de Buenos Aires, 
sobre otorgamiento de escritura y entrega de terrenos. . 158 

Gaunav Leopoldo y Nicolás Guayará, criminal contra, 
por homicidio I2 

Gazcón, don Manuel, hijo, apelando de una resolución de la 
cámara de apelaciones en lo criminal y correccional, en 
<|ue se le imponía una corrección disciplinaria 96 

Gobierno Nacional, en autos con don Leandro García, so- 
^ bre devolución de dinero ,^ 

Gobierno de la Nación, en autos con don Eduardo Pardo, 
sobre caducidad de una concesión de tierra fiscal 212 

Gobierno Nacional, en autos con el Banco de Londres y 
. Brasil, por cobro de pesos; sobre honorarios de peritos 231 

Gobierno Nacional, en autos con doña Fanny Freyrc de Ra- 
mos Mejia, por cobro de daños y perjuicios 288 

Grossen, «Ion Luis, en autos con el fisco nacional, por de- 
fraudación a la renta de aduana. Recurso de hecho 27 

Guiral Félix, contra el ferrocarril del Sud. por daños y 
perjuicios , , . 10 

j 

Juez letrado del Río Negro, doctor Francisco S. Agiiilar. 
sumario instruido por faltas graves en el desempeño de 
sus funciones ,73 
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L 

PiílM 

Laroquctte, don Juan, en autos con don Leoncio Tapia, ]K>r 
iniitacir.il fraudulenta de marca de comercio. Recurso 
de hecho 

Uvallc y compañía, contra el Ferrocarril GeníS M¡¿ 
tino. por cobro de pesos 

Lebeque y compañía, en autos con el fisco nacional, por de- 
fraudacióñ a la renta de aduana. Recurso de hecho. ... ^ 

l£ébéque y compañía, en autos con el fisco nacional por fal- 
sa manifestación de mercaderías •„-.- 

Ubary, don Severo M.. contra Ferrocarril (.entra! Argen- 
tino, p,,r reivindicación ¡ sobre competencia _,; 4 

M 

Maillart, don Xorlurto. eíi autos con don t\hé\ I. Pérez, 
por cobro de ilesos : sobre embargo preventivo m 

.Malparida, don Jesús, en autos con Alfredo Bonino y 
compañía, |K.r col.ro de pesos |n.r concepto de afirmados 
Recurso de lu cho 

Martínez. J. M. I... t autos sobre exoneración de servicio 
militar. Recurso extraordinario ; , 

Martínez, Laureano Antonio y Santos Escudero l.arraña- 
ga, criniinal contra, por falsificación y circulación de 
h.l eto falsos ele Banco IQ 

Martínez, don \ ícente, contra ia provincia de San Luis, 
sobre pago de Un terreno ' ,, 

Martínez, don T. Alfredo, contra el Ferrocarril del SM, 
pOr daños e perjuicios; sobre piocedeñcia del recurso ex- 
traordinario y conipoteiicia ,_„ 

Mercevich. don Cristóbal, contra la provincia de fiücnoS : 
Aire», sobré entrega de tierras «. daños y perjuicios .... ,7 

Merccv.ch. don Cristóbal, contra la provincia de Unenos " 
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Aires, sobre entrega de tierras o pago de danos y perjui- 
cios; recurso de revisión w lrt 

.Mezzera, Santiago y Hermanos, contra Vicente Boscti y 
(irau. sobre nulidad de una marca de fábrica 332 

Milessi, M. f crimina! contra. |*>r substracción de corres- 
pondencia gg 

Moriezun. Francisco, en autos con Piancastello, l'arra v 
Dellacasa. sobre uso indebido de marca * «g 

Municipalidad de Federación contra Juan Baylma, sobre 
retiro de majadas dé ovejas del ejido de ese municipio. . i (6 

Municipalidad de Córdoba, contra el Ferrocarril Central 
Argentino, por cobro de impuestos 260 

Municipalidad de Desamparados, contra Kglantina K. de 
íjmroga. sobré expropiación. Incidente sobre informe 
in vocc 

Muñoz. Juan y otros, criminal contra, por hurto; contien- 
da de coni|>etenc¡a 



65 



o 



419 



Ola ves, lorenzo, criminal contra, por homicidio .. 

Gliviérí, don Juan O., en autos sobre inscripción dé un cer- 
tificado de químico; Recurso de hecho 8 



Pardo, Kduardo. contra el gobierno de la nación, sobre ca- 
ducidad de una concesión de tierra fiscal 212 

Parrado, lia randa y compañía, en autos con el fisco nacio- 
nal, sobre pago de derechos fiscales 44 

Parrado. Haranda y compañía, en autos con la aduana de 
la capital, sobre pago de una fianza 394 

Pellegriiio, don Victorio. contra líacigalupo y compañía li- 
mitada, por resolución de un contrato y daños y perjui- 
cios; so1>re competencia ,^6 
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Sést* 

I era, «Ion Celestino L., contra la provincia de Santa Fe, 

por cobro de pesos ; sobre prueba ' ,- 8 

Pera, don Celestino 1,.. contra la provincia de Santa Fe 

cobro de pesos ¡sobre prueba ' ... 

Pérez, don Abel j.. contra don Xorberto Maillart, por co- 

bro de pesos; sobre embargo preventivo , , , 

Ptancastello. Parra y üellacasa. contra Francisco Morle- 

zun, sobre uso indebido de marca 

Poder Ej«cutivti solicitando medulas para <,ue" ño sufra-, 
entonnrcimientos los llamados a licitaciones públicas c „ 

los juzgados de sección 

Hilero. Lacrozc y González, en autos con la empresa del 

i uerto del Rosario, sobre expropiación ,5- 

Ponce, A., criminal contra, por homicidio ¿ 

Porta, Juan, criminal contra. por homicidio. Recurso ','| e 
hecho 

Presidente del departamento nacional de higiene] en autos 
con don Alfonso Durao y otro, jwr exacción ilegal con 
fuerza a bordo de un va,x»r. y abuso y usurpación de au- 
toridad 

Presidente «le la Sociedad i 'rotectora de' Animales,' dedil- ^ 
ciendo recurso de hecho en actuaciones ante la policía 
para mi|)edir una corrida de zorros i¿ 

Prieto. Juan, contra la sucesión de doña Luisa Lamas de 
¿aválela; sobre interdicto. Recurso de hecho .. llo 

Procurador fiscal de La Rioja. formulando denuncia con- ' 
tra el secretario del juzgado de sección por ejercer la 
procuración y el comercio 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Cristóbal 
Mercevich. sobre entrega de tierras o daños y perjuicios 77 

Provmcia .le Unenos Aires, en autos con la compañía La 

Previsora. Interdicto de reentrar 

•Provincia de Unenos Aires, en autos con don Cristóbal 
Mercev.ch. sobre entrega de tierras o pago de fíanos y 
perjuicios; recurso de revisión 
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Provincia de Dueños Aires, en autos con don Leandro Gar- 
cía, sobre otorgamiento de escritura y entrega de terrenos 15& 
Provincia de Catamarca. en autos con don Luis J. Cano, 

l>or reivindicación 236 

Provincia de Entre Ríos, en autos con don Juan Pedro To- 

rreü. sobre adquisición de un inmueble por prescripción 132 
Provincia de San Juan, en autos con don Carlos Sarmiento, 
por cobro de pesos. Incidente sobre düigenciamiento de 

un oficio 

Provincia de San Juan, en autos con <lon José Derito y 
otras, sobre inconstitucionalidad de ley y devolución de 
impuestos t ^ ^ 

Provincia de San Juan, corttra Carlos Sarmiento, por in- 
demnización de daños y perjuicios . . . 424 

Provincia de San Juan, en autos con don Carlos Sarmiento, 
sobre devolución de un pagaré 413 

Provincia de San Luis, en autos con don Vicente Martínez, 
sobre pago de un terreno 220 

Provincia de Santa Fe, en autos con doña Ernestina Este- 
ves de Rosas, por escrituración ; sobre levantamiento de 
embargo 

Provincia de Santa Fe, en autos con doña Carmen V. de 
Espíndola y otros, sobre escrituración 82 

Provincia de Santa Fe. en autos con don Celestino L. Pera, 
por cobro de pesos; sobre prueba 278 

Provincia de Santa Fe. en autos con don Celestino L. Pera, 
por cobro de pesos; sobre prueba 275 



Quiroga. doña Eglontina I. 
lidad de Desamparados, 
sobre informe i* voce . . 



de, en autos con la Municipa- 
sobre expropiación. Incidente 
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R 

Ramos Mejía, doña Fanny Freyre de. c«„tr a | a nación, por 

cubro de daños y perjuicios >SN 

Ros*s, Patricio y Francisco, criminal contra", por falsifica'- 

con. extorstón y otros delitos ; entienda de competencia ,o 7 
Ro^les, Florencio, criminal contra, por homicidio; sobre 

procedencia del recurso extraordinario .... , 
Rosales. Crispólo, criminal entra, por homicidio .' [ [ .' , J 

s 

Sandnva!. Ezecpiiel, criminal entra, por homicidio. ... ¿o 

Sarmiento. Carlos contra la provincia de San luán, por c<* 

bro de pesos, Incidente sobre dAigencíamieiito de un 
(meto 9 1 

Sannie no. don Cariós7en amo^ 'cóo la provincia de San ^ 

Juan, por cobro ejecutivo de pesos; sobre inhibitoria. . . 
Samnen,,,. don Carlos, contra la provincia de San han 

SObre devolución de m, pagaré, J 
Sarmiento. Carlos, contra la provincia de San "luán. r ' 
indemnización de daños v perjuicios. ... * , 
Scala. don Sebastián, en autos con don Luis Scala'. 'por' «> 
bro de pesos ; sobre o «npeténcia. Recurs. . de he rh< i , , 

seguidas con motivo de desempeñar las funciones de de- 
p^Scf tn 13 ;ulminis,rad «" ^ Justícia de esa 

Séemario del jlttgadó de scccúm de 1.a' Rioja." en amos ' '° 
sobre denuncia del procurador fiscal. por ejercer la pro- 
curación y el comercio 

Soaedad "Droguería Americana". cn autos con la aduana, 

por defraudación. Recurso de hecho 

piedad "El Saladillo", en autos en la empresa' Puerto 
del Kosano 

, 353 
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Spaggiari, Antonio, criminal contra, por homicidio 154 

Stoddary, don Jo¿¿, en autos con !a Sociedad de Kxposi- 
eiones internacionales, sobre constitución de tribunal ar- 
bitral. Recurso de hecho , 5 6 



T 

Terrile. don Miguel, contra don Pedro l>ruti, j>or desalo- 
jo, sobre competencia 22 ~ 

Tfialmessinger; Salí, su extradición solicitada por el go- 
bierno alemán. Recurso de hecho ,gS 

Tomás y compañía, en autos con la aduana de la capital. 

sobre comiso. Recurso de hecho ,S 4 

Torreli, don Juan Pedro, contra la provincia de Entre 

Rio*, sobre adquisición de un inmueble por prescripción 1 32 
Trntti. doña Alcira Scarsi de. contra el doctor Benjamín 
W illianis, [H»r daiio> y perjuicios. Recurso de hecho 409 



ni 



« 



U 



l'rniti. don Pedro, en autos con don Miguel Terriie. jwr 
desalojo; sobre competencia 227 

V 

\ elcz. don Hilario (hijo), contra don Otto W'iilft, por da- 
ños y perjuicios ; contienda de competencia 4 C, 

Yirasoro, Armando, criminal contra, por homicidio 165 

W 



Wiilff. clon (Ato. en autos con do:i Hilario Veles «hijo». 
I*>r daños y iierjuicios ; contienda de competencia 46 



VAtMt ti hA COXn SVPMMA 



Zerbons, doña Cantina Speroni de. en autos con tí poder 
ejecutivo de la provincia de Buenos Aires; sobre aper- 
tura de un camino. Recurso de hecho 218 
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DE LAS 

MATERIAS CONTENIDAS EN EL VOLUMEN CXV! 



A 

Acciones posesorias. — En las acciones posesorias es inútil la 
prueba fiel derecho de poseer. El demandante en un in- 
terdicto posesorio, debe probar su |>osesión en el mo- 
mento en que tuvieron lugar los actos constitutivos dtí 
despojo. Pág. 70. 

Agravamiento de pena. — U corte suprema no puede aumentar 
la pena impuesta cuando la sentencia no ha sido apelada 
por el ministerio fiscal. í'ág. 419. 

Agravamiento de pena. — Véase "Homicidio". 

Autoridades provinciales. — Ninguna medida emergente de au- 
toridades provinciales puede trabar la acción de la justi- 
cia federal en ejercicio de la jurisdicción que le ha sido 
conferida por la constitución y las leyes de la nación ; por 
lo tanto, pedido informe por la corte suprema en un re- 
curso de hecho deducido ante ella, el tribunal local debe 
expedirlo en papel común si el recurrente se negare o 
proveer el sellado exigido por la ley. Pág. 406. 
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Banco de la Nación Argentina. — Véase ''Jutísditcióri''. 

Bqnco Hipotecario Nacional, — Véase "Instrumentos públicos'-. 

Bienes embfflfgables. — K| dinero proveniente de rentas genera? 
fes de una provincia no es equiparable, a los efectos de 
su embargo, a los bienes de la misma afectados a Un ser- 
vicio público y, por lo mismo, indispensables a la subsis- 
tencia de la persona jurídica de existencia necesaria v 
exentos jwr ello de tocio embarco. Pági So. 



Causas por contrabando de aduana. — Véase '"Recurso ordirta? 
rio de apelación'". 

Cesión de derechos a las fines de la competencia de los tribuna- 
fes federales. — KI articulo 8.° de la ley 48. que debe ser 
interpretado restrictivamente, ha establecido limitaciones 
contrarias a los que quieran accionar ame los tribunales 
fedéralo, y responde al propósito de que no se sometan 
a la decisión de dichos tribunales asuntos que no sean en 
realidad de su competencia, conforme a la constitución, 
mediante cesiones que pueden ser ficticias. Dicho articu- 
lo es inaplicable cuando no se trata de una cesión de de- 
rechos, sino de una venta de inmuebles herédalos, que 
qo estaban en litigio, y cuando la demanda rcivinJieato 
ria se inició después de haberle Sido dada la posesión de 
la herencia al vendedor. Pag. 254. 

Competencia. — Véase "Jurisdicción'*. 

Ctnnpelencia federal. — l,o que determina la competencia fede- 
ral con arreglo al articulo rOo dé la constitución no son 
los fundamentos legales aducidos |>or el actor, sino los 
puntos sobr<? que versen las causas promovidas. Rág¿ »"'). 

Concesionario de turra fiscal. — El concesionario de tierra fis- 
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cal acogido a la ley 2875 pierde sus derechos, caducando 
su concesión, si no lia cumplida con lo dispuesto en el de- 
creto de 24 dé diciembre de 1891, reglamentario de ape- 
lla ley. aceptado sin Observación, ni con e¡ de -*o de marzo 
de 1895 que ordenó a los concesionarios sé presentaran 
a pagar el precio, ni con el de 9 de enero' dé 1896 que 
acordó 30 días para proponer agrimensor; no pagando 
ei precio fijado, ni procediendo a! deslinde dentro dé los 
pbzos improrrogables acordados. IVig. ¿12. 

Confesión ante las autoridades policiales. — Ho puede negarse 
todq Valor probatorio a !a confesión prestada ante uti co- 
misario de policía encargado de la instrucción preventiva 
•le! sumario; máxime en un caso en que ella se halla co- 
rroborada por circunstancias tales que. si bien aislada- 
mente consideradas no bastan para producir la certeza 
necesaria .le la culpabilidad de! re. por su número, con- 
cordancia e intima conexión, fundan una conclusión afir- 
mativa en ese sentido. Pág. 48. 

( onfesión de los procesados ante las autoridades policiales. — 
Véase "Declaraciones de los procesados ante las autori- 
dades policiales". 

Coiujrcso de la nación. — l-l congreso de la nación no está obli- 
gado a conferir a los jueces federales toda la jurisdicción 
qué ellos deben ejercer en «enera}, con arreglo a! articulo 
100 de la constitución nacional ; y con más indiscutible 
autoridad lia podido e! mismo congreso subordinar la 
jurisdicción de dichos jueces a formalidades que consti- 
tuyen una limitación de menor alcance y trascendencia 
para el tuero federal, como es el previo desafuero reque- 
rido por el articulo de la ley 4578. cuando e! juicio 
recayera -obre funcionarios que por la constitución na- 
cional o las de las provincias gozaran de inmunidades 
para estar en juicio. I'ág. </,. 

Coiujrcso comojeijisíalíira local. — El congreso al sancionar o 
adoptar como legislatura local de la capital, las leyes de 
procedimiento que rigen en ella, ha [>odido conferir' fac»!- 
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tadcs a sus tribunales para imponer correcciones discipli 
nanas, como !o ha hecho en lo federal. ¡2s4¿ facultades no 
encuentran restringidas |K>r la circunstancia de que los 
litigantes o alagados gGcéh de inmunidades para estar en 
juicio. I'ág. y6. 

Correspondencia telegráfica. — Véase •Trucha". 

Corle Suprema. — Véase ■'jurisdicción^ 

Correcciones disciplinarias. — 7.as colecciones disciplinarias o 
castigos |*>r desacato no importan el ejercicio de la juris- 
dicción criminal propiamente dicha, ni del poder ordinario 
de imponer i>e:ias, como quiera que consisten en preven- 
ciones, apercibimientos, inultas, y sólo por excepción, en 
detenciones, Pág, 

( asa juzgada. — l'na semencia dada en juicio con una causi- 
habiente reviste autoridad de cosa juzgada res|xvto de ¡i 
autor, si el causahabiente ha sido mandatario de éste. 
Si un derecho ha sido afirmado o negado en un proceso* 
habrá identidad de objeto, a !os efectos de la Cosa juzgada, 
si en un nuevo proceso se pone en cuestión ese mismo 
derecho, aun cuan lo fuera para sacar de él otra conse- 
cuencia que no hubiera sido deducida en el proceso origi- 
nar io. Pagi 220. 

( úlpabffidad dé las empresas ferroviarias. — Véase "Prueba de 
la culpabilidad de !as empresas ferroviarias". 

Cumplimiento de sentencias extranjeras. — A los efectos de lo 
estatuido en los artículos 5.", inciso c. y (>.". inciso b 9 de! 
Tratado de Derecho Procesa', aprobado por la ley 3192, 
basta que se acredite haberse hecho en alguna de las tor 
mas y ¡>or el tiempo designado |R>r la lex fori t la citación 
de la parte contra quién se dictó el fallo que sé pretenda 
ejecutar, Tratándose de! cumplimiento de una sentencia 
pronunciada jx»r los tribunales de Montevideo, corres- 
ponde al ejecutado la prueba de la ilegalidad de una cita- 
ción hecha por medio de edictos, dado que las leyes uru- 
guayas autorizan esta forma en determinados casos. Pa- 
gina 111. 
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Daños y perjuicios. — La obligación de pagar daños y perjuicios 
por incumplimiento de contrato no está regida por las dis- 
posiciones relativas a los hechos ilícitos, y |x>r consiguiente 
es improcedente la excepción de prescri|K*¡ón fundada en 
el articuló 4037 del código ctyil. La ley núm. 947 califica 
de ventas las adjudicaciones de tierras en amortización de 
los títulos de 1.1 subscripción pública a que la misma se re- 
fiere, y en tal concepto y de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 506, 508. 511. 1329 y 1413 del código civil, 
carece de derecho para exigir de la nación indemnización 
jK>r daños y per juicios el adjudicatario de tierra fiscal en 
las condiciones de aquella ley, que, hallándose ocupada 
j>or otros a título de propietario, la que se le había ubi- 
cado, se limitó a solicitar del gobierno que, en su reempla- 
zo, se !e reconociera igual extensión de tierra en otra par- 
te, dejándosele a salvo el derecho para pedir oportuna- 
mente la compensación que correspondiera por el perjui- 
cio sufrido "en" virtud de no haber i>odi<lo ejercitar sus 
derechos de propietario" y no a causa del inferior valor 
del último inmueble, y sin que al concedérsele la nueva 
ubicación, aceptada por el mismo, se hiciera reserva al- 
guna de daños y per juicios o compensaciones. Pág. 288. 

Declaraciones de los procesados ante las autoridades policiales. 
— Las declaraciones prestadas por los procesados ante 
las autoridades policiales comisionadas para instruir un 
sumario de conformidad al articulo ' 205 del código de 
procedimientos en lo criminal, si bien no tienen el valor 
de la confesión a que se refiere el articulo 316 del mismo 
código, no dejan de tener algún valor probatorio, sí, como 
en el caso, existen otras constancias que proyectan luz 
suficiente para individualizar a los autores del crimen, 
haciendo desaparecer toda duda respecto a los mismos. 
Pag. 12. 
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Pefrtitidacjón a la renta de aduana. — Es pasible (je !a pena é&- 
tablieíidá en el articulo 101 1 de las orderiánzás de aduana 
e\ que, aun viendo simple intcfiilediario entre el dueño de 
las mercadbrias y la aduana, comete, al sedfeitar él despa- 
cho, la infracción prevista en e] articulo tVi8, ¡neis,» 4.? de 
dichas ordenanzas ; -j,, perjuicio del dcreého qile pudiera 
competirle para repetir lo pagado de quien cprre$p0ndá.. 
Ka ignorancia acerca de la t#rga manifestada no es un 
ermr excusable, ni la ncgiglcnaa u omisiones en el cum- 
plimiento de >u- (leberes por parte de los empleados de 
aduana eximen ai cargador del cumplimiento «le los que 

le sqíi respectivos^ Pág; 

Pefraudacnm a la renta de aduana. — KI que mediante falsas 
manifestaciones» introduce a plaza mercaderías sin abonar 
los derediois o»rre>]>ondientes. incurre en la infracción 
prevista y penada por los artículos 959. 1025 y 1026 c¡c ¡a 
ordenanza- de aduna. 

I.o establecido en el art. 354 de las mismas ordenanza-, 
cu cuanto al modó ponió deben computarse las diferencias 
de falta- o exceso en artículos de peso, no e& de aplicación 
en un caso en que la diferencia procedía de una falsa 
inexacta manifestación co i la que se obtuvo c¡ »*.espacnr> 
de las mercaderías a la plaza sin c l pago de los derechos 
correspondientes. Pag, 381. 
Pemanda. La mo lificación o cambio de fundamentos de de- 
recho np es bastante para el rechazo de la demanda, la 
gina 365. 

Demandas inadmisih'es — Véase "Protesta" 
Atrecho perfecta, - - Vea** "Kscrituraeiói de tierra íi<~a!'\ 
PcmhQ procesal internacional. — Véase "Cumplimiento de sen- 
tencias extranjeras". 
Desacato a las tribunales de justicia. — VA privilegio acordado a 
los miembros de los cuerpos legislativos no se extiende al 
arresto impuesto por desacato a los tribunales de justicia. 
Pagina 96, 

ÚesfiitfltO de los secretarios de ta corte suprema. — 1a>s jueces 
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locales deben <I;ir cumplimiento a los despaclu» sellados y 
firmados por los secretarios de la corté. Pág. 64. 

Devolución de impuestos. — Véase "Protesta' 

Dominio privado. So existen diferencias substanciales entre 
la ocupación de los bienes de! dominio privado para obras 
de utilidad pública y la privación, con idéntico fin. de al- 
guno de lo> derechos qiic comporta ese domnio. pues és- 
tos se encuentran bajo la protección de ías garantías cons* 
ütuéíoflales a! igual que la misma propiedad. Pág 1 ió. 



finor en ¡as sentencias de Ai corte superna, - Véase Kcctiíi- 

cación de error en las sentencias de la corte suprema". 
I:scnt,trac¡ó,i de tierra fisca!. — |j derecho a la escrituración 
por eí poder ejecutivo, de tierra fiscal concedida por una 
ley .ocal como premió o recompensa por determinados 
servicios, no es un derecho perfecto conforme al código 
civil, ¡mes que, aun en el supuesto de qtie el articulo 1 1S5 
y correlativos de dicho código rigiera respecto a promesas 
de donación, no siendo en el caso, el objeto de ésta una 
cosa cierta, carece de eficacia dentro del derecho comím 
(artículos 1799 y 1333, código civil). Por consi ff uieníc 
tal derecho puede ser modificado por otra ley. sin contra- 
riar el articuló de-la constitución nacional, toda vez <|ue 
tratándose de derechos emanados de actos legislativos lo- 
cales y antes de (pie las provincias, procediendo como 
iwrsonas jurídicas, los reconocieran en !a forma y condi- 
ciono de la ley civil o derecho común. las legislaturas 
están habilitadas para reglamentar sus liberalidades es- 
pontáneas a sus servidores, como lo juzgaran más con- 
veniente, en ejercicio de poderes resanados (artículos 
104. 105 y 108 de la constitución nacional). Pág 8i; 
lUrepdones. — Véase "Procesado reincidente". 
Exención de impuestos municipales. — Véase Impuesto gene- 
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ral de limpieza, barrido, riego y alumbrado e impuesto de 
afirmado". 

Expropiación. — A los efecto?, de las indemnizaciones ]x>r ex- 
propiación, el titulo sobre tierra bajo el agua, no es tan 
completo y extenso como el título sobre tierra firme que 
no tiene conexión directa con la navegación; es mi titulo 
restringido, simplemente técnico, sobre cosas que no están 
a la abéoliita disposición del propietario, como las tierras 
altas, y que sé subordina siempre al derecbo público de 
navegar. KI hecho de que ún innmeble esté expuesto al 
avance de un rio navegable o a quedar normalmente, en 
parte, bajo el agua durante alguna época de! año, no lo 
coloca fuera del amparo del articulo ló de la ley i&j, con- 
cordante con el articulo 17 de la constitución nacional. 

Página 365. 



falsificación de billetes ile Huncos. — 1.a imperfección de 

billetes falsificados y circulados, lo mismo que la de los 
medios empleados y el monto del daño causado, pueden 
$ér circunstancias dignas de tenerse en cuenta para j:r;>- 
duar la pchá determinada por la ley. pero tío para cambiar 
la naturaleza del delito comprobado. 
I,a pena de once años de presidio y mil pesos «le multa no 
causa agravio al autor del Mito de falsificación y circu- 
lación de billetes falsos de Banco. Pag. 193. 

Fsnocar riles. — Veáse "Liberación de derechos de aduana''. 

Ferrocarriles. — Véase *' Responsabilidad de los ferrocarriles en 
casos de averia en la carga". 

Ferrocarriles. — Véase "Impuesto general de limpieza, riego, 
barrido y alumbrado e impuesto de afirmado". 

Fuero de ¡os magistrados judiciales. — La circunstancia de des- 
empeñar el demandado al tiempo dé la demanda el cargo 
de camarista y no el de juez, en cuyo carácter auiorizó 
tos act<»> imputados. no puede privar a aquél de ¡a exen- 
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ción consagrada por la disposición constitucional citada, 
en cuyos términos no es indispensable que la responsabili- 
dad que sé busque, sea |>or delitos calificados en las leyes 
penales, bastando el mal desempeño de las funciones del 
cargo, para ocasionar, como previo a la demanda jK>r in- 
demnizaciones el juicio político^ l'ág. 40*). 



Homicidio. — Es ju^ta la sentencia epte condena á diez y siete 
años y medio de presidio y accesorias legales al autor de 
un homicidio perpetrado sin circunstancias agravantes ni 
atenuantes. Pag. 5. 

Homicidio. — Es justa la sentencia que impone la pena de vein- 
ticinco años de presidio y accesorias legales al autor de 
un homicidio perpetrado con las circunstancias prevista* 
en el articulo 17. inciso 3, letras <i y b de la ley 41») y las 
agravantes de los incisos 10 y 13 del articulo 84 y art. 85 
del código penal, mediando la circunstancia prevista en 
el inciso 8 del articulo 83 del mismo código. Pág. 12. 

Homicidio. — No causa agravio una sentencia que condena a la 
¡>ena de quince años de presidio al autor del delito de ho- 
micidio |>erpetrado con la circunstancia atenuante de 
ebriedad. I Yig. 48. 

Homicidio. — Es justa la sentencia que ¡m|x>ne la pena de veinte 
años de presidio al autor de los delitos de homicidio sim- 
•ple y tentativa de homicidio, con las agravantes del art. 84, 
incisos 13 y 15, articulo 85 del código penal. Pág. 54. 

Homicidio. — Es justa la sentencia que impone la pena de doce 
años de presidio al autor de un homicidio cometido con 
las circunstancias atenuantes de ebriedad parcial y con el 
pro]Ni>¡io de evitar un mal mayor. Pág. 60. 

Homicidio. — Es j;«sta la sentencia qué condena a la pena de 
penitenciaria por *¡empo indeterminado y accesorias le- 
gales, al autor, menor de edad, de un homicidio perjictra- 
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ilo con las circunstancias agravantes efe premeditación y 
por promesas de pago. Pág^ 14'». 
Homicidio. — Es ajustada a derecho la pena de diez y siete años 
y medio de presidio y accesorias legales. impuesta al autor 
de im hotfiícidió perpetrado con la circunstancia agravan- 
té de la reiteración y la atenuante de la embriaguez. Pá- 
gina 151. 

Homicidio. Es justa la sentencia (jijé condena a la pena de 
catorce años de presidió y accesorias legales, al atttor (le 
ii-i homicidio perpetrado con la circunstancia atenúa ue 
de irritación q furor de! reo. Pág. 154. 

Homicidio, — Ejs justa la sentencia que condena .1 la pina dé 

«¡niñee años dé presidio y accesorias legales a! autor de un 
h- .inicidi. * perpetrado con !a circunstancia atenuante de 
embriaguez ¡nconipleta. Pág¿ 105. 
//. iJitt'iaiOi — La peúa de dieciocho años de presidio y accesorias 
legales no catira agravio a! autor de U31 triple homicidio 
perpetrado con las circunstancias atenuantes previstas en 
los incisos 4." \ h." de! articulo 83 del código ¡)enal. Pá- 
gina 168. 

Ihmkiaio, Es justa la sentencia c|úc condena a la pena de 
diecisiete afn- y medio de presidid y accesorias lépales al 
autor .le un homicidio simple, sin circunstancias atenúan- 
te^ ni agravantes. Png, ijo. 

Homicidio, Mediando la atenuante prevista en 61 articulo 83, 
¡incitó X." del coligo pena!, tjíié la ley de reformas, número 
4iS*í ha dejad»» subsistente, corresponde aplicar la pena de 
veinticinco ano- de presidio y accesorias legales ai reo de! 
delito de homicidio perpetrado con las circunstancias 
agravantes de reiteración, nocturnidad, asaltos y robos en 
despoblado. Kl menor de edad, reo dé los mismos delitos, 
cometidos con las mismas circunstancias agravante-:. e< 
pasible de la pena de jienitenciaria |M»r tiempo indetermi- 
nado, atento lo dispuesto en el artículo 59 del código pe- 
nal: pero no habiendo sido apelada en esa parte la sen- 
tencia, corresponde confirmar !a pena impuesta, de veill- 
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cinco años de penitenciaría y accesorias leales. Pág. 206. 

Homicidio. — Es justa la sentencia que condena a la pena de 
veinticinco años de presidio y accesorias legales al autor 
de un homicidio perpetrado con las circunstancias agra- 
vantes de reincidencia y ruin,, concurriendo además las 
atenuantes previstas en los artículos 55 v 83. inciso 8." del 
código pena!. Pág. ¿41. 

Homicidio. — Xo mediando recurso del ministerio fiscal, no 
puede agravarse la situación de los procesados reforman- 
do una sentencia que impone la pena de penitenciaria po. 
tiempo indeterminado, cuando la que correspondería apli- 
car ]xir mediar la circunstancia atenuante del inciso 8.° 
de! articulo 83 del código penal, es la del inciso 1 » del 
articulo 17 «le la ley 4180. por ser la inmediata inferior en 
grado a la establecida en el inciso 3.°, letra a del articulo 
y ley citados, a los autores directos de un homicidio eje- 
cutad.» con acuerdo previo. Pág. 312. 
Homicidio. La i>ena de veinte años de presidio y accesorias 
legales no cansa agravió ai autor de un delito de homici- 
dio perpetrado con premeditación, alevosía v ensaña- 
miento. Pág. 410. 



I 

Impuesto general de limpieza, rieau, barrido y alumbrado, y de 
afirmado. — El articulo 8 de la ley 5315, no exime a las 
empresas ferroviarias de la obligación de pagar el impues- 
to general de limpieza, riego, barrido y alumbrado y el im- 
puesto de afirmado. Pág. 260. 

Incompatibilidad de funciones. — Son incompatibles las funcio- 
nes de secretario de los juzgados federales y las de defen- 
sor en la administración de justicia de una provincia. Pá 
gina 110. 

Incompatibilidad de funciones. — Son incompatibles las funcio- 
nes de secretario con el ejercicio de la procuración v del 
. comercio. Es de equidad el señalamiento de un término 
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prudencial para la opción entre aquel cargo y el ejercicio 
ile estas profesiones. Pág. 304. 

indicio, — Puede servir como indicio la declaración de un pre- 
sunto cómplice en los delitos acusados, cuando ella se 
halla corroborada por otros hechos probados. Pág. 241. 

Inhibitoria. — Xo procede la inhibitoria cuando el que la deduce 
se ha hecho ¡>arte en el juicio de que se trata y aducido 
sus medios de defensa. I^ág. 285. 

Informe in roce. — Con arreglo al procedimiento indicado en 
el artículo 8.° de la ley número 4055, no es procedente cj 
informe in i'oce. l*ág. 65. 

Informes pedidos por ta corte suprema — Véase "Autoridades 
provinciales". 

Inmunidades parlamentarias. — En el derecho parlamentario, 
la inmunidad de arresto del legislador cede ante las facul- 
tades disciplinarias de un tribunal de justicia, iwrqne en 
ello está interesada la administración de las misma. Pá- 
gina 96. 

Inscripción de diplomas. — Véase "Matricula |>ara la inscripción 
de diplomas". 

Instrumentos públicos. — En razón de que los préstamos del 
Banco Hipotecario Nacional deben hacerse en escritura 
pública, las cuentas del mismo no están comprendidas en 
el inciso g.% art. 979 del código civil. Pág. 392. 

Interdicto de retener. — Véase "Acciones asesorías". 

Inviolabilidad de la defensa en juicio civil. — Xo existe violación 
de las garantías de ser oído en juicio y de no ser juzgado 
por comisiones especiales, consagradas por el artícu o 18 
de la constitución nacional, cuando la res|M>nsabitidad del 
recurrente ha sido declarada por los tribunales ordinarios 
con jurisdicción en la capital y de existencia anterior al 
hecho de la causa, después de apreciar con criterio propio 
todas las defensas alegadas. Pág. 134. 

Inviolabilidad de la defensa en juicio criminal. — Las garantías 
en materia criminal asegura y consagra el artículo 18 de 
la carta fundamental, consisten en la observación do las 
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formas substanciales del juicio, relativas a la actuación, 
defensa, prueba y sentencia dictada j>or los jueces natura- 
les de! reo. Pág. 23. 

Jurisdicción. — Es juez competente para conocer de los pleitos 
en que se ejerciten acciones personales, el señalado explí- 
cita o implícitamente para la ejecución de un contrato, 
cualesquiera que sean las prestaciones de él que se de- 
manden, ya principales, ya accesorias, o el del lugar en 
que sé verificó el hecho de que se hace derivar el daño 
causado. Pág. 46. 

Jurisdicción. — Corresjx>nde a la justicia federal el conocimien- 
to de un incidente sobre embargos de dineros pertene- 
cientes al tesoro nacional. Pág. 77. 

Jurisdicción. — Sin perjuicio de la aplicación, en su caso, de lo 
dispuesto en el articulo 39 del código de procedimiento.; 
en lo criminal, corresponde al juez respectiva de la capí- 
tal la instrucción de un .sumario por los delitos que el que 
reliante dice fueron cometidos en esta sección territorial, 
cuando, por otra parte, no aparece de las diligencias prac- 
ticadas, que la ejecución de aquéllos hubiese tenido lugar 
fuera de dicha jurisdicción. Pág. 107. 

Jurisdicción. — Iniciado un juicio sucesorio ante dos jurisdiccio- 
nes distintas, corresponde su conocimiento al juez ante 
quien aquél fué iniciado con anterioridad, aun cuando re- 
sulte de autos que el causante, al tiempo de su falleci- 
miento, tenia su domicilio en otra jurisdicción. Pág. 186. 

Jurisdicción. — Es juez competente para conocer de los pleitos 
en que se ejerciten acciones personales, con preferencia 
al del domicilio del demandado, el del lugar señalado ex- 
plícita o implícitamente para la ejecución de un contrato, 
cualesquiera que sean las prestaciones que se demanden, 
ya principales, ya accesorias. Pág. 196. 

Jurisdicción. — Corresponde a la justicia federal el conocimien- 
to de un juicio entre argentinos vecinos de distintas pro- 
vincias, por desalojamiento de una casa» en que la deman- 
da no se refiere al cumplimiento de obligaciones deriva- 
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das de un contrato de arrendamiento en que hubiera que 
tomar como base, d alquiler estipulado a fin tic detenni- 
nar e! valor comprometido éií la gestión de desalojo. Pá- 
gina ¿27. 

Jurisdicción. — No corresponde a la justicia federal el conocí 
miento «le una causa por hurto de mercadería* efectuado 
en una estación de un ferrocarril de propiedad cíe la na- 
ción. Pág. 234. 

Jurisdicción. - Corresponde a la justicia federa! el conocimien 
to de una denuncia contra un funcionario nacional ¡>or 
actos que s c - reputan delictuosos, ordenados en ejercicio 
de faicutade.s conferida.- |*>r una ley de carácter genera?, 
COflio es ía número 4475, aprobatoria de '.a convención sa- 
nitaria internacional. \*&g. jjo. 

Jurisdicción, — Ho corresponde '"fationfe mátenV' a la justicia 
federal e! co lucimiento de las causas qué versen sobre las 
re$|)onsab!lidádes de la- empresa* le fern .carrees res- 
pecto de los cargadores, por pérdidas, averias o retardo 
en la expedición de mercaderías, Pág. 279. 

Jurisdicción. Kl articulo 1." de la ley <>j; es ínupücable cuando 
el Banco de lá Nación Argentina no verifica la renuncia 
<¡ue !o autoriza a hacer el articulo 18 de la lev 4507 v acu- 
de a la jurisdicción nacional que corresponde en primer 
termino como institución federa!. Pag, 361. 

Jurisdicrión. 1.a corte suprema puede conocer en ten-era ins- 
tancia cii un juicio en que aparezca como parte interesada 
la nación. 1%. 3S£. 

Jurisdicción. - Corresponde al fuero ordinario entender en un 
delito de defraudación cometido por un militar, m el se ha 
llevado a cabo en una oficina ajena a la jurisdicción a qué 
están sometidos por el articulo 117. inci.M» j.' del código 
militar, aun cuando la falsificación dé !a firma de un do- 
cumento — medio preparatorio de su perpetración — se 
haya cometido en un cuartel del ejército. IYig. 430. 

Jurisdicción (»ri,¡iiitiritt. — Corres¡K»nde a la jurisdicción origi- 
naria de la corte -uprema e' conocimiento de la «lemán- 
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da de un extranjero contra una provincia, entablada a fin 
de obtener la declaración de haber adquirido por pres- 
cripción un inmueble, en vista de la oposición del agente 
fiscal de la provincia, que pretendía que el bien era fis- 
cal, a la información ofrecida ix>r el demandante ante los 
tribunales locales para acreditar la posesión treintenaria. 

Jurisdicción originaria. — No. puede calificarse de acción civil, 
es decir, regida por el derecho común, para los efectos de 
la competencia de la corte suprema establecida en el ar- 
tículo i * de la ley número 48, la que tiende a obtener, en 
lo substancial, la declaración de falta de responsabilidad 
o extinción de una obligación contraída por el déficit pro- 
veniente de una rendición de cuentas de la inversión de 
los dineros públicos de una provincia, acto que está regido 
!>or el derecho público vigente en ésta. Pág. 413. 

Justicia federal. — Véase "Autoridades provinciales". 

L 

Legislaturas locales. — Véase "Escrituración de tierra fiscal". 

Ley inconstitucional. — La ley de ejidos de la provincia de En- 
tre Ríos, de mayo 13 de 1872, es contraria a las garantías 
fundamentales acordadas a la propiedad |*>r la constitu- 
ción nacional, en cuanto prohil>e tener ganados dentro del 
radio fijado en la misma. Pág. 1 16. 

Liberación de derechos de aduana. — La empresa de ferrocarril 
no puede ampararse en las disposiciones de la ley número 
2549 y 5315 y su decreto reglamentario cuando no prue- 
ben que la mercadería que pretendan introducir libre de 
derechos, sea para los usos determinados en las expresa- 
das leyes. Pág. 342. 

M 



Marcas de comercio. — Las palabras "Rioja Alta" que indican 
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el lugar de procedencia de cienos vinos, no pueden l»or *i 
mismas Constituir una marca de comercio. Pág. ¿o. 

Marcas de fábrkú. — Xu es válida la inscripción de Urtá mar -i 
de fábrica inscripta en el registro respectivo dentro de 
los cuatro meses de sancionada la le) número 3975, *i 
existe otra semejante otorgada cón anterioridad por au- 
toridad competente. Pág. 332; 

Mora. — No existiendo en autos pruebas satisfactorias; de! re- 
conoeimiento extra judicial y fecha del mismo para la en 
trega de la cosa* delie adoptarse la de :a notificación de 
la demanda, como punto de partida de !a mora. Pág. 8j 

Matrícula para la inscripción de diplomas. — La expresada ley 
4560 no prescribe que deban llevarse matriculas ¡jara la 
inscripeión de diploma-, ni la providencia no haciendo lu- 
gar a la de un certificado de químico, expedido por la ofi 
ciña química nacional, importa desconocimiento de! dere- 
cho para el desempeño de comisiones periciales. I'úg. 8. 

N 

Nación. — l ; n todo juicio en que sea parte la nación, elche de 

tar representada por stis mandatarios légale-. No habien- 
do intervenido en un juicio jos representante- legales de 
la nación, no se la puede condenar aun cuando hubiera 
Sido representada en e. por mandatario ad hoe. I'ág. 353. 

Nulidad del acto por falta de tradición de lo cosa donada. — Vea 
se "Falta de tradición de la cosa donada'*. 

o 

Otorgamiento de escritura de toma de posesión de un inmueble. 
— Véase "Toma de posesión de un inmueble". 

f 

■ 

Pciui. — Véase "Homicidio". 
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Personería en jun ios de contrabando y defraudaciones a la renta 
ta dé aduana. — I,a personería qtie e! articulo 69 de la ley 
de aduana, número 4933, confiere a los participes en loV 
comisos „ multas, no se halla limitada a periodos determi- 
nados de los juicios de contrabando, defraudaciones o 
contravenciones en <|ue aquélla haya sido reconocida; por 
lo que. el denunciante a quién se ha tenido por parte en 
tales juicios, tiene personería para intervenir en los de 
ejecución de las sentencias recaídas en los mismos. Ingi- 
na ¿00. 

Posesión de un inmueble. — \ ¿ase "Toma de posesión de un in- 
mueble". 

Premios por servicios militares. — Una ley provincial derogato- 
ria <le otras que acordaban premios o recompensas por 
servicios militares. dcl>e entenderse, en defecto de dispo- 
sición expresa en contrario contenida en la misma o en 
otras sobre la materia, y de acuerdo con el principio ge- 
neral de la no rctroactividad, que se refiere a derechos 
no reconocidos aún por el poder ejecutivo en cumplimien- 
to de preceptos legales anteriores. Pág. 82. 

Prescripción. — La prescripción especial del articulo 4030 del 
código civil, no es aplicable a la nulidad fundada en la ca- 
rencia de facultades en el mandatario para realizar un 
acto jurídico. El reconocimiento a que se refiere el ar- 
ticulo 3989 del mismo código, como en su caso, la renun- 
cia prevista en el articulo 3965, debe ser en favor de quien 
lo invoque o de su causante ; no pudiendo resultar del 
pago hecho a un tercero, (pie implica en el deudor el pro- 
pósito, no de reconocer obligaciones, sino de extinguir- 
las. Si el que demanda la escrituración de esas tierras 
considera que la cestón que de su derecho a la misma hizo 
su apoderado a un tercero, era nula o res inter altos acta, 
no puede invocar el articulo 3957 del citado código, en 
cuanto estatuye que la prescripción de los créditos eondi- 
clónales no principia sino desde el día del cumplimiento 
de la condición, dado que pudo en todo momento, antes 
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de la fecha de la cesión o posteriormente, gestionar del 
demandado la referida escrituración. Pág. 37. 
rescripción. — La nación puede o¡x>ner la prescripción en la 
instancia a que se refiere el inciso 1 artículo 3. de la 

ley 4^55- Pág- 288- 
Prescripción. — La excepción de prescripción opuesta ante la 
corte suprema no puede prosperar si no ha sido materia 
de resolución en la sentencia apelada. Pág. 332. 
Procesado remeidente. — Las circunstancias invocadas como dis- 
culpa por un procesado reincidente importan otras tan- 
tas excepciones que deben ser jironadas por el mismo. In- 
gina ¿4"- 

Propiedad privada. — La constitución nacional ha previsto la 
|H>sihle necesidad de sacrificar la propiedad privada ai 
interés público, estableciendo para ta! caso el rec|uisitf- 
de la correspondiente indemnización (articulo 17). Pá- 
gina \t<\ 

Protesta. — Xo son admisibles las demandas por devolución de 
impuestos que sé pretendan contrarios a la constitución 
nacional, si a! alionarlos no se ha hecho la competente re- 
serva o protesta. Ks ineficaz a estos fines la prot^ta que 
no aparece notificada a autoridad alguna provincial. Pá- 
gina 2**). 

Prueba. — La procedencia y eficacia de una medida de prueba 
deben ser apreciadas al pronunciarse el fallo definitivo. 

Pág, 275. 

Prueba. — Xo puede juzgarse de la procedencia y eficacia de 
una diligencia de prueba, basta el momento de dictarse el 
fallo definitivo. IVig. ¿78. 

Prueba. — La correspondencia telegráfica de un tercero no debe 
agregarse contó prueba, aun cuando ella tenga relación 
con la eue-tión que se ventila. Pág. 424. 

PrtifibO de la culpabilidad de las empresas ferroviarias. — La 
excepción establecida en el articulo 65 de la ley 2873 en 
favor de los cargadores y pasajeros sobre la prueba de la 
culpabilidad de la* empresas ferroviarias en casos de ac- 
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eidentes, es de estricta interpretación y no alcanza, por 
consiguiente, a los empleados de las mismas. I Vig. 10. 

R 

Rectificación de errar en las sartenejas de la corte suprema. — 
El error en la fecha señalada j>or una sentencia, como 
punto de partida de la prescripción, fió es de los previstos 
en el articulo 232 de la ley nacional de procedimientos. 
f%. 37- 

Recurso de apelación m asuntos de aduana. — Xo procede el re- 
curso de ablación para ante los tribunales de justicia 
contra una resolución dictada por la administraci.'m de 
aduana para hacer efectivo el cobro de una suma adeu- 
dada |x>r concepto de impuestos aduaneros. Pag. 394. 

Recurso de nulidad. — Tratándose de un recurso extraordinario 
autorizado por el articulo 14, ley 48, no procede el de nu- 
lidad. Pág. 20. 

Recurso de nulidad. — líl recurso de nulidad no procede cuando 
se trata del extraordinario autorizado ¡xir e! articulo 14, 
ley 48. Pág. 30. 

Recurso de nulidad. — El recurso de nulidad 110 está autorizado 
l>or el articulo 14 de la ley número 48 v 6.° de la núme- 
ro 4055- * 3 ág. 339- 

Recurso de m isión. — Xo existiendo el error alegado, corres- 
ponde el rechazo del recurso de revisión autorizado por 
el articulo ¿41. incisos iJ» y 2." de la ley número 50. Pá- 
gina 140. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso del artículo 14, 
ley 48. contra una resolución de las cámaras de apelacio- 
nes en lo civil, reunidas, denegatoria de un derecho fun- 
dado en la ley 4560, reglamentaria de las profesiones. Pá- 
gina 8. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario de! 
articulo 14, ley 48. contra una sentencia denegatoria del 
derecho fundado en el articulo 65 de la ley 2873. Pág. 10. 
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Recurso extraordinarió, — La interpretación de una ley de ca- 
rácter loeáJ, tóftto es la número no es susceptible de 
ser revisada por la corte suprema en ejercicio ;le la juris- 
dicción que le. confiere el artículo 14, ley 48 y o.° de la 
ley 4O55. I- a decisión declarando indispensable la venia 
previa de! congreso para la admisibilidad de una deman- 
da contra el gobierno nacional, fundada en la ley 3668, na 
da lugar al recurso de! articulo 14, ley 48. Pág. 20. 

Recurso extraordinario. — El hecho de no haber prestado la mi- 
licia su cooperación para impedir actos conceptuados por 
un inspector de la sociedad protectora de animales, como 
contrarios al texto y espíritu de la ley ¿786. no da lugar 
al recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48. Va- 
gina 22. 

Recurso extraordinario. — Ks exteni|>oránea a los fines del re- 
curso autorizado jx>r el articulo 14, lev 48, la invocación 
de una garantía constitucional que se dice violada, hecha 
al intcr|x>nerse la apelación para ante la corte suprema. 

Recurso extraordinario. — Xo tiene carácter de definitiva a los 
fines del recurso extraordinario del artículo 14, ley 48. 
una sentencia que se limita a ordenar la devolución de 
una suma de dinero depositada en garantía de la entrega 
de mercaderías. IVig. 27. 

Recurso extraordinario. — La cuestión de si el tribunal <i quo 
lia estado o no habilitado para fallar el proceso sin la in- 
tervención de todos sus miembros es ajena al recurso ex- 
traordinario del artículo 14, ley 48. Kste recurso procede 
contra una sentencia, que desconoce la eficacia de un ti- 
tulo nacional de marca de comercio. \jx decisión de que 
determinadas etiquetas usadas por e! querellado como 
marca de comercio son inconfundibles con las usadas por 
el querellante, importa un pronunciamiento sobre un pun- 
to de hecho que la corte suprema no puede rever tratán- 
dose de un recurso extraordinario. Pág. 30. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso autorizado por ct 
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articulo 14. !cy 48. contra una resolución <|iic desconoce 
el derecho de aturdir a la justicia federal, fundado en el 
articulo 1003 de las ordenanzas de aduana. 
Lo establecido en el articulo 4 de la ley 7055 se refiere a 
los recursos extraordinarios en causas criminales y no al 
extraordinario del articulo 14, ley 48. Pág. 44. 

Recurso extraordinario. — lis improcedente el recurso extraor- 
dinario del artículo 14 de la ley número 48, si al recu- 
rrente no le ha sido denegado derecho alguno que el mis* 
mo haya fundado en una ley nacional. Pág. 51. 

Recurso extraordinario. — La interpretación y aplicación de las 
disposiciones del código rural para loé territorios nacio- 
nales, no autoriza el recurso extraordinario del articulo 
14 de la ley número 48. Pág. 69. 

Recurso extraordinario. — justicia o injusticia de una co- 
rrección disciplinaria impuesta |>or un tribunal local, es 
un punto ajeno al recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48. y librado a la apreciación exclusiva de aquél. Este 
recurso se propone asegurar !a supremacía de la constitu- 
ción nacional, tratados y leyes de! congreso, establecida 
en el artículo 31 de la carta fundamental, de tal manera 
que no procede a falta de desconocimiento de esa supre- 
macía y de su discusión en el pleito. Pág. 96. 

Recurso extraordinario. — La cuestión de si una ley electoral 
local es más benigna o deroga la anterior que se hallaba 
en vigencia cuando ocurrió el hecho (pie sirve de base al 
proceso, es privativa de los tribunales locales, ya sea como 
interpretación de leyes de provincia o como aplicación del 
artículo 48 del código 'penal, y |*>r lo tanto, ajena al re- 
curso extraordinario del articulo 14, ley 48. Pág. 106. 

Recurso extraordinario. — La corte suprema no está llamada a 
revisar, con motivo del recurso extraordinario del art. 14, 
ley 48, los fallos de los tribunales del fuero común, que 
interpreten y apliquen las leyes dictadas para el gobierno 
y administración de la capital, la ley de patentes y la de 
procedimientos de la misma. Pág. 134. 
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Recurso extraordinario. — Es improcedente el recurso extraor- 
dinario autorizado por el articulo 14, ley 48, cuándo la 
sentencia ajelada no ha tomado en consideración cláusula 
alguna de la constitución nacional, tratado o ley del con- 
greso. La suprema corte de justicia de la provincia de 
Buenos Aires no es, en lo local, el tribunal de última ins- 
tancia a qué se refiere la citada disposición legal. Pá- 
gina 138. 

Recurso extraordinario. — En un juicio de reivindicación, dis- 
cutido y resuelto dentro del derecho común y leyes proce- 
sales, no procede el recurso extraordinario del art. 14. ley 
48, sin que baste a autorizarlo la simple referencia al 
principio de la inviolabilidad de la propiedad. El punto de 
si la suprema corte de la provincia de ISuenos Aires está 
o no habilitada para resolver sin la intervención de todos 
sus miembros, es ajeno a dicho recurso. Pag. 149. 

Recurso extraordinario. — La interpretación y aplicación del 
derecho común son ajenas al recurso extraordinario de! 
articulo 14, ley 48; sin que baste a autorizarlo la referen- 
cia a cláusulas de la constitución nacional. Pág. 156. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14, ley 48. contra un auto que resuelve 
una exce¡>CH>n de incompetencia de jurisdicción por razón 
del domicilio del demandudo, fundada y resuelta con 
arreglo a las disposiciones del derecho común y leyes de 
procedimiento; no habiéndose puesto en cuestión, jior otrfc 
parte, ni sido, por lo tanto, materia del fallo, la validez o 
inteligencia de ninguna ley del congreso o cláusula de !a 
constitución. Pág. 162. 

Recurso extraordinario. — Las conclusiones de una sentencia 
relativas a la manera cómo se efectuó la carga de una 
mercadería trasportada por un ferrocarril, a los efectos 
de la responsabilidad de la empresa del punto de vista de 
lo establecido en el articulo 258 del reglamento de ferro- 
carriles nacionales, no son susceptibes de revisión en la 
instancia extraordinaria del recurso autorizado jx>r e! 
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art. 14, ley 48. Tampoco lo es, jx>r ser un punto de hecho, 
la decisión de que, a la mercadería en cuestión (caños de 
barro cocido destinado a obras de salubridad) no es posi- 
ble colocarla en la categoría de artículos frágiles ( art. 263 
del citado reglamento). Pág. 174. 

Recurso extraordinario. — Xo tiene carácter de definitiva a los 
fines del recurso autorizado por el articulo 3.°, inciso 4/ 
de la ley 4055. la resolución ordenando el arresto provi- 
sorio de un extranjero a pedido de un ministro diplomá- 
tico, hasta tanto lleguen los documentos necesarios para 
presentar el pedido de extradición. Pág. 188. 

Recurso extraordinario. — Xo es sentencia definitiva, a los efec- 
tos del recurso extraordinario del articulo 14, ley 48, la 
que rechaza la demanda únicamente del punto de vista de 
la legislación administrativa local, expresando que: "si 
Ips derechos civiles del actor fueran perjudicados por ac- 
tos del poder ejecutivo o sus agentes, la reparación podría 
ser buscada y obtenida mediante las acciones dadas por e! 
código civil y demás leyes comunes, ante los tribunales 
ordinarios". En consecuencia, es improcedente el recurso 
extraordinario deducido contra tal sentencia. Pág. 218. 

Recurso extraordinario. — Desconocido el fuero federal funda- 
do en el inciso i.\ articulo 20 de* la ley de jurisdicción y 
competencia, procede el recurso extraordinario previsto 
en el articulo 6." de la ley 4055. Pág. 279. 

Recurso extraordinario. — l«a semencia de trance y remate no 
tiene carácter de definitiva a los fines del recurso extra- 
ordinario autorizado por el artículo 14 de la ley 48. Pá- 
gina 297. 

Recurso extraordinario. — Es improcedente el recurso extraor- 
dinario cuando él se funda en prescripciones legales que 
no han sido motivo de discusión ante los tribunales infe- 
riores. Pag. 308. 

Recurso extraordinario. — No es procedente el recurso extraor- 
dinario autorizado por el articulo 14 de la ley núm. 48, 
contra un fallo que desconoce, en virtud de lo dispuesto 
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en los artículos 1606 y 3943 de! códigd civil, el carácter 
de |*>scc<lor qué se atribuye la parte actora. al entablarlo. 
Pág. 310. 

Recurso extraordinario. — Xo tiene carácter de definitivo, a los 
fines del recurso extraordinario autorizado ¡>or el articulo 
14 de la lev número 48. una sentencia en que Ja cámara 
federal, revocando el auto de prisión preventiva dictado 
por el juez de primera instancia, no hace lugar a ¡a decla- 
ración de nulidad de todo lo actuado. I'ág. 339. 

Recurso extraordinario. — Desconocido un derecho fundado en 
las ordenanzas de aduana, procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 48. Lo establecido en el articulo 
4 de la ley 7055 se refiere a los recursos ordinarios dedu- 
cidos en causas criminales Y no al extraordinario. Tá- 
gina 381. 

Recurso extraordinario. — Ks una cuestión de hecho, y )>or lo 
tanto ajena a! recurso extraordinario del articulo 14. ley 
48. la de >i lo que se cobró a los recurrentes son derechos 
o impuestos fiscales, como lo establece la resolución ar- 
lada, o si en el cobro se comprendieron sumas provenien- 
te* de delitos. I'ág. 31)4. 

Recurso extraordinario, — lis improcedente un recurso extraor- 
dinario del articulo 14. ley 48. basado en la violación dt 
la garantía constitucional sobre ia defensa en juicio, si tal 
violación resulta, según el recurrente, de haln-rsele juzga- 
do poniéndose en práctica procedimientos nulos, que fue- 
ron ampliamente impugnados y discutidos en ambas ins- 
tancias del juicio, f'ág. 403. 

Recurso extraordinario. — Para ¡a procedencia (leí recurso ex- 
traordinario del articulo 14. ley 48, no basta que se haya 
disentido duran-te el juicio la inteligencia de una cláusula 
de la constitución o de un tratado o ley del congreso, o 
una comisión ejercida en nombre de la autoridad nacional, 
requiriéndose. indispensablemente, que la decisión defini- 
tiva sea contraria a la validez del titulo, derecho, privile- 
gio o exención fundada en dicha cláusula; en cuyas con- 
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(liciones no se encuentra un auto que. sin entrar en e! 
examen de si existió o no culpa, negligencia, actos u Oir.i 
siones imputados, se limita a resolver c|iie un magistrado 
de !a justicia local de la capital no puede ser traído ante 
los tribunales sin que previamente haya ¿ido despojado 
del fuero. Ta! resolución es favorable a la exención acor- 
dada |xir el articuló 45 de la constitución a los funciona- 
rios (|iie en él se enumera, y por lo tanto, no se encuentra 
comprendida en los términos y pro]>ósitos de! articulo 14. 
ley 48. Pág. 4oy. 

Recurso ex traordinario. — El recurso extraordinario autorizado 
j>or e! art. 14 de la ley 48, es improcedente cuando los 
fundamentos de la sentencia recurrida se aj^yan en e: 
derecho común sin desconocer titulo, exención o privile- 
gio que el recurrente hubiera fundado en disposiciones 
constitucionales o de carácter federal. Pág¿ 436. 

Recurso extraordinario en materia criminal, — El recurso ex- 
traordinario autorizado ¡H>r el art. 22. inciso 2. del código 
de procedimientos en lo criminal. de!>e ser interpuesto 
dentro del término de cinco dias hábiles. I*ág. 142. 

Recurso ordinario de apelación. — La disjwsieión del articulo 4 
de la ley 7055, sólo es aplicable a las resoluciones dictadas 
con posterioridad a las miomas. Pág. 35. 

Recurso ordinario de apelación. — Es improcedente él recurso 
previsto en el artículo 3 de la ley número 4055. deducido 
contra una sentencia que declara sometido a la jurisdic- 
ción federal un juicio sobre substracción de correspon- 
dencia. Pág. 66. 

Recurso ordinario de apelación. — Es improcedente el recurso 
del artículo 3, inciso 2 y articulo 17. incido 1, de la ley nú- 
mero 4035. deducido contra una sentencia que se limita a 
declarar que debe otorgarse el duplicado de una carta de 
ciudadanía. Pág. 08. 

Recurso ordinario de apelación. — Las causas por contrabando 
de aduana se encuentran comprendidas, por su objeto y 
procedimientos que en ellas se sigue, entre las de "materia 
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criminar' a que se refiere el articulo 4/ de la ley 7055. 
Pót lo tanto no procede éti causas de esa especie el recur- 
so de apelación ordinaria previsto en e! articulo 3.* de la 
ley 4055- í%- ií<4- 
Recurso ordinario de apelación. — No es de aplicación el inciso 
i." de! articulo j;- dé la ley 4055 a las regulaciones de ho- 
norarios de peritos en cansas en que la nación no ha pro- 
cedido como persona jurídica. Pág. 231. 
Recurso ordinario de apelación. — Cualquiera que sea el valor 
cuestionado en un p'eito promovido a mérito de una venia 
para demandar a la nación, la- dis|w>siciones de los incisos 
I • y -\ de! articulo y d« la ley 4055 no son aplicables a 
una regulación de lunorarios en que la parte que de éstos 
interesa al fisco no alcanza a cinco mil pesos. 1 La recula- 
ción era de ocho mil quinientos pe.-os moneda nacional. 
Página 233. 

Recursí* ordinaritt de apelación. — lis improcedente e! recurso 
ordinario de apelación previsto en el inciso artículo 3. 
de la ley 4055 en las causas criminales por defraudación 
de la- rentas de aduana. Pág. ¿74. 

Reglamentación de las leyes. — La facultad de reglamentación 
que admite el articulo 14 de la constitución nacional no 
legitima !a referida ley de ejidos, como no legitimaria 
otras qué directamente y sin indemnización obligara á los 
propietarios ;i suhdividir sus inmuebles, a permitir la 
apertura de caminos al través de ellos o a explotarlos en 
determinadas formas, sin que los respectivos títulos con- 
signen nada al respeto. (Véase el considerando 8.° de! 
fallo contenido en el tomo 98, pág. 5->>. Pág. 116. 

Reivindicación. — Xo habiendo el actor o sus causantes adqui- 
rido el dominio de la cosa qué se trata de reivindicar, por 
falta dé tradición de la misma, no procede la acción real 
de reivindicación. Pág. 230. 

Rentas generales de las provincias. — Véase "liienes embarga- 
bles". • 

Rautas fiscales. — El cobro de rentas fiscnles no puede ser obs- 
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taculizado por los articulares con excepciones o defensas 
opuestas antes del pago, a menos que esas excepciones o 
defensas estén especialmente acordadas por la ley. Pá- 

Responsabilidad de los ferocat riles en rasos de averia en la carga 
— Una empresa de ferrocarril responde del daño causado 
a la carga, en un caso en que. probada la averia, el carga- 
dor se ajustó en sus reclamaciones a las prescripciones de 
la ley general de ferrocarriles (artículos 48, 71 y siguien- 
tes). Pág. 174. 

s 

Secretarias de juzgados federales. — Véase "Incompatibilidad 
de funciones". 

Sentencias de las cámaras federales en materia criminal. — El 
artículo 690 del código de procedimientos en lo criminal 
no es aplicable a las sentencias pronunciadas por las cá- 
maras federales de apelación. Pág. 59. 

Sucesiones tincuiadas. — Tratándose de sucesiones vinculadas, 
la del ascendiente debe atraer a la de su heredero. Pá- 
gina ¡86. 

Superintendencia de la corte suprema. — Pa.a que la corte su- 
prema, de acuerdo con la parte final del inciso 4. , art. 2.* t 
ley 7099, intervenga en los casos de superintendencia a los 
fines previstos en el inciso 4. , artículo 11 de la ley 4055* 
es necesario que exista reincidencia. Pág. 173. 

Superintendencia de la corte suprema. — Corresponde a la su- 
perintendencia reconocida a la corte suprema por la ley 
7099 el establecer las incompatibilidades que pesan, en 
general, sobre los secretarios de los juzgados de sección. 
'Página 304. 

Superintendencia de la corte suprema. — No entra en las atri- 
buciones de la corte suprema acordar medidas para que 
no sufran entorpecimientos los llamados a licitaciones en 
los juzgados de sección prescriptos por la ley de obras 
públicas. Pág. 422. 
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Tierra para pastoreo. — La aplicación de la tierra al pastoreo no 
cae dentro de las numerosas prohibiciones contenidas en 
el código civil < art. 2313), en mira de salvar otros dere- 
chos de propiedades contiguas o en el interés de !os bienes 
consagrados a tal destino larts. y siguientes). Dci 

punto de vista del interés público ( nota al articulo 261 1 ), 
el pastoreo en fundos cercados y sujetos a todas las reg'a- 
mentaciones necesarias para evitar perjuicios a la agricul- 
tura y para la seguridad y aseo de las calles u otros higa- 
re* públicos, no es un obstáculo invencible al desenvolvi- 
miento de la población. Pág. 116. 

7 ierra fistol. — Véase "Concesionario de tierra fiscal ". 

Toma de posesión de un inmueble — Constando t escrituras 
públicas y otros documentos otorgado> |>or el demandado 
al actor, la toma de posesión de un inmueble. efe:tua b 
por este Último, no procede ordenar el otorgamiento d«. 
una nueva escritura al solo objeto de que el demandante 
obtenga otra constancia de que ha verificado la aprehen- 
sión de dicho inmueble. Pág. 158. 

Tradición.— Habiendo el demandante eximido al demandado de 
.(toda obligación resjwcto a la tradición de un inmueble y 
mediando un convenio por el cual a<|iiél debia tomar po- 
sesión de los terrenos transferidos que estuvieren libres 
y demandar por su cuenta a los ocupantes que hubiere, 
no procede condenar al demandado a la entrega de los 
referidos terrenos. Página 158. 

Tradición de ¡a cosa donada. — La falta de tradición de la cosa 
en una donación hecha de conformidad a lo dispuesto en 
!os artículos 1810 y 181 1 del código civil, no es causa le- 
gitima de nulidad o ineficacia del acto aludida atento !o 
preseripto en los artículos 1883 y 1834 del mismo código. 
Página 82. 
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CAUSA LVIII 

Criminal, contra francisco Coria, por homicidio 

Sumario : Es justa la sentencia que condena a diez y siete años 
y medio de presidio y accesorias legales al autor de un 
homicidio perpetrado sin circunstancias agravantes ni ate- 
nuantes. 

Caso: Resulta de Ifs siguientes piezas : • 

SKNTENCIA DE M CAMARA FKDKKAI. 

La Pial». Majo II 4c 1912 

Vistos y considerando: 

Que de la denuncia de fs. i presentada por Ramón Cores, 
ante la autoridad jiolicial de Rcáticó el día 14 de diciembre de 
1910 y las declaraciones de los testigos presenciales Manuel 
Pereyra y Gabriel Pereyra. respectivamente a ís. 2 vta. y fs. 4 
y la confesión del procesado a fs. 1 1 ante la mencionada poli- 
cía de Realicó, lugar donde se cometió este delito, convenien- 
temente ratificada a fs. 17. se desprende que e! procesado 
Francisco Coria es el autor del homicidio perpetrado en la 
persona de Juan Lucero. 

Que ambos testigos están contestes en la forma como se 
llevó a cabo este sangriento suceso, como lo establece la sen- 
tencia apelada. 

Que este delito se ha llevado a cabo sin circunstancias 
agravantes que perjudiquen al procesado, ni atenuantes que lo 
favorezcan, pues no es legal en tal sentido la embriaguez que 
alega el reo, porque ella no solamente no ha sido probada a su 
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tiempo, sino también que ninguno de los testigo? presenciales 
la menciona, siendo por lo expuesto de estricta aphcaeionla 
imposición del termino medio de la pena establecida por el in- 
ciso i.« del articulo .7 de la ley 4«89 * reformas al código 
penal, es decir, diez y siete años y medio de presidio como lo 

ha hecho el mí.rior. 

( me la argumentación de la defensa a fin de sostener la 
procedencia de la legítima defensa, es improcedente porque no 
milita en favor del reo ninguno de los requisitos legales m- 
dispensables para el ejercicio de ese derecho que determina el 
incis., 8 del articulo 81 del código penal. 

Por estos fundamentos y concordantes del fallo apelado 
de fojas 34>se confirma con costas. 

Devuélvase para su cump'imtento y repostdon del sellado 

ante el inferior. 

Leónidas ¡¡avallo. — Mareelwo »í- 
eaiaáa. — ./. Gvido l.apáíh'- 

■ 

FALLO DÉ US mm SL'PKEM \ 

Buenos Aire». Ak>'»Io ?2 de 1912. 

Vistos y considerando: 
Que está plenamente comprobada en autos la muerte de 
hian Lucero, a consecuencia de una puñalada ^ 
Francisco Cotia, la tarde del dja M de diciembre del ano 9.0. 
en el pueblo de Realicé. Pampa Central .testimonios de fojas 
i s vta j y 4- confesión de fojas it. ratificada a fojas tj 
vuelta' V .8 - partidas de fojas 6 v .7. e informe de ÍOJ^Oj. 

one la defensa en esta instancia, procura disculpar la 
«cita <lel procesado, invocando a su favor la ^cuiistan-a 
atenuante de agresión ilegitima de parte de la victima q«e - 
.„■„, , a confesión antes indicada, o de pretender sacarlo, como 
Imitaría del hecho de haber sacado ¡««revólver para atacarlo, se 

dice la defensa. ... 

Que tale- escusas resultan desautorizadas: la primera. 
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porque en la diligencia <lc fojas 7- co»sta que Lucero tenía 
guardado SU revólver en la cintura, del lado izquierdo, de don- 
de se lo sacaron las autoridades cuando estaba moribundo; y 
la segunda, porque no tan sólo tío fué vista por ninguno de los 
testigos que presenciaron el hecho, sino que ni siquiera se in- 
tentó justificarla. 

Que el hecho de que Ramón Cores, fuese quien dio aviso 
al comisario, por indicación del sargento de policía. Manuel 
Percyra, mientras éste se ocupaba de aprehender y cuidar a 
Coria, no lo coloca en la condición del inciso 10. articulo 276 
riel código de procedimientos en lo criminal ; y por consiguien- 
te, su testimonio es perfectamente válido. 

Oue lo mismo debe decirse de la circunstancia notada de 
ser la víctima agente de policía y el testigo Manuel Percyra, 
sargento de la misma, y hermano del otro testigo Gabriel Pe- 
rey ra. porque no se descubre el vínculo de dependencia, ni otro 
tundamento capaz de viciar su testimonio en este caso, por lo 
menos. 

Que no habiéndose justificado ninguno de los extremos del 
inciso 8. articulo 8t del código penal, es inaplicable la dispo- 
sición del artículo 83. inciso 1". invocada por la defensa. 

Por lo expuesto y fundamentos concordantes de la sen- 
tencia apelada, (i) se la confirma cotí costas. Notifiqucse ori- 
ginal y devuélvanse. 

•A. Bermejo. — Nicanor G. del 

Solar. — I). K. Palacio. — 
L. López Cai-.anillas. 



(O La eeotenda del juer letrado ¡afonía la pena de diez ytlete atoa y "tdio da 
presidio jr acctsorioe legalee. 



FALLOS DE LA COITÍ SUPKKMA 



CAUSA LIX 



Don /.hiih O. O/ií-iVn. autos sobre inscripción de un certifi- 
cado de químico. Recurso de hecho 

Sumario: x.' Procede el recurso del articulo 14 ley 48 contra 
una resolución <le las cámaras de apelaciones en lo civil, 
reunidas, denegatoria de un derecho fundado en la ley 
reglamentaria de las profesiones. 
2;. u expresada ley 4#> no prescribe que deban lle- 
varse matriculas para !a inscripción de diplomas, ni la 
providencia no haciendo lugar a la de un certificado de 
químico, expedido por la oficina química nacional, impor- 
ta desconocimiento «leí derecho para el desempeño de co- 
misiones periciales. 

Caso : Pon luán O. OHviéri se presentó ante la exma. cámara 
civil de" esta capital, acompañando un certificado de la ofi- 
cina química nacional, demostrativo de que desde el ano 
, 808 hasta la fecha, había sido y seguía siendo químico de 
esa oficina. Invocó la ley número 4560 reglamentaria de las 
profesiones, articulo 2» incisos ay cy pidió se ordenase 
su inscripción en la matricula a fin de poder desempeñar 
cualquier cargo, empleo o comisión que se le discerniese 
por las autoridades judiciales de esta capital. 

El tribunal en reunión de ambas cámaras resolvió: 
•Buenos Aires, octubre 20 de tojo: No acompañándose 
diploma expedido por autoridad competente, no ha lugar, 
rep. el sello y archívese". 
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Buenos Aire». Agosto 24 de 



Vistos: los del recurso de hecho entablado por dóii Juan 
O. Qlivieri contra resolución de las cámaras de apelaciones en 
lo civil de la capital, reunida-. poi* la (pie le niegan la inscrip- 
ción como químico en la matricula del tribunal, y 

Considerando : 

Que si bien la apelación lia sido mal denegada, dado que 
la parte de ( Miviéíí invocó en su petición de fojas 3 ( autos pnn- 
cipales) el articulo 2.". incisos o y b de la ley nacional numero 
4500 v el aun. de fojas 4 vuelta fué contrario a sus gestiones 
("articulo 14. inciso 3, ley número 48; fallos, tomo II3, página 
2<>4 y otros), no hay en el cas., objeto práctico en substanciar 
la instancia, pues es incuestionable que ni dicha ley prescribe 
que deban llevarse matriculas, ni se ha producido caso concre- 
to de desconocimiento del derecho que el recurrente pretende 
le asiste para el desempeño de comisiones periciales. 

En su mérito. ..ido el señor procurador general, se confir- 
ma la resolución apelada en la parte .pie ha podido ser mate- 
ria del recurso. Motifiquese cu el original, repóngase el pa- 
pel y archívese, devolviéndose los autos con testimonio de la 
presente. 

A. r.KRME.10. — Nicanor G. dkl 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 
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CAUSA LX 

rciix Cutral contra el ferrocarril del Sud. por danos y perjuicios 

Sumario : u* Procede. el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 48. contra una sentencia denegatoria del derecho füri- 

2." La excepción establecida en el articulo 65 de la ley 
2873 en favor de los cargadores y p&ajéros solirc la prue- 
ba de la culpabilidad de las empresas ferroviarias en casos 
de accidentes, es de estricta interpretación y no alcanza, 
ppr consiguiente, a los empleados de las mismas. 
Caso: Félix Guiral demandó a) ferrocarril del Sud por cobro 
de daños v perjuicios sufridos con la muerte de su hijo 
Ramón, empleado de dieba empresa, ocurrida en circuns- 
tancia que realizaba una maniobra de enganche de un wa- 
gón a una locomotora. Desconocida por el ferrocarril la res- 
^sáWUdad impiUada, j* cámara federal, entendiendo qué 
al actor correspondía el óiws />n>/ui«rfí. toda vez que la 
dicción de! articulo 65 de la ley sólo regla las 

relaciones de derecho de las empresas con los cargadores 
ó pasajeros, falló rechazando la demanda |>or no haberse 
justificado que el accidenté en tela de juicio se hubiese 
producido |>or culpa o n^igénciá de los empleado? del 
ferrocarril demandado. 

FALLO DE LA CORTE Sl'PRKM A 

Buenos Aire*. Ago«to 27 de 1912 

Vistos los del recurso del hecho entablado por don Félix 
Guiral contra sentencia de la cámara federal de esta capital, 
recaída en el juicio seguido por el primero contra el ferrocarril 
del Sud. sobre daños y perjuicios, y 
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Cpnsideranda: 

( >uc al decidir el tribunal u quo que lo dispuesto en el ar- 
ticulo 05 de la lev numero 2873 pruebas, favorece a los 
cargadores y pasajeros cu cuanto los exime del deber «le pro- 
bar la culpabilidad de las empresas en casos .le accidentes y no 
a los empleados -le las mismas, lia interpretado esa ley en sen- 
tía© contrario a las pretcnsiones .leí recurrente, y en toles con- 
diciones, como !•• sostiene el señor procurador general; la ape- 
lación procedía < artículo 14. inciso 3". ley número 4*'- 

«. 1U . hav. sin embargo; objetó práctico en substanciar 
instancia, desde que la inteligencia dada i-.r el mfepor al 
mencionado artículo «.5 es la «nie se desprende de sus términos, 
.pío debe» aplicar-e restrictivamente en razón de constituir una 
excepción a los principios -enejes Hall..,, tomo no. pá|jná 
tai)- v partiendo de e-te antecedente, la conclusión .le que .le 

las pruelias rendidas 1 Guiral 110 justifican los ext remolde 

la demanda, (sentencio de fojas 165* considerandos f. y 8".), 
es susceptible .1.- .lar lugar al recurso extraordinario confor- 
me a !o -reiteradamente resuelto (articulo 14 citad... fallos, to- 
mo 62, página 274 y otros). 

( )ue p«T !-• que respecta al articulo 1 1 'le la misma ley 2873 
y a los articulo- .,S y roG .le! re-lamento general de ferrocarri- 
les, su inteligencia «o ha sido cuestionada en el juicio. 

Wt ello, -e confirma la sentencia recurrida ei la parte 
que ha podido ser materia .leí recurso. Sotifiqucsc con el ori- 
ginal, repóngase e! papel, árchiyese y devuélvanse los autos 
principales, en testimonio de esta resolución. 

V fí.tfftMRJO. — Nicanor (",. DEL 
Soi.ah. — M. 1'. Daiía. t. — 
1). K. Palacio. — [.. LovEZ 
Caiiami.i.as. 
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CAUSA LXI 



Criminal, contra Leopoldo Cauna y Nicolás Guayan», por 

homicidio 

Sumarios l." Las declaraciones prestadas por los procesados 
ante las autoridades policiales comisionadas para instruir 
un ¿lunario de conformidad al articulo 205 del código de 
procedimientos en lo criminal. «i bien no tienen el valor de 
la confesión a que se refiere el artículo 316 del mismo có- 
digo, no dejan de tener algún valor probatorio, si. como 
en el caso, existen otras constancia* que proyecten luz su- 
ficiente para individualizar a los autores del crimen, ha- 
ciendo desaparecer toda duda respecto a los mismos. 

2*. Es justa la sentencia que impone la pena de veinti- 
cinco años de presidio y accesorias legales al autor de til. 
homicidio perpetrado con las circunstancias previstas en 
el artículo 17. inciso 3." letras a y b de la ley 4189 y las 
agravantes de los ¡nci*os 10 y 13 del articulo 84 y articu- 
lo $5 de! código penal, mediando la circunstancia prevista 
en el inciso 8." del articulo 83 del mismo código. 

Caso : Resulta de las siguientes piezas : 



SKNTKNCIA DEL JUEZ LETRADO 



Santa Rota «a Toa». No»le*Bit !• de »ll 

Y vistos : el proceso seguido contra Leopoldo Gauna. quien 
«lijo a fojas 52. «er argentino, de veinticinco años, soltero, jor- 
nalero, domiciliado en Laboulage y contra Nicolás Moyano o 
Guayama, quien dijo a fojas 56, ser argentino, de veinte y ocbo 
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años, soltero, jornalero, domiciliado en el mismo punto: ambos 
procesados por homicidio en la persona de Pedro Herrera y 
del que resulta, que en la madrugada del veinte de septiembre 
de mil novecientos nueve, fué bailado en una de l&s calles del 
pueblo de Realicó, el cadáver del vecino Pedro Herrera, pre- 
sentando varias heridas de arma blanca que le causaron la 
muerte, según el informe médico de fojas 24. Que de las pri- 
meras indagaciones resultaron sospechados de ser autores del 
crimen, los sujetos Leopoldo Gauna y Nicolás Moyano o Gua- 
yama. quienes lo perpetraron con el único fin de robar. Esta 
culpabilidad, resulta plenamente comprobada en autos. El dia 
diez y nueve de septiembre del año del crimen, tenían lugar en 
el pueblo varias diversiones con motivo de la fiesta italiana del 
veinte de septiembre. La víctima concurrió en las primeras ho- 
ras de la noche a la confitería de Santiago Rossi, donde se 
entretuvo jugando con varios amigos. Leopoldo Gauna y Ni- 
colás Moyano fueron vistos esa misma noche en la referida 
confitería, como si acecharan a la victima, retirándose pocos mi- 
nutos antes de hacerlo Herrera, quien al salir de dicha casa, 
después de las dos de la mañana, fué atacado entre las sombras, 
apuñaleado y muerto. El robo, fué el incentivo del crimen, y 
asi lo demuestra el hech# del despojo. 

La sospecha sobre los presuntos victimarios se confirma 
desde las primeras diligencias del sumario: y su culpabilidad 
surge después plenamente de la declaración de Gauna. (fojas 

14. 15» 16 >' !7> el cnal aíinna < l ue pali<> í,c ,a mencionada con " 
fítería Rossi. acompañado de Nicolás Guayama y que al doblar 
por una calle inmediata, notaron un bulto que iba delante de 
ellos; que. sin que el declarante pudiera evitarlo^ Guayama le 
manoteó de la cintura la pistola Browing. con la que le ame- 
nazó de muerte, si no agredía con su facón a la victima, que 
entonces, conociendo la mala índole de Guayama. tomó maqui- 
nalmente su daga y acometió a Herrera; pero que antes, ya 
Guayama le había dado un recio golpe en la cabeza, y viendo 
que a pesar de haberle dado algunas puñaladas. Herrera se 
mantenía aún de pie, Guayama lo ultimó a golpes con el cabo 
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snel- 



:i noche. 
ad< 



del rebenque; procediendo acto continúo al registró dé los bol- 
sillos de la victima, oír... cuerpo fué arrastrado a un sitio bal- 
dío para ocültario (declaración de fojas 14, 15. 16 y 17). 

El co-delincucnte Guayan», constata ¡guales hechos y cir- 
cunstancias en sus declaraciones; que déspués en las indagato- 
rias ame el juzgado tachan de haber sido arrancadas por la 

fuerza Mojas 52. 5.?- M- .V 57 ' : Guaya» coní¡rn1a '"~ h 
chos de Caima, expresado que cometieron el delito bajo el 
temor de ser atacacíos por la victima. 1 fo|áji 22 > 

ta) v. que asi. al encontrarse en la oscuridad de la noi 
asestó un recio golpe de rebenque en ta cahe/a de! vktiiw 

que su acompañante • ■.amia, lomó el pinTal y le dio vana- pu- 
ñaladas, que contó aún no lo dejaran fuera de combate, él dc- 
' clarante 1" ultimó con el mismo rebenque. 

lis declaraciones testimoniales eoneftérdán respecto de I» 
individualidad do irao IS los procesados Caima: y él Hecho di- 
que ta pistóla [irowtng que se cncotftrara junto al cadáver per 
teneciera a Leopoldo Caima, reconocida por él y constatado por 
testigos, no deja lugar a fn njcaor duda, sobre sil citlpabilidad. 

El denunciante a fojas hace mérito de todas éstas co ts- 
tanejas del proceso, sindicando a los presuntos autores del cri- 
men y subrayando irregularidades policiales: decretada la pru 
sióh preventiva de ios procesados y elevada la causa a plena- 
rir>. la acusación fecal se pronuncia encuadrando el hecho den- 
tro del articulo 17. inciso 1." capitulo i " de la ley y por 
su parte la defensa, basándose en la retractación que de sus de- 
claraciones hacen los procesados, pide la absolución de los mis- 



llli «s, 



En este é estado y no habiéndose producido pruebas en c'. 
plenario quedó la causa concluida para sentencia; mandándose 
por el auto de fojas 74. subsanar algunas deficiencias, del pro- 
ceso, y 

Considerando : 

One la existencia del delito se encuentra comprobada en 
autos debidamente, como también individualizada la persona 
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de sus autores y su culpabilidad. Lo primero resulta del acta de 
fojas 2. informe médico legal agregado a fojas 24 y partida de 
defunción corriente a fojas 77 ; lo segundo de las pertinentes 
constancias sumariales, de que se hará mérito en las considera- 
ciones siguientes. 

Que en cuanto a la retractación que los procesados hacen 
de su confesión producida ante la policía, no están evidente- 
mente comprobadas las violencias a que se refieren, al menos en 
lo relativo a Leopoldo Gauna. quien a este respecto dice que 
una vez de haber llegado a la comisaría, fué puesto en la barra 
con esposas, desde el dia siete u ocho hasta el veintiséis : que a 
los diez y seis días de haber permanecido en la barra lo saca- 
ron pora hacerle firmar la declaración a la fuerza, y como se 
negara lo insultal>an. injuriaban y hasta amenazaban de muer- 
te, sino firmaba la declaración, que, ni se la leyeron, ni permi- 
tieron que lo hiciera. Tal dice el declarante y en parecidos tér- 
minos se expresa el otro procesado. Sin eml>argo. quedan en pie 
contra ellos, hechos más elocuentes que la declaración forzada, 
y que los habrían comprometido siempre, aún a falta de toda 
declaración. Que por esto el proveyente. no puede admitir tal 
descargo, a pesar efe los correctivos que el comisario instructor 
reconoce a fojas 19 haber aplicado a Nicolás Moyano o Gua- 
yama. Queda siempre firme no obstante sin prueba en contra, 
la confesión de Gauna. fojas 14 á 18, la que reúne los requi- 
sitos legales para su validez y no consta que a Gauna se le haya 
aplicado correctivo alguno. Que por otra parte los demás he- 
chos de la causa constatan la efectividad de las declaraciones 
tachadas de violentas. Ambos prevenidos confiesan haber es- 
tado en la confitería de Rossi momentos antes del crimen. El 
reconocimiento de las prendas abandonadas por los procesados, 
ver fojas 16 vta. y 17 y fojas 22, es bien sugestivo por cierto, y 
mucho más, la declaración de Gauna hecha ante este tribunal 
a fojas 52 vuelta y según la cual la misma noche del crimen 
encontrándose el declarante sin dinero, había empeñado a su 
compañero Guayama la pistola Browing que fué hallada junto 
al cadáver de la victima. La pitfola Browing de propiedad de 
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Gauna v que éste reivindica a pesar de la retractación, viene a 
ser pues elemento principal de convicción contra los acusados. 
Por último los mismos hechos posteriores de los procesados su 
fuga a raiz del suceso, sobre todo, es también indicio revelador. 
La retractación por consiguiente no podría anular los hechos 
que la acusación comprueba en el proceso, mi la confesión de 
Gauna siendo ev idente el delito, la individualidad de los auto- 
res y la resjxmsabilidad de los mismos, a pesar de la retracta- 
ción Aparece pues indudable que los procesados acometieron 
a su victima de noche y tior sorpresa y con el ánimo de robar- 
le v que no pudiendo con>umar cómodamente el robo debido 
seguramente a resistencias del agredido, lo ultimaron en la for- 
ma bárbara de que instruye el dictámen pericial de fojas 24. 

( >ue existen pues, en contra de los procesados y por lo que 
respecta al homicidio, las circunstancias características que pre- 
vee el atrículo 17. inci-o y <» y b de la ley 4 i&> - J*W se 
ha realizado con el fin de consumar otro hecho punible o para 
asegurar sus resultados COÍI premeditación, alevosía y ensaña- 
miento - ésto aparte de las agravantes de los incisos 10 y 13 
del articulo 84 y 85 Mine código penal, por el delito de robo. 

Que en tales condiciones, sólo el transcurso del tiempo dado 
el carácter del homicidio confinado, puede impedir la aplica- 
ción «le la última pena, en virtud de la atenuante que define el 
articulo Sí inciso 8." del código penal. Si bien es cierto que la 
lev 418-» ha reformado el criterio legal en cnanto a los casos en 
que debe aplicarse pena de muerte, no lo es menos que el ci- 
tado articulo S.í inciso 8". no ha sido derogado y debe inter- 
pretarse tal circunstancia en favor .le I08 procesados, castigan- 
do el delito como un homicidio simple, con las agravantes cita- 
das y previstas por los artículos 10 y 13 del articulo 84 y 85 
in.6ne «leí código penal. Corresponde en consecuencia, aplicar 
a los procesados, el máximun «le la pena establecida por el ar- 
ticulo 17 inciso i." capitulo i." de la ley 4189. aceptándose las 
cotiv-luMoncs de la acusación fiscal. 

Por tales fundamentos resuelvo condenar a Leopoldo Gau- 
na y Nicolás Moyano o Guáyala, a sufrir la pena de vemticin- 
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co años le presidio, más jas accesarias legales y les impongo las 
costas del proceso. Notiíiquese. elévese en consulta si no fue- 
se apelada y en oportunidad cúmplase. 

V notando el juzgado. que el procedimiento observado por 
el comisario instructor a que se hace referencia a fojas 10. es 
violatorio de la ley. lÉM) testimonio de dicha acta y DÓnggse 

a despacho. Domingo Sasso. 

Juan Julián Lastra. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

La Plat»i M»yo » d* 1912 

\'istos y considerando: 
Que de las constancias de autos se desprende que los pro- 
cesado, Leopoldo Gauna a fojas i 4 > Nicolás Guayan» a fojas 
TL confiado ser ellos los matadores de Pedro Herrera 
en la madrugada del 20 de septiembre «le mil novecientos nue- 
ve, confesión que corroboran las vehementes presunciones que 
existen contra ambos procesados al encontrarse al lado de! ca- 
dáver de Herrera, sus armas y piezas de vestir que ambos pro- 
cesarlos han reconocido como de su propiciad. 

Oue el inferior en su sentencia de fojas ochenta y uno 
aprecTa legalmente la forma y modo cómo se ha llevado a cabo 
¿fi crimen, v aplica con equidad el máximun establecido por 
el artículo diez y siete inciso primero de la ley cuatro mil cien- 
to ochenta y nueve de reformas al código penal, es decir, vein- 
te v cinco años de presidio. 

Oue la argumentación de 'a defensa rumiada en la retrac- 
tación de los procesados para desvirtuar la indagatoria prestada 
ante la autoridad policial, no debe tomarse en consideración, 
porque los inculpados no han intentado, ni aún ofrecido prue- 
bas sobre hechos decisivos que justifiquen haberse producido la 
confesi&n. oprimidos por medios violentos en los términos que 
indica el articulo trescientos diez y nueve del código de procedí- 
mientos «n lo criminal. 
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Que, por otra parte, la validez de» las diligencias sumaria- 
les practicadas por la |>olicia en indudable, mientras no se de- 
muestre expresamente lo contrario, ante la prescripción del ar- 
ticulo ciento noventa y cinco del código de pnKcdimicntos y 
sus concordantes. como ha sido ya declarado ppr este tribunal 
. en el fallo inserto en el tomo quinto, página veinticinco. 

Que los correctivos qué el mismo comisario sumariante 
afirma haber aplicado a uno de los procesados ( fojas diez y 
nueve) han sido tomados en cuenta por el juez a quo. como 
puede verse al final de su sentencia. 

Por estos fundamentos, concordantes del fado apelado y 
de acuerdo con el dictamen del señor procurador fiscal de esta 
cámara, se confirma aquél con costas y devuélvase para su cum- 
plimiento. 

Leónidas Zabulla. — Marcelino ks- 
calada. — A. Guido La; alte. 



iM.LO DE LA CORte SUPREMA 



Bueno» Alrtt, Agotlt 2T di 1912 

Vistos y considerando: 

Que remitido al juez el sumario instruido por la policía, 
no como diligencia preventiva de las autorizadas por el articu- 
lo 184 del código de procedimientos en lo criminal, sino por 
comisión judicial conferida de acuerdo con el artículo 205, en 
auto de fojas 1 vuelta, y llamados los procesados a prestar 
declaración indagatoria, desautorizaron en este acto la firmada 
ante aquélla, dtctemlo que obraron violentados por amenazas y 
torturas anteriores y en el momento de ser interrogados. 

Que ello ha dado motivo para que el defensor en esta 
instancia, insista acerca de k> alegado y desestimado en las an- 
teriores respecto a la falta de valor legal de la declaración ho- 
rnada ante el comisario de Realicó, Pampa Central, sin que se 
haya pretendido probar, como era necesario, los vicios apunta- 
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dos respecto a C.auna, y el carácter y naturaleza .le \o> nu.mos 
respecto á Guayan*, por no tratarse de ..na confesión .ndrw- 
5 ib¡¿ y sí de la excepción consignada en el articulo 318, código 

ClUld Que aún cuand.. las desaficiones prestadas y firmadas 
ante Ta policía, no tengan e! valor de la confesión a que se re 
iicre el articulo 3.6 del código de procedimientos en > r » n '- 
nal. si constituyen la base única del proco*., en el caso, no se 
les i>ue<!e negar algún valor probatorio, que un.du a Ademas 
c7,'tancias [irosamente enumeradas de fojas S. a 83 de estos 
auVos. proyectan lu? sulicicnt, para individualizar a lo, au- 
rores de! crimen que motiva esta e;.n>a. haciendo desaparecer 
t.,la «luda respectó a los mismos. (Fallos, tomo «,7. l>a«ma 
»o5 :.tomo 106, página 190). . 
' ' Que atento lo manifestado por el <enor procurador pi- 
nera! en la segunda parte de su memoria de fojas "», con-cs- 
£„de i"«-esar la atención del juez acerca .le lo denudado y 
a lin de que considerada debidamente dicha m«m .estacón. pro- 
cede averiguar > penar, en su caso, los hechos i,ue se meneo- 

por lo expuesto v fundamenta CO icordantes de la senten- 
cia apelada, se la confirma .en costas. \otm<|..ese original j 
devuélvanse. 

\. I'.kkmkio. — Nicanor G. DEt. 

Sol.AH. - M- P. D.ARACT. - 

1). B. Palacio. — I.. LÓ*«í 
Cabaniulas. 



,„ Los necho, .que * re.iere e. <cnor pleura ior R en.ra. se haU.o re.ac.on.do 



une. ««undo cor.sidet.ndo de la sentencia Je. iuea letrado. 
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CAUSA LXII 



Don Francisco Aparicio contra el gobierno nacional, por cobro 
de pesos. Recurso de hecho 

Sumario: i." Tratándose de un recurso extraordinaria autori- 
zado por el articulo 14, ley 48, no procede el de nulidad. 

2. La interpretación de una ley de carácter local, como 
es la número 3668, no es susceptible de ser revisada por la 
corte suprema en ejercicio de la jurisdicción que le con- 
fiere el articulo 14, ley 48 y 6 de la ley 4055. 

3?, La decisión declarando indispensable la venia previa 
del congreso para la admisibilidad de una demanda contra 
el gobierno nacional fundada en la ley 3*168, no dá lugar al 
recurso del artículo 14, ley 48. 

Caso : Resulta del siguiente : 

FALLO DK LA CORTE SfPREMA 

Buenos Airo, A | otto 29 dt 1912 

Vistos: Los del recurso de hecho interpuesto por don Fran- 
cisco Aparicio contra sentencia dictada por la cámara primera 
de apelaciones en lo civil de la capital, en el juicio seguido por 
aquél contra el gobierno nacional, sobre cobro de pesos. 

Y considerando: 

Que, con arreglo a los términos del articulo 6 de la ley 
número 4056 y a la jurisprudencia establecida, no procede el 
iccurso de nulidad en casos de la naturaleza del presente. 
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Que la sentencia referida tiene carácter de definitiva, pues 
pone fin al pleito en la forma entablada. (Fallos, tomo 103, 
página 228). 

Que esto no obstante, la interpretación que el tribunal 
<i quo hace del articulo 6, ley 3668. que sirvió de base a la de- 
manda, en el sentido de que. al nombrar la nación al actor co- 
brador fiscal de la deuda atrasada de contribución territorial y 
patentes, no ha procedido en el carácter de persona jurídica o 
no ha celebrado acto regido por el derecho común, que dé origen 
•a acciones civiles, no es susceptible de ser revisada por esta cor- 
te en ejercicio de la jurisdicción que le confieren el art. 14 de 
Ja ley núm. 48 y 6 de la ley 4055. como quiera que la primera 
ley es de carácter local, para, el gobierno y administración de 
la capital (art. 90, ley 1893 ; fallos, tomo 48. pág. 71 y otros). 

Que. de otra parte, la decisión del mismo tribunal que 
conceptúa indispensable la venia previa dd congreso para la 
admisibilidad de demanda como la actual, no ha podido lam- 
isco ser apelada por el actor, desde que ella es favorable a la 
exención alegada por el demandado y no por el. (Fallos, tomo 

113. í«g- 317 y otros >- 

En su mérito, de acuerdo con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara bien denegado el recurso. Notifi- 
quese con el original, repóngase el papel y devuélvanse los au- 
tos principales con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — M. P. Da*aat.— 
D. E. Palacio. — Lucas Ló- 
pez Cabakhaas. 



t 
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CAUSA LXHI 



/:/ presidente de la Sociedad Protectora de Animales, dedu- 
ciendo recurso de hecho en actuaciones ante ¡a policía para 
impedir una corrida de zorros. 

Sumario : El hecho de iió haber «prestado la. ptvlicia su cmjKrra- 
cjóii para impelir actos conceptuados por un insjiector de 
la Sociedad Protectora de Anímale- cóijiO contrari»* al 
texto y espirítn de la ley 2786, n<> da lugar al recurso ex- 
traordinaria del art. 14. de la ley 48. 

Caso : Restilta del siguiente : 



FALI.O PE f.A CURTE St T PR EM A 

Bueno* Aires. AkosU» 29 de 1912. 

Vistos los de' recurso de hecho promovido |*>r el presi- 
dente de la Sociedad Protectora de Animales, y considerando: 

Que el art. j de la ley 278Ó contieie dos puntos principa- 
les que no deben confundirse: obliga, de una parte a las auto- 
ridades policiales de la capital y territorios nacionales a prestar 
la cooperación necesaria para hacer cumplir las leyes, reglamen- 
tos v ordenanzas dictadas en protección de los animales; y esta- 
blece, de otra, qué es de la competencia de las mismas autorida- 
des el juicio y aplicación de las pcna> a que se refiere el ar- 
ticulo 1 de la propia ley. 

Que; sej;ún resulta del testimonio de fs. (\ el inspector don 
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Benito Viera de la Sociedad Argentina Protectora de Anima- 
les se limitó a solicitar de la potete q«e * impidieran la bolea- 
da de avestruces y corrida de rorros que debían efectuarse en 
la Sociedad Sportiva Argentina, el día 28 de mayo le 191». »n 
deducir acusación contra persona alguna en ese acto o pos- 
teriormente. . 

Que «1 hecho de que la policía no haya prestado la coope- 
ración solicitada, no es susceptible de dar lugar al recurso ex- 
traordinario de que se trata, desde que no ha habido juicio, sen- 
tencia ni recurso denegado (art. 14, % núm. 48; fa"os. tomo 
107. pág. 263 y tomo 110. pág. n). 

Por ello, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
procurador general, se declara improcedente el recurso. Noti- 
íiquese con el original y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA LXIV 

Criminal, contra Juan Porta, por homicidio. Recurso de hecho 

Sumario : I o . Es extemporánea a los fines del recurso autori- 
zado por el art. 14, ley 48. invocación de una garantía 
constitucional que se dice violada, hecha al interponerse 
la apelación para ante la corte suprema. 

2». Las garantías que en materia criminal asegura y 
consagra el artículo 18 de la carta fundamental, consisten 
en la observancia de las formas substanciales del juicio, 
relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dic- 
tada por los jueces naturales del reo. 



Caso : Resulta del siguiente 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Alcct. AgoMo 31 * 1912 



Autos y vistos: 

US del recurso de queja por apelación denegada, inter- 
puesto por el defensor del procesado Juan Porta contra la sen- 
tencia definitiva de la excelentísima cámara de apelación en lo 
criminal de esta capital. 

■ 

Y considerando : 

Que como fundamento «le la aludida apelación liase ale- 
gado que en la sentencia de la cámara «, quó han sido .desconoci- 
das al reo las garantías acordadas por el art. 18 de la const. li- 
ción, para ser juzgado por los jueces ^signados por ta ky 
antes del hecho de la causa; observándose, que dicho tribunal 
de apelación ha pronunciado condena en única instancia, por un 
delito sobre el cual no había recaído sentencia en la primera, 
ni <e había tomado declaración indagatoria al prevenido- 

Que es doctrina consagrada por reiteradas resoluciones de 
e,ta corte, interpretando y aplicando lo dispuesto en los ar- 
tículos .4 de la ley 48. de la ley 4655 y " inciso 2 del £fe 
de procedimientos en lo criminal, que para que pueda ejercí 
tarse ante ella la jurisdicción de apelación extraordinaria a l 
legislada, es menester que en el pleito y no «^AÍ¡££ 
por sentencia de último grado, se haya cuestionado la inteligen- 
cia de una cláusula constitucional, tratado, ley de congreso o 
de una autoridad -¡creída en nombre dé la nación, y la deci- 
sión haya sido contraria al derecho, privilegio, autoridad o ga- 
rantía que se hubieren fundado en ellos. (Fallos: tomo 110. 
pág. 85; ti l, pág- 6b; 1 13, Páíí 345: 94. P»K- <>5; 95. P*g- 43- 

y OÍ Oue en el caso, según aparece de la propia exposición del 
recuente y lo confirma el examen de los autos del proceso 
respectivo elevado por la cámara sentenciadora por vía de m- 
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temooránea y fuera de la oportunidad legal a que se ha necno 
SSTÍ tribunal hallase inhabilitado para tomarla en con- 
sideración y abrir el recurso respectivo. 

independientemente de esto y ^--^ 
to atenta la naturaleza de la causa, puede agregarse, yue en 

Que al propio tiempo aparece que ^ «a 
conocimiento a Porta, en el traslado de la acusación «mfcndo 
defensor, quien se ocupó de ella al evacuado; de modo 
„o puede válidamente sostenerse m**£"* *™. 
sido condenado sin ser oido 4 ^ 

pecto augurada por el articulo 18 de la . 
— Queen este concepto, tampoco le ha faltado la doble ins- 
tancia legislada en la ley procesal de la m*en». pues. »P»rte 

mmmé» mm mm * defensa * * pnme " 



fallos de la com ívwha 



ra, debe tenerse presente que en la oportunidad debida se abrió 
el término probatorio correspondiente, en el cual pudo la de- 
fensa producir toda la prueba de descargo que creyere perti- 
nente a dichos delitos: y la sentencia de fojas 1427 ( 6 °- CMT ' 
po) hizo mención de ellos, y si bien ño pronunció condena es- 
pecial sobre el particular, puede atribuirse a que la naturaleza 
de la pena impuesta por el homicidio, hacia innecesaria la men- 
ción de los otros delitos reiterados, ya que esa pena 110 podía 
ser aumentada en consideración a ellos. 

Que en todo caso, habiendo sido materia de acusación, 
defensa y prueba en primera instancia tales delitos, el tribunal 
de último grado tenía plena facultad legal para pronunciarse 
sobre los mismos e infligir a su autor la pena que juzgase apli- 
cable, obrando como tal tribunal de apelación. 

Que, en consecuencia, y prescindiendo de si es o no equi- 
vocada la aplicación que los tribunales locales hayan hecho de 
las leyes que rigen el ordenamiento y decisión de las causas 
criminales a ellos atribuidas, es indudable que en el caso no 
se ha privado al reo de las formas substanciales del juicio cri- 
minal, relativos a la acusación, defensa, prueba y sentencia dic- 
tada por sus jueces naturales; que es en lo que consisten las 
garantías que sobre el particular asegura y consagra el articulo 
18 de la constitución, invocado para fundar el recurso dene- 
gado. 

Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor 
' procurador general, se declara no haber lugar al recurso inter- 
puesto a fojas 326. Notifiqucse original, archívese y devuél- 
vanse los traídos, con transcripción de la presente. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. Lopkz 
Carasillas. 

NOTA: — En trece de agosto no se hizo lugar a un re- 
curso de queja interpuesto por don Luis Laborie en represen- 
tación de doña Constancia Nacimento. en autos con la sociedad 
Jenvich Colonissation Association. 
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CAUSA LXV 



Don Luis Grossen en autos con el fisco nacional por defrau- 
dación a la renta de aduana. Recurso de hecho. 

Suwario: No tiene carácter de definitiva a los fines del recurso 
extraordinario del articulo .4. ley 48, «na sentencia que 
,e limita a ordenar la devolución de una suma ue d.nero 
depositada en garantía de la entrega de mercaderías. . 

Coso; Lo explican las piezas siguientes: 



SEXTEXCIA DE t.A CAMARA FEDERAL 

Buenos Alrei. Junio 21 de 1911. 

Y vistos y considerando: 
,» One el reeulrrente fué condenado por la resolución 
administrativa de fs. 8, a pagar una multa igual al veinticinco 
por ciento «iel valor de la mercadería de que se trata en esto, 
autos. La resolución condenatoria fué recurrida solamente por 
el comerciante multado. „\ . 

2» Oue a fin de obtener la entrega de la mercadería, el 
apelante dejositó judicialmente a fs. 15 la suma de pesos 
521.25 oro sellado, cantidad suficiente a pagar la multa im- 
puesta, según liquidación de la aduana. El inferior, en v.sta de 
dicho depósito, ordenó la entrega de la mercadería por el auto 
de f s. 25, el cual fué apelado por el ministerio fiscal. 

3». Que no pudiendo obtener la inmediata entrega de la 
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mercadería, en virtud de la apelación interpuesta y acordada, 
el recurrente depositó la cantidad de cuatro mil pesos moneda 
nacional, exponiendo lo siguiente: "Hago este depósito, sin 
perjuicio de que siga adelante ©1 recurso de apelación deducido 
por el señor procurador fiscal y denunciante Barneche contra 
el auto de V. S. que manda»* entregar las mercaderías con 
el depósito ya hecho del valor de la multa impuesta por la ad- 
ministración fie la aduana. Entiendo así, que ahora no podrá 
presentarse inconveniente alguno para que sin más trámite se 
ordene a la aduana la entrega de las mercaderías detenidas, 
previo pago de los derechos fiscales, permaneciendo el depósito 
de los pesos 4.000 a los resulto* del fallo de la excelentísima 
cámara en este incidente, fs. 37". 

4 o . Qut habiendo el ministerio fiscal y el empleado de- 
nunciante desistido de la apelación interpstesta contra el auto 
de fojas 25, que ordenaba la entrega de la mercadería después 
del de¡x>sito del valor de la multa, el recurrente ha pedido la 
devolucióndel depósito de cuatro mil pesos a fs. 36. lo que le ha 
sido denegado por el auto apelada a fs. 76 vta. Habiéndose 
desistido del recurso pendiente contra el auto de fs. 25, este 
auto ha quedado ejecutoriado. Resulta, pues, que para extraer 
la mercadería lia sido suficiente el depósito del valor de la 
multa impuesta, apelada únicamente por la parte multada. Sien 
do bastante este depósito, resulta inconducente el nuevo depó- 
sito de fs. 36. Vor consiguiente, el depositante tiene derecho de 
reclamar su entrega (art. 1046, ordenanzas de aduana). 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de fs. 76 
y entregúese al interesado el depósito que solicita en el escrito 
de fs. 68. Notifíquese y devuélvase. 

Agustín Urdinarrain. — Angel 
D. Rojas. — Angel Ferreira 
Cortés. 
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Buen*» Alrt», Septiembre 3 it 1912. 

Autos y vistos: El recurso de hecho por apelación dene- 
gada, interpuesto en los autos seguidos por el fisco contra don 
Luis Grossen. contra sentencia pronunciada por la cámara fe- 
deral de apelación de la capital. 

Y considerando: 

Que la sentencia apelada se limita a ordenar la devolu- 
ción de la suma depositada en garantía, de la entrega de las 
mercaderías pertenecientes a Grossen, sin afectar la que co- 
rresponde al imjiorte de la multa impuesta al mismo y que ha 
motivado la causa aun pendiente. 

Que esa resolución no reviste el carácter de definitiva a 
los efectos del recurso previsto en el artículo 14 de la ley nu- 
mero 48, desde que no resuelve el pleito ni se opone a su con- 
tinuación. .. • - 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara híen denegado el recurso. Archi- 
vese previa reposición del papel y devuélvanse los autos prin- 
cipales con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del So- 
4» lar. — M. P. Daract. — D. E. 
Palacio. — Luc>« I^pez Ca- 

* BANILLAS. 
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CAUSA LXV1 

Don Juan Larroquette en antas con don Leoncio Tupio, por 
imitación fraudulenta de marca de comercio. Recurso de 
hecho. 

Sumario : r. El recurso ilc nulidad no procede cuando se trata 
del extraordinario autorizado p0T el articulo 14. ley 48. 

2°. La cuestión de si el tribunal <j quo ha estado o no 
habilitado para fallar el proceso sin la intervención de to- 
dos sus miembros, es ajena al recurso extraordinario del 
articulo 14. ley 4S. Esté recurso procede contra una sen- 
tencia, que desconoce la eficacia de un titulo nacional de 
marca de comercio. 

3 o . Las palabras "Rioja Alta" que indican el lugar de 
procedencia de ciertos vinos, no pueden por si mismas 
constituir una marca de comercio. 

4". La decisión de que determinadas etiquetas usadas 
l>or el querellado como marca de comercio son inconfun- 
dibles con las usadas por el querellante, importa un pro- 
nunciamiento M>bre un punto de hecho que la corte supre- 
ma no puede rever tratándose de un recurso extraordi- 
nario. 

Caso: Lo explican jas pieza* siguientes: 

SKVTKWIA DI". LA CACARA FKDKRAL 

Buenos Airei. Junio 9 de 19!! 

Victos y con>iderando: 
I o . Que don Juan Larroquette acusa a don Leoncio Ta- 
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pía por imitación fraudulenta de la marca número 18.458, para 
distinguir vino tinto y blanco. .. .. .. 

La marca núm. 18.458 no tiene una denominación parti- 
cular, pues el testimonio de fs, 1 sólo dice que se le concede la 
marca de comercio con que distingue ¡os artículos de la clase 68. 

El querellante sostiene que su marca num. 18.458 ha ¡.ido 
fraudulentamente imitada por el querellado, según resulta de 
las etiquetas que éste usa y que se encuentran agregadas a 

f ° ÍaS ,o 9 ' Que comparadas las etiquetas que usa el querellado 
con las que el querellante emplea para distinguir los vinos que 
irúroduce del extranjero y que ha registrado como marca , de 
comercio, fs. 4, * encuentra que unas y otras son otahnent 
diferentes v del todo inconfundibles, salvo en lo referente . .las 
leyendas: "La Rioja Alta", que contiene la <^"» 
por el querellante y "Rioja Alta", que lleva la etiqueta emplea- 

da por el querellado. . 

Si de autos resulta que el querellante tiene legalmente la 
exclusividad del uso de la leyenda "La Rioja Alta", y que pue- 
de reivindicarla como de su particular dominio, se tendrá que 
el querellado no ha podido usar la leyenda "Rioja Alta , y que 
entonces, la etiqueta que emplea a causa de la »^J^*£ 
ja Alta", puede sin duda producir confusión con los productos 
del querellante, individualizados con su marca num. >8.45» ; 

V Que las palabras la "Rioja Alta" no puede reivindi- 
carlas el querellante como de su dominio exclusivo porque : ellas 
figuran en la marca núm. .8458 como un elemento secundar*, 
inhábil para caracterizarla e individualizarla. 

Las resoluciones de la oficina de marcas sobre concesión 
o negativa de registro, debe considerarse que guardan entre s. 
Tclrrespondienfe relación y armonía, mientras no se pruebe 

^ SESSTfc ai de la referida oficina resulta**, 
con fecha 16 de agosto de .9* - -rdó a don Juan tarro- 
n.,rtte el registro de la marca "La Rioja Alta . 
' ¿nsta í *ua»""nte de dicho informe, que la marca men- 
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cionada le fué acordada para distinguir los artículos compren- 
didos en las clases i, 9, 12, 14 y 61 a 70, con excepción de 
vinos. 

Si la marca denominada "La Rioja Alta" fué concedida 
para los artículos indicados, excluyendo expresamente los vi- 
nos, seria contradictorio pretender que la marca núm. 18.458, 
que no lleva una denominación determinada, ha de servir parti- 
cularmente para reivindicar la leyenda "La Rioja Alta", como 
marca especial para vinos. 

Habiéndose rechazado el registro de los vocablos La Rioje 
Alta" como marca para vinos, corresponde precisar cuál es d 
carácter que hay que asignar a dichas palabras inscriptas en la 
etiqueta de la marca núm. 18,458- No hay contradicción entre 
ta negativa de la oficina de marcas sobre registro de los térmi- 
nos "La Rioja Alta" como marca para vinos y el registro de la 
marca núm. 18458- Si en esta marca figura la leyenda "La 
Rioja Alta", al acordarse el registro no se ha querido derogar 
sin duda la negativa anterior, porque nada hace presumirlo. 

La nueva marca no se llama "La Rioja Alta", y estas pala- 
bra* figuran en ella, no como una derogación de la negativa 
precedente, sino como simples elementos accesorios, o de ín- 
dole puramente gráfica, o como una designación del lugar de 
procedencia de los vinos, desde que en la descripción con que 
se solicitó la marca se afirma que ella servirá para distinguir 
especialmente vinos tintos y blancos, importados del extran- 
jero En cualquiera de estos casos, la leyeHoa • La Rioja Alta , 
ni es el nombre, ni la parte esencial y característica de la marca 

número 18458. 

Resulta, en consecuencia, que el empleo de esas palabras, 
en forma completamente diversa de la empleada por el quere- 
llant. no constituye una imitación fraudulenta de la marca nu- 
mero 18.458. 

4 * Que la parte querellada ha sostenido en su defensa 
que las palabras "La Rioja Alta no pueden por si constituir 
una marca de comercio para vinos, porque ellas indican el nom- 
bre «le la localidad de donde procede el vino. Los nombres de 
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lugares ó pueblos sólo pueden emplearse como marcas cuando 
se adopten las especificaciones convenientes para evitar confu- 
sión, debiendo presentarse esos nombres con caracteres de no- 
vedad y especialidad, art. 5, art. 3; inc. 4, ley 3973. 

En el caso sub judice, se pretende que hay ¿nutación frau- 
dulenta por el simple uso de las palabras "Rioja Alta"; no se 
sostiene que haya imitación respecto al modo, forma o especia- 
lidad en que está impresa la leyenda "La Rioja Alta". 

Respecto de que las palabras "Rioja Alta" indican un lu- 
gar de España productor de vinos, hay en atitos las declaracio- 
nes contestes de dos de los testigos presentados por la misma 
parte querellante. 

Los testigos Zenón Peón y José Roig. declaran, respectiva- 
mente, a fs. 46 vta. y fs. 48, que "Rioja Alta" es una región 
de España de donde se importan vinos, lo mismo que el Oporto, 
el Jerez, etc. Ambos testigos son españoles. 

Siendo Rioja Alta una región de España productora de 
vinos, el nombre de esa región incluido en una marca de co- 
mercio para vinos, no sirve para individualizarla y sólo podría 
ser reivindicado de acuerdo con el art. 5 y art. 3, inc. 4, ley 

3973- 

Si la oficina de marcas y patentes ha registrado la marca 
número 18.458. que lleva las palabras "La Rioja Alta", estos 
términos no sirven para caracterizar la marca, sólo tienen el 
valor de una desingnación geográfico que cualquier comercian- 
te puede emplear sin agredir ningún derecho. - 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
fojas 00 y se absuelve a don Leoncio Tapia de la acusación 
que le ha entaWado don Juan Larroquette. 

Abónense las costas de ambas instancias en el orden cau- 
sado. Xotifiquese, devuélvase y repóngase el papel sellado ante 
el inferior. 

Agustín Urdinarrain. — Angel 
D. Rojas. — Angel Ferreira 
Cortés. — Juan A. Cu. cía. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Alrei, Septiembre 3 de 1912. 

Vistos los del recurso de hecho interpuesto |>or don Juan 
Larroquette contra sentencia de la cámara federal de la capi- 
tal, pronunciada en autos seguidos por aquél contra don Leon- 
cio Tapia, sobre imitación fraudulenta de marca de comercio y, 
considerando: 

Que el recurso de nulidad no procede en caso de la natu- 
raleza del presente, atentos los términos del art. 6 de la ley 
4°5S >' ' a jurisprudencia establecida. 

Que, por otra parte, durante el juicio no se ha cuestionado 
la inteligencia del art. 18 de la constitución nacional en la cláu- 
sula que consagra la inviolabilidad de la defensa» y la cuestión 
de si el tribunal a quo ha estado o no habilitado para fallar el 
proceso sin la intervención de todos sus miembros, es una cues 
tión regida ¡k& leyes orgánicas o de procedimientos, y por !o 
misino, ajena a esta instancia extraordinaria. 

Que en cuanto al de apelación, si bien procedía por no ser 
aplicable a él el articulo 4 de la ley 7055, y por haberse desco- 
nocido prima facic la eficacia del titulo nacional de fojas 1, in- 
vocado por el querellante en apoyo de sus pretensiones (artícu- 
lo 14. ley núm. 48)» no hay mérito bastante en el snb judicc para 
substanciarlo. 

Que, en efecto, indicando las palabras "La Rioja Alta" el 
lugar de procedencia de los vinos que vende el querellante, se- 
gún lo establece la sentencia recurrida, ellos no pueden por si 
mismo constituir, prescindiendo de las otras razones aducidas, 
una marca, con arreglo a lo dispuesto en el art. 3. inc. 4 >' ar " 
ticulo 5, ley núm. 3075. 

Que consistiendo asi, la marca de que se trata, en el con- 
junto de la etiqueta descrita a fojas 3, la decisión de la repetida 
sentencia en el sentido de que las etiquetas usadas por el que- 
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reliado son del todo inconfundibles con aquélla, no es susceptible 
de ser revisada por esta corte, dado que ella importa pronuncia- 
miento sobre un punto de hecho. (Fallos: tomo 97, pág. 319; 
y otros), que excluye la posibilidad de la imitación fraudulenta 

acusada. . 

Pór estos fundamentos, se confirma la sentencia mencio- 
nada, en la parte que ha podido ser materia del recurso. Noti- 
fiquese con el original, repóngase el papel y devuélvanse los 
autos principales, con testimonio de esta resolución. 

■ 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA LXVII 

Lebcquc v Compama en autos con el fisco nacional, por defrau- 
dación a la renta de aduana. Recurso de . hecho. 

Sumario: i°. La disposición del articulo 4 la lc y 7°55> 
es aplicable a las resoluciones dictadas con posterioridad 

a las mismas. 
Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DK1, Sr. PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte: 

La disposición del art. 4 de la ley 7055. «° « s apl««Me al 
presente caso, en razón de que ella ha establecido una regla a 
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observarse desde su sanción, y por consiguiente carece de vigor 
con relación a la» sentencias dictadas por la cámara federal con 
anterioridad a la modificación introducida en la constitución de! 
tribunal por la citada ley. 

Por otra parte, tratándose de una acción fiscal por cobro de 
rentas nacionales que exceden de la suma de cinco mil pesos, 
creo que el recurso de apelación es procedente, conforme a lo 
dispuesto en el art. 3. inc. 2, ley 4055. y P« do a V - E - se sírva 
concederlo. 

En cuanto al fondo del recurso, no creo necesario agregar 
nuevas consideraciones al escrito que presenté a la excelentísi- 
ma cámara federal, el que ha servido de fundamento, y pido 
a Y. E. que en su mérito se sirva confirmar el fallo recurrido. 

Mió Botct. . 
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Buenos Aire». Septiembre 9 tfe 1912 

Vistos: Atentos los términos del art. 4 <1<-' Ia '1 """«ro 
-035 y por los fundamentos del dictamen precedente del señor 
procurador general, se declara mal denegada la apelación; y 
encontrándose en secretaria el expediente principal, autos y a la 
oficina jK>r el término de diez días, comunes e improrrogables, 
a los efectos del art. 8 de la ley núm. 4 055 i señalándose los d!as 
martes, jueves y sábados para que los interesados concurran 1 
la oficina del ujier a ser notificados. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabás illas. 
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CAUSA LXVIII 



Don Cristóbal Mercexich contra la provincia de Buenos Aires, 
sobre entrega de tierras o daños y perjuicios 



Sumaria: T. La prescripción especial del art. 4030 del código 
civil, no es aplicable a la nulidad fundada en la carencia 
de facultades en el mandatario para realizar un acto jurí- 
dico. El reconocimiento a que se refiere el art. 3989 del 
mismo código, como en su caso, la renuncia prevista en el 
art. 3965, debe ser en favor de quien lo invoque o de su 
causante; no pudiendo resultar del pago hecho a un terce- 
ro, que implica en el deudor el propósito, no de reconocer 
obligaciones, sino de extinguirlas. Si el que demanda la es- 
crituración de esas tierras considera que la cesión que de 
su derecho a la misma hizo su apoderado a un tercero, era 
nula o res inter olios acta, no puede invocar el art. 3957 del 
citado código, en cuanto estatuye que la prescripción de los 
créditos condicionales no principia sino desde el día del 
cumplimiento de la condición, dado que pudo en todo mo- 
mento, antes de la fecha de la cesión o posteriormente, ges- 
tionar del demandado la referida escrituración. 

2*. El error en la fecha señalada por una sentencia, co- 
mo punto de partida de la prescripción, no es de los pre- 
vistos en el art. 232 de la ley nacional de procedimientos. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Alie», Septiembre 5 de 19». 

* 

Y vistos: 

Don José Várela por don Cristóbal Mcrcevicli. entabla de 
manda contra la provincia de Buenos Aires, para que sea con- 
denada a la entrega de 15 000 hectáreas de tierra publica o a 
pagar la cantidad de 3000.000 de pesos moneda nacional, a ti- 
tulo de daños y perjuicios, con más las costas y costos, expo- 

n Que en Mayo de 1882 se ofrecieron en subasta pública pot 
el superior gobierno de la provincia expresada, vanos lotes de 
tierra ubicados en la sección 12 y se adjudicó a su mandante la 
cantidad de 30.000 hectáreas, al precio de treinta pesos moneda 

antigua Ja hectárea. 

Que a consecuencia de un error cometido en la interpreta- 
ción de la ley relativa a la concesión de tierra pública, los bie- 
nes que había sido adjudicados a Mcrcevich fueron entregados 
a otros compradores. 

Que don Enrique del Mármol, como apoderado de Merce- 
vich entabló una acción tendiente a conseguir la entrega de 
las iierras rematadas, y el gobierno de la provincia acordó a 
cuenta de las 30.000 hectáreas, ,5.000 hectáreas en la sección 
19, con la reserva expresa de que quedaba a Mercevich la fa- 
cultad de reclamar en oportunidad, el remanente de la conce- 

$m1> 'Q W las 15.000 hectáreas asi adjudicadas fueron enajena- 
das por el apoderado del concesionario. 

0-,e d-sd* *i ano 1882 en que esto sucedió, hasta el ano 
i88o~no pudo obtener Mercevich que del Mármol le rindiera 
cenia de su mandato, que caducó posteriormente por falleci- 
miento del apoderado. 
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Que iniciada tina acción contra del Marmol y continuada 
después contra sus herederos ante los tribunales de esta capital, 
obtuvo Mercevich sentencia favorable en primera instancia, que 
fué revocada en apelación, basándose la revocatoria en un do- 
cumento sin valor, presentado en causa seguida ante los jueces 
federales de la misma capital, completamente ajena a la cues- 
tión propuesta, o sea sobre una pretendida sociedad entre Mer- 
cevich, Del Mármol y un señor Capella. 

Que vencido en Buenos Aires, se presentó Mercevich en 
La Plata ante la jurisdicción nacional, y en ambas instancias se 
le negó el derecho de demandar a De! Mármol o a sus suceso- 
res, por aplicación del principio de la autoridad que la ley con- 
cede a la cosa juzgada. 

Que don Enrique del Mármol, sin recabar la aprobación de 
Mercevich y sin pedir ampliación de las facultades del poder 
que tenía, transfirió a favor del doctor Ugalde las acciones y de- 
rechos de su representado a la ubicación de las 15.000 hectá- 
reas de campo, jx>r la suma de 2.000 pesos moneda nacional. 

Que en 25 de agosto de 1885, el gobierno concedió al doc- 
tor Ugalde, como cesionario de Mercevich, 10.000 hectáreas de 
tierra en Olavarría, y a don Rafael Hernández, como cesiona* ' 
rio de Ugalde, 5.000 hectáreas en Pehuajó, sin fijarse que la su- 
puesta cesión invocada por el doctor Ugalde no tenía, respecto 
del cedente, validez' alguna, como que había sido consentida por 
un mandatario que carecía de facultades de ceder o transferir 
derechos a la escrituración. 

Que, con arreglo a lo dispuesto en el articulo 733 del códi- 
go civil, el pago hecho a un tercero que no tuviese poder para 
recibirlo, es válido en cuanto se hubiese convertido en utilidad 
del acreedor y en el todo si este lo ratifícase, circunstancias que 
no concurren 'en d caso snb judhe. 

Que después de agregar otras consideraciones, manifiesta 
que no efectúa desde ya la consignación del precio de la conce- 
sión, porque hasta el día que el superior gobierno indique en 
dónde quedará ubicada la tierra demandada, no habría adjudi- 
cación y, en consecuencia, obligación de pagar. 



40 



FALLOS DE LA COITE SUMEMA 



Que el doctor Juan E. Sola, por la provincia de Buenos 
Aires, pide el rechazo, con costas, de la demanda, alegando: 

Que su parte ha cumplido el contrato mediante la entrega 
de las 30.000 hectáreas a que se refiere el actor. 

Que el doctor Ugalde era cesionario de Mercevich, según 
escritura pública, incumbiendo a éste la prueba de que esa es- 
critura era nula, como se pretende. 

Que la acción de nulidad contra la mencionada escritura 
está prescripta; y hay. además, un fallo con toda la autoridad 
de la cosa juzgada, que declara válida la cesión al< loct o r Lgalde 
e implícitamente que era válido el pago efectuado al ultimo por 

* P Que C U por otra parte, la acción derivada del contrato de 
compra-venta celebrado por la provincia con Mercevich el año 
1882. suponiendo que se pruebe su existencia, estaría prescrip- 
ta. de acuerdo con el art. 4023 del código civil. 

Que el titulo que se invoca para demandar a la provincia, 
no es de propiedad exclusiva de Mercevich se«ún sentencia > de 
ia cámara de apelaciones de la capital, de 2 de Abril de 

Que substanciada la excepción de prescripción y recibida la 
causa a prueba, hase producido la que expresa el <^*^ 
fojas 121. y Hamádose autos para sentencia, una vez agregados 
los alegatos de las partes a fojas 122 y fojas 159. 

Y considerando: 
Que no procede en el caso la prescripción especial del ar- 
ticulo 4030 del código civil, desde que el actor no dice de nuil- 
dad de la cesión hecha por Del Mármol al doctor Ugalde y de 
la escritura otorgada a éste por la provincia, en concepto de ha- 
ber mediado violencia, intimación, dolo, error, o falsa causa en 
actos celebrados por él o por su mandatario dentro de tos limi- 
tes del referido poder, pues funda su demanda en el 
de que el primero carecía de facultades para efecto* «M» ce- 
sión o *ea, en que se trata de actos en que Mercevich m> ha 
¡menenido. y por lo Unto, no le obligan. (Fallos: tomo 96. pa- 
gina 354; ^o 113. I»g- »55)- 
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Que según lo expuesto en la demanda y lo que resulta del 
certificado de fojas 54. del escribano mayor de gobierno de la 
provincia de Buenos Aires, en mayo de mil ochocientos ochenta 
y dos. el actor adquirió, en remate, las treinta mil hectáreas de 
que son parte las quince mil hectáreas cuya entrega se solicita. 

Que desde esta fecha hasta la de la demanda, tres de julio 
de 1909 (fojas 8 vta.), habían transcurrido más de veinte anos, 
tiempo mayor que «1 fijado en el artículo 4023 P»« la V™*W 
ción de las acciones personales aun entre ausentes, y correspon- 
de, en su consecuencia, estimar admisible la excepción opuesta 
en tal sentido por la demandada. 

Que no se opone a eilo el reconocimiento que se alega 
contiene la escritura de fojas 40. otorgada en 25 de agosto de 
1885 por la provincia al doctor Ugalde; la demanda entablada 
contra dicha provincia ante la suprema corte de la misma, en 10 
de agosto de 1905 57) í »» naturaleza de condicional que se 
atribuye al derecho en cuestión (fs. 14» y Mg.) y las reservas 
hechas en los expedientes agregados como prueba. (Mercevich 
v. doctor A. Ugalde, sobre nulidad de una escritura fs. 11 vto. 
y sifi.; Mercevich v. sucesión de don Enrique del Marmol, id., 
fojas 16 vta. y sig.). 

Que, en efecto, el artículo 3 9«9 del código civil establece 
que la prescripción es interrumpida por el «conocimiento, ex- 
ceso o'tácito^que el deudor o poseedor hace del derecho de 
aquel contra quien prescribe, y en l^f^l f *5_ g 

• aeosto de 1885 no se reconoció a Mercevich, sino al doctor 
UgaWe. derecho alguno a comprar las .5 000 hectáreas preindr 
caSs, lo que vale decir que para la provincia de Bono. UW> 
no era Mercevich su acreedor y si el doctor Ugalde, en calidad 
de sucesor singular de aquél. 

Que con arreglo a la doctrina y a los motivos que informan 
e, mencionado art. 3989. el reconocimiento, como en su c^ 
renuncia a la prescripción prevista en el art. 3065 « m.^o có- 
digo, del* ser a favor de quien lo invoque o de su tusante y 
„o puede asi resultar del pago hecho a un tercero, que implica 
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en el deudor el propósito, no de reconocer obligaciones, sino de 
extinguirlas. 

Ouc el artículo 4017, código civil, establece que por sólo el 
silencio o la inacción del acreedor por el tiempo designado por 
la ley. queda el deudor libre de toda obligación. 

(¿ue la inacción de Mercevich no se explica ni justifica ante 
la venta aludida hecha al doctor Ugalde, en concepto de cuín 
plir la provincia vendedora obligaciones pendientes emanadas 
del remate de mayo de 1882 recordado, desde que ella importa- 
ba, en realidad, un desconocimiento de los derechos que pudiera 
tener el primero a que se le vendiera o escriturara en lo futuro 
igual extensión de tierra, por el propio concepto. 

gjite en el orden natural de las cosas. Mercevich habría es- 
tado trias obligado a reclamar o ejercitar sus derechos desde que 
tuvo conocimiento, cuando más tarde, en 1888 (fs. 6¿, 85 a 91. 
autos caratulados Mercevich v. testamentaria de don Enrique 
del Mármol, sobre rendición de cuentas), de la escritura referi- 
da, puesto que ésta era. como se ha dicho, contraria a sus pre- 
tcnsiones de conceptuarse acreedor de la provincia. 

Que la demanda de que instruye el testimonio de fojas 57 
v siguientes, no ha interrumpido la prescripción, toda vez qiw 
ella se entabló después de estar ya prescripta la acción, por ha* 
Inrr transcurrido más de veinte años desde mayo de 1882 a 16 
de agosto de 1905. 

Que no es tampoco aplicable al caso el art. 393" <*éí código 
ciyií» en cuanto estatuye que la prescripción de los créditos con- 
dicionales no principia sino desde el día de' cumplimiento de 
la condición, puesto que si la cesión hecha por Del Mármol al 
doctor Igalde en de marzo de 1884 < fs. 3$) era para Mer. 
cevich sin valor alguno, o res iuter altos acta, como lo sostiene, 
ha podido en todo momento, antes de esa fecha y posteriormen- 
te, gestionar de la provincia la escrituración de las tierras que 
en su sesffir debía entregarle, como quiera que las condiciones 
son obra de la voluntad de las partes (art. 533. código civil), 
de tal suerte que no dependía de Del Mármol modificar las re- 
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laciones de derecho entre el actor y la demandada, caso de que 

■ 

su poder no lo facultara para tal tin. 

Que la re serva de derechos contra la provincia, formulada 
en los juic¡os*pr° movidl,s a la ¿"cesión de Del Mármol y al doc- 
tor Ugalde, no constituye tampoco acto de interrupción de la 
prescripción, conforme a los términos del artículo 3<)86, código 
civil, porque ella no es una demanda judicial, ni la primera se 
hizo parte en dichos juicios. < Yazaille. Traite des IVeseriptions 

tomo I, pág. 232). 

( >uc atento lo que precede, es innecesario entrar en el exa- 
men de las otras defensas de la parte demandada. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar a la demanda de 
fojas 2, sin especial condenación en costas, a mérito de la na- 
turaleza de la cuestión resuelta. Xotiííquese con el original, de- 
vuélvanse los expedientes agregados como prueba y archívese, 
previa reposición de sellos. 

A. Ukk.mkjo. — M. ñ Dakact.- 
IX K. PAfcAcró. — L. L'M'KZ 

CaIíAN ILLAS. 



RESOLUCION DE LA CORTE SITRKM A 

Buenos Airef. Septiembre 26 de 1912. 
Vi*tá la precedente solicitud de rectificación y considerando: 

Que el error, si existiera, en la lecha señalada por la sen- 
tencia definitiva de fojas 180 cómo punto de partid? de la pres- 
cripción que se lia declarado procedente con sujeción al examen 
de todos los antecedentes de hecho y de derecho verificado por 
el tribunal, no es de los previstos en el articulo 232 de la Box- 
de procedimientos, según se infiere de los términos de éste y di 
la doctrina que lo informa, pues no se trataría «le un simple 
error material, v porque de otra suerte dicho articulo consagra 
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ría im recurso más amplio que el de revisión con detrimento de 
la estabilidad y fuerza de la cosa juzgada (fallos: tomo 103. 

i En' su mérito, se declara no haber lugar a lo 'pedido. Soti- 
fiquese con el original y repóngase el papel. 

A. BERMEJO. — Nicanor G. DKi. 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. 1-opkz 
Cauaxillas. 



CAUSA LXIX 

Parrado. Barrando y Compañía en autos con la aduana de la 
capital, sobre pago de derechos fiscales 

■ 

Sumario : l*. Procede el recurso autorizado por el art. 14. ley 
48. contra una resolución que desconoce el derecho de acu 
dir ante la justicia federal fundado en el art. 1063 de la« 
ordenanzas de aduana. 

_».<■ I.o establecido en el art. 4.' de la ley 705? * a 
los recursos extraordinarios en causas criminales y no al 
extraordinario del art. 14, ley 48- 

Caso: Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BuM0tAlte..S.pli««br«5dt 1912. 

Autos y vistos: 
ffi r^.-nrsí» de hecho ñor apelación denegada interpuesto por 
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pronunciada por la cámara federal de apelaciones de la capital, 
en la presente causa ¿eguida con la Aduana, sobre pago de de- 
rechos fiscales. 

Y considerando : 

(Jue se lia sostenido por los recurrentes que, con arreglo 
al art. 1063 de las ordenanzas, tienen derecho para acudir ante 
la justicia nacional, reclamando de una resolución del adminis- 
trador de aduana y habiéndoseles desconocido este derecho en 
la decisión pronunciada en la sentencia apelada, procede el re- 
curso extraordinario autorizado por el art. 6 de la ley número 
4055 y correlativo de la ley núm. 48. 

Que lo establecido en el art. 4 de la ley 7055 no es de apli- 
cación, i>or cuanto se refiere a los recursos ordinarios en causas 
criminales y no al extraordinario interpuesto en el caso sub 
dice. 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general y lo resuelto en causas análogas, fallos tomo 
112. pág. 432. y "4. pág- 295» ¡* declara mal denegado dicho 
recurso. En su consecuencia, y encontrándose el expediente 
principal ante esta corte: Autos y a la oficina por el término de 
diez días, comunes e improrrogables, a los efectos del articulo 
8 de la ley núm. 4055, señalámlose los días lunes y viernes para 
que los interesados concurran a la secretaria a ser notificados. 
Repóngase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
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CAUSA LXX 



' Don Hilario Vélcs, hijo, contra don Otlo ll uljf. por daños 
v perjuicios: contienda de co-mpctcncia 

Sumario : & juez competente para conocer de los pleitos en que 
sé ejerciten acciones personales, el señalado explícita o im- 
plícitamente para la ejecución de un contrato, cualquiera 
que sean las prestaciones de el que se demanden, ya prm- 
ripales, va accesorias, o el del lugar en que se verificó el 
lucho de que se hace derivar el daño causado. 

Caso ■ El actor era empleado en el escritorio que el demandado, 
con domicilio en esta capital, tiene establecido en Resiten- 
cia, territorio nacional del Chaco, y 
¿ón o encargo del «érente de la casa de W ulff de recibr 
«n vagón «le hacienda consignada a ésta, sutr.o el acódente 
por él qpe demanda daño» y perjuicios. 

FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Butnot Alte». Septiembre 5 át 1912. 

Y vistos: Los de contienda de competencia entre el señor 
ú,ez letrado del territorio nacional del Chaco v el de comerc.o 
de esta capital, para conocer en el juicio promovido por don 
Hilario Véfez .hijo), contra don Otto Wulíf, sohre mdemmza- 
ción de daños y perjuicios. 
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Y considerando: 

Que la demanda deducida en el escrito de fojas 2 es diri- 
gida a obtener el pago de los daños y perjuicios que el actor 
afirma habérsele causado en el accidente que menciona, ocurrí- 
do en circunstancias que cumplía un mandato recibido como 
empleado o dependiente de comercio de la casa del demandado. 

Que es juez competente para conocer de los pleitos en que 
se ejercitan acciones personales, el señalado explícita o implíci- 
tamente para la ejecución de un contrato, cualesquiera que sean 
las prestaciones «le él que se demanden, ya principales, ya acce- 
sorias, o el del lugar en que se verificó el hecho de que se hace 
derivar el daño causado, como se ha declarado por esta corte, 
con arreglo a lo dispuesto por el art. 1212 del código civil y la 
ley 32, título 2, partida 3, fallos, tomo 113, págs. 152, 356 y 392. 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se declara que el juez letrado del te- 
rritorio nacional del Chaco tiene jurisdicción para entender en 
el juicio referido, a quien, en consecuencia, se remitirán los au- 
tos, haciéndose saber por oficio al juez de comercio de esta ca- 
pital. Xotifíquese original y repóngase el papel ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



FALLO* DE LA CORTE SUPREMA 



CAUSA LXXI 



Criminal, contra Escquicl Sandozai, por homicidio 

Sumario : i". No puede negarse todo valor probatorio a la con- 
fesión prestada ante un comisario de policía encargado <le 
!a instrucción preventiva del sumario; máxime, en un caso 
en que ella se halla corroborada por circunstancias tales 
míe si bien aisladamente consideradas no bastan para pro- 
ducir la certeza necesaria de la culpabilidad del reo. por su 
número, concordancia e intima conexión, fundan una con- 
clusión afirmativa en ese sentido. 

ti No causa agravio una sentencia que condena a la 
la pena de quince años de presidio al autor del delito de ho- 
micidio perpetrado con la circunstancia atenuante de ebne- 
dai 

Caso: Resulta del siguiente: 
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Bueoos Aires. Stftítmbtt 10 dt 1912. 

Y vistos: 

Los del proceso criminal instruido de oficio y por jcusa- 
ción fiscal contra Ezeuuiel Sandoval, por 
en la persona de Jerónimo Pedraza. en la Pampa Central, para 
resolver sobre la apelación interpuesta por el defensor de aquel 
contra la sentencia de la cámara federal de La Plata. 
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Y considerando: 

Que la existencia del expresado delito, realizado en la ma- 
ñana del 24 de marzo de 1908. «n la campaña del 
pSSf « aquel territorio. f^TZ^T^ 
£ prueba directa, resultante de la part.da de deíunoon de Pe 
£aza, £s. 26, parte policial y reconocimiento de pentos, de fo- 
i™ l } 2 2, ási cornee las declaraciones de test.gos y demás 

■■"SS!^.^ - autor materia, del hecho fué 

ración del reo. prestada a fs. 3 9 ante el comisano de pohea en 
círgadode la instrucció» preventiva del sumario, ocas.on en que 
ca Líricamente reconoció haber inferido a Pedr aza por el mo- 
tivo \ en las circunstancias que expresa, las dos pendas que el 
cadáver de éste presentaba y que, evidentemente, fueron ,a cau- 
*a determinante de su muerte i» sit*. , 

¿rabien tal declaración no fué ratificada ante juez com- 
petente, alegando ante el de instrucción, que la presto apr*™- 
T£ amenazas y malos tratamientos de parte *» 
Ma tinez. es de advertir que de dichas coaccones no se ha ofre- 
I nTmenos rendido justificación alguna, de ¡«°* **** 
motivo twra creer que declaró libremente y en las condicones 
; : puSe Sonablemente dar. crédito a « — ^ 
espontánea de la voluntad, a pesar de no haber «do hecha ante 

Cl a ello y aun cuando a una 

í ^d del funcionario público que la recibió, razones por las 
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ra de juicio... "como quier que grand sospecha pueden auer 
del, en razón del fecho, o de la cosa, que assi conoscio \ (Fallos 
de esta corte : tomo 97. pág. 305 ; 106, pág. 190, y el más recien- 
te, de fecha 27 de agosto próximo pasado, dictado en la causa 
-eguida contra Gauna y Guayama. ( 1 ) 

Que, en consecuencia, ese antecedente, unido a otros ele- 
mentos indiciarlos constantes del proceso, tales como el haberse 
retirado juntos, el reo y la victima ,de la casa de Victoriano 
Ustes, en las primeras horas de la mañana en que se perpetró el 
delito, y en la dirección en que al siguiente día encontróse el 
cadáver de Pedraza, como a veinte cuadras de dicha casa y más 
o menos, donde, según la primera declaración del prevenido 
ocurrió el incidente mortal ; la absoluta falta de explicación su- 
ministrada por él acerca de la manera cómo, clónele y en qué 
circunstancias se separó de su compañero con quien le vieron sa- 
lir los testigos; su alejamiento repentino e inmotivado, desde el 
dia del hecho, tatito del departamento como del territorio de la 
Pampa, y por fin. la misma beodez de ambos protagonistas, en 
cuanto ese estado fes predisponía a excesos delictuosos, como el 
hecho de autos, todas esas circunstancias constituyen presun 
ciones, que si bien aisladamente consideradas, no bastan para 
producir la certeza necesaria de la culpabilidad del reo. por su 
número, concordancia e íntima conexión, convencen de que San- 
doval fué realmente el autor de la muerte de Pedraza, y fundan 
una conclusión afirmativa en tal sentido, conforme a la regla 
multa probant quod non singula, y a lo que disponen los artícu- 
los 357 y 358 del citado código de procedimientos. 

Qué no es admisible que la agresión atribuida por el reo 
a la victima le pusiera en e! caso de darle muerte como medio 
racional v necesario de defender su persona, pues, a estar a su 
propia déclaración de fs. 39, cuando Pedraza echó pie a tierra en 
actitud agresiva, él hizo lo propio, trabándose entonces la lucha 
en la cual hirió primeramente de una puñalada y luego de un 
balazo en la frente a su adversario, sin que por su parte recibie 
ra él lesión alguna, lo que se explica, teniendo presente que el 
cuchillo de Pedraza hallóse envainado junto a su cadáver. 

41) Véase piglna 12. 
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Oue por tales consideraciones y los concordantes que se 
mencionaron en la sentencia apelada, la calificación correspon- 
diente al delito es la de homicidio simple ; y en atención a las 
circunstancias concurrentes, la pena de quince años de presidio 
que dicha sentencia ha impuesto al reo, no le inhere agravio al- 

8 " n °kn su mérito, se confirma, con costas, el fallo apelado de 
fs. 74. Notiííquese original y devuélvanse. 

A. I'.ekmk.io. — Nicanor G. del 
Solar, — M. P. Daract. — 
11. E. Palacio. — L. López 
Cabaxillas. 



CAUSA LXXII 

Recurso extraordinario deducido en autos J. U. L. Martines, 
sobre exoneración de servicio nuhtar 

Sumario: Es improcedente el recurso extraordinario del ar- 
tículo 14 de la ley núm. 48. si al recurrente no le ha «do 
denegado derecho alguno que el mismo haya fundado en 
una ley nacional. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

Li Wat». Julio 10 de 1912. 

■ 

■ 

Vistos y considerando: 

Oue si bien la lev 47<>7 "° <> is P°nc expresamente que queda 
exceptuado del servicio militar el hijo legitimo que atiende a la 
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subsistencia de la madre pobre y abandonada, de su espíritu se 
desprende que no ha existido en el legislador el propósito de 
privar a ésta de los beneficios que la ley acuerda a las madres 
viudas. 

En tjfecto. la excepción para el hijo natural ó legitimo de 
madre viuda que atiende con su trabajo personal a la subsisten- 
cia de ésta, ha sido creada en beneficio de la madre e inspirada 
en el propósito de no privarla de los medios indispensables para 
su subsistencia. 

Y si la lev ha extendido su liberalidad al hijo ilegitimo que 
según nuestra organización social, se halla legalmente en situa- 
ción menos favorable, no es posible presumir que ta madre le- 
gitima. i»bre y abandonada por su marido se vea privada de los 
beneficios del auxilio de su hijo, por el sólo hecho de no haberse 
constatado el fallecimiento de su marido, único requisito que 

falta a la información en que funda su petición el recurrente. 
Por estos fundamentos y los de la minoría, en el caso de 

Bernardo Aristizábal. resuelto por e tc tribunal en 4 de julio de 

1907. se revoca el fallo de fojas 23. declarándose exceptuado al 

solicitante. Devuélvase. 

Leónidas Zorolla, en disidencia. 
— Marcelino Escala. — .4. 
Guido Laiallc. 
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Bueno* Mm. S.»tl«ibre 10 de 1912 

Vistos y considerando: 
Que al apelante no le ha sido denegado derecho alguno 
que él mismo haya fundado en la ley número 47°7. ?P <1"« coloca 

0>-liuil «W dicto ti Tribunal tn 10 U S«otU»»te tu f I rtc»r»o dt Urt.no 
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al caso fuera del requisito exigido por la última parte del in- 
ciso 3, art. 14 de la ley núm. 48, para la procedencia del recurso 
extraordinario en él previsto. 

Por ello, lo dictaminado por e 1 se" ' Procurador general, 
y lo resuelto en casos análogos. (Fallos, tomo no, pág. 198 y 
,»tr-,s), se declara improcedente el recurso. Xotifiquese y de 
vuélvanse los autos. 

A. ÜERMEJO. — M. P. Daract.— 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. — En disiden- 
cia, Nicanor G. del Solar. 



disioencia: 

Buenos Aire», Stpttembrt 10 de 1912. 

Vistos y considerando: 

Que aun en la hipótesis que el procurador fiscal hubiera 
estado habilitado para interponer el recurso deducido a fojas 30. 
éste no se funda en disposición alguna legal que lo autorice con 
arreglo a lo preceptuado por el art. 15 de la ley numero 48. 

Por ello, y de conformidad con lo resuelto por esta corte 
<n casos análogos, torno 108, pág. 461, y lo expuesto y pedido 
por el señor procurador general, se declara improcedente dicho 
recurso. Notifíquese y devuélvanse. 



Nicanor G. del Solar 
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CAUSA LXXIIl 



Criminal, contra A. Ponce, por homicidio 

Sumario: Es justa la sentencia que impone ia pená de veinte 
años de presidio a! autor de los delitos de homicidio sim- 
ple y tentativa de homicidio, con laas agravantes del articu 
lo 84, incisos 13 y 15. articulo 85 del código penal. 

Cuso: l.o explican las piezas siguientes: 



FALLO ÜE IA CÁMARA FEDERAL 

■ 

La PUla, Mano 26 de 1912. 

■ 

Vistos y considerando: 

Que de las constancias de autos se desprende que el día 
¿6 dé" febrero de kjo8. encontrándose en Parera. de la Pampa 
Central; el subcomisarip «le dicha localidad, don Pablo Gómez 
Molina, cuino a las ocho de la noche, sentado junto a una mesa 
en compañía del doctor Joaquín Quintas y don Jesús Louveyro. 
encontrándose también el empleado de la casa Manuel Xavoa. 
en la confitería de Antonio Navoa, penetraron a dicho paraje los 
individuos Antonino y Anastasio Ponce. uno de los cuales agre- 
dió. puñal en mano, a dicho-sulicomisario. dirigiéndole una pu- 
ñalada, pronunciando palabras insultantes, puñalada que aquel 
recibí.'» en el brazo i>or el salto que dió al oir las palabras de su 
agresor, y sacando un revólver con el projiósito de deiender su 
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vida, hizo vario sdisparos, haciendo a la vez toques de auxilio, 
lo que motivó la huida de sus agresores y su refugio en una 
casa de la vecindad de propiedad de don Pío Doñágueda, donde 
los siguió el subcomisario, herido. 

Que por los toques de auxilio y por el ruido de las detona- 
cionet, acudieron a ese lugar muchas personas y entre ellas dos 
agentes policiales, uno de ellos el cabo Andrés Mercado, que fué 
muerto «le un tiro de revólver salido del interior de la casa de 
IXuiágueda^l pronunciar las palabras : "Aquí están". 

Que la relación, que de este hecho hace el herido Gómez 
Molina, está confirmada en todas sus partes por los testigos pre- 
senciales Quintas. Loureyro y Navoa, menos en la parte que' 
aquél afirma que su heridor fué Anastasio Ponce, pues ya sea 
por la emoción que en sus espíritus produjo la agresión, no 
fijaron su atención en la persona del agresor. 

Los procesados han declarado ante la policía de Parera, a 
fojas 1 1 vta. Anastasio Ponce, y a fs. 14 Antonio Ponce, cuyas 
declaraciones han sido ratificadas a f s. 53 y 54- 

El primero, es decir. Anastasio Ponce. niega toda partici- 
pación en los hechos por los cuales se les procesa, atribuyendo 
tanto la lesión inferida al subcomisario Gómez Molina, como 
la muerte del cabo Mercado, a su hermano Antonino, quién ha 
confesado ser reainjente el autor de la lesión al mencionado 
subcomisario, con & intención de "darle muerte", y ser tam- 
bién quién hizo el .¡isparo de revólver, desde el fondo del sitio 
de Doñágueda, que ocasionó la muerte de Mercado. 

Esta confesión, franca y categórica, no puede ser desvirtua- 
da, ni por la denuncia del herido Gómez Molina, que afirma que 
Anastasio Ponce es su heridor, ni por las declaraciones de los 
testigos presenciales, Quintas, de fs. 8; Loureyro, de fs. 6, y 
Navoa, a fs. 10, quienes uniformemente han depuesto, que no se 
han fijado en el autor de la agresión a Gómez Molina, induda- 
blemente por la emoción de! momento tan solemne y la sorpre- 
sa consiguiente a un hecho de esa naturaleza. 

De manera, pues, que reuniendo la confesión de Antoninc 
Ponce todos los requisitos del art. 316 del código de procedí- 
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miemos en materia penal, no hay razón alguna para poner en 
duda la exactitud de lo confesado, pues la declaración de Có- 
rner Molina, por ser simple, no puede desvirtuarla, y la prueba 
a la que el inferior da una importancia de la que carece legal- 
mente, para atribuir a Anastasio Ponce el carácter de autor de 
la lesión a dicho Gómez Molina, no puede tomarse en conside- 
ración, porque no hay en ella nada afirmativo, y. como lo dice 
el señor procurador fiscal del tribunal, las presunciones de 
complicidad no son de naturaleza tal que pueda fundarse en 

ellas una condena. 

En efecto, si se estudian detenidamente las declaraciones 
«en las que se funda el a quo. para condenar a Anastasio Ponce. 
se ve que a excepción del herido Gómez Molina, que afirma que 
éste fué su heridor. ninguno de los otros testigos presenciales 
hacen igual afirmación. Jesús Loureyro. a f s. 6. dice : que fué 
tanta su sorpresa, que ni siquiera se fijó quién era el heridor de 
Gómez Molina, y si bien afirma que no fué Antonino Ponce, 
esta afirmación no puede lastar para hacer responsable a Anas- 
tasio Ponce de ese hedió; Joaquín Quintas, a fs. 8 y Manuel 
Novoa. a fs. io, afirman, que el heridor de Gómez Molina lle- 
vaba una gorra puesta y el procesado Anastasio Ponce ha con- 
fesado que llevaba una gorra puesta, pero esta circunstancia 
que puede considerarse como una presunción, es sin valor en el 
caso sub judies, por su singularidad y por no reunir, en conse- 
cuencia, los requisitos de los arts. 357 >' 358 del citado código 
de procedimientos, por el único hecho evidente es. que Anastasio 
Ponce estaba con gorra, hecho, si bien de alguna importancia, 
no basta para desvirtuar la terminante confesión de Antonino 

Ponce. . . 

Dados los términos claros y precisos de esta confesión no 
cabe legalmente otra resolución, que hacerlo res|x>nsablc de 
ambos delitos, el de tentativa de homicidio» en la persona del 
subcomisario Gómez Molina (véase la confesión de fs. 14), y 
el homicidio en la persona del agente Mercado, con las circuns- 
tancias agravantes de los incisos 4 y 15 del articulo 84 y las ate- 
nuantes de los incisos 1 y 4. art. 83 del código penal. 
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Por estos fundamentos, y de conformidad con lo solicitado 
por el señor procurador fiscal del tribunal, se confirma con cos- 
tas, la sentencia apelada de fs. 100, por lo que respecta al pro- 
cesado Antonino Ponce, y por la falta de prueba se absuelve de 
toda responsabilidad al procesado Anastasio Ponce, a quien se 
deberá poner inmediatamente en libertad, librándose al efecto 
al señor juez de la causa, el oficio telegráfico correspondiente. 
Devuélvase, para su cumplimiento. 

Leónidas Zavalla. — Marcelino 
Escalada. — Guido Lavalle. 
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Buenos Alitt. Sepile**» lid* 1112. 

Y vistos- Lo« del proceso criminal seguido de oficio y por 
acusación de parte contra Anastasio y Antonino Ponce, por 
nomicidio en tó persona de Andrés Mercado y tentativa del 
SllS en la de Pablo Gómez Molina, venidos en ape- 
lación interpuesta por la defensa ; 

Y considerando: 
Oue iniciada y seguida la causa en las dos instancia* 
inferí contra los nombrados reos, la cámara federal de 
U "Tata, por su sentencia apelada de fojas m, absolvió a! 
£mero, condenando a Antonio come .autor d« .ambos den- 
tos a la pena de veinte años de presidio y accesorias, 

' Que pelada esta sentencia tan sólo por el «««rde 
reo, ha ^consentida en lo demás que resuelve; debiendo por 
consiguiente, contraerse el fallo de esta corte a k, que se 
refiere a dicho procesado Antonino 

Que a este respecto corresponde, ante todo, declarar que 
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la existencia de los dos hechos incrimanados, muerte del cabu 
de policía de la Pampa Centraljg Andrés Mercado, y herida 
del subcomisario de la misma institución, don Pablo Gómez 
Molina, en las circunstancias de lugar, tiempo y modo que 
la sentencia apelada relaciona, hállanse plenamente acreditados 
por prueba directa resultante del informe pericial de fojas 41. 
partida de defunción de fojas 50 y de las declaraciones de 
los testigos presenciales, del sumario. 

Que el expresado Antonino Poncc está igualmente con- 
victo y confeso de haber disparado, el balazo que hirió mor 
talmente al cabo Mercado, como asimismo de la lesión incisa 
causada a Gómez Molina, habiéndolo asi declarado a fojas 14. 
declaración ratificada ante el juez instructor a fojas 34 y 
corroborada j>or los demás antecedentes del proceso; 

Que la muerte de Mercado debe calificarse como homi 
cidio simple (articulo 17, capitulo I, inciso 10., ley 4189) ; y 
en cuanto a la agresión y herida a Gómez Molina, corresponde 
clasificarla como tentativa del mismo delito de homicidio, des- 
de que el propio reo confiesa categórica y espontáneamente 
que al atacar al subcomisario tuvo el propósito "de matarlo, 
agregando que si no lo ultimó fué porque creyó que la puna- 
lada que le había pegado era suficiente, pues su intención era 
concluirlo". 

Que tan clara confesión del un ¡mus occidendi armoniza 
perfectamente con los actos exteriores y el medio empleado 
para la realización del intento criminal; debiendo así tenerse 
como cierto que tal fué el fin propuesto y frustrado por cir 
cunstancias extrañas a la voluntad decidida del agente, lo 
cual caracteriza la tentativa de homicidio, con arreglo a lo 
preceptuado en el artículo 80. del código penal. 

Que en este concepto, en atención a lo prescripto en los 
artículos 30. y 17, capítulo I, inciso 10., dey 4189 citada, y 
a las circunstancias agravantes que concurren (articulo 84. 
incisos 13 y 15, y articulo 85. código penal), la pena de veinte 
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años de presidio y accesorios que la sentencia recurrida ha 
ser disminuida como lo solicita la defensa. 

Por ello y fundamentos concordantes del fallo apelado, 
se confirma, con costas. - Xotifiquese original y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract.— 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



Recurso de hecho deducido en ¡a causa criminal contra Pedro 

Duarte, por homicidio 

Sumario: El articulo 690 del código de procedimientos en lo 
criminal no es aplicable a las sentencias pronunciadas por 
las cámaras federales de apelación. 

Coto: Lo explica el fallo siguiente: 



1 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Aires, StptlwMwe 14 de IMS. 

Autos y vistos; considerando: 

Que según consta en el informe que antecede, de la ca 
mará federal de apelaciones del Paraná, la sentencia dictada 
por ella contra el reo Pedro Duarte, quedó consentida, con 
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arreglo al artículo 508 del código de procedimientos en^ lo 

criminal. * 1 *l 

Que según lo reiteradamente resuelto, el articulo 690 de 
ese código no es aplicable a las sentencias pronunciadas por 
las cámaras federales de apelación. (Causa contra Nicolás Ga- 
leano, resuelta en 14 diciembre de 1911). 

Por ello, no ha lugar el recurso de hecho que se deduce, y 

archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar — D. E. Palacio.— 
L. López Caban illas. 



CAUSA LXXV 

Criminal, contra H. Albarracin y Jaime, por homicidio 

Sumario: Es justa la sentencia que impot.e la pena de doce 
años de presidio al autor de un homicidio cometido con 
las circunstancias atenuantes de ebriedad parcial y con 
el propósito de evitar un mal mayor. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SKNTKNCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Paran*. Dlclt«bu 19 di 191 1. 

Vista esta causa criminal seguida de oficio contra Hilario 
\lbarracin y Jaime, por muerte a Laureano Sala, en el obraje 
de Alpigno y Balestrini. kilómetro 584 del ferrocarril de For 



Dft JUSTICIA DE LA NACION 61 

mosa a Embarcación, hacia las dos de la tarde del i de ene- 
ro de 191 1. 

Considerando : 

Que consta el delito por los partes de la policía, testi- 
gos, informe médico (fojas 18), autopsia (toja? 37), certifi- 
cado de defunción (fojas 39) y demás diligencias del suma- 
rio agregado. 

Que es el autor del delito Albarracin y Jaime, lo prueban 
estas mismas constancias de autos y su propia confesión. 

Que este procesado dijo al comisario, desde un principio, 
que como Sala era peón suyo y se hallaba ebrio, le ordenó 
la entrega del cuchillo, pero que en vez de obedecerle le 
atropello y tiró una puñalada, hasta producirle la herida que 
presenta en la pierna, y que por c*ta razón le hizo fuego con 
un winchester: fojas 1 y 27 bis. Declara después ante el mis- 
mo comisario, que con objeto de atemorizar a Sala por ha- 
berse negado a entregarle el cuchillo, le apuntó con el win- 
chester que llevaba, sin intención de hacerle fuego, pero que 
Sala le atropello e hirió de la manera expresada, por lo cual 
le hizo fuego, hiriéndolo a su vez ; fojas 8, 9 y 27 bis. 

Que Laureano Sala, la víctima, declara que previa una 
discusión con Albarracin y Jaime, por no haberle querido en- 
tregar el cuchillo, le disparó él un tiro de winchester con 
que le hirió en el costado derecho del cuerpo, y que en ese 
mismo instante, viéndose herido, tiró a Albarracin y Jaime 
una puñalada, hiriéndole en la pierna izquierda (fojas 5 y 7 
(fojas 1 y 27). 

Que otro tanto que Sala declaran sustancialmente, los 
testigos presenciales Domingo Pintos, fojas 10 vuelta y 11 / 
38; José Rocha, fojas 13 vuelta, 24, 53 vuelta; Antonio. Ibi- 
ñez, fojas 17 vuelta, 21 a 23, 51 vuelta, lo propio que Marcos 
Llanos, fojas 66 vuelta, ofrecida esta última en descargo, du- 
rante el plenario, no habiendo habido otros testigos, según es. 
tos autos. 

Que no está comprobado, pues, la exención de pena por 
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concepto de la legitima defensa que invoca el reo en sus decla- 
raciones y defensas, y lo contrario resulta, antes bien, de los 
testigos ya nombrados, libros de toda excepción y contestes con 
la víctima. 

Que el delito se halla encuadrado en el art. 17, inc. 1, ca- 
pítulo I, "Delitos contra la vida \ de la ley 4*89. como dice ei 
a quo. 

Que media la atenuante de ebriedad parcial en favor del 
procesado, constatada por todos los testigos citados, (art. 81 1 
inc. 1, y art. 83, inc. 1), del código penal, y la que se deduce de- 
propósito que tuvo de evitar males mayores, desarmando al que 
después fué su victima, resultante de los incisos 1 y 7 de esta 
misma disposición. 

Por estos fundamentos y por los de la sentencia apelada 
de f s. 77, en lo que no se oponen, se la modifica por lo que hace 
a la pena que se fija en doce años de presidio, y se la confirma 
en lo demás, con costas. Hágase saber y devuélvanse. 

*. 

José Marcó. — Fortunato Cal- 
derón. — Cesar Pérez Col- 
man. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

ButMt Alrtf. Scptleabrc 17 tfc 1912. 

Y vistos: 

Para resolver sobre la apelación interpuesta a fojas 102, 
contra la sentencia de la cámara federal del Paraná, que con- 
dena a Hilario Albarracin y Jaime a la pena de doce años de 
presidio. 

Y considerando: 

Que las constancias procesales demuestran que el primero 
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de enero de mil novecientos once, en un aserradero establecido 
en el kilómetro 584 del ferrocarril a Embarcación, en el territo- 
rio de Fonnosa, prodiíjose un desorden entre varios obreros 
de aquel establecí miento, dando ello lugar a que Hilario Alba- 
rracín y Jaime, capataz de un grupo de dichos operarios, para 
evitar posibles desgracias, requiriese de los mismos la entrega 
de sus cuchillos. 

Que habiendo accedido a ello todos menos Laureano Sala, 
Albarracin apuntándole con el rifle Winchester de que "estaba 
armado, le intimó nuevamente la entrega del cuchillo que tenia 
en la cintura, y ante su insistente negativa, descerrajóle un ba- 
lazo, con el cual le produjo la herida descripta en los informes 
periciales de fojas 18 y 37. y que fué causa de su muerte, ocu- 
rrida cinco días después, fojas 39: 

Que el reo, al confesar a fojas 8 y 27 haber disparado con- 
tra la victima el balazo mortal, pretende haberlo hecho en de- 
fensa propia y después de ser atacado y herido por Sala con el 
cuchillo que se negaba a entregar. 

Que tal calificación hállase, empero, plena y categórica, 
mente contradicha por las declaraciones de los testigos presen- 
ciales del hecho, Domingo Pintos, Jos ¿Rocha y Antonio Ibá- 
ñez. fojas 10, 13 vta., 17 vta., 50, 51 vta. y 53, quienes afirman 
que no hubo provocación ni ataque de Sala a Albarracin. antes 
de que éste hiriese al primero, y sólo cuando Sala se vio herido 
tiró contra su agresor varias puñaladas, con una de las cuales ' 
lo lesionó en la pierna. 

Que dados estos antecedentes y apreciadas como corres- 
ponde las circunstancias atenuantes que concurren y de que se 
hace mérito t\ el fallo apelado, la pena en él impuesta al reo 
debe ser confirmada. 

Por ello y concordantes de la sentencia de fojas 100, se con- 
firma, con costas. Xotifiquese original y devuélvanse. 

A. Bermejo. -Nicanor G. del So- 
lar. - D. E. Palacio. — L. LOPEZ 
Cabañil las. 
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CAUSA LXXVI 



Carlos Sarmiento contra la provincia de San Juan, por cobro 
de pesos. Incidente sobre dilujenciamiento de un oficio 

Sumario : Los jueces locales deben dar cumpliente > a los des- 
pachos sellados y firmados por los secrétanos de la corte. 

Caso : Lo explican las piezai siguientes ¡ 

OFICIO 

Bueno. Aiiet. Septiembre 3 «ItWII. 

Al señor juez de primera instancia en lo civil, de San Juan, 
doctor Emilio R. Moyano. 

Tengo el agrado de dirigirme a U. S. en la contienda de 
competencia por inhibitoria interpuesta ante 
de justicia de la nación, por el coronel don Carlos Sarmiento 
con el fin de que se sirva informar sobre las constancias que 
existan en ese juzgado referente al juicio P™7*^£ 
recurrente por el gobierno de San Juan, pidiendo medidas de 

seguridad. 

Dios guarde a U. S. ^ 



AUTO DEL JUEZ LOCAL DE SAN JUaN 

Bueno» Alrtt. Septiembre 19 tt 1912 

Autos y vistos: 
No invocando el señor secretario, doctor Carlos Ibargu- 
ren. auto, resolución o sentencia de la excelentísima corte de 
justicia de la nación, o del señor presidente de ese supremo tn- 
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bunal. qm lo autorice a dirigir la presente comunicación, y ca- 
reciendo, por otra parte, el expresado secretario, en concepto 
del subscripto, de atribuciones o facultades para requerir por 
sí de este juzgado las medidas o diligencias que menciona, no 
ha lugar a lo solicitado en la nota que antecede. Devuélvase a 
>u procedencia, con nota de atención. 

E. R. Moyano. 

RESOLUCIÓN DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» ÁlM», Septiembre \9 de 1912 

Hágase saber al señor juez de primera instancia, tercera 
nominación en lo civil de la provincia de San Juan, que con 
arreglo al art. 20 del reglamento de esta corte, dictado de con- 
formidad al art. c/j de la constitución y lo resuelto en la pá- 
gina 281 del tomo 78 de los fallos de este tribunal, debe dar 
cumplimiento al despacho de fecha 3 del corriente mes que lle- 
va el sello de esta corte y la firma del señor secretario, doctor 

Ibarguren. el que será reiterado con trascri|K¡un de la presente. 

• 

A. Bermfjo. — Nicanor O. del So- 
lar. -D. E. Palacio. L. Lófez 
Cabanillas. 



CAUSA LXXV1I 

• 

Municipalidad le Pesa m parados, contra Eglontina i. de Quu 
roya, sobre expropiación. Incidente sobre informe in voce 

Sumario : Con arreglo al procedimiento indicado en el artículo 
8 de la ley número 4055, no es procedente el informe in 

voce. 

Caso: Lo explica el siguiente fallo: 



fallos de la com sumema 



.7 



FALLO DE LA COETE SUPREMA 

BaNOt Airtt, íeptiemlut 21 dt IM2. 

Vista la solicitud que precede y considerando: 

Que con arreglo al art. 8 de la ley 4035- e 1 procedimiento 
que debe seguir esta corte cuando conoce en grado de apela 
ción se limita a dictar la providencia de autos, quedando a las 
partes el derecho de presentar, dentro de diez días comunes e 
improrrogables, una memoria que será entregada a los autos, y 
sin más trámite, quedará la causa conclusa para definitiva. 

Que han quedado asi sin efecto alguno las disposiciones de 
los artículos 181 v 218 de la ley nacional de procedimientos nú- 
mero 50 y los arts. 4. 5 y <> la le >' num - 33"5- modificatorios 
de aquélla, en cuanto al informe in toce a que se refieren. 
Por estos fundamentos, no ha lugar a lo solicitado ( 1). 

A, Bermejo. — Nicanor O. del So- 
lar. - D. E. Palacio. - L. López 
Cabanillas. 



CAUSA LXXVUI 

Criminal contra M. MUessi, por substracción de correspondencia 

Sumario : Es improcedente el recurso previsto en el art. 3 de la 
ley número 4055, deducido contra una sentencia que de- 
clara sometido a la jurisdicción federal un juicio sobre 
substracción de correspondencia. 

' Caso: Lo explican las siguientes piezas: 

i|| En ta mi... ftdu ti Mtanl 4WÓ « te V" , « *™**- 

to.a 8 <te sisen*! y ta M«-i¡cip»M<Ud dt D«MM«a«M,MlM tiproptad*». 
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UPtat..J.H«6d,l«2. 

Y vistos: considerando: , 



Que el delito cuya represión se persigue en estas actuacio- 
nes, está calificado en el art. 51 de la ley núm. 49» s° br « crí- 
menes contra la nación. 

Que, en consecuencia, su juzgamiento compete a los tri- 
bunales nacionales. 

Por estos fundamentos y jurisprudencia de este tribunal, 
tomo III, pág. 49, se confirma el auto apelado de fojas 15 vta. 

Devuélvase (i). vi 

Leónidas Zavatla. — Marcelino 



He. 



IAX.LO DE LA CORTE 

Bueno» Aires, Septiembre 26 tfe 1912. 

- 

Vistos y considerando: 
Que el recurso interpuesto no está comprendido en nin- 



1. 



_ de los casos previstos en el art. 3 de la ley num. 4055. y 
de conformidad con lo pedido por el señor procurador genera* 
se declara improcedente, y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. P. Daract. — D. E. 
Palacio.— L. López Sabanillas. 



«> El .uto .petado declaro compete.lt • 1» i»«MeU fcder.l *•» ccccer . 
•i jaldo por »ubttMcclt« íe eorreipoodeocta 



CAUSA LXXIX 



Recurso de hecho deducido por J. Cámara en autos sobre cart* 

de ciudadanía 

Sumario : Es improcedente el recurso ilel art. 3, inc. 2 y art. 17, 
¡nc 1 de la ley núm. 4055, deducido contra una sentencia 
que se limita a declarar que debe otorgarse el duplicado de 
una carta de ciudadanía!. 

Caso: Lo explica el fallo siguiente: 
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Butooi Alrct, Sf pliembrt 29 tft 1912. 

Vistos y considerando: 

yue el recurso de apelación deducido en la presente causa 
contra la resolución de fs. 8, se funda en lo dispuesto por los 
artículos 3 inc. 2, y 17 inc. 1 de la ley número 4055. 

Que estas disposiciones legales no pueden autorizar el re, 
curso, por cuanto ellas se refieren a las sentencias definitivas de 
las cámaras federales de apelación, que recayesen sobre accio 
nes fiscales que en ella se determinen mientras que, el fallo de 
que se trato en el caso sub judke, se limito a declarar que debe 
otorgarse el duplicado de la carta de ciudadanía acordada a fa- 
vor del interesado en 13 de abril de 1910. y que la sanción pe- 
nal establecida en el art. 16 de la ley 8129, es sólo aplicable a los 
naturalizados después de la promulgación de ésto. 
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Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara improcedente dicho recurso. Noti- 
fíquese original y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. P. Daract. — D. E. 
Palacios.— L. López C abanillas. 



CAUSA LXXX 

Recurso extraordinario de hecho, por /.. E. Freiré en autos 

con M. M. Ur quiza 

Sumario : La interpretación y aplicación de las disposiciones de' 
código rural para los territorios nacionales, no autoriza el 
recurso extraordinario del articulo 14 de la ley número 48. 

Caso : Lo explica el siguiente fallo: 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

B«tMa AliM, S«»thmbrt 28 de IMS. 

Autos y vistos: considerando: 

Que a mis de no haberse hecho constar que ante la cámara 
primera de apelaciones en lo civil, se haya deducido, para ante 
esta corte recurso alguno que haya sido denegado, puede agre- 
garse que la interpretación y aplicación de las disposiciones del 



TO 
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código rural para los territorios y no para toda la nación, no 
autorizan el recurso extraordinario previsto en el art. 14 « » 
ley núm. 48 y 90 de la ley núm. 1893. (Fallos: tomo 91, K©J» 
3S0; resolución de 14 de noviembre de 1911, en la causa de Pe- 
rez contra la provincia de Buenos Aires). 

Por ello, no ha lugar a la queja deducida, y repuesto el pa- 
pel, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabás illas. 



CAUSA LXXXI 

Compañía ha Previsora contra la provincia de Buenos Aires. 

Interdicto de recuperar 

Sumario : i". En las acciones posesorias es inútil la prueba del 

derecho de poseer. 

a» El demandante, en un interdicto posesorio, debe 
probar su posesión en el momento en que tuvieron lugar 
"""**' ToTactos constit utiv o», d e l. des pojo.. 

Caso: Lo explica el fallo siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

•«no* Alrt*. Stptfcmbf» 29 dt «12. 

Y vistos: 

Don José S. Sabajanes, por la compañia de seguros La 
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Previsora, entabla interdicto de recuperar contra la provincia 
de Buenos Aires, exponiendo: 

Que en 30 de octubre de 1888, su representada celebró un 
contrato de mutuo con los señores A. Miranda y J. García, 
quienes, en garantia. constituyeron hipoteca sobre varios inmue- 
bles y entre ellos sobre una fracción de terreno ubicada en el 
actual partido de Avellaneda de la provincia de Buenos Aires 
cuya extensión expresa, asi como otros detalles de dicho con- 
trato. 

Que iniciada ejecución a los deudores por falta de pago, y 
sacado a remate el terreno, fué adjudicado en compra a la mis- 
ma compañía La Previsora, y puesta en posesión de &, en 13 de 
mayo de .893. con intervención del juzgado de paz de Barracas 
al Sud. 

Que subsistiendo esa posesión efectiva y cuando estaba ya 
para reducirse a escritura pública la compra- venta mencionada, 
don B. Alfonso propuso a su parte que le permitiese adquirir 
por compra directa a Miranda y Garda el mismo bien, toman- 
do a su cargo el pago del importe total del crédito hipotecario, 
intereses y gastos. 

Oue aceptada esta proposición, los señores Miranda y Car- 
cía vendieron el terreno a Alfonso en 27 de abril de 1895 y La 
Provisora le transfirió la posesión que tenia sobre ese inmue- 

Que Alfonso, a su vez. vendió el inmueble en 18 de sep- 
tiembre de 1897, a don Carlos Herran, obligándose este a abo- 
nar el crédito referido. 

Que el nuevo propietario Herrén no cumplió sus obliga- 
ciones a favor de La Previsora, la que habia accedido a diversa» 
gestiones de espera, cuando tuvo conocimiento de que por or- 
den de los tribunales de esta cantal se habia embargado e iba 
a venderse en remate público el ti r«no de que se trata, a con- 
secuencia de una ejecución iniciada por el mismo don B. Al 

f0nS Que La Previsora inició entonces tercería de mejor dere- 
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cho contra Alfonso y Herrón y se presentó como licitado* en 
el referido remate. 

Que efectuada la compra, se mandó dar posesión en forma 
a La Previsora, lo que se efectuó en 15 de mayo de 1903. con. la 
protesta de don Tomás Ríos, quien pretendía derechos sobre 
una faja de forma triangular, que limita el preindicado terreno 
por su costado noroeste. 

Que descontadas del titulo de dominio de La. Previsora la 
fracción ocupada jwr Ríos y otra que ocupa don Rcstituto Ca 
raza, aquella conserva la posesión sobre el resto del terreno, 
que mide aproximadamente 60 hectáreas, por intermedio de su 
arrendatario don Juan José Zavalcta. y que ha tenido sin inte- 
rrupción desde hace más de 30 años, el mismo carácter de 
arrendatario de Hcrrán. Alfonso. La Previsora, los señores Mi- 
randa y García y don Tomás García Zúñiga. 

Que esta posesión continúa, tranquila, adquirida por orden 
del juez competente y a tituló de propietario, ha sido violenta- 
mente interrumpida el 19 de junio de 1909. por la autoridad 
policial del partido «le Avellaneda, en cumplimiento de orden 
expedida por el gobierno de la provincia de Buenos Aires, de- 
alojando por la fuerza al arrendatario Zaváleta y dando pose 
sión del inmueble al señor Leandro García como representante 
ai hoc de la misma provincia. 

Oue a mérito de lo relacionado y de lo dispuesto en el ar- 
ticulo 2487 del código civil y del art. 328 de la ley de procedi- 
mientos, pide se mande restituir a su poderdante la posesión di 
que ha sido despojado, con costas, dejando a salvo las acciones 
por daños v perjuicios que le corresponden. 

Que en el juicio verbal a que fueran convocadas las par- 
tes etabogado de la actora, doctor Ricardo C. Aldao. reprodujo 
la demanda; y el doctor Solá. como representante de la provin- 
cia de Buenos Aires, pidió su rechazo, con costas, exponiendo: 
Que la estanzuela del estado fué comprada por la real ha- 
cienda de Buenos Aires, el 13 de abril de 1801. 

Que en 19 de enero de 1905. como se tuviera conocimiento 
de que algunos particulares pretendían derechos reales sobre 
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las tierras de la Estanzuela y comenzaban a ejercitar actos de 
disposición de las mismas, se dictó un decreto comisionando al 
inspector general don Joaquín Ayestarán para que. con el agri- 
mensor don J. A. Palacios, encargado de mensurar esas tierras 
tomaran las medidas conducentes a mantener la posesión de 
fisco; y se ordenó oficiar al jefe de policía, a fin de que pres- 
tara el auxilio de la fuerza pública a los mencionados funciona- 
rios, haciéndole presente la conveniencia de mantener un reten 
de policía en esos lugares. 

Que estas Órdenes fueron cumplidas en 23 Febrero de 
1005 y a consecuencia de las medidas tomadas, don Carlos He- 
rran 'inició interdicto de retener la posesión, que fué rechazado 
por esta suprema corte, en 16 de octubre de 1906. 

Ouc desde 1905 hasta el 12 de jimio de 1009. la provincia 
mantuvo su posesión por intermedio de la policía de Avellane- 
da, entregándose en la última fecha el inmueble a don Leandro 
García, a mérito de la escritura que la provincia otorgó a dicho 
García el 25 de febrero del propio año 1909, cumpliendo una 
sentencia dictada por este tribunal el 2 de jumo de 1908. 

Que. a virtud de ello, la presente acción carece de ínteres, 
pues no va dirigida contra el actual detentador del bien raíz 

^"QuÍademás, La Previsora no ha tenido la posesión que la 
lev requiere. P°rq«e invoca en su favor la de Herran. que fue 
vencido en el juicio antes mencionado ; y desde entonces hasta 
la fecha, los terrenos que se reclaman han sido poseídos por la 
provincia y por García después. 

Que la actora insistió en su demanda, y ambas partes pro- 
dujeron prueba y alegaron sobre su mérito, a fojas 201 y 206 
respectivamente. 

Y considerando: 

Que conforme al artículo 247a Atl código civil, la posesión 
nada tiene de común con el derecho de poseer, y es inútil la 
prueba en las acciones posesorias del derecho de poseer por 
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parte del demandante o demandado, fuera del caso del articulo 
2471 del mismo código. . 

Que no son asi de pertinente examen en el caso sub judiee 
los documentos presentados por el actor, que corren a fojas 24 

y siguientes. ...» 

Que la circunstancia de no poseer la provincia de Buenos 
Aires, el inmueble a que se refiere el presente interdicto, ale- 
gada a fojas 80 y siguientes, no basta por si misma para con- 
ceptuar inadmisible la demanda contra aquélla (arts. 824 Y 
2490, código civil ; fallos, tomo 73. pag. 14. y tomo 05. Pag» 

" a 3 Que con arreglo a lo dispuesto en el art. 2494 del código 
civil, y 328 de la ley de procedimientos, el demandante ha de- 
bido probar su posesión en el momento que tuvieron lugar los 
actos constitutivos del despojo (fallos, tomo 30, pág. 45* V 

° tr0 Que, desde luego, la posesión que se dió a La Previsora en 
,3 de mayo de 1893 (fojas 5- de estos autos, y fojas 82 del ex- 
pediente caratulado La Previsora, sociedad de seguros sobre la 
vida contra Miranda Angel y Garcia José, cobro ejecutivo de 
pesos ', que forma parte de la prueba), fué transferida poco 
después a don Benjamín Alfonso y por éste a don Carlos He- 
rrén (fojas 6). .. 

Que en lo que respecta a la posesión que se dice obtenida 

nuevamente por el actor en .5 de mayo de «903 y 
por intermedio del arrendatario don Juan J. ¿avaleta sin in- 
terrupción, hasta el .9 de junio de .909 (fojas 7 y vuelta es 
de observarse: 1". que el acta de fojas 198. expediente caratu- 
lado "Alfonso Benjamín contra Carlos Herran. por cobro de 
pesos" no es suficientemente explícita y da lugar a dudas, como 
io reconoció el mismo actor en su escrito de fojas 244 de dicho 
expediente; 2"., que si bien es cierto que el ™ n ™™*>£"; 
leu manifestó en su escrito de fojas 209 de ese expediente, 

prestado el 4 de julio de 1903. ®? «* en feC ^™£ n 
¡ario de La Previsora, lo es asimismo que en su deoaracion 
prestada en el juicio de interdicto promovido por Herran con- 
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tra la provincia, agregado también como prueba, manifestó en 
17 de mayo de 1906, que era arrendatario de Hcrrán, desde 
1897, y '° había sido antes, sucesivamente, de Zúñiga, Miranda 
y Garcia, La Previsora y Alfonso (fojas 53 a 55) ; 3% que en 
la misma fecha y juicio, don Carlos Casares, director general 
de La Previsora, declaró (fojas 56 vta. a 59), que la posesión 
había sido tomada por La Previsora en condiciones que no con- 
cuerdan con la que resulta de las actas de fojas 181 y 198 de! 
expediente de Alfonso v. H erran precitado, y que en los cuatro 
años anteriores Zavaleta no había abonado arrendamiento, ni 
se había intentado desalojarlo, porque La Previsora no tenía 
todavía titulo de propiedad; 4 ., que esta última circunstancia 
no explica satisfactoriamente la faka de pago de esc arrenda- 
miento, desde que por ella no perdía el deudor su carácter de 
inquilino; ni aparece, además, que después que se le otorgó tí- 
tulo al actor en 22 de abril de 1907 (fojas 60), hasta el 19 de 
junio de 1909, se haya efectuado el pago aludido o el corres- 
pondiente al período transcurrido entre las dos últimas fechas. 

Que si bien en 18 de julio de 1908, Zavaleta, al presentarse 
ante la comisaria de policía de Avellaneda para protestar con- 
tra las invasiones de Ríos y Caraza, se dijo arrendatario de La 
Previsora (fojas 102 y 103), esa manifestación, fuera de re- 
ferirse a una fecha anterior a la en que tuvieron lugar los he- 
chos origen de este juicio y como tal insuficiente para fundar 
el interdicto, no está de acuerdo con lo que antes había declara- 
do el mismo Zavaleta relativamente al orden de sus locadores v 
a los actos interruptores de su posesión o tenencia, realizado) 
por el gobierno de la provincia desde 1905 (declaración citada 
de fojas 53, respuesta núm. 6). 

Que no habría razón para estimar sin valor la declaración 
que acaba de citarse de Zavaleta, a causa de haberse prestado en 
otro juicio, toda vez que el actor presenta como parte de su 
prueba las manifestaciones mencionadas de dicho Zavaleta ante 
la policía, y éste no figura entre los testigos del actual inter- 
dicto. 

Que las declaraciones de los testigos J. Garcia (fojas 120 
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vuelta), Franck (fojas 132 vuelta), Nobile (fojas 170 vuel- 
ta) y Plaul (fojas 172 vuelta) no son decisiones en el senti- 
do de que en el momento de darse posesión á don L. García 
del terreno, o sea en 12 de junio de mil novecientos nueve. 
U Previsora lo poseyera por intermedio de Zavaleta; y aun 
cuando del conjunto de dichas declaraciones, y de los recibos 
de pago de contribución directa e impuestos a la prodúcelo.» 
agropecuaria corrientes de fojas 145 * 156. Palera tenerse 
por comprobado ese hecho, en ausencia de otros antecedentes 
contrarios, ellos existen en el caso. 

Que, en efecto prescindiendo del testimonio de don Lean- 
dro Gracia (fojas 108 >, testigo presentado por las dos par- 
tes. el testigo Tinck (fojas 112) declara que cuando en ca- 
rácter de oficial de justicia dio posesión al primero del te- 
rreno éste se liallaba completamente desocupado, existiendo 
solo vestigios de una habitación de madera, extremos que. en 
lo substancial, confirma el testigo Prieto (fojas 113). 

Que las declaraciones de Tinck y Prieto se en. uentran co- 
rroboradas por las diligencias de la posición judicial dada a 
García como representante del gobierno de la provincia de 
Buenos Aires (fojas 115 a 118; expediente agregado, num 
1438. año 1909; juzgado de paz de Avellaneda, fojas 2 y sig.) 
e indirectamente por las medidas administrativas que se toma- 
ron desdo mil novecientos cinco para mantener la posesión de 
la provincia en los terrenos (fojas 178 a 187) ; por la prueba 
producida en el interdicto promovido por Herran. antes men- 
cionado, y la sentencia recaida en él. como quiera que de a, 
últimas se desprende que Zavaleta no poseía a nombre de U 
Previsora en mil novecientos seis, sinó como arrendatario d. 
Her-an, y que aquélla permaneció inactiva ante las medidas 
aludidas, sin que aparezca en qué momento y en que conco- 
nes volvió a adquirir la posesión del inmueble. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar * 
m especial condenación en costas, por haber 
rlón probable para litigar. - Xotifiquese con el ongtnal. re. 
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pónganse los sello, revuélvanse los expedientes agregados co- 
mo prueba y archívese. 

■ 

A. Bermejo — Nicano? G. del Solar — 
M. P. Daract — D. E. Palacio — L 
Lora Cabanillas. 



CAUSA LXXXII 

Contiendo de competencia entre el juez federal de Jujuy y e'. 
de primera instancia en lo civil y comercial de la misma pro- 
vincia sobre embargo de dineros fiscales. 

Sumario ; Corresponde a la justicia federa! el conocimiento de 
un incidente sobre embargo de dineros pertenecientes al 
tesoro nacional. 

Caso-. Lo explican las siguientes piezas: 



DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 

B«Mo*Aim. »•«• 

Suprema Corte: 

Corresponde á V. E. dirimir la presente contienda de com- 
petencia a mérito de lo que dispone el art. 9, me. b) de la 
ley 4«55- 
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U contienda trabada entre el juez federal de Jujuy y el 
de primera instancia de la misma provincia, fué propuesta por 
el primero de dichos jueces, a fin de que el segundo se inhi- 
biera de entender en las actuaciones sobre embargo de dineros 
fiscales de pertenencia de la aduana de Jujuy, depositados % 
su orden en el Banco de la Nación, como provenientes de un co- 
miso de mercaderías. 

U competencia que el señor juez federal defiende en el 
caso de autos, te corresponde por razón de la materia pues se 
trata de embargo de dineros fiscales, y es por tanto de es- 
tricta aplicación las disposiciones del art. 2. incisos 3 y 6 y art 
i¿ de la ley 48 sobre jurisdicción y competencia de los tribu- 
nales nacionales. La jurisdicción federal rationae matenae. se- 
rón este último articulo, es excluyeme, de la de los tribunales 
de provincia, y ninguna intervención «le las partes, en el jui- 
cio seguido ante jurisdicción inconciente, puede alcanzar a 
desvirtuarla. El consentimiento de la jurisdicción provincial, 
ñor parte del administrador de la aduana, argumento invocado 
ñor el juez de primera instancia de Jujuy al dictar el auto de- 
negatorio de la inhibición no puede importar una porroga de 
jurisdicción, en materia cuyo conocimiento es £¡£»*)* 
jurisdicción federal, la que de ningún modo a i>od,do ser des- 

^Poí'ello a V. E. pido se sirva dirimir la presente cuestión 
de competencia a favor del juez federal de Jujuy. 

Horado R. Larreta 
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Bueno» Alr*».Stptl«inl>t« 28 de 1912. 



Y vistos los de contienda de competencia entre el señor 
juez federal de Jujuy y el de primera instancia en o cm 1 y 
,mercial de la misma provincia, para conocer del medente se 
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n • • • * • 

guido por don Benjamín Villafañe, por ejecución contra la 
aduana nacional, en los autos promovidos contra la razón so- 
cial Rosenblüch, Dousset y Cía. Y considerando: 

Que como resulta de autos en el juicio seguido ante el juz- 
gado local de Jujuy, se trata de hacer efectivo un embargo de 
dinero perteneciente al tesoro nacional depositado por la adua- 
na de aquélla localidad en la sucursal del Manco de la Nación, 
gestión que debe entenderse sometida a la jurisdicción feedral, 
de acuerdo con lo establecido en el art.2, incisos 5 y 6 de «la 
ley de 14 de septiembre de 1863. 

Que cualquiera que sea la intervención que hayan tenido 
en el juicio expresado el administrador de aduana y el pro- 
curador fiscal, esa intervención no ha podido tener el efecto 
de prorrogar la jurisdicción de los tribunales locales para el 
incidente de que se trata, desde que la de los tribunales nacio- 
nales, es privativa en todas las causas especificadas en los ar- 
tículos i, 2 y 3 de !a citada ley de 14 de septiembre de 1863, 
excluyendo a los tribunales de provincia, con las excepciones 
establecidas en el artículo 12, como se ha declarado por esta 
corte en casos análogos. — (Fallos, tomos 47, pág. 246; 66, 
página 222). 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor procurador general. se declara que el conocimiento de 
la presente causa corresponde al señor juez federal de Jujuy 
a quien se remitirán estos autos, haciéndose saber por oficio 
al señor juez de primera instancia. — Notifíquese original, de- 
biendo re|x>nerse los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. P. Daract. — D. E. 
Palacio. — L. López Cabanillas. 

NOTA— En 14 de Septiembre la Corte Suprema no hizo 
lugar al recurso de hecho deducido en autos «A. Almagro 
contra B. B. de Pereyra, sobre transacción», porque en la 
causa sólo se plantearon y resolvieron cuestiones de de- 
recho común. 
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CAUSA LXXXIII 



Doña Ernestina lista-es de Rosas contra la provincia de Sania 
Pe. por escrituración: sobre levantamiento de embargo 

Sumario : El dinero proveniente de rentas generales de una pro- 
vincia no es equiparable, a los efectos de su embargo, a los 
bjenes de la misma afectados aun servicio público y, por lo 
mismo, indispensables a la subsistencia de la persona jurí- 
dica de existencia necesaria y exentos i>or ello de todo em- 
bargo. 

Casó : F.l representante de la provincia pidió el levantamiento de 
un embargo trabado en dinero depositado en la cuenta co- 
rriente de las rentas generales, afectado al cumplimiento de 
la ley de presupuesto, o sea al pago de los sueldos y gastos 
de la administración. 
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Butno* Airw. Oelobit 5 di 1912. 

Y vistos: 

La solicitud de fojas y,o pidiendo el levantamiento del em- 
bargo tratado sobre treinta nal pesos depositados por la provin- 
cia demandada en la sucursal del Banco de la Nación Argentina 
crí Santa Fe. 
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Y considerando: 



Que las personas jurídicas, en cuyo número se encuentra 
cada una de las provincias federales, pueden ser demandada» 
por acciones civiles y hacerse ejecución en sus bienes (articulo* 
33 y 42, código civil). 

Que el dinero embargado en su carácter de cosa t ungí Me 
que puede ser substituida por otras de la misma calidad, no es 
equiparable a los bienes del estado afectados a un servicio pú- 
blico y por lo mismo indispensables a la subsistencia de la per- 
sona jurídica de existencia necesaria y exentos por eHo de todo 
embargo. (Fallos, tomo 48. pagina 195; tomo 113. pág- 

Por estos fundamentos, no ha lugar al embargo solicitado. 
Notifique* con el original y repóngase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 
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CAUSA I. XXXIV 

DoM Carme* V. de Esfindoh y ••"»■<■ <<•""" P'ovmcia 
Santa / V. sobre escrituración 

Sumario - i.' Ina lev provincial derogatoria de ..tras que acor- 
daban premios o recompensas por servicios militares, debe 
entenderse, en defecto de disposición expresa en contrario 
contenida en la misma o en otras sobré la materia, y «le 
acuerdo con el principio general de la no retroactividad. 
qtte se refiere a derechos no reconocidos aún por él poder 
ejecutivo en cumplimiento de preceptos legales anteriores. 

_»." La falta de tradición dé la cosa en una donación lie- 
cha de conformidad a lo dispuesto en los artículos 1810 y 
1811 del código civil, no es causa legitima de nulidad o in- 
eficacia «leí acto aludido, atento lo proscripto en los artícu- 
los 1833 y 1834 del mismo código. 

i." No existiendo en autos pruebas satisfactorias del re- 
cóhochniento extrajndicial y fecha del mismo para la en- 
trega de la esa. debe adoptarse la de la notificación .le la 
demanda, como punto de partida de la mora. 

4." Kl derecho a la escrituración |H>r el poder ejecutivo, 
de tierra fiscal concedida por una ley local como premio o 
recompensa por determinados servicios, no es un «derecho 
perfecto conforme al código civil, pues que. aun en el su- 
puesto de que el articulo 1185 y correlativos de dicho códi- 
go rejera respecto a promesas de donación, no siendo en 
el caso, el objeto de ésta una co>a cierta, carece de eticacia 
dentro del derecho común 1 artículos i~()f) y 1333- código 
civil). Por consiguiente, tal derecho puede ser moditicado 
,x»r otra ley. sin contrariar el articulo 31 de la constitución 
nacional, toda vez .pie. tratándose de derechos emanados 
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de actos legislativos locales y antes de que las provincias, 
procediendo como personas jurídicas, los reconocieran en la 
forma v condiciones de la ley civil o derecho común, las le- 
gislaturas están habilitadas para reglamentar sus liberahaa- 
,les esi>oiuancas a sus servidores, como lo • •--•« 
conveniente, en ejercicio de poderes reserv." 
¡04. ios v 108 de la constitución nacional). 



Caso: Resulta del siguiente: 



FALLO DI- LA 



Buenos Alie». Octubre 5 de 1912. 

V vi>to>: 

Doña Carmen V. de lindóla y don José R. Ksnindola. 
por el doctor licnjamin üasualdo. cotí los documentos de fojas 
1 a 84 entablan demanda contra la provincia de Santa le. ex- 



Que por lev de 18 de septiembre de 1865 « «WWW al ^ 
der eTecntivo de dicha provincia para distribuir en la forma que 
detallan, diez leguas de terreno fiscal entre los iPm*™^ í 
soldados de los contingentes con «pie ja 
)a formación del ejército 




Que la ubicación de esas leguas debia hacerse la mitad en 
el departamento del Rosario y la otra mitad en el intermedio de 
los cantones «le la frontera norte; >• habiendo resultado insufi- 
ciente, leyes posteriores destinaron al mismo objeto nuevos te- 
rrenos hasta alcanzar a una superficie de setenta y un cuarto de 
leguas. 

Oue por ley de 28 de octubre de 1884 fueron derogadas to- 
das las anteriores que autorizaban al poder ejecutivo para do- 
nar tierras — ■ — * ~*>™******r*ru\n H** *u»rvicios crestados a la 
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provincia, estableciéndose a !a vez. que los que liarla la íeelia 
de la promulgación de la ley estuviesen comprendidos en la de 
18 de septiembre de 1865. tendrían derecho a los beneficios 

acordados i>or ella. 

Que tudas la- leyes acordando premios o recompensas por 
servidos militares fueron posteriormente derogadas por el ar- 
tículo 1. de la ley de 15 de octubre de 1889. 

Que ]K>r decretos de 4 de febrero. 2 y 6 de junio de 1888, 
se reconoció a torios militares que mencionan el derecho a ubi- 
car i-'.o74 hectárea». 86 áreas. 64 centiáreas. 

( >ue don Faustino l'crazzo, en 10 de enero de 1890 adqui- 
rió de los aludidos militares el derecho a esta sui>erficie, y se 
k hicieron, a cuenta. la, adjudicaciones cuya fecha y ubicación 
expresan, quedando por escriturar 9578 hectáreas. 01 áreas. 53 
centiáreas. 

Que entre la- adjudicaciones referidas está Ja de 4 fraccio- 
nes de terreno situadas en la Colonia Cayasta. Departamento 
Garav. con una superficie de 1865 hectáreas. 85 áreas. 16 cen- 
tiáreas y 52 decímetro- cuadrados, que le fueron escrituradas 

en 13 de septiembre de 1807. 

Que don Faustino Perazzo. en 13 de octubre de 1807 trans- 
firió al doctor Carlos C.aligniana Segura la tercera parte de di- 
cha fracción y a doña Carmen Vicent las otras dos terceras par- 
tes, además del derecho a escriturar las 9578 hectáreas. 61 áreas. 
53 centiáreas antes referidas. 

Oue a su vez el doctor Carlos C.aligniana Segura transfirió 
su parte indivisa a lo, doctores tí. líasualdo y C. Domínguez, el 

C de julio de 1899. 

Oue este último lia tallecido y su sexta parte corresponde 
hoy a su viuda doña Felisa Concita de I>omínguez y a sus hijos 
menores Zulema. Maña Felisa. Jorge. Alfredo Camilo y Ca- 
milo. 

Que a fin de que la parte de estos herederos quede com- 
prendida también en la demanda, ofrecen la caución de rato et 
anuo. 
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Que varios ocupantes de las tierras de Cayastá presentaron 
al gobierno de Santa Fe la protesta que acompañan, pretendien- 
do ser propietarios de las escrituradas a l'erazzo, y í|tic con mo- 
tivo de tal protesta, cuyos fundamentos examinan y refutan, se 
dictó, no obstante las protestas de doña Carmen Yicent. la ley 
de 26 de septiembre de 1898, |>or la cual se autorizó al poder 
ejecutivo para escriturar a los |x>bladores del pueblo y colonia 
Cayastá las tierras que hubiesen obtenido de merced desde el 
año 186A. Id que se efectuó el 29 de septiembre de 1899, colo- 
cándose así, el gobierno en la im|>os¡hilidad de cumplir para con 
el señor Pcrazzo o sus sucesores con la obligación de hacerles 
la tradición de las tierras escrituradas el 13 de septiembre de 

Que en virtud de estos hechos, de otros que se examinaran 
más adelante si fuera necesario, y de las disposiciones legales 
que invocan, solicitan : que se condene a la provincia de Santa 
Fe a pagar |>or la falta de entrega de las tierra de Cayastá, da- 
ños y perjuicios en la proporción de 400.000 pesos moneda na- 
cional a doña Carmen V. de Kspindola ; 100.000 pesos moneda 
nacional al doctor Benjamín Rasualdo e igual suma a la suce- 
sión del doctor Camilo Domínguez. 

Que en lo que hace a las 9578 hectáreas, 61 áreas, 53 cen- 
tiáreas restantes, se han iniciado numerosos expedientes de de- 
nuncia, no habiendo sido posible que se hiciera lugar á sus jus- 
tas reclamaciones, a pesar de ser fiscal la tierra denunciada > 
estar reconocido el derecho a escriturar, por que eran escritu- 
radas y muchas veces mal escrituradas a personas que gozaban 
de la protección de los gobernadores, de suerte que hay más de 
200 leguas de tierra fiscal que partan ser reivindicadas. 

Que durante la administración del gobernador Iturraspe y 
después que él y sus amigos hubieron concluido de ubicar toda 
la tierra fiscal que aún quedaba, fué dictada la ley de 15 de sep- 
tiembre de 1899. disponiendo que los que aún no hubieran ubi- 
cado las tierras a que tenían derecho, se les indemnizara en tí- 
tulos de la deuda pública, a razón de cinco |>esos por hectárea. 
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Oue protestaron contra la indemnización referida y pidie- 
ron et despacho de los expedientes en trámite sobre denuncia de 
tierra fiscal, sin obtener resultado alguno. 

Que si la provincia no quiere iniciar la reivindicación de la 
tierra fiscal a <|uc antes se ha referido, solicita, de acuerdo con 
el artículo 1 196 del código civil. < ( uc las subrogue en las accio- 
ne* de aquélla para reivindicar la tierra necesaria hasta satisfa- 
cer sus derechos y subsidiariamente solicita indemnización a 
razón «le 100 i>esos. o sean 037. *">■ pe* os moneda nacional. i*>r 
el total de la tierra. 

Oue don Federico Gallegos, por la provincia de Santa Fe, 
opus.7a dona Carmen V. de Espíndola la excepción de incom- 
.«tencia. a doña Felisa Concha de Domínguez la de falta de per- 
sonalidad, y contestó la demanda rojeto del doctor Itasualdo. 
alegando: 

Qüe no le consta el hecho de «pie se haya amplia.lo la sil- 
lar ficie «le tierra que la ley de 18 «le septiembre de 1865 «lestino 

para premio- militares. 

Oue no ha habido entre la provincia «le Santa Fe y los cau- 
santes originarios del doctor Basualdo una donación, l»orque el 
donatario no la aceptó, nunca se entregaron las tierras materia 
de ella. 

Que 1«> que ha existido ha sido una promesa de il«>nar o una 
donación gratuita, revocable antes que el contrato se perfeccio- 
nara como 1«> luz.» la ley de 15 <lc septiembre «le ift» acordan- 
do a 'la vez cinc pesos nacionales por hectárea «le tierra donada, 
oue la circunstancia de que el gobierno de Sánta Fe haya 
escriturado las 1865 hectárea, en Cayastá. sin haberlas entrega- 
do al donatario, nada modifica su situación legal y su indiscuti- 
ble derecho de retractar o modifica? la voluntad «le donar. 

Oue la lev de t$ de septiembre de i€f» estableció el térmi- 
no de un año para que los reclamantes de derecho por servicios 
militare, iniciaran sus gestiones a fin de abonarles en títulos de 
la deuda consojidádá, a rajón cíe cinco pesos moneda nacional 
por hectárea. 
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Que desde el 15 de septiembre de i&x). fecha de la sanción 
de la ley, han corrido ocho años y todo derecho fundado en la 
promesa de donar tierra ha caducado p¡> -a el actor. 

Que el abuso a que en Santa Fe ha dado lugar la ley de 18 
de septiembre de 1863. fue análogo al originado por la ley na- 
cional número 1628. y la ley número 3918, también nacional, de- 
mostró el indiscutible derecho que tenia el congres*) para retrac- 
tar su voluntad de donar tierra pública, como lo ha hecho la ie 
gishitura de Santa Fe, al dictar la ley de 15 de septiembre de 
1899. 

Qtít todas las enajenaciones y cesiones anteriores a que han 
dado lugar los derechos a premios, de tierras, desde los milita- 
tes que prestaron sus servicios hasta los demandantes, presen- 
tan un conjunto de caracteres que hacen desconfiar de la reali- 
dad de los actos encubiertos por esas escrituras públicas. 

Que las reclamaciones del doctor ISasualdo serian en todo 
caso exageradas, pues sólo le corresjM>nderian 257 |>esos mone- 
da nacional, teniendo en cuenta lo que doña Caremn Vicent pa- 
gó por las dos terceras partes de las 1865 hectáreas de Cayastá 

Que no es exacto que haya habido mala voluntad para la 
entrega de las tierras de Cayastá ni que existan tierras fiscales. 

Que el cálculo de intereses del actor es inadmisible, pues 
estos se fijarían, en todo caso, a estilo de banco y correrían des- 
de la fecha de la demanda. 

Que en su mérito y de acuerdo con los preceptos del código 
civil'pide no se haga lugar a la demanda del doctor Basualdo, 
con costas, agregando que si se consideraban admisibles las p*e- 
tensiones de éste, se aplicara la ley provincial citada de 15 de 
septiembre de 1899. cuyo artículo 2. fija el precio recordado 
de cinco pesos por hectárea o se hiciera la indemnización por el 
valor que la tierra tenía el año 1865, en la zona ú donarse. 

Que, desestimada la excepción de incompetencia y la de 
falta de personalidad, en carácter de dilatoria, por el auto de 
fojas 268, el representante de la provincia pidió el rechazo, con 
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costas, de la demanda de doña Carinen Yicent de Kspindola y 
los herederos del doctor Camilo Domínguez, reproduciendo en 
lo substancia! lo dicho respecto del doctor Basualdo. y agre- 

One la escrituración ludia por el gobierno de >anta 1 e en 
13 «uTseptiembre de .*) 7 . ha sido abusiva y completamente nu- 
la, porque la lev provincial anterior de 15 de octubre de 1899 
habia derogado las leyes que acordaban premios y recompensas 
por servicios militares. 

Que Siendo nula la adquisición hecha i>or Perawo, no na 
podiilo transmitir un mejor derecho a sus cesionarios dona Car- 
men Yicent v el doctor Domínguez. 

Oue reproducía respecto a los herederos del doctor Camilo 
Domínguez la excepción de falta «le pcrsonaluUd. por no haber 
acompañado los documentos comprobatorios de su carácter «le 
tales. 

Oue recibida la causa a prueba, háse producido la que ex- 
fttitfL «I certificado de fojas 837 vuelta, y llamá«losc autos para 
definitiva, después de presentados por las partes los alegatos de 
fojas 840 y fojas 866 y «le substanciada la excepción «le pres- 
cripci«'>n opuesta por la provincia al alegar: 

« >nc el defensor de menores se ha a.lheritl.» a la demanda 
en lo que concierne a los sucesores incapaces de! doctor Domín- 
guez. ante< mencionados. 



V con-i«leran«lo: 

Que la acción «leducida. no es por cobro de títulos en ejer- 
cicio de los derechos «pie la ley provincial de quince de septiem- 
bre de mil ochocientos noventa y nueve acordó a los acreedores 
por servicios militares ( fojas .01 vuelta. 279) . t « *» JJgJ 
ble al caso el articulo 4 * de dicha ley, que fijo el termino de un 
año a esos acreedores para hacer sus gestiones. 

Que si los derechos de los actores estuvieran regidos por 
las disposiciones del código civil que invocan, es manifiesto que 



DE JUSTICIA DE LA NACION 89 

]a provincia de Santa Fe no habría podido extinguirlos o modi- 
ficarlos j>or leyes locales (articulo 67, inciso 11 y articulo 108, 
constitución nacional ; fallos, tomo 57. página 337 ; tomo 64. pá 
«ina 35 >• 

Que no es tampoco admisible la prescripción ordinaria 
<¡puesta en el alegato de bien probado ( fojas 866), porque en 
lo que respecta a la entrega de las mil ochocientas sesenta y cin- 
co hectáreas escrituradas el trece de septiembre de mil ocho- 
cientos noventa y siete, no han transcurrido diez años entre esa 
fecha y la de la presentación de la demanda, once de septiem- 
bre de mil novecientos siete (fojas 104 y articulo 1023, código 
civil; fallos, tomo 87. página 403 y otros). 

Oue !o propio es de ol*ervarse en lo <|ue hace a las nueve 
mil quinientas setenta y ocho hectáreas y fracción que no fue- 
ron ubicadas, pues en la misma escritura de trece de septiembre 
de mil ochocientos noventa y siete ( fojas 6> se le reconocieron 
(fojas 10 vuelta) a IVrazzo sus derechos para hacer la ubica- 
ción referida. 

Oue. con sujeción a lo dispuesto en los artículos 3412 y 
3414 del código civil, doña Felisa Concha de Domínguez no ha 
podtáo entablar la acción de que se trata en el presente juicio 
antes de obtener la posesión judicial de la herencia de su cita- 
do esjM»so. desde que la primera no es independiente de la úl- 
tima. 

Oue con los testimonios de fojas 193 y siguientes se com- 
prueba el fallecimiento del doctor Camilo Domínguez, y que 
los menores Zulcma, María Felisa, Jorge, Alfredo Camilo y Ca- 
milo Domínguez son sus descendientes legítimos. 

Oue. por tanto. la expresada doña Felisa, como represen- 
tante de ellos ( fojas 199 vuelta), ha estado habilitada para ad- 
herirse ( fojas 129 a 131) a la demanda de fojas 86 en la parte 
que Ies corres|)onde, sin ninguna otra formalidad, atento lo dis- 
puesto en los artículos citados y en e! 3410 del mismo código, lo 
que haría en todo caso innecesaria la medida que para mejor 
proveer se solicita por el defensor a fojas 4)04. 
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Que si bien el articulo .." -Je la ley de .5 de octubre de .889 
({oías 826) derogó U* leyes de la provincia que acordaban prc- 
o recompensas por servicios militare, , ésta te) en delecto 
de disposición e.xpre-a en contrario contenida en ella o en otra, 
sobre la materia, debe entenderse, de acuerdo con el principio 
gemirá! de la rio reactividad, que se referia a derechos no re- 
conocidos aun por el poder ejecutivo en cnmp.nmento de pre- 
ceptos legales anteriores. 

Que la lev po>tcri<,r de Ij de -eptiembre de l%» ( tojas 
«revela, en este orden de ideas, que el legislador provoca 
nThabia entendido dejar sin efecto en absoluto la liberal» ad 
de mil ochocientos setenta y cinco, por su -anco,, de «ni ocho- 
dentó- ochenta y nueve, desde que en la primera habla de dere- 
chos desconocidos y denuncias de tierras fiscales en tramita- 
ción, conceptos que no podia» referirse a las donacwnes ya he- 
chas amo de mil ochocientos ochenta y nueve, o sea a derechos 
definitivamente adquiridos y regidos en lo sucesivo por la ky 
común. 

Que la ley nacional número 3918 qué la demandada recuer- 
da en justificación de las provinciales, y como análoga a estas, 
,,, «erogó totalmente y en efecto- inmediatos la ley numero 
,628 núes fijóse el plazo de un año para que los tenedores «le 
^iSo- ,0- ubicaran en los territorios destinados a. efecto 

por el poder ejecutivo (articulo > « : '»» 

'lando otro plazo de seis meses para reclamar esos certificados 

(art 't h,e ta interpretación indicada -e robustece con los pre, e 
•lento <lc las escritura* otorgada* a titulo de premios nublares, 
con posterioridad a mil ochocientos ochenta y nueve como lo 
comprueban fas certificaciones de fojas 513 y jai. 

( )„e la escritura extendida a favor de l'crazzo en trece de 
septiembre «le mil ochocientos noventa y siete, de que se ha he- 
dió mención ante-, lo fué en cumpHn.ie.it.. «le los decretos de 
nueve «le febrero, «los y seis de junio de mil «Rentos ochen- 
ta v ocho, que en la misma <e citan y por lo. cuales se reu.no- 
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cicron derechos a los militares mientes de dicho Perazzo. 

Que la provincia dé Santa Fe no ha justificado que la escri- 
turación a Perazzo sea nula en razón de que en la fecha en que 
se hizo estuviera agotada la superficie de tierra con que debían 
premiarse los servicios militares; y desde luego la sanción de 
las leyes de quince dé octubre y nueve y quince de septiembre 
de mil ochocientos noventa y nueve, con los propósitos que se 
le atribuyen (fojas 154 y 286) comprueba que no existía limi- 
tación de facultades en el poder ejecutivo en cuanto al máximo 
dé la superficie aludida. 

Qué no se hace necesario analizar lo referente a la ubica- 
ción en Cayastá de las hectáreas escrituradas, dado que la pía 
vincia no se excepciona con la nulidad de aquélla, del punto de 
vista de lo prescripto sobre el particular i>or la ley de dieciocho 
de septiembre de mil ochocientos setenta y cinco. 

(hiela simulación que se pretende (fojas 155 y 286 vuelta) 
haber existido en todas las enajenadles y cesiones anteriores, 
des¿Í¿ los militares que prestaron sus servicios hasta los deman- 
dantes ni está acreditada ni se percibe la razón |>or la cual ella 
« encontraría en las condiciones previstas por el articulo 9^ 
del código civil, dado que no se impugnan los decretos en que 
se hizo él reconocimiento del derecho a los premios en tierras. 

One la donación de las cuatro fracciones de terreno fiscal 
situadas en la préindicada colonia Cayastá. a que se refiere la 
escritura pública de tejas ó. se ha hecho de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 1810 y 1811 «leí código civil. 

( ine la falta de tradición de las fracciones donadas, no es 
causa legitima «le nulidad o ineficacia del acto aludido, como 
quiera qué al tenor de lo prescripto en los articulos 1833 y 1834 
del mi-iiio código, la provincia quedó obligada a entregar a per 
rnzzo . a sus sucesores, la tierra «pie donaba, sin que ello se 
opon •. a o dicho por esta corte en su sentencia de diez «le agos- 
to «le mil ocWíéntOS setenta y seis (tomo 18. página 85). por- 
gue en la inferna se reconoce valor jurídico a las promesas de 
don w* v«rsan sobre objetos • pmitidps por derecho y 
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porque cuálquic" que sea la generalidad de los conceptos em- 
pleados en un fallo, ellos no pueden entenderá sino con rela- 
ción a las circunstancias del caso que los motivó; siendo, como 
es una máxima de derecho, que las expresiones generales em- 
pleadas en las decisiones judiciales, del.cn tomarse siempre «i 
conexión con el caso en el cual se usan (tomo 33. P*g«» ««■ 
yue ni en la solicitud presentada al senado de la provincia, 
de que obra testimonio a fojas 445. «i en la protesta de íyjas 
448. se consigna que se hubiese reclamado la entrega de las tie- 
rras- v no existiendo en auíOS otras pruebas sat.sfactor.as .leí 
requerimiento extrajudicial y fecha «leí mismo para dicha en- 
trega, debe adoptarse la de la notificación de la demanda, o sea 
la de diecisiete de octubre de mil novecientos siete (fojas 134 
vuelta! como punto de partida de la mora (articulo 509. códi- 
go civil), puesto que es insuficiente para constituirla el simple 
otorgamiento de fojas 6, que no señaló término a ese efecto 
(articulo 576 v argregados. articulo 1409 del código civil). 

( >ue habiéndose hecho imposible la tradición por actos- 
del donante, éste debe entregar, en reemplazo de los inmueble*, 
el valor que tenían en 13 de septiembre de 1887. atento lo ma- 
nifestado al respecto en la demanda, y el alcance atribuido 1 
ésta por los mismos actores en su alegato, al expresar que no 
se pretende el valor actual . fojas 852 y vuelta), y ademas, sus 
intereses en concepto de frutos (artículos 1834 y l*f, *•<>>- 
go civil., a contar desde la notificación de dicha demanda, 
diecisiete de octubre de mil novecientos siete. 

Oue los informes «le fojas 41 vta.. 501 vta.. SS.» vta.. no 
son bastantes para el justiprecio de la tierra referida, a causa 
de las notables diferencias y la ,x»sibilidad de que los avalúos 
respectivos se expliquen l»or motivos especiales y no se haya, 
además, tenido en cuenta, exclusivamente en los mismos el va- 
lor de la tierra, haciéndose por ésto necesario proceder a s;.l 
tasación por peritos. 

Oue relativamente a las nueve mil quinientas setenta v 
ocho v fracción no escrituradas, es inaplicable lo dicho en 
los considerandos anteriores, salvo en lo concerniente a la 
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prescripción, pac- doña Carmen V. de Espindola no tenia 
sobre días \in derecho perfecto, conforme al código civil, 
cuando se sancionó la ley local citada, de 1899 (.fojas 824) y 
ésta ha podido dictarse, en su consecuencia, sin contrariar el 
artículo 31 de la constitución nacional. 

Que; en efecto, aún concediendo que el articulo 1185 v 
correlativos dél código civil rijan respecto de promesas de 
donación, en el caso la hecha al cansante dé la actora no ha- 
bría recaído sobre cosa cierta y carecería asi de eficacia den- 
tro del derecho común (artículos 1799 y 1333, código civil) . 

Qué no aparece, de otra parte, que en ia fecha indicada 
de quince de septiembre de mil ochocientos noventa y nueve, 
la demandante hubiera encontrado dónde ubicar en terrenos 
fiscales la superficie mencionada, y. de hecho, su petición so- 
bre- esté punto no se contrae a inmuebles determinados, sino % 
una subrogación general en los derechos y acciones de la pro- 
vincii. con el propósito de poder reivindicar de particulares 
ocupantes de tierra fiscal t fojas 103 vta. y 8/13 vta.), sin de- 
terminación de personas ni de las fechas en que se haya efec 
tuado la ocupación calificada por aquélla de indebida, o sea. 
prescindiendo de las denuncias a que se refieren los expedien- 
tes traídos como prueba, de que <c hace relación a fojas 857 
vta. y sig. 

Que rió es tampoco procedente la indemnización pecunia- 
ria subsidiariamente pedida, tanto porque, había transcurrido 
cuando se interpuso esta demanda, el término de 1111 ano que 

estableció la lev de 1899 l«™ hacer g festiortes (,t » ?a % ™ ant ° 
porque dicha indemnización es muy superior a la fijada por 
esa ley. a cuyos beneficios no quiso acogerse la actora (fs. 101). 

One tratando- e de derechos emanados de actos legislati- 
vos locales v antes de que la provincia, procediendo como per- 
sona jurídica, los reconociera en la forma y condiciones de 
la lev civil, o derecho común, la legislatura ha estado habilita- 
da para reglamentar sus liberalidades espontáneas a los servi- 
dores militares como lo juzgara más conveniente en ejercicio 
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de poderes reservados (artículos .04, «95 y Í08. constitución 

estos fun.lan.en,,. se declara que la provincia * 
Santa Ve debe pagar dentro del término dé diez .has a dona 
clonen Vicen. de E^ndola, las dos terceras 
en trece de septiembre de rtid ..chócenlos noventa J siete, de 
L cuatro fracciones «le tierras en Cayasla. relac.onnda. en U 
escritura de fojas 6, según el justiprecio qué pra^q^Pen- 
tos. con más los intereses dé ese valor, desde d.eo, te de oc 
tuhr , de mil novecientos siete, a. estilo de los 
Banco de la Nación Argentina en sus operaciones «O»"" 
de demento; la sexta parte de ese va or y sus " "^f^ 
lados en la propia forma, al doctor Benjamín B^aldo y » 
los herederos de doctor Camilo Domínguez, dona Zulema. 
María. Felisa. Jorge, Alfredo Camilo y Camdo M « • • 
suma que les corresponda en la otra sexta partradqu.r.da^por 
dicho doctor Domine.,», con arrecio a la tasación y computo 
de intereses preindicados. no haciéndose lugar en lo demás a 
, demanda. Las costas se abonaran en el orden causado P«, 
„0 haber prosperado aquélla en «odas sus partes. N ..,f„ « - 
con el original, repónganse los sellos, y en su oportunidad, ar- 
chívese. 

A. BKRMfiJO. — Nh-anou DEL 
Solar. — M. P. DARACT. — 
D. E. Palacio. — L. Lot-rz 
Caramillas. 



Notificado del precedente fallo, don José R. Espíndola. por 
la M-rora Felisa Concha de Domhiguez, presentó escrito dicien- 
do que de acuerdo con él considerando de la sentencia que e- 
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tablece: "Qirc con sujeción a lo dispuesto en los artículos 341^ 
y 3414 del código civil, doña Felisa Concha de Domínguez no 
ha podido entablar la acción de que se trata en el presente 
juicio, antes de obtener la posesión judicial de la herencia de 
su citado esposo desde qué la primera no es independiente di 
Ja última", el fallo en su parte dispositiva había omitido toda 
declaración respecto a su representada, mandando sólo indem- 
nizar a sus hijós menores. Que correspondía salvar ese error, 
pues que la señora de Domínguez había demandado por su 
propic derecho y como miembro de la sociedad conyugal, a tí- 
tulo dé gananciales : por lo que pedia se la declarara compren- 
dida en la indemnización por mitad de los derechos adquiridos 
por mi e>jM)so. o declarar que quedaban a salvo sus derechos 
para hacerlos valer en juicio distinto. Kl tribunal proveyó lo 
siguiente: 

> 

RESOLUCIÓN DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre * de 1912. 

Vista la precedente solicitud y considerando: 

Que doña Felisa Concha de Domínguez ha litigado en ca- 
ráctet de heredera del doctor Camilo Domínguez ( fojas 90 y 
S42 vta. ). y no existe asi el error en que se pretende ha incu- 
rrido la sentencia al no decidir sobre los derechos de la primera 
como soda del segundo o emergentes de la sociedad conyugal. 

Oue no es tampoco admisible la declaración subsidiaria- 
mente pedida, pues los fallos no deben hacer pronunciamientos 
ajeno- a la litis conteslació-i (articulo 13. ley núm. 50). 

Por ello, estése a lo resuelto. Xotifiquese con el original. 

A. Bermejo.-Nicanor G. del Solar-— 
M. P. Daract,-D. E. Palacio.— L. 
López Cabanillas. 
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CAUSA L.XXXV 

Don Manuel Cascan, M/o. <p/««fo «> «»« resolución de p 
cámara de apelaciones en lo criminal y correccional, en 
qlfe se le imponía una corrección disciplinaria. 

Sumario. .." Ka justicia o injusticia de una corrección disci- 
plinaria impuesta por un tribunal local, es un punto . ajeno 
al recurso extraordinario de! articulo 14. ley 4&N >' l,braao 
2 la apreciación exclusiva «le aquél. Este recurso se pro- 
pone aburar la supremacía de la constitución nacional, 
tratados y leves del congreso, establecida en el art.cu > 
7, de la carta fundamental, .le tal manera que no procede 
a falta «le desconocimiento de esa supremacía y de su dis- 
cusión en el pleito. 

2 o En el derecho parlamentario, la inmunidad de arres- 
te del legislador cede ante las facultades disciplinarias de 
un tribunal de justicia, porque en ello está interesada la 
administración de la misma. 

,« El congreso al sancionar o adoptar como legislatura 
local de la capital, las leyes de procedimientos que nge.i 
en ella, ha podido conferir facultades a sus tribunales pa- 
ra imponer corrí iones disciplinarias, como lo ha nech > 

en lo federal. Ésas facultades no se encuentran restrin- 
gidas por la circunstancia de que los litigantes o abogados 
gocen de inmunidades para estar en juicio. 

, • El privilegio acordado a los miembros de los cuer- 
pos' legislativo, no se e tiende á! arresto impuesto por 
desacato a los tribunales de justicia. 

1 as correcciones diseipl narias o castigos iK>r desaca- 
,„'no importan el ejercicio de la jurisdicción criminal pro- 
piamente dicha, ni del |>oder ordinario de imponer pena,. 
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como quiera que consisten en prevenciones, apercibimien- 
tos, multas, y sólo por excepción, en detenciones. 

6.0 |?| congreso de la nación no está oblicuo a inferir 
a los jueces federales toda la jurisdicción que ellos deben 
ejercer en general, con arreglo al artículo 100 de la cons- 
titución nacional; y con más indiscutible autoridad ha 
podido el mismo congreso subordinar la jurisdicción de 
dichos jueces a formalidades que constituyen una limita- 
ción de menor alcance v trascendencia para el fuero fede- 
ral como es el previo desafuero requerido por el articulo 
i, de la ley 4v». cuando el juicio recayera sobre funcio- 
nará que por la constitución nacional o las de las pro- 
vincias gozaran de inmunidades para estar en juicio. 

Caso !.<> explican las piezas siguientes: 



PALLÓ DE LA CÁMARA DE APELACIONES DE LO CRIMINAL 
Y CORRECCIONAL 

Buenos Aires. Septiembre 5 de 1912. 

V vistos: Considerando: 

( ) ue <egún resulta «le la edición de antecedentes formu- 
lada en el escrito que precede, el letrado recurrente invoca 
los fueros que derivan de su condición de legislador de la pro- 
vincia «le Unenos Aires a efecto de sostener la ¡mprocedenm 
«le la corrección discipinaria de arresto impuesta por este 
tribunal en aso de facultades que le confiere la ley a efecto 
«le asegurar el respeto y la consideración que se le debe, en 
el ejercicio de su función institucional. 

Que es indudable que un privilegio de esa índole no puede 
ser invocado fuera «leí territorio en que rije la constitución 
de que dimana, cuyo alcance es exclusivamente local, y cuyas 
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disposiciones carecen pó? consiguiente de imperio, mas allá 
de los limites de aquel. 

Que si bien d articulo 5 de Va constitución nacional 
dispone que él gobierno federal «arante a cada provincia tí 
goce y ejercicio de sus instituciones bajo los requisitos a que 
alude tal «aramia debe entenderse en el sentido de asegurarlas 
dentro de su propio territorio por los resortes legales a su 
alcance. ]>ero en manera alguna como el reconocimiento implí- 
cito de un principio que acuerde a sus leyes constitucionales 
efectos de extraterritorialidad llegando, como sucedería en el 
caso de autos, hasta establecer primacía de SUS privilegios so- 
bre los que son inherentes a las autoridades del territorio en 
que se intenta hace-los valer, ya que las facultades acordadas 
a los tribunales de justicia de toda jurisdicción y gerarquia. 
para imponer correcciones disciplinarias, son, en definitiva, pri- 
vilegios necesarios para tutelar su existencia y su prestigio. 

Que el reconocimiento del privilegio que reivindica el peti- 
cionante, no puede, por otra parte, desprenderse por analogía 
del principio que lo establece para los legisladores nacionales, 
desde que se trata de materia que por definición, es de inter- 
pretación v de aplicación restrictivas. 

Que finalmente, y en todo caso, la solución del punto con- 
trovertid*» en la f »rma indicada en los considerandos prece- 
dentes se ajusta a las tendencias modernas que se inclinan só- 
lo a reconocer privilegios dé esta naturaleza en el caso de que 
h arden de arresto pudiera comprometer los principios que 
con iitüyen la cansa generadora de los mismo*, pues no es si- 
quiera presumible que la medida que motiva esta resolución, 
impuesta a un legislador de la provincia de Buenos Aires que 
litiga ante los tribunales de esta capital y que se -órnete por 
e lo a mi jurisdicción, obedezca al propósito de tralwr. o pue- 
de trabar, la- amplias y libres delil>eraciones del parlamento 

de que forma parte. 

Por ello y no siendo obstáculo legal para e! fallo de la 
incidencia el tiemjK> transcurrido desde que se dictó la provi- 
dencia defojas i<)*> vía., dado que el carácter de privilegio de 
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que se hace mérito, autoriza* su invocación en cualquier momen- 
to en que se pueda afectar el derecho a la libertad que protege, 
se declara que el doctor Manuel Gascón (hijo), carece de la 
inmunidad que invoca, y de acuerdo con lo dispuesto en el ar- 
tíciilo 22. inciso 3 del código de procedimientos en lo criminal, 
.se concede el recurso de apelación debiendo elevarse los autos a 
la corte suprema de justicia de la nación en la forma de estilo. 

• 

Castillo. - Frias.-Seebcr.- Casares.— 
Ante mi: Y Oribe. 
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% 

Bueno* A»rcs. Octubre 10 de !<JI2. 

Y vi-tos: 

El doctor Manuel Gazcón flujo), ha interpuesto para ante 
esta corto y le ha sido concedido por la cámara de apelaciones 
en lo criminal y correccional de la capital, el recurso extraor- 
dinario previsto en el articulo 22. inciso 2, del código de pro- 
cedimientos en lo criminal, que corresponde al artículo 14 de 
la ley número 48 y 6 de la ley número 4055. alegando lo si- 
guiente : 

"Debe dejarse sin efecto la orden de arresto, por cuanto 
desempeñando las funciones de senador en la legislatura de .a 
provincia de Buenos Aires, gozo del privilegio de inmunidad 
de arresto e:i todo el territorio de la nación; este privilegio 
emana: (lela forma representativa republicana federal de go- 
bierno adoptada por la constitución nacional, artículo i.°: de '.i 
existencia necesaria de la k^iSlátara provincial (articulo 195) : 
de la facultad de Unenos Aires para dictar su propia constitu- 
ción (articulo iof>>: del articulo 03 de !á constitución de Bue- 
nos Aires: de la garantía que el artícno 5 de la constitución 
nacional ofrece a la provincia cñ el ejercicio y goce de sus ins- 
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tituciones constitucionales; y en los principios fundaméntale* 
del derecho parlamentario*'. 

En su memorial ante esta corte, agrega, únicamente, para 
fundar la declaración de incon-titucionalidad que persigue, h 
resuelto i>or ella en la causa que se registra en él tomo 103 de 
sus fallos, reconociendo la constitucionalidad del articulo 9 d; 
la lev electora! número 4578. 

Y considerando: 

Que la corrección disciplinaria, arresto de cuarenta y ocho 
hora.-, ha sido impuesta en la capital de la república, por apli- 
cación del articulo 107 de la ley orgánica del poder judicia\ 
según el cual: las cámara- podrán reprimir con apercibimiento 
y pena de multa que ño exceda de ochenta pesos o arresto de 
veinte días, las faltas contra su autoridad y decoro, ya *ea en 
las audiencias o escritos. 

No se trata pues, de determinar, en el caso, -i la inmuni- 
dad parlamentaria local o la exención de arroto conferida por 
una constitución provincial a los miembros dé su legislatura, 
puede ser invocada ante la justicia federal o en un proceso 
criminal, sino, si esa inmunidad puede ser alegada ante otra 
judicattna local ó sea la de la capital y en un procedimiento 
por menosprecio o falta dé respeto a sus tribunales. 

El doctor Manuel Gazcón (hijo), senador en la provincia 
de Buenos Aires ejerce según expresa, el cargo de defensor 
de Un reo ante la cámara de apelaciones en lo criminal y co- 
rreccional de la capital de la nación > en el desempeño de esa ta- 
rea presenta un escrito que el tribunal considera depresivo <le su 
autoridad y le impone la corrección de cuarenta y ocho horas de 
arresto. 

Si el doctor Gazcón inrecta o no la corrección impuesta, es 
punto ajeno al recurso extraordinario interpuesto y librado a 
la apreciación exclusiva de la cá nara de apelaciones. 

Ese recurso extraordinaria ■ cuyas condicione- legales se 
de-conocen en el escrito de fojas 3 y de las que una corte no 
debe apartarse para mantener su jurisdicción sin invadir la de 
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otro poder, ha sido tomado de la sección 25 de la ley amen 
cana Judiciary act, de 24 de septiembre de .789 (Rev.sed Sta 
tutes, Sección 709), V * pfópbrie asegurar la supremacía, de Ja 
constitución nacional, tratado, y leyes del congreso establecida 
en é' articulo v (le la carta fundamental, de tal manera, que 
no Procede a falta de desconocimiento de esa supremacía y «Je 
S „ discusión en el pleito. Con a-reglo a ello, el punto qué esta 
corte está llamada a resolver ,>or haber sido ahora planteado v 
decidido en el pleito, es si la constitución nacional ampara 
como se pretende, ante los tribunales de la capital, la inmunidad 
de arresto que confiere a los miembros de su legislatura ei 
articulo 93 de la constitución de la provincia de Buenos Aire;. 
c:i una falta contra la autoridad y decoro de aquellos. 

Y desde luego debe observarse que "los principios fun- 
damentales del derecho parlamentario" a que el senador doctor 
Gazcón se acoje para eludir su responsabilidad, no responde* 
a sus pretcnsiones. 

\ su privilegio o inmunidad de arroto, el tribunal opone 
otro privilegio, el de arrestar por menosprecio, autorizado en 
*ú lev orgánica respecto de los que intervienen en los juicios 
como mc di de asegurar la consideración y el decoro correspon- 
diente a su investidura, pues sin esa facultad no sena posible, 
en muchos casos, el cumplimiento de su alto ministerio. 

I a facultad de corregir con multas o prisión las faltas di 
respeto contra los tribunales está consignada expresamente en 
nuestras leves (ley número 48. articulo 19; ley numero 1S9J. 
articulo 7| y 107 ¡ ley número 4055. articulo 1 . y 23. y otras , 
v la doctrina por el órgano de sus mas acreditados interpretes 
tía podido agregar que esa facultad es inherente a los tribu- 
nales de justicia porque sin ella quedarían privados de autori- 
dad íBlackstone, comm. IV, di. 20. párrafo 280. 285 > 
Story párrafo 1774: «28 U. 8, 289; >5» ^- &• 5<M>- 

Tan necesarias se han considerado esas facultades disci- 
plinarias para el regular funcionamiento de las cortes de justi- 
cia que, en países considerados como modelo de institución^ 
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Ubres* «Ó han sido trabadas en su ejercicio por él privilegio 
parlamentario de exención tíe arresto. 

En los tiempos más recientes, dice Rrskinc May, los miem- 
bro, del parlamento constituidos en prisión por los tribunales 
de justicia, por ntelírisprecio (contenípt), no han conseguido 
su liberación invocando su privilegio (frad, de Delpcch de 
rg09i pág, 127). Y después de esponer los diversos casos de 
los siguientes miembros de ia cámara de los comunes. Mr. \YV 
lesle) 183I, Mr. Charton 1837, Mr. VValley 1S74. Mr. Gray 
1NX2. Mr. Mac Hiigh condensan la doctrina haciendo 

constar que eí parlamentó no ha afirmado su privilegio en los 
caSOi. en que el menosprecio contra la corte revestía carácter 
".,uasi" crimina!, a la inversa de aquellos en que el acto era de 
naturá!eza puramente civil, como* sucedería en el de resistenci.i 
al paeo de una deuda (L pág. 130). 

La razón la había .lado el présídente dé la corte de can- 
cillería, Lord lirontfhaiu. cuando refiriéndose al caso del dipu- 
tado Mr. Welcsley constituido |>or él en privón, obsérvala 
q«e no liabía violación de los privilegios del parlamento cuan- 
do un miembro de éste habia violado los de la corte, que en 
de tan alta jerarquía e ¡ndtsputáda jurisdicción como la alta 
corte .le' parlamento mismo «May. A. Trextive 011 the láw v 
oí parliament. 6.Ncd. pájí M5>- 

Esc privilegio de exención de arresto ha perdido así. ante 
e! mismo parlamento a que debe su existencia, la confianza 
qtr.-inspiraba. como. -aran tía de su regu'ar funcipnatíiic ito, par- 
ticularmente er? ló.< cásos de menosprecio contra l<»s jueces, 
debido sin duda, entrt otras causas, a que los hechos han de- 
mostrado que no son las cortes de justicia ni sus facultades 
disciplinarias las que pueden obstaculizar el funcionamiento 
libre v recular del poder legislativo. 

Sometiéndose a la jurisdicción dé un tribuna 1 , ya sea para 
hacer valer sus derechos propios, ya para ejercer su profesión 
de abogado; el litigántc o defensor se somaten a las reglas que 
gobiernan el funcionamiento de aquél y que son la garantía de 
la justicia misma que está encargado de administrar. 
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- Tal es el derecho parlamentario. I., inmumdad de a r^o 
dél legislador cede ante las facultades d.sc.phnanas del I tnbu 
nal porqne en ello está interesada ,a admimstraoon de la n- 
cia (Cushing, Práctica parlamenta™ americana I. par a o 
Si- Williams K. Anson. The law and customs o. the const »- 
ti* V- «I IV. , ' página 143; Kent. Commentanes 1. página 

236 tspeetó á las disposiciones constitucionales invocadas por 
el apelante, debe «...servarse qnc el honorable condeso al an- 
ejar o adoptar como legislatura local de la 
,1c procedimiento que rigen en ella, ha podido *f""9£. 
bufa a sus tribunales para imponer correc«ones_ d^iplma 
rias como ha hecho en lo federal une. -V y *8. <>7 > art. 

" 4 se encuentran restringidas p* ■ 

eunstancia de qüe fei litigantes o alólos ^""g 
dades para estar en juicio (art. .9. ley 48; arts. II > 
4055 ; árt. 53. m -le de la capital, y arts. 57 y «•/ *< 

la ley orgánica citada). 

La doctrina que informa el art. 9 «le ra ley 4.v 
aceptada ampliamente, tanto en lo que se refiérelos ue£ 
ñamados a aplicarla como a la clase de funcionario* > de «k 
""ira cu va represión sea necesario que >c levanten pre- 
sente las inmunidades en él mencionadas, no es aphcahe 
en el caso que ha da.lo origen al presente recurso. 

Con efecto, el priviligio aerdado á los nnembros «le lo 
Con eieeK. 1 * , arresto , m , )U(rst o por 

mmzm 

fX pues por motivos análogos goza de mmumdadc > per 
aX sí dignidad v autoridad imposibilitándose para llenar « 
"i T legisladores pudieran desacatarlo, sin correcc-on 
SiatL en la! audiencias o escritos que presenten ante el. * 
sea. en actos ajenos a su mandato de tales. 
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En el conflicto aludido es natural que prevalezca el pri- 
vilegio o las atribuciones del poder dentro de cuya jurisdicción 
se llevan a cabo los actos agresivos, desde que cada provinm 
se gobierna i*>r SUS propias institucione> y los arts. 5, 105 y 

toó de la constitución 110 han establecido preeminencias i\ 

respecto. 

Esa solución se importe con mayor motivo si es una auto- 
ridad nacional la desacatada, carácter (pie inviste la cámara de 
apelaciones cii lo criminal y correccional, desde que debe ía 
origen a una ley «leí congreso, cuya constitucionalidad no se 
impugna, v las autoridades de provincia están obligadas a con- 
formara a ella, no obstante cualquiera disposición en con- 
trario que contengan las leyes o con>tituciones provinciales 
( art 31, constitución nacional 1. 

IW otra parte, de los términos de los arts. <io y 61 de la 
constitución nacional y mis correlativos 93 y 94 <fc '» consti- 
tución de la provincia de Buenos Aires, *e infiere que ellos han 
tenido en vista la privación «le la libertad de 1«« legisladores 
con motivo de juicios criminales en los que arresto o la pri- 
| SiÓn *ea en realidad susceptible de impedirles el ejercicio «leí 
cargo toda vez que hablan «le sumario, querella, acusación. 

I.as correcciones «lisciplinarias o castigos por desacato no 
importan el ejercicio «le jurisdicción criminal pmpiamente di- 
cha, ni «leí poder «>rdinari«> .le imponer penas (fallos, tomo U), 
página 231), como quiera que consisten en prevenciones, aper- 
cibimientos, multas y sólo l">r excepción, en detenciones. 

Y. si el miembro de las asambleas legislativas que ejerce 
ante 1«>> tribunales su profesión de abogado no estuviera su- 
jeto al igual de los «>tms al>*>gad«>s a la superintendencia «le 
|ps tribunales, ni las primeras podrían autorizarlos a abogar, ni 
\u, segundos se lo permitirían, porque, «le lo c«>ntrario. se que- 
brantaría la regla fundamental de procedimiento que requiere 
. la igualdad de condiciones en l«»s litigantes, sus apoderados y 
defensores (art. 16. constitución nacional). 

Fina'mente. el doctor Gazcón (hijo) apoya su tesis en e- 
fallo pronunciado por esta corte en 20 de marzo de 1906 en h 
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causa seguida por don Juan D. Vítón contra don Marcelino 
Ugarte, por violación <lc la ley electoral, sobre inconstituciona- 
lidad del artículo 9 de la ley número 4578. 

En esa resolución, que puede leerse en la página 439 del 
tomo 103 de los fallos de esta corte, se decidió que el articula 
tf. de la ley citada no era contrario a la constitución nacional 
en cuanto requería el previo desafuero, cuando el juicio reca- 
yera sobre funcionarios que por aquella constitución o las de 
provincia gozaran de inmunidades para estar en juicio, 

La decisión se fundó en que el congreso de la nación no 
está obligado a conferir a los jueces federales toda la juris- 
dicción que ellos deben ejercer en general, con arreglo al art. 
100 de la constitución nacional, como se había resuelto en el 
fallo del tomo 99, pág. 4<4 V precedentes allí invocados; agre- 
gando que con más indiscutible autoridad había podido el mis 
mo congreso subordinar la jurisdicción de dichos jueces a for- 
malidades que constituían una limitación de menor alcance v 
trascendencia para el fuero federal. 

Las consideraciones del señor procurador general que se 
transcriben por el apelante y que se aceptaron en cuanto fue- 
ron concordantes con las anteriores, así como las del fallo del 
tomo 9, pág 537. carecen de aplicación al sub judice, al que 
no SC extiende la excepción del articulo 9 de esa ley, n¡ sf. 
referían tamj>oeo a la represión de las faltas contra el decoro 

de un tribunal. 

Por estos fundamentos y concordantts de la resolución 
apelada, se la confirma en la parte que ha sido materia del 
recurso. Notifiquese con el original, devuélvanse y repónganse 
los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M . P. Daract. — 
D. E. Palacio 
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CAUSA LXXXVI 



Criminal, contra Alfredo /.. Gándaras y otros, por fraude 

electoral 

Sumario: La cuestión de si una ley electoral local es más be- 
nigna o deroga la anterior que se hallaba en vigenci» 
cuando ocurrió el hecho que sirve de base al proceso, es 
privativa de los tribunales locales, ya sea como interpre- 
tación de leves «le provincia o como aplicación del artículo 
4 & del código penal, y l>or lo tanto, ajena al recurso ex- 
traordinario del articulo 14. ley 48-' 

Caso: Resulta del siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire». Octubre 12 de 1902 

Autos y vistos, considerando: 

Que aún en el supuesto de que. como *e pretende a fo- 
jas 6? hubiera sido interpuesto recurso para ante esta corte, 
el de queja que se deduce no procede en el caso a estar a los 
propios términos de la exposición de fojas i en que procur» 
fundarse. 

Que, en efecto, en esa exposición se consigna lo si- 
guiente: 

•'He sostenido que en la provincia de Buenos Aires, si 
bi.-n existia una ley anterior al hecho que castigaba las omi- 
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siones en que hal.ian incurrido mis defendidos, esa ley había 
do derogada por otra que no punia las tales Y 
que apareció antes de la instauración del juicio. Me wfenaa 
la leT electoral «le la provincia promulgada en 24 de enero 
del corriente año y el juicio se inició en el mes de febrero 

%fe Cocida la existencia del juicio y de «a ley ante- 
rior ¿querida por el articulo ,8 de la const .tu»» «onori, 
,a cuestión planteada respecto al alcance de a *¿£^ 
de enero, en cuanto a determmar „ era mas £ 
anterior o si la derogaba, es pmat.va de los tnbunales loca 
les. ya sea como interpretación de leyes de la provmca o como 
aplicación del articulo 48 del código penal que **g^M£ 
tnma a la revisión de esta corte en el recurso extraordinario 
q „e autoriza el articulo .4. inciso 3». de la ley numero 48, 
con arreglo al articulo 15 de la misma ley. • 
Por ello no ha Jugar al recurso de queja que se deduce y 

repuesto el papel, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar.— M. P. Daract . — D. 
E. Palacio. 



CAUSA LXXXVII 



Criminal, contra Patricio y Praufiscó Rosas, por falsificado», 
extorsión y otros delitos, contienda de competencia 

Sumario: Sin perjuicio de la aplicación, en su caso, de lo 
'" dispuesto en el articulo 3 9 del código de 

en lo criminal, corresponde al juez respect.vo de la capí 
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tal, la instrucción <le un sumario por los delitos que el 
querellante dice fueron cometidos en esta sección territo- 
rial, cuando, por otra parte, no aparece de las diligencias 
practicadas, que la ejecución de aquéllos hubiese tenido 
lugar fuera de dicha jurisdicción, 

Caso' U> explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SR. PROC l RAOOR GENERAL 

Buenos Aire», Septiembre 7 de 1912. 

Suprema corte: 

A V. K. corresponde dirimir la presente cuestión de com- 
petencia, a mérito de lo que dispone e! art. 9. inc. d de la ley 
4055. 

La contienda negativa trabada entre el juez del crimen de 
Mercedes y el juez de instrucción de c-ta capital, debe resol- 
verse teniendo en cuenta el principio jurisdiccional que esta- 
blece que el conocimiento del delito corresponde al juez de I» 
sección territorial dentro de la que ha sido cometido (Fallo?, 
tomo 71. pág. 

En el caso de autos, el lugar en que fueron ejecutados los 
heclvw que han motivado la querella promovida, está expre- 
samente determinado p° r querellante, y por consiguiente, 
debe estarse a esa determinación, mientras no se justifiquen 
nuevas circunstancias que hagan surgir una jurisdicción dis- 
tinta a la de los tribunales del lugar mencionado. 

Por lo expuesto y tallo de V. F... tomo 63, pág. $7U P¡d° 
se declare la competencia del juez del crimen de la provincia 
ile Buenos Aires. 



Horacio R. í.nrreta 

■ 
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Buenos Aires. Octubre 15 de 1912. 

Vistos los de contienda de competencia negativa entre e! 
señor juez de instrucción «le esta capital y el del crimen de San 
Nicolás, provincia de Buenos Aires, para conocer del proceso 
que si instruye a Rosas Patricio y Francisco. j>or los delitos 
de falsificación, extorsión, tentativa de defraudación y calum- 
nia. : instancia de James A. C.rieve. 

V considerando: 

Que los delitos a que se refiere la querella de fojas 17, 
se dicen cometidos en esta capital. 

Que de las diligencias practicadas no aparece que la eje- 
cución de esos delitos imputados a los querellados hubiese te- 
nido lugar fuera de esta jurisdicción. 

Por ello y sin perjuicio de la aplicación, en su caso, de .0 
dispuesto en el articulo 39 <M código de procedimientos en lo 
criminal, oído el señor procurador general, se declara que el 
conocimiento de la presente causa corresponde al juez de ins- 
trucción de esta capital, a quien se remitirán los autos, ha- 
ciéndose saber por oficio al juez del crimen de San Nicolás. 
Notiíiquese original y repónganse las fojas ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillás. 
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CAUSA LXXXVlll 



Actuaciones seguidas con motivo de desempeñar el secretario 
del juzgado federal de San Luis las fundones de defensor 
general en ta administración de justicia de esa provincia. 

Sumario: Son incompatibles las funciones de secretario de 
los juzgados federales y las de defensor en la adminis- 
tración de justicia de una provincia. 

Caso- Resulta de la siguiente: 



RESOLUCIÓN DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire». Octubre 17 de 1911, 



Vistas estas actuaciones seguidas con motivo de desemps 
ñar el secretario del juzgado federal de San Luis las funcio- 
nes de defensor general en la administración de justicia de esa 
provincia. 

Y considerando: 

Que las razones que se tuvo en vista en la resolución d« 
fecha 22 de abril del año próximo pasado, para declarar in- 
compatibles el cargo de secretario «le los juzgados federales 
con el de escribano de registro provincial, son aplicables ai 
presente caso, tanto más cuanto que. como lo hace notar el se- 
ñor procurador general, las funciones de defensor ante los tri- 
bunales ordinarios de la provincia que desempeña el secretario 
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del juzgada federal de San Luis, someten a este funcionario a 
una jurisdicción extraña a la de la autoridad nacional de h 
que depende. 

I\>r ello y de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
procurador general, así se declara, debiendo el interesado optar 
por uno u otro cargo en el término de cinco días que le fija la 
resolución de fojas z vta. Comuniqúese y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — D. E. Palacio. 



CAUSA LXXXIX 



Don Abel J. Pérez contra don Norbcrto Maillart, por cobro 
de pesos: sobre embargo priwcntivo 

Sumario : A los efectos de lo estatuido en los artículos S°-> in- 
ciso c, v 6\, inciso b, del Tratado de Derecho Procesal, 
aprobado por la ley 3192. basta que se acredite haberse 
hecho en alguna de las formas y por el tiempo designado 
por la ¡ex fori, la citación de la parte contra quien -e 
dictó el fallo que se pretenda ejecutar. Tratándose del cum- 
plimiento de una sentencia pronunciada por los tribunale* 
de Montevideo, corresponde al ejecutado la prueba de 'a 
ilegalidad de una citación hecha por medio de edictos, da- 
do que las leyes uruguayas autorizan esta forma en deter 
minados casos. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 
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AUTO DEL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA EN LO CIVIL 

Buenot Aires. 27 de Abril de 1911. 

Autos y vistos, considerando: 

Oue de acuerdo con lo resuelto a is. 2*1 y a fs. 331 por !a 
excelentísima cámara de apelaciones en lo civil y suprema corte 
nacional, para que el embargo preventivo solicitado fuera pro- 
cedente en el caso, faltaba acompañar copia «le las piezas ne- 
cesarias para acreditar que las partes habían sido citadas de 
acuerdo con lo dispuesto por el inciso b del artículo 6 del 
Tratado de Dererfio Procesal existente entre la República Ar- 
gentina y la República Oriental del Uruguay, sin cuyo requisito 
no podía solicitarse aquél, desestimándose, en consecuencia, por 
reputarse insuficiente a tal fin el certificado del secretario Fi- 
gares de fojas 17. 

Que encontrándose los autos en apelación ante la suprema 
corte, la parte actora, fundando un recurso de revisión que no 
prosperó, acompañó testimonio del certificado expedido por el 
escribano don José Geranio Canosa, agregado al juicio que por 
ante este mismo juzgado sigue don Abel J. Pérez c/_ don N T or- 
berto Maílla rt. por cumplimiento de sentencia, y en el que se 
encuentra transcripto el emplazamiento de Maillart por dispo- 
sición del señor juez letrado de comercio, doctor José L. Víla, 
en el juicio seguido por el Banco Transatlántico del Uruguay 
contra dicho Maillart y en cuyos autos !e fueron regulados al 
actor los honorarios que reclama. 

Que con los nuevos recaudos acompañados se han llenado, 
a juicio del subscripto, k>s requisitos necesarios para solicita; 
la medida preventiva pedida, y por consiguiente, se hace pro- 
cedente, en el caso, decretarla. 

Por ello líbrese mandamiento de ejecución y embargo pre- 
ventivo contra don Norbcrto Maillart por la cantidad de cua- 
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renta y ocho mil seiscientos ochenta y seis pesos moneda na- 
cional, bajo la resi>onsal>ili(la<l del solicitante, y a los efectos 
de lo dispuesto por el artículo 444 del código de procedimien- 
tos, acéptase la fianza prestada por don Simón Ostwall, a f* 
42. (Hiten deberá previamente ratificarse de ella. Repónganse 
las fojas. 

Tomás Juárez Cclman. 
Ante mi: IV. Urdaptllcta. 



AUTO DE LA CAMARA SEGUNDA DE APELACIONES DE LO CIVIL 

DE LA CAPITAL 

Buenos AiicB. Septiembre 16 de 1911. 

Vistos y considerando: 

Que por el inciso c del articulo 5 del Tratado de Derecho 
Procesal subscripto en Montevideo, para que una sentencia 
dictada en uno de los estados signatarios, tenga fuerza en los 
demás, se requiere que la parte contra quien se ha dictado* haya 
sido legalmente citada y representada, o declarada rebelde, con- 
forme a la ley del país donde Se ha seguido él juicio. Que del 
certificado de fs. 242 resulta que el demandado don Norberto 
Maillart ha sido citado por edictos publicados en los diarios 
"El SíglO"' y "La Epoca" de la ciudad de Montevideo. Que 
siendo notorio que el demandado tiene su domicilio en Fran- 
cia y no en la República Oriental del Uruguay, como lo de- 
muestra el propio certificado de fs. 17, no pudría considerarse 
como legal la citación hecha por edictos publicados en dos 
diarios de Montevideo, a no ser que se comprobase que la cita- 
ción en esa forma de persona domiciliada en un país lejano, es 
arreglada al derecho procesal de esa República. Que no ha- 
biéndose producido tal prueba, es evidente que no se han acom- 
pañado los documentos y recaudos necesarios para solicitar el 
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cumplimiento de una decisión judicial como e< la relativa a U 
fijación «le los honorarios de cuyo cobro se trata en este expe- 
diente. . .. 

Ppr esta se revoca el auto de fojas 251 y devuelvan,?. 

reponiéndose los -ellos. 

Zapiola.—Baires— Gimíues Zapiolá. 
Ante mi: Ricardo Olmedo. 



PALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, octubre. 19 de 1912. 

Vistos y vnnsidcrando: 

i« One como lo sostiene el señor procurador general, el 
recurso Concedido a fojas ¿*>. es procedente por haberse re- 
chazado una petición que la parte fundó en d.s,,os.c.ones del 
Tratado de Derecho Procesal, aproado por la ley numero 3192 

2 «. Que en cuanto al fondo, el inciso c del articulo 5 de 
esc tratado, establece que la parte contra quien se ha dictado 
un fallo, en alguno de los estados signatarios que quiera eje- 
cutarse en los otros, debe haber sido citada y representada c 
declarada rebelde, conforme a la ley del país en donde se haya 

seguido el juicio. 

Y" Que el artículo 6 del mismo tratado estatuye que lo- 
documentos indispensables para solicitar el cumplimiento de 
las sentencias y fallos arbitrales, son. entre otros, copia de as 
piezas necesarias que acrediten que las partes han sido citada» 

(inciso l»1. . . 

4» Que al no requerirse en este articulo que se acom- 
pañe copia «le las leyes relativas a la citación, como se hace 
respecto de las concernientes al carácter «le ejecutoriados o pa- 
sados en autoridad «le cosa juzgada «le los autos «meso c), 
e, sin «luda porque se ha juagado bastante que se compruebe 
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la citación en alguna de las formas y por el tiempo designad 
por la ¡ex fori, sin que este punto de mero procedimiento pu- 
diera ser revisado i>or los tribunales de los estados signatarios 
cu dontfe vayan a ejecutarse dichos autos, entrando al efecto 
en un examen minucioso de los antecedentes del caso y de la* 
reglas aplicables en las diversas circunstancias que puedan pre- 
sentarse, según esté presente o ausente el emplazado y se 
tenga conocimiento legal o no de su domicilio. 

5 o . Que en el auto de fojas 266 no se establece que se hay» 
omitido la citación de Maillart, pues en él se limita el tribunal 
a decir que no puede considerarse como elgal la citación hecha 
por edictos, por tener el primero su domicilio en Francia y 
mientras no se probara por el actor que tal forma de proceder 
era arreglada al derecho procesal de la República «leí Uru- 
guay. 

6°. Que la prueba «le la ilegalidad de la citación incumbía 
a la parte de Maillart. dado «pie las leyes uruguayas la auto- 
rizan por edictos en determinados casos, al igual que las nues- 
tras (fojas 175» y ante la presunción «le validez que prima fe 
cié «lebe acordarse a las sentencias extranjeras (Weiss Dror. 
International Privé. V. página 584). 

7". Que es oportuno «>bservar a este respecto que aú«! 
tratámlose" de ejecución de sentencias extranjeras pronuncia - 
«las en rebeldía en países con quienes no nos ligan tratados, 
nuestras ieyes conceden valor a las primeras, siempre que la 
parte condenada no haya tenido su «lomicilio en la República 
(articulo 559. inciso 2. código «le procedimientos de la capí 
tal). 

8 o . Que. de «>tra parte, aparece «pie en el sub judicc el ob- 
jeto substancial «le la citación había sido alcanzada, desde que 
Maillart tuvo conocimiento del juicio e hizo gestiones ante el 
juez uruguayo (testimonio de fojas 17 y 242)- 

Por ello, oído el señor procurador general, se revoca eJ 
auto apelado y se declara que el recurrente ha cumplido el re- 
quisito del articulo 6. inciso b, «leí Tratado de Derecho Pro 
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cesal de Montevideo. Notifique*: con el original y devuél- 
vanse, debiendo los séllos reponerle ante el inferior. 

A. Biírmejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M- P. Daract. — 



D. E". Palacio. 



CAUSA XC 



Municipalidad de Federación contra Juan Bayihta. sobre retir* 
de majadas de ovejas del lijido de ese mumafio 

Sumario: La ley de Ejidos de la provincia de Entre Ríos, de 
mayo 13 de 1872. es contraria a las garantías fundamén- 
tale* acordadas a la propiedad por la constitución nacional, 
en cuanto prohibe tener «aliados dentro del radio t.jado en 
la misma. 

La aplicación «le la tierra al pastoreo no cae dentro 
de las numerosas prohibiciones contenidas en el código ci 
\il «articulo 2313), en mira de salvar otros derechos de 
propiedades contiguas o en el interés de los bienes con- 
sagrados a tal destino (arts. 2612 y siguientes). Del punto 
de vista .leí interés público «nota al art. 2611), el pas- 



(I) En I. ml»m. lech. .e dictó ««.al elución en el juicio Widopor ^D. Ale- 
jo A«K.n. «o«tf. 0. Sorberlo »l.«ll.r. cobro d. pew.. Incidente wb,e e-. 

bino preventivo 
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toreo en fundos cercados y sujetos a todas las reglamen- 
taciones necesarias para evitar perjuicios a la agricultura ■ 
y para la seguridad y aseo de las calles ti otros lugares 
públicos, no es un obstáculo invencible al desenvolvimien- 
to de la población. 

La constitución nacional ha previ sto la posible nece- 
sidad de sacrificar la propiedad privada al interés públi- 
co, estableciendo para tal caso el requisito de la corres- 
pondiente indemnización (articulo 17). 

Xo existen diferencias substanciales entre la ocupa- 
ción de los bienes del dominio privado para obras de uti- 
lidad pública y la privación, con idéntico fin. de alguno 
de los derechos que comporta ese dominio, pues éstos se 
encuentran bajo la prott :ción de las garantías constitu- 
cionales al igual que la misma propiedad. 

La facultad de reglamentación que admite el artíciito 
14 de la constitución nacional no legitima la referida ley 
de ejidos, como no legitimaria otras que directamente y 
sin indemnización obligara a los propietarios a subdividir 
sus inmuebles, a permitir la apertura de caminos al través 
de ellos o a explotarlos en determinadas formas, sin que 
los respectivos títulos consignen nada al respecto. (Veas* 
el considerando 8 o . del fallo contenido en el tomo 98, pá- 
gina 52). 

. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



ACUERDO DEL SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA 



En ta ciudad de Paraná, capital de la provincia de Entre 
Ríos, a los veintiocho días del mes de noviembre de mil no- 
vecientos once, reunidos en el salón de acuerdos los señorea 
miembros del superior tribunal de justicia, a saber: Presidente, 
el doctor Antonio Sagarna. y vocales, los doctores Facundo 
F. Craaé v Antonio Medina! Pedro E. Martínez y Cipriano 
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Ruiz Moreno, fué trátelo para resolver el juicio "MuniripaUdM 
de Federación contra Juan Baylina, retiro de una majada * 
ovejas del municipio", venido por «1 recurso de apelac.on in- 
terpuesto contra la resolución de fs. 

* Practicado el sorteo de ley. resulto queja votac ón se 
haría en este orden: doctores Martínez. Ru« Moreno. Medina. 

^^udiSdots autos, el tribunal planteo la siguiente cues- 

tión a resolver: 

;E« justa la resolución apelada? 
Sobre esta cuestión el vóca! doctor Martines. dlJOV 
Habiendo el departamento ejecutivo de la com.sion mu- 
nicipal de Federación dictado un decreto con fecha sept embre 
¿. de IO09. disponiendo el retiro de las majadas de ovejas que 
nuWereTn.ro del ejido, dentro del término de tres meses <fo- 
Z "o don Juan Bavlina. creyéndolo lesivo de sus derecho,, 
e n ementa fí 2. 9. interponiendo el recurso de apelación ante 
a llión municipal- Concedido e, recurso, d'cha co,ms ; on 
«™ fa-hi enero 14 de ÍOIO. confirma lo resuelto por el de 

o v. ,o. Contra esa elución 
plüneotar a fs. .0 y. l. e< que interpone el señor Bayhna el 
recurso de apelación ante e*te tribunal. 

Sostiene^ apelante que * ley de ejidos de mayn ^ c 
,872 no puede aplicarse a los terrenos de propiedad part.cu 
,ar v si únicamente a los que fueren fiscales, dist.ncion que 
sarje del articulo 1 . de dicha ley. según dice. 

Kl apelado, por su parte, afirma que el articulo . ■ déla 
referida lev no admite distinciones y resuelve el cas, en el sen- 
tido en que lo ha hecho la resohicion «pelada. 

El articulo .. citado por el apelante, no expresa, en n» 
opinión, nada que no <e refiera a la delineaaón a que quedan 
Sos los terrea de propiedad particular, sin que en 
términos ni en su letra, ni en sn espíritu, se pueda inducir que 
e r pación de admitir la delineado-, sea la unica a que 
ouedan aquéllos sometidos. El destino de las t.erras del ejido, 
ZZ™ « articulo r. v ese articulo se refiere a las cuatro 
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leguas que lo forman, mu hacer separación entre terrenos fis- 
cales, ni particulares. 

Sus términos son claros y precisos. Las cuatro leguas des- 
tinadas a formar el ejido de las ciudades, villas y pueblos de 
la provincia, dice, serán destinadas exclusivamente al desarro- 
llo de las poblaciones y a la agricultura, quedando excluido 
el pastoreo de haciendas en ellos". 

Conociendo los motivos determinante* de dicha ley. es 
lógico afirmar que mal podría cal>er una distinción entre los 
terrenos de propiedad particular o los que fueren fiscales, de*- 
de que esa ley de 1872 tendía a fomentar el desarrollo de las 
ciudades y villas en !a forma que consideraba la más apro- 
piada: propiciando el desenvolvimiento de la población y dan- 
do preferencia a la agricultura que subdivide e intensifica e! 
valor de la tierra- Las estancias aun en joquena escala, a las 
puertas de una ciudad, no podrían nunca aportar el contin- 
gente de progreso, ni el aumento de |>oblación que requieren los 

centros urbanos. 

Los arts. 18 al 24 de la ley de 1872. que cita el apelante, 
se refieren, como lo dice, a las tierras fiscales, pero con eso no 
prueba que el art. 1 no se refiera a todos. Las leyes de 4 de 
febrero de 1878. relacionada con la expropiación de los Cam- 
pos del Palmar y de octubre 6 de 1885, declarando de utitidal 
pública una legua de tierra en las estaciones del ferrocarril 
Entre Ríos para ser colonizada, que también menciona el ape- 
lante, podrán haber sido más beneficiosas para los particulares 
que la ley de 1872. pues se les expropiaba sus tierras o se les 
acordaban ventajas si se allanaban a colonizar, pero el hecho 
de que a unas leyes las repute el apelante más liberales que 
otras, no quiere decir que el criterio informativo de ellas, cla- 
ramente expresado en sus términos, ha de retrotraerse y to- 
marlo como norma de interpretación de una ley anterior. Es 
subvertir el orden de la lógica en materia interpretativa, pues 
dentro del criterio preconizado por Savigny. en lo que se re- 
laciona con la interpretación legal, el elemento histórico sirve 
de base en ciertos casos. ¡>ero bien entendido, que siempre que 
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se ¡miague y aclare el alcance de una ley por lo que esta- 
blecieron leyes anteriores que pudieran servirle <le precedente 
o de fuente inspiradora. ¡>ero nunca aplicando criterios pos- 
teriores a hechos anteriores. 

Tampoco afecta los derechos de propiedad que garantiza 
la constitución. Haciéndome cargo de este argumento en un 
juicio análogo seguido entre el señor Cupertino Otano y la 
Comisión Municipal de Federación, decía lo siguiente: "Cita 
igualmente el apelante para fundar sus agravios, e! art. 2547, 
código civil (2513 n|n). según el cual el derecho de propiedad 
trae consigo lo que en la legislación romana se llamaba el JM 
ulendi. fruendi el abutendi. Es exacto que el art. 2547 c « ad0 
consigna tal principio y que él es la regla general, pero no lo es 
menos que las leves pueden refringir los limites del dominio 
o no concederlo sino subordinado a lo qué ellas expresamente 
c^table/.can. Y la ley He ejidos fijó la forma de usufructuar 
los terrenos que los constituyen, ley que por ser de carácter 
especial, modifica las deposiciones generales y que i*r ser de 
orden público, pudó hacerse efectiva aun a los compra-lores de 
tierras que lo hubieran sido antes de dictada ella, en virtud A¿ 
lo dispuesto en el art. 5. código civil, que establece que ninguna 
persona puede tener derechos irrevocablemente adquiridos con- 
tra una lev de orden público". Mis aún. si las constitución 
nacional garantiza como inviolable el derecho de propiedad, lo 
hac* sin perjuicio de lo que establezcan las leyes que regla- 
menten su ejercicio, como loba resuelto en mas de un caso ¿ 
suprema corte de justicia de^Ta nación, Y si el art. 2547. CP*" 
go civil consagra la regla, el art. 2611, mismo código, reglamen- 
tan.!., su ejercicio, dispone que las restricciones y limites del do- 
minio que admite son regidos en cuanto tienen atingencia con el 
interés público por el derecho administrativo, en tanto que los 
artículos 2Ó12 y siguientes reglamentan esas restricciones y lími- 
tes del dominio en lo que se relacionan con el interés privado. 

En el caso actual en mira de un alto interés público, vincu- 
lado al desenvolvimiento y progreso de las ciudades y demás 
centros urbanos la ley 1872 restringió el jus utendt y el jus 
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frncndi de los propietarios sin que esta reglamentación del 
ejercicio del derecho de propiedad pugne en manera alguna 
con los preceptos constitucionales que a ella se refieren, como 
no pugnan las ordenanzas municipales que por razones de se- 
guridad, de higiene, de ornato o de moralidad, eircunscrihan la 
manera de usufructuarse :;n bien y limiten ese jns utendi o del 
jus frncndi de modo que no se afecten los propósitos de ordei 
social y colectivo que el derecho administrativo persigue. 

Ks que c! ejercicio del derecho de propiedad no puede ser 
ilimitado, so pena de que el interés particular prime en de- 
medio del interés colectivo. Y si es muy respetable la tenden- 
cia individualista que informa esa amplitud de derechos en la 
disposición de lo que es propio, no lo es menos, ó mejor di- 
cho, lo es más, la tendencia que no olvida que la sociedad, co- 
mo ser colectivo, tiene el derecho de preferencia, cuando existe 
antagonismo entre los intereses personales y los colectivos. 

El art. 2514. código civil (2548 n]n) que cita también el 
apelante, cor. <nna lo que acabo de expresar, pues él prohibe 
las restricci a los derechos que le acuerda el art. 2547 ci- 
tado (25Í3 ii¡n). cuando esa restricción lo sea teniendo en 
vista el interés de un tercero, es decir, el interés privado, y 
cuando --e ejercicio de! derecho de propiedad; no afecte su de- 
recho, y es lógico deducir entonces, que cuando el ejercicio de 
aquel derecho pueda afectar el interés público, esa restricción 
sea viable, inducción que es precepto legal en el art. 2611 que 
ya he citada 

¿Por qué motivo un propietario no ¡Hiede hacer dentro 
de si. casa nada que pudiera implicar un peligro o una moles 
tía para los terceros? ¿por qué no puede ser destinada para 
ciertos usos si está dentro de un cierto radio o cerca de una 
escuela, de un templo, etc.? ¿por qtié si se !e ocurre desnatu- 
ralizarla o destruirla no lo puede hacer sino en tanto que cum- 
pla ciertos requisitos o adopte ciertas precauciones y habría 
ciertos medios como seria el incendió, que le están vedados? 
¿por qué no puede en su terreno edificar una casa, sino lle- 
vando determinadas condiciones de de! i icación. de seguridad 
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L la construcción y previa anuencia del poder comunal? To- 
Tas es aTlTr >«nccione. que el inte« S Palien exige, y fQ 
ella, debe ceder el ejercicio ilimitado del derecho de probad. 

¿uando eJ señor 5*9* comp* las tierras l«n- 
„ue las adquiriera de particulares, no pudieron estos cederte 
S&SS*» m 5 q_úe e)IOs tenia,, y^£~ 
chos no pudieron nunca tener el de no cumplir con a k> d- 
Ídos. aplicable a todos los que tuvieran t.erras 
, erimetr » como resulta del art. i y lo corrobora el art. 12 qu. 
PKias n.unicipa.i„ade, a, M«g 
de sacarse las haciendas que existan dentro déla m d«M*£ 
e'ido. Y la traza de cada ejido no. comprende solamente os 
«menos fecales sino * cuatro tegitas que les asigno como ex 

rrenos estaban bien alambrados y q«e su- hactendas no cansa 
L daño a terceros, y que, por otra parte, sus tierras no eran 

a ' ,,a r^tt-ten > alambrados, en nada modinca b 

artieSS de la ley mencionada. Podrá como argumento 
So por el 1). ejecutivo municipal en su decreto de fojas . 
S «menté rentable: pero e, becho de une un aumento 
pueda ser desalojado, nada importa cuando quedan Otro* que. 
cTo los „ue acal,, de exponer, los reputo fundámentales- 

En lo referente a la aptitud de esas tierras para agrau - 
tU ra la prttete le es adversa, especialmente la Je pen o agró- 
nomo. n „ dictamen de h. 247 contiene el anahs.s de la n g 
S análisis .Id qtte resulta posible una apreaable vanedad 

<lC ° Y^lvia. admitiendo por hipótesis que ese cultivo . ,1, 
fuerv Posible no es la municipalidad de federación m e supe 
r T Xnaí: quienes pueden conceder se deje de aun, ,r una 
\Z \\ ..ue la repute inaplicable le incumbe obtener su (Uro 
5Í£ÍE mSacion, Pero no ante la municipalidad o£ |> 
Kctó v menos aun. ante el poder judicial que no puede ab- 
ro^ehmdones legislativas, sin romper el armónico eqmU- 
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brío que constituye nuestro sistema de gobierno basado en Ji 
incic|>en<lciicía <lc los poderes y cuyos jueces no pueden entrar 
a estudiar él mérito intrínseco de las leyes. 

Estas razones, brevemente expuestas, son las qué deciden 
mi voto |>or la con Urinación de la resolución apelada., con las 
costas del recurso, de acuerdo con lo solicitado por el apelado 
y lo dispuesto en el art. 325, códigos Pr. Civ. 

El señor vocal, doctor Ruiz Moreno, adhirió al voto que 
antecede. 

Sobre la misma cuestión, el señor vocal doctor Medina, 
dijo: 

"La cuestión traída a conocimiento del superior tribunal, 
por medio del recurso de apelación, reviste el carácter de b 
contencioso administrativo, pues se trata de una resolución dic- 
tada \xít la corporación municipal de federación, en contrapo- 
sición de intereses con un particular que se reputa afectado 
en sus derechos privados con tal proceder de la autoridad mt>- 
nicipal. Y conviene establecer claramente la naturaleza del re- 
curso, pues. s¡ no ofreciera la circunstancia de emanar de un 
asunto de tul índole contencioso-administrativo, el superior 
tribunal no podría conocer de él. aunque las partes así lo pre- 
tendieran, dado que la jurisdicción privativa en esos casos es- 
peciales reviste el carácter de cuestión de orden público (ver 
núm. 105 y nota respetiva del superior tribunal de justieja. 
extiñgiíida y articulo 348 del código de procedimiento civii 
vigente). 

Ahora, en cuanto al fondo de la cuestión debatida, adhie- 
ro a la opinión del señor vocal doctor Martínez, cuyos funda- 
mentos y otros análogos doy ]>or reproducidos. 

Voto* pues,- porqüe se confirmé, con las costas del recurso, 
la resolución apelada. 

Sobre la misma cuestión, el señor vocal doctor Sacaron? . 
dijo: 

Substantivamente considerada esta litis, el fondo cucstio 
nado no es, en realidad, un acto facultativo de la municipalida i 
de federación, ejecutado en ejercicio de privativas atrihurin- 
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nes, sino la ley misma que en mayo dé i8?2 determine? categó- 
ricamente la limitación .le los usos o de la explotación a que 
podían ser sometida.- las tierras de lo, ejidos, en su articulo . 
primero varias vece tado y transcripto por las partes y los 
votos precedentes. 

Cuando ese articulo dispone que el área de cuatro legua, 
( ,ue comprende el ejido sea exclusivamente destinada al des- 
arrollo de la población v la agricultura, no sólo ha impuesto ca- 
tegóricamente su destino, sino que ha excluido las excepciones 
,le cualquier naturaleza y. en consecuencia las municipalidades 
pueden reglamentar dentro .le esa regla, pero no fuera de ella, 
porque son meros ejecutores y no arbitros de la ley en esa 
parte la que, siendo muy clara, no admite interpretación y 
menos la que le asigna virtualmente la parte de Bayhna, por 
fundamentos que luego expondré. Si. como se afirma, esa mis- 
ma municipalidad tiene tierra, propias, que por si o por arren- 
datario destina a la ganadería, la injusticia, el exceso, el favo- 
ritismo estarían de este y no de aquel lado; pero, como expre- 
sa el señor vocal doctor Martínez, no está ello sometido al jui- 
cio del tribunal, que tampoco es la autoridad investida por la 
ley de la facultad de corregir a los malos funcionarios muni- 
cipales que hayan cometido esas irregularidades. La interpre- 
tación que la parte de r.aylina da al art. i de la ley de ejidos de 
í* 7 ¿ es inconsistente porque sí dice que las cuatro leguas que 
forman la planta urbana virtual ciarán exclusivamente desti- 
nadas a población y agricultura, no hay exejesis de nmgun 
orden capaz de demostrar que sólo ha querido decir: la parte 
nsC a1 de esas cuatro leguas, como pretende el recurrente. 

l"or otra parte, la dicha ley no vulnera ningún derecho 
privado irrestringiWe. porque el art. j(»45 del código civil (.nue- 
va ordenación) somete a la i»otostad del derecho administrati- 
vo toda limitación al dominio privado impuesta en el ínteres 
público: y en este cas.», ese interés público fundamenta el ar- 
ticulo primero de la ley, que no ha sido declarada, ni se argu- 
ye aquí de inconstitucional en la estación oportuna. 

Aun es norma elemental «le nuestra i>olitica social la for- 
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muía alberdiana de "gobernar es poblar", completada por la 
otra del mismo eminente estadista : "gobvrnar es preveer". que 
en ningún aspecto es de tan capital importancia y evidente tras- 
cendencia como en los problemas que comporta la vida urbana, 
por razones obvias que seria ocioso detallar en un fallo judi- 
cial. Y bien, ese articulo primero fomenta la población y prc- 
vce su mejor desenvolvimiento urbano jx»r la subdivisión de 
la tierra que en la letra y en el espíritu consagra, pues no sólo 
limita los lotes, sino que. por la preferencia dada a la agri- 
cultura, industria rural divisionaria y pobladora de suyo, ratifi- 
ca v refuerza aquella limitación. La ganadería, en cambio, fo- 
menta el latifundio y excluye el acrecentamiento de la po- 
blación. |K>r lógica consecuencia de la naturaleza y métodos de 
esa industria. El ejido es la planta de la ciudad, y la voz uná- 
nime de los sociólogo y la tendencia clara y perseverante de la 
legislación, justifican Ja progresiva limitación al ejercicio del 
derecho privado, contemplando el derecho y el bienestar colec- 
tivo, norma de orientación prevalente |>or la salidaridad que 
implica todo agregado social (ver Fharr "& gobierno munici- 
pal en la Gran Bretaña \ y Federico C. Howe y Juan B. Fe- 
rrevra. "Construcción de ciudades".; Revista Argentina de 
Ciencias Políticas, septiembre de 1911. doctor Joaquín \ . Gon- 
zález; Informe en el' senado nacional, sesión de i", de agosto 
de 1907). 

Finalmente, la prueba traída a estos autos demuestra la 
perfecta aptitud de las tierras del señor Baylina para ser des- 
tinadas a la agricultura, siendo de especia»! valor por el titulo 
habilitante de su autor y por las serias oj>cracio!ics científicas 
realizadas, como recaudo, la perecía del ingeniero agrónomo 
señor Gorostiaga. en un todo acorde con la declaración y la pe- 
ricia del señor Méndez, fs. 222, 237 ) 2 47- La disidencia del 
señor Oliver. perito de llaylina. fs. 237 y 2yj. es inocua. pne», 
al contestar el punto b) no da fundamento ninguno de su opo- 
sición y. en consecuencia, no suministra bases de apreciación, 
de acuerd» con el art. 203 del procedimiento civil, no estando 
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tampoco ese dictamen auspiciado por titulo alguno que cond- 
ene a Príorí presunción en su favor. 

lir lo expuesto v concordantes «! la defensa de la m n.- 
cipal id Sft d ¿«al y de los votos precedentes adhiero a ellos. 

Kl .ñor vocal doctor Grane, adhirió a los votos que an- 

• CCe Gon lo que terminó el acto, quedando acordada la siguien- 
te sentencia. 

Antonio Sayarna. — Facundo 
/-. Grané. — Antonio Me- 
dina. — Pedro E. Martines. 
— Cipriano Ruiz Moreno. 

Ante mí: Augusto Multinel. 
» 

SENTENCI \ 

Paraná, Noviembre 28 de 1911. 

Y vist6¿- Por los fundamentos del acuerdo que preced.% 
por uñaniiiiidac] se conjirma la resolución de la municipalidad 
de federación ape ada a fs. , con las costas del recurso. Es- 
timáis los honorarios de los doctores Kcdom y l nburu y 
procuradores Ca, s % Calvo y José M. Alvares en cuatro- 
cientos cincuenta, trescientos cincuenta, doscientos y ciento se- 
sentí pesos mo.ea nacional, respectivamente. 

Repóngase, hágase sabor y bajen. 

Antonio Saffántá. — Facundo 
F. Grané. — Antonio Me- 
t ¡i mh _ Pedro ti. Martines. 
_ Cipriañó Rui* Moreno. 

Ante mi: Augusto Multinci 
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FALLO DE I.A CORTE SUPREMA 

BMCM.S Airet, Octubte a de 19». 



■ 

Vistos los del recurso entablado por don Juan Baylina 
contra sentencia del superior tribunal de justicia de Entre Ríos 
en autos con la municipalidad de federación, sobre retiro de 
una majadas de ovejas del ejido de ese municipio. 

Y considerando: 

Oue a fs. 262 el recurrente expuso que si pudiera darse a 
la ley de ejidos de la provincia de Entre Rios una interpreta- 
ción contraria a la por él sostenida, resultaría aquélla repug- 
nante a Vos arts. 14 y 17 tle la constitución nacional, que de- 
claran el derecho de usar y disponer de la propiedad y que este 

es inviolable. ^ v i» 

Oue en la sentencia recurrida de fs. 278. el tribunal ha 
tomado en cuenta esa defensa, estableciendo que la ley citad* 
no afecta los derechos de propiedad que garantiza la consti- 
tución ffs. 271 y siguientes). . ... „, 
Oue es asi procedente, prescindiendo de otros motivos, e 
actúa' recurso, como lo sostiene el señor procurador general 
tart 14. ley núm. 48. y ó. ley nüm. 4055). 

Oue en cuanto al fondo, el actor sostuvo entre otros pun- 
tos que la restricción de no poder tener ganados dentro de las 
cuatro leguas del ejido de federación, sote podía referirse a 
los terrenos vendidos por la municipalidad bajo condiciones 
de poblar, v no a los adquiridos de particulares, sin ninguna 
clase de restricciones en su dominio, como lo había hecho el a 
menos de acordarle las indemnizaciones correspondientes (fo- 
jas ó 7. 157 vta., 266, 261. 263 y 2»5>- 

Oue esa defensa ha sido desestimada, observándose en el 
voto del vocal doctor Martínez, aceptado por los otros señores 
vocales en te substancial, que "cuando el señor Baylina com- 
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pro las tierras que posee, aunque las adquiriera de partícula- 
r? s no pudieron estos cederles mayores derechos que los que 
«líos tenían, v entre esos derechos no pudieron nunca tener el 
de no cumplir con la ley de ejidos, aplicable a todos los qut 
tuvieran tierra* dentro de su perímetro..." (fs. 284. 285 vta, 

286 vta.. 280 vta.). 

Que aplicada en tales términos la ley de que se trata, es 
inconciliable con las garantías fundamentales acordadas a la 
propiedad |>or la constitución nacional. 

Que en ef::to. el art. 17 de la última establece que la pro- 
piedad es inviolable, y que ningún habitante de la nación pue- 
de ser privado de ella, sino en virtud de sentencia fundada en 

' Otie definiendo e! congreso el concepto de propiedad, en lo 
que a :a tierra se refiere, en uso de la facultad que le acuerda 
el m 1 1 del art. 67 de la misma constitución, ha establecido 
qué día confiere, fuera de otros, el derecho de usarla y gozarla 
según la voluntad del propietario (art. 2513. código civil), con 
tal que no se ataquen derechos de terceros y se cumplan las 
restricciones impuestas por el derecho administrativo y po r « 
derecho común (art. 2514. 20! 1 y siguientes del mismo có- 
digo;. . 

Que, desde luego, la aplicación de la tierra al pastoreo, 
o sea* a un destino licito» secularmente establecido en el país, 
amparado en todas las épocas i>or las leyes y que constiMyt 
aisladamente y en sus combinaciones con la agricultura, una 
parte tan considerable de la riqueza general, no cae dentro di 
las numerosas prohibiciones contenidas en el citado código, con 
la mira de salvar otros derechos de las propiedades contigua- 
o en el interés de los bienes con*agrados a tal destino (articulo 

2612 v siguientes). . . . 

Que en lo que hace a las restricciones administrativas, ellas 

deben fundarse en la salubridad o seguridad de los pueblos, en 

consideración a la religión y al interés público (nota al citada 

art. 261 1). . 
Que de los propósitos enumerados, solo el ultimo, o sea el 
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interés público, es el que informa la ley local, a estar a la citada 
sentencia de fs. * 7 8. PQfqU? aquella ««.de a dentar el des- 
arrollo de las ciudades y villas en la forma que considera mas 
Lomada, propiciando el desenvolvimiento de la poblaoon y 
S prifírencia a «a agricultura, pues las estancas a as 
puertas de una ciudad no pueden nunca aportar el con ingen* 
, c progreso ni el aumento de ablación que «p^allo^ 
tros urbanos (fs. 280). de tal suerte que ^f^^g 
el caso todo fundamento qne se relacone con la lugene > 
blica en razón de la densidad de la poblaoon o por o ras cau- 
sas especiales, o con la necesidad de tutelar otros derechos, 
fundamentos que. en presencia de ^^pos.cones cons ^no- 
nales menos amplia* y explícitas que las "^tras ^o^oan 
cerniente a las garantías a la propiedad, s.rven de base a la- 
Sones judiJL que han declarado válida fe proh,b,ao- 
nes .le mantener ganado dentro de los mun«c.p.os. contenu a 
2 leves v ordenanzas de alcance restringido a detenmnada, 
efe* de ani.na.es o a ciertas localidades y ™\ 
ceptíbtes de viciar el aire y el agua con **^*-*2J¡ 
v comodidad de los pueblos, o de poner en peligro fes personas 
o sus intereses, o defender la moral 

Que el pastorea en puntos cercados y sujetos a todas a, 
reglamentaciones necesarias para evitar ^«f^^ 
...rn y para la seguridad y aseo de las calles u otros lugares 
S o es un obstáculo invencible al dcenvolvurnento de 
!2 Marión como lo acredita la experiencia en tes pa.ses cu- 
; le " se citan como modelo en la organizan y reglen 
fe J ciudades modernas. "¿Deben proyectarse caUes boul^ 
vares, parques, espacios abiertos, sitios para *feff£^g 
v escuelas, con anticipación al creemuento de ta ciudad. 1 ue 
Loas de grandes extensiones de campo abierto, usado toda 
7*rJotü» de pastoreo, pueden verse en la casa nunuepa 
I" us cuales se bailan indicadas las calles, los Parques^y^ 
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.ujeción al plano de la ciudad''. (llowe. Revista Argentina 
de Ciencias Políticas, núm. 12. pág. 886. traducc.on de J. B. 
Ferrcyra) ; a que se agrega que. atento lo afirmado a tojas 264 
y lo dicho a fojas .'87 vuelta de la sentencia, es de inter.rse que 
la misma municipalidad de federación ha arrendado sus tie- 
rras a particulares para ganadería. 

Oue si es exacto que la desaparición de los llamados lati- 
fundios y la baja en el valor de la tierra son factores de gran 
importancia en !a formación de la* ciudades, no lo es menos 
que las leyes provinciales, sin privar a la propiedad de los ca- 
racteres (pie constitucionalmente y con arreglo al derecho co- 
mún le corresponden, pueden buscar esos fines por otros me- 
dios. 

Oue dado que asi no fuera, debe tenerse en cuenta que 
la constitución nacional ha previsto la posible necesidad de sa- 
crificar la propiedad privada al interés público : y aun admitien- 
do que el presente caso estuviera comprendido entre los que 
justifican el sacrificio aludido, la ley no habría podido orde- 
narlo sin indemnizaciones previas (art. 17), y a<i aparece ha- 
larlo entendido la provincia de Entre Ríos al sancionar su lev 
.ulterior de O de octubre de 1885. de que se hace mérito a fojas 
261 y 280 vuelta, que declaró de utilidad pública la expropia 
Ció* «le una le R ua de tierra en las estaciones del ferrocarril 
Central Entrerriano, con el fin de crear colonia*, acordándose a 
los propietarios un término de noventa días para optar por la 
colonización por su cuenta. 

Oue no existen diferencias substanciales entre la ocupa- 
ción de tos bienes de dominio privado para obrar de utilidad 
pública v la privación con idéntico fin de alguno de los dere 
Ohos que comporta el dominio, pues, como se ha dicho «cena- 
damente, tales derechos se encuentran bajo la protección de las 
..aramias constitucionales al igual que la misma propiedad. 
I Tiedman-State and Federal control of persons and property. 
pág; 14M. v no bastaría reconocer la inviolabilidad de ésta si 
puede ser desconocida y atacada en lo que tiene de más pre- 
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do*, en el uso v disoonU-ilidad de sus (Alberfi. B»- 

men te y si,, indemnización obligaran a los propwtenos a 

Svidir^s inmuebles, a ^^3*^ que 
v& «le ellos o a explotarlos en determinadas formas, s.n q 

* ñuflas conocidas reservas hechas por la nación y por al- 
gunaí provincias a. enajenar las tierras l-'^as y que imjor, 
an re tricciones de los derechos propios del dominio, señan 
nuti y hasta perjudiciales al poder del estado s, ellas y otras 
ndennicL entraran en la facultad «le reglamentad o s, la 
evernuevas. obrando retroactivamente, pudieran P r,var de de- 

Z h restricción legislativa de los derechos encaminada a cvi 
t i don tendiente a proporcionar a, púb «ico ggg^ 

na Tu éxSencia misma de la sociedad que requiere la reepro- 
SSde las actividades humanas; ^^g*,^ 
pued« ser privado de su propiedad, coartado o «*™*^ " ' * 
Se ella, sin previa in-lem.nzación como ; esta -P-amenU 
dispuesto en el art. 17 de la ley fundamental... . (Tomo 08- 

^ Qufes oportuno dejar también consignado aqui que a' 



132 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



sancionar el Congreso el código rural para los territorios na- 
cionales, en los cuales el fomento de la población responde a 
propósitos de la mayor trascendencia, ha permitido el apa- 
centamiento de sanados en los terrenos situados dentro de lo» 
ejidos, siempre que sus ducños ( los tengan bajo riguroso pasto- 
reo de día y encerrados de noche ( art. 201 ) ; limitándose a exi- 
mir del impuesto de contribución directa jK>r el término de 
cuatro años, las supertiries ocupadas por el cultivo de plantas 
forrajeras, textiles, cereales, viñas, olivos, morera, remolacha, 
caña de azúcar o árboles frutales (art. 196), y a exceptuar 
asimismo j>ur el término de diez años de impuestos directos na- 
cionales y municipales las máquinas, útiles, bueyes y herra- 
mientas destinadas a la agricultura íart. I99>- 

Ppr estos fundamentos, oido el señor procurador general, se 
declará que la ley de la provincia de Entre Rios sobre ejido.» 
es contraria a la constitución nacional, en la parte impugnada, 
revocándose, en su consecuencia, la sentencia de foja= 278. ¿No- 
tifiqué^ con el original; repóngase el papel y devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
S OLAR . _ D. P. Daract. — D. E, 
Palacios—I,. U>ví¿ Caraxii.las. 



CAUSA XC1 



Don Juan Pedro Torreii contra la provincia de Entre Rios, 
sobre adquisición de un inmueble por prescripción 

Sumario : Corresponde a la jurisdicción originaria de esta corte 
suprema el conocimiento de la demanda de un extranjero 
contra una provincia, entablada a fin de obtener la decla- 
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acreditar la posesión treintenana. 
C<wo: Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire». Octubre 22 de IM2. 

Visto* y considerando: 

,,„;. cse m,....eble constHm. mjtoj ¡*«*¡ ¡inero * presentó 
<J„, en prcenm ^«SQf J fe™*» M de- 
nme «U corte pron,ovien.l» «VgJ,, * 

r^^s^^ - ,i,iBi0 

I> or ello y lo d.ctam.nado por el señor P ^ la 
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al señor gobernador de la provincia de Entre Ríos y al juez d» 
primera instancia de la circunscripción del Uruguay. 

A. BERMEJO — Nicanor G. del Solar — 
M. P. Daract — D. Palacio — L 
LopEZ Ca ha. villas. 



CAUSA XCII 



Pon Lcñdro Cania contra el gobierno nacional, sobre devo- 
lución de dinero 

Sumario: i°. I.a corte suprema no ésta llamada a revisar. Con 
motivo del recurso extraordinario del art. 14. ley 48. los 
fallos de los tribunales del fuero común, que interpreten 
v apliquen las leyes dictadas para el gobierno y adminis- 
tración dé la capital, la ley de patentes y la de procedimien- 
tos de la misma. 

2 o . No existe violación de las garantías de ser oído en 
juicio y de no ser juzgado por comisiones especiales, con- 
sagradas |>or el art. 18 de la constitución nacional, cuando 
1? res|K>nsabilidad del recurrente ha sido declarada i>or los 
tribunales ordinarios con jurisdicción en la- capital y de 
existencia anterior a1 hecho de la causa, después de apre- 
ciar con criterio propio todas las defensas alegadas. 

Caso: Resulta del siguiente: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bu«no* Alie». Oetubte 24 de 1912. 

Vistos los del recurso entablado por el ^^Jt^l 
m Garda contra sentencia de »a cámara de W^££ 
Z | ,a capital, en autos 
ción. sobre devolución de dinero, de los que, 

resulta: . . contra el men- 

puesto, en e! art 62 de a lev de patcnw , 1 ¡hhabi- 
L <le falta de .«rsonena en el ejecutante > f ^ dad Q de 

invocar algunas d.spos.aone* ^W a ™J e] exped iente 
arrC t ieces Tío ci!d o'cornercL los llamados a juzgar la, 
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multarlo, atento lo establecido en los árts. 74, 89 y 95 de ia 
constitución nacional; que ha sido condenado sin oírsele y sa- 
cado de los juecc- designados por la ley. con violación del ar- 
ticulo 18 de la misma constitución. 

Que la sentencia de fojas 123, confirmada por la de foja? 
152, no huso lugar a esas defensas y concedió para ante esta 
corte el recurso extraordinario del art. 14, ley núm. 48. 

Y considerando: 

Que la apelación ha sido bien concedida, porque la par*e 
de García invocó o¡x»rtunamcntc durante el juicio varias dis- 
|K>sioiones constitucionales, que fueron interpretadas en sen- 
tido contrario a sus pretensiones por el a quo íart. 6 f ley núme- 
ro 4055 y art. ley núm. [893). 

Que en cuanto al fondo, la sentencia de primera instancia 
llegó a la conclusión de (pie el art. 224 de la ley de organizado! 
di- !m* tribunales >ók> era aplicable "como expresamente lo es 
tabléete la misma, a las «¡nejas contra los procedimientos de los 
escribanos en el ejercicio de sus funciones y no a las omisiones 
en que pueden incurrir los mismos respecto de leyes fiscales 
que tienen establecida.» pena» determinadas para los casos d.* 
infracciones" (fojas 126). 

Que esta inteligencia de la ley local fué aceptada |M>r la 
cámara de apelaciones (fojas 152 vta. y 154 vta.) ; y conforme 
a lo dispuesto en el art. 15 de la ley núm. 48 y a lo reiterada- 
mente resuelto, la corte suprema no está llamada, con motivo 
del recurso extraordinario de que se trata, a revisar los fallos 
de los tribunales del fuero común, que interpreten y apliquen 
las leyes dictadas para el #>l»ierno y administración de la ca- 
pital. 

Que lu propio es de observarse relativamente a la inter- 
prefación y aplicación de la ley de patentes y de la ley de 
procedimientos de la misma capital. 

Que, por otra parte, no ¿abe decir que, al admitir el apre- 
mio y al no hacer lugar a la devolución de dinero solicitad 1 
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cumplir el decreto aclm.n.straUvo de ) , que 

agreg ado: o a la resolu- 

se le impone etc. . atr buyena ^ agregadoSt ^ 

hecho de la causa, los que. documentos adminis- 

¡« defensas alega as , , sm^tnb les acuerdan en 
trativos mayor valor que d l*M P ¿ antc ^ j ueces , se 

i. u , «ib » »*« "j2?S&- «• d ori8 r' 



•\ Bermejo. - Nicanor G. del 
Solar. - M. P. Daract- 
D. E. Palacio. 
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CAUSA XCIII 

Criminal, contra Darío Cuntió Gogiano, por infracción a la ley 

de ¡Higos prohibidos 

Sumario: Es improcedente el recurso extraordinario autori- 
zado j*or el aít 14, ley 48. cuando la sentencia apelada no 
ha tomado en consideración cláusula alguna de la consti- 
tución nacional, tratado o ley del congreso. La suprem* 
corte de justicia de la provincia de Buenos Aires no es, er* 
id local, el tribunal de última instancia a que se refiere la 
citada disposición legal. 

Caso : Curatto Bogiano fué condenado por los tribunales de <a 
provincia de Buenos Aires a pagar cinco mil pesos de 
inulta o a sufrir en su defecto, nueve meses de arresto, por 
infracción a la ley de juegos prohibidos, de 28 de Mayo 
de 1902. El procesado apeló f>ara ante la suprema corte 
de la provincia, atacando de inconstitucional dicha ley, por 
considerar que era violatoria del principio de igualdad 
consagrado por el art. 10 de la constitución provincial y 
ló de la nacional. La corte local, considerando el caso soto 
del punto de vista de la constitución provincial, declaró 
injustificado el recurso. Concedido el autorizado por el 
articulo 14. ley 48. se pronunció el siguiente: 

FALLO BR ti* CORTE SUPREM A 

Bueno* Airet. Octubre 26 1912. 

é 

Y vistos: 

El recurso extraordinario de apelación concedido por la 
suprema corte de justicia de la provincia de Buenos Aires, del 
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fallo de fojas 8o que declara que el art. 6 de la ley de 28 de 

ratto Bogiano, por juegos prohibidos. 
Y considerando : 

Q„c la resolución apelada no contiene decisión que pueda 
y" ,., rec ., rso extraordinario de los arts. 6, ley 4<>55 y M 
' t 48 F ^ LmMIo en cor>ideració„ cláusula algu- 
na í h con "¡t»c¡«n nacional, tratado o ley del congreso, a 
£i£&5 limitada ,a *»¿ 
conocer v resolver acerca de la const.tuctonahdad de leyes^ de 
cSX ordenanzas o reglamentos que estatuyan sobr ^ 
Z regidas por la constitución de la prov,nc.a (art. l 57 . 

CÍS ° Oue en tal virtud se ha declarado reiteradamente que la 
J r,, ,\e iusticia de la provincia de Buenos Aires, no 
TenTo S, Sna 3 , de ultL instancia a que se refieren 
Z artículos 6 y ,4 mencionados antes. (Fallos: tomo II* P a- 

^iL^el senos procurador «cuera,, se declara „o 
haber lugar al recurso. Notifique.se original y devuélvase. 

A. BERMPjO. - NICANOR G. DEL SO 

lar. — D. E. Palacio. L. Lói-ez 
Cabanillas. 
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CAUSA CXIV 



Don Cristóbal Mcrccvieh contra la provincia de Buenos Aires, 
sobre entrega de tierras o pago de daños y perjuicios; re- 
cursa de revisión. 

Sumario: Xo existiendo el error alegado, corresponde el re- 
chazo del recurso de revisión autorizado por el artículo 
24!. incisos 1 y 2 de la ley núm. 50. 

Caso. Resulta del Siguiente: 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA n> 

Buenos Aires, octubre « de 1911. 

Vistos y considerando: 

Que la revisión solicitada se funda en los incisos 1 y 2 
del art. 241 de la ley número 50. con arreglo a los cuales aqué- 
lla procede cuando Ja sentencia definitiva de Ja corte suprema, 
en primera instancia, hubiere recaído sobre cosas no pedidas 
por las partes o cuando en ella se omitiese proveer sobre al- 
guno de los capituos de la demanda o dé la reconvención, si la 
hubiera. 

Que el actor, al presentarse contra la provincia de Bue- 
nos Aires |>or la entrega de 15.000 hectáreas de tierra pública y 
en si: defecto, por el pago de la cantidad de tres millones de 
pesos moneda nacional, a título de daños y perjuicios, mani- 
festó que venia "a entablar formal demanda contra el supe- 



di Véate «! fallo publicado en la página 37. 
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rior gobierno «le la provincia «le Buenos Aires, sobre cumplí 
So «e un contrato de compra-venta", y sostuvo en lo 
s ostancial que las relaciones de derecho existentes entre 

y él babían sido "reconocidas tanto en el a.o 
,882 como en el año .865" (fojas 2 y 7 vta., noj). 

Que esta corte, en su sentencia «le fojas 180, exam.no lo. 
actos~aludidos de ,882 y .885. 6 sea. el remate que tuv^a 
en h primera fecha y la escritura otorgada en la segupda al 
doctor' Ugal.le. llegando a las conclusiones de que ta 
emergente de ese remate estaba presenpta y que la referida 
esentura no contenia reconocimiento de derecho a favor de 

^ "gSi asi inexacto que la sentencia citada haya inundo 
en e' error de resolver sobre puntos ajenos a la litis contesta 
ción u omitido decidir otros pertinentes. 

¿)ue atento lo dicho en la última parte del escrito de fojas 
ftrfES añadirse en .0 que concierne a .a «echa en que, 
egún la sentencia de fojas 180, comenzó 

que ni tal pronunciamiento es susceptible «ie dar lugar* 
recurso de que se trata, sin afectar la autoridad de la co a 
uzga.la ( Fallos, tomo .03. pág. W t * *?\ *f# 

Sable al caso del inciso 4. art 8. de la ley ^.naal de^ 
cimbre «le itf que se menciona, desde que la ~« P££ 
vida a fs. 2 no fué ñor escrituración *™^^TÍ X 
tierras preindicadas ; entrega que era independiente «le la prl 

mera, según el art. íg «le la misma ley. 

é tu mérito, se declara improcedente el recurso, con cor- 
tas. Xotiíiquese con el original y rengase el papel. 



A. Bermejo. — M. P. Daract. — 

D. E. Palacio. — L. López 
CABANIUAS. - 
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CAUSA XCV 



Criminal, contra Florencio Rosales, por homicidio; sobre 
procedencia del recurso extraordinario 

Sumarios El recurso extraordinario autorizado por el articu o 
22, inciso 2, del código de procedimientos en lo crimina'', 
debe ser interpuesto dentro del término de cinco días há- 
biles. 

Caso: Resulta del siguiente: 



PALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Rueños Aire», Octubre 31 dt 1912- 
Vistos en el acuerdo y considerando : 

Que la sentencia definitiva de fojas 244 vuelta, fué noti- 
ficad* al defensor del reo en catorce de mayo del corriente 
año, según consta de la diligencia respectiva de fojas 245 (au- 
tos principales). 

Que aparece, asimismo, del cargo puesto al escrito de ape- 
lación de foja 1 de los presentes, que ese recurso ( 1 ) fué in- 
terpuesto ante el tribunal a quo, en siete de Junio siguiente, es 
decir, cuando se hallaba ya vencido con exceso el término de 
cinco días hábiles designados para este fin. 

Que, en consecuencia, el fallo recurrido estaba ya ejecu- 



<l> El autorizado por el articulo 22, inciso 2 o del código d« procedimiento* en lo 
criminal y articulo 14, ley 48. 
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toriado al deducirse la apelación, que no *J^<£^ 
dida. conforme a lo reiteradamente resuelto por e>«a corte. 

radoí Teneraú se declara .nal concedida la apelacon. Notifi- 
quesc original y devuélvanse. 

A. Bermejo. - Nicanor G. del 
Solar. ~M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 
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NOTAS 

En i°. de octubre se declaró bien denegado un recurso ex- 
traordinario del artículo 14. ley 48, deducido por don Anto 
uto Telufío en autos con don Emilio Echazú, por no autori- 
zarlo, por si solas, la interpretación y aplicación de la ley na- 
ciona' de procedimientos, y por ser extemporánea a los fines 
del mismo, la alegación del articulo 18 de la constitución al in- 
terponer el recurso para ante la corte. 



Kn la misma fecha se dictó un auto en el juicio Gil don 
José, contra la provincia de Córdoba, por reivindicación, decla- 
rando las costas a cargo del actor, por haber éste desistido de 
la demanda y no ini|>ortar por parte de la provincia un recono- 
cimiento del derecho reclamado, una resolución administrativa 
invocada para pedir el archivo de las actuaciones. 



lín seis del misino, se desestimó un recurso de queja inter- 
puesto por Jesús Serrano por no hallarse fundado con arre- 
glo al art. 15 de la ley 48. 



Kn ocho, se rechazó un recurso de hecho interpuesto i>or 
don Dalmiro Brown, por tratarse de la interpretación y apli- 
cación del art. 530 del código de procedimientos de lo crimi- 
nal y haberse invocado el art. 18 de la constitución nacional 
después de dictada la sentencia por la cámara federal. 
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En veintidós, no se hizo lugar a un recurso de hecho de- 
ducido por Mondet y Forcé en lo, autos seguidos por la mu- 
flid de la capital contra don Rafael Obhgado por no 
haber* expresado en términos concretos la cuestión o cuest.v 
L s Je ordín federal, que se hubieran discutido en la causa, co- 
1 lo reuniere el art. .5 de ,a ley 48. (Sí se 
referia simplemente a "razones de orden const.tucional ). 

Én veintiséis, se rechazó un recurso de «fí^PP 
por «Ion Emiliano F. de la fuente, en favor de José de San 
Martin, procesado por falsificación, por no haberse llenado los 
requisitos exigidos por el articulo 15 de la ley 4 8- 
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CAUSA XCVI 

Criminal, contra CrUpifb Rosales, por homicidio 

Sumarió: Es justa la sentencia que condena a la pena de peni- 
tenciaria por tiempo indeterminado y accesorios legales, al 
autor, menor de edad, de un homicidio perpetrado con las 
circunstancias agravántes de preimditaciú.i y por promesas 
de pago. 

Casó: l*o explican las piezas siguientes: 



La Plau. Akosh» IT de 1912; 

Vistos y considerando: 

De las constancias de autos y de la confesión del procesado 
Rosales, prolijamente relatadas en al sentencia del señor juez, 
letrado, resulta ser aquél reo «le homicidio calificado: en electo 
confiesa < ís 22), que procedió a dar muerte a la victima, su 
compañero do carpa, de noche y mientras dormía, "inducido 
por su capataz, Juan Monessi, con promesa- de darle gran can- 
tidad de dinero y de salvarlo llegando el hecho". 

Estas circunstancias revelan que el reo proce lió con alevo- 
sía, >in peligro ile su parte y en vista de la recompensa pecu- 
niaria ofrecida, reforzada con la impunidad de su delito. 

Bancssi no lo violentó ni física ni moralmente para que lo 
perpetrara; se limita a aconsejarlo y a prometerle dinero para 
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después de consumado el crimen . véase declaración de fs. W- 
' por tanto, la calificación legal de este, encuadra dentro de 
la di^sicio» del artictdo .7. capitulo .. delito, centra a v.da 

k-ís, , letra a. de la ley 4.89. no pudiendp »pl-c l« 
de muerte, por tratarse de un délurcueitte menor de edad (ar^ 
üculo 59 dfil código penal), aun cuando, como en el caso su- 

^L, procedido con discernimiento, miando* de un 
sujeto íisica y psíquicamente sano (informe medico de fojas 

,P0) por estos fundaméntos. oído el señor procurador fiscal, se 
reforma la sentencia apelada, condenándose al procesado Cns- 
puioXsales a sufrir la pena de penitenciaria por tiempo inde- 
terminado y accesorios legales, con estas. 
Devuélvase para su cumplimiento. 

Leónidas Zavaíla. — Marceli- 
no Escalada. — A, Cuido 
Lavaile. 



mm DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aire. Noviembre 2 de 1912 

Vistos y considerando: 

Que la defensa, al reproducir lo alegado ?«^£¡* 
taheia a fojas gfc se basa en que. habiéndose onut.do la d.l.g n- 
cia prescripta por el articulo 2 6. del código de proced.m,entos 
e„ rSal,la ..resunción respecto al criterio del .-cesado 
v especialmente a su aptitud y discernimiento para delmqmr. 
dado que era menor de diez y ocho años aunque mayor de quina 
cuando cometió el hecho, debía interpretarse en sentido favo- 
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rabie, porque dicha omisión ilcjaba en duda la capacidad de 
Retales. 

One aunque esto fuera exacto, debe observarse que tal 
pretcn^n quedó desvirtuada desde el momento en que se prac- 
ticó el reconocimiento prescripto por dicho articulo, diligencia 
que justificó qué Rosales era física y psíquicamente sano, que 
sus facultades mentales estaban bien desarrolladas y que tenían 
discernimiento (conclusiones del informe de fs. 99 V^)> 

Que 1* pena impuesta en primera instancia podía ser agra- 
vada "por *) superior, con arreglo a la última parte del articulo 
6p3¿ código de procedimiento* en 1<» criminal y a lo reiterada- 
mente resuelto por esta corte suprema. 

Que |K»r lo demás, la confesión de Rosales, prestada a fo- 
jas 21, ratificada v ampliada ante el juez de la causa a fojas 25 
v 33 vuelta, reúne todos y cada uno de los requisitos estable- 
cidos por el articulo 310 de dicho código, y prueba acabadamen- 
te el delito tart. 321. código citado). 

Que consta de autos que el crimen se cometió de noche, 
cuando la victima. Cecilio Kgidio di Mario, dormía; que fué 
premeditado y que se ejecutó por promesas de pago y garantí;* 
de impunidad, formuladas por el prófugo Juan Bonessi. cir- 
cunstancias que determinan las agravante < del articulo 84. in- 
cisos 4 y 7 del enligo penal y letra b del inciso 3. artículo 17, 
lev 4189. 

Que en tale- condiciones, el hecho ejecutado por Rosales, 
ron íos caracteres mencionado*, está comprendido en lo dis- 
puesto por el articulo 17, inciso 3 letra a de la ley antes cita- 
da; pero, en atención a la minoridad del procesado, correspon- 
de aplicar el articulo 59 de! código penal. 

Por ello y fundamentos cordantes de la sentencia arla- 
da. <c la confirma, con costas. Xotifiquese original y devuel- 
va-e. 

•A. Bermejo. — Nicanor G. J>el 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 

Capanillas. 
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CAUSA XCVU 



Don José S. Dóriga en los autos seguidos por Dionisio Quiroga 
contra Máximo Barañano y oíros, sobre rñwndicacióm Re- 
curso de hecho. 

Sumario : En un juicio de reivindicación, discutido y resuelto 
dentro del derecho común y leyes procesales, no procede 
el recurso extraordinario del articulo 14. ley 4«. que 
baste a autorizarlo la simple referencia al principio de la 
inviolabilidad «le la propiedad. El punto de si la suprema 
corte de la provincia de Buenos Aires está ó no habilitada 
para resolver sin la intervención de todos sus miembros, es 
ajeno a dicho recurso. 

Cajo: Resulta del siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Alits. Noviembre J de 1912 



Austos y vistos: El recurso de queja por apelación denega- 
da deducido por el apoderad» de don José S. Dóriga, cesionario 
de los derechos de don Máximo Barañano. contra sentencia 
pronunciada por la suprema corte de la provincia de Buenos 
Aires, en los autos sobre reivindicación seguidos por d0£©£ 
nisio Quiroga contra el referido Barañano. don Pablo Milán?, 
don Demetrio Alvares y don Leoncio Ramos. 
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V considerando: 

Oue el recurso extraordinario previsto en cl inciso 3; ar- 
fado 14 de la ley rita* 48, de cuya delegación se queja el apo- 
derado «le don José S. Dóriga, ha sido fundado: i°. En que uno 
de IbS demandados, don Leoncio Ramos, fué condenado sin se' 
0W0 v se sostuvo ante la cámara y ante la corte de la provincia 
que tal proceder era violatorió de la cláusula constitucional, asi 
de la nación como de la provincia, según la cual nadie puede ser 
privado (le Sil propiedad ni -er condenado en forma alguna sin 
ser oído. J n . Kn que la corte se constituyó con sido tres de sus 
miembros, pronunciando sentencia sin hacer saber a las partes 
la forma en que >c constituyó; .V Que había planteado nate la 
misma la acción de nulidad de todo lo actuado por haberse se- 
guido d juicio contra Barañano, que hacia muchos años HaWa 
fallecido. 

Oue respecto del primer punto debe observarse que e! jui- 
cio de reivindicación ha sido discutido y resuelto dentro del 
derecho común y las leyes procesales de la provincia, cuya apli- 
cación es extraña al recurso extraordinario interpuesto (art. ip 
ley núrn. 4*». sin que baste para autorizarlo la simple referencia 
al principio de la inviolabilidad de la propiedad en una contro- 
versia sobre el mejor derecho a una cosa resido por las dispo- 
siciones del tódigo civil. 1 Fallos, tomo 114. página 136). 

Que el recurso de nulidad fundado en la no presentación 
al juicio de parte de don Leoncio ha sido resuelto c:i últimi 
instancia á is. 4X7 |*>r aplicación de las leve- de prócedimiéntos 
locales que no autorizan su deducción sino a los que hayan 

sufrido el pro <» el daño. 

Oue en cuanto a si la suprema corte de la provincia ha 
estado o no habilitada para resolver sin la intervención de todos 
sus miembros, es una cuestión regida por leyes orgánicas o de 
procedimientos y por lo mismo ajena a esta instancia extraor- 
dinaria (l-arroquete v. Tapia, resuelto en 3 de septiembre de 
1912). 

Que respecto á la acción de nulidad de todo lo actuado es 
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también extraña al recurso deducido ante esta corte, por haber- 
se fundado en el derecho común y declarado extemporáneo 
pór la corte «le la provincia i-.r aplicación «le sus proce.lnn.en 

tos locales i fojas 671 y 77»)- , 
Pór estos fundamentos, «.¡do el señor pr«.cura«lor general, 
se declara improce.lente el recurs... Archívese previa reposición 
del papel y devuélvanse los autos principales, con testnnomo 
de esta resolución. 

A. BERMEJ& — Nicanor U PBh 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — I- LOPE? 
Caiiax ILLAS. 



CAUSA XCVIH 

Criminal, contra Arturo Cores, por homicidio 

Sumario : \U ajnsta.la a derecho la pena de diez y .siete años y 
medio «le presidio y accesorios legales, impuesta al autor üe 
un homicidio perpetrólo con la circunstancia agravante de 
la reiteración y la atenuante «le la embriaguez. 

fajo: Lo explican las piezas siguientes: 

SUNTKNCIA BK LA CAMARA IIÍDKRAL 

La Pial», ArosIo 14 de 1912. 

V vistos; con>i«lcran«lo : 

1 

El delito «le homicidio perpetrado en la persona del fondero 
redm Matta. se encuentra comprobado en autos por todas las 
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constancias fiel sumario, habiendo sido individualizado el rey. 
Arturo Cores, -por los testigos presenciales, que sin discrepan- 
cia.-* lo lian reconocido y señalado en rueda de presos. 

II 

La muerte de Casimiro Escalada está comprobada |>or la 
partida de defunción de fs. 28 y por el informe médico de fo- 
jas 5, que atribuye su causa, a una herida de arma blanca en !j 
región del hipocondrio izquierdo. 

Respecto del autor de esta muerte existen en autos las si- 
guientes constancias. 

El testigo Xaula (fs. 20), dice que "vió" cuando el "pin- 
tor grande" lo agredió a Escalada con algo en la mano que le 
pareció un cuchillo, y que éste cayó al suelo, espirando al rato. 

Los testigos Ciilandeuggi ( fs. 16 vta.) y Vola (fs. 18) 
afirman que oyeron manifestar a Encalada, herida "ha sido el 
pintor grande". 

Estas declaraciones están corroboradas por el informe mé- 
dico citado, del cual resulta que la herida que ocasionó la muer- 
te de Escalada es de igual naturaleza que la de Matta. corres- 
]m mdiendo ambas "a una misma arma", idéntica a la del reo 
Cores, que fué la única de las halladas, en la cual se notaban 
muchas manchas de sangre I fs. ). 

Estas circunstancias, el incidente de la primera agresión 
del reo a Escalada y las declaraciones invocadas, son suficien- 
tes a juicio del tribunal, para fundar la convicción de que e! 
autor de la muerte de Casimiro Escalada es el procesado Ar- 
turo Cores i el pintor grande K 

III 

Con arreglo a los antecedentes expuestos, el inferior ha 
calificado legalmente el delito de autos: homicidio simple con la 
agravante de reiteración, art. 17. ¡he. 1. capítulo I ley .1189 y 
articrtlo 85 del código pena!. 



PF JUSTICIA DE LA NACION' 



153 



La atenuante de ebriedad, justamente computada por e\ 
a qno, resulta probada en autns. y reviste especial importancia 
en el caso si& judice, dada la forma inmotivada en que se han 
producido los hechos delictuosos, y el ambiente propicio a las 
libaciones excesivas, llevadas a cabo, en ocasión de un baile en 
una fonda (articulo 8i, inciso r, y 83. inciso 1, código penal). 

Por estos fundamentos y concordantes de la vista fiscal 
de fs. 52 se confirma en lo principal, la sentencia apelada, redu- 
ciéndose la pena impuesta a 17 años y medio de presidio y acce- 
sorios leales. Devuélvase. 

Leónidas Zavalla. — Marceli- 
no Escalada. — A. Guido 
Lavalle. 



FAM.O DE CA CORTE SUPREMA 

Buenos Airtt. NovUmbr* ñ de W2. 

Vistos y considerando: 

Que está plenamente comprobado que en la noche del 27 
de noviembre de 1910, pocos momentos después de terminar un 
baile que había tenido lugar en la fonda de Pedro Matta, si- 
tuada en Simson, jurisdicción del territorio nacional de la 
Pampa Central, fueron mortalmentc heridos, sucesivamente, 
Casimiro Escalada y el expresado Matta, falleciendo el pri- 
mero inmediatamente, y el segundo a las 3 p. m. del día siguien- 
te, a consecuencia de las heridas recibidas. 

Que así resulta del informe pericial de fojas 5 a fs. 6. de 
las partidas de defunción de fojas 28y 29 y de las demás cons- 
tancias del sumario instruido con tal motivo. 

Que está igualmente comprobado que el procesado Arturo 
Cores, es el autor y único resixmsabte de estos delitos, como to 
demuestran los informes recogidos por e! comisario de policía 
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de Realico en el lugar «leí suceso, a que se refiere la diligencia 
«le fojas i a fojas 3 - »o manifestado por los testigos examina- 
do, a fojas K, 14 a 15. 16, i/ a 10. 20 y 21 y te expuesto por 
Matta poco antes de fallecer, al ser interrogado s. conocía a la 
persona que lo había herido. 

( )uc dados estos antecedentes y concurriendo en el caso .a 
agravante de la reiteración y la atenuante de la embrtagtícz en 
que se encontraba el procesado en el momento de atentar contra 
la vida de Escalada v Matta. la pena que se le ha impuesto es 
estrictamente ajustada a derecho y conforme con lo dispuesto 
por |a lev de reformas al código penal en el articulo 17. inciso t. 

Por ello v mis fundamentos se confirma la sentencia ape- 
lada <le fojas '56. con costas. Noli f ¡«píese original y devuelvas- 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daháct. — D. E. 
Palacio.— L. LOPEZ Cabás illas. 



CAUSA XCIX 

Criminal, contra Antonio Spqggtori, por homicidio 

Sumario: Es justa la sentencia que condena a la pena de ca- 
torce años de presidio y accesorios legales, al autor de UO 
homicidio perpetrado con la circunstancia atenuante de 
irritación o furor de! reo. 

Caso: Resulta del siguiente: 



a 
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PALLO DI- LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airet. Noviembre 7 de 1912. 

Vistos v considerando : 
One por la sentencia de fojas 43. se condena al procesado 
Antonio Spaggiari a sufrir la pena de catorce anos 4^¡^ 
sus accesorios legales y costas del nieto, como autos de a 
muerte de José Délbehe, lo cua! está m¡g^^¿ 
por las declaraciones de los testigós presencies del hecha por 
ta partida «le defunción «le fojas .5. y a confeston del m mo 
presado, prestada ante las autoridades policiales del lugar 
deísmo (fojas % y .o, y ratificada a fojas $ ante el ,«* 

<1C ' Q?" «te delito ha siflo cometido en Trencl. jurisdicción 
del territorio nacional de la Pampa Central el día 24 de marzo 
del año 1011, sin otra circunstancia atenuante de su 8™™" 
q„e la del estado de irritación o furor del reo éñ las COndl^eS 
determinadas por el código pena!, artículo 83. meso 6, que la 
sentencia, recurrida tan sólo por el defensor del reo. ha temdo 

PrCS One dados estos antecedentes y las condiciones en que el 
procesado atentó contra la vida dé Delbene. en momentos en que 
éste hahia caido al suelo y se encontraba indefenso e .mpos.b.- 
litado de o,K>ner resistencia alguna, la pena impuesta no le 
causa agravio, ni podría ser elevada. 

Por ello y de conformidad con lo dispuesto por el articulo 
, 7 . inciso 1 de ta ley 41*. de reformas al código penal, se con- 
firma, con costas, la sentencia apelada de fojas 43 («>• * ot,fl - 
quese original y devuélvanse. 

A. BERMEJO. - NICANOR O. DEL SO- 
LAR. - M. P. DARACT.-D. E. Pa- 
lacio. — L. LÓPEZ Cabanillas. 

ifi La «lUada tal iUK HMM cnlirmad. pot U "»P<»«" •» 
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CAUSA C 



Don José Stoddart en autos con la Sociedad de Exposiciones 
Internacionales, sobre constitución de tribunal arbitral. Re- 
i tirso de hecho. 

Sumario : U interpretación y aplicación del derecho común ion 
ajenas al recurso extraordinario del articulo 14, ley 4»', 
sin (pie baste a autorizarlo la referencia a cláusulas de la 
constitución nacional. 

Caso : Resulta del siguiente : 



FALtO DE M> CORTE SUPREMA 

Buhoi Airti. Noviembre 9 *t 1912. 

Autos v vistos: El recurso de liecho por apelación denegada 
interpuesto por el representante de don José Stoddart contra 
un auto .le la cámara de apelaciones en Ib comercial de la capi- 
tal en e! incidente sobre arrendamiento del parque japones, pro- 
movido en el juicio de la sociedad anónima de exposiciones 
internacionales, relativo a la constitución de un tribunal arbitral. 

Y considerando: 

Oue la resolución apelada de fojas 51. se limita a declarar 
que el administrador de los bienes del Parque Japones esta ha- 
bilitado para confiar al empresario que ofrezca mejores con- 
diciones v garantías, la explotación del negocio mediante un 
contrato que asegure los derechos y obligaciones de las partes y 
deje a salvo los qué puedan corresponder a terceros. 
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Que esa resolución se basa en el derecho común cuya in- 
terpretación y aplicación es ajena al recurso extraordinario in- 
terpuesto, según lo dispone el articulo 15 de la ley mim. 48. 

Oue además, el señor Stoddart ha fundado su oposición en 
los artículos 1694 y <<*>5 «>el código civil (fojas 11) sin que 
baste para autorizar el recurso extraordinario deducido, la re- 
ferencia a los artículos 19 y "» de la constitución, hecha a fo- 
jas 24 (1), desde que la resolución apelada argumenta sobre 
la base de una prescripción legal. (Fallos: tomo 100, pág. 17; 

tomo 115, pág. 341 )• , . . . 

Que cabe agregarse que el recurrente admite que el ad- 
ministrador provisorio puede realizar por si mismo la explota- 
ción del negocio y aun arrendárselo, sin que ello importe la 
privación de su propiedad (fojas 11 vta.). 

|»or ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
procurador general, se declara bien denegado el recurso. Y 
considerando irrespetuoso el párrafo último, capítulo 1 del es- 
crito de fojas 7, téstese j>or secretaría, apercibiéndose al abu- 
rado Enciso y al procurador Fazio para que en lo sucesivo guar- 
den estilo. Repuesto el papel, archívese y devuélvanse los autos 
remitidos por vía de informe, con testimonio de esta resolu- 
ción. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



M8«ne»e» dl»P««»e.o«ee eoeeMucloeelee. nuettra iiwUde e» de «taitelw y que I» 
reiolucióe apelade te finid*!» ra le tqaiiad. 
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CAUSA Cl 

/>oji Leandro Carao, contra la provincia Je Buenos 4irm sobr ^ 
otorgamiento de escritura y entrega íé terrenos. 

Sumario : \ * Constando en escrituras públicas y otros documen- 
tos otorgado.* por cl demartdádo al actor, la toma dé pose- 
sión de un inmueble, efectuada por este último, no procedí 
ordenar cl otorgamiento de mía nueva escritura al solo ob- 
jeto de que el demandante obtenga otra constancia de que 
ha verificado la aprehensión de dicho inmuebe. 

jr Habiendo cl demandante exirnido al demandado de 
toda obligación respecto a la tradición de un inmueble y 
mediando un convenio |>or el cual aquél debía tomar pose- 
sión de los terrenos transferido., que estuvieren libres y de- 
mandar |>or mi cuenta a los ocupante.-* que hubiere, no pro- 
cede condenar al demandado a ia entrega de los referidos 
terrenos. 

Caso : Resulta del siguiente. 



lU.l.o iu: I.A CORTE SUPRRMA 

Bueno* Alreji. N-*\u inbrc 12 de 1912. 



Y vistos: 



Don Leandro García entabla demanda contra la provincu. 
de Buenos Aire-, exponiendo: 

Que por sentencia de 2 de Juitip de 1 nielada por ésia 
corte, dicha provincia fue condenada a escriturarle 229 hectá 
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reas. S3 áreas. 34 cent&reas. en la Estanzuela ««el Estad* parti- 
dos de Avellaneda y Lomas de Zamora; 

Que éh cumplimiento de esc fallo, se le ha hecho tran k 
yuc v i .. P „tiireas v 22 decímetros 

renda de 177 hectárea.. 49 // c * ntia Jf ! . ,_ . febrcro 
cuadrados, según la escritura que acompaña. de 25^ febrero 
«le 1000 de las que ha tomado únicamente posesión de 10 m 
tr 7 -> áreas! C*ce„tiárcas y * decimetros cuadrados, , 

da verificarse la entrega, can costas. , 

Q üc ¿1 doctor luán E. Sola p<.r la demanda, solicita el re- 
chazo, con costas, de la acción, exponiendo: 

m Otorgada la escritura de 25 de febrero de .909 tic que 
él actor, y en virtud de un arrezo celeln.de para 
SeSn «le la citada sentencia de 2 de Junio de .908, la pro- 

*S dio poder a Oareia para que «MW^gS» 

rrenos escriturados en la primera .echa y de lo £^ 
dan a la misma provincia en el terreno conocido por L-tanzuda 
d ¿ud facultándolo para deducir en caso de que hubiera 
„ antes interdicto de recobrar o cualquiera otra acción, 
' Que en ejercicio de ese poder. García se presento al juzga- 
do dlpl Avellánela y obtuvo posesión de «os terrenos que 

" PC « Tdc acuerdo con el arreglo referido García está obliga- 
do «Iniciar por su cuenta y bajo su garantía las acciones nece- 
ólas para tomar posesión de todos los terrenos escriturados > 
dc L^uenoloeL. pero „ue pertenezcan á «a prov mea y 
formen parte de la Kstanzuela. 

Que el actor no puede pretender que *e le dé posesión «te 
terrenos que ya posee, y que respecto a los que no posee, esen- 
SaS « no/del gestionarlos, si es verdad, como dice, que es- 
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tán indebidamente ocupados por terceros; sin que dependa de 
-ii voluntad el entablar o no las acciones del caso, pues se obligó 
a desempeñar esta gestión a su costa y garantía, y tal mandato, 
que deriva de un contrato, lo obliga ineludiblemente, y no puede 
renunciarlo, desdé qué no se ha pactado en su favor ninguna 
cláusula expresa de rescisión. 

Qtk si lo que se pretende es obtener una declaración judi- 
cial a los efectos del pago de la contribución directa, los recla- 
mos al respecto deben hacerse ante las oficinas de recaudación 
de la provincia y no ante esta corte. 

Que no procede la petición de que se declare a favor de 
García ta posesión del terreno que tomó a nombre de la provin- 
cia, porque ésta, al otorgar el poder de 7 de junio de 1909. que 
hizo valer García ante el juzgado de paz de Avellaneda, enten- 
dió hacerle tradición de los terrenos escriturados, cuya posesión 
lomara García, y no ha realizado ningún acto que le permita al 
mismo García suponer desconocidos o menoscabados sus dere- 
chos. 

(¿uc recibida la causa a prueba, háse producido la que ex- 
presa la certificación de fs. 52, habiendo alegado las partes á 
ís. 53 y 5'». respectivamente. $ 

Y considerando: 

Que los terrenos a que se refiere el pedido de que la pro- 
vincia reconozca al actor como poseedor, se hallan comprendi- 
dos en la escritura de transferencia de fs. 58. otorgada por la 
provincia al actor, t 

Qué atentos los- términos de esta escritura, los del jioder 
que en testimonio obra a fs. 4 del expediente " Gobierno de la 
provincia solicita una posesión judicial", agregado como prue- 
ba, y las manifestaciones explícitas contenidas a fs. 31 vuelta 
del escrito de contestación, no procede ordenar el otorgamiento 
de una nueva escritura, si fuere esto lo que se pretende, después 
de ias referidas manifestaciones, al solo objeto de que el ciernan- 
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alante obtenga otra constancia de que Ka verificado la aprehen- 
sión de \os inmuebles transferido- con la intención líe tenerlo 
como suyos (art. -2373. código eivij», o Sea de un hecho que los 
instrumentos preindicados justifican cumplidamente, máxime 
cuando consta que ha practicado ya actos posesorios con asenti- 
miento del anterior propietario < ís. 31 vuelta. 50 y 51 ; art. 2380. 
código civil ). 

Que el pronunciamiento directo y expreso de parte de la 
corte sobre este punto, que se pide en el alegato de bien proba- 
do (fs. 54). está fuera de los términos de la litis contestación 

(art. 13. ley 5°>- 

Qite en lo qüé hace a ¿a entrega de tos otros terrenos com- 
prendido- en la escritura de ís. 58. se desprende del mencionado 
poder de ís. 4. qué el demandante ha eximido a la provincia de 
toda obligación al respeto, desde que debía tomar posesión de 
las tierras que estuvieran libres en la Kstanzucla del Estado y 
demandar por su cuenta a los qué hubiesen ocupado o invadido 
otras tierras de la misma Kslanzuela. 

Qíie e! hecho de haber perdido Oareia el interdicto de reco- 
brar que promovió contra don Restituto Caraza e:i 19 de julio 
de 1909 i f-. 37 y 4Ó vuelta», no es susceptible de modificar las 
relaciones jurídicas establecidas en el mandato de que se ha he- 
cho referencia. 

Que tampoco cabe imponer a la próvhftíá la declamación de 
que le es imposible hacer la entrega de tierras demandada, con 
la reserva de derechos que >e indica fs. 16 y vuelta. 4. a ). pues 
según se ha visto, era al actor a quien incumbía gestionarla, al 
tenor del convenio que importa el respectivo mandato de 7 de 
junio de Hjoy. posterior a la escritura de fs. 58. 

Que las conclusiones precedentes fundadas en derecho cs- 
trietoTson también conformes a la equidad, dado qué fué Gar- 
cía quien denunció como fiscales los terrenos de que se trata, > 
líi provincia se opuso a la ubicación en ellos de los derechos que 
hahia adquirido aquél de Goyena y Mendicta. observando que 
exilian muchas reclamaciones de poseedores < fs. 5 y siguien- 
tes, fs. 14 v 4-» del expediente •García, don Leandro contra la 
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provincia de Buenos Aires, sobre cumplimiento de un contrato", 
qué ferina parte de la prueba del presente juicio. ífs. 50 y vuel- 
ta), de suerte que se han conocido oportunamente las condicio- 
nes especiales en que se hallaban aquéllos, y podido preverse 
las dificultades que ocasionaría el cumplimiento de la sentencia 
precitada de dos de junio de mil novecientos ocho, la que. por 
otra parte, las tuvo en cuenta y salvó expresamente los dere- 
chos de terceros (considerando final de h. 47 vuelta y 48)- 

Por estos fundamentos, no se hace lugar a 1a demanda.— 
Las costas se abonarán en el orden causado, en atención a la na- 
turaleza de los puntos debatidos — Xotifiquese con el original, 
y repuesto el papel, archívese. 

A. BkrmEJO. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. Lórsz 
Cauanillas. 



CAUSA CU 

Don Sebastián Se ala. en autos ion don Luis Scala, 
por cobro de pesos: sobre competencia. Recurso de hecho 

Sumario: Hp procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 48. contra un auto que resuelve una excepción de in- 
competencia de jurisdicción por razón del domicilio del de- 
mandado, fundada y resuelta con arreglo a las disposicio- 
nes del derecho común y leyes de procedimiento; no ha- 
biéndose puesto en cuestión, por otra parte, ni sido. jK>r lo 
tanto, materia del fallo, la validez o inteligencia de ninguna 
ley del congreso o cláusula de la constitución. 



Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Octubre 19 de 1912. 

Suprema corte: 

El recurso interpuesto ante la excelentísima cámara fede- 
ral fundado en el articulo 17 de la ley 48. es improcedente, por 
cuanto, como lo dice el referido tribunal, no se trata ex» estos au- 
tos de una contienda de competencia, en las cuales la corte su- 
prema tiene una jurisdicción originaria, con arreglo al art.culo 
9» de la ley 4055. sino la de excepción previa de comiretencia 
iK.r razón del domicilio del demandado. 

Aún en el supuesto que esta parte hubiera querido interpo- 
ner el recurso extraordinario <|ue acuerda el articulo 14 de la ley 
48 no seria tam|»oco procedente, por cnanto la «mica disposición 
que ha invocado en el pleito ha sido la que consigna el art.culo 
4.» del código de procedimientos, que esta excluido de la juris- 
dicción «le apelación de este tribunal. 

Pido a V. E. se sirva declarar bien denegado el recurso in- 
terpuesto y ordenar la devolución de los autos remitidos. 

Horacio R. Larrela. 



KALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buencs Aire», Noviembre 14 de 1912. 

Autos y vistos : 

Para resolver el recurso «le hecho por apelación A ;ada 
deducido por don Sebastián Scala en los autos seguidos por don 
Luis Scala ante el juez letrado del territorio nacional de la Pam- 
pa Central. 
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Y considérandp : 

(juc del informe de ís. <> qüe coücttcrcla con las constancias 
1. - aut-.. rcmiii<l.». |>ór la cámara federal de U Plata y qüe 
se han maridado agregar >in acumular-e. resulta que la senten- 
cia recurrida, que confirma la del inferior, resolviendo la arti- 
culación de previ.» y especial pronunciainientó prómfcvida a fo- 
jas jo. se limita a establecer, con arreglo a las prescripciones de 
las leyes del derecho común que Ctt 

e 

de! juez letrado de la Pampa Central para conocer en la deman- 
da deducida en el escrito de U i y -•. sobre rendición de cuen- 
y cobro de pesos. 

Que tratándose asi tic una excepción de previo pronuncia- 
miento sobre competencia de jurisdicción por razón del domici- 
lio del demandado, fundada \ resuelta con arreglo a las dispo- 
siciones del derecho común y leyes de procedimiento, el recurso 
extraordinaria fes improcedente dad» Ib dispuesto por el artícu- 
lo 15 de la lev número 4 S 

'une. por otra parte, resulta también que no <e ha puesto 
en cuestión, ni ha sido, por lo tanto, materia del fallo, la validez 
inteligencia de ninguna ley del congreso o clausula de la cons- 
titución, ni hay resolución contraria a la jurisdicción que pre 
ténde ejercer él juez del territorio nacional de la I'anma Cen- 
tral v que haga procedente en el caso la apelación deducida para 
ante 'esta corte, conforme a lo dispuesto |">r el articulo 14 de la 
citada lev. sin que concurra tampoco una contienda de compe- 
tencia sujeta a la jurisdicción de esta corte (art. «».". lev 4055 >• 
Por ello, v de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general. >c declara bien denegado el recurso 
deducido. - Notiííquese con el original y archívese previa re- 
posición <le sellos, devolviéndose a! tribunal de su procedencia 
los autos remitid.-, con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. - Nicanor G. del So- 
lar.- M. P. Daract.-D. E. Pa- 
lacio.— L. LÓPEZ CÁBANILUS. 



I»E JUSTICIA DE LA NACION 



CAUSA CTI1 

■r 

Crimi mi contra . \r mando I 'iritsoro, por homicidio 

Sumario- Es justa la scíítericia que condena a la pena de quin- 
ce años de presidio y accesorias légales al autor de un ho- 
micidio perpetrado écn la circunstancia atenuante de em- 
briaguez incompleta. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 



FAU.P DK l. \ CASI Vk.\ FEPBUAI.«K I.A PLATA 

l.a Pial». Septiembre '¿I de 1012. 

Y vistos: Considerando. 

El delito de homicidio perpetrado en la persona de Saverio 
Raspino e imputado al reo Armando Yirasoro. está legalmente 
constatado en autos, con las modalidades y circunstancias que 
expresa la sentencia del señor juez letrado. 

La beodez completa e involuntaria, alegada como eximente 
en favor de! procesado, no resulta comprobada: El testigo Or- 
zóla ( ík ■■> > manifiesta que • ninguno de ellos parecía torradlo' . 
refiriéndose a Yirasoro y su compañero Bustamante; Budde, 
f* o vuelta, dice que "le parecía que ambos estaban algo ebrios ; 
Borano. fs. 8. '<me no le pareció ninguno borradlo"; ITrteaga. 
fs. 1 1 vuelta, "que le pareció que estaban un poco ébrios" ; Bud- 
de. fs. i ?. "que Yirasoro no le pareció borracho'". 

Estos testigos son presenciales y vieron al procesado, y es 
cuanto, como lo dice el referido tribunal, no se trata en estos au- 
evi «lente que de sus dichos consignados no puede deducirse que 
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la ebriedad del procesado haya sido completa, toda vez que la* 
declaraciones, se expresan en forma dudosa. 

Estas circunstancias impiden dar la extensión de eximente 
a la ebriedad Jel procesado a que se refiere el informe médico 
de fs. 17, pero ella debe computarse como atenuante, en mé- 
rito de lo dispuesto en el articulo 83, inciso 1 • del código penal, 
y en la forma que lo ha considerado el señor juez a quo. 

Por esto y sus fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de fs. 41. 

Leónidas Zavalla. — Marcelino Escala- 
da. — A. Guido Lavallc. 



PALLÓ* DE LA CORTÉ SUPREMA 

Bueno* Aire», NovUmtfre 14 tf« 1012. 

Vistos y considerando: 

Que de autos resulta plenamente comprobada la existencia 
del delito de homicidio perpetrado por el procesado Armando 
Virasoro, en la persona de Saverio Raspino, el día dieciocho de 
mayo de mil novecientos once, en Metilcs, jurisdicción del terri- 
torio nacional de la Pampa Central. 

Que no se ha probado que el -stado de embriaguez en que 
se encontraba el procesado al cometer este delito, hubiera sido 
completo e involuntario, para poder invocar como una eximente 
de toda pena, conforme a lo dispuesto por el código penal. (Ar- 
ticulo 81, inciso i. 6 ). 

Que, por el contrario, las constancias dc4 proceso demues- 
tran que el procesado, inmediatamente de dar muerte a Raspino, 
se dió a la fuga y resistió la intimación que le fue hecha por 1a 
autoridad, lo que prueba que no se encontraba en estado de em- 
briaguez completa a que la ley se refiere. 
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Que así resulta también de lo manifestado por los testigos 
que han declarado en esta causa a fs. 5, 6, 8, 11 y 13. declara- 
ciones de las que se desprende que la embriaguez a que se refie- 
re el informe de fs. 19, no tenia la extensión que se le atribuye 

por la defensa. 

Que, por consiguiente, no habiendo sido completo el estado 
de embriaguez, sólo puede admitirse en el caso sub judice, como 
ana atenuante del delito de homicidio de que se trata, dentro de 
lo establecido por el articulo 83, inciso I." del código citado, en 
cuya virtud la sentencia recurrida no impone al procesado una 
pena mayor de la que por la ley corresponde al delito cometido. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma la sentencia apela- 
da («e fs. 52 (i), con costos. - Notifiquese original y devuél- 
vase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. IfirU 
Cabanillas. 



(I) Ucencia del lutsletwdo.eonBrraada P°r la Ornan federal, Impuso 
pana da quince ano* da prcaidio 1 •eetaorlM l«alea. 



168 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

CAI'SA CiV 



Criminal, contra Ambrosio Castro, por homicidio 

Sumario: La pena cié dieciocho aflos y medio de presidia y ac- 
Cesoriás legales, no causa agravio al autor de un trí]>Ie ho- 
micidio perpetrado con !a> circunstancias atenuantes pre- 
vistas en jps incisos 4.0 y 6.0 del articulo 83 del código 

penal. 

Ca-o: Lo explicán las piezas siguientes; 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Li Plata, hUyo 2* de 1912. 

Vistos y considerando: 

< )ue ésta debidamente comprobado en estos autos que el 
procesado Ambrosio Castro es e! autor del triple homicidio per- 
petrad.) en las personas de Ccfcrino Rosas, Miguel Antequera 

y Carmen Colín. 

Qtié las apreciaciones de hecho y de derecho que hace el 
inferior con toda minuciosidad y exactitud hacen inútil una re- 
lación de antecedentes y que la aplicación del derecho es legal, 
pues está basado con criterio eNaeto en las disposiciones de la 
ley 4189 «le reformas al código que rigen el CASO, al considerar 
como el delito de mayor gravedad lá muerte de Carmen Colin 
\ 1... homicidio**; de Cefcrino Ro^as y Miguel Antequera como. 
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agravantes de aquél, pues* asi lo dispone ei artículo 85 del códi- 
go penal; 

Que ios defensores del procesado han pretendido sostener 
la procedencia de la legitima defensa en s« favor y en último 
caso la aplicación del inciso 4 • del articulo 17 de la mencionad;, 
ley número 4189, pero no >c han preocupado ni de probar por 
ningún medio los extremos legales de aquel derecho, es decir, la 
agresión ilegitima, necesidad del medio emplead., para repeler 
esa agresión, y la falta de provocación del que se defiende, ni 
tampoco se han preocupado de probar la provocación de las vic- 
timas, indispensable para la aplicación de la disposición del inci- 
so 4.- del articulo 17 de la mencionada ley 4«»9- Él procesado 
estaba en este cas., obligado a probar la excepción indicada de 
su legitima defensa, porque nO habiendo cumplido con el debe, 
impuesto por el articulo 82 del código penal, de dar parte del he- 
cho a !a autoridad más inmediata y desprendiéndose de su pro- 
pia indagatoria v demás pruebas de autos que trató de ocultarlo 
cuidadosamente, la presunción legal es de que hubo exceso en 
su defensa. 

Esta presunción no resulta destruida por las circunstancia» 
del proceso sino que. por el contrario, se halla corroborada por 
la de haber resultado ileso el procesado en una lucha desigual 
contra dos hombres diestros, como son los indios armados de 
cuchillos y boleadoras, y -obre todo, por la muerte brutal e in- 
explicable de una mujer indefensa. 

Que el a quo al establecer o aplicar dieciocho años y seis me- 
ses de presidio en los antecedentes que relaciona, como.se ha 
dicho con toda minuciosidad y exactitud, ha procedido con todo 
acierto porque no siendo posible la acumulación de las penas de 
los trc« homicidio,, lía debido considerar, como lo ha hecho, el 
más grave que indudablemente es el de la Colín, como el delito 
principal v los de Rosa y Anfequera como circunstancias agrá 
vantcs v teniendo en consideración que militando atenuantes en 
favor del procesado, las determinadas por los incisos 40 y 0.0 
del articulo del código penal, ha aplicado un año mas que el 
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término medio de la j>ena qué determina el inciso i.° del articu- 
lo 17 <Ie la ley 4189. 

Que el pedido de la aplicación del ínáximun de esta pena 
que formula el señor fiscal del tribunal no es procedente, por 
que dacla la citada concurrencia de atenuantes y agravantes que 
lo favorecen y perjudican á la vez, ellos deben tenerse en con- 
sideración en la aplicación de la pena en la forma que lo hace 
la sentencia apelada, de un año más del término medio, porque 
las agravantes que perjudican al reo son, ante la ley, de mayor 
consideración que las atenuantes qué lo favorecen, de conformi- 
dad a !«■ dispuesto por el articulo 6." de la ley 4189, que al re- 
formar el Código iHMial lia establecido que en las |>e:ias divi- 
sibles por razón del tiempo b de la cantidad, la pena ordinaria 
del delito será el término medio entre el máximum y el míni- 
mum, pero los tribunales podrán abreviarla o prolongarla dentro 
de estos limites, con arreglo al carácter de las circunstancias agra- 
vantes o atenuantes. 

Ptir estos fundamentos y l»>s concordantes de la sentencia 
apelada de fojas ciento treinta y uno. se confirma en todas sus 
parte-, con costas. 

Devuélvase para su cumplimiento. 

LEONIDAS ZAVALLA -MARCELINO ESCALA- 
DA.— A. Guido Lavalle. En disidencia 
por la pena. 

PALLO DK LA CoRTi; St'l'RKM A 

Buenos Aire». Noviembre 14 de 1912. 
Vistos y considerando: 

Qúe la defensa en esta instancia relacionando los hechos 
desde su punto de vista, expresa que, cuando Carmen Colin ma- 
nifestó a Rosas y a Antefiera, cpie Castro le había impedido 
abrevar los ganados, se armaron de cuchillo y boleadoras y fue 
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ron a dar agua a sus haciendas, para concluir diciendo: "que lo 
que sucedió después, está perfectamente explicado en la confe- 
sión calificada de mi defendido, que debe aceptarse en todas sus 
partes por ser indivisible y por estar alionada en las anteriores 
declaraciones"; 

Que éstas ( Baigorrita, fojas i: Kdelmira Bengolea, fojas 
26. y Salustiano Agüero, fojas 108 >. como la confesión de Cas- 
tro, fojas 14 y 50, sólo dicen que fueron Rosas y Antequera los 
que se armaron: el primero, con boleadoras y cuchillo, y el se- 
gundo, con cuchillo tan sólo. 

Que aún aceptando en toda su extensión la indivisibilidad 
de la confesión del procesado, |H>rque nadie presenció la escena, 
y no obstante las circunstancias que aparecen en el proceso y que 
podrían desvirtuarla, es de observarse, que respecto a Rosas y a 
Antequera la califica diciendo qué fué agredido con las armas 
ya mencionadas, i>or lo que se vio obligado a proceder en la for- 
ma que confiesa. 

Que respecto a la Colín, dijo a fojas 14. que intervino des- 
pués "de muerto Rosas y cuando ultíniába a Antequera: y que 
no se daba cuenta cómo, involuntariamente, infirió las dos pu- 
ñaladas que presentaba el cadáver de aquélla. 

Que esta confesión fué ampliada y hasta cierto punto rec- 
tificada ante el juez de la causa a fojas 50. diciendo: que la 
primera puñalada le pegó porque se interpuso entre él y Ante- 
quera, y la segunda, porque se le fué encima. 

Que cualesquiera de los términos expresados que se acep- 
tase, siénipre resultaría que la muerte de la Colin fué causada 
mu un motivo que pueda explicarla o atenuarla, desde que ésta 
no tenia arma alguna y estaban ya tendidos y sin vida. Rosas y 
Antequera; además d'c lo inverosímil que resulta el hecho de 
que una mujer indefensa, de sesenta años de edad, después de re- 
cibir una puñalada, se venga encima del hombre que se la infiere. 

Que el acto de interponerse entre los combatientes y recibir 
por ello una puñalada, lo mismo que el de venírsele encima, tra- 
tándose de una mujer en las condiciones antes expresadas, no 
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puede reotitarse una calificación «le iá confesión, que sirvá; co- 
mo se lia dicho, para atenuar o excusar responsabilidades, en 
!-«• términos »U1 articulo 317 del código de procedimientos en 
'«» Criminal, máxime, si sé tiene en Cüeritá (jile la riña no -e pro- 
dujo por el hecha de dar de beber a ¡a hacienda, incidente que 
terminó con l.i resolución de Castro de retirara, según su pro- 
pia C< ;nVi-»n, sitio fK>r el apar;.- de ovejas solicita lo después por 
éste a Rosas, sin (|úc aparezca en ello la intervención de la Go- 
!in. en forma alguna, lo que, entre otros motivas, hace inaplica- 
ble a! casó articulo 17. inciso 4-"- 'vira A del código penal. 

Que en tales condiciones, forzo-o es reconocer que la* cir- 
1 (instancia* particulares de la causa, respecto al punto examina- 
do, nú destruye la presunción del articulo o.' del código penal, 
y por el contrario, patentizan claramente la intención criminal 
que debe presumirse. 

Que no habiendo apelado al Ministerio fiscal, no es posi- 
ble aumentar la pena impuesta por la sentencia recurrida, ijtie, 
e.i el caso, no causa agravio ai procesado. 

Ifyr ello y fundajnenfo? concordantes de la misma. se la 
cniirma. c©n costa-. Notifique-e original y devuélvale. 

A, r.rWMl.lo. — XtCANOU G. MSfc 
<MI.AH. — M. I'. 1)\KUT.— D. E. 
Pal vcios; — 1.. I. it»E& C vb wn.us. 
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¡uiit-ioih's. 

Vumtrñ,! Para -pie !a #tt* -n¡.miu. -L acuerdo cu ¡a parte 
i-nal leí i icÑ« ¿. . art. lev 7»>». intervenga en !'•> casos 
,k -..perintendenda a los fines previstos en vi inciso 4/. 
tica!,, , , .W "a k-y 4 <ó?. P» necesario que exista reincidencia, 

»: Kesulta de ta sigitie ite rBwfiSAifr; 



RESOLUCIÓN DE I.A CORTE SUPREMA 

Buenos Aire*. Noviembre 16 de 1912 

\.v atando en la* actuación^ elevadas a esta Corte ñor 
b ««mará federal de apelaciones de La IMa.a. ni en las resolu- 
ciones de la misma -le fs. o?, y h. <> W incidente aginado. <|UC 
esi-ta el caso de reincidencia que «quiere !a parte final del in- 
ciso 4 .". articulo 2? de (a ley X. 7 <Xf) para la rntervencioii de 
c-ia corte a los fines previstos en el inciso 4-\ . ! de la ley 

ao« : atento lo resuelto en casos análogos . fallos tomo 114 I»- 
¿H¡¡ ,90 : tomo .«5. M»* .7 y ó; k y oulo el señor prncura- 
,lor «e lera!, devuélvanle al tribunal de su procedencia. 

A. Bermejo.— Nicanor O. del Solar.- 
M. P. ÜARACT -D. E. PALACIO.-L 
LOPEZ CABANtLLAS. 
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CAUSA CVI 

¡.avalle y Compañía contra el h'errocarrU Central Argentino, por 

cobro de pesos 

Sumario: i." Las conclusiones de una sentencia relativas a ¡a 
manera como se efectuó la carga de una mercadería trans- 
portada |H.»r un ferrocarril, a los efectos de la responsabili- 
dad de la empresa del punto de vista de lo establecido en el 
artículo 258 del Reglamento de ferrocarriles nacionales 
no son susceptibles de revisión en la instancia extraordina- 
ria del recurso autorizado por el articulo 14, ley 48. Tam- 
p«K-o lo es, I*»r ser un punto de hecho, la decisión de <|ue. a la 
mercadería en Cuestión (caños de barro cocido destinado 
obra* de salubridad) no es ]>osible colocarla en la categoría 
de articulo* fragüe* (árt. 2^3 del citado reglamento). 

j." l'na empresa (le ferrocarril responde del daño causado 
a la carga, en un casó en que, probada la averia, el cargador 
se ajustó c:i mis reclamaciones a las prescripciones de la ley 
general de ferrocarriles i artículos >$ 7! y siguientes». 

Caso : I.o explican las piezas siguientes: 



ACUERDO DE LA CÁMARA COMERCIA DE LA CAPITAL 

Kn Buenos Aires, a 17 de septiembre do IQIp, reunidos los 
señores vocales en la sala de acuerdos; y traídos para conocer 
los autos seguidos por los señores Lavaüe y Cía. contra el ferro- 
carril Central Argentino, por cobro de pesos, .e practicó la insa- 
culación que ordena el articulo 256 del código de proee lim^ntos. 
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resultando de élla güe debían votar en el orden siguiente: docto- 
res Saavedra, Pérez, Estcves y López Cabanillas. 

Estudiados los autos, la cámara estableció la siguiente cues- 
tión a resolver: 

¿Es justa la sentencia apelada? 

El doctor Saavedra dijo: los actores demandan al ferroca- 
rril Central Argentino por cobro del importe de las averias cau- 
sadas durante el transporte de varias partidas de caños de barro 
cocido, destinados a las obras de salubridad de la ciudad de 
CóntolKi. 

La existencia de las averias está plenamente acreditada en 
autos por las cartas de porte de fojas 29 a 66, inclusives, y foja 
89 en las cuales hicieron constar los valores, el número y clase 
dé los caños que recibían averiados. • 

El recibo de esas cartas de porte, sin protesta alguna por 
parte de la empresa, en cuanto a la exactitud de las anotaciones 
puestas jK>r el consignatario, importa para aquélla un reconoci- 
miento tácito, pero inequívoco, de que realmente existian las 
averías anotadas. 

La importancia de tales averias no es. sin embargo, la que 
los demandantes pretenden porque-^y en esto coincide con el 
juez de i¿- instancia — éllos no han justificado las que dicen 
ocurridas en las mercaderías a que se refieren las cartas de por- 
te de fojas 65 a 107. Respecto de estas mercaderías no hay otra 
prueba que la afirmación de los demandantes, que sostienen ha- 
ber consignado en los ejemplares correspondientes a óHos, la 
existencia de averias. Dichos ejemplares no han sido presenta- 
dos en autos, y en consecuencia, ante la negativa categórica de 
la contestación a la demanda, no es posible dar por justificado 
c! hecho en cuestión. 

La argumentación de los actores de que la falta de presen- 
tación de esos documentos por parte de la empresa debe tener 
como sanción el reconocimiento de la verdad de lo que ellos afir- 
man, no tiene fundamento alguno jurídico, primero, porque no 
hay ley ni doctrina que establezca semejante sanción, en un caso 
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como el presente. *egundo, porque es urt T prjhapió en matéri&i 
proceda!, que en genera.) una parte no puede íéi obligada a pre- 
sontar documentos que prueben e! derecho de la contraria, y 
tercero, porque la empresa há alegado qUe dichas cartas de pt»r- 
te s¿ le han traspapelado, -ir. -un rancia ¿|Uc pudiéndo ser cierta, 
demuestra que su falta de presentación no es indicio seguro de 
que contuvieran lo* reclamo- que los actores indican. 

Justificado, pues, que han sufrido avenas ios artículos a qué 
se refieren las anotaciones de las cartas de porte de fojas 29 a 
66. llega el momento de decidir 'a cuestión rc'ativa a la responsa- 
bilidad de la empresa que la desconoce en absoluto. 

No conteniendo indicación alguna ia carta de porte sobre 
existencia de avenas en el momento de la carga, la ley presume 
que lás mercaderías Se han recibid*» en buen estado, y como es 
obligación del transportador entregarlas en el estado en que las 
ha recibido < Articulo 175. CÓdi de comercio), es evidente que ha- 
biendo fritado a esta obligación, en el caso de autos, la empre- 
sa está obligada a la indemnización corre<]w»ndiente. 

Ella sostiene, mu embarco, en primer término, que la ac- 
ción que s'e ha deducido esta ¡-rescripta, y en segundo, que se 
trata de transporte- especiales regidos por disposiciones que 
la eximen di- toda responsabilidad. 

Ka prescripción *c funda en .que la demanda ha sido enta- 
blada mucho después de las _>j horas <|ue el articulo i.83 del có- 
digo de comercio establece para las reclamaciones por averías. 

Para lecidir s.ihre !a procedencia de esta excepción se re- 
quiere, ante tO<¡0¿ lijar el alcance del citado articulo i8& cuya 
ínter) retación ha dividido a ios comentadores nacionales, doc 
teres Segnvw y Siburu. El primero, fundándose en que el arti- 
culo no dice reclamación, s¡nÓ acción de reclamación, sostiene 
que teta debe <er judicial, y que, por consecuencia, 'a extinción 
de! derecho ¡¿e opera, -i se dejan transcurrir 24 hora*, sin de- 
mandar judicialmente la indemnización correspondiente. El se- 
gundo* después tle citar ¡as fuentes del articulo, que hablan sim- 
plemente de reclamación, se expresa así': ''Aunque con alguna 
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.•oníuMÓn. c! articulo 183 legisla dos casos: el de averias exter- 
nas y el de averias internas. Para reclamar de t^tas últimas, 
acuerda un plazo de 24 horas, pero para reclamar las externas 
cxjgc una reclamación inmediata, puesto que sólo excepcional- 
mente conce le el plazo de 24 ' lor A s l )ara reclamar la averia «pie 
«e encuentre a! tiemi>o de abrir los bultos. Pero si de las averías 
internas, cotilo se pretende, delnr reclamarse judicialmente ha- 
brá (pie admitir que. que de las averias externas también se debe 
reclamar judicialmente en e! acto de la recepción, es decir, antes 
de las 24 horas, pues el articulo 183 no hace ningún distingo. 
Pero es inadmisible que este haya sido el propósito de .la ley, 
pues, para la reclamación judicial es indispensable un cierto 
tiempo a fin de prepararlo, y seria obligar a lo inasible, en 
la mayor parte de los casos, la exigencia de una reclamación in- 
mediata. Por otra parte, la disposición del articulo 182 excluye 
la idea de una reclamación judicial inmediata, y |K>r el contrario, 
presupone la reclamación posterior al reconocimiento de los 
efectos." 

F.stas palabras del doctor Siburu. constituyen, para mi. una 
demostración palmaria de que el articulo 183 del código de to 
mercio no se refiere a la reclamación judicial y que en su espi- 
nan, es bastante una reclamación privada dentro de las 24 horas 
para salvar el derecho del destinatario o cargador. 

Por mi parte, sólo agregaré que el propósito de la ley al exi- 
gir estos reclamos inmediatos, es que se conozca desde el primer 
momento el origen y la im|x>rtancia de la avería a fin de preve- 
nir |>osiblcs fraudes y evitar cuestiones de dificil comprobación, 
y que tal propósito se obtiene satisfactoriamente tanto con una 
reclamación judicial, como con una privada. 

Fijada asi la interpretación del artículo 183 del código de 
comercio, y teniendo e:i cuenta que los demandantes reclamaron 
por las averias en el acto de la recepción de !a carga, según re- 
sulta de las carta.; de porte, queda demostrada la improcedencia 
de la excepción de prescripción o caducidad alegada. 

La segunda defensa de la empresa se funda en la disposi- 
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ción del articulo 258 del reglamento de ferrocarriles. Esta de- 
fensa es absolutamente inadmisible porque en los transportes 
que han dado lugar a este juicio faltan todas las condiciones 
que ese articulo establece. Basta decir que no se trata de la car- 
ga de mercaderías por wagón, que la empresa convino en man- 
dar un empleado para contralor de la carga, y que el remitente 
lio selló con sellos propios los vagones, requisitos exigidos por 
dicho articulo para concluir que la empresa no puede escudarse 
. en esa disposición para eludir su responsabilidad. Asi fué juz- 
gado también por la dirección general de ferrocarriles, que re- 
chazó esta defensa de la empresa porque "se ha comprobado no 
sólo que no han sido sellados los vagones con sellos propios de 
los remitentes, sino que tampoco los materiales han sido carga- 
dos por los mismos". 

Sólo agregaré sobre este punto, que si se pretendiera que la 
Sociedad Anónima del Puerto del Rosario, con cuyos sellos iban 
los vagones, era representante de los demandantes en su relacio- 
nes con el ferrocarril, tal pretensión está terminantemente des- 
autorizada jior la nota de fs. 180 en que dicha sociedad maní 
fiesta qtté "no ha celebrado ni tenia por qué celebrar contrato 
algltno con los señores La valle y Cía. para la carga en los vago- 
nes del ferrocarril de los materiales que venían a su consigna- 
ción". 

Otra defensa de la empresa es que las cosas transportada* 
eran extremadamente frágiles, y que por tal razón, y en virtud 
de lo que dispone el articulo 263 det reglamento, está exenta de 
toda responsabilidad. 

La carga era de caños de barro cocido destinados a obras 
de salubridad y basta ver las condiciones de resistencia que ese 
material debía tener, serón las especificaciones de fs. 117. para 
comprender que no es verdad que se trate de cosas frágiles. Por 
lo demás, y aún prescindiendo de lo que resulta de esas especifi- 
caciones, es un hecho de experiencia general que esa clase de ca- 
ños ofrecen una gran resistencia, y que no es posible colocarlos 
en la categoría de artículos frágiles. Con razón, pues, la direc- 
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ción de vías de comunicación decía: "Se trata en el presente 
caso de caños de barro cocido, cuya solidez y espesor no permi- 
te que la sola trepidación del tren pueda averiarlos, salvo que 
hubieran sido cargados en condiciones que les facilitaran co- 
rrerse dentro del vagón y chocar entre sí o por fuertes golpes 
al efectuar maniobras con los vehículos cargados, y ello se prue- 
ba que es en estos casos que puede» ocurrir averías con la de- 
mostración hecha por el reclamante, quien en muchos otros trans 
portes y tratándose del mismo artículo y cargados en esos mis- 
mos puntos, han llegado en perfecto estado, lo que importa afir- 
mar que los caños de que se trata no pueden ser considerados 
como los clasificados de frágiles a que se refiere el articulo 263". 

A la misma conclusión llegaba la autoridad administrativa 
que decidió el reclamo de los demandantes cuando decía: 

"Que tampoco es aplicable en este caso el artículo 263 del 
reglamento general con que pretende la misma empresa eludir 
responsabilidades, pues se trata de caños de barro cocido y de 
un espesor tal que sólo el mal acondicionamiento o fuertes gol- 
pes dados a los vagones al efectuarse maniobras jiodrian haber 
ocasionado las roturas de qué se reclama y no por fragilidad del 
material de referencia". 

Xa os exacto, pues, auno lo afirma la empresa, que se trata 
del transarte de cosas frágiles, y i>or consecuencia, es inadmi- 
sible la cláusula de irresponsabilidad que contienen algunas de 

'as cartas de i>orte. 

La última defensa se funda en que los demandantes no pro- 
cedieron en la forma establecida |x>r el artículo 182 dd código 
de comercio. Ella es también inadmisible en el caso subjudice 
por la razón fundamental de que la empresa al recibir sin pro- 
testa las reclamaciones del destinatario, aceptó implícitamente 
¡a existencia de las averías con lo cual resultaba innecesaria la 
comprolwción pericial, requerida sólo cuando ocurriesen dudas 
sobre el estado de los efectos al tiempo de la entrega. 

Improcedentes, pues, las defensas de la empresa su respon- 
sabilidad resulta impuesta por !as disposiciones legales que an- 
tes he citado, aún prescindiendo de las convenciones expresas 
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probada* en las carias con que se há instruido esta demanda. 
Por esta razón, es decir, porque se trata ríe tin caso de resppnsar 
hilidad legal, qué la contractual tío Hace Uño confirmar, pienso 
que es equivocado el falló de i.' instancia en cuanto absuelve 
a la empresa de la responsabilidad por ios transportes anteriores 
a la fecha de las cartas referida*. Existieran o no esas cartas, 
la responsabilidad sería la misma, porque c'la emana de la ley 
) ii'» de ia convención; l.a empresa debe ser condenada, ]*>r con 
siguiente, a pagar todas las avenas probadas, esto es ; las que re- 
sultan de las cartas de porte de fs. X) a 66 y fs. So., debiendo fi- 
jarle P'»r peritos el precio de los electos en el lugar y dia de la 
Entrega, ya qué resulta de las mismas cartas de porte y demás 
prueba producida, que dichos articu!< > quedaron inútiles para 
los objetos propios de su liso. Voto, pues, en este sentido, como 
asi también por que las costas se paguen en el orden en (pie se 
han causad... teniendo en cuenta que 1<>* actores no han conse- 
guido ti do 'o que demandaran. 

Por análogas razones, los doctores Pérez. Kstévcz. y López 
Cabanillas se adhirieron a! voto anterior. 

Cotí 1<> que terminó esté acuerdo que firmaron ios seíiore* 
vocales: doctores López Cabanillas, Pérez, K.stévez. y Saavedra. 
\\\w mi. — Eduardo M. Xaón. 

F.s copia del nri^inal qite corre a toja* 433 de) libro 10 bis 
de acuerdos comerfiáJes. 

Eduardo M. \\uU¡. 



SKNTKM'I \ 

Buenos Aire*, Septiembre y tic 1910 

Y visto * ; 

Por e! mérito que ofrece el acuerdo que precede se reforma 
la sentencia apelada, condenándole a la empresa del ferrocarril 
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Central Argentino a pagar a tos actores el valor que fijen peri- 
tos por los artículos que han resultado averiados, según las car- 
ta- de porte de fs. 29 a W» y ís. 89. debiendo efectuarse el pago 
dentro de diez días después de lijado el precio y con los intere 
ses íe$í*ecttv<ís a estilo de banco, desde el día de la demanda, y 
se confirma dicha sentencia en cuanto exime a! vencido del pa- 
gü dé las costas. — Repónganse los sellos y devuélvanse. 

L. LoPHZ CABANlLtAS. - CARUS .V. ÜVE 

Pérez. — Miguel Esteves. - Dieoo 
Saavedra. 

Ante mi. 

Eduardo M. Saón. 



1AI.I.'» uh I. A CORTK SÜPRKMA 

ftueno» Aires. Noviembre 16 de 1912. 

■ 

Vistos del recur-.' entablado por el Ferrocarril Central 
Argentino centra sentencia pronunciada por la cámara de ape- 
laciones en lo criminal, correccional y comercial de esta capital, 
en los autos seguidos contra aquél por Lávalle y Cía., sobre co- 
bre) de pesos, de los que, en 1>» pertinente, resulta: 

One la demandada opuso en su defensa que las roturas sufri- 
das en el material transportado desde c! Rosario hasta Córdoba, 
no se habían comprobado "en su oportunidad de acuerdo con el 
único procedimiento !egal que es el que establece el articulo 182 
del código de comercio y articulo 48 de la ley de ferrocarriles" ; 
v que aún suponiendo que la contraparte estuviese en tiempo pa- 
ra intentar su acción y se hubiesen producido las roturas a que 
alude, la demanda nn podria prosperar: i.° Por no haber inter- 
venido la empresa en la carga y descarga y haber llegado intac- 
tos los sellos a su destino. (Alt 258 del reglamento de ferroca- 
rriles nacio<in!e«i : 2/- Por iratarse de carga extremadamente 
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frágil como era la transportada, lo cual ha sido reconocido por 
los mismos actores, y esta circunstancia, de acuerdo con el ar- 
ticulo 263 del reglamento citado, eximia do responsabilidad a la 
empresa (fs. 18 vuelta). 

Y considerando: 

Que la sentencia recurrida de fs. 271 establece que la defen 
>a fundada en el articulo ¿58 de! reglamento de ferrocarriles "es 
absolutamente inadmisible porque en los trans(>ortes que han da- 
do lugar a este juicio, faltan todas las condiciones que ese ar- 
ticulo establece. líasta decir que no se trata «le la carga de mer- 
caderías ¡K>r vagón, que la empresa convino en mandar un em- 
pleado para contralor de la carga, y que el remitente no selló con 
sello propio los vagones, requisitos exigidos jn>r dicho articulo, 
para concluir que la empresa 110 puede escudarse en esa disj>os¡- 
eión para eludir su rcsi>onsahilidad v (fs. 274 vuelta). 

Que, con arreglo a los términos del articulo 1.4, ley número 
48 y a lo reñidamente resuelto, las conclusiones de hecho que 
acaban de con signar se, concernientes a la manera como se efec- 
tuó la carga, no son susceptibles de revisión en esta instancia ex- 
traordinaria ; y partiendo de ellas, es indudable que el articulo 
reglamentario mencionado carece de aplicación en e! caso. 

Oue la misma sentencia considera que no favorece tampo- 
co al Ferrocarril Central Argentino, el artículo 203 del reglamen- 
to, en atención a que la carga era de caño-i de Iwrro cocido, des- 
tinados a obras de salubridad, caños que ofrecen una gran re- 
sistencia y <pie no es |n»sib!e colocarlos en la categoría de articu- 
los frágiles, aceptando a! respecto lo resuelto jmu* la dirección de 
vía^ de comunicación i t\ 275 y vuelta). 

Qué a esta decisión sobré un plinto de hecho es aplicable lo 
dicho anteriormente. 

Que no se ha invocado el articulo 48 de la ley 2873 preten- 
diéndole que él establece un procedimiento diverso del que or- 
dena e! articulo 182 del código de comercio, para resolver las 
• ludas que ocurrieran entre el consignatario y el acarreador so- 
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bre el estado de los efectos a! tiempo de la entrega y términos 
distintos del fijado por el artículo 183 del mismo código, a los 
fines de hacer reclamos (fs. 18 vuelta, 233, 264. 29» y otras;. 

Que la interpretación y aplicación que de las disposiciones 
del derecho común recordadas hace la sentencia de fs. 271, no 
puede dar lugar al presente recurso extraordinario (art. 15, ley 
número 48). 

Oue. por otra parte, el articulo 48 prescribe que las dudas 
que sTirjan sobre el precio y peso, insuficiencia del embalaje o 
cubierta de los bultos y estado de la mercancía, deben someterse 
a la inacción gubernativa o al juicio de arbitradores, sino es- 
tuviera presente en la estación ningún inspector y el remitente 
no quisiera esperar la intervención de la dirección de ferroca- 
rriles. 

Oue. conforme a lo dispuesto en el articulo 71 y siguiente 
de laley 2873, los agraviados por hechos u omisiones de las em 
predas ferroviarias pueden ocurrir directamente a la dirección 
general y ésta, con audiencia de dichas empresas, debe ordenar 
investigaciones, «leí modo y por los medios que juzgue conve- 
nientes (Fallos, tomo 115. pág. 3«5)- 

Oue asi se ha procedido en el caso ( fs. ido y siguientes). 
,¡endo de observarse que el Ferrocarril Central Argentino no 
alegó ante la dirección general que se hubieran omitido las for- 
malidades del citado articulo 48 ( fs. 161) ; ni ha impugnado du- 
rante el juicio la validez de la resolución administrativa de fo- 
jas 2 y 164. en concepto de haber admitido un reclamo extempo- 
ráneo', sino «>or ser "completamente equivocados e improceden- 
tes las conclusiones a que arriba, contrariando y desconociendo 
el significado de los términos empleados y los ¡nfo*ies técni- 
cos de esa misma repartición'' (fs. 19 vuelta 1. 

One ni aparece de autos que se haya invocado también el 
articulo 2(.2 del reglamento de ferrocarriles, antes de la me- 
moria presentada ante esta corte (fs. 291). ni dicho articulo, s. 
a él se refiere la cita de fs. 255 vuelta, favorecería a la empresa. 
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desde que la sentencia declara que e! transporte origen del jui- 
cio no era de cosas frágiles. 

Por estos fundamentos* se confirma e! fallo apelado en la 
parte que lia podido ser materia del recurso. — Xotiííquese con 
c! original y devuélvanse, debiendo ser repuestos los sellos ante 
el inferior. 

A. BiJRAlKJO. — Nicanor (i. URL 
Solar. — M. P. Daract. — 
O. É. Palacio. 



r.\rs.\ mm 

Tomás y Compañía, cu autos con la aduana de la capital, 
sobre comiso. Recurso de hecho 

Sumario: Las causas ]H)r contrabando de aduana se encuentran 
comprendida.-*, por su objeto y procedimientos que en ellas 
se sigue, entre las de " materia criminal" a que se refiere el 
articulo 4. de la ley 7055. Por lo tanto no procede en cau- 
sis de ésa especié el recurso de apelación ordinaria previs- 
to en el artículo 3* de la ley 4055. 

Caso : Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SlM'Rí-V A 

Buenos Aire», Noviembre 21 de 1912. 

Autos y vistos, considerando: 

Que el representante de los señores Tomás y Cía. se queja 
ante esta corte de que la cámara federal de apelaciones dé la ca- 
pital, por aplicación del articuló 4? de la ley número 7055 le ha 



- 

M JUSTICIA !>E LA MACIOM 185 

denegado. el recurso ordinario de apelación previsto en el articu- 
lo 3. de la ley número 4055 que había interpuesto contra sen- 
tencia condenatoria de aquella cámara en una causa sobre con. 
trabando de aduana. 

Que se ha tratado en el caso de la aplicación de la penalidad 
establecida por las ordenanzas y por la ley de aduana que puede 
alcanzar hasta la prisión de tres años y siguiendo los trámites 
fijador por las mismas y por el código «le procedimientos en lo 
< a riminal, reconocido como supletorio de aquéllas. (Artículo 1070 
y sus concordantes de las ordenanzas de aduana; artículo 52. 
ley número 4933 ; fallos, tomo 70. pág. 443)- 

Que las causas de esa especie por su objeto y procedimien- 
tos, se encuentran comprendidas entre las de "materia crimi- 
nal" a que se refiere el articulo 4 de la ley número 7055. ( Fa- 
llos, tomo 114. pág. ?79). 

One en el caso que se cita de l.el»eque y Cía., sobre infrac- 
ción aduanera, esta corte abrió el recurso ordinario denegado 
por la cámara federal de la capital, porque la sentencia de ésta 
habia sido pronunciada en 19 de abril de 1910, o sea, con ante- 
rioridad a la promulgación dé la ley número 7055 que; por esa 
circunstancia, expresamente invocada por el señor procurador 
general, no le era aplicable. 

Por ello, no ha lugar a la queja deducida y archívese, re- 
poniéndose el papel. 

A. I'kkmkjo, — Nicanor O. DEL 
Solar — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. _ L. Lói»kz 

C MIAN ILLAS. 
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CAUSA CVIII 

Doña Carmen Bordera de Camina, su sucesión; contienda 

de competencia 

Sumario : i.° Iniciado un juicio sucesorio ante dos jurisdicciones 
distintas, corresponde su conocimiento al juez ante quien 
aquél fué iniciado con anterioridad, aun cuando resulte de 
autos que el causante, al tiempo de su fallecimiento, tenia 
su domicilio en la otra jurisdicción. 

2 * Tratándose de sucesiones vinculadas, la del ascen- 
diente debe atraer a la de su heredero. 

Caso; Resulta del siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

fettMft Airen, NovteabitSS 1W2. 

# 

Vistos bs de la contienda de competencia entre el juea d« 
primera instancia de la capital, y el de igual clase de La Plata, 
para conocer de los autos sucesorios de doña Carmen Bordera 
de Camina, 

Y considerando : 

Que aún en el supuesto de que las declaraciones de los tes- 
tigos doctor A. M. Silva, doctor M. S. Sanabria y don Manuel 
A. WeigeJ (fs. 44, 49 vuelta y 50 vudta del expediente remitido 
de La Plata), tengan mayor fuerza probatoria que las de los tes- 
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tigos don L. Barberis, don P. Bianchi, don J. Canale, don G. Ca- 
riac y don L. G. Velazco (fs. 76 a 79 vuelta del mismo expe- 
diente), y que deba admitirse con arreglo a las primeras que 
doña Carmen Bordera se hallaba domiciliada en Morón (pro- 
vincia de Buenos Aires) en la fecha de su fallecimiento y 110 e» 
esta capital, es de observarse que ante los tribunales de la últi- 
ma se había iniciado en 1898, con mucha anterioridad al promo- 
vido en La Plata ( 1903). el juicio sucesorio de la expresada do- 
ña Carmen, conjuntamente con el de doña Luisa Valdez de Bor- 
dera. . . 

Que los bienes dejados por doña Carmen consistían, en par 
te al menos, en los que debía heredar de dicha doña Luisa, ma- 
dre de la misma (fs. 5 vuelta del expediente tramitado en la 
capital), de tal suerte que las sucesiones de ambas se encuen- 
tran vinculadas; y desde que la ley permite acumularlas, la de 
la ascendiente debe atraer a la de su heredera. 

Que, por otra parte, a los fines del articulo 3284 del código 
civil, aparece que la expresada doña Luisa tenía su domicilio en 
esta capital (fs. 6 y vuelta, fs. 8). 

En su mérito, y de acuerdo con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara que el juez competente para conocer 
de la presente causa es el de Ta capital federal. — Remítansele, 
en su consecuencia, los autos y avísese por oficio al juei de La 
Plata, debiendo reponerse el papel ante el primero. 



A. Bermejo. — M. P. Da*act. — 
D. E. Palacio. — L. Lo«* 
. Cabanillas. 
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r.xrs.v eix 

SMí TluUmessinffer, su cxtrq&fctón, sotkUada por el tjpbkn^ 
alemán, iúu ttrso de hecho 

Sumario; ¡Ro tiene carácter de definitiva a los» tinos ílei recurso 
autorizado por el articulo 3, . inciso 4' de la ley 4055. ia 
resolución ordenando e! arroto provisorio de un extranje- 
ro a pedido de un ministro diplomático, hasta tanto lleguen 
los documentos necesarios para presentar e! pedid»» de ex- 
tradición. 

( tísp: !-<» explican ¡as pieza- siguientes: 



RESOLUCION l»K I.A C AM \KA gKDKRAL DE LA CAI .AL 

Bueno» Aires, Septiembre a de 1912. 

Vistos y considerando: 

Que. como lo observ.» el señor fiscal de cámara en su dic- 
tamen de fojas 13. el articulo ¿7 de la ley número 1612 concor- 
dante con el articulo 673 del código de procedimientos en lo 
criminal, establece que puede ordenarse el arresto provisorio k 
un extranjero a pedido de un ministro diplomático, hasta tanto 
l¡eguen los documentos necesarios para presentar e! pedido de 
extradición, en las condiciones expresadas por las disj>osie¡oncs 
legales referidas. 

Que. por otra parte, según lo sostiene el auto recurrido, 
ningún precepto legal limita el alcance de aquellas disposiciones 
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a los casos cu que existieran tratados de extradición con la re- 
pública, siendo, por consiguiente, prescripciones de ¿j^fti gene- 
ral que pueden invocarse en cualquier caso. 

Que, i>or tanto y de conformidad con el fallo de la corte 
suprema, tomo 91, pág. .257, e! auto recurrido es perfectamente 
arreglado a derecho en virtud de lo cual se lo confirma. 

(Jue en cuanto al pedido de inmediata libertad del detenido, 
formulado en el escrito qué antecede, corresponde sea desecha- 
do, por resultar de autos que los recaudos del caso fueron pre- 
sentados a! gobierno argentino en fecha 12 de agosto ppdo., y 
la detención se efectuó en 18 de julio anterior, lo que importa 
no haber transcurrido el mes y medio qué la ley fija como plazo, 
para presentar los documentos que corresjx>nde, vencido el cual 
procede levantar la detención provisoria. 

Dejándose sin efecto la medida para mejor proveer dictada 

a ís y en mérito de haberse remitido los recaudos del b£iQ, 

vuelvan los autos al juzgado de su origen. 

Ayustin Urdinarrain. — Daniel Goytia. — 
Juan A. Gañía. — Amtel Pendra 
Cortés. 



DICTA MKX UKI. Sr. PROCltftAlXJR GKXERAt, 

Buenos Airo». Noviembie 22 de 1912. 

Suprema corte: 

El recurso de apelación lia sido bien denegado por cuanto 
i., disposición del ártica:.. 3.", inciso 4.* de la ley 405? «c refiere 
a las sentencias definitivas que dicten las cámaras federales de 
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apelación, no teniendo «se carácter la que ha motivado este re- 
curso. 

Pido a V. K. asi se sirva declararlo ordenando la devolución 
de los autos remitidos. 

Horacio K. Loneta. 



PALLO DK L\CÜRTlí si'l'KKMA 

luinn Airti, Novltmtrt 2n dt IJI2. 

■ 

Auto» y vistos : de conformidad con lo expuesto y pedido 
por el Señor Procurador (ieneral y fundamentos de la resolu- 
cuín de la Cámara Federal de Ablaciones de la Capital, <lcnc- 
gatoria del recurro interpuesto, no ha lugar al de queja que se 
deduce y archives*, devolviéndose los autos principales con tes- 
timonio de esta resolución. 

'A. Bkrmkjo. — Nicanor Ci. mt 
Solár. — D. K. Palacio. — 
1„ LóPRl Capan illas. 



CAUSA CX 

Criminal, contra Segundo Días, por homicidio 

Sumorio ; Rs justa la sentencia que condena a la pena de dieci- 
siete artos y medio de presidio y accesorias legales al autor 
de un homicidio simple, sin circunstancias atenuantes ni 
agravantes. 

Caso : Resulta del siguiente : 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Airtt, Novfcnbrt 28 dt 1012. 

Y vistos: Para conocer del recurso de apelación deduci- 
do en la presente causa seguida contra Segundo Díaz, por el deli- 
to de homicidio perpetrado en la persona de Víctor Osorio, el día 
15 de Julio del año 191 1. 

Y considerando: 

Que está plenamente comprobada en estos autos la muerte 
de Víctor Osorio, cuyo cadáver fué encontrado en d paraje de- 
nominado ' Us Ramad¡tas , \ jurisdictón de "El Odre", duodéci- 
mo departamento del Territorio Nacional de La Pampa Central. 

Que de las diligencias practicadas por las autoridades de 
policía del lugar en que fué encontrado d cadáver de Osorio, 
resulta que éste tenia en la cintura un cuchillo, cabo de madera! 
envainado y que despojado que fué de sus ropas para exami- 
narlo, se le encontraron tres heridas de bala, una en el lado iz- 
quierdo "región del corazón" a la que se le atribuye su muerte, 
otra en el brazo «Id mismo lado y la tercera en la última falange 
del dedo meñique de la mano derecha, con fractura dd mismo 
a consecuencia de la bala. Diligencia de fs. 2, informe pericial 
de fs. 12 vuelta y partida de defunción de fs. 15 vudta. 

Que el procesado ha reconocido ser el autor de este delito 
y esta manifestación reúne las condiciones exigidas por dere- 
cho para surtir los efectos legales de la confesión con arreglo a 
lo dispuesto por el Código de Procedimientos en lo Criminal, 
artículos 316 y 321. 

Que. aunque el procesado califica su confesión al manifestar 
que se vió en d caso de hacerle a Osorio cinco tiros de revólver 
y darle muerte para librarse de sus amenazas, sus antecedentes 
personales en otros hechos delictuosos a que se refiere el infor- 
me de fojas 42 y los qirt se desprenden de sus relaciones con la 
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mujer «le la victima* arrojan presunciones graves en su contra 
que desautorizan tal calificación coii arreglo a lo dispuesto en el 
articulo Jfjj dé! Códjgó citado, y de conformidad con lo estable- 
cido por está Corte en casos análogos, tomo 85, pág¿ 287; tomo 
oo.pág. 144- 

Que dados los antecedentes de la causa que quedan expues- 
lós f debe cou>idcrarsc el delito cometido por Díaz, como un ho- 
micidio ¿imple, sili circunstacias atenuantes ni agravantes y jus- 
ta por Ip tanto la pena que se le lia impuesto, con arreglo a lo es- 
tablecido en el articulo 17, inciso l * de la ley número 4i«S«> de 
reformas al o*»rlij-*> pena!. 

Por ello se confirma, con costas, la sentencia apelada de 
foja* 40. 1 1 » Xotifiquese original y devuélvanse. 

A Bermejo. — Nicanor (',, 

Sol.AK. — D. K. lV\I.Allo. — 

!.. LorKZ Cauwii.i.as. 



0) La sentencia del juez letrado, CMifirtnada por la timara federal, Imponía 
al reo la pena de diez y siete anos y asedio de presidio y accesorias legales. 
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CAUSA CXI 

Criminal, contra Laureano Antonio Martines y Santos Escudero 
Larrañaga, por falsificación y circulación de billetes falsos de . 

banco 

Sumario: i. # La imperfección de los billetes falsificados y cir- 
culados, lo mismo que la de los medios empleados y el 
monte del daño causado, pueden ser circunstancias dignas 
de tenerse en cuenta para graduar la pena determinada por 
la ley, pero no para cambiar la naturaleza del delito com- 
probado. 

2.° — La pena de once años de presidio y mil pesos de 
multa no causa agravio al autor de] delito de falsificación 
y circulación de billetes falsos de Banco. 

Casos Lo explican las piezas siguientes: 



PALLO M LA CAMARA FEDERAL DE LA PLATA 

U Plata, Scpticairt 21 fe »S2. 

Vistos y considerando: 

Que si la defensa en esta instancia combate las conclusio- 
nes de la sentencia apelada, no es a mérito de encontrar injusti- 
ficada la mala f¿ con que se ha procedido en la circulación de 
los billetes falsos, origen de este proceso, sino porque haciendo 
suya la opinión de un tratadista, es "seguro que la imitación de 
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la moneda puede revi st ir un grado tal de imperfección» que no 
sea susceptible fie engañar ni aún al ojo menos clarovidente", en 
una palabra porque la "imperfección es una circunstancia ex- 
cluyeme de toda criminalidad, cuando resulta imposible desco- 
nocerla". 

Pero es que. si bien los billetes circulados, lian sido falsifi- 
cados de manera bien imperfecta, grosera si se quiere, su imper- 
fección no es de tal naturaleza que baga imposible al ojo menos 
clarovidente, su confusión con los verdaderos, sobre todo tenien- 
do en cuenta que se han circulado de noche, entre gentes poco 
expertas, como acertadamente lo hace notar el fallo recurrido, 
hasta tal punto que una de las victimas, fi\ cochero a quien se le 
dio un billete de diez pesos, para pagarse el coste de un viaje de 
un peso, devolvió el cambio de nueve. 

Oue, jx>r otra parte, el principio general tratándose de fal- 
sificación, es para que esta pueda ser reprimida legalmente, es 
necesario qtíe la mutación de la verdad, pueda causar o cause 
perjuicio con arreglo al criterio establecido en la ley de refor- 
mas al Código Penal, perjuicio que se ha llevado a cato en el 
caso sub judie?. 

Pero aunque asi no lo fuera, este criterio de penalidad pa- 
rece haber sido atandonado por la ley especial de moneda a 
estar a su art. g, el que reprime con pena corporal la circulación 
de piezas de aspecto semejante a la moneda nacional, "conte- 
niendo avisos'* |>ara el público o con cualquier otro pretexto. 
Con más raasón debe decidirse que ha queritlo reprimir, aún la 
falsificación grosera, como la que acontece en autos, capaz de 
engañar por su aspecto general a gentes sencillas. 

Por estas consideraciones y fundamentos de la sentencia 
recurrida, este tribunal la encuentra arreglada a derecho, modi- 
ficándola sin embargo, en cuanto se refiere al monto de la pena 
impuesta, el que se eleva a once años de presidio, teniendo en 
cuenta, que las atenuantes computadas a los procesados, ( i ) no 
autorizan la reducción hasta el mínimun. 

<i> So existir en contra dt lo» oroecaadoa. ma'oa antecedente», ai hiber »ufri- 
4o ninguno le ejiot dettncWn alguna. » eitar c'e»HU»dos como honrado* y trate» 
Udorea, a«t como ti hedió da no htoetc amoteado proctdlmleato científico e* ta 
lalalNcKión (Considerando 4* de la anntenda dtt inca letrado.) 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



199 

i 



Devuélvase para su cumplimiento' en oportunidad, sino 
fuera llevada en apelación para ante la Corte Suprema de Jus- 
ticia de la Nación. 

LEONIDAS ZAVALLA.-MARCELINO ES- 
CALADA. - Antonio L. Marce- 

NARO. 

FALLO DE LA CORTE SUPRIMA DE JUSTICIA 

Bátaos Aires, Novltmbrt 30 de 1912. 

Vistos y considerando: 
Que ante la confesión explícita y terminante de los proce- 
sados Laureano Antonio Martínez y Santos Escudero Lar ra na- 
ga, fojas, 2Z f 31, 45 vta. 47, ratificada a fojas 69 y 70, la decla- 
ción de los testigos y damnificados Pedro Serrés Cambot, fojas 
1; Francisco PaWo Morosi (.hijo), fs. 14; Elvira Avila, fs. 16; 
Sinforiano Ruiz, fs. 18, y Telmo Arias, fojas 20. e informe de la 
caja de conversión corriente a fs. 83, no es posible dudar que el 
delito imputado a aquéllos es el comprendido y penado en el ar- 
tículo i.° de la ley 3972. 

Que la imperfección de los billetes, falsificados y circulados, 
lo mismo que la de los medios empleados y el monto del daño 
causado, podrán ser circunstancias dignas de tomarse en cuen- 
ta para graduar la pena determinada en la disposición legal an- 
tes citada; pero no para cambiar la naturaleza del delito com- 
probado de falsificación y circulación de billetes de diez pesos 
moneda nacional. 

Que el ministerio fiscal no ha apelado de la sentencia de que 
se trata, por cuyo motivo no es posible aumentar la pena que 
se impone a los procesados; y debe, en consecuencia, decirse 
que ésta no les causa agravio. 

Por ello y fundamentos concordantes, se la confirma, con 
costas.— Notifíquese original y devuélvase. 

A. Berbejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
L. López Caban illas. 
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NOTA 

En diez y seis de noviembre de mil novecientos doce, la 
corte suprema ordena el archivo de la queja por retardo de jus- 
ticia, formulada por don Alejandro Krey, contra la cámara fe- 
deral de apelaciones de La Plata, por conceptuarla infundada. 



CAUSA CXII 

Don Viéíprio Pellegrino contra Baciyalupo y compañía limitada, 
por resolución de un contrato y daños y perjuicios; sobre 
competencia. 

Sumario : Es juez competente para conocer de los pleitos en que 
se ejerciten acciones personales, con preferencia al del do- 
micilio del demandado, el del lugar señalado explícita o 
implícitamente para la ejecución de un contrato, cualesquie- 
ra que sean las prestaciones que se demanden, ya principa- 
les, ya accesorias. 

Caso : Resulta de las piezas siguientes : 

RESOLUCION DEL Sr. JUEZ DE PAZ LETRADO DE LA PRIMERA SECCION 

DE SANTA FE 

Santa Pe, Septtt««ft2 de 1912. 

Vistos y considerando: 

Que es cuestión fuera de debate — aceptada por el mismo 
señor juez exhortante — que en materia de acciones personales 
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es fuero preferente, a] del domicilio, el correspondiente al lugar 
del cumplimiento del contrato. 

Que, además, no hallándose este sitio expresamente desig- 
nado en la convención, debe ser el establecido de acuerdo con la 
voluntad presunta de los contrayentes, teniendo en ciu nta la na 
turaleza de la prestación a ejecutarse (arts. joi, 747 y 1212, có- 
digo civil; Freytas, 1963; Caravantes, números 255 y 289, to- 
mo I ; Manresa, tomo I, pág. 177 y siguientes; A. M. Rosigue*, 
comm. al código de procedimientos sobre el articulo 4/, páginas 
35 y 3 6 ; Segovia, nota al 747; Estasén, tomo III, pág. 219 y si- 
guientes; Llerena (segunda edición), tomo III, pág. 246; ju- 
risprudencia constante de la suprema corte nacional, entre otros, 
los fallos que se registran en los tomos 12, pág. 13 ; tomo 19, pá- 
gina 1 1 ; tomo 42, pág. 39). 

Que en el sub judicc ambas circunstancias concurren a de- 
terminar esta ciudad como punto donde debe tener lugar la rea- 
lización de las obligaciones cuya efectividad se persigue. Esta 
conclusión surge claramente, no sólo de los antecedentes de la 
causa y constancias de los documentos acompañados a la deman- 
da — los que deben reputarse auténticos ya que no han sido im- 
pugnados (art. 239, código de procedimientos civiles) v — sino 
de los propios términos del escrito del contrario al interponer la 
inhibitoria. 

En efecto : Si el contrato motivo de la contienda, es de com- 
pra-venta mercantil con determinación de calidad conocida en 
las mercaderías que constituyen su objeto, estableciéndose, ade- 
más, que ellas sean remitidas a esta capital, como se hizo en ia 
ejecución parcial, no puede existir duda de que tanto de la in- 
tención tácita de las partes contratantes, como de la naturaleza 
misma del contrato, resulta ser esta localidad d lugar designado 
para su cumplimiento. Puesto que el comprador debe recibir y 
verificar aquí la calidad de la mercadería, quedando entonces, 
y no antes, hecha la tradición y consumada la venta (art 456 y 
demás concordante* del título IV, libro II, código de comer- 
cio), es ante esta jurisdicción donde serán cumplidas obliga- 
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cioncs convenidas y, en consecuencia, es este juzgado el compe- 
tente, con privilegio, para seguir entendiendo en esta causa. 

Debe pues así declararse, denegándose la inhibitoria soli- 
citada. 

Por estos fundamentos y los aducidos por el señor fiscal 
ad hoc en su dictamen de fs. 30, resuelvo: no hacer lugar a la 
inhibitoria requerida por el señor juez de comercio de la capital 
federal, doctor Ricardo E. Cranwell, declarando que este juz- 
gado es el competente para entender en la causa. En consecuen- 
cia, diríjase oficio al señor juez mencionado con transcripción 
de la presente a los efectos de que, dando por suscitada la con- 
tienda de competencia, remita los autos a la excelentísima su- 
prema corte nacional, a cuyo tribunal se elevarán en oportunidad 
estas actuaciones, con nota. llágase saber y transcríbase. 

José A. del Sastre. 

i.nt£ mi: Conrado A. Pujol. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bu* nos Aire*, Dklembit 7 d» 1912. 

Vistos los de contienda de competencia entre el juez de paz 
letrado de la ciudad de Santa Fe y el de comercio de la capital 
de la nación para conocer del juicio promovido por don Victo- 
rio Pellegrino contra la sociedad " Bacigalupo y compañía limita- 
da", sobre resolución de un contrato y daños y perjuicios; 

Y considerando: 

Que, según resulta de los autos, los demandados vendieron 
al actor en la ciudad de Santa Fe, por intermedio de un corredor, 
las mercaderías que se expresan en la demanda, celebrándose al 
efecto el contrato de compra-venta que ha dejado de cumplirse 
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en parte, y con cuyo motivo se gestiona su resolución y el pago 
de daños y perjuicios. 

Que la inhibitoria promovida por los señores Bacigalupo y 
compañía limitada, lia sido fundada exclusivamente en la cir- 
cunstancia de que el demandado está domiciliado en esta capital. 

Que, como consta en los documentos con que se ha instruí- 
do la demanda, se trata de una compra-venta mercantil previs- 
ta en el art. 456 del código de comercio, según el cual, confron- 
tada la calidad de las mercaderías con !a de las muestras y en- 
contradas conformes, se tendrá por consumada la venta, quedan 
do los efectos por cuenta del comprador. 

Que 110 consta, además, que los efectos hayan sido remiti- 
dos desde esta capital a Santa Fe por cuenta y riesgo del com- 
prador. 

Que. i>or otra parte, conforme a lo declarado por esta corte 
suprema en reiterados casos análogos, es juez competente par* 
conocer de los pleitos en que se ejerciten acciones personales, 
con preferencia al del domicilio del demandado, el del lugar se- 
ñalado explícita o implícitamente para la ejecución de un con 
trato, cualesquiera que sean las prestaciones que se demanden, 
ya principales, ya accesorias. (Fallos, tomo 45, pág. 101; 92, 

pág. 330. y i ! 3. pág s - '55> 356 y 392)- 

Por ello, los fundamentos concordantes del auto de fs. 37 
y de conformidad con lo pedido por el señor procurador general, 
se declara que el juez de paz letrado de la ciudad de Santa Fe, 
es el competente para conocer del juicio referido, a quien, en 
consecuencia, se remitirán los autos, haciéndose saber por oficio 
esta resolución al señor juez de comercio de la capital. Notifí- á 
quese original y repónganse las fojas. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 
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CAUSA CXIII 



Don Félix Cueto, en los autos seguidos por el fisco nacional con- 
tra los agentes del vapor "Independencia*', por defrauda- 
ción a la renta de aduana: sobre personería. 

Sumario: La personería que el articulo 69 d¿ la ley de aduana, 
? número 4933, confiere a los participes en los comisos o 
multas, no se halla limitada a periodos determinados de los 
juicios de contrabando, defraudaciones o contravenciones en 
que aquélla haya sido reconocida ; por lo que, el denuncian- 
te a quien se ha tenido por parte en tales juicios, tiene per- 
sonería. para intervenir en los de ejecución de las senten- 
cias recaídas en los mismos. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

-1 

AUTO DEL Jt'EZ FEDERAL 

Bahía Blanca, Mayo 4 de 1912. 

Autos y vistos : Considerando : 

Primero: Que si bien — y en virtud de lo dispuesto por eí 
articulo 69 de la ley de aduana, — el contador don Félix Cueto 
ha intervenido en la sustanciación del juicio a que dió lugar su 
denuncia, esc juicio quedó terminado con el fallo dictado por la 
Exorna, cámara, a fs. 192, confirmando el de este juzgado de 
fs. 169, que, a su vez, fué confirmatorio del pronunciado por 
el señor administrador de la aduana a fs. 50. 
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Segundo: Que, a petición del nombrado denunciante, fun- 
dada en haberse dictado resolución definitiva en dichos autos, 
fueron ellos devueltos a la aduana a los efectos del cumplimien- 
to de la sentencia, procediéndose entonces en la expresada re- 
partición a practicar la liquidación que obra de fs. 204 a 207 y 
que arroja un total de $ 26.188.46 cts. m|n., estando compren- 
didos en ella los derechos correspondientes al fisco. 

Tercero: Que interpretando el señor administrador de 3a 
aduana las actitudes asumidas por el despachante don Celedo- 
nio M. Carminatti y por el procurador don Emilio Pianacci co- 
mo una negativa al pago de la antedicha liquidación, resolvió a 
fs. 219 ajustarse a las disposiciones de los artículos 175 y 176 
de las ordenanzas elevando los autos al ministerio de hacienda 
para que se persiguiera el cobro |K>r la vía ejecutiva. 

Cuarto: Que, en vista de ello, el poder ejecutivo nacional, 
por decreto que obra a fs. 222. confió al señor procurador fis- 
cal de esta sección el cobro de la suma de $ 26. 188. 46 m|n., o 
sea, el del importe total que arroja la aludida liquidación. 

Quinto : Que de los antecedentes relacionados se desprende 
que no se trata ya del procedimiento establecido para el caso de 
apelación de resoluciones dictadas por los administradores de 
aduana en el que los denunciantes o participes son factores coad- 
yuvantes de la acción fiscal (art. 69), sino que se trata simple- 
mente de la ejecución de las penas impuestas, pasadas en auto- 
ridad de cosa juzgada y que se han traducido en la liquidación 
general antes referida; ocurriéndose entonces al juzgado, no poi 
vía de apelación, sino por vía directa en cumplimiento de lo pres- 
cripto por los artículos 175 y 176 de las ordenanzas de aduana 
y en virtud de no existir en los depósitos de la misma mercade- 
rías de los deudores. 

Sexto : Que siendo ello asi y habiéndose cometido al señor 
procurador fiscal las gestiones tendientes al cobro de la liqui- 
dación practicada por la aduana, el denunciante señor Cueto, no 
tiene, a su vez. derecho para ejercitar acción ejecutiva con el 
mismo título presentado por el señor procurador fiscal; y esto 
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por varias razones: a» Por que ese titulo no le pertenece, no ha 
sido expedido a su favor, no está, en ín. a su disposición ; b) 
Por que. como se tía hecho notar en el considerando 3.". la ley, 
qüe antori/a expresamente !a intervención del denunciante en la 
substanciación 4 de la apelación, cuando sfi trata dé uúa pena apli- 
cada íart. 69), no contiene la misma disposición expresa cuando 
se refiere al procedimiento directo para el cobro de las multa* 
y, |mr el contrario, implícitamente excluye dicha intervención al 
establecer en los artículos 175. 170, 1029 y 1030 de las ordenan 
zas, el procedimiento a seguir; c) Por que la liquidación es una 
y única y no resulta de ella un crédito solidario a favor del fisco 
y del denunciante; d) Por que estando comprendidos en la mis- 
ma liquidación los derecho> correspondientes al fisco no le co- 
rresporide al denunciante la representación fiscal, no pudiendo. 
por tanto, gestionar el payo del crédito de! fisco. 

Séptimo: Oue ello no obsta a que en su o|M»rtunidad per- 
ciba el denunciante su parte correspondiente en la liquidación, 
o sea, cuando llegue el caso de proceder a la distribución de 
acuerdo con los ya citados artículos 10J9 y 1030 de las orde- 
nanzas. 

Octavo: Que, finalmente, debiendo el infrascripto guardar 
y hacer guardar el buen orden en los juicios, no puede admitir 
la doble acción pretendida |>or el señor Cueto en esta ejecución, 
por no tener aquélla resultado práctico alguno y ser. además, 
inconciliable con el recordado principio, bastando para demos- 
trarlo la simple lectura de su escrito de presentación por parte, 
en el que pretende formar incidente y su]>editar a su criterio el 
del juzgado con motivo del ejercicio de una facultad privativa 
de éste, cual es la del decreto de una diligencia para mejor pro- 
veer autorizada j»or el articulo 16 de la ley de procedimientos. 

Por estas eon>¡deracioncs, el juzgado resuelve no hacer lugar 
a la petición de don Félix Cueto de ser tenido por parte en las 
gestiones iniciadas por el señor procurador fiscal |K>r cobro de 
pesos, debiendo, en consecuencia, devolvérsele el escrito que 
antecede. Y siendo manifiestamente irrespetuosa la frase con- 
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tenida en el mismo, que el infrascripto subraya en este acto, 
téstese por el actuario y apercíbese por ello a sus firmantes. 
Notifíqucse, regístrese y repóngase las fojas. 

£. Marcnco. 



RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA 

U Plata. Agosto 27 de 1912. 

Y vistos; 

Por sus fundamentos se confirma el auto apelado de fojas 
doscientas treinta y ocho. 

Devuélvase: 

Leónidas Zoralla. — Marceli- 
no Escalada. — A. Guido 
Lavalle. 



DICTAMEN DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte : 

El recurso de apelación interpuesto en estos autos contra 
la sentencia de la Exma. Cámara Federal de La Plata es pro- 
cedente, |x>r halarse discutido la inteligencia del artículo 69 de 
la ley de aduana, siendo la decisión pronunciada contraria al 
derecho que una de las partes invoca en su favor, en virtud de 
lo dispuesto por el citado artículo (art. 14, ley 48 y 6 de la 
ley 4055). 

Estimo qué el fallo apelado debe ser revocado, pues en el se 



204 



FALLOS l*E LA roRTE SUPREMA 



establece una interpretación restrictiva del art. 09 de la ley de 
aduana vigente. Oicha disposición confiere a los participes en los 
comisos o multas una amplia intervención en los juicios de con- 
trabandos, defraudaciones y contravenciones, facultándole para 
ejercer una acción propia independiente de la que comjK'te al 
ministerio fiscal. Tal acción de los denunciantes participes no 
puede considerarse, dentro del texto y espíritu de la ley citada, 
como coadyuvante de la del ministerio fiscal, sino como propia 
e independiente. Los términos mismos de la ley en el articulo 
citado imponen esá interpretación, como asi mismo ella resulta 
de los conceptos vertidos en la discusión parlamentaria que 
precedió a su sanción (tomo 112, pág. 307 de los fallos). 

De acuerdo con el texto del mencionado articulo y la doc- 
trina y decisión que informan esc fallo, es indudable que en 
estos auto*. réCQñocido al denunciante Cueto por sentencia 
firme áil derecho a percibir la suma correspondiente en la de- 
nuncia por él seguida contra el üoyd Itahía Blanca, tiene per- 
sonería y acción en nombre propio p0r el monto de su crédito 
para intervenir en el juicio hasta hacer realmente efectivo su 
cobro, y a este efecto debe ser considerado como parte en el 
juicio seguido ]>or t «l ministerio fiscal contra el Lloyd i>or cobró 
de la cantidad que ha sido condenado a pagar en favor del fisco 
por los derecho-i aduaneros adeudados y del denunciante Cueto. 

Pido a V. E. se sirva revocar el fallo apelado. 

Horacio R. Larrcta. 



PALLO DE U CORTE SLTREMA 

Buenos Airet, nieleinbrc 10 de 1912. 

Visto-* y considerando: 

Que el articulo 69 ríe ta ley 4933 al disponer que los partí- 
cipe- en 1"- o 'misos o multas sean considerados como partes 
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en lo* juicios de contrabando, defraudaciones o contravenciones, 
cuando asi lo soliciten, no ha limitado esa prerrogativa a peno- 
dos determinados de dichos juicios, ni existe en el caso motivo 
especial para separarse de la regla general de procedimiento 
que reconoce personería en la ejecución de las sentencias que 
imponen prestaciones civiles, a los que han tenido en las actua- 
ciones anteriores a ellas. 

( )uc por el contrario, el citado articulo 69, reproducción del 
articulo 33 de la ley 3.20O, tuvo el propósito, fuera de otros y 
en cuanto se infiere de los antecedentes de su discusión parla- 
mentaria, de que los juicios sobre contrabando, defraudaciones 
o contravenciones se vétiliiárún y terminaran sin las dilaciones 
ntíe sé habían venido produciendo (D. 1). 1894. U, P»g- I28 5>. 
v es manifiesto que el interés fiscal no puede conceptuarse alcan- 
zado con el simple pronunciamiento de una sentencia condena- 
toria, sino cuando la misma se haga efectiva. 

Oue la liquidación de fs. 204 importa un titulo a favor del 
denunciante señor Cueto, desde que en ella asi como en la icso- 
lución de fs. 90, confirmada por las sentencias de fs. 169 y 19a 
se ha determinado la parte que corrcs,K>ndc a aquél en la con- 
dena. 

Que el decreto .leí V. E. Nacional ( fs. 222 1 por el que se 
manda pasar el expediente al procurador fiscal de la sección 
Bahía Manca para que inicie v ,-rosiga juicio contra la sociedad 
"1 lovd Bahía lllanca" v su fiador do,, Emilio l>u,.-at i>or cobro 
de la suma que expresa la mencionada planilla de .8. 204. no 
puede entenderse en el sentido «le que haya querido excluir la 
intervención del denunciante en las diligencias judíenles refe- 
ridas, a que se agrega que si asi no fuera, el primero c-recena 
de valor respecto del último (art. 86. inc. 2.", constitución na- 
cional). 

Por ello v de acuerdo con lo dictaminado por el señor pro- 
curador general, se revoca el auto recurrido, declarándose que 
el denunciante señor Cueto tiene personería para intervenir en 
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la ejecución de 4iie se trata. Notifiquese con el original y de- 
vuélvase, debiendo reponerse el papel ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P, Daract. — 
D. E. Palacio. — L López 
Cavan illas. 



CAUSA CXIV 

1 V 

Criminal, contra Juan Baldcrrama, Juan Manuel Sepúlveda 
V Desiderio Troncoso, por homicidio 

Sumario: Mediando la atenuante prevista en el articulo 83, in- 
cisa 8." del código penal, que la ley de reformas, número 
41») ha dejado subsistente. corresj>onde aplicar la pena de 
veinte y cinco años de presidio y accesorias legales al reo 
del delito de homicidio iwrjwtrado con las circunstancias 
agravantes de reiteración, nocturnidad, asaltos y robos en 
desfilado. El menor de edad, reo de los misinos delitos, 
cometidos con las mismas circunstancias agravantes, es pa 
sible de la jwna de penitenciaría por tiempo indeterminado, 
atento lo dispuesto en el artículo 59 del código penal ; pero 
no habiendo sido apelada en esa parte la sentencia, corres- 
ponde confirmar la pena impuesta, de veinticinco años de 
|>eniteneiaría y accesorias legales. 

Caso: Resulta de la siguiente: 
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Buenos Aires. Diciembre 10 dt 1912 



Y vistos: 

En la apelación interpuesta por el defensor «le los proce- 
sados Juan lial.lerra.na. Juan Manuel Sepúlvcda y Desiderio 
Troncoso, contra la sentencia de la cámara federal de La 1 lata, 
que condena al primero a la pena de muerte, al segundo a vem- 
ticinco años <le presidio y al tercero a veinticinco anos de peni- 
tenciaria : 

Y considerando: 

Que los diversos delitos que han motivado el presente pro- 
ceso, perpetrados todos en la campaña del departamento de 
"I as Minas" territorio del Ncuquén. consisten: Primero: en el 
asalto v rolK, de dinero y armas realizado ñor llalderrama y 
Clodomiro Parada, también condenado por sentencia firme, en 
la noche del diez y ocho de julio de mil novecientos nueve, en 
casa de doña María Cerda, viuda de luientes, a la cual llegaron 
aquéllos solicitando que les dieran de comer, y mientras eran 
hospitalariamente atendidos por el hijo de aquella. 1 rebisto 
Fuentes, v su .peón Manuel Alarcón, Balderrama y su cómplice, 
sacando repentinamente sus armas, amenazaron con ellas a es- 
tos, les ataron v obligaron a doña María a entregarles ochocien- 
tos dncuenfe'pesos chilenos y una carabina Winchester con va- 
rios tiros; Segundo: en un hecho análogo perpetrado pocos días 
después, al obscurecer del veinte y tres del mismo mV^.J^ 
derrama, en compañía de Juan Manuel Sepulveda, Desiderio 
Troncoso y Luis Navarrete. en la casa de negocio de Bonifacio 
Herrera, en circunstancias de hallarse éste ausente, de lo que 
aprovecharon los reos para intimidar con armas y amenazas de 
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muerte a la esposa de Herrera y a sus peones, a quienes ¿taron, 
consiguiendo asi que aquélla les entregara doscientos cincuenta 
pesos y cincuenta gramos de oro, asi como un niauser y algunos 
otros artículos de almacén; Tercero: en el doble homicidio co- 
metido horas después, en la misma noche, en la persona de los 
comerciantes Spir Cura y Salomón Wete. y herida a la esposa 
del dueño del negocio Abraham Cura, hermano del primero, 
quienes- fueron asaltados en su propia casa, a la que llegaron los 
itt¡$mQS cuatro autores del delito anterior, solicitando que les 
vendieran maíz para sus cabalgaduras, y mientras Spir y Salo- 
món pcsal>an el grano, Balderrama desnudó precipitadamente 
su revólver y descerrajó contra ellos varios balazos, secundado 
pof Xavarrete y Troncoso, mientras Sepúlveda cuidaba los ca- 
ballos afuera, con la consigna de hacer fuego sobre cualquiera 
que intentara apoderarse de ellos p auxiliar a las víctimas. Muer- 
tos los dos turcos y herida de bala Sofía Jacquer de Cura, los 
asaltantes sujetaron en la cama donde se hallaba enfermo a 
Abraham Cura, se apoderaron del dinero y oro en polvo que te- 
nia, y no contentos con eso, por una perversidad brutal, descar- 
garon todas sus armas de fuego sobre los cuerpos ya inanima- 
dos de aquéllos, produciéndoles las numerosísimas heridas que 
éstos presentaban y st? hallan descriptas en el informe de fs. 2; 
primer cuerpo de autos; Cuarto: en la muerte del agente de la 
policía del Neuquén. Juan Segundo Fuentes, ocurrida en la no- 
che del veinte y cuatro del mismo mes, en la casa de comercio 
de Adolfo Dactary. en donde dicho agente y otros vigilantes que 
Segian los rastros de los autores de los dos crímenes de la no- 
che anterior, encontraron a l*alderrama y a Xavarrete. El pri- 
mero, a la intimación de entregarse que le hicierofl los agentes, 
disparó sobre ellos varios tiros, con uno de los cuales hirió mor- 
tal mente a Fuentes, mientras Xavarrete, que intentó también 
agredir al sargento de la pan ida, fué a su vez herido por éste, 
aprovechando Balderrama de la confusión producida para esca- 
par. Xavarrete fué allí mismo detenido y falleció algunos dia e 
después* a causa de la lesión sufrida, no sin confesar antes su 
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intervención en los tres últimos delitos, y Quinto: finalmente, 
en el homicidio perpetrado por lialderrama en la persona de 
otro agente de policía, José del Carmen Parra, quien, cumplien- 
do órdenes superiores, al encontrarle en la mañana del nueve de 
agosto siguiente, en el puesto de Inocencio Torres, le intimó 
que le entregara las armas y siguiera con el hasta la comisaria. 
Lialderrama, fingiendo acatar la orden e invitándole a su vez. 
para salir hasta donde decía tener guardadas sus armas para, 
dárselas alli, conseguido su propósito de atraer desprevenida- 
mente a esta nueva víctima de sus criminales instintos, rápida- 
mente desnudó el revólver que tenia oculto en la cintura y lo 
descargó a quema ropa, sobre Parra, a quien infirió siete he- 
ridas de bala, a consecuencia de las cuales falleció. 

Que tales delitos, con las circunstancias «le lugar, tiempo 
y modo que quedan expresadas y que más ampliamente se rela- 
cionan en la sentencia arlada, están plena y respectivamente 
acreditados por las partidas de defunción, informes periciales, 
armas secuestradas como instrumentos del delito, declaraciones 
de algunas de las víctimas y de los testigos presenciales, reco- 
nocimientos, careos y denlas piezas pertinentes de la causa. 

Que tanto Balderrama como Troncoso hállanse convictos 
y confesos de ser autores principales el primero, de todos lo» 
delitos expresados, y el segundo, de los cometidos el veinte y 
tres de julio en los negocios de perrera y «le los turcos Cura; 
existiendo igual justificación respecto de Sepúlveda, en cuanto 
a la jarte que tomara en estos dos hechos, intervención que bas- 
ta para considerarle coautor principal, pues, aún admitiendo co- 
mo verídicas las r e fricciones que él alega y que no se hallan 
apovadas en constancia alguna del proceso, siempre resultaría 
«liie prestó una cooperación de las que se enumeran en el articu- 
lo 21. inciso 2.', código penal. 

Que la calificación correspondiente a esos delitos, atentas 
también las agravantes que los caracterizan, es: la de homicidio 
en los casos previstos y penados en el artículo 17, capitulo I. 
inciso 3.*, letras «i> y b), ley 4«8o. por lo que hace al perpetrado 
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en las personas dé los árabes, y la de homicidio simple, legislado 
en el inciso i." de dicho artículo 17 y capitulo I, por lo que res- 
pecta a la muerte dada a los agentes de policia Fuentes y Parra; 
y, por fin, la de robo con violencia en las personas y en despo- 
blado, en las dos circunstancias calificativas que Contempla el 
artículo 22, robo, letra M. asi COmo las expresadas en el inci- 
so 1." de la letra c ). 

Que sobreseída la causa en primera instancia respecto 4 e 
Xavarrete. con motivo de su fallecimiento durante la substan- 
ciación del sumario, y no procediendo apelación I>or lo que hace 
a la condena impuesta a Clodomiro Parada, que no excede de 
los diez años de penitenciaría a que se refiere el articulo 3.*, in- 
ciso 5." de la ley 4055. correspondería aplicar a los otros tres 
procesadas la pena de muerte infligida por el citado articulo 17, 
capitulo I. inciso ley 4189. como coautores del homicidio de 
los turcos, y a mérito de concurrir también en contra -de todos 
ellos las agravantes de reiteración de delitos, nocturnidad, y 
demás de que se hace mención en los pronunciamientos ante- 
riores. 

Que, esto no obstante, la circunstancia de haber durado 
más de dos años la substanciación de esta causa, sin que tal de- 
mora pueda atribuirle a culpa de los reos o de sus defensores, 
puesto que el expresado plazo venció mientras los médicos fo- 
renses practicaban una medida |>erie¡al ordenada por la cámara 
11 quo 9 para mejor proveer (fs. 264), tal circunstancia obliga, 
jen el cas»», a computar la atenuante expresamente consignada 
en el articulo 83. inciso H.° ya recordado, el cual enumera y cla- 
sifica entre ellas la de que "en los delitos que merezcan pena ca- 
pital, cuando la causa dure más de dos años, sin culpa del pro 
cesado o de su defensor". 

Que conservada así esa atenuante en el código y clara y de- 
¡ ¡liradamente reservada para los delitos que merezcan pena de 
muerte, como lo expresa su texto, según se ha visto, no hay ra- 
zón legal ni jurídica para negarle ese efecto especialmente pre- 
visto, y que el derecho y la jurisprudencia le han atribuido siem- 
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pre en caso* semejantes. (Argumento de! articulo 2." de la le> 
4«89)- 

Que siendo de uniforme doctrina el que las circunstancia* 
atenuantes tienen por objeto disminuir la represión establecida 
por la ley penal, es indudable que el legislador habría sanciona- 
do una verdadera incongruencia si, manteniendo la disposición 
del expresado articulo 83. inciso 8.°. le negara el efecto por él 
previsto en el único caso en que tal prescripción pudiera apli- 
carse: jK>r cuya razón, debe entenderse que la supresión de la 
ley de reformas hizo que de la enumeración y gradación de pe- 
nas contenidas en el articulo 96 del antiguo código, para repri- 
mir delitos de esta Índole, no significa que la pena de muerte 
deba aplicarse indefectiblemente, concurra o no tal atenuante. 

Que esta inteligencia de las disposiciones legales recordadas 
tiene, además, que prevalecer en caso de duda, como interpreta- 
ción más benigna, regla que ei materia penal no puede ser des- 
atendida, según precepto expreso de la ley (articulo 13 del có- 
digo de procedimientos criminales) ; y porque ella ha sido tam- 
bién consagrada por la constante jurisprudencia de los tribuna- 
les represivos del país, particularmente j>or decisiones de esta 

corte. (Fallos, tomo 114. pág. 404) • 

Que en tal concepto, corresponde imponer a Balderrama y 
a Sepúlveda la pena inmediatamente inferior a la de muerte, o 
sea veinte y cinco años de presidio con sus accesorias legales, 
y a Troncoso. por ser menor de edad, la de penitenciaría por 
tiempo indeterminado, con que el articulo 59. código penal con- 
muta la de muerte, (pie merecieren los menores reos de tales de- 
litos ; pero no habiendo apelación en su contra, debe confirmarse 
la de veinte y cinco años de jienitenciaria que le impuso el fallo 
de segunda instancia. (Art. 693. código de procedimientos cri- 
minales). 

Por ello, teniendo también presente que los informes médi- 
cos legales, tanto de primera como de segunda instancia, ponen 
fuera de toda duda la plena responsabilidad criminal de estos 
encausados, y atento lo expuesto |»r e! señor procurador gene- 
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ral, se revoca la sentencia apelada de fs. 297, en la parte qut 
condena a muerte a Juan Balderrama, a quien se impone la 
pena de veinte y cinco años de presidio, con reclusión solitaria 
del diez y ocho al veinte y cinco de julio de cada año, y los de- 
más accesorios del articulo ta, código penal, debiendo descon- 
társele la prisión preventiva en la forma autorizada por el ar- 
ticulo 49 del citado código; y se confirma en todo lo demás que 
resuelve dicha sentencia. Xotifiqucse original y devuélvanse. 

A. IjEkm ejo. — Nicanor. G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. Lóvv.z 
Cahanillas. 



CAUSA CXV 

lidiando Pátio contra el gobierno de la nación sobre caducidad 
de una concesión de tierra fiscal 

Sumario : El concesionario de tierra fiscal acogido a la ley ¿873 
pierde sus derechos, caducando su concesión, si no ha cum- 
plido con lo dispuesto en el decreto de 24 de diciembre de 
1891, reglamentario de aquella ley, aceptado sin observación, 
ni con el de 20 de marzo de 1895 que ordenó a los concesio- 
narios se presentaran a pagar el precio, ni con el de 9 de 
mero de 1896 que acordó 30 días para proponer agrimen- 
sor : no pagando el precio fijado, ni procediendo a! deslinde 
dentro de los plazos improrrogables acordados. 

( aso: I.o explica el fallo siguiente: 
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Bueno* Air*». Diciembre 12 de 1912 



Vistos y considerando : 

l.o Que la ley número 2875, tuvo entre otros propósitos 
e! de regularizar la situación de los concesionarios de tierra pú- 
blica para colonizar y cuyos contratos estuviesen subsistentes a 
la fecha de la misma, facilitando a la vez la población de los 
territorios nacionales, mediante las liberalidades que acordaba. 

2. " Que para conseguir esos fines se dispuso que los con- 
cesionarios podían librarse, en todo o en parte de la obligación 
de introducir familias agrkultoras. con arreglo a la ley de colo- 
nización del año 1876. siempre que lo solicitasen en el plazo de 
tres meses contados desde la promulgación de aquélla, y acep- 
tasen voluntariamente las condiciones impuestas en la misma 

(artículos l y 15). 

3. " Que para casos como el presente, fueron dos los me- 
dios acordados : 

,1) El abandono a beneficio del Estado «le la mitad de la tierra, 
concedida (articulo 2). 

b) El pago do su totalidad en la forma determinada por la ley 
si asi lo preferían, a razón de mil quinientos pesos moneda 
nacional por cada dos mil quinientas hectáreas (articulo 3). 

4. " Que en ambos quedaban los concesionarios sujetos a 
la obligación de poblar en el término de tres años, y de mensurar 
en el plazo improrrogable de quince meses contados desde la 
promulgación de la ley, bajo pena de pérdida de los derechos 
acordados (artículos 10 y 12) con la excepción consignada en el 
artículo 14 para los que abonasen la totalidad. 

5.0 Que el poder ejecutivo por su decreto de 24 de Di- 
ciembre de 1891. reglamentario de la ley citada, estableció en 
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lo pertinente al caso: Que los concesionarios de tierra que 
desearan acojerse a la expresada ley, debían rpesentarse por es- 
crito a la oficina de tierras y colonias hasta el 28 de Febrero de 
1892 (artículo 1 •) ; 2.*; que dichos concesionarios, ya devolvie- 
ran al Estado una parte de la tierra, ya alionaran el precio Hjado 
en el artículo 13 de la ley, tendrían las mismas obligaciones es- 
tablecidas en los artículos 3. al 10 de ella (articulo 5. ) o sea, 
entre otras, la de mandar practicar por su cuenta la mensura 
y división de sus respectivas concesiones dentro del plazo im- 
prorrogable de quince meses contados desde la fecha de la pro- 
mulgación de la ley; 3. ; que los concesionarios que no hubiesen 
presentado antes del 28 de Febrero de 1893 ,as diligencias y 
planos de mensura y sulxüvisión de sus respectivos terrenos v 
perderían todo derecho, declarándose caducas las concesiones 
( articulo 9. ). 

0." Que al comparecer Pardo el 26 de Febrero de 1892 
en cumplimiento del decreto citado, no hizo observación alguna 
en el sentido de que dicho decreto se hallara en desacuerdo con 
la ley. relativamente a la caducidad de las concesiones, en caso 
de no presentarse las mensuras antes del 28 de Febrero die 1893. 

7. (Jue, en su consecuencia, aún cuando el artículo 10 de 
•a ley no fuera aplicable a Pardo, éste aceptó los términos del 
decreto referido, quedando por esta misma circunstancia, en 
condiciones iguales a las de los concesionarios de que ocupan 
los artículos anteriores al 13 citado. 

8/ Que aún suponiéndolo a Pardo titular de la primitiva 
concesión, debe observarse que desde la fecha en que se presen- 
tó mani testando aeojerse a la ley, el 26 de Febrero de 1892 
t fojas 17, expediente agregado) hubiese practicado alguna ges- 
tión administrativa o judicial que demostrase el propósito de 
pagar el precio y de mensurar lo que adquiriese, en los términos 
lijados |>or la ley y por el decreto reglamentario. 

9." Que no obstante el largo ttem]H> transcurrido, desde la 
promulgación de la ley 2875. de Xoviembre 21 de 1891. hasta el 
-•o de Marzo de 1895. en que e! ¡xxler ejecutivo ordenó que los 
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concesionarios se presentasen a pagar el precio en el término de 
treinta (lias, Pardo, ocurrió el treinta de Diciembre de dicho 
año (fojas 17, expediente agregado) no para alxmar la concesión 
que pretendía, sino para invocar la inaplicahilidad del decreto 
en su caso, por cuanto la tierra que la comprendía, no estaba 
mensurada. 

10. Que a pesar de esta manifestación, el ministerio, por 
resolución de 23 de diciembre de 1807 (fojas 26, expediente 
agregado) ordenó es¡>ecialmente a Pardo, que en el plazo de 
tres días, abonase la concesión, con arreglo a la ley, Ikijo aper- 
cibimiento de darlo i>or desistido de su gestión; y desde esta 
fecha basta el 28 de marzo de 1898, en que el poder ejecutivo 
hizo efectivo el aj>crcibimiento (fojas 31, expediente agregado), 
dicho solicitante ni siquiera ocurrió por la oficina de tierras y 
colonias a enterarse del estado de su solicitud. 

11. Que el 28 de Abril de ese año y no antes. Pardo se 
presentó al poder ejecutivo pidiendo revocatoria del mencionado 
decreto ( foj; 34. expediente agregado) la que tramitada fué 
desestimada 8 de Agosto del mismo < fojas 48, expediente 
agregado ) en mérito de las consideraciones que se tuvieron en 
vista para darh. por desistido; y además, porque no cumplió con 
el articulo 2." del decreto dictado en acuerdo general de minis- 
tros, el i) de F.nero de 1896. 

12. Que no se puede sostener en el caso que la mensura de 
la concesión fuese previa al pago de ésta. |>orque aparte de no 
resultar de la ley tal pretensión, el decreto reglamentario ya 
recordado, de 24 de Diciembre de 1891, expresa claramente en 
su artículo 5." : que los concesionarios, ya sea que abandonasen 
a favor del Estado la mitad de la tierra concedida, o bien abo- 
nasen el precio de la totalidad, quedaban sujetos a cumplir con 
las obligaciones impuestas por los arts. 3." al 10 de aquélla, es 
decir, la población y mensura, lo que significa claramente que el 
pago era previo al cumplimiento de dichas obligaciones, puesto 
que de otra manera no podía reputarse concesionario en los 
términos del articulo 13 de la ley. 
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13. Que aún sugiriendo que el deslinde fuese previo al 
pago, debe observarse que la ley número 2875, ? n d articulo 10, 
fijó a los concesionarios un plazo improrrogable de quince meses 
para presentarlo, plazo que el decreto reglamentario reconoció 
hasta el 28 de Febrero de 1893, sin que Fardo hiciese gestiiín 
alguna para cumplir este indispensable requisito. 

14. Que se pretende justificar tal atandono, por el contra- 
to que la oficina de tierras y colonias celebró con el agrimensor 
Mevrellcs y que fué aprobado el 9 de abril de 1892 para men- 
surar la zona dentro de la cual estaba ubicada la concesión de 
qué se trata; pero debe advertirse que ni siquiera se ha inten- 
tado demostrar que tal circunstancia hubiese impedido a Pardo 
mandarla practicar por su cuenta, como lo hicieron muchos 
otros en igualdad de condiciones, comprolúndose esto con el 
acuerdo gubernativo, rescindiendo dicho contrato de 9 de Ene- 
ro de i8(/>, considerando 2. . que dice: "Que en el informe de 
la oficina de geodosia de 13 de Julio de 1895, consta que han 
-ido medidos por varios agrimensores, once concesiones de las 
qué debia medir Mevrellcs. habiendo sido presentadas las úl- 
timas, el 6 de Agosto de 1894". 

15. Que en ello se ve claramente que tal contrato, lo mismo 
que el anterior de González, no constituyó un inconveniente para 
qilC los concesionarios cumpliesen con las obligaciones impues- 
tas por la ley y ]>or el decreto reglamentario sobre el particular. 

16. Que no obstante las consideraciones precedentes y aún 
<u|Kiiiiendo que el plazo para mensurar debiera contarse desde 
la techa de la rescisión del contrato con Meyrelles (Enero 9 
de 1896), es de observarse que el decreto acordándola, señaló el 
de treinta «Has para que los concesionarios propusiesen agri- 
mensor; y Pardo, desde la ciudad de Santiago del Estero, desig- 
nó al señor Alfredo Triedel. el 11 de Noviembre de dicho año. 
es decir, nueve meses después del término fijado, dándole el 
carácter de ratificación de una propuesta presentada por don 
Alfredo (». Sequeiro. ajeno a la concesión: y que jweeisado por 
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la oficina <le tierras y colonias, para que acreditase su personería, 
no lo verificó en ningún momento. 

17. Que los decretos ya recordados de 20 de Marzo de 
1895, por el que se ordenó que los concesionarios se presentasen 
a pagar el precio, de 9 de Enero de 1896 que acordó treinta 
días para proponer agrimensor, y el de 23 de Diciembre de 1897, 
por el que se intimó a Pardo que abonara la concesión dentro 
del plazo de tres dias, bajo apercibimiento de darlo por desisti- 
do de su gestión, no han podido, más allá de los plazos en ellos 
establecidos, hacer revivir los derechos extinguidos del actor, 
a causa de no abonar el precio; y de no haber practicado la 
mensura dentro del término que para esto tenia con calidad de 
improrrogable. 

18. Que tales circunstancias, como se ha repetido, tuvo en 
vista el poder ejecutivo para mantener su resolución de 28 de 
Marzo de 1898; a las que puede agregarse que para suspen- 
der o interrumpir el plazo señalado con carácter de fatal, por 
el artículo 10 de la ley, hubiera sido necesario que se invocase 
y probase un caso de fuerza mayor, lo que no ha ocurrido en 
el presente. 

Por lo expuesto, se revoca la sentencia apelada. Notifiquese 
original y repónganse los sellos ante el inferior. 

Nicanor G. del Solar. — M. P. 
Daract. — D. E. Palacio. 
— L. López Cabanillas. 
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CAUSA CXVI 

Recurso de hecho deducido por Santina Speroni de Zerboni en 
autos con el poder ejecutivo de ¡a provincia de Buenos Ai- 
res, sobre apertura de un camino. 

Sumario: No es^ aCfltyncia de finitiva, a los efectos del recurso 
extraordinario del articulo 14. ley 48. la que rechaza la de- 
manda únicamente del punto dé vista de !a legislación ad- 
ministrativa local, expresando que: "si los derechos civiles 
del actor fueran perjudicados por actos del poder ejecutivo 
o sus agentes, la reparación podría ser buscada y obtenida 
mediante las acciones dadas por el código civil y demás le- 
yes comunes, ante los tribunales ordinarios". En consecuen- 
cia, es improcedente el recurso extraordinario deducido con- 
tra tal sentencia. 

Casó: Lo explica el fallo siguiente: 
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Buenos Aires, Diciembre 12 de 1912. 

Vistos los del recurso de hecho interpuesto por doña San 
tina Speroni de Zerboni contra la sentencia pronunciada por la 
suprema corte de la provincia de Buenos Aires, en juicio con- 
tencioso administrativo seguido por aquélla contra el poder eje- 
cutivo de dicha provincia, de los que, y de los principales remi- 
tidos por vía de informe, resulta, en lo pertinente: 

Que por decreto de 23 de octubre de 191 1, el poder ejecu- 
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tivo mencionado, declarando nula una autorización anterior he- 
cha por la municipalidad de San Antonio de Areco, dispuso se 
intimara a la recurrente por intermedio de la dirección general 
de caminos, que restableciera un camino a su primitiva traza y 
se le diera el ancho de veinticinco metros. 

Que deducida demanda para que se declarara sin valor ni 
efecto el decreto aludido, la suprema corte provincial no ha he- 
cho lugar a aquélla, por conceptuar que se trataba de un camino 
parcial, sometido a la jurisdicción del poder ejecutivo y no de 
la municipalidad, y que el poder ejecutivo podía acordar o ne- 
gar permisos para la desviación de caminos de esa clase. 

Que apelada la sentencia para ante esta corte fué denegado 
el recurso, por no discutirse "en el juicio contencioso adminis- 
trativo la inteligencia de la constitución nacional, sino tan sólo 
la aplicación del derecho administrativo de la provincia*'. 

Y considerando: 

Que la suprema corte provincial en la sentencia apelada ex- 
presa que "si los derechos civiles de la actora. fueran perjudica- 
dos i>or actos del poder ejecutivo o sus agentes, la reparación 
podría ser buscada y obtenida mediante las acciones dadas por 
el código civil y demás leyes comunes, ante los tribunales ordi- 
narios". 

Que en esta instancia extraordinaria no es dable entrar en 
el examen de las leyes provinciales de procedimiento, con el ob- 
jeto de decidir si el tribunal a quo se hallaba o no habilitado pa- 
ra aplicar en el caso los preceptos de la constitución nacional 
o de las leyes comunes, porque cuestión de tal naturaleza es 
ajena a la jurisdicción conferida por el artículo 14 de la ley nú- 
mero 48. 

Que debiendo, en su consecuencia, aceptarse la interpreta- 
ción dada a las leyes procesales referidas, en el sentido de que 
la parte de Speroni de Zerboni puede acudir ante los tribunales 
ordinarios y obtener el amparo de sus derechos, la sentencia de 
fs. 35 no tiene carácter de definitiva, a los fine* del citado artícu- 
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lo 14, y su correlativo el articulo 6.° de la ley 4055, como quiera 
que ella, con alcance restringido, rechaza únicamente la deman- 
da del punto de vista de la legislación administrativa local y no 
hace cosa juzgada sobre las acciones posesorias o de otra clase 
cjue, fundadas en la constitución y leyes nacionales, pudieran 
ejercitarse ante los jueces competentes. 

Por ello, oído el señor procurador general, se declara im- 
procedente el recurso. Nottfiquese con el original, rej>óngase el 
papel y archívese, debiendo devolverse los autos principales con 
testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA CXVJI 

Vicente Martínez contra ia proi-incia de San Luis, sobre pago 

de un terreno 

Sumario: t* Una sentencia dada en juicio con un causahabiente 
reviste autoridad de cosa juzgada respecto de su autor, si 
el causahabiente ha sido mandatario de éste. 

2/ Si un derecho ha sido afirmado o negado en un pro- 
ceso, habrá identidad de objeto, a los efectos de la cosa juz- 
gada, si en un nuevo proceso se pone en cuestión ese mis- 
mo derecho, aun cuando fuera para sacar de él otra conse- 
cuencia que no hubiera sido deducida en el proceso origi- 
nario. 

Caso: Resulta del fallo siguiente: 
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Buenos Alret. Diciembre 12 ét 1912. 

Y vistos : 

Don Eduardo F. Lupi i>or el doctor Tomás Martínez y 
otras personas que se mencionan en el poder de fojas 30, enta- 
bla demanda con los documentos de fojas 1 a 29 y 38 a 43, con- 
tra la provincia de San Luis, exponiendo: 

Que en 1882 el doctor don Antonio Gundín compró a don 
Esteban Dumesnil una superficie de diez mil hectáreas de caí» 
po ubicadas en la sección primera de la provincia de Córdoba, 
lote 22, fracción A, y que era parte de la que el mismo Dumes- 
nil hubo de dicha provincia de Córdoba. 

Que el señor Gundín falleció en esta capital instituyendo 
por única y universal heredera a doña Constancia Martínez de 
Fuentes y por fallecimiento de ésta fueron declarados sus re- 
presentados únicos y universales herederos de la misma y pues- 
tos en posesión de la rerencia. 

Que trazado el límite definitivo entre las provincias de Cór- 
doba y San Luis, parte del lote expresado, o sea una superficie 
de tres mil ochocientas cuarenta y siete hectáreas, vino a que- 
dar comprendida dentro de la jurisdicción de la última provin- 
cia, la cual apoderándose de aquélla, la dió en pago a los seño- 
res Armstrong, quienes cedieron sus derechos a don Elias Do- 
mínguez el 19 de octubre de 1898. 

Que sus instituyentes entablaron demanda reivindicatoría 
contra el expresado don Elias Domínguez, obteniendo que en 
primera instancia fuese reconocido su derecho, pero en última 
instancia fué revocada la sentencia, de modo que han quedado 
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des|>ose¡dos por un acto judicial irrevocable de lo que es pro- 
piedad suya. 

<¿ue la provincia de San Luis, en virtud del pacto c|ue esta- 
bleció las bases para el trazado de la linea divisoria con la de 
Córdoba, no ha podido enajenar la fracción de tierra de pro- 
piedad de sus mandantes, ni ignorar las enajenaciones hechas 
antes de la división. 

Que la enajenación que hizo la provincia de Córdoba de la 
fracción de cam]K> que la linea divisoria vino a colocar en parte 
bajo la jurisdicción de la de San Luis, se presume hecha por esta 
misma provincia ; y en la hipótesis de que la primera no hubiese 
trasmitido ja posesión de lo vendido, la segunda habría queda- 
do constituida en la obligación de hacerlo. 

(Que en mérito de estos antecedentes y de las disposiciones 
que invoca, pide se condene a la provincia de San Luis al pago 
del valor del terreno de que ha dispuesto, que será determinado 
por peritos, a la indemnización de los perjuicios y costas del 
juicio. 

Que el doctor don Juan M. Garro por la provincia de San 
Luis solicita el rechazo de la demanda con costas, alegando: 

Que los actores piden el pago del valor del inmueble a que 
se refiere la demanda aduciendo como fundamento legal de ésta, 
el dominio de ese inmueble, que nunca adquirieron, pues ni ellos 
n¡ sus causantes entraron en posesión de la tierra, como lo re- 
suelve el fallo del superior tribunal de San Luis, y se desprende 
de las circunstancias que detalla. 

Que, en efecto, de las referencias hechas al titulo otorgado 
a Dumesnil por la provincia de Córdoba, no consta que se le hi- 
ciera tradición de la tierra o que tomara la posesión en virtud 
de dicho título, ni tampoco hay constancia de ello en la escritura 
otorgada por Dumesnil a Gundtn el 22 de junio de 1882. 

Que si Gundin no entró en posesión del inmueble comprado 
a Dumesnil, no pudo trasmitir el dominio del mismo a doña 
Constancia Martínez de Fuentes, por el testamento otorgado en 
ó de agosto de 1897, de otra manera. 
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iitxét ádéiháSj no aparece que se hiciera declamatoria judi- 
cial (le heredera en favor de la señora Martínez de Fuentes; y 
sin esa declaratoria no existe el titulo hereditario. 

Que la escritura de propiedad otorgada a Gundín \x>t l>u- 
mesid! se protocolizó en San Luis en 4 de abril de 102, cuatro 
años después de la transferencia hecha por los señóres Arms- 
trpng al señor Doniiríguez y de estar este peyendo el in- 
nutchlc. 

Que én ia ficha de la diligencia posesoria relativa a la par- 
lo quq quedó en la provincia de Córdoba. 29 de noviembre de 
Í900 las diez .ti! hectáreas compradas por liundin hahían de- 
jado de ser lili todo, en virtud de la demarcación del limite en- 
tre Córdoha y San l.uk íjtte dió a ésta más de una tercera parte 
de) mencionado lote, y sobre ella no pudo la primera adjudicar 
|K>sesióii a los demandantes. 

Qué aún suponiendo que la posesión que se le> dió pudiera 
hacerse extensiva a las diez mil hectáreas del Inte primitivo a 
pesar de la diversidad de jurisdicción, obstaría a ello el hecho 
de que cuando la entrega de posesión tuvó lugar, ya las tres mit 
ochocientas cuarenta y siete hectáreas ubicadas en San l.uis es- 
taban poseídas i>or don libas Domínguez, cesionario ríe los se- 
ñores Armstrom;. 

Qitc el conven;- celebrado entre las provincias de Córdoba 
v San Luis en cuanto a lo de respetar las enajenaciones hechas 
¡M.r una provincia en el territorio de la otra no se refiere a las 
simples escrituraciones, siiío a aquéllas que. habiendo sido se- 
guidas de la tradición y fxwesión, traspasaron el dominio a la 
persona tlcl ad(|uirente. 

( >ue la provincia de San l.uis no estuvo obligada a entregar 
a !<»s actores la posesión de una cosa qué no les había vendido. 

Que los señores Martínez, después de vencidos en el juicio 
reiv.ndieatorio que sigtiiérdn contra don Elias Domínguez, cau- 
sahi úente de la provincia de San huís, no pueden, invocando 
la calidad de dueños, reclamar de ésta el valor de un ¡inmueble 
que en dicho juicio >e ha declarad-, no pertcinccrles. pues <W el 
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caso existen las tro circunstancias *|nc según la doctrina y la 
legislación constituyen la cosa juzgada; y opone también esta 
excepción. 

Que Ion actores han debido pedir a la provincia de Córdoba, 
como primer enajenante, la entrega de !a |x>scsión y en su (de- 
fecto las ¡niiehiRizacióñes establecidas para el caso «le incum- 
plimiento de esa obligación. 

Y considerando: 

Qué él título de los actores en carácter de herederos me- 
diatos de (Ion Antonio Gundin, fué mandado inscribir en el re- 
gistro público de la ciudad de San l.uis. por iiutofidíid judicial 
competente en cuatro de abril de 1902* antes de iniciarse la pre- 
sente demanda, y con intervención y conformidad del fiscal de 
tierras públicas i ís. lo vuelta a i*» : a que se agrega que no se 
ha impugnado en ¡a contestación a dicha demanda la valide/, del 
testamento que, en lo pertinente, obra testimonio a fs. if>. 

Qué, además, la demanda ha aceptado implícitamente la 
calidad de sucesores de don Antonio (tiindin que revisten los ac- 
tores, a! oi>onerle> ia excepción de cosa juzgada en el juicio que 
aquéllos siguieron con don Elias Domínguez y en él cual se les 
reci «noció esa calidad. 

Qiic Opuesta esa excepción de cosa juzgada fundada en la 
sentencia qiie dictó el superior tribunal de San Luis en 7 de ju- 
nio de i«)07. qué en testimonio corre a fs. 38. debe eila ser exa- 
minada previamente i>or qtte declarada procedente deberia con- 
siderarse cerrado el debate sobre todo lo demás, dado que las 

sentencias finales son irrevocables según la ley 10. tttitlo 22. par- 
tida 3*; { Fallí», tomo 57. pág. 57). 

Que esa sentencia, al revocar la de primera instancia, no 
bizq lugar a hi acción de reivindicación de una superficie de 
3.H47 hectáreas, deducida i>* >r los herederos de doña Constancia 
Martínez de Puentes contra don Elias Domínguez a quién le 
había transferido ésa propiedad la provincia de San tiios. 
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Que según aparece de los documentos presentados por los 
actores, lo aseverado por el demandado en sn contestación a ío- 
j ; , - 65. y no desconocido por aquéllos al alegar sobtt esa excep- 
ción (fs. 105 vuelta y ís. 106), la provincia de San Luis fué ci- 
tada de evicción en el juicio preindicado (fs. 24 vuelta). 

Que dado este antecedente, y sin entrar en el examen de los 
efectos posibles, en general, respecto de los autores de una sen- 
tencia' dictada en juicio seguido con sus causahabicntes. la de 
que obra testimonio a fs. 38. habría afectado a la provincia de 
San Luis, caso de ser desfavorable al demandado Domínguez, 
obligándola a las indemnizaciones previstas en el articulo 2089 
y correlativos del código civil ; y esa sentencia debe. j>or lo mis- 
ino, bcneii iana. porque en tales condiciones no es aplicable la 
regla res Ínter alias judíenla altcri ñeque tiocere ñeque prodesse 
potest, fundada en la inviolabilidad de la defensa de los dere- 
chos en juicio; y no seria justo ni equitativo que el causahabien- 
te representara virtua'.mente al autor en caso de condenación 
v no cuando el juicio termina con sentencia absolutoria. 

( >uc es de doctrina que una sentencia dada en juicio con un 
causahabiente reviste la autoridad de cosa juzgada respecto de 
su autor si el causahabiente lia sido mandatario del último. Es 
lo que se producirá, por ejemplo, cuando un comprador que t: - 
ne derecho a la garantía de evicción. denuncie al vendedor el 
proceso intentado por un tercero y éste no se presente al juicio 
dejándolo a cargo del adquirente. Se presumiría entonces que 
el vendedor lia confiado al comprador la tarca de sostener solo 
la causa en sn interés común ; el adquirente será, en virtud <k 
un mandato tácito, el representante del enajenante y el juicio 
dado en pro o en contra de aquél, tendrá la autoridad de la cosa 
juzgada respecto de su autor. (Carpcntier. Rcp. Gen. Chose Ju- 
gée N * 561). 

One la exigencia de la identidad de objeto y de causa tien- 
de a evitar en lo posible la contradición entre dos decisiones ju- 
diciales, lo que no se evitaría por reclamar en un juicio la en- 
trega de una cosa v en otro la de su valor desde que el segundo 
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se finida en la adquisición del derecho de propiedad desconocido 
en el primero. 

Que si íín derecho ha sido afirmado o negado en un proce- 
so habrá identidad de objeto si en un nuevo proceso se pone en 
cuestión el mismo derecho aun atando fuera para sacar de él 
otra consecuencia que no hubiera sido deducida en el proceso 
originario. (Aubry y Rau, tomo S 769). 

Que no puede decirse, como se pretende a fs. 106. que la 
sentencia de los tribunales de San Luis no resolvió respecto a 
la acción de los demandados derivada de haber vendido esa 
provincia lo que ya habría sido vendido por la de GSrdoba. por- 
que es precisamente esto último lo qué aquella sentencia ha des- 
conocido al consignar "que no habiendo los demandantes adqui- 
rido el dominio del bien objeto de esta acción reivindicatoría, ¡a 
acción entablada debe ser rechazada" (fs. 38). 

One i*>r ello y dada la identidad de las partes en juicio, 
habría, como se ve. contradición entre lo resuelto en aquélla y 
una nueva sentencia que acordara el valor de la tierra en con- 
cepto de haberla adquirido mediante los mismos actos que se 
declararon ineficaces al efecto. 

P6r estos fundamentos, se absuelve a la provincia de San 
Luis de la demanda. Las costas se alonarán en el orden causa- 
do en atención a la naturaleza de las cuestiones debatidas. Xo- 
tifíquese con el original y repuesto el papel, archívese. 

A. BERMEJO. — Nicanor G. DEL 
Solar. — M. P, Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cahamu.as. 
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CAUSA GXVIIJ 

Don Miguel terrile contra don Pedro Urruli. por desalojo; 

sobre competencia 

Sumario: Corresponde a la justicia federal el conocimiento de 
un ¡«icio entre argentinos vecinos de distintas provincia* 
por desalojamiento de una casa, en que la demanda no se 
refiere al cumplimiento de obligaciones derivadas de un con- 
trato de arrendamiento en que hubiera que tomar como base, 
el alquiler estipulado a fin de determinar el valor compro- 
metido en la gestión de desalojo. 

Casó: Lo explican las piezas siguientes: 



RKSOLI CION DEL Sr. JUEZ FEDERAL 

La Plata, Fibraio 12 de 1912. 

Vista la excepción de incompetencia promovida por el de- 
mandado Urrüti ; y 

Considerando: 

• 

F.l articulo i." de la ley 927 & 3 <«* Septiembre de 1878, ex- 
cluye de la competencia «le la justicia federal, todas aquellas cau- 
sas d¿ jurisdicción concurrente en las que el valor del objeto de- 
mandado, no exceda de quinientos pesos fuertes, cuando por otra 
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¡>artc el conocimiento del caso caiga bajo la jurisdicción de la 
justicia de paz de la provincia, según las leyes vigentes en ella. 

La incompetencia alegada se funda en que el caso es de ju- 
risdicción de la justicia de paz de la provincia, por establecerlo 
asi la ley provincial que atribuye el conocimiento de los juicios 
de desalojo — cuando no medie contrato escrito — a los jueces 
de j>az. Pero para que los tribunales federales no sean competen- 
tes para entender en esta clase de juicios, es menester que con- 
curran la* dos circunstancias enunciadas en el articulo citado a! 
principio, esto es, qué el valor del objeto demandado, no exceda 
de quinientos pesos fuertes, y que, el caso sea de la competen- 
cia de la justicia de paz. 

En la presente contienda no concurren ambas posas. En 
efecto: la demanda versa sobre desalojo de una finca en San 
Fernando, cuyo valor, según !a escritura de f?. 26, es de cinco 
mil pesos, suma que excede mucho a la limitada en el articulo i.° 
de la ley 927. 

Además, la excelentísima cámara federal de esta ciudad ha 
resuelto un caso análogo al presente declarando la competencia 
de la justicia federal. (Ver tomo XI, pág. 43). 

Estando, pues, acreditada por la información sumaria de 
fs. 51 que tanto el actor como el demandado son argentinos ve- 
cinos de distintas provincias, la competencia del juzgado es pro- 
cedente de acuerdo con lo establecido en él articulo 2. , inciso 
de la ley número 48. sobre jurisdicción y competencia de los tri- 
bunales nacionales, de 14 de septiembre de 1863. 

Por tanto, no se hace lugar a lo solicitado a fs. 54, y no ha- 
biéndose realizado el comparendo verbal a que fueron convoca 
das las partes, se designa la audiencia del 21 del corriente a las 
(los p. m., con aquel objeto. — Notiíiquese con el original y re- 
pónganse las fojas. 

A. Guido Lazallc. 
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RESOLUCION DE LA CAMARA FEDERAL DE LA PLATA 

La Pial», Junio 4 de 1912. 

Y vistos: 

Por sus fundamentos, se confirma, con costas, el fallo ape- 
lado de fojas sesenta y nueve. - Devuélvase y repóngase. 

Leónidas Zavalla. — Marcelino Escalada. 
—Antonio L. Marcenaro. 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buen» Altet. Octubre 4 de 1912. 

Suprema Corte : 

La resolución apelada resuelve el caso de autos aplicando 
con exactitud la prescripción del articulo 1/ de £%«¿N 
de septiembre de 1878, y por mi parte sólo agregare que U ju 
SpSirda de esta corte suprema ha consagrado esa aphcac«» 
con referencia a los dos requisitos ex,g.dos para que quede ex 
cTuída la competencia de los juagados federales en las causas de 

~loque respecta al monto que debe atribuirse al presente 
juicio, estini justHl criterio que acepta la 
desde'que no se trata de una demanda por desaojo en v «tal de 
un contrato de arrendamiento, en cuyo ^¿^^f* 
ler sirve para fijar su monto, sino que se dwcute la poses**. 
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un inmueble, y por consiguiente, es lógico tomar de base el valor 
de dicho inmueble. 

Por lo expuesto, pido la confirmación de la sentencia ape- 
lada. 

Horacio R. Larrcta. 



FALLO DE LA CORTK SUPREMA 

Buenos Alrct, Diciembre 14 de 1912. 

Vistos : 

Para conocer del recurso deducido en la presente causa se- 
guida ante el juez federal de 1.a Plata por don Miguel Terrile 
contra don Pedro Urruti, sobre desalojo de una casa de propie- 
dad del actor, ubicada en San Fernando. 



Y considerando: 



Que el fuero común de la justicia de paz loca! pretendido 
por el demandado, se basa en la menor cuantía del valor que 
atribuye a la casa disputada, invocándose para fundarlo, lo esta- 
blecido por la ley número 927, de 3 de septiembre de 1878. 

Que si bien, con arreglo a lo preceptuado por la citada ley, 
han quedado excluidas de la competencia de la justicia nacional 
todas aquellas causas de jurisdicción concurrente en las que el 
valor del objeto demandado no exceda de quinientos pesos fuer- 
tes cuando, por otra parte, el conocimiento del caso caiga bajo 
la jurisdicción de la justicia de paz de la provincia respectiva, 
según las leyes de procedimientos vigentes en ella : es de obser- 
var, que aún en la hipótesis de la procedencia del recurso, la de- 
manda de Terrile no se refiere al cumplimiento de obligaciones 
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. ■ «b« Hé un contrato de arrendamiento en que hubiera que 

e 5 ti P u,ado a fin de detenninar e, va- 

señ or Arador general, se confirma el fallo *^¡^ g 
SSí - Notifiquese original y devuélvanse, repomcndo*e las 
fojas ante el inferior. 

A; Bermejo. — Nicanor G. del 

SOI.AR. — M. Pf DARACT. — 

D. E. Palacio. — !* López 
Cabanillas. . 



CAUSA CXIX 



Banco de Londres y Brasil contra el gobierno nacional, 
por cobro de pesos; sobre honorarios de peritos 

Sumario: No es de aplicación el inciso ^¡^^^ 
w 4055 a las regulaciones de honorarios de peritos, en cau 
sas en q«e la nación no ha procedido como persona Jur.dK* 

Caso: El Banco de Londres y Brasil demandó al ^gobierno na- 
cional, por cobro de pesos, por haber ^^«J* 
deras de propiedad de aquél, que se hallaban depositadas 
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en la barraca Spinetto; venta que se ordenó y realizó para 
satisfacer derechos fiscales adeudados por concepto de mer- 
caderías extraídas fraudulentamente. En dicho juicio fue- 
ron regulados en ocho mil quinientos pesos moneda nacio- 
nal los honorarios del perito tasador. Apelada esa regula- 
ción para ante la corte suprema por el actor y por el repre- 
sentante del fisco, la cámara federal concedió la apelación 
deducida por el último. 



PALLO DE LA CORTE Sl'PRKM A 

Buenos Aire», Diciembre 17 de 1912. 

V istos y considerando: 

Que no es de aplicación el inciso articulo y ifc ía ley 
4055, porque no se trata de actos de la nación como persona ju- 
rídica; y en la hipótesis de que estuviere el caso comprendido en 
e! inciso ¿° del mismo artículo citado, tanto los honorarios del 
contador Márquez como los del perito* Casas, pesarían por mi- 
tad sobre cada litigante, sin perjuicio de lo que en definitiva pu- 
diera resolverse sobre las costas en lo relativo a esas pericias; y 
en tales condiciones el valor disputado contra la nación es infe- 
rior al que determina la ley. 

Por ello se declara improcedente el recurso de fs. 159. y de- 
vuélvanse, reuniéndose !os sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 
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CAUSA CXX 

Banco de Londres y Brasil contra la nación, por cobro de pesos, 
sobre regulación de honorarios. Recurso de hecho 

Sumario : Cualquiera que sea el valor cuestionado en un pleito 
promovido a mérito de una venia para demandar a la na- 
ción, las disposiciones de los incisos i.° y 2.° del artículo 3" 
de la ley 4055 no son aplicables a una regulación de hono- 
rarios en que la parte que de éstos interesa al fisco no alcanza 
a cinco mil pesos. (La regulación era de ocho mil quinien- 
tos pesos moneda nacional). 

Caso : Resulta del siguiente : 
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Bumos Aira*. Dicicmbra 17 1912. 

Autos y vistos: 

El recurso de hecho por apelación denegada interpuesto po» 
el Banco de Londres y Brasil contra la sentencia de la cámara fe- 
deral de apelación de la capital, regulando los honorarios corres- 
pondientes al perito señor Casas, en tos autos seguidos contra 
la nación, sobre cobro de pesos ; 

Y considerando: 

Que, como lo hace constar el inferior, la regulación al pe- 
rito señor Casas no interesa a la nación en cuanto a la parte que, 
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de su honorario sea a cargo del Raneo de Londres y Brasil por 
lo que carecen de aplicación al incidente, las disposiciones de lo* 
incisos l¿* y 2. , articulo 3/ de la ley número 4055- 

Que es indiferente el valor cuestionado en el pleito pronto 
vido a mérito de la venia de la ley número 7061, desde que k» 
resolución apelada no decide esa causa ni hace imposible su con- 
tinuación. 

Por ello, oído el señor pr< curador general, no ha lugar a la 
queja deducida, y repuesto el papel archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caiianillas. 



CAUSA CXXI 



Criminal, contra Juan Muños y otros, por hurto; contienda de 

competencia 

Sumario : No corresponde a la justicia federal el conocimiento 
de una causa por hurto de mercaderías efectuado en una 
estación de un ferrocarril de propiedad de la nación. 

Caso: Resulta del siguiente: 



- 
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Bucnot Aires, Diciembre 19 de I&I2. 

Y vistos : 

La contienda de competencia negativa trabada entre el juez 
nacional y el de instrucción de la provincia de San Juan para 
conocer de la causa criminal seguida contra Juan Muñoz y otros, 
por hurto de mercaderías en la estación San Juan del ferrocarril 
Argentino del Norte. 

Y considerando : 

Que se trata de un delito común no previsto en la ley gene- 
ral de ferrocarriles, que no puede considerarse comprendido en 
la prescripción del inciso 3 , artículo 3." de la ley de jurisdicción 
y competencia número 48. 

Que no basta que el lugar en que el delito aparece cometido 
pertenezca a la nación para que ésta ejerza en él la jurisdicción 
absoluta y exclusiva a que se refiere el inciso 4 "» artículo 3. de 
la citada ley número 48. (Fallos, tomo 53, pág. 254). 

Que lo que determina esa jurisdicción sobre lugares adqui- 
ridos por la nación en una provincia, es el destino dado a los 
mismos con arreglo al articulo 67, inciso 27 de la Constitución, 
o sea, la construcción de fortalezas, arsenales, almacenes u otros 
establecimientos de utilidad nacional. (Fallos, tomo 103, pági- 
na 403). 

Que se trata en el caso de una propiedad destinada a una 
empresa de transporte, o sea, de utilidad privada de la nación, 
distinto de las fortalezas, arsenales, almacenes u otros análogos 
de utilidad pública de la misma. 
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Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor procu- 
rador general, se declara que el conocimiento de esta causa co 
rresponde al juez de instrucción local, al que se remitirán los au- 
tas, dando al juez federal el correspondiente aviso. 

• 

A. Bkrmejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. LÓPEZ 
Cahanillas. 



CAUSA CXXII 

Don Luis J. Cano contra la provincia de Catamarca, por reivin- 
dicación 

Sumario: No habiendo el actor o sus causantes adquirido el 
dominio de la cosa que se trata de reivindicar, por falta de 
tradición de la misma, no procede la acción real de reivindi- 
cación. 

Caso: Resulta del siguiente 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Diciembre 21 de 1912. 

Y vistos: 

Don Carlos M. Villanueva, por el Doctor Luis J. Cano, en- 
tabla demanda de reivindicación contra la provincia de Catamar- 
ca, exponiendo: 
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Que la Comisión Escolar del Departamento de Capayán, en 
uso de facultades acordadas por leyes locales, vendió en reñíate 
a don Teófilo Cano en 1885 el inmueble "Aguada de la Sévila \ 

Que en Abril del mismo año, en virtud de un decreto del 
Gobierno, procedióse a la mensura, deslinde, amojanamiento de 
dicho inmueble y a su entrega al comprador. 

Que posteriormente, en Enero de 1886, el Gobierno de la 
provincia ordenó al Comisario de Policía que desalojara a los 
ocupantes del terreno referido, invocando al efecto razones rela- 
tivas a un litigio de limites con la Rioja, y así se hizo. 

Que fallecido algunos años después, el señor Cano, fué ad- 
judicada la "Aguada de la Sévila" a su poderdante, hijo legiti- 
mo de aquél. 

Que en su mérito, solicita se condene a la provincia a res- 
tituir el inmueble deslindado, con costas, dejando a salvo las 
acciones por los daños y perjuicios que ha ocasionado la desjx>- 
sesión. 

Que don Severiano A. Lamas, por la provincia d? Catamar- 
ca, pide el rechazo de la demanda, con costas, alegando: 

Que es absolutamente inexacto que don Teófilo Cano fuera 
puesto en posesión de la "Aguada de la Sévila" en 1884, desde 
e! momeirto que en esa época el bien estaba poseído por personas 
que alegaban títulos de propiedad otorgados por el gobierno de 
la provincia de la Rioja. 

Que en Marzo de 1885 don Teófilo Cano ocurrió ante el ]>o- 
der ejecutivo de la provincia de Catamarca solicitando la en- 
trega del bien comprado, lo que se le acordó ; pero la diligencia 
hubo de suspenderse a pedido del gobierno de la Rioja. 

Que demuestra igualmente que el señor Cano no fué puesto 
en posesión de la Sévila. el hecho de que en el año 1906, doña 
Pastora H. de Cano, en su carácter <le administradora de la 
sucesión del primero, se presentó ante el poder ejecutivo de 
Catamarca manifestando que no se había entregado dicho in- 
mueble y proponiendo un arreglo privado. 
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Que el mismo doctor Luis Cano, hizo más tarde propuestas 
de arreglo a la provincia, en virtud de que ésta no había cum- 
plido con el contrato celebrado con don Teófilo Cano, haciendo 
tradición de la cosa vendida. 

Que no puede deducirse acción reivindicatoría, fundada en 
un dominio que no ha sido transferido; y que, por otra parte, 
la provincia de Caiamarca no (tasé* en la actualidad el bien 
objeto de la demanda. 

Que si alguna acción compitiese al actor seria la personal 
de cumplimiento o rescisión de contrato, y ella se encontraría 
proscripta^ por haber transcurrido con exceso el término que al 
efecto señala el Código Civil. 

Que recibida la causa a prueba, háse producido la que ex- 
presa el certificado de fs. 4-». habiendo alegado la demandada 
a ís. 1 16. 

Y considerando: 

Que si bien de los instrumentos acompañados aparece que 
c! 9 de Mayo de 1885 el Juez Partidario de Capayán practicó 
la mensura, deslinde y amojanamiento de la "Aguada de la 
Sévíla", e hizo entrega de ella a don Ventura Herrera con» 
apoderado de don Teófilo Cano ( fs. 7 y vuelta), de esos mismos 
instrumentos y del expediente administrativo acompañado, se 
infiere que la entrega referida no se llevó en realidad a cabo, a 
causa de estar el terreno en poder de terceros. 

(Jue. en efecto, el juez local, en las diligencias que practicó 
en 9 dé Mayo de 1885. ati 5S recordadas, hace mérito de un de- 
creto del Gobierno, de 9 de Abril del mismo año; y en I. # de 
febrero de 1886 el ministro general de gobierno de Catamarca 
dirigió al comisario de |H>Hcía de Chumbicha una nota concebida 
en estos términos: "Habiéndose postergado el arreglo interpro- 
vincial propuesto ]>or el Exmo. gobierno de la Rioja. motivo 
por el que se ordenó con fecha 30 de Mayo del año próximo pá- 
bulo que SC suspenda e! procedimiento entablado para el des- 
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alojo de la "Aguada de la SévHá" vendida por el fisco de esta 
provincia a don Teófilo Cano, se ha de servir usted notificar a 
lo? que indebidamente están ocupando dicha estancia la desalo- 
jen en todo el corriente mes de Febrero, haciéndolos responsa- 
bles a dichos ocupantes a los perjuicios qué se ocasionaren en 
el caso de que no cumplieran con lo ordenado" ( fs.8 * ; de tal 
suerte que antes y después de la fecha en que se dice tuvo lugar 
la tradición del inmueble, hallábase éste poseído por terceros y 
no por Catamarca. que no pudo, por lo tanto, efectuarla (artícu- 
lo ?379. 238oy?38á). 

Que los procedimientos de desalojo se suspendieron, fs. 6 y 
vuelta, del expediente administrativo) ; y además, tanto la viuda 
de don Teófilo Cano como el actor, lian reconocido explícita- 
mente que don Teófilo Cano no recibió la posesión porque cuan- 
do el juez partidario pretendió entregar la "Aguada de la Sévi- 
la" el 9 de Mayo de 1885 "se encontró con la más formal opo- 
sición de sus ¡>ob!adores cuyos títulos dimanaban del gobierno 
de la provincia de la Rioja" (fs. 9 vta., 15 vta.. y otra» del 
mismo expediente administrativo). 

Que la verdad de ese hecho se encuentra también corrobo- 
rada por otras constancias de la causa ( fs. 45 vta. y 46; fs. 73, 
74. 75 >' 78). y se hace innecesario así ordenar las compulsas e 
investigaciones que se solicitan a fs. 106 vta. y 109 vta. 

Que los documentos presentados en el acto de absolver el 
doctor Luis J. Cano, ante el juez de primera instancia de Guale- 
gt:ay, las posiciones de fojas 06 (expediente administrativo), se 
han mandado devolver por el decreto de no, a causa de encon- 
trarse vencido el término de prueba, en la fecha de ese acto; 
pudiendo agregarse que la solicitud de fs. 98 y decreto de fs. 99, 
que forman parte de ellos, son de fecha anterior a la- manifes- 
taciones de la viuda y del actor de que se hace mención en el 
considerando precedente. 

Que no habiendo el actor o sus causantes adquirido el do- 
minio de la "Aguada de la Sévila", por falta de tradición de la 
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cosa vendida, no procede de la acción real de reivindicación, 
aún en la hipótesis de que la provincia de Catamarca poseyera 
la cosa reivindicada. ( Arts. 577 y 2758. Código Civil). 

IV estos fundamentos, no se hace lugar a la demanda. Las 
cástas se abonarán en el orden causado en atención a la natura- 
leza de la cuestión debatida. Notifiquese con el original, repón- 
gase el papel y archívese. 

m A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — 
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Oí, W, < "■•'"" Pranríscif Duhfít P" r lioitmidio 

SuntariO'. W Us circunstancias invocadas como disculpa por "« 
procedo «¡itódénte imanan otras tantas excepciones que 
tlebcil ser probadas por el misino. 

2. " Puede servir como indició la declaración de un pre- 
sunto cómplice en los delitos acusados, cuando ella se halla 
corroborada i>or otros hechos probados, 

3. " Es justa la sentencia que condena a la pena de veinti- 
cinco años de presidio y accesorias legales al autor de un ho- 
micidio' perpetrado con jas circunstancias agravantes de 
reincidencia v róbo, concurriendo además las atenuantes 
previstas en los artículos 55 y 83. inciso 8." del código penal. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JfEZ LETRADO 

Sania Rosa de Toay. Septiembre 29 de 1911 

V vistos: 

i. a presente causa por homicidio y rol*» seguida contra 
Francisco ftübtí (a) Ulano, argentino, de veinticinco años de 
edad, soltero, jornalero y domiciliado en esta ciudad : 

Resultando de autos, que en el paraje denominado "Cha- 
charramendi". del octavo departamento del Territorio, en los 
[¡¡ás , 4 a líi de noviembre de 1008. fué perpetrado un homicidio 
alevoso en la persona del menor Francisco Coria, dependiente 
de! señor José Michelena. siendo arrojado el cadáver a un ja- 
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Ktiel dé donde fué sacado; que, además, se lia cometido por el 
Rii$mo criminal el delito de robo en objetos de pertenencia de! 
expresado señor Miehelena; que, ¿sitando a los términos de la 
denuncia cabeza del proceso, el día sábado 14 de! mes de noviem- 
bre de dicho año, se encontraba el denunciante en el paraje de- 
nominado por "Malahnacá" esquilando, in casa de (Gregorio 
González, cuando en las primeras lloras de la mañana vió pasar 
dos sujetos, que montaban un caballo doradiilo y otro zaino. lle- 
vando de tiro un bayo oven» y un manchado; que posteriormen- 
te, el 10 del mismo mes y año. yendo a lo de Fernando Sapett. 
hizo noche en el puesto de Miguel Lazcano, donde por el encar- 
dado de! mismo, supo que esos individuos con los referidos ca- 
ballos, habían estado allí el mismo dia 14, como a las doce meri- 
diano, almorzando y pidiendo permiso para dejar dos caballos 
de los cuatro qué ¡levaban: que uno de los individuos era tri- 
gueño, achinado, con barba y Bigote escaso y cabellos lacio-, y 
e! otro, un hombre joven, rubio, afeitado, bjgotes de puntas re- 
torcidas, siendo el recado que llevaba el primero, viejo, casi in- 
servible; que. siguiendo e! azar de la conversación, supo qué dos 
días después, el lo del mismo mes y año, los individuos regre- 
saron al mismo punto, montados en dps caballos que no eran e! 
doradiilo y él zaino, habiéndose observado también que el sujeto 
achinado traía otro recado en mejores condiciones como asi hus- 
mo que Había cambiado las alpargatas que antes llevaba, por unas 
bptas ordinarias y en buen uso, y el chambergo, que a la ida te- 
nia puerto, lo traia el sujeto rubio, mientras el primero aparecía 
con un chambergo de color claro y en |>oeo uso: también se noto 
que e! sujeto rubio traia un paquete al parecer de ropa ; que. has- 
ta aquí, informes obtenidos por el denunciante; que quince 
dias más tarde oyó referir a unos mercaderes italianos que. en 
casa de José Miehelena. a inme liacionc^ de "Chaeharramcndi". 
ve había cometido un crimen en la perdona de un peón; que e! 
cadáver había sido tirado a tm po¿o y que ¿1 o los asesinos, m 
habían llevado dos caballo- y un recado ; que, además, Supo el 
denunciante ¡>or noticias del mismo Miehelena. que los crimina- 
les habían robado también un poncho de paño azul marino, una 
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manta fina, un reloj de plata, un pantalón y un saco.de casimir, 
m , traje completo de saco de paño, de invierno, azul, una esco- 
peta un par de botas en buen uso y un sombrero chambergo c a- 
ro:que estos .latos confirmaron al denunciante en sus sospechas 
de que los asesinos debíán ser los siijetos de referencia; <roe, la 
muerte de! menor Francisco Coria, se encuentra comprobada ei. 
;,.,„,; por la copia de la partida de defunción del registro «vil 
del octavo departamento del Territorio, corriente a fojas sesen- 
t.-, v ocho: que todas las circunstancias y condiciones de # la de- 
nuncia se encuentran comprobadas plenamente, en las demás pie- 
xa- de! presente sumarió, como también en las declaraciones in- 
dagatorias prestadas por los acusados y ]H,r la propia confesión 
de uno de ellos; "Que siguiendo los trámites de esta causa, ce- 
rrado el sumario, el Fiscal, a fs. 77 vuelta, dice que está compro- 
bada la identidad de los dos jinetes que pasaron y regresaron por 
¿i puesto «le don Miguel Lazcano. cuyo encargado es o resulta 
ser Andrés José, entre los «lias 14 y .0 de noviembre de 1008. 
resultando ser esos dos sujetos Franci>co Dubji (a) Illanco, y 
¡'.runo Maguna (hijo», los que llevaron y trajeron cuatro caba- 
llos almorzando en dicho puesto, llamado "Andrés : que esa 
identidad está comprobada : 1 |<or el secuestro, por la policía, 
dé! -acó v pantalón «le poder del imputado Dubli (a) Illanco, y 
reconocido por su dueño José Micbclcna. victima del robo efec- 
tua.lo en su casa, en el paraje denominado "Chacharrame idi . 
el 14 «le noviembre «le n/oS; S.' por iguales actuaciones referen- 
te- al reloj v cadena, al parecer «le plata, las .lemas ropas y ob- 
jetos ási como los caballos hurtados, secuestrados y reconocidos 
debidamente i>or su dueño: 3." l'or la rueda efectuada en la jk>- 
ücia en lo que quedan reconocidos Francisco Dilbh (a) Manco 
v Bnmo Maguna (hijo). Pero que el hecho más grave y com- 
prometedor; principalmente contra Dubli, y la confesión «le Bru- 
no Maguna (hijo) a fs. 27 y 28. consistente en que este fue 
acompañado los dias mencionados con Dubli (a) Blanco, cuando 
fué a buscar trabajo, en lo «pie anduvieron los dos |>or el paraje 
llamado "Ghacharramcndi", habiendo llegado el 14 de noviem- 
bre de i-ioS. a la casa de José Michclena, encontrando en esos 
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momentos tan Solo al peón y menor Francisco Coria. Según con- 
fiesa Maguná (hijo), dopués de un cambio de palabras. Dubli 
sacó su revólver y le disparó un tiro a Francisco Coria, acertán- 
dole en el corazón, no ¡Midiendo evitar ésto el acompañante de 
Dubli, después de lo cual Maguna se retir*'. -«.;,,. pero siendo al- 
canzado por Dubli, entre el lugar del crimen y el puesto llamado 
de Andrés, pidiéndole j>or segunda vez callara re-pecio del he- 
cho, que había consumado. Declara también Maguna que Duhü 
traía un pa q n e t e O atad»» de ropa. Ahora bien, continúa el fiscal, 
Francisco Dubli < a » Blanco, niega insistentemente haber anda- 
do acompañado de Maguna, y ]>or !o tanto, haber cometido el 
crimen; que de esto resulta que Maguna i hijo i aparece acom- 
pañante de Dubli y testigo ocular de! homicidio jKTi»etrado por 
Dubli y que por la e» idueta observada posteriormente aparece 
como encubridor de dicho homicidio; que la muerte dvl menor 
Coria está comprobada en el dia 14 de noviembre de 1908, ha- 
bféndose encontrado su cadáver en el pozo existente en !a casa 
lugar de! crimen, qué esté ministerio encuentra también que el 
autor de! crimen es el sujeto Francisco Dubli (a) Illanco, según 
la propia confesión de Bruno Maguna (hijo), y por encontrarse 
encuadrado este hecho dentro de las condicione- de los artículos 
357 >' 358 del código de procedimientos en lo criminal, que. des- 
pués de encontrar deficiente el sumario en cuanto al hurto de 
los caballos, hace notar, el fiscal, que debe tenerse en cuenta que 
los dos procesados son reincidentcs y que por lo expuesto corres- 
ponde aplicar en oportunidad a: sujeto Francisco Duhü (a) 
Blanco, el máximum de la pena de! articulo 17, inciso I # , ley de 
reformas al código penal y accesoria* légales, y a! sujeto Bruno 
Maguna (hijo) el máximum de la pena de! articulo 43, código 
penal, más !á* agravantes mencionadas - que hasta aquí la vista 
fiscal; que, por su parte, la defensa dice, a f§¿ So y vuelta "que 
sosteniendo las afirmaciones hechas por su defendido, sostiene 
la inocencia de éste afirmando asi que no tiene participación en 
c! cielito que se 1c imputa, pues si es cierto que el día 14 de no- 
viembre, como consta en su declaración indagatoria, hasta el 16 
deí mismo ha permanecido en su casa, como dice lo puede jtisti- 
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¿¡car el agente \*il:u no es posible dada la distancia de más de 
Treinta leguas, donde se cometió el crimen, que haya sido él su 
ejecutad- t. Por estás razones pide sea absiklto de culpa y cargó 
el encausado**; qué en estas ce idjcíones, oída la acusación fiscal 
y la defensa y no habiéndose producido otra- pruebas en esta 
causa, quedó ella en estado de sentencia y; 

Considerando: 

Que, como afirma el ministerio fiscal, se encuentra plena- 
mente comprobada en autos, la identidad de los denunciantes, 
como también la exigencia material del hecho homicida en la 
persona del menor Francisco Coria; que de la declaración inda- 
gatoria prestada ante el juzgado por los procesados Bruno Ma- 
güita (hijo) y Francisco Dubün (a) Blanco, como también de 
las demás diligencias del proceso, se desprende la culpabilidad 
de los acusados en el hecho de la denuncia (declaraciones de fo- 
jas 27. 2& 2J>, 30, 31 y 32: 4«) y 50 vuelta, 52 vuelta), que en 
todas ellas el deponente liruno Martina ( hijo), es constante- 
mente acusador de su compañero Dubli como autor del crimen; 
que asi mismo, hace constar qué Dubli cometió el hecho en las 
circunstancias expresadas anteriormente porqué la victima 
le respondió de malos modos a SUS preguntas; que son 
evidentes las contradicciones en que incurre el reo principal en 
sus declaraciones de fs. 9 vuelta, tu, 11, 17 vuelta, 18, ¿o. 21, 30, 
31 y 32, 45 vuelta, 49 y 50, como también en su afirmación de 
fs. 59 vuelta, de haberse encontrado en esta ciudad durante los 
dias 14, 15 y 16 de noviembre, confrontadas con las declaracio- 
nes de los demás testigos y correspondientes careos; que; no pue- 
de caber duda sobre la individualización del procesado Dubli, 
ante el reconocimiento practicado en rueda de presos, por el 
puestero que los recibió en su casa en la víspera del crimen ; que 
ésta igual comprobación resulta de las demás pruebas de autos 
de los objetos encontrados en poder de Dubli, de la declaración 
del vecino, comprador del anua con que se coijíetió el hecho. 
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siendo su vendedor Dubli, del testimonio del sastre, corriente ;i 
fs. 16 y I/ F sobre las ropas secuestradas a aquél y del reconoci- 
miento de éstas por el señor Miclielena auno de su propiedad, 
que le fueron robadas en el lugar del crimen: que el hecho más 
grave pára e! acusado 1° constituye la confesión de Bruno .Nin- 
guna ( hijo)! cómplice o encubridor del delito, que corre a fs. 27 
y -íX. a que se ha hecho referencia en estos considerandos y en 
•a que se declara circunstanciadamente el hecho y su autor, Fian- 
cisco Dubli (a) Blanco. Qué el delito se encuentra comprobado 
en ¡os términos del articulo 357 y 358 del código de procedimien- 
tos criminales, reuniendo las presunciones acumuladas los ex- 
tremos requeridos para surtir fuerza de prueba legal. Que no 
existe una sola atenuante a no ser la circunstancia accidental a 
que se refiere el articulo 83, inciso 8.° del código penal, y si. con- 
curren !as agravantes de reincidencia (declaración de fs. 10 vuel- 
ta y 11). y la de robo que debe apreciarse conforme a la regla 
del articulo 85, impune, enligo citado. Que se trata, pues, de un 
homicidio consumado por impulso de perversidad brutal: el mis- 
mo Maguna, compañero de Blanco, pareció reprochar a éste su 
ferocidad, pero cl móvil clcj homicidio ha >id»» el robo, según to- 
dos los indicios, y su objeto probable, asegurar la impngnidad. 
Dada la forma como >e consumó estaría, pues, encuadrada den- 
tro de la penalidad del articulo 17. inciso 3.". a y b de la ley 41S9 
de reformas al código penal. Que el proveyente debe limitar su 
pronunciamiento respecto de Dubli (a) Blanco, pues que el otro 
procesado, Maguna. ha fallecido. Qué, aun cuando el referirlo 
Francisco Dubli (a» Blanco merezca la pena establecida |H>r el 
citado articulo 17. inciso 3." de la ley de reformas, no puede apli- 
carse en este caso, ya sea por la circunstancia apuntada de ha- 
ber transcurrido tanto tiem(>o desde la fecha del delito, ya sea 
porque el reo está inconfeso en su crimen y atento lo dispuesto 
por e! articulo 55 del código penal, 

Por e^tos fundamentos, resuelvo: imponer a Francisco Du- 
bli (á) Blanco, la pena inmediata inferior a la de muerte: rriw- 
i ¡cinco años de presidio, prescripta |>or el articulo 17, inciso 1.", 
capitulo I de la ley 41S0. con más las accesorias légale* y costas 
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del proceso. - Notiíu|uese, elévese en consulta si no fuese ape- 
lada y oportunamente cúmplase. 

Domingo Sasso. 

Ante mi: — Juan Julián Lastra. 

SENTENCIA DE Vi CA MARA PÉpERAI, 

La Plata, Septiembre 14 de 1912. 

Mistos*: CíOnsiderando: 

1 a prueba de indicios o pfeswictoncs acumulada en estos 
aut... v analizada en la sentencia del señor juez letrado, es sufi- 
ciente a juicio del tribunal, para fundar el pronunciamiento de su 
parte dispositiva, 

Constatado el cuerpo de los delitos .le homicidio y robo \»>t 
el acta de defunción de fe. <;8. las diligencias de te. te a 67 y por 
c| hecho de haberse hallado en pod<* « P rocesado van , OS ob,e " 
tos .le propiciad de .Michek na. patrón del peón asesinado, algu- 
no, de los cuales fueron vendidos y después secuestrados por la 
autoridad, queda desvirtuada, en gran parte. !a obstinada nega- 
tiva de Dubli, mucho más si se tiene en cuenta que sus malos an- 
tecedentes, y las graves presunciones que resultan en su contra, 
le privan del beneficio de la individualidad de su confesión. 

La declaración de Bruno Maguna <ís. 27). presunto cóm- 
plice de los delitos acusados, si bien es interesada y por lo tanto 
viciosa, Sirve, no obstante, como indicio, en cuanto ella esta co- 
rroborada por otros hechos probados; 

Dice, dicho Maguna. que la victima fué herida por Dlibi, de 
, ln balazo de revólver, en la parte izquierda del pecho a la altura 
del corazón. Varios testigos declaran a fs. 66, que vieron el ca- 
dáver y constataron que en la tetilla izqu.erda presentaba « >a 
herida de Itala sin orificio de salida". 



248 FAltOS DE LA CORTE SUPREMA 

El propio Dubli ha confesado "que poseía un revólver ( fo- 
jas 2t) vuelta ) que vendió a un tal Xeira". y dicha arma lia sido 
secuestrada, y ello coincide con los datos suministrados ¡>or Ma- 
guna a su respecto (fs. 30 vuelta y 49 vuelta). 

Manifiesta éste que "Dubli traía un paquete atado" y esta 
circunstancia también resulta corroborada. |H>r la denuncia y 
por él hecho del secuestro de piezas de ropa de .Michelena en po- 
der de aquél. 

El testigo José Andrés í<. 41 ). también corrobora el dicho 
de Maguna, en euanto afirma que en la fecha del crimen lo vio 
junto con Dubli almorzando en su casa. Este testigo tiene sin- 
gular importancia l>or cuanto ha reconocido a los procesados en 
rueda de presos, afirmando ser los mismos que estuvieron en su 
puesto. 

Kl re» Dubli* ademán, ha mentido en su declaración, en 
cuanto a la propiedad de la ropa que 1c fué secuestrada v no ha 
justificado* como pretende. hal>er otado en el pueblo, en la fe- 
cha de! suceso, y menos el hecho tfrave de hallarse en su poder 
varios objetos de Michelena. 

Las circunstancias mencionadas y las demás que se hace 
mérito en 'a >enten.*ia apelada, por su número y relación directa 
con los delitos imputado-;, forman plena prueba de presunciones. 
9 en contra del procesado Dubli. y son, en consecuencia, suficien- 
tes para mantener el tallo de 1/ instancia en cuanto a la respon- 
sabilidad del encalcado, en los delitos de homicidio >' robo* en 
los termino-; que en él <e expresan no pudiendo. en el caso, apli- 
carse la pena capital, atento lo dispuesto en el articulo 55 del có- 
digo penal. 

Por estos fundamentos y sus concordantes. >e confirma, con 
costas, la sentencia apelada de fs. ioó. 

Ueónidas ZüvaUa. — ./. Guido ¡.ava- 
lle. — Marcelino Escalada leu di- 
sidencia). 
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Buenos Aires, Diciembre 24 de 1012. 

Vistos y ci.n>i(leran<Io: 

QttC el procesado Ou1>li, en SliS varias declaraciones, ha 
afirmado que en los días catorce, quince y diez y seis de uovieiu- 
bre de mil novecientos ocho, permaneció en su casa de Santa Ro- 
sa de Toay; y que la ropa que le fué secuestrada, como los de- 
más objetos robados a Michelena, los adquirió por distintos me- 
dios, en diversas circunstancias y de varias personas. 

Que tales afirmaciones debieron ser probadas por dicho 
procesado, para desvirtuar, entre otras, las de Mansilla y José 
Andrés, que lo vieron acompañado de Maguna" (hijo), puesto 
que su confesión no puede reputarse indivisible, en atención a 
sus malos antecedentes reconocidos ¡>or él mismo. 

(Jue cualquiera qtte sea el papel que se asigne a Maguna, en 
eí homicidio — coautor, cómplice, encubridor o simple testigo— 
y por más que también sus malos antecedentes confesados, ha- 
gan sospechosa y aún viciosa su declaración, no es posible negar 
que coincide en todo con las circunstancias anteriores y posterio- 
res a! hecho de que so trata; tales, como la de haberse dirijido 
juntos al lugar del crime i. la clase y situación de la herida que 
ocasionó la muerte de Coria y el robo de objetos pertenecientes 
% Michelena. patrón de aquél: todo lo cual, unido a las varias 
constancias del proceso, indica suficientemente al autor o coau- 
tor del ennien. 

Qué «le las mismas constancias ¿e desprende que el móvil 
fué el robo, sin que baste a desvirtuarlo, la afirmación de Ma- 
guna. cuando dice que fueron a buscar trabajo y que a conse- 
cuencia de las malas maneras con que Coria contestó una pre- 
gunta de Dubli, éste !e dió muerte. 
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Que Maguna como Dtibíi (en el supuesto de la defensa) 
siendo reincidentes confesos de homicidio, no pueden gozar de 
!os beneficios de la indivisibilidad de la confesión, como queda 
ante- expresado, por lo que las diversas circunstancias invoca- 
das por los mismos como disculpa, importan otras tantas excep- 
ciones que han debido ser probadas. 

Por ello, y fundamentos de la sentencia apelada, se la con- 
firma, con costas. — ^Otifíqucse original y devuélvanse. 

A. Bermejo, — M. P. 1>\rut.— 
I). K. Palacio. — L. botifc 

Caí'.AN ILLAS. 



CAUSA CXXIV 



Don Alfonso Durao v otro, contra el ['residente del departamen- 
to nacional de higiene, por exacción ilegal can fuerza a bor- 
do de un vapor y abuso y usurpación de autoridad. 

Snmari>>: Corresponde a la justicia federal el conocimiento de 
una denuncia contra un funcionario nacional ]>or actos que 
se reputan delictuosos, ordenados en ejercicio de facultades 
conferidas por una ley de carácter general, como es la nú- 
mero 4475. aprobatoria de la convención sanitaria interna- 
cional. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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RESoUVloX WX sr. JUEZ 1>K INSTRUCCION 

Buenos Aires, Noviembre I£> de 1911. 

Autos y vistOS: 

Tratándose en el presente caso de la interpretación de uii 
tratado con naciones extranjeras, como lo es la convención sani- 
taria internacional, aprobado jx>r ia ley de! congreso nacional 
número 4475; de acuerdo con lo dispuesto ca el artículo 100 de 
la constitución nacional y 111, inciso 1." de la ley de organiza- 
ción de los tribunales <lc la capital ; su conocimiento y decisión 
corresponde a los tribunales federales. 

Por esto, y de acuerdo con !o diotamhado por el señor 
agente fiscal, resuelvo: Declararme incompetente para seguir 
entendiendo en la presente denuncia, y remítase todo lo actuado 
a! señor juez federal en lo criminal, con nota de atención, llá- 
gase saber a quienes corresponda. 

E. Newton. 

Ante mi: — C, M, Colambres. 

RESOLUCION DEL sr. JUEZ FKDKRAL 

Buenos Aire», Diciembre S9 de 1911 

Autos y vistos; y considerando: 

i." Que la presente denuncia contra el presidente del depar- 
tamento nacional de higiene, doctor José Pcnna, se refiere a los 
delitos de usurpación y abuso de autoridad y exacción con fuer- 
za cometidos los primeros en el territorio de la capital valten- 
áOf¡e «le la inicia de la misma y el último a bordo del vapor 




'^Principesa Maf falda" a la arribada al puerto de la capital. 

One los delitos de abuso y usurpación de autoridad son 
del fuero ordinario, legados y penados j>or el código penal, y 
sometidos a los tribunales federales sólo en el caso en que se hu- 
bieren cometido en sitios sometidos a ;a jurisdicción nacional, lo 
que, como se ha dicho, no inrurre en el presente casó. 

3° Que, en consecuencia^ no se trata en e! sub judke de la 
aplicación de la convención sanitaria internacional ni de infrac- 
ción a ley nacional alguna, sino de la aplicación de las leyes de 
derecho pena' común ¡>or pregunta* infracciones cornetillas fue- 
ra de la jurisdicción federal, y siendo asi, ésta no es competente 
para conocer en esos delitos. 

4." Que en cuanto a la exacción :orre>j>onde. efe .-mámente, 
el conocimiento de 'a causa a e-te juzgado, en razón del sitio en 
que el presunto delito se dice cometido. 

Por estas consideraciones, y no obstante lo dictaminado por 
e' señor procurador fiscal; declaro que no corresponde a e-te 
juzgado el conocimiento de la presente denuncia en cuanto ella 
se refiere a los delitos de abuso y usurpación de autoridad, re- 
mitiéndose los autos a la suprema corte federal a objeto de la 
resolución que 0rrespon4e en ¡a contienda negativa de compe- 
tencia. Respecto «t la exacción, saqúese testimonio de la denun- 
cia y tráigase para proveer lo que corresponda. 

JquÍus, 



DICTAMEN DEl. Sr. PROCURADOR «".r.NKR.M. 

Buenos Aires, Junio !8 de 1912. 

Suprema corte : 

A Y. K. corresponde dirimir la presente contienda negativa 
de competencia, a mérito de lo que dis¡n»ne el artículo o.'\ inciso 
d) ile la !cy 4055- 
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Considero que en el paso de autos el conocimiento de los de- 
litos que se iinpütan al presidente del departamento de Iiipene, 
loman como liase la violación de una ley nacional, aprobatoria 
de la convención sanitaria internacional, dado qué tanto la usur- 
pación y el abuso de autoridad como la exacción cometida lo ha- 
brían >¡d<> invocando las facultades que a dicho funcionario 
acuerda la convención expresada. 

Por ello, pido a V. I-;, se sirva declarar que corres|>onde al 
señor fiie? federal de la capital el conocimtenfó del presente su- 
mario* 

Julio BótcL 



fXtito m " A CORTK SIPRKY1A 

Buenos Aires, Diciembre 20 de 1912. 

Y vistió: 

Los de contienda liegátiva de competencia entre el señor 
juez federal y el de instrucción c|(c esta ciudad para conocer de la 
denuncia formulada por don Alfonso Duran y don Carlos Claus- 
señ Durad, contra el presidente del consejo nacional de higiene, 
doctor don José l'enna. como autor de los delitos de exacción 
¡legal con fuerza, cometido a bordo del vapor "l'rincipesa Maf- 
falda" y abuso y usurpación de autoridad en territorio de la ca- 
pital, y 

Considerando : 

Que, según expresan los denuncia cites a ís. i_\ la mencio- 
nada repartición piensa que a! ordenar los actos que se estiman 
delictuosos, no ha hecho sino aplicar el articulo 12 de la conven- 
ción sanitaria internacional, celebrada con las repúblicas del 
Itrasil. Oriental del Uruguay y Paraguay, aprobada |Hir ley nú- 
mero 4475, aplicación que consideran violatória de la disposi- 
ción citada. 
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Que, en tal concepto, se trataría de la responsabilidad de 
u:i funcionario nacional ¡M>r actos Ordenados en ejercicio d£ fa- 
cultades qtie !é están conferidas en la disposición citada, que es 
de carácter general y no local para la capital, i Fallos, tomo 31, 
pág. 299; lomo '■<». pág. 17;. tomo 69, pag. «>»• 

Por ello, y conforme con lo pedido por el señor procurador 
general, se declara que el juez federa! es competente para cono- 
cer en la denuncia de que se trata; y en consecuencia, reniitan- 
sele los amo.-, avisándose ppr oficio al señor juez de! crimen. — 
Notifiquese original. 

M. I\ Daract. - I). K. Pala- 
Cío. — L. Loi'EZ Cahanii.i.xs. 



CAUSA CXXV 

Don Severo V. Lubai% contra el ferrocarril Central Aigentinó, 
por rcivxndicwión; sobre competencia 

Sumario : 1." Kl articulo Bf de la ley 48. que debe ser interpre- 
tad», restrictivamente, ha establecido limitaciones contra- 
ria> a los qué quieran accionar ante los tribunales federales, 
y responde al propósito de que no se sometan a !a decisión 
«le dichos tribunales a- untos que no sean en realidad de su 
competencia, coxü rme a la institución, mediante cesiones 
que pueden ser ficticias. Dicho articulo es inaplicable cuan- 
do no se trata de una cesión de derechos sino de una venta 
dC irmiuelves heredados, que no estaban en litigio, y cuando 
!a demn ida reiviíidfcatoriá sé inició dfespuéS de haberle sido 
dada la posesión de la herencia al vendedor. 
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2- Demandado un argentino por otro, domiciliado en dis- 
tinta provincia, e! privilegio del fuero federal corresponde 
al primero. 

Coso: Lo explican las piezas siguientes: 



I AI.I.O DEL jt KZ KX tO CIVIL Y COMERCIAL 

Rosarlo, Noviembre 30 de 1911. 

Y vistos : 

La excepción de incompetencia opuesta en el presente juicio 
de reivindicación, seguido por el doctor Severo M. Lubary. con- 
tra la empresa de! ferrocarril Centra! Argentino; 

Resultando : 

Que la excepción *c fundo en las circunstancias de que tan- 
to la empresa mencionada como el doctor Lubary son argentinos 
v en el distinto domicilio de las partes, pues aquélla lo tiene en 
ía capital de la república y éste en esta provincia. 

Que, evacuando el traslado conferido de la excepción, la 
parte actora. no desconoce ninguno de los puntos enunciados, 
..en» pide su rechazo, en virtud de que en este juicio actúa como 
cesionario «le acciones y derechos de un extranjero y. por tanto, 
le comprenden todas las que competían a su cedentc. 

( )ue. según lo expuesto, el doctor Lubary considera que el 
tuero que pudo hacer valer su cedente iniciando su acción ante 
la justicia nacional pudo ampararlo, pero lo renuncia optando 
..or la jurisdicción provincial, en otros términos «pie el fuero se 
transmite conjuntamente con la cesión. 

Que en razón de que la empresa tenía numerosos estableci- 
mientos en distintos puntos del territorio de la repúb, a y prac- 
tica .transacciones v negocios relativos a su industria, pues de tal 



■ 
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circunstancia se infiere que $u vecindad no es exclusivamente de 
la capital federal. 

Y considerando : 

(¿tic el articulo 100 de la constitución nacional, como el ar- 
tículo 2.* inciso 2? de ¡a !ey nacional número 48, de 14 de Sep- 
tiembre de 18É& atribuyen a ia justicia nacional el conocimiento 
de la^ cuestiones entre nacionales vecinos de distintas provincias. 

Que las personas jurídicas, aunque posean bienes y contra- 
ten en diversos puntos, ><»lo tienen un domicilio, según lo pre- 
ceptúa é¡ articuló 44 del código civil, invocado por e! excepcio- 
nanu-. 

*Qne, siendo de excepción el fuero federal, éste no puede ex- 
tenderse ha#ta los cesionarios de acciones y derechos civiles, y 
sólo puede invocarse por aquél a quién corresponde; ¿I fuero no 
es susceptible de transferencia, no va unido a la cosa cedida. 

Por estas ponsideracipnes^ y de conformidad a las disposi- 
ciones légale? mencionadas, el articulo 100 de la constitución na- 
cional, y los pertinentes invocados por el excepcionante, eto obs- 
tante !o dictaminado p*^r él señor fiscal, resuelvo: Hacer lugar, 
con estas, a la excepción opuesta, y, en consecuencia, declararse 
¡neompeunte a este tribuna! pitra seguir cntendicn !o en este jui- 
cio- Hadase saber, repóngase. 



Ahtc mí : //. Bustos. 



Rafi! ktigos. 



IWU.o DE tA CAM ARA DE Vpfil, ACIONES IE SANTA FE — Rosario 



R. sarm. Mayo la Ce i%2. 



\ >t< « y considerando: 

I Que el demandado al oponer ¡a excepción de itícompe? 
tencia »c tunda en la diverja vecindad del actor quien ésta dónii- 

bf? - 




ciliado en esta provincia y es argentino y el excepcionante es 
vecino de la Capital de la República, reputándose argentino a 
los efecto*, del fuer»» por tratarse de una sociedad anónima; 
II <Juc la diversa vecindad como causa del fuero federal, com- 
prende solácente a los ciudadanos argentinos, según !o ha esta- 
Mecido invariablemente la Suprema Corte Nacional en numero- 
sos fallo.-, mas para que surta' ese fuero |>or razón de la diversa 
vecindad, es necesario además que el derecho disputado pertenez- 
ca originariamente y no por ccsió:i o mandato i art. 8 ley de juris- 
dicción y competencia de ¡os trihunales federales, de 14 de Sep- 
tiembre de i*Xí>3 », y fallos de la Suprema Corte ( t. 3, pág. 3$¡ ; 9, 
pág. ¿¿5; iS, pág. 419), En el caso de autos, el derecho que 
invoca el actor ha pertenecido a don José Ktchegoycn extranjero, 
residente en Kuropa, quien lo transfirió por venta al primero, y 
si él hubiera promovido el pleito, el fuero federa! no correspon- 
dería por razón de la diversa vecindad del actor y de! demandada, 
sino por la diversa nacionalidad del actor, es decir, por razón 
de la persona. Más. e-e privilegio persona*, rcmmciahlc e in- 
transferible no puede invocar el cesionario para ocurrir al fuero 
federal, ni el demandado puede invocar la diversa vecindad del 
act*»r. por cuanto el eedente de éste no era ciudadano argenti 10 
y vecino de esta provincia para cuyo caso la jn>ticia federal está 
entallecida en beneficio de ambas partes y el demandado ¡*>dría 
exigir que c! asunto se lleve ante ella. Oue por razón de la situa- 
ción del inmueble reivindicado corre>|>tvidc al Juez del territorio 
donde é' está situado, y es la justicia ordinaria la competente, 
desde que el caso no está comprendido en el fuero de excepción 
por razón de la materia, o de las personas, o de la diversa vecin- 
dad de las partes. 

Por esto se revoca con costas en ambas instancias el auto 
aj elad- . Regulándose los honorarios de! doctor Thedy y procu- 
rador Castillo en las sumas de trescientos y ciento cincuenta pe- 
sos nacionales, respectivamente, llágase saher y bajen. 

Veta Murros. — Mcycr. — Brtivo, — 
Antonio Juan García, 





DICTAMEN DKI. S!\ PROCURA!** r.KNKKAL 




Suprema Corte : 




1012. 



El presente recurso es procedente a mérito de lo que dispo- 
ne el art. 6 de la ley 4055 y art. 14 inc. |« <le la ley 48, por Sa- 
berse invocado un privilegio amparado en esta ley y ser la deci- 
sión contraria al mismo. 

Kn cuanto al fondo del recurso, estimo <|tie la Kxcma. Cá- 
mara ha aplicado con exactitud la disposición del art. 8 de la ci- 
tada ley 4H. la que exige, a los efectos de la procedencia del fuero 
federal, que el derecho que se disputa pertenezca originariamen- 
te, y no por cesión o mandato, a las personas en cuyo beneficio 
lo ha establecido la Constitución, de suerte que, en el caso de 
autos, la empresa denandada no puede invocar la vecindad del 
actor para acogerse a la justicia nacional, jn>r cuanto dicha parte 
no ejercita un derecho propio, sino el que adquirió mediante la 
ccsió:i efectuada por una persona que. siendo extranjera, no dis- 
ponía del privilegio del fuero federal por razón de la distinta 
vecindad. 

Kn atención á lo expuesto, y jurisprudencia de esta Corte 
Suprema ( fallos, tomo 23, pág. 726; tomo 33, pág. 326; tomo 81, 
pág. 338; tomo 112, pág. 227). pido á Y. K. se sirva confirmar la 
sentencia apelada. 



Vistos los del remitió entablado por el Ferrocarril Central 
Argentino contra sentencia de la Kxcma. Cámara de Apelacio- 
nes de ta Provincia de Santa Fe. pronunciada en el juicio de 



Horacio R. Larreta. 
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Buenos Aire», Diciembre 31 de 1912. 
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reivindicación que sigue contra aquél el doctor Severo M . Lu- 
barv, de los qué) en lo pertinente, resulta : 

Q ue demandado el Ferrocarril Central Argentino por el 
doctor Ubary ante el Juez «le Primera instancia del Rosario, 
don Hugo Ferguson. en representación del primero, opuso la 
excepción de incompetencia de jurisdicción, fundándose en que 
e' actor era ciudadano argentino, domiciliado en el Rosario y su 
poderdante una Sociedad Anónima Argentina, con domicilio le- 
-al en la Capital de la República. 

( >ue el auto de fs. 81 vta.. revocatoria del de fs. 69, rechazo 
esa excepción, resolviéndose que el pleito no corres|»nd.a al 
fuero federal por razón de la materia, de las personas o de la 
diversa vecindad de las partes. 

Y considerando: 

Oue con arreglo al art. 2 o . inc. 2?, ley núm. 48 ? art. I* ley 
núitt. 1467 el presente juicio es de la competencia de los tribuna- 
les nacionales. ]h,t ser el actor y demandado argentinos y vecinos 
ei primero de la Provincia de Santa Fe, y de la Capital Federal el 
segundó, según se afirmó á fs. 56 y se refiere del auto recordado 
de fs. 81 vía. 

Oue !a circunstancia de que el actor ejercite acciones que ha 
adquirido de un extranjero í fs. 60), no se opone a la conclusión 
anterior, porque el art. 8 de la ley 48. que debe ser interpretado 
restrictivamente (fallos, tomo 114. pág. 77 ? <* ro *>- ha es,ab,e * 
cido limitaciones contrarias a los que quieran accionar ante los 
tribunales federales, y porque él responde al proposito de que 
no se sometan a la decisión de dichos tribunales, asuntos que no 
sean «■'" reáiidad de su competencia, conforme a la constitución, 
mediante cesiones que pueden ser ficticias (tomo 23. 1*8- 7»)- 

( )ue en el caso, ni el actor ha pretendido demandar ante la 
jurisdicción federal, ni existiría el peligro del fraude aludido, 
ttesdé que el cedente y cesionario han estado habilitados para liti- 
gar con la paité demandada ante aquélla invocando los mismos 



rAtUM m la con% wntM* 

Que no sería admisible la renuncia prevista en el articulo 
12, ¡nC; 4 U ley 48, dados los termino* de éste y en atención a que 
en el sub jndicc el privilegio del fuero federal no se halla esta- 
blecido en favor de! demandante, siño de la demandada que se ha 
resistido a contestar la acción en los tribunales locales (fs. 56). 

Qite, par otra parte, e! contrato que celebraron el doctor Lu- 
bary y don J. Etchegoyen ( fs. 12) no fué propiamente de cesión 
de derechos, en lo que concierne a ¡a venta de inmuebles que el 
segundo había heredado de su finada madre (fs. 3 vta.. ló y 
siguiente) que no estaban en litigio (fallos, tomo 33, pág. 32O; 
tomo 83, pág. 261). y la demanda reivindicatoría se inició des- 
pues de háberlé sido dada la posesión de la herencia ( fs. 39 y 
siguiente) lo que hace inaplicable el mencionado articulo 8 o (fa- 
llos, tomo 19, pág. 177; tomo ni, pág, 65 y otros). 

En su mérito, «>¡do el señor Procurador Ge:iera!, se revoca 
el auto recurrido y se declara que el conocimiento de esta causa 
corres|x>ndc al fuero federal. Xotiíiquese con el original y de- 
vuélvase, previa reposición del papel. 

A. Bekmkjo, Nicanor G. dkl 
Solar. — AI. P, Daract. — D. 
E. Palacio — I,. mWM Ca- 
iianii.i.as. 



CAl'SA C.WVI 

Municipalidad de Córdoba contra Ferrocarril Central Arijentino^ 

por cobro de impuestos 

Sumario : 1-1 articulo 8 de la ley número 5315. no exime a las 
empresas ferroviarias de la obligación de pagar e! impuesto 



general .le limpieza, riego, i^rrido y aluníbrado y el impues- 
to de afirmad;». 



Caso : Lo explican las piezas siguientes: 

paulo mi. tam w m$»M iñ^axcia i:n m <?*va 

Córdoba. Mayo I 1012. 

Autos y vistos: 

De los <,ue resulta qm el doctor Novillo Saravia en su 
carácter de procurador general de la Muniicpalidad de Córdoba, 
se presenta con fecha ¿5 de Agosto de 191 ent»M?ncto demanda 
de apremio contra la empresa del Ferrocarril Central Argentino, 
para hacer efectivo el cobrp de la cantidad de un mil seiscientos 
cincuenta pesos nacionales, que por concepto de impuesto general 
de limpieza, riego, barrido y alumbrado, adeuda la empresa a 
su representada ; acompañando con la demanda de fs. 5, cuatro 
boletas visadas por el Intendente; y para el cobro de seis mil se- 
tecientos cincuenta y nueve pesos con siete centavos nacionales, 
por razón de impuesto de afirmado de granito construido frente 
a la propiedad de la empresa según la boleta visada por el Inten- 
dente y que también acompaña con el escrito de demanda de 
fs. 26; cuyas demandas a j>edido de partes, demandante y de- 
mandado/han sido acumuladas para su trámite y resolución, se- 
gún instruyen los autos. (Juc firulándose las demandas en los 
arts. 125 v 126 de la ley provincial de municipalidades, se ordenó 
librar mandamiento de embargo y requerir de pago al deudor, 
quien ofrece al embargo la propiedad que se detalla á fs. 12 sin 
hacer efectivo el pago, después de lo cual se fijó la audiencia que 
la ley prescribe. Kn esta audiencia, el doctor Novillo Saravia se 
ratifica en los términos de la demanda y expote además: yue 
la legalidad y justicia del cobro están definitiva y reiteradamen- 
te consagrados por los tribunales de! pai> en el orden nacional y 




provincial; que la misma empresa en juicio anterior por los mis- 
mos concepto» ha sido condenada por este tribunal y la Suprema 
Corte ipie lu confirmó, del mismo modo que últimamente ha sido 
fallado un juicio análogo seguido contra !a empresa del Ferro- 
carril Central Córdoba, jK>r lo (pie considera definitivamente 
agotado el debate judicial; y haciendo mérito de lo alegado por 
las empresas en los juicios a que se ha referido para excépcio- 
narse, fundadas en la ley nacional número 5313 dice aceptar 
que el Congreso pueda, de acuerdo con las disposiciones de los 
incisos 16 y 28 del art. 68 de la Constitución Nacional acordar 
á ncesiones temporales de privilegios dispensando a las empre- 
sas ferroviarias los impuestos nacionales, provinciales y munici- 
pales; per»., que no concibe que una !ey nacional quite a las pro- 
vincias y a los municipios estos impuestos de beneficio local para 
crear con ellos un impuesto federal único a beneficio de la Na- 
ción. Qüc darle este alcance á la ley 5,V5» és hacer ilegal i;, 
disposición de! art. 8 y algo más, es hacerla inconstitucional, 
porque el Gobierno Nacional |>or las facultades que le da e! art. 4 
y el iric. 2 del art. 67 de Constitución Nacional, puede poner 
contribuciones directas o indirectas ''equitativa y proporcional- 
mente a la población" o "iguales en todo el territorio de la Na- 
ción"; pero que nunca puede establecer un impuesto exclusivo y 
particular para los ferrocarriles; que el 3 por ciento. no es im- 
puesto ni nada ¡Kirecido, y solamente una compensación por las 
franquicias aduaneras y demás ventajas de que disfrutan, y de 
aquí la necesidad de la interpretación restrictiva del art. 8 de la 
ley Mitre, porque la ley habla de exoneración de impuestos y 
porque en finanzas y en derecho administrativo el impuesto no 
comprende el senicio habiendo entre mu» y otro una diferencia 
fundamental según la cual e! impuesto es una contribución obli- 
gatoria, -i n causa, a la que están obligados todos, mientras el 
servicio es una contribución obligatoria, pero, con causa, y es la 
necesidad de compensar al ¡>oder público, una ventaja o una 
mejorá hecha en obsequio del contribuyente; que la diferencia lia 
sido reconocida; no sólo en el empleo que se hizo del concepto de 
impuestos exclusivamente, sino también en la interpretación que 
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se le «lió en la discusión «pie se hizo en el Con«re ? o al tratar el 
art. 8. estableciendo la diferencia entre impuesto y servicio, ro- 
busteciendo y confirmando el pensamiento legislativo de acordar 
solamente a la* empresas la exoneración de los impuestos. Que 
el doctor Sotera, en representación de la empresa demandada 
opone contra la ejecución la excepción de falta de causa a (pie 
alude el art. 124 de la ley de municipalidades y fundado en el 
art. 8 de la lev nacional iriim. 53 '5 >' art. 12 dcl <le cretü regla- 
mentario de dicha ley, de 30 de Abril «le 1908: dice «pie la em- 
presa «leí F. C. C. Argentino, se ha amparado a ios benel icios de 
la lev núm. 5315, recordando el decreto del Cobierno Nacional 
de 17 de Octubre «le i«P7 y la ley nacional afip Goó?. en cuyo 
art 2 se establece «pie la Compañía del Centra! Argentino está 
regida por la ley 53« 5- <>«-' <¡' art. 8 «le la ley 53 '5 ¡'"Pone a las 
empresas la obligación de abonar una contribución única igual ai 
tres por ciento del producto líquido «le la explotación «le su* 
líneas, quedando exentas «le todo otro impuesto nacional, pro- 
vincial o municipal, cuyo texto «le la ley no puede ser más claro 
y concluycntc. pagar como única contribución el 3 l*>r ciento del 
"producido «le la explotación, que«lan«lo exenta de to.lo otro im- 
puesto, sea nacional, sea provincial o sea municipal ; y que a la 
misma conclusión conduce el art. \2 del «lecreto reglamentario 
de «licha lev de 30 de Abril de ic>o8. donde están los detalles ex- 
plicativos propios «le su reglamentación : «pie la exención n«> es 
gratuita porque se funda en la contribución «pie la misma ley im- 
pone del 3 por ciento dcl producido líquido «pie representa una 
suma de consideración : que esa contribución favorece a todas las 
provincias y municipios en proporción al recorrido «leí ferro- 
carril, puesto que el mismo art. 8 lo aplica a la construcción y 
mantenimiento de los puentes y caminos ordinarios «le los mu- 
nicipios o departamentos cruzados por las lineas en proporción a 
la extensión de las vías en cada provincia, «le modo que ya la 
empresa contribuye a beneficiar a la municipalidad «le Córdoba 
en una suma respetable y, |*>r lo tanto, ésta no puede mtdestar a 
a«|uella exigiéntiole nuevas erogaciones ; i|tie entre otras conside- 
raciones hace presente «pie la Suprema G>rte «le Justicia Nació- 
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nal ae ha pn nunciádo en el sentido de que él art. S de la ley 
Xfitre no exime a las empresas de los tributos que originan este 
juicio, ftindíindose tan solo en una frase del miembro infórmame 
de la coiliishxi que estudió el proyectó al discutirle en la Cámara 
tle Diputados haciendo distinciones entre impuestos y servicios; 
y que una frase incidental y extemporánea aludiendo a distincio- 
nes de detalle de carácter puramente técnico dicha por un miem- 
bro «le una de las Cámara-, con pre§cindcncia absoluta de !o que 
pasó en la otra Cámara, que cercena el clan» alcance de! texto 
•le la ley, y afecta fundamentalmente los fines propuestos y ex- 
presados ppr el autor dé la misma, nu puede predominar, y que 
¡a Suprema Corte en otras ocasioue> lia considerado que sóli 
impuestos, los que ahora excluye como >ervicio>: y Concluye 
pidiendo se desestime con costas esta ejecución y que se agregue 
copia legalizada del decretó del Gobierno Nacional, de 17 de 
< Vtubre de 1907 que se encuentra en e¡ expediente del juicio Se- 
guido |mr la Municipalidad contra la empresa por ouiccpt" de 
impuestos \ afirmados copia c^;sc corre a fs, 36; N considerando; 
\*:w la excepción de faka de causa opuesta por el representante 
üé !.i empresa demandada, tiene contó principal fundamento el 
concepto y alcance que le atribuye el art. 8 de la ley nacional 
niun. 5315, concepto y alcance distinto de! qiic le o>rre>i>onde 
¿cgán '<> reiteradamente resuelto por este tribunal con motivo de 
fallos aiuerh-re^ seguidos por la Municipalidad contra la misma 
empresa y el F. C, Central Córdoba para e] cobro ilc impuestos 
tic la misma clase de los que son materia de este juicio. En di- 
chos fallos confirmados por la Suprema Górte, sé ha establecido 
que estos impuestos no están comprendido* en los de !a exención 
i¡e la citada lej que se refiere a aquellos impuestos que deben 
ser pagados por todos; Que el concepto y alcance dado ¡>or este 
tribunal y j»or la Suprema Corte al art. S de la ley nacional mi- 
men» 5315. distinguiendo impuestos de servicios, no c>tá fundado 
» mo quiera en una frase incidental o extemporánea dicha 
1 1 un miembro le las Cámara-, como |p sostiene el demandado, 
sino en la fue 1 te propia de intcrjSrctación de la ley. luí efecto, 
C fundamento han -ido ¡as explicaciones dadas por un miembro 
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<¡c la comisión encardada del despacho del proyecto en la Cámara 
cíe Diputados cuando al ser preguntados cuáles eran los impues- 
tos municipales de que se eximía a las empresas, si se comprendía 
alumbrado, afirmado, etc., contesta: "Los antecedentes admi- 
nistrativos e interpretativos de ¡a Constitución establecen lo que 
es un servicio y !o que es un impuesto: el impuesto tiene carácter 
general, mientras que el servicio tiene un carácter particular; lo 
paga el que lo redbé", etc.. y agregaba que, "lo que se ha consig- 
nad.» en este art. son los impuestos de la constitución, aquellos 
que tienen que ser pagados por todos y también por los ferroca- 
rriles sino fueran exonerados por la ley. De ahi entonces que los 
servicios de carácter comunal que beneficiasen a los ferrocarriles 
por lo mismo que tienen un carácter particular, los ferrocarriles 
particulares tendrán que abonarlos". Que con estos antecedentes 
no puede haber duda ni cabe discusión sobre la más recta inter- 
pretación del art. 8 de la ley núm. 5315 que la Suprema Corte 
ha aceptado en repetidos fallos entre otros el de 4 'le Julio de 
1911, en el juicio sentido por la Municipalidad contra el Ferro- 
carril Centra! Córdoba y los citados en tal ocasión por el mismo 
tribunal (tomo 33. pág. tomo loo, pág. 51 y 337 de sus 

fallos). Por lo expuesto, desestimando la excepción opuesta, 
fallo: condenando a la empresa del Ferrocarril Central Argen- 
tino a pagar a la Municipalidad la suma de ocho mil cuatrocien- 
tos nueve pesos con siete centavos moneda nacional que por 
concepto de impuesto de limpieza R. 15. alumbrado y afirmado 
se le cobra en los escritos de fs. 5 y fs. 26, los intereses de Kanco 
desde el dia de la demanda, y las costas del juicio, todo lo que 
deberá abonar inmediatamente de ejecutoriada esta sentencia; 
regulando el honorario del doctor Novillo Sara vía en la suma de 
quinientos pesos moneda nacional. llágase <aber y repuestos los 
sellos archívese. 

£>. de nilafañc. 



Ante mí — Salvador R. Argañarás. 
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I.U.l.o DE LA CORTE SCTRg&l \ 

Buenos Airea, Diciembre 31 de 1012 

V vistos : 

Por >u> findamento*, lo resuelto por esta Corte en los casos 
dd Tumo 1 13; página 1O5; tomo ! 14, jág¿ 298; tomo 115, pági- 
na- 174 \ 1S0. y considerando, adema-: 

Qué si bici) do los conceptos genéralo (|ue *e transcriben en 
la memoria dé fojas 62, expuestos en la discusión del proyecto 
convertido en la ley 53 1 5. pudiera inferirse que las empresas 
ferroviaria*, acogidas a ella quedaro 1 eximidas en los municipio?, 
del pagO de limpieza, alumbrado y afirmado, dichos conceptos 
no pueden prevalecer sobre la aclaración precisa y concreta que 
hrc el particular, en sentido contrario, se hizo en la Honorable 
Cámara de Diputados, y (jue ha servido de base a fallos re- 
cordados. 

Que las observaciones hechas 1 fojas 67 y >ig. ) para desvir- 
tuar la importancia atribuida a esa aclaración, no >on atendibles, 
porque, cualesquiera que fueran "los antecedentes adminstrati- 
vos e interpretativos de la Constitución", a que aludía el miem 
bro infirmante de la comisión, no es dudoso que, co:i criterio 
diverso del que informa el fallo de esta Corle, que se regiera en 
el tomo 104, pág. í>í». entendióse que ele tales antecedentes re- 
sultaban diferencias entre los servicios de carácter comunal y los 
impuestos : y que los primeros, que beneficiara:! a los ferrocarri- 
les debían ser al < nado> por los mismo?. 

Que en el supuesto más favorable al recurrente. <• sea en el 
de que tengan igual valor como fuentes tic interpretación las ma- 
nifestaciones generales > las especiales aludidas, existirían mo- 
tjyos de duda acerca del alcance del art. S de la citada ley, y ante 
ellos se impondría sii interpretación restrictiva, con arreglo a la 
ó ctrina y a la jurisprudencia. 



■ 
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Se confirma con costas la semencia de fojas 37, en !a parte 
que ha podido ser materia del recurso. — Molifiqúese con él 
origina) y devuélvase, previa reposición (te sellos 

a. Bkrmkjo. - Micánor G. mu 
Solar. — M. l\ Daract. — 

I). I**. Tm.acío. — LpPKZ 
C Alt ANILLAS. 



CAUSA CXXVII 

/;/ jf&CO naciona! contra I .cheque v compañía, por falsa mámfc& 

tac'um de mercaderías 

Sumarlo: 1." lis pasibledc lá pena establecida en el articulo 101 1 
de las ordenanzas de aduana el que. aún siendo simple in- 
termediario entre el dueño de las mercaderías y la aduana, 
comete, al solicitar e! despacho, la infracción prevista e:i e! 
articulo 668, inciso 4" de dichas ordenanzas; sin perjuicio 
del derecho que pudiera competirle para repetir lo pagado 
de quien corresponda. 

2. a La ignorancia acerca de la carga manifestada no e> un 
error excusable, ni la negligencia u omisiones en el cumpli- 
miento de sus deberes por parte ríe los empleados de adua- 
na eximen al cardador del cumplimiento de lo> que le son 
respectivos. 

Caso: Ko explican las piezas siguientes: 
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KKSnl.rUÚN BÍ LA AtUAXA 

Buenos Aires, Octubre rj *ic 1003. 

Visto-i: 

Está probado que las mercadería* que se enumeran y deta- 
llan en las guias de removido agregadas a fojas »\ 7 y S lian sido 
falsamente declarada* con excepción de lo? veinte cajones salu- 
lina de la marea j. P, 

Resulta a*imUmo que en 'a* declaraciones prestadas ante 
la oficina de sumarios, no -e descubre antecedente alguno que 
demuestre •» haga pre*umir qjie sé hubiese intentada cometer 
una defraudación al fisco, sustituyendo-- !< 5 efectos inservibles 
embarcad - en e*ic puerto por otr< > bultos <|ue contuviesen las 
merca U ria* declaradas en las guias, y destinadas a ser introdu- 
cidas en lá aduana de de-tino. 

Corropondc. pue*. decidir -i. habiéndose intentado un de- 
lito común o nio es el de la defraudación *i las compaiíias de se- 
^'tro», y sin antecedentes de n ía ríe f ra u dación fiscal en los pro- 
pósito* le ios finnantcs de esos documentos, existe una infrac- 
ción f unible c«»n arrezo a lás ordenan/as fie aduana. 

A eSíé respecto conv : ene recordar e; espiritu de e*a ley cuya 
mente ha sido o '-iderar punible toda infracción o hecho no 
conforme con los reglamentos y que cause o pueda causar una 
lesión al fisco, según to establecido constantemente por las sen- 
tencia- ríe lá justicia fe lera! \ resoluciones del poder ejecutivo, 
l.a empresa "La Cargador^" trata de demostrar su inocencia 
t:»nto c*i la infracción aduanera como en la pregunta tentativa de 
defraudación a los seguros? P ero e? de notarse que si la ley sólo 
ha permitido que practiquen operaciones en la aduana a los co- 
merciantes matriculados para cuyo requisito exije a veces fian- 
..1-. ello es con el objeto de tener siempre un sujeto responsable 
de tales operaciones Por ta tanto, no es admisible el descargo de 
.<i etupre-a. porque siendo ella 'a qué ha firmado las jrtiias. es 
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ante la aduana la cargadora de los efectos y la que inmediata- 
mente le responde por la* infracciones cometidas al amparo de 
ese documento, — sin perjuicio de su derecho a reclamar la co- 
rrespohdiente indemnización de los causantes del daño. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con el articulo 668 y 
ion, resuelvo: Se paguen dobles derecho.- por las mercaderías 
declaradas falsamente, debiendo liquidarse esa j>cna sobre la di- 
ferencia entre los valores declarados en las guias y ¡as avalua- 
ciones hechas por los vistas, pagarse i>or la empresa "La Carga- 
dora" y adjudicarse al autor del parte con arreglo al articulo 
1030 de las ordenanzas. 

Xotifiquese y repónganse los sellos. 

J. Martines Castro. 



l'.-.I.I.o DKIí J-UKZ FRDKRAI, 
%. Buenos Aires, Octubre 7 de llxM. 

\"isto> y considerando: 

Oue el mismo falló adniini-trativo apelad*» establece en su 
segundo ¿orBiderándó qué los señores l.abeí|ue y Cia.. al solict- 
tar el despacho de las guias de removido de la carga embarcada 
en "Nuevo Garlitos'' que no se descubre antecedente alguno que 
demuestre 1» haga presumir que se hubiese intentado cometer 
una defraudación a! fisco, substituyénd< <e los efectos inservi- 
bles embarcados c:i este puerto ]>or otros bultos qué contuviesen 
las mercaderías declaradas en las guias. 

Oue esta misma manifestación o declaración del jefe de la 
aduana está corroliorada con la existencia del proceso que se 
sigue ante este mismo juzgado contra los propietarios de la carga 
para el "Nuevo Garlitos*' a mérito de haber denunciado !.»s m:- 
fiores Labeqúe y Cia. a todos esos cargadores ya que ellos eran 
totalmente ajenos al delito que se pretendía llevar a caln> en per- 
juicio de varias compañías de >cguros. 
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Que resulta le la misma ayresaei.'n a estos autos de las no- 
tas de empaque firmadas ¡H>r diversos comerciantes de esta plaza, 
que los señores jabeque y C¡a¿ eran simples intermediario* entre 
éstos y la aduana, no ?ó!o para transportar las mercaderías desde 
sus domicilios al punto de embarque, sino para correr cbn el trá- 
mite aduanen», desde ((lie esá administración tiene resuelto, en su 
organización interna que sólo los agentes marítimos o despa- 
chantes de aduana, pueden ^iliv-itar el despacho de removido, 
buques, etc. 

Qúé la sola circunstancia de hacer-e cargo de cnin operacio- 
nes no puede llevar implícita la obligación de hacerse responsable 
ante 'a aduana de los avíos delictuosos de sus coniitentcs, máxime 
cuando ocurré como en esté caso, que los señores Labeque y Cía. 
presenta i la prueba fehaciente que determinan* cuáles eran los 
dueñas (le la- mercaderías y |H>nen en conocimiento de las autori- 
dades todos I"- antecedentes necesarios para el esclarecimiento 
de los delitos contra la renta fiscal y contra las compañías de 
Según ». 

Que la misma administración de la aduana en otros procc- 
sos que tramitan en diversos juzgados por defraudación a la 
renta ha dirigido su acción contra los dueños o propietarios de 
las mercadería-, dejando de lado a sus despachantes o asentí* 
marítimo*, -imple- intermediario- en las operaciones aduanera - 
que como en el caso ocurrente no proceden de cuenta propia 
pu liernlo citar>e entre otros la causa seguida a García Fernández 
y la que se refiere al recurso de hecho de Copeüo y Pode :á que 
tramitan ante este misino juzgado. 

Que el art. u del código de procedimientos en lo crimina; 
prohibe a los jueces interpretar las leyes extensivamente en con- 
tra ile IOS acusados. 

Por consigiiicme el art. 1027 de las ordenanzas «le aduana que 
determina la responsabilidad de los comerciantes, capitanes de 
btiques y demás ]>ersonas que tienen relaciones con las aduanas 
I*>r ¡os actos delictuosos de <us dependiente- o personas asalaria- 
da-, no puede hacerse extensivo ni aplicarse a los señores La- 
beque j Cía. desde que los comitentes propietarios de las merca- 
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derias en cuestión según lo demuestran las notas tic empaque 
tjué obran en autos no pueden ser considerados bajo ningún 
concepto como empleados o dependientes de Labcque y Cia. 

Que por otra parte, resulta comprobado en la causa, que los 
empleados del resguardo qué intervinieron en las oj>eraciones de 
removido, autorizaron el embarque de los efectos cargados en el 
"Nuevo Garlitos*, sin llenarse ninguno de los requisitos y trámi- 
tes prescriptos en los arts. 655 y siguientes de las ordenanzas, 
prescindiendo aun de la verificación de la mercadería como lo 
determina el art. 600 de las citadas ordenanzas, asi como los 
reglamentos qué probiben que esta clase de operaciones puedan 
bacerse en confianza; por consiguiente la responsabilidad en los 
bechos denunciados afectan a los empleados que descuidaron el 
cumplimiento de su deber, e.\|>oniendo con su conducta al fisco 
si con los efectos cargados se bubiera intentado fraude a la renta 
y á los aseguradores si bubiera tenido lugar el siniestro para co- 
brar después el seguro. 

Luego entonces, la omisión de las reglas y procedimientos 
que las ordenanzas imponen a los empleados de aduana no pue- 
den crear una responsabilidad para aquellos que solicitan despa- 
chos siempre que no se impute connivencia delictuosa entre estos 
y aquéllo-, lo qué no sucede en el caso en cuestión. 

Por estos fundamentos fallo revocando la resolución recurri- 
da de fs. f>i f sin perjuicio de la resiMmsabilidac 1 . que pudiera 
afectar a los dueños del "Xucvo Garlitos" lo (pie cebe ser objeto 
de resolución en el proceso que se instruye contra éstos ante este 
mismo juzgado y secretaria. — Xotif íquese con el original y ar- 
chívese la causa. 

Francisco tí. Aslitjuctti. 



ru.l.o DK LA CAMARA FEDERAL 

Buenos Aires. Abril 19 de 1010. 

Y vistos; Ppr tos fundamentos expuestos en el escrito presen- 
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t¿ulo pi>r el señor procurador fiscal de esta cámara á i*-. 90, se 
re revoca la sentencia apelada de fs. Sj. y se confirma la multa 
impuesta ]>«>r ta re» luciéh administrativa de t>. 01. con costas. 
— Notifiquen* y repónganse I<tó sellos* 

Juan ./. García. — .lintel ¡K Rojas 
— Anifel /Vrrn'n/ Cortés. 



HM.I.i. I-K ! \ OiklK >l * l'KKM A ! I" ) I'STKIA 

BueoOS Airea, Diciembre SI de ¡9»-' 

\ i>t*-- y considerando: 

Que < -t;i plenamente acreditado en la causa qué eii las guias 
dé removido corrientes de f* «jas »> a s. se solicitó él déspáchoale 
mercaderías de especie y calidad distinta y stipcrior a la que, en 
parte. se en» ntrar n al hacerse ía verificación respectiva por los 
emplead* - de -i aduana, en cuya ocasión se comprobó que en vez 
de I* - artículos manifestados, algunos bultos contenían paja, 
maderas u otras mercaderías iiiseririblcs *> de muy inferior valor 
por estado cíe deso m posición, uso «» fractura-. — Acta di 
fojas i). 

■ Que el articulo «>* s. inciso 4° de las ordenanzas de Aduana, 
prohibe toda falsa manifestación en esjwcie o calida ! de laá mer- 
caderías contenidas en los bultos, infracción rjtje el articulo 101 1 
de las nii-nia- castiga con la pena dé dobles derechos sobré la di- 
ferencia erict ntrada. 

Que según lo proscripto por el articulo 1027 de aquéllas, todo 
comerciante, consignatario, dueño de carros y otras personas que 
;«»! n\ comercio q profesión tengan relaciones con la aduana, 
serán rx sp ns&blcs de hechos dé sus empleados o iependicntés. 
en cuanto esos hechos -can relativo- a ¿a- operaciones de aduana 
V puedan perjudicar a la renta: 
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Oúe probado como ceta en autos y reconocido por ¡os mis- 
il». - recurrentes, tjué fué un empleado >uy.> y cumpliendo iustriK- 
cu nes o encargos de los inisíttós, quien entregó la carga y solicitó 
las filias de que se trata, la pena de dobles derechos que les fué 
impuesta i>or la aduana y confirma el fallo de la cámara a qno t 
se ajusta a las disposiciones* legales ya recordadas; 

Que la falta de conocimiento dei contenido de los bultos, ale- 
gada por Lahcque y Cia., no es suficiente para eximirles de la 
responsabilidad en que han incurrido respecto de la aduana, ya 
porque no iKídria servirles de justificación su propia negligencia, 
ya también por qué la ley no toma en cuenta tal circunstancia, 
imponiendo directa y personalmente al cargador esa responsabi- 
lidad, cualquiera que sea o haya podido realmente ser su ignoran- 
cia acerca de la carga por él manifestada, no siendo, por otra 
parte tal ignorancia un error excusable con arrcg'o a lo precep- 
tuado en lo- arts. 1057 y 1058 de las citadas ordenanzas; todo 
sin perjuicio del derecho que pudiere competirles para repetir de 
quien o quienes corresponda lo que deban abonar por tal con- 
cepto. — Tomo 76, pág. 5 y otros. 

Finalmente, qué la negligencia u omisiones en c¡ cumpli- 
miento de sus deberes por parte de los empleados de aduana, que 
se invoca por Labeque y Cia., no eximen a éstos del cumplimiento 
de los qué Ies eran respectivos, desde que la infracción legal por 
ellos cometida no fué consecuencia de tales omisiones, ni tiene en 
la ley excusa por ese motivo. — Fallos, tomo 71 : 448. 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor procu- 
rador general, se confirma, con costas, el fallo apelado de fojas 
Ia .. __ Xotifiquese original y devuélvanse, debiendo reponerse 
las fojas ente el inferior. 

• 

A. Bkrmkjo. — Nicanor Ü. del 
Solar. — M. P, Daract. — 
I). EÍ Palacio. — L. 1-oi-kz 

C ABAN ILLAS. 
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Notas: En tres dé diciembre se decían» bien denegado un 
recurso de hecho deducido por Aurora SteÚa del Castaño, en jui- 
cio por falsificación de firmas y tentativa <le estafa, por tratarse 
de cuestiones regidas por el derecho común, y existir cosa juz- 
gada sobre el alcance de la vista fisca! que pidió la confirmación 
de la sentencia absolutoria de primera in-tancia. ( V case, causa 
CXV IU # tomo 113, página 138). 

En veinte y seis de diciembre no se hizo lugar ai recurso de 
queja deducido por don José Martineck en autos con el gobierno 
nacional, sobre nulidad de expropiación, por no tener fuerza de 
definitiva a los efectos de los artículos y }' i>n átí fe ley 4055. la 
resolución apelada, dado que sólo so trataba de cumplimentar las 
formalidades previas requerida- por la ley 3952. 



CAUSA CXXV1II 



Sociedad "Droguería Auiér¡caita , ' 9 en autos ron la aduana, por 
defraudación. — Recurso de ¡Hecho 

Sumario; Ks improcedente el recurso ordinario de apelación pre- 
visto en el inciso 2 artículo 3? de la ley 4055 en las causas 
crimínale- |mr defraudación a las renta- de a luana. 

Caso: Resulta del siguiente: 
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T.M.I.O tlt: I.A CORTK SUPREMA 

Buenos Aires, Febrero « de 1913. 

Auto y vistós; Considerando : 

<Jue de la propia exposición del recurrente resulta que ha 
interpuesto el recurso ordinario previsto en el ¡he. 2 o , art. 3 de 
¡a ley 4055, centra sentencia condenatoria pronunciada por la 
cámara federal de apelación de la capital en causa criminal sobre 
defraudación de rentas de aduana. 

(Juc con arreglo a lo reiteradamente resuelto, por aplicación 
de! art. 4" de la ley 7055, ese recurso es improcedente en la causa 
criminal a que se hace referencia ( Fallos, tomo 114. pág. 279 y 
lesolución de 21 de noviembre de 191-* <-'" b causa <le Tol » as 
y Cia. centra la aduana de la capital ). 

Por ello, no ha lugár a la qiieja interpuesta y archívese . 

A. ni-RMKio. — Nicanor G. dku 
Solar. — M. P. Daract. — 
IX E. PALACIO. — L. LpPKZ 
Caiianillas. 



CAUSA CXX1X 

¡Jún Celestino /.. Pera contra la provincia de Santa Fe, por cobro 

de pesos; sobre prueba 

Sumario: La procedencia y eficacia de una medida de pruelw 
deben ser apreciadas al pronunciarse el fallo definitivo. 
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C oso : El actor sostuvo en la demanda que c! valor de los inmue- 
bles de los ferrocarriles Central Argentino y Buenos Aires 
y Rosario simad»'.- en la provincia dé Santa Fe y sujetos al 
payo de la contribución directa, era el cincuenta por ciento 
del precio o valor total |>or kilómetro reconocido por él go- 
bierno nacional a dichas empresas como capital invertid-» 
• tren rodante inclusive), y para justificar esa apreciación pi- 
dió el nombramiento de peritos. La provincia se opuso a esa 
medida de prueba, alegando que se trataba de valuar bienes 
de tercero que no eran parte en el juicio; que el tribunal no 
estaba facultad*» para rever las valuaciones hedías por las 
autoridades provinciales a tos efectos del cobro de impuesto 
. y que el actor no había acudido como debió Hacerlo ante la 
justicia provj icial .-i se creyó áféCtádO por la falta de resolu- 
ción administrativa respecto al asuito ¡raido directamente 
ante el tribuna'. 



TM.I.o IM CORTE SUWtEM \ Í>É JUSTICIA 

Buenos Aires. Febrero 13 de 1915. 

Y vi -tos: 

Kl incidente .-obre revocatoria del auto corriente a Í-. 40 
vuelta dfil cuaderno de prueba del actor por el cual »e convoca a 
las partes para la designación de peritos como parte de !a prueba 
ofrecida por aquél. 

Y considerando: 

Que para ficidar -u . ¡*»-ición a la pericia solicitada, el repre- 
sentante de ia provincia alega que ello importaría avaluar bienes 
de tercero y rever las avaluaciones hedías por las autoridades 
provinciales* ocasionando gastos excesivos, con la particularidad 
de «pie el actor no ha hecho preceder -u acción judicial de la j^-- 
tióh administrativa corre-p< ndiente. 
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Q ue respecto a la última observación no o aceptable en ra- 
zón cíe que no son indispensables esas gestiones administrativas 
lócale.- previas, en arreglo a la jurisprudencia establecida. 

One las demás que se formulan, carecen de aplicación al 
tm desde míe, como lo hace constar el actor, no se trata de ava- 
luar los inmueble- de ferrocarriles individualmente, ni en 
detalle, ni siquiera en conjunto; no se pretende tampoco, rever 
ta.-acioncs administrativas ni aun se requiere acudir al terreno 
donde están tendidas las lineas férreas en la provincia de Santa 
Fe, sino que se procura con esa diligencia científica o técnica de- 
cir cuál es la relación de valor, el i>orcentaje de valor o tK>rcei!taje 
de precio que corresponda a los inmuebles en el valor o precio 
total por kilómetro. 

Une la relación general de los valores que se procura com- 
probar con el correspondiente dictamen pericial, ha sido invocada 
en la demanda, y en cuanto a la procedencia y eficacia de una 
medida de prueba, ella debe ser apreciada al pronunciarse el fallo 
definitivo. < Fallos, tomo 70, pág. 1O2 y otros). 

Por estos fundamentos no se baee lugar con costas, a la re- 
vocatoria solicitada y comparezcan las partes a la audiencia del 
dia jueves veinte de! corriente a la> dos de la tarde a los efectos 
del articulo 142 de la ley nacional de procedimientos. Xotifíquese 
original y repóngase el pape!. 

A. BERMEJO. — Nicanor O. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 

—-GABAN ILLAS. 



— 
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CAUSA CXXX 

Dqu Celestino /,. Pera contra ¡a provincia de Santa /-Y. 
por cobro de pesos; sobre prueba 

Sumario: Ho puede juzgarse fie la procedencia y eficacia dé lina 
diligencia de prueba, hasta el momento de dictarse el fallo 
definitivo. 

( .aso : La demandada pidió e! nombramiento de un escribano 
para que solicitara del ferrocarril Centra! Argentino se le 
exhibiera cuanta documentación existiera en la dirección de 
e-a empresa, relativa al cobro de impuestos que le hubiera 
hecho la provincia de Sama Fe, y certificara sintéticamente 
dicho escribano, respecto de la existencia (le esos documen- 
tos, especificándolos tódÓ !o posible, y especialmente de los 
avisos de valuación qué se le hubiera pasado por la direc- 
ción de rentas al expresado ferrocarril. El actor, conside- 
rando que se trataba de una prueba de carácter pericial, que 
debia practicarse dentro de las condiciones del articulo 142 
de la ley nacional de procedimiento*, pidió reposición de la 
providencia que acordó esa diligencia, y que se señalara au- 
diencia para el nombramiento de peritos. 



FALLO I>fc LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Febrero 15 <tc 1015. 

V vistos: 

F.I incidente de reposición promovido contra el auto de fo- 
jas 1 1 vuelta del cuaderno del demandado, encomendando al es- 
cribano Pásel una diligencia de prueba. 
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V considerando: 

Que ta paite demandada hace constar que no ha ofrecido 
t:na prueba pericial y no puede desconocerse a cada litigante la 
facultad de proponer la qtte le corresponda en la forma que crea 
más conducente al esclarecimiento de su derecho sin que pueda 
juzgarse de mi procedencia y eficacia hasta el momento de dic- 
tarse el fallo definitivo. 

Por ello, no ha lugar, con costas, a la revocatoria solicitada. 
— Repóngase el papel. 

A. r.l-KMr.lo. — NlCANOR G. DEL 
SOLAR. — M. P. Dar.U'T. — 

D. K. Palacio. — L. 1-ópez 
CaBAN ILLAS. 



CAUSA CXXX! 

Pon 7*. Alfredo Martines contra el ferrocarril del Sud, por da- 
ños y perjuicios; sobre procedencia del recurso extraordina- 
rio y competencia. 

Sumario: i? Desconocido el fuero federa! fundado en el inciso 
r, articulo jo de la ley de jurisdicción y competencia, pro- 
cede el recurso extraordinario previsto en el articulo 6 o de 
la ley 4055. 

>.° Lo que determina la competencia federal con arreglo 
al articulo 100 de la constitución no son los fundamentos le- 
gales aducidos por el actor, sino lo- puntos sobre que versen 
las causas promovidas. 
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. 

3. Xo corresponde rattone materia: a la justicia federal c! 
conocimiento de las causas que versen sobre las responsa- 
bilidades do la* empresa* de ferrocarriles respecto de los 
cargadores, i»>r pérdidas, averia- o retardo en !a expedición 
de mercaderías. 

Caso: Lo expüean las pie/a* íigúiente*: 



saíNvrExaÁ OK i.a 1 amara PKDKKAi. i-i: \n:i.\rniM> 

Bucnl's Aires. Octubre 16 de Ü'H. 

¥ vistos y considerando: 

1. Que don 'I*. Alfred-t Martínez demanda al F. C. de' Stul 
por e] pago de itoce mi! ¡^n., importe de los daño, y perjui- 
cios que afirma lubcr mi rielo como consecuencia de la pérdida 
de una vaca que cargó en dicho ferrocarril con destino a Ran- 
chos : que <a empresa demandada desembarcó !a vaca en Ranchos, 
pero t|ue habiendo empleado pc< >nc> incompetentes al efecto y 
como el desembarcadero no estaba en condiciones reglamenta- 
rias, o: animal huyó y fué atropellado j>or un tren que le rompió 
las piernas jH>r lo que fué necesario sacrificarlo. Interpuesta la 
demanda, se consideró que el Caso era de competencia federal 
por razón de la materia: pero después del llamamiento de autos 
para definitiva, el inferior .0 ha declarado incompetente |>or 
considerar el C3SO como una mera incidencia Újé\ contrato de 
transporte, cuyo conocimiento sólo correspondería a la justicia 
federa! en razón de ' i distinta vecindad o nacionalidad de las 
parte. 16 cual no ocurre en el caso sub j ¡ulive, 

2. " Que apelado por el demandante el auto de f>. * e 1 que 
el inferior se declara incompetente. corresponde re>o!ver si la 
presente causa corresponde o no al lucro federa!. 
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Qué aún cuándo él demandante considera «¡1 c$s*i contó qué 
cae bajo las dlspostóióriés del titulo IX. sec. II í¡b. H del código 
civil, procede determinar -i por mi propia naturaleza sé trata de 
:,n cuasi delito; si es propiamente un hecho « omisión que debe 
juzgarse emprendido dentro de las disposiciones de! contrato de 
transporte terrotr.-. 

El art. 162 del código de comercio establece que las empre- 
sas de ferrocarriles son responsables a las partes por las perdidas 
f. daños que 1c resultaren por malversación u omisión suya o de 
sus factores, dependientes 11 otros agentes cualesquiera. 

La responsabilidad del acarreador empieza a correr desde 
el momento en f|i« recibe las mercaderías y no acaba hasta des- 
pués de verificada ia entrega, Art. 170. código de comercio. 

Eí art. 170 se refiere al memento én que empieza a correr 
v al momento en que termina !a responsabilidad del porteador, 
ia cual subsiste, según el articulo, mientra- las cosas del Trans- 
porte se encuentran en mano- del porteador, es decir, desde el 
instante en que los recibe basta acjuel en que los entrega al des- 
tinatario'*. Siburu. — Comentario del código de comercio, tomo 
111, núm. 705; Segovia. nota 592 al art. 170 del código de co- 
mercio. 

Los actos de la empresa acarreadora respecto a la descarg» 
y conducción del animal se han efectuado en cumplimiento del 
contrato de transarte. Cuando el accidente ocurrió, el contrato 
mencionado tío había tenido aún ejecución completa, no se había 
consumado, de modo que las relaciono jurídicas entre la empre- 
sa y el demandante se hallaban todavia regidas por las disposi- 
ciones del código de comercio, respecto al contrato de transporte. 
Para (pie pueda considerarse que e! accidente del que sobrevino 
!a muerte del animal es un acto 11 omisión que cae bajo las dispo- 
siciones del código civil respecto a la culpa ex-eontractual, sería 
necesario sostener que el contrato de transporte habia tenido 
plena y entera ejecución, lo cual no ha ocurrido en el caso sub 
índice, desde que el objeto transportado no se habia entregado 
al cargador o no habia sido debitado judicialmente a su cargo. 
Art. 197 código de comercio. 
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Luego, la acción deducida por el demandante nace directa- 
mente del contrato de transitarte, se baila regido por el código 
de comercio, y no es un can» de culpa éx-eontraetual regi lo por 
el código civil, como la caítsa no es de competéncia federal por 
razón de lá materia <> cíe la distinta nacionalidad o vecindad de 
las partea 1"- tribunales federales hp pueden conocer de ella. 

Suprema Corte. - Fallos, Digesfó FríaS. — Tomo 3, pá- 
gina 348. núm. iSÓ a! 18S. 

Por estos fundaníéñtos y del auto apelado de í-. 144- w 
confirma. K6tífíque.*e, devuelvan y repóngale el papel ante 
el inferior. 

Angel />. Rojas. — Añgél Bemira 
Cortés. — luán .1. Carda. 

[HCTAMKN OKI. M*. PK* K'l'KAOOR C.KNM-RAI. 

Buenos Aires. Mayo U <le 1012. 

Suprema corte : 

Ej reíurSo interpuesto ante la execlenti.-ima cámara ha -ido 
mal denegado, ¡K>r cuanto su fundamento está apoyado en la 
prescripción del articuló 14. inc. y. ley 48 y articulo 6. ley 4°55- 
habiendo invocad» ■ el apelante el derecho que le acuerda el ar- 
ticulo 3. incido de la citada ley 48 para acogerse a la jurisdic- 
ción federal. Siendo contraria la decisión recaída, al derecho 
que el apeiante hace valer, el recurso extraordinario es proce- 
dente y pido a \ . 1-1. asi -e sirva declararlo. 

En cuanto al fondo del recurso creo qtte debe confirmarle 
la sentencia apelada. I.a jurisprudencia reiterada de V. K. ha 
establecido de manera uniforme (¡ue las demandas por indemni- 
zación de da fu» y perjuicio- proveniente- de faltas en e! cum- 
plimiento del contrato de transporte por ferrocarril están regi- 
da- |*-r el derecho común. ( Fallos, tomo cjo. pág. 104; tomo 94. 
págs. 302 y 305; tomo 104, pág. 157; tomo 100. pág. 389). 
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El orden jurisdiccional de !a república está prescripto por 
el art. ñ; ¡nc. tí de la constitución, concordante con el articulo 
iüu de la misnia, que al atribuir al congreso la facultad de dictar 
los códigos civil, penal y de tnineria establece qiife no serán alte- 
radas las jurisdicciones locales, y que dichas leyes serán aplica- 
das por los tribunales federales o provinciales según lt. que pro- 
ceda por razón de las cosas o de las personas. De acuerdo con 
este principio, son los tribunales locales los que deben entender 
en los pleitos que se produzcan con motivo de las responsabilida- 
des de las empresas respecto de cargadores por pérdidas, 
averias o retardos en la expedición o entrega de mercaderías, por 
estar esta materia regida por e! código de comercio, cap. V, 
tit. IV, libro I. al tratar de los transportes terrestres, entre los 
cuales está comprendido el transporte por ferrocarril. El art. 50 
de la ley de ferrocarriles consigna una disposición concordante 
con dieba teoria, de manera de bacer indudable la supremacía del 
código citado en todo lo que atañe al transporte terrestre. 

De acuerdo con estos principios, creo que el caso presente 
no cae bajo la competencia de la justicia federal, atento que el 
fundamento de la demanda consiste en el perjuicio originado al 
actor por la falta de cumplimiento a las obligaciones contraídas 
por la empre-^ demandada en el contrato de transporte esti- 
pulado. 

Pido a V. E< la confirmación del fallo apelado. 

Julio Botet. 



F.M.I.o DK LA COKTK St'l'RKM A DK jrSTICIA 

Buenos Aire», Febrero i* de 1915* 

Autos y vistos: 

El recurso de becbo por apelación denegada interpuesto por 
C apoderado del doctor T. Alfredo Martínez contra la sentencia 
pronunciada por la cámara federal de apelaciones de la capital 
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en los autos seguidos contra la empresa del Ferrocarril del Süd 
sobre indemnización de daños y perjuicios y sobre competencia; 

Y considerando: 

QÜC desconocido el fuero federal que sé dice fundado en e! 
inciso i:' articulo -V de la ley de jurisdicción y competencia, 
debe considerarse procedente e! recurro extraordinario previsto 
en el articulóos de la ley 4053. y asi se declara. 

QÜC entrando al fondo del asunto [>or ser innecesario gubs- 
tanciar el recurso en atención a !a jurisprudencia establecida, es 
de observar que la niisnia ley que en que e! actor dice fundar su 
acción, establece (Jite la- obligaciones o responsabilidades de las 
empresas respecto a !os cardadores. ¡x>r pérdidas averias ó re- 
tardo en a expedición <> entrega de las mercaderías, *eráu regi- 
das por la- disposiciones del código de comercio < articulo 50. ley 
muu. 2873), 

Que ele un bectio de esa naturaleza se trata, ha Sido acaba- 
damente demostrado en la sentencia apelada, y i$gido aquél por 
e! derecho común su eonoeimieito no correspondo ra t huí? mn- 
tf'ríie a la justicia federal. 

<Jue cótiib ha -id*) establecido por esta corte. lo (pie deter- 
mina la competencia federal con arreglo al articulo ico de 'a 
constitución, no los fundamentos legales aducidos por el ac- 
tor, «pie pueden ser suplidos por el juez en su decisión, sino los 
punto, sobre que versen las causas promovidas. C s decir, los he- 
cho* que las motivan. 1 fallos, tomo 103, pág, 331 ). 

he estos fundamentos y de conformidad con lo dictami- 
nado jx»r el señor procurador general, se confirma la sentencia 
ape ada de tójas 157. Devuélvanse reponiéndose e! papel ante el 
inferior. 

A. !íi:kmi:.io. — Nicanor G. i>ki. 

Sol.AR. — Ú. P, D\RACT. — 

I>. R; I'ai.acio. — 1.. López 

C\liA\M.T.\S. 
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CAUSA CXXXI1 

/),»,-, C"«r/W Sarmiento c «utos con la provincia tic San Juan, 
por cobró ejrcoiwe «'<• pesos; sobre inhibitoria 



Suman,.: \'o procede la inhibitoria cuando el que ja deduce 
se ha hecho parte en el juicio ríe que se trata y aducido sus 
medios de defensa. 

Caso: !... explican las piezas siguientes: 



WCTAMKS W.h sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenoi Airen, Febrero IS de 1013. 

Suprema corte : 

! os antccodetit.- remitidos por el señor juez de San Juan, 
demuestran la improcedencia de la contienda por inhibitoria que 
, e promueve y pido á V. E., en su virtud, no se haga lugar a lo 

solicitado. 

Resulta de dicho- antecedentes que el señor Sarmiento se 
presentó a juicio instaurado contra él ante los tribunales de San 
Juan, p„r intermedio de un apoderado constituido en esta ciudad, 
< e gún escritura otorgada ante el escribano Adolfo Silvano, con 
focha ; de febrero de 1912. en la cual s C expresa que el otorgante 
está domiciliado en la ciudad de San Juan. El apoderad., prosi- 
guió todos los trámites del juicio promovido contra su poderdan- 
te interponiendo !o> recursos legales pertinentes, y después de 
obtener de la excelentísima cámara la revocación de! auto del 
juez que decretó una inhibición general contra el señor Carlos 
Sarmiento, fué notificado personalmente «le !a intimación de 
pagó y del embargo decretado contra el mismo. 



• FALLOS DIS LA COITK SUPREMA 

* ' ' ' . ■ * 

• 

to expuesto importa de parte del recurrente, una prórroga 
de jurisdicción, en los términos previstos por el art. tó¿ inc. 4/' 
de la ley 48, desde que la presentación a los tribunales provincia- 
les importa renunciar a la jurisdicción que hubiera cbrreapondido 
á está suprema corte por razón de las personas que intervienen 
en el litigio. | Palios, torno 72. pág, ¿¿S : tomo 90, pág. 97). 

Siendp la cuestión planteada de solución tan evidente, me 
abstengo de mayores desenvolvimiento^, y *<Vo agregare a la ju- 
risprudencia citada el fallo de V. K. (tomo SS. |íá£ 229) que 
establece !a improcedencia «le la contienda de competencia por 
inhibitoria cuando el que la deduce ha intervenido ante él juez a 
quién considera incompetente. 

Por k expuesto, pido a Y. E. se sirva resolver como lo in- 
dico a' principio. 

/Mió BatcL 



Unenos Aire*. Febrero 2<* de 10i3. 

Aut< - y vi<t<*»s : 

Él representante del corone! don Carlos Sarmiento mani- 
fiesta que el gobierno de la provincia de San Juan ha ..ctirrido a 
la justicia local iniciando medidas de seguridad contra su repre- 
sentad.» y preparando procedimientos de apremio a base de un 
documento por valor de cuarenta y nueve mil setecientos noventa 
y nueve pesos con sesenta y dos centavos moneda nacional, y 
pide se ordene al juez de aquella provincia se inhiba de conocer 
en cm- gestiones, por corresponder su conocimiento originaria- 
mente á está corte con arreglo a lo establecido en el articulo ior 
de la constitución : 1." inciso 1.- de la ley 48 y 2,' de la 4055 con- 
córdame con la ley núm. 1467. 

Agregados ]>j> testimonios de lo actuado en la provincia de 
San Juan remitid.- p r el juzgado de 1/ instancia. 3/ nomina- 
ción, fué oído el señor procurador general. 
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Y considerando : 

< >uc en el testimonio de la> actuaciones seguidas e:i la pro- 
vincia de San Juan consta que decretada inhibición general con- 
tra e! coronel don Carlos Sarmiento, su apoderado se hizo parte 
en el juicio v dedujo apelación para ante la corte de aquella 
provincia, la que, por resolución de fecha de agosto revoco el 

auto del inferior. 

<)uc c', embargo preventivo decrétalo posteriormente ha 
.ido notificado al mismo apoderado y diligenciado con su inter- 
vención, con anterioridad a ta deducción de la presente incompe- 
tencia de jurisdicción por inhibitoria. 

Que en el poder exhil.ido por su mandatario en esa gestión 
y extendido en el registro del escribano don Adolfo Silvano, de 
Cv «ta capital, el coronel don Carlos Sarmiento se declara domicX' 
liado en la andad de San Juan, y accidentalmente aqiil ( fs. 24). 

Que habiéndose hecho parte en el juicio sobre medidas pre- 
ventivas v aducidos sus medios «le defensa, la jurisdicción ha 
quedado prorrogada v radica tío aquél en el tribunal de la provin- 
cia de San Juan (articulo 12, inciso 4°. y articulo 14, ley número 
48: Fallos, tomo 88. pág. 229). 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
procurador general 110 se hace lugar a !a inhibitoria solicitada. 

I lágásé saber al señor juez letrado de la provincia de San 
Juan, con transcripción de esta resolución, y repuesto el papel, 
archívese. 

\. Bermejo. — Nicanor Ci. del 
Solar. — M K Daract. — 
1). E. Palacio. — L. ILopkz 
Carax illas. 
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CAUSA CXXXIII 



Dolía Fatmy faeyn dé Ramos Mejia contra hi nación, por cobro 

de daños y per futrios 

Sumario; i: La náción puede oponer la prescripción en la i i>- 
tancia a tjijc se refiere el inciso i.\ articulo y d¿ ifl lev ¿655, 
!.a obligación tíc pagar dáfrbs y pérjutetos por ¡iiciiiii- 
pHimcntQ de contrato rió está regida por las dÍs]>osic¡óné$ 
re.ativa> a los hechos j!jcit< s, y por consiguiente* es impro- 
cedente la excepción dé pfescripción fundada en el articulo 
4Q$7 del código civil. 

3-° U ley número 947 califica de ventas las acljudieacb- 
nes de tierras en amortización (le ios títulos de la subscrip- 
ción publica a qurc la misma se refiere, y en ta! concepto v 
«le conformidad con io dispuesto en los artículos 50*. 50S. 
Si!, Í329 y 1413 del cóidigo civil, carece de derecho para 
exigir de la nación in ¡cmnizació 1 por daños y perjuicios el 
adjudicatario tierra íisca! en las condicione.-, do aqiiella 
ley, que, hallándose ocupada por otros a título de pn .»iet i- 
ripsla que se le había ubicado, se limitó a solicitar deí 
gobierno que, en su reemplazo, se !e reconociera ígiiál 
extensión de tierra en ¿ira parte, dejándosele a ¿alvo el de- 
recho para pedir opprturtaíiiéntc !a compensación que co- 
rrespondiera ¡*>r e! perjuicio súfrido "en virtud de no Haber 
1-dido ejercitar Mis derechos de propietario" v no a causa 
del inferior valor de! últimp inmuchlc. y sin que al conce- 
dérsela la nueva ubicación, aceptada por e! mismo, se luciera 
rovrva alguna de daños y perjuicios o compensaciones". 

Caso: I... explican las piezas sigúiéhTes: 



di: justicia du la nación 



289 



SEXTEXe** DKt Sr. JCK2 I : K1)1CR.\I, 

Buenos Airt'-i. Febrero 9 de 1909. 

\ vistos £$tos ¡tutos seguidos contra :a nación j>or doña Kan- 
ny l-'reyre Ramos Méjía, por cobro de daños y perjuicios, «le 
lo* (¡uc resulta : 

(¿x\$ [a nación adjudicó en propiedad a favor de don Cclhdo 
Castro, en amortización de un titulo del empréstito de 1S78, le- 
\ ainado para hacer ¡os gastos de la expedición al desierto, una 
legua kilométrica (dos mil quinientas hectáreas), de las tierras 
fiscales, situada en e! ángulo X. É. del lote 7. frac. C. scc. 7/ de 
!os territorios nacionales: que la adora donataria de don Cclindo 
CáStrO no pudo tomar la posesión porque e! poder ejecutivo habia 
vendido con anterioridad la misma tierra a don Francisco larrea; 
que en esa situación, solicitó ante el poder ejecutivo que se le 
dfera en cambio, igual extensión de tierra en otro paraje, deja ido 
a sftlvo sus derechos para reclamar la corres|M>ndiente indemni- 
zación por los daños y perjuicios que ¡e causó la falta de cumpli- 
miento de los deberes del vendedor; que el poder ejecutivo resol- 
vió, por decreto de 5 de febrero de (806*1 cambió de ubicación 
solicitada, y negó después la indemnización reclamada, que la 
actora apreciaba como lo hace ahora en !a demanda, en la suniá 
de quince mil pesos; que en esos antecedentes, en la circunstancia 
de que la tierra éhtregáda por el poder ejecutivo en cambio de la 
que vendió primeramente es de un valor inferior al de ésta, y en 
las disposiciones contenidas en los arts. 508, 1329, 1400, y 1423 
del códi«o civil se funda la acción entablada pOT la demandante. 

Qué el procurador fiscal, en representación del poder eje- 
cutivo contentando la demanda, pide que ella sea rechazada y 
condenada la actora al pago de las costas, y dice: que !a venta 
invocada no se realizó, pues nunca se otorgó la escritura pública 
necesaria para transmitir el dominio de un inmueble; que en ver- 
dad;; ¡a <K mandante solicitó en compra él lote de tierra fiscal a 
que se refiere pero, antes que la venta se realizara, apareció la 
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misma tierra vendida a otra persona, por cuya razón el P. E. !c 
escrituró la misma extensión con otra ubicación : que cumplido 
esto con el consentimiento de la actora. constituye una transac- 
ción que concluye el asunto y no deja lugar a ulteriores reclamos 
entre las partes; que, en la hipótesis de que hubiera existido la 
venta y se hubieran causado los perjuicios reclamados, tampoco 
pu«í<5 prosperar la demanda, porque según la propia exposición 
de la demandante, el hecho en que funda su reclamo ocurrió an- 
tes del 26 ile febrero de 1897. fecha en la cual se le otorgó la es- 
critura de la tierra dada en reemplazo dé la que primeramente se 
le adjudicó, y desde entonces hasta su presentación ante el juz- 
gado han transcurrido más de seis años, y, ¡xir consiguiente, se 
ha proscripto la acción, rio una sino tantas veces como años tran* 
curridos según !o dispuesto en c! art. 4037 del código civil. Agre- 
ga que. cu todo caso considera antojadizos y exagerados los 
daños y perjuicios reclamados. 

Recibida la causa a prueba, se ha producido la que expresa 
c' certificado del actuario, corriente a fs. if> vta. y considerando: 

Que si, como dice el señor procurador fiscal, la actora no 
ha presentado con la demanda el titulo que la acredita como 
sucesora de los derechos de don Celindo Castro, ni la escritura 
'le adjudicación a favor de esté, del campó fiscal a que se refiere 
la demanda, del expediente administrativo agregado resulta que 
el P. K. ha reconocido la existencia del titulo i ivocado y de la 
escritura pública de adjudicación. 

Que las partes están de acuerdo en cuanto a los hechos fun- 
damentales que motivan la reclamación, de modo que la cuestión 
queda reducida a lo alegado por ellas como consecuencias legales 
de dichos hechos. 

Que ante todo debe recaer pronunciamiento acerca de I;. 
prcscri]>c¡ón opuesta por el representante del |>oder ejecutivo, 
fundada en el art. 4037 del código civil, cuya excepción no es 
procedente, asi lo resuelvo, en razón de que esa disposición de! 
código civil se refiere solamente a las acciones por reparación 
civil de daños causados por delitos o cuasi delitos es decir, ]M>r 
hechos ilícitos. 
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Que por la ley de 5 de octubre de 1878, fué autorizado el 
P. E. para levantar una subscripción pública sobre la base de las 
tierras fiscales que se conquistaron mediante la ejecución de 
dicha ley debiendo ser amortizados los capitales subscriptos por 
me lio de adjudicaciones en propiedad de lotes de has tierras 
mencionadas. L'na vez practicada la mensura y determinados los 
lotes, los subscriptores o tenedores de títulos del empréstito po- 
dían pedir la adjudicación, con designación del lote o lotes solici- 
tados. Los títulos emitidos debían contener, por disposición 
expresa de la ley. la condición de que el pago se haría por las 
referidas adjudicaciones, a cuyo efecto ei P. É. debía poner los 
planos de manifiesto en la oficina respectiva, a disposición il¿ 
los interesados, quienes quedaban de esa manera habilitados para 
pedir las adjudicaciones. 

Que, asi, la posesión de títulos del empréstito daba al po- 
seedor derecho para solicitar y obtener la adjudicación en pro- 
piedad de la extensión correspondiente de tierra fiscal, y consti- 
tuía al P, K. en la obligación correlativa de transmitir el dominio 
sobre un inmueble, cuya indvidualización se realizaría recién 
cuando el acreedor designase el lote o lotes disponibles que de- 
seara adquirir, y e! deudor acordaba la adjudicación pedida. 

Oue, por lo tanto, no fué causa determinante para la cele- 
bración del contrato, del cual nacieron los derechos y las obliga- 
ciones de la referencia, la calidad conocida y la ubicación de la 
tierra que el P. E. debía entregar en pago, no siendo en tal con- 
cepto, aplicables a este caso los arts. 508, 1409 y 1423 del código 
civil, en que funda ei actor su derecho para reclamar indemniza- 
ción de perjuicios. 

Que el cambio de ubicación de la tierra entregada por el 
P. E. a la actora, de acuerdo con lo solicitado jx>r ésta, no 
importa una transacción como lo alega el señor procurador fiscal, 
pues no fué el resultado de concesiones recíprocas entre las partes 
para extinguir obligaciones litigiosas o dudosas (art. 832 del 
código civil ) sino ¡ olamente él cumplimiento de la ley del em- 
préstito. 

Que. según el art. 520 del código civil, en el resarcimiento de 
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claños e intereses sólo deben comprenderse los que fueron conse- 
cuencia inmediata de la falta de cumplimiento de la obligación ; 
y, sti|>onicn<lo que la nación hubiera incurrido en esa falta, la 
actora no ha probado que haya sufrido perjuicios derivados in- 
mediatamente del error común de las partes al hacerse la adju- 
dicación a favor de don Cejindo Castro. 

Que antes p después de la escrituración, Castro pudo aperci- 
birá dd error y ejercitar el derecho que tenia para pedir la 
adjudicación de *»tro lote; pero no tenia derecho para reclamar 
indemnización alguna por Haber encontrado vendido antes a otra 
persona al que primeramente se le escrituró, porque la nación no 
se había obligado a entregarle este lote sino uno que el subscriptor 
solicitara de acuerdo con la ley del empréstito. 

Que si la actora hubiera su f rido algún perjuicio por Haber 
pedido el cambio de Ubicación después de transcurridos doce 
años, dur.inte los cuales han sido enajenadas tierras acaso mejo- 
res que la escriturada a su favor últimamente j>or el poder ejecu 
tivo. debe imputarse única y exclusivamente a su negligencia 
para ejercitar \ma oportunidad favorable el derecho que tenia 
para solicitar el cambio (art. 9P3 y lili del código civil». 

Pór las consideraciones expuestas, fallo esta causa absoK'icn 
do a la nación de la demanda, sin especial condenación en costas. 
— Notifiquese con el original y repónganse los sellos. 

Carlos Poned. 



VM.IM l»K I.A CAMARA iKIH-RA!. DK AI'KI.ACIOXI-S 



Buenos Aires, Octubre 24 de 1910. 

Vistos y considerando: 

Que la prescripción deducida |>or el representante del tjo- 
hieroo de la nación, basada en el art. 4071 njn del código civil, no 
es fundada y por tanto debe ser desestimada, toda vez qué la 
obligación cíe pagar daños y perjuicios |>or incumplimiento de 
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contrato no está regida por las disposiciones relativas a los hechos 
ilícitos, sino por los arts. 539, inc. 3. y 1141 del mismo código, 
conforme a ia doctrina y jurisprudencia que se registra en el 
volumen 74. pág. ¿81 de los fallos de la suprema corte nacional. 

Que tampoco es procedente la observación fiscál relativa a 
Ir. falta de presentación por la parte actora del titulo de propiedad 
en virtud de qiie la acción ha sido instaurada, en razón de que ese 
extremo, ese carácter, se encuentra ampliamente reconocido y 
aceptado por el poder ejecutivo nacional en el expediente admi- 
nistrativo agregado como prueba. 

Oue de las constancias de ese mismo expediente y en especial 
del decreto de fecha 5 de febrero de l&)6, surge que, la tierra 
que en amortización de una acción de! empréstito de tierras pú- 
blicas le fué adjudicado a don Celindo Castro, cedente de la acto- 
ra señora Fanny Frcyre de Ramos Mcjia, lo fué en tierras enaje- 
nadas a una tercera persona por el mismo i*>dcr ejecutivo, por lo 
que aquella solicitó y obtuvo una nueva ubicación en el territorio 
*le la Pampa. Sec. X Frac. I), ángulo S. E. del lote núm. 4. con 
una superficie de dos mil quinientas hectáreas. 

Que este cambio de ubicación, ni ¡>or su forma, ni por su 
íondo implica una transacción reglada por e! art. 866 n|n del 
código civil, como erróneamente lo pretende el señor agente fiscal 
en atención a que ese acto no fué e! resultado de reciprocas con- 
cesiones entre partes para extinguir obligaciones litigiosas o du- 
dosas, y si e! cumplimiento parcial, por parte del estado, de la 
obligación que le correspondía de otorgar esa ubicación, ya que 
la tierra dada en amortización de una acción del empréstito de 
tierra pública, resultó enajenada a tercera persona, como lo reco-' 
noce el decreto de 5 de febrero de 1896. 

Que no obstante esta entrega, la actora reclamó oportuna- 
mente del gobierno de la nación, a titulo de perjuicios sufridos o 
a causa de aquel cambio de ubicación y en atención a los prece- 
dentes que invocó, la suma de quince mi! pesos moneda nacional 
oue representa el menor valor que tenia el campo entregado en 
vez del primero que la nación vendió dos veces, petición que fué 
desechada, motivando esa denegatoria la presente demanda 
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Que es elementa! que la nación en su carácter de vendedora, 
debió entregar la cosa enajenada libre de toda otra posesión, el 
di* convenido, o el que el comprador lo exigiera, y como esa 
entrega no fué posible realizarla a causa de !a anterior venta 
hecha ;i favor «le don Francisco Larrea cayó en mora, y por tanto 
legalmente es pasible del perjuicio qué su morosidad hubiere 
realmente ocasionado, i>crjuicios que debe satisfacer aún proce- 
diendo de buena fe. todo de acuerdo con los arts. 1443. 1457- 
■.42. 1 143 y 1363 iv n del código civ il. 

Que, en juicios de la naturaleza del presente, no basta se 
acredite el derecho a ser indemnizado, sino qué es menester que 
se pruebe también la existencia del perjuicio reclamado y sli im- 
portancia. Tomo 07, pág. 406; y 76, pág, 272, fallos citados. 

Que no obstante la dificultad de hecho en la producción de 
la prueba tendiente a establecer el menor valor del campo entre- 
gado a la demandante con relación al adquirido originariamente, 
diferencia que constituye el verdadero lucro cesante, el informe 
im parcial de fs, 20 dado por la Bolsa de Comercio, asi como el 
circunstanciado dictamen de fs. 23; expedido de perfecto acuerdó 
por !6s perit«»> nombrados por las partes, confirman la existencia 
del perjuicio invocado asi como la justicia y equidad del monto 
de la reclamación de la actora teniendo en cuenta la diferencia 
real del menor valor de la tierra recibida a causa de su eaiiuad 
diferente y de sus aguas. 

Por estos fundamentos, y lo prevenido en el art. 7? cíe la 
lev núm. .Vi?-- se revoca la sentencia apelada de fs. 4r, y en su 
consecuencia sé declara que la nación del>e indemnizar a doña 
Kanny Freyre de Ramos Mejia por concepto de todo perjuicio 
sufrido con ocasión de los hechos que fundamentan la demanda 
de K 4 la cantidad de quince mil pesos moneda nacional, que ha 
justificado haber sufrido, debiendo las costas del juicio abonarse 
en él orden causado y las comunes por mitad. Xotifiquese, de- 
vuélvale, y repónganse los sellos ante el inferior. 

Juan A. García. — Agífsltn Urdtíianaiit. 
— Angel Fen-cira Cortés. — Angel 
ü. Rojas. — Daniel Goytia. 
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Buenos Aire». Febrero 20 de 1913. 

Vistos y considerando: 

Que conforme a lo dispuesto cu el articulo 3962 del código 
civil, CÍ representante «le la nación ha estado habilitado, en prin- 
cipio, para o|x>ncr en su memoria de fs. 69 la excepción de pres- 
cripción prevista en el artículo 4023 del mismo código, desde que 
el decreto de fs. 67, dictado e:i cumplimiento del articuló 8.°, de 
!a ley núm. 4055, tip había cerrado toda discusión en la causa 
(Fallos, tomo 103. pág. 155); y no puede afirmarse que exista 
cosa juzgada sobre dicha excepción, pues la sentencia de fs. 62 
fué recurrida por el procurador fiscal (fs. 65), y la anterior de 
fs. 41, había sido favorable a la nación en su parte dispositiva 
(Fallos tomo 28. pág. 129; tomo 91, pág. 368; tomo 111, pá- 
gina 365). 

Que en el cr.>o sub-judke no hay, sin embargo, fundamento 
bastante para conceptuar procedente la excepción aludida, teda 
vez que a fs. 74 se afirma que el actor ha estado ausente, sin 
que obre en autos prueba «le lo contrario, ni ella puedo producirse 
en esta instancia (artículo 3962 citado). 

Que como se demuestra en el fallo recurrido, es inadmisible 
la prescripción fundada en el articulo 4037 del código civil. 

Que en cuanto a las otras excepciones, es de observarse que 
la ley 947 califica de ventas las adjudicaciones de tierras en 
amortización cíe los títulos de la subscripción pública a que la mis- 
ma se refiere I artículos 5.", 6.\ Q. n , 10 y 12). 

Que la ley citada no contiene disposiciones especiales para 
los casos en que se haya pro lucido error a! practicarse las adjud i - 
caciones, y en tal concepto corresponde resolver el prese ite juicio 
con sujeción a los principios de leve? análogas o de los principio? 
generales del derecho (artículo 16, código civil). 
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Que en ios casos de imposibilidad de entrega de la cosa 
vendida o de haberse vendido cosa ajena, el comprador tiene de- 
recho a la restitución del precio y sus intereses, o a esas restitu- 
ción y los daños y perjuicios, si v-oncurren alguno* de ios extre- 
mos previsto* en *os artículos 506, 508 y 511 del código civil 
(artícu'os 1329, 1413 código cita 1... fallo», tomo 31, pág. 75; 
tomo 104. pág. 54 y otros. 

Qae ia actora no formuló sus pedidos en tal sentido. limi- 
tándose a solicitar que en reemplazo de la legua de campo ubica- 
da en el ángulo X. K. de! lote níím. 7. fraceió.i G, sección 7/ de 
los territorios nacionales que sé había adjudicado a su causante 
en 31 de enero de 1S84. como subscriptor del empréstito cíe 187S. 
j que estaba ocupada por otros a titulo de propietarios, se le reco- 
nociera igiuü extensión de tierra en el ángulo S. li. de' lote núme- 
ro 4. letra í>. -ección 10. Pampa Central, dejándosele a salvo él 
derecho para pedir oportunamente la comparación que corr. s- 
]>ondicra j.or el perjuicio sufrido "en virtud de no haber podido 
ejercitar sus derechos de propietaria * (fs. 3, 5 vta. y 6 vta. ; 8 
vuelta, expediente administrativo) y no a causa del inferior valor 
úéi último inmueMc. «¡no la nii^nia actora conceptuaba "análogos'' 
a la anterior. 

Que por lecrcto de febrero 5 de i.sy» í fs. 10 vta. ) se conec- 
dió a la señora (te Ramos Mejia la nueva ubicación solicitada sin 
re-erva alguna de daños y perjuicios o de compensaciones, otor- 
gándose en 14 de abril de 1896 <?l titulo respectivo de propiedad 
( fs. 13 vta. y 17 id. ». que no obra en autos y respecto del cual no 
se alega que contenga la reserva indicada. 

Que aparte de haberse aceptado la resolución administrativa 
referida, quedando así fijadas definitivamente las relaciones ju- 
rídicas ( i.íre la nación y la señora de Ramos Mejia. ningún per- 
juicio se debía a titulo de mora en 1805. cuando se inició la ges- 
tión administrativa, porque en todo el tiempo transcurrido hasta 
e<a fecha desde 1884. época de la primera adjudicación, no apa- 
rece que se hubiera hecho e! requerimiento exigido por el art. 508 
código civil, que la actora cita, ni cabe determinar el monto de 
los daños y perjuicios emergentes de la privación de !a cosa ven- 
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(¡ida, de otra manera que por la diferencia del valor de e'la en él 
momento en que tal privación tiene lugar y el precio de la venta 
( Ar«. art. 2\¿\ código citado». 

Que lili las cí ndieiones que quedan cxpue>tas son inaplica- 
bles lo> precc]>tos legales invocados en la demanda y e>ta no pue- 
de prosperar, visto que se había dado al caso de común acuerdo 
de partes ton anterioridad a las gestiones de fs. ji y 4X, desesti- 
madas a fs. 34 y 56 del expediente administrativo, una solución 
di-tinta de la que hubiera podido corresponder con arreglo al 
derecho común, según las circunstancias. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia de fojas 62, 
absolviéndose a la nación de !a demanda. Las costas se alx>nará;i 
en el orden causado por haber tenido la actora razón probable 
para litigar. Xotifiquese con el original y devuélvanse, debiendo 
reponerse e! papel ante el inferior. 

Nicanor G. WX Solar. — M. I'. 
Dakai/t. — I). K. Palacio. 
L. López Cabanillas. 



CAUSA CXXXIV 

Do:i Jesús Mal partida en autos con Alfredo Ranino y C/d., por 
cobro de psos por concepto de afirmados. Recurso de 
hecho . 

Sumario: La sentencia de trance y remate no tiene carácter cíe 
definitiva a los fines del recurso extraordinario autorizado 
por el articulo 14 de la ley 48. 

Caso : Resulta de! >iguiente: 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA DE )< >TK I.\ 

Huecos Airea, Febrero de 1913. 

Autos y vi -tos: 

El recurso de queja por apelación denegada interpuesto por 
don Jesús Malpartida contra -.cntencta de la cámara primera de 
apelaciones en lo civil de la capita', en la causa seguida por Alfre- 
do Bonino y Cía., sobre cobro de pesos por afirmados. 

Y considerando : 

Que el recurso interpuesto es el extraordinario previsto en 
el inciso 3.* artículo 14 de la ley núm. 4S. y se basa en que el jui- 
cio ha versado sobre la inteligencia de la ley núm. 435)1 y en (pie 
el recurrente ha invocado los artículos 16, 18 y 19 de la constitu- 
ción al oponer las excepciones de litis pendencia, inhabilidad de 
.título y falsedad. z 

(Jue prescindencia hecha dé) carácter local de la ley de afir- 
mados referida q|tc hace notar el señor procurador general, y de 
la falta de relación directa entre los preceptos constitucionales 
que se citan y las excepciones opuestas, basta observar en este 
recurro de hecho, que tratándose de un juicio ejecutivo en que la 
sentencia no hace cosa juzgada con arreglo a! articulo 500 del có- 
<ügo de procedimientos de : os tribunales de la capital, no puede 
é>ta ser considerada como definitiva a los fines de! recurso ex- 
traordinario interpuesto. (Fallos, tomo 97. pág. 51; tomo 100. 
pág. 152; tomo 107, pág. 308, y otros). 

Por ello y de conformidad con !o pedido por e! señor pror.t 
rador general, no ha lugar a la queja que se deduce, y repuesto 
el papel, archívese. Devuélvanse los amos principales con testi- 
monio de esta resolución. 

A. Bermejo. — M. P. Daráct. — 
D. E. Palacio. — López 
Ga manillas. 
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Don José Perito y otros contra la provincia de San Juan, sobre 
inconstitucionalidad de ley y devolución de impuesto* 

Sumario : No son admisibles las demandas por devolución de im- 
puestos (|tie se pretendan contrarios a la constitución nacio- 
nal, si al abonarlos no se ha hecho la comitente reserva o 
protesta. Es ineficaz a estos fines la protesta que no aparece 
notificada a autoridad alguna provincial. 

Caso : Resulta del siguiente : 



Buenos Aires. Fchrtro 25 e 1913. 

Y vistos : 

Kl doctor Ahraham Yidart por don José Derito y otros, deman- 
da a la provincia de San Juan, exponiendo: 

Que conforme a la ley local de que obra testimonio a fs. 5, se 
ha cobrado a sus representados un impuesto a !a cx|>ortación tte 
la uva, como lo compruelwin los documentos que acompaña. 

Que el impuesto referido es contrario a los articules % 10 y 
ii de la constitución nacional, y se ha abonado como un acto de 
acatamiento a la ley, pero protestando de su ¿Obro en escritura de 
que presenta testimonio. 

Que a mérito de ello y de otros antccc!;-::Les que expone, so- 
licita sea declarada inconstitucional la l'y Mencionada en su ar- 
ticulo s.\ incisos 6.°, 7. y 8.", y se o- ene la devolución de los 
valore* indebidamente cobrados con costas. 
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Que don V. Rebollo Olazábal pífc la deñiaadáaá; pide e! re- 
chazo de la acción, con costas, alegando entre oirás razones de 
que se hará mérito mas adelante, si fuera necesario, que el im- 
puesto cobrado a los actores no era a la exportación, >ino a !a 
producción y que lo han pagado sin formular reserva ni protesta 
válida ante autoridad ó funcionario encardado de ia percepción 
del gravamen. 

Oue recibida la causa a prueba, liase producido la que ex- 
proa el certificado de fs. 284, y han aJegado las partes sobre *\ 
mérito a i<. ¿p6 y fs. 294, respectivamente. 

Y considerando: 

(¿M con arreglo a lo reiteradamente re.-uelto por esta corte 
no soii admisible* las demandas i*>r devolución de impuestos que 
*e prcte idan eontrarios a la constitución nacional, si al abonar- 
la no ha hecho la competente roerva o protesta. (Fallos, 
tomo 3, pág. 131 ; tomo c>j. 355, y otros). 

<.>ue. désele Uicgó, en la protesta .le fs. ñ- habla de derecho* 
abonados con anterioridad a la (echa de la misma (4 de mayo de 
1912) i y en la demanda se piúe la devolución de todos los valo- 
nes cobrados a los actores « fs. 45 vta. y 4M, lo que vale decir que 
Sé pretende dar a la protesta referida efecto retroactivo, de todo 
punto incompatible con los fundamentos de ¡a doctrina a que se 
refiere el considerando precedente. 1 Fallos, tomo roo pág. 31 >. 

Oue por (o qü¿ re-pecta a los impuestos pagados en la fecha 
de la protesta y interiormente * í*. 1 13 a 140), es de.ohservarse 
<;ue aquélla no aparece notificada a autoridad alguna provincial, 
y ota circunstancia la hace ineficaz a los fines de la devolución 
de que se trata. 1 Faüos, tomo io¿. pág. 389). desde que no te- 
niendo la provincia conocimiento formal de la disconformidad 
de los actores con el impuesto aludido hasta el 31 de mayo de 
1912. fecha de la notificación de la demanda. ( fs. 51), ha podido 
invertir 'os fondos pere. bídos de los demandantes ]*or el concepto 
aludid.», en gastos riel servicio público y en garantías de seguri- 
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dad a favor ele los bienes y de las personas establecidas en su te- 
rritorio. (Fallos, tomo 3, pág. I¡ji, citado). 

tjue no procediendo la presente acción en virtud de lo ex- 
puesto, carece de objeto todo pronunciamiento sobre los otros 
puntos debatidos. 

Por estos fundamentos tjo se hace lugar a la demanda. Las 
costas .^e abonarán en el orden causado, atentas las circunstan- 
cias especiales del caso. Xolitiquese con c. original, repóngase el 
pape! y archívese. 

A. I'.i-rmkjo. — Nicanor (i. pÉt 
Solar. — M. 1\ Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caiianii.i.as. 



CAUSA CXXXVI 



Banco de la X ación Argentina contra don Estanislao Gallcgos 9 
por cobro de pesos; sobre competencia 

Sumario: El articulo i." de !a ley 927 es inapelable cuando el 
Banco de la Nación Argentina rió verifica la denuncia (pie 
16 autoriza a hacer el artículo 18 de la ley 4507 y acude a 2a 
jurisdicción nacional <|ue corresponde en primer término 
como institución federal. 

Caso: l.o explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL J I K/ FEDERAL 0) 

Rotarlo. Octubre 10 de 1912. 

Y vistos : 

Kl presente recurso de reposición interpuesto por e. Banco 
de ¡a Nación Argentina contra e! auto tic fecha tres del mes en 
curs© en e! que esté tribuna! declaró su incompetencia en razón 
de la cuantía para entender en este juicio ejecutivo iniciado 
contra don Estanislao Gallegos, y 

Considerando: 

l.° Que las deposiciones consignadas en los artículos i.° de 
la ley 927 y 18 de !a ley 4507 que fundamentan la resolución re- 
currida, son a juicio del subscripto suficientemente claras y terl 
minantes para permitir la intervención en casos de cuantía del 
concurrente de la justicia federal. 

flt;* Qué la jurisprudencia de la suprema corte citada por el 
Hanco actor al fundar su pedido de re¡K>sK*ión (tomo 41;, página 
J74 ) es inapelable si se observa que es anterior a la ley 4507, y 
que se trata de una causa criminal. 

y One en forma alguna existe con ¡a latitud que el recurren- 
te pretende e! derecho de opción que atribuye a su representado el 
Banco y que — sin razón suficiente que pudiera sustentarlo — 
crearía a su favor un verdadero privilegio, no autorizado expre« 
sámente fK>r ley alguna y muy a! contrario desconocido por las 
disposiciones de la 027 y 4507 invocadas. 

Por tanto y de conformidad co;i lo dictaminado por cj señor 
procurador fiscal: Resuelvo: mantener e: auto recurrido, y con- 
ceder en re'ación el recurso de apelación subsidiariamente inter- 
puesto debiendo el apelante comparecer ante el superior en el 
término de tercero día. Hágase saber e insértese. 

T. .Iritis. 

l.% Cunara Frderol confirmó por «us fundamento* esta ¿entonela. 
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Buenos Aires, Febrero 87 de 1913. 

V istos y considerando: 

Que según puede inferirse de los antecedentes de la discu- 
sión parlamentaria de! artículo 18 de ia ley número 4507, el le- 
gislador se propaso, al sancionarlo, facultar al Banco para renun- 
ciar al privilegio de su fuero, si asi lo estimaba conveniente (D. 
D. 190- tomo Ii. pág. 154). 

Que en tal concepto el expresado artículo 18 establece una 
excepción al fuero federal análoga a ¡a consignada en el inciso 
ri art - 12 ( ' e I* % núm. 48, en cuanto autoriza demandas contra 
ios deudores del fisco nacional ante los jueces de provincia. 

Que tratándose por lo tanto, de una disposición legal que no 
responde a los pro¡>ós¡tos generales del articulo u% ley 927, este 
es inaplicable cuando el Banco, consultando sus propios intereses 
tío verifica la renuncia aludida y prefiere llevar sus gestiones ju- 
diciales a la jurisdicción <jue en primer término le corresponde, 
como institución federal (articulo 67, inciso 5.", constitución na- 
cional ; artículo 2.* inciso i.% ley 48) . 

F.n su mérito, oído el señor procurador general, se revoca el . 
auto apelado. Xotifiquese con el original y devuélvanse, debiendo 
reponerse e! papel ante el inferior. 

A, Bermejo. — Nicanor G. del . 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Ca han illas. 
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CAUSA CXXXVII 

$1 procurador fiscal de La Rioja formulando 'denuncia contra el 
secretario del ¡najado de sección por ejercer la procuración 
y el comercio. 

Sumario : Corresponde a la superintendencia reconocida a la 
corte suprema por la ley 7099 el establecer las incompatibili- 
dades que pesan, en general, sobre los secretarios cíe los juz- 
gados do sección. 

2. Son incompatibles las funciones de secretario con el 
ejercicio de la procuración y de! comercio. Es de equidad el 
señalamiento de un término prudencia! para la opción entre 
aquel cargo y el ejercicio de otas profesiones. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



IiKM Vi lA DEC l'KOCt UUHiR FISCAL 

La Riojo. Octulirr de 1912. 

Señor juez federa! : 

Kl ministerio fiscal lia sido informado (le que el señor secre- 
tario ile! juzgado don l.id<>r. ( J. A^uirrc. practica los siguientes 
actos : 

Ejerce la procuración en tos tribunales de la provincia, acep- 
ta poderes para pleitos y recibe consulta sobre los mi>mos, 
etcétera, y aun aboga. 

Tiene placas fijadas en las puertas de su domicilio ofrecien- 
do servicios de procurador judicial, y placas anunciando sus ser- 
vicios en materia de comercio. 
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Ejerce el comercio, representa a sociedad de esta índole y es 
codircÉtór de sociedades anónimas. 

Gomo estos liedlos están prohibidos por la disposición de ia 
\y número tS<>3. articulo* 183 y 1S7. y por la acordada de la su- 
prema corte ile fecha 8 de abril del presente año á V. S. pido: 

So >irva ordenar infirme a! respectó de! señor secretario 
señor I.idoro J. Av'iiirre. y con lo informado vuelva a este minis- 
terio para pedir lo que corresponde. 

.1/. de Ut /•'nenie. 



La Riofn, Noviembre, 2! de 191% 

Autos y vistos: Considerando: 

Oue los informe- de fs. 17. 24. 34. 3<) y 43, prueban plena- 
mente que el >ecret;trio de este juzgado, don Li loro J. X. Agut- 
rrCj lia ejercido la procuración ame los tribunales de la provincia, 
antes del 31 de julio de mil novecientas once, fecha en qíte ha 
tomado posesión de' cargo, según el informe de í>. 48 vta. y que 
continúa ejerciéndola ha-ta el presente. Que del informe de 
fs. 27 vta. resulta también qlie Aguirre ha gestionado asuntos de 
otros ante la dirección general de rentas de la provincia después 
de la enunciada fecha. Oue !a> enunciaciones que contienen las 
placa- a que se refiere el informe de fs. 14 vta. y 15 y los avisos 
publicados en los número* del periódico La Uuuhi, que corren a 
ís. 10 y 11. avisos en que se designa el domicilió particular de 
Y»uirre como local éti donde se atienden los «égpciós a que ellos 
se refieren, asi como el informe de fs. >\. constatan qué Aguirre 
es agente 'le negocios, comisionista y consignatario, que atiende 
v gestiona asuntos de tola clase ante cualquier autoridad, y fi- 
nalmente, (pie ha aceptado p< derés cónjú ñámente con don Zcnon 
S. A costa, después de la fecha indicada. Qtie el ejercicio de la 
procuración está prohibido a los secretarios por e* art. 1S7 de la 
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ley núm. 18O3 sobre organización de los tribunales de la capital, 
bajo pena de destitución; d¡s|)osícfón que es aplicable a os secre- 
tario* de los juzgados de sección ?egún lo ha declarado la supre- 
ma corte de justicia cíe la nación e 1 acuerdo de once de abril de! 
corriente año, por >cr extensiva a ésto* la razón que justifica 
aquella prohibición, cual es, la de obligarlos a que se contraigan 
exclusivamente al delicado cargo que ejercen; por la incompati- 
bilidad material que existe en e! desempeño de diversas tareas a 
la vez, a.*egura:ido de e>a manera el nwj r servicio público. Que 
por idéntica razón, t- aplicable a los -* irétariós de los juzgados 
dé sección ia prohibición del art. 183 de a citada lev a los secre- 
tarios de lo» tribunales de la capital, de ejercer el comercio por si 
ü por medio de otra- personas, 

Por (o expuesio, y prescindiendo i>< t o mp!eto de las obser- 
vaciones que hace el fiscal sobré el plazo de cuarenta y ocho ho- 
ra ^ que tija el auto de fs. 45 vta. para qiiv evacúe la vi.-ta por él 
ordenada., en razón le no Wabcr deducido recurso aguno por di- 
cho plazo; y en mérito de los servicios cjtte el mencionado secre- 
tario tiene j reatados en el desempeño del cargo, como asimismo 
de la práctica que ha adquirido pitra el mismo, el juzgado restie! 
Ve: ( >rdeuir!c que opte, bajo la na que la ley le impon-, pór él 
ejercicio de dichas profesiones o j or el cargo que inviste: debien- 
do presentar en el téritlitiu ; vefctc días, de-de el siguiente á1 
de la nt< ifieación, la constancia de haberlo así verificado. 

Ang¿¡ \I. de la CoHíüt. 



1 \U.o \¡\. CORTE SX'PRKMA 

Unenos Airrs. Ee!»rcro 2? de UH3. 

\ i^ias estás actuaciones seguidas con motivo de 'a denuncia 
del procurador fiscal de la sección «le ta Ripja de que el secre- 
tario »le aquel jugado don Lidoro 1- X. Ajptiifre ejerce la procu- 
ración \ . ! c« uiercio. 
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V considerando : 

• 

Que no obstante 16 dispuesto en e! artículo 2." de la ley nú- 
mero 7079. él caso corresponde a la superintendencia reconocida 
|>or esa ley a esta corte, por tratarse, c:i el fondo, de establecer las 
incompatibilidades que pesan, en genera!, sobre los secretarios d» 
los juzgados de sección. 

Qiie es áplteablé al caso lo dispue-to por esta corte en su 
acordada de n de abril de \ y lo establecido en el articulo 
183 de la ley orgánica de ios tribunales de la capital, núm. 1893, 
que establecen la incompatibilidad de !ás funciones de secretario 
c- n el eejrcioio de la prc<hrrtc¡óri y de! confiérelo. 

(Jueel señalamiento de un término prudencial para !a opción 
es de equidad, como ¡o lia establecido ésta corte en su resolución 
de de junio de it>i¿. respecto a la solicitud de los secretarios 
del juzgado federal del Rosario. 

I'or eüo, oido el señor procurador general, asi se declara, de- 
biendo e! interesado optar por e! ejercicio de las profesiones indi- 
cada.- o e! de' cargo qué inviste, en el término d¡> veinte dias, 
inalado en !a resolución de fojas 4'j. Comuniqúese y archívese. 

A. Bermejo. — Ñicajíór G. dkl 
Solar. — M. p- Daráct. — 
IX K. Palacio. — I.. Lopkz 
Caüaxillas. 



Nota - En trece de lebrero de 1013, la corte suprema, no 
hacé lugar j>or improcedentes a los recursos de los artículos 208 
y jo*.; de la ley número 50 y de! articulo 3.?, inciso 5. de la ley 
4055. interpuestos p£r el procedido Salvador \rmentano. en la 
caiisa crimina! qué sé le sigue por homicidio. 
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CAUSA CXXXV1II 



Ferrocarril Indino contra Bcnnüdez y Figucroa 

¡¡¡Minorio \ l&s improcedente e! recurso extraordinario cuando él 
se furnia en inscripciones legales <jye tío han sido motivo 
de discusión ante !<>s tribunales inferieres. 



r VLLO I»'*. LA CÓRTK SUPREMA 

Buenos Aire». Marzo 1 de igl3. 

Vistos-: 

K¡ recurso dé fot artículos (). f de la ley 4055 y 14 dé 'a nfi- 
Diero 4S. interpuesto |"ir !•»- -eñ« »re< I »cr nitidez y Figueroa con- 
tra sentencia 'le la cámara federa] de Górdobá¿ que 1<>- condena 
en el juicio promovido ¡ *« »r el fern carril Vndino, a retirar el cer- 
Cú construido )">r aquellos a un costado de 'a via férrea menei<» 
nada, y 

Considerando;: 

(¿ue la eitípresa «lemán lame funda sil derecho en !<• disptte? 
tb p.r el artículo 50. inciso 3;" de !a \\ general de terr« carriles 
muñen» 2873, que prohibe a I<>- propietarios linden-- a las via- 
férrea- hacer cercos, étc., a menor distancia de veinte metros *\: 
!ás mi-ina-. estando Sos contraventores obligados a restablecer 
la- cosas a 1 estado anterior y responder por todos 1«>- perjttíci - 
Ocasionados. 

Que los demandador, sin impugnar la disposición lega] in* 
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\ocada sino cu cuanto la consideran inaplicable al caso, se limi- 
tan a decir qtíe la demanda no procede, porque la empresa no es 
propietaria del terreno cercado, que minea adquirió, no obstante 
Iíx ley de expropiación dictada, siendo ellos los únicos dueños; y 
(pie como tales están amparados pSi el articulo 17 de la constitu- 
ción nacional, que declara inviolable la propiedad y que nadie 
puede ser privado de ella sino mediante expropiación y pago. 

Que la sentencia apelada considera de estricta aplicación al 
caso lo dispu&ttp por el articulo 56, inciso 3." de la ley citada en 
la demanda; y encontrando que su violación está comprobada en 
los autos, condena a los demandados a retirar el cerco en cues- 
tión. 

Que. como fundamento del recurso extraordinario inter- 
puesto contra dicha resolución, dicen los demandados que ésta 
les causa gravamen irreparable, por cuanto declara que carecen 
de derecho para ocupar terrenos de su exclusiva propiedad y 
dando por ende toda validez y eficacia a la ley que autorizó la 
construcción de la linea férrea referida, que fué desconocida por 
los recurrentes cóntrariándose asi abiertamente cada una de las 
disposiciones de la ley del congreso número 189 de 13 de Sep- 
tiembre de 1866 y la de! articulo 17 de la constitución, conforme 
lo alegaron a! contestar la demanda y haciendo mérito de la 
prueba. 

Que lo expuesto, ya se refiera a la ley nacional número 377 
o a la provincia 1 de 10 de Septiembre de 186*). corriente a fojas 
4.?. no aparece que se haya cuestionado como repugnante al ar- 
ticulo 17 de la constitución o ley 180, en su caso; siendo al inter- 
|M>ner el recurso ¡a primera vez que se mencionan dichas dispo- 
siciones en el sentido qué se indica, ]x»r cuyo motivo no se las 
puede considerar desde que no han formado materia de pleito y 
de sentencia en los tribunales inferiores. 

Que, aunque así no fuera, es de observarse que el fallo re- 
currido se filuda en prescripciones legales ajenas a las citadas en 
la interposición del recurso, prescripciones que no fueron impug- 
nadas durante el juicio como co iparias al artículo 17 de la cons- 
titución, y si tan sóló como inaplicables por tratarse de un tra- 
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yecto recorrido en un pueblo, según expresa disposición del ar- 
ticulo 59, ley 2873. 

Que este punto de hecho decidido por la cámara federal de 
Córdoba, no puede ser revisado jx.r esta corte suprema en recur- 
so extraordinario, según lo reiteradamente resuelto. 

Que en las condiciones expresadas e- recurro entablado e 
improcedente y así >e declara. - Níotiíiquese origina!, devuél- 
vanse, rep« niéndosc ! »s sellos ante el inferior. 



Ai Kkkmk.i<». _ Wnn-mr g. de¿ 
Sof,ak. M.I\ DAráct, — 
I). K. Palacio. L. I/.i> K z 
Caua v ii.i. \s. 



CAUSA CXXXIX 



/ViVM /u4f« ftóWr<í /./ sucesión de toña Luisa Lamas de Saav dr<t 
Zík'itfeta; sobre interdicto 

Sumario: Xo e> prudente el récitiÉo extraer -linario autorizad > 
póí tí articulo 14 de ta ley muñen. 48; contra un fallo 
desconoce, en virtud tic lo dispuesto en los artículos i6úñ 
y 3943 del código civil, ¡el carácter de poseedor que se atri- 
bttye la parte adora, a] entablar- o. 

( «/.*■: Lo explica el siguiente : 
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FAI.tO Út r.A CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire». Marzo 4 de 1013. 

Aillos y vistos : 

E! rveur>n de hecho por apelación Alegada interpuesto l>or 
el representante dé doii Juan Triol.» contra sentencia pronuncia- 
da por la cámara segunda de apelaciones en lo civil de la -apita\ 
en el interdicto de recuperar la posesión, seguido contra la su 
sión de doña Luisa Lamas de Saavedra Zavalcta. 




Y considerando : 

Que e! recurro intvrj uésto y Icncgado ha sido el extraordi- 
nario prev^ en vi articulo 14 de la ley de jurisdicción y com- 
petencia y <'»." de la ley número 4055. 

Qw para fundar sil queja alega que en el juicio seguido por 
la Señora dé Saavedra /.avalóla con don Antonio Rivas. sobre 
i^.i-ió 1 (le contrato y de-alujo, fué privado "de la posesión qué 
de e-a finca bahía con tranquil.' y perfecto derecho por varios 
conceptos, coUstfüfctor de mejoras y Mibloeatario, y no obstante 
iín haber sido parte en el juicio ni habérsele citado ni oído en el 
eomu era meneMer desde que se conocía su i>oscsión". lo que 
constituía u:ia violación de la defensa que la constitución repu a 
inviolable, fojas 1 vuelta, y de los autos principales, fojas 14 
vuelta. 1? y 141. 

< >ÚC e! recurso interpuesto carece de ha-e desde que e! falló 
afretado, desconoce el caráctér de poseedor que %t atribuye y cr. 
que basa la pretensión de que debió ser "id » en el juicio seguido 
por la señora de Saavedra contra Rivas. 

Que esa decisión fundada en el derecho común --- artículos 
l#0<5 y del tódigo civil — es extraña al recurro extraordi- 
nario dédticido, s.éguii lo dispuesto en el articulo 15 de 'a ley 48. 
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Tur ello, y jé conformidad con lo dictaminado jx>r el señor 
procurador general, sé declara improcedente el recurso. — Re- 
puesto el papel, archívese y devuélvanse los autos principales 
con testúnoni •» de e*ta resolución. 



A. Beraikjo. — Nicanor 0. dkl 
Solar. — XI.P. DARAGt — 
D. E. Palacio. I«. Iíóvez 

CA lj AM1.I. \>. 



CAUSA CXL 



. Criminal, contra Dicjjo BaÜiláhú y José A$QÍa, pot homicidio 

Sumario: \n mediando recurso del ministerio fiscal, no puede 
agravarse la situación de loá procesados reforman lo una 
sentencia que im|>one la pena de penitenciaria por tiempo 
indeterminado, cuando 'a que correspótidería aplicar por 
mediar !a circunstancia atenuante del inciso S." riel artículo 
83 de' código pe ial. es la déi inciso 1." del articulo i- de 'a 
¡ey 41891 pór ser la inmediata inferior en grado a la estable- 
cicla en el inciso letra a del articulo y ley citados, a ¡Os 
autores directos de un homicidio ejecutado con acuerdo 
previo. 

Caso ; Lo explican las siguientes piezas : 
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Y visto: 

Esta causa criminal s^tiida de oficio contra Piego Uattila- 
na y José Ayala. sin apodo, argentinos, de cuarenta y nueve y de 
treinta años, respectivamente, aquél viudo y éste soltero, agen- 
tés de policía en ChoÜIa ; por los delitos de lesión grave inferida 
a! comisario inspector don Vicente Calderón; y de homicidio 
perpetrado en la persona de don Ascensión Mayorga. Resulta: 

Que de seis a siete de la noche del 3 de Junio de 190S, los 
dos acusados se presentaron. inesperadamente en la casa particu- 
lar del señor Calderón, <|uien It-s preguntó sobre el motivo de su 
presencia inopinada a esas horas, contestando Wattilana. un tan- 
to nervioso, que andaban en una comisión ordenada por el co- 
misario Elvirp Cejas. Agregó que todos estaban muy molestados 
con !os telegramas publicados por los diarios de Buenos Aires 
inculpando a la policía de Chplilá pór los asaltos, homicidios y 
desórdenes recién acaecidos y qué era necesario hacer un ejem- 
plar con los corresponsales. — Kl comisario inspector Calderón, 
a pesar de su rango y de la llaneza de su sul>alterno l>attilan*i 
que hablaba y de Ayala que escuchaba sentado, les invitó bon- 
dadosamente a cenar; hecho lo cual Battilana salió de la cocina 
donde estaban los cuatro nombrados y regreso trayendo una bota 
de vino de que les convidó, y se fué a colocar la l>ota en la mon- 
tura de su caballo. Kl inspector Calderón que seguía pudente- 
mente sentado en la cocina, saltó repentinamente sacudido por 
la doble impresión mora! y material de un balazo que recibió en 
el cuello. Fué que Battilana cerciorado con precisión del siti> 
en que había dejado al señor Calderón, se deslizó, cautelosamen- 
te, por detrás de la cocina, se apostó detrás de la pared que sólo 
era de palo a pique, y poniendo los puntos de su revólver Cmt 
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calibre 38. sobre la cabeza de su superior Calderón !e disparó, 
por entre las rendijas, un balazo que le hirió en él cuello, corrien- 
do Battilana, inmediatamente a apostarse e:i la puerta de ía co- 
cina, por donde salió penosamente Calderón, quierj avanzó hacia 
afuera unos diez o quince metros, cayendo al borde de un arro- 
yuelo en que se lavó la sanare que !o ahogaba. Después de tre- 
pidar un instante Calderón, sofcre si podía luchar en auxilio de 
su asistente Mayoría, a quien oyó distintamente, gritar clamo- 
rosamente "</ mi no. íi mi iw". decidí.» salvarse no más y siguió 
huyendo a campó traviesa, viendo antes de continuar, que líatti- 
lana volvía a entrar a la cocina de donde salían los gritos de Nía- 
yorga, sin ver a José Avala que no salió de la cocina. ¿Qué pasó 
con el desdichado Ascensión Mayoría? Fué acribillado a puña- 
ladas y casi dcgpKado. lo qué se supo ppr avisó del carrero don 
Francisco Colihweque. quién fué el primero que, en la mañana 
del dia siguiente 4 de Jimio, vió tendido, fuera de la cocina, e. 
cadáver de Mayorga y avisó a los vecino*, con quiénes regresó 
n.á- tarde. 

fcas policías de GhoHla y de Ksquél. procedieron inmsdiata- 
mente ; or órdenes telegráficas de este juzgado y de la goberna- 
ción a organizar la prevención, remitiendo por delante a ¡os in- 
culpados comisario Elvirp Cejas y agentes fiattilana y Avala, 
quienes rindieron stis primeras declaraciones indagatorias de fo- 
ja- 1 a : '>. negamlo Cejas toda participación en lós.crimeriés 
c< n fosando ííattijana que fui é! quien hizo fuego contra el ins- 
pector Calderón, pero que quien dio muerte a puñaladas a Ma- 
yorga fué su compañero Jo^é Avala, quien a su vez declaró s^r 
ésto incierto, porque sólo Battilana fué también el que al vo'ver 
a la cocina arrojó su revólver y acometió a cuchillo a MaVorga, 
matá ídolo a puñalada-. De fs, 52 a K 147 fué aereado el su- 
man-, preventivo que la jefatura dé policía elevó, sucesivamente 
por sitó offciós de fe. l¿, fv 2$ y fs. 4 M . remitiendo también la; 
ropas tinta- en sangre, de Battilana y Vyála, asi como de la vic- 
tima, igualmente que 'os cuchillos ensangrentados de aquéllo»-. 
Reabiertas entonce- las indagatorias de Battilana que corren a 
f< 155 vuelta, 266 vuelta, referentes a sus declaraciones preven- 




tivas de fs. 58 y fs. 73 vuelta y las indagatorias de Ayala de to- 
jas 163 vuelta, tf t, 292 y 309, referentes a su declaración pre 
ventiva de ís. 78 vuelta, amitos se mantuvieron en sus primeras 
declaraciones de fs. 17 vuelta, 20 vuelta, 23 vuelta, siendo <l¿ 
efecto frustráneo los careos «le fs. 31 y í>. 33 vuelta. 

Cuando se ordenó a fs. 176 vuelta, el informe del módico 
de'; tribunal sobre todos los puntos articulada en el oficio de fo- 
jas 179, dicho médico a fs. 180 declaró que la falta de micros- 
copio, espectroscopo y otros elementos para practicar la reacción 
ezonoseópiea de Van Decn, !e ¡nipo.^ibilitaban de «lar un informe 
exacto. Con ta! motivo y por auto de ís. 182. dispúsose solicitar 
c' informe del departamento nacional de higiene sobre ¡os pun- 
tos articulados en el oficio le fs que dicho departamento 

contestó a fs. 225. en términos ambiguos después de mucho 
tiempo; Otra causa de demora del sumario, provino de que du- 
rante é 1 quedó acéfalo el ministerio público por renuncia de fis- 
cales titulares, hasta quedar en acefalia por más de seis mes.:-. 
Nadie, cutre los muchos nombrados, se atrevía a tomar las res- 
ponsabilidadcs del ministerio público en esta causa. 

Kn este estada, cavó e! juez titular atacado por una grave 
enfermedad que le obligó a trasladarse a Buenos Aire.-, con li- 
cencia de la suprema corte de justicia. Cuando volvió y reasumió 
sus funciones, el señor fiscal letrado que Jas ejercía, como su- 
plente, había ya dictado el auto de fs. 213. de sobreseimiento de- 
¡tuitivo, con declaración tic inocencia, de uno de los sindicados 
comisario Elviro Cejas, poniéndolo en libertad y cerrando el su- 
mario, en consecuencia, solamente contra los vigilantes Wego 
Uattüana y José Ayala. 

Notificado el auto de sobreseimiento definitivo de Cejas a! 
ministerio fiscal, que desempeñaba entonces el señor de Tensor 
«le menores, notificación que consta a te. 214. >c conformó con 
él. tácitamente porque no entabló recurso alguno, 

Tan pronto como el proveyente reasumió el despacho y po~- 
<|iie su íisca: resultaba ¡medido, o»:, ¡guió después de varias 
tramitaciones y renuncias ¡pie acéptase las funcione- de! ininfc? 
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tcrio fiscal el experto escribano señor Luis M. Sabatier, ya que 
tampoco podía seguir ¿ornó tal el señor defensor de menores, 

Kl fiscal señor Sabatier, Sin darse por entendido de! auto 
de sobreseimiento definitivo de fs. 213, comenzó por requerir 
que abriese todavía él sumario pretendiendo que se presenta- 
sen a declarar ante el tribunal numerosos testigos rendentes en 
la remota comerea de Gholi'a y sus aledaños, reqiicriniierítd que, 
a pesar de sfcr denegado por !o$ autos de \<. 262 y fs. 273, fue 
reiterarlo y deferido, léside que no cabía re .'bazar una petición 
del ministerio publteo. Sucedió lo previsto por el juez, es decir, 
que nadie piulo venir desdé el limite Sur del territorio. Con cuyo 
motivo y por auto de fs. 325 vuelta, declaróse nuevamente ce- 
rrado el sumario, pasándolo al señor fiscal quien de fs. 329 a 
346, presentó acusación contra Diego Battilana y José Aya'a y 
también contra el comisario Cejas, pi liendo que a éste como jéfe 
y a los vigilantes como ejecutores, respectivamente, de! complot 
criminal formado contra el comisario inspector Ca'derón y de 
mi asistente Ascensión Xlayorgai se les declarase autores ]>rinci- 
pales ile' homicidio de éste y tentativa próxima del homicidio de 
aquél, condenándoles a sttfrír la pena de presidio por tiempo in- 
dcterminailo, accesorias legales y costas. Kn el capitulo Vil de 
!a acusación, fs. 345. el fi-.cal requirió que debía resolverse* pre- 
viamente, sobre la nulidad del auto de sobreseimiento definitivo 
dictad-» a fs.-.M.í a favor de Elvtro Cejas. ¡H»r I«.> fundamentos 
alegados en dicho capitulo. Siendo necesario entonces resolver 
ésta petición fiscal y de orden, y hallándose el comisario Klviro 
Ceia^ en una situacioti legal ríe irresponsabilidad creada a su fa- 
v« r por el sobreseimiento definitivo de fs. ji.í. no cabía cambiar- 
la, sin oírle antes, dándole el traslado que sé le corrió del reque- 
rimiento fiscal; quien no s$ eonforntii con estas conclusiones de 
la- cuales npe'ó ante la excelentísima cámara, la cual ordenó que 
e! incidente se tramita-e y resolviese l*'r cuerda separa la. como 
asi se hizo dando nacimiento ;il expediente incidental qtté ¡¿e 
agregó, caratulado: "Elviro Cejas. — Incidente de nulidad del 
auto (/.• sobreseí miento" . incidente que después de estti liar el im- 
portante requerimiento del señor fiscal de la excelenti-ica cáma- 
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ra, fs. 28. el auto dé ésta de fs. 30, y a mérito del requerimiento 
fiscal de fs. 44, feneció con el auto de fs. 45 vuelta, todos del ex- 
pediente adjunto, tn el cual declaróse sin lugar la nulidad del 
auto de sobreseimiento en favor de Cejas el dia 13 de Mayo pró- 
ximo pasado. 

Excluido desde entonces el comisario Cejas, de la tramita- 
ción del proceso principa! circunscripto exclusivamente contra 
Sos acusados José Ayala y Diego Uattilana. éstos contestaron *a 
acusación fiscal de fs. 320, por sus respectivos alefatos de fs. 353 
y 361, el dia 22 de Abril último, en cuyo misrtío día se recibió U 
causa a prueba por auto de fs. 364. Ambos acusados por sus es- 
critos de fs. 365 y 366 renunciaron al término de prueba, con 
cuyo motivo por auto de 13 de Mayo último, fs. 370 vue!ta, se 
pidieron autos para sentencia e! 6 de Junio, señalándose para el 
informe /// roce la audiencia de! 10 de Jimio, presentando las 
partes las exposiciones de fs. 372. 373 y 374 vuelta, quedando 
concluido el proceso que fué puesto a despacho según la diligen- 
cia de fs. 374 vuelta, el «lia 25 de Julio. 

Y considerando: 

Primero: E! cuerpo del delito de lesión grave inferida al se- 
ñor comisario inspector Vicente Calderón a consecuencia de u 1» 
u.vazo en el cuello que le infirió el vigilante Diego Battüana, re- 
sulta acreditado por confesión de éste en sus indagatorias de fo- 
jas 23 vta.. 58, 138 vta. y fs. 266 vta. confesión que según e! ar- 
ticulo 321 (le) código de procedimiento crimi ial. hace plena prue- 
ba desde que reúne jos siete requisitos del art. 316: concurriendo 
a corroborar la declaración del testigo Sixto Jerez fs. 1Ó2 vta., 
las de Calderón fs. 148 y fs. 151 y los certificados médicos de 
fs. i6r vta.. fs. 179. fs. 204. prestados en Cholila por el doctor 
• lércules Mussachio y i>or el médico del tribunal, según lo* cuales 
c! balazo penetró por la región occipital derecha a cuatro eentúr.e* 
tíos de la linea mediana dorsal, saliendo ¡>or la cara inferior del 
cuello a 3 centímetros del maxilar inferior lesionando e! proyec- 
til los tcjido> blandos, el filete nervioso de! plexo cervical produ- 
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ciendo la consecutiva paresia ;qüc Calderón manifiesta de: ócldó 
motor izquierdo. Art. 223 código citado. 

Segundo : F.l cuerpo de! delito de homicidio perpstradp en 
persona del vigilante don Ascención Mayor-a. resulta plename it- 
acreditado ante todo por una prueba irrefragable y ad hominem 
I n ¡ orcinnada, cosa rara. por el mismo acusado Diego Battilána, 
quien el día 4 dé junio, es decir, hora- después del Homicidio cqn^ 
sumado en lá noche del ¿. rondaba pitf la casa de' señor Calderón, 
arrastrado providcncia!tncute por la curiosidad quüis de inquirir 
.1 > c hubiese descubierto el crimen, para fraguar segün las cir- 
cunstancia!) 1" que fuese más conducente a despistar a !a justicia. 
Pero *e encontró con ío que np esperaba, estp es, con mucho; 
Vecinos del lügár que acababan de ver el cadáver de Mayoría, 
avisada - por el vagonero don Frártciscó Gólinliiieque 'I declara- 
ción de fs, 1-2$ ». quien en la mañana de esc día 4 fué el primero 
que pagando CO« gi carro vio tendido el cadáver de Mayoral, 
fuera de la casa de Calderón. Sorprendida el acusad*» Diego 
Battilána, armóse de su Winchester, dio la voz de alto a los indi- 
cad" 1 - vecinos preguntándoles airadamente sobre ¡o que hacían 
por allá y obligándolos a regresar delante del* cadáver, donde 
Battilána por sus mismas mano-, labró en su propia libreta .le 
bolsillo, el acta de í<. ¡,f>2 ? haciendo constar ante ÍOs señores Mi- 
guel Iribarne. Sixto Jerez. Alejandro Villagrán, I.ino Quinfa 
j Juan C. I'arry. que sabían escribir y firmar y otros que no sa- 
bían escribir^ la posición del cadáver de Mayorga, el número y 
calillad de las mucha* puñalada* de :a victima que hurgaba y 
revolvía, de-preocupado. an« «tando como diez puñaladas, hacha- 
dos v un crie que eási 16 había degollado. Todos estoá testigos 
depararon después, afirmando que Battilána pretendió que ffií 
t*a famosa acta expusiesen auto él. sargento de policía, que 
Mayorga había sido muerto |>or el señor Calderón para que no 
sé quejase de falta de pago de sus sueldos, falsedad que los testi- 
go* ne^an-M a escribir; quedando el acta labrada como sale a 
f< ¡"2. cotnp elocuente VIO tu propio del mismo homicida. Kl 

ini^no dSa \ de junio labróse después, por el oficial de policio 
inftruetor de !a prevención, don Guillermo LándaWla segunda 
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acia de fs. 66 en la cual él comisario ante los cinco testigos pre- 
sente* consigna este horrible detalle: una degolladura de trece 
ce t'irnetros, una puñaada profunda en el estomago, otra en el 
costad • izquierdo del vientre, otra puñalada grande en el pulmón, 
siendo cualquiera de estas heridas mortales, según opinión de 
las rre entes; dos grandes hachazos en el costado izquierdo de 
la c¡ ra. desde atrás de !a oreja hasta la barba, una puñalada bajo 
Ja barba, trer en !a nuca, dos en el tórax, un hachazo en. el pómulo 
derecho; comprobación después ríe la cual se (lió sepultura .! 
cadáver. I.a última prueba documentada del homicidio es el acta 
de exhumación de fs. 122 levantada por el señor comisario An- 
drés G. Garate ante los nueve testigos que la subscriben, escena 
macabra que huelga detallar. I.a prueba testimonia] de todos los 
que eti !ás diversas ocasiones .vmpulsadas, concurrieron a las jus* 
tifiea^iónes, confirman la prueba del cuerpo del delito. Ver de- 
claracíóncs de fs. <;o. 95. 105 vta.. 1 12 vta.. i jo y otras. 

Tercero: Sobre la responsabilidad de los acusa los. e! nudo 
tejido por éstos para eludirla, es la escapatoria común, ya conoci- 
da, de de>pt>tar a la justicia con T a duda y con !a imputación 
reciproca. J6sé Ayala ha legado con remarcable persistencia 
toda participación, acción individual digamos, en el homicidio de 
Ascensión Mayoría, declarando en todas sus indagatorias y re- 
pitiendo en su defensa de fs, 353 que él no intervino en ese homi- 
cidio, qiie fué, dice, obra exclusiva de Diégó Battilana. Kste a 
.mi turno ha declarado, con ¡jgtral persistencia qrte el repetido ho- 
micidio fué obra exclusiva de su compañero José Ayala. ante 
quien fué inútil sn intervención para que no acabase de degollarlo 
como quería, replicando que lo dejase obrar, puesto que no se 
trataba más <jue de un chilote — Qúi juris.' — Todos los antece- 
dentes acumulados, asi como !a única forma en que los dos crí- 
menes sub jud'wc pudieron consumarse, traen al alma del juez 1¿: 
convicción de que ellos fueron y no pudieron menos (pie ser per- 
petrado- «no por la acción conjunta de los dos acusados, autores 
comunes, complotados, y responsables por igual de los dos delitos 
c etánéos; aunque sucesivamente consumados en la noche de' 3 
de jitni ) de iyoj. "Si dos o más individuos resuelven cometer un 
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delito conjuntamente con auxilio reciproco, esa asociación cons- 
tituye complot y cada uno de los participes (pie antes, durante o 
después de la ejecución se haya mostrado en actitud de c»H>i>erar 
y contar con su auxilio, será también considerado, después de la 
consumación, autor principal de! delito" dice a la letra el art. 25 
del código penal. F.l voluminoso proceso registra tantas constan- 
cias de que antes, durante y después de la perpetración de 1..^ dc- 
. Utos inb judice, anduviero 1 atufa* acusa los en intima reunión y 
acuerdo de enmaradas, concurriendo ambos o cada cual separada- 
mente, obrando por su -lado para cometerlos y borrar después 
las huellas, que seria inacabable la cita de todas esas constancias ; 
pnr lo cual circunscribiremos la compulsa a los más notables. 

Cuarto: K! acuerdo, antes de los crímenes resulta de la con- 
fesión paladina de los dos acusados en sus respectivas indagato- 
ria- citadas en el considerando primero, donde declaran que al 
expirar la tarde de! 3 de junio salieron juntos de la comisaría, 
de facción; en su uniforme reglamentario de agentes de la polciía 
le Cbolila y se encaminaron a la casa del señor Juan C. IVrry. 
líste caballero en su- importante* declaraciones ele fs. 62 vía. y 
de fs. 123 declara !a verdad de esta primera referencia con qui. 
comenzó la terrible odisea del 3 de junio. La confirma también 
la declaración de otro testigo d«.n Juan (ro:izá T ez fs. 139^ quien 
llámen lo ido c<a tarde a la comisaría en busca de Cejas, que no 
e-taba, sino solamente los agentes Avala y Battilana. montados 
ya a cabal o, salió juntamente con éstos, acompañándolo.- basta 'o 
de IVrry de donde >e fué. Rl señor IVrry. fs. (13 vta y U5. lineas 
subrayadas por el señor fiscal con dos tintas, asegura que los dos 
acusad.»- e-tuvieron tomando copas y se equipó cada cual de una 
bota de vino, aunque sólo la l>ota de Uatlilana jugó rol en el cri- 
men : ha-ta qtté cerrando ya la noche, los despidió viendo que 
ambo- <los se dirigieron a la casa del comisario inspector señor 
Calderón. 

Quinto: La compHcidatl de los d<>- abusados durante los cri- 
meiíes, resulta igualmente confesada por las indagatorias d: 
áñlbos, siendo más explícitas la- de üattilana. quien a-c^ura qtw 
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desde ¡a comisaría fueron los dos enmaradas, complotados, a la 
casa de Calderón, con el compromiso que contrajeron ante el 
comisario Elviro Cejas de dar muerte al comisario inspector 
Calderón, y acordaron que Battiiána se encargaría de Calderón y 
Ayala del agente Mayorga. Xo habiendo tenido la tragedia del 
3 de junio más testigos que los acusados y las dos victimas, tiene.i 
entonces capital importancia las declaraciones de Calderón de fo- 
jas 69, 148 y 151, por tratarse de los recuerdos frescos de c*tc 
distinguido caballero que quedaron grabados en su memoria y 
en su corazón. Afirma él, que José Ayala, que escuchaba sentada 
en la cocina las insolencias de Diego Battiiána, las aprobaba y 
apoyaba periódicamente y qué atando éste, parado en la puerta 
de la cocina, pistola en mano, vió saür trabajosamente a Calderón 
espiándolo atentamente hasta que le vió caer por dos veces, en- 
tonces Calderón oyó claramente los clamores de su asistente don 
Ascensión Mayorga, quien gritaba, "ci mi 110 — a mi Ho?§ com- 
prendiendo, dice, que entonces José Ayala atacaba ya a Mayorga, 
instante en que Calderón siguió su odisea de fuga a campo tra- 
vesó, viendo que I'attüana regresaba también a la cocina. Luego 
jesuíta probada !a participación eficiente de José Ayala y la rea- 
lización del común acuerdo que llevó a los dos acusados a la casa 
de su superior Calderón. 

Sexto: El complot y el acuerdo de los dos acusados después 
de los dos crímenes, para ocultarlos, resulta plenamente probado 
en !a forma siguiente. Uest.i case ante todo, ]x»r la importancia del 
testigo, por ías muchas y antiguas particularidades que relata, 
las declaraciones del respetable vecino de Cholüa señor Juan C. 
Perry, de cuya casa partieron los homicidas la terrible noche del 
3. Pues bien, a las 4 de la mañana del día 4. volvió Perry a ver 
juntos á los dos acusados Ayala y Battiiána, quienes hubieron de 
no entrar a causa de la hora matinal ; pero alcanzó a cerciorarse 
de una circunstancia importante, a saber, que mbos nc vestían ya 
como enla noche su uniforme reglamentario de agentes de policía, 
sino que ya llevaban su ropa de particulares, precaución que no 
puede pasar desapercibida. Cinco horas después, hacia las nueve 
de la mañana del día 4. presentáronse nuevamente juntos en la 
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casa del señor IVrry los dos acusados Avala y Kattüaua, quienes 
|>or su anterior paseo matinal y su cambio de indumentaria revé- " 
laban que habían caminado manipuleando la noche entera, como 
se verá. Iban a descansar, todavía confiados en la impunidad, y 
a libar reciprocamente unas copas que bebieron. Quien entonce? 
llevaba la voz, ya era José Avala, quien comenzó ptít sondear 
mañosamente al señor Perry, quien hasta entonces nada sabia n¡ 
tenia otro antecedente que el de unos dos tiros que oyó en la no- 
che ílel 3 hacia la ca*a de Calderón. El señor Perry no les llevaba 
el apunte como suele decirse: por lo cual José Avala le dijo, de 
manos a boca, que si oía noticias de algo grave que hubiera suce- 
dido, no se asustase; contestándole I'erry que no sabía asuntarse. 
Vienen después las apreciables declaraciones del hacendado Juan 
Vega fs. 234 y fs. 244 sobre que en la misma noche del 3 de junio, 
después de perpetrados ya los dos crímenes suh judicc, estuvieron 
los dos acusados Avala y Battilana, siempre junios, en busca del 
señor comisario inspector señor Calderón para darle muerte. 
av¡?*mlo!e a Vega que ya habian muerto al asistente Ascensión 
Xfayorga. Encargáronle que si |»or ahí caía Calderón lo matare 
o 'es diese aviso para hacerlo y se retiraron. Al día siguiente. 4 
dr. junio, hacia la tarde, regresó a la casa de Vega ya solamente 
José Avala, con el objeto de recomendarle e intimarle que no 
dijtse palabra sobre los delitos que le revelaron la noche anterior, 
porque en caso contrario le daría muerte, descargando entonces 
Avala un tiro de revólver, con buena puntería, para atemorizarlo. 
ic¿pl:'t>do después a Vega ese revolver, quien lo entregó después : 
siendo falso entonces, que Avala no tuviese revolver en la noche 
del crimen o lo hubiese perdido, como afirmó en sus indagatorias 
citadas, las cuales por eso no merecen fe y pueden dividirse con- 
tra él, art. 318 del código de procedimiento crimina!. Las dos 
referencias compulsadas, entre las muchas análogas bastan para 
comprobar que los dos acusados están dentro del sentido y letra 
del art. 25 del código penal como que "resuelven delinquir con- 
juntamente, con auxilio reciproco, cooperándose entonces, duran- 
te y después de la perpetración del delito". 

Séptimo: A la imputabPidad individual o concreta de José 



DF .1USTICIA JE LA NACION 



323 



Avala, asi como la (le Battilana en el homicidio de Mayorga, con- 
curre otra elocuente prueba directa, dejada \k>t Avala en el rastro 
sangriento del uniforme < caquetilla y bombadla), con que con- 
¿iíúia el homicidio. El informe del consejo nacional de higiene 
corriente a fs. 225, sobre las ropas de los acusados remitidas por 
la policía a fs. &) y fs. 126 manifiesta ¡a enorme cantidad de san- 
gre coagulada en la manga del brazo derecho y en la de la parte 
trajera del pantalón, revelando patentemente que el homicida 
después de utilizar la larga resistencia de la victima, consiguió 
senu-isc al fin sobre ella para rematarla. Ninguna observación 
ha opuesto José Avala contra este rastro sangriento, más que la 
pueril de que esas manchas provienen de haber carneado anima- 
les en la comisaria, precisamente el día del crimen — ¡ rara ca- 
sualidad! qué resulta destruida no sólo por la observación legal 
de que los acusados no han producido al respecto la prueba que 
a ellos les corres|>ondia, sino por la observación de que, suponien- 
do cierto que hubiesen carneado animales, salta a la vista que no 
habían de hacerlo vistiendo su uniforme reglamentario de agentes 
de i>o!icia. para ensuciarlo irreparablemente, sino con otras ropas. 
Además la carneada no explicaría que la mayor cantidad de san- 
gre resultase en la parte trasera de los pantalones, porque no 
sabemos que quien carnea carneros tuviere necesidad de sentarse 
sobre ellos. 

Octavo: Una última observación de sentido común viene a 
demostrar inconteniblemente que el homicidio de Mayorga fué 
y no pudo menos que ser la obra conjunta de los dos acusados, 
Avala como operador directo y Hattilana como cómplice eficiente 
según puede colegirse; una vez que no se puede inferir sino por 
presunciones acerca «le la forma de la degollación dado que nadie 
la presenció más que sus ejecutores. El comisario Cejas, en sil 
indagatoria de fs. i en las líneas subrayadas a fs. j, declara que 
fué el quien en tiempos mejores pro]M>rcionó a su superior señor 
Calderón al asistente don Ascensión Mayorga para que lo acom- 
pañase y le guardase, |>or su puerto. Hubo de ser entonces. Ma- 
yorga. hombre capaz de corresponder a esa confianza, compren- 
diéndole que asi lo reconoció el señor Caldero 1. puesto que con 
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Mayorga vivia lejos de la comisaria de Cintila y en !a casita se- 
parada y apartada donde se perpetraron los crímenes cuyo 
croqiii corre a fs. 188. LJn asistente asi, de las condiciones de 
Mayorga, no ¡nulo ser victimado |>or uno sólo de los acusados 
mano a mano, pues es natural fjtie hubo de vender cara su vida, 
defendiéndose a más no poder en una lucha abierta con sus dos 
atacantes. Iji prueba evidente de esta conclusión es que ninguno 
de éstos, después de !a horrible lucha, resultó ni con un rasguño, 
cuando la victima resultó con más de diez y seis puñaladas y 
cortes en todas las partes de su cuorpo. F.s que la acción combi- 
nada de Ayala y liattilanu lo redujo a la impotencia materia!, 
peleando el desdichado Mayorga hasta el fin mientras piulo res- 
pirar: siendo !a pruclia concluyeme de é\o que todas las heridas 
destilaban sangre, lo que reveta que las recibía estando vivo 
tódávia* porque las puñaladas sobre un cadáver no destilan san- 
gre. B! primer impulso de Mayorga a! ver herido a su jefe señor 
Calderón, que huía de la cocha, hulx> de ser seguirle, natural 
mente, lo cual no sucedió, según resulta de las declaraciones de 
éste, fs. <*), fs. 148 y fs. 151, según las cuales hubo un momento 
de angustia de Calderón al pensar que su asistente Mayorga 
fuera también de los completados para asesinarle, idea que de- 
sechó cuando le Oyó gritar clamando "a mí no, a mi no"; com- 
prendiendo entonces que su asistente estaba igualmente atacada 
por José Avala, dentro de !a cocina, a donde regresó también 
Battilana inmediatamente, debiendo a esto su salvación: pijes 
entonces ganó Calderón el campo huyendo por entre las matas, 
dejando el camino real por donde, hemos ya visto, que los dos 
homicidas !e siguieron después en vano buscándolo hasta la casa 
de don Juan Vega, cuando Calderón ya estaba en la casa de don 
Sixto (Jerez, que lo curó, según resulta de su impórtente decla- 
ración de fs. K»2 vta. Influyó también en su salvación, no sólo 
la circunstancia de que Hattr'ana llamado por Ayala tuvo que 
regresar inmediatamente a la cocina para sacrificar a Mayorga. 
sino que Kattilana se engañó al ver caer dos veces al señor Calde- 
rón y creyó que iba herido de muerte a caer por ahí. con los dos 
balazos que le pegó, uno por detrás de la pared y otro cuantío 
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salta ]u»r la puerta de la cocina, pues se encontraron los proyec- 
tiles en ella, según el acta de fs. 06. aunque el seguirlo balazo no 
dió en el Manco. La última prueha de que hubo lucha desespera- 
da del desdichado Mayorga es que su cadáver quedó no dentro 
de ¡a cocina síhó fuera de ella, donde lo vió el vagonero Franeis- 
co Gólihuéqüé cuando pasaba en !a madrugada del 4 de junio, 
>egím su ¡m]x>rtante declaración de fs. 127 vía. Luego es falso 
que Mayorga hubiese sido muerto solamente ¡)or José Avala, 
según afirma líattilana en sus indagatorias: resultando demos- 
trado que los dos crímenes perpetrados en la noche del 3 de junio 
lo fueron por los dos acusados cotí ayuda común y recíproca, an- 
tes, en el acto y después de los hechos, según queda averiguado. 

Noveno: Kn consecuencia, los delitos sub ju$icc t resultan 
comprendidos en la !ey antes copiada. Las defensas de Avala a 
ís. 353 y de líattilana a fs. 361 son piezas vacias de donde, ni con 
el mejor deseo se arranca observación alguna apreciadle que pue- 
da destruir e! hecho de que el homicidio de Mayorga fué y no 
pudo menos que ser la olira conjunta de los dos; y la de que el 
líala»» dado |>or detrás de la pared al señor Calderón en dirección 
a la cabeza, revela inequívocamente el propositó de matarlo, 
presunción establecida por el art. 6 del código penal que no 
resulta destruida por otras circunstancias. Al contrario, el se- 
cundo tiro que líattilana disparo contra Calderón cuan lo éste 
pasalm |w>r la puerta de la cocina huyendo al campó, confirma el 
propósito de consumar el homicidio. Si esc segundo balazo no 
hirió a Calderón fué obra sólo de una casualidad feliz o del esta- 
do de ánimo del homicida. Los dos proyectiles encontrados en 
el teatro del crimen y la demostración que contiene la acusación 
fiscal en la pág. 337 conviene de que ¡os dos balazos al señor 
Calderón delien calificarse como homicidio o como tentativa 
próxima a cometerlo. La última alegación de los acusados de 
qjLte obraron por orden superior del comisario Elviro Cejas. Iñjp 
de cuyas órdenes servían en Gholilá, es inadmisible porque ta! 
incubación a Cejas, queda de una parte, legalmente excluida del 
p.-esc ite fallo por el efecto del auto de sobreseimiento definitivo 
de fs. 213 que declara inocente a Cejas de toda rcspqnsabili'!?. i 
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en los hcchu* sub jtniicc. auto firme cuya nulidad, mque te- 
querida por el señor fiscal mi ItOi Sabatier en el capítulo \'I¡. 
fs. 345 de la ?cii$ación de fs. 328, ha sidb denegada, máritcniÉm 
dose los efectos liberatoria del sobreseimiento definitivo, por 
halarlo pedido y reconocido asi el señor fiscal letrado titular ; 
por haberlo resuelto asi el auto de 13 de mayo último, cual t.> i 
consta del expedientiüo que en fs. 46 va agregado a este proceso. 
Aunque así no hubiese >ido. nunca pueden los acusados invocar 
orden superior de dar muerte al señor inspector Calderón y a 
Mayoría, porqué ni discutible es c|ue la orden <l** matar pudiese 
comprenderse entre lps deberes que acusados debieran obc- 
decer legalmente. I.a extcüisa y fundada demostración de la 
acusación fiscal fojas 336 á fojas 338 contiene ^respectó y 
reincorpora como parte integrante de está sentencia, hace su- 
perfina- mayores insistencias. 

Décimo: Por consecuencia dé las considerado íes jitfetieden- 
tes y de las conclusiones coneorlante* de la acusación fiscal de 
ídjAS 329 que sé incorporan a esta sentencia, ¡os hechos W' judice 
reMi tan comprendidos en tos arts. 21, inc. 2: 22. i re. 2; Z¡ y ¿o 
código penal: art. 17. inc. 1 y 2 letra A de lá ley núm 4189; 
sien lo autore- igualmente y n el mismo grado responsables ios 
dos acusados Diego Battilana y fosé Avala tanto «leí delito de 
homicidio pri>ximo de! señor comisario inspector don Vicente 
Calderón cuánto del crimen de homicidio con ensañamiento per- 
petrado en !a perdona de doñ Ascensión Mayoría: responsabili- 
dad igual cualquiera que hubiese sido la intervención individua! 
de cada uno, responsabilidad establecida |H>r las leyes citadas y 
consagrada por la jurisprudencia nacional y |H»r la «le la Kxcma. 
cámara federa) de 1.a I'Iata ei e! pnveso criminal e ntra Juan 
Bautista Lara y otr«)>, folios 22- al 2411. tomo 3. de sus Fal'os. 
Concurriendo !a drciinstancia atenuante 8. art. 83 del código pe- 
na! que no j>ermite aplicar la pena capital y las agravantes 1. 2. 
3. 4- 13 y '5 del art. 814; y siendo ambos acusados reincidentes 
Battilana del delito de de-acato a la autoridad a mano armada. 
) José Avala de! de tentativa de homicidio, segúr.i los procesos 
archivados (pie se tienen a (a vista: . 
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pallo: Condenándolos a sufrir la pena dé veinticinco años 
de presidio, con reclusión soütariá cié (liéis días eií los aniversarios 
del crimen, accesorios legales y al pago de las costas procesales, 
pena que sufrirán en é] presidio de IMiuaia; no correspondiendo 
la pena de presidio |x>r tiempo indeterminado requerida \>ov la 
acusación fiscal, pues detie aplicar-e >ólo la establecida por iá ley 
4189. — Pronunciado en Iá sala de mi despacho de Kawson. c! 
día quince dé septiem&re de mil novecientos once. — Tómese 
razón . 

Litis Xararro Curcya. 



Ki-stn.i rciox ni; i,a camaka hum'.kai. im-: la im.ata 

La Plata, Agosto 31 de 1912. 

Vistos y considera- ulo: 

I 

1**1 dictamen del >eñor agente fiscal corriente de fs. 329 ¿ 
34<> y la sentencia ele fs. 373 hacen una completa relación de la 
causa, analizando prolijamente todas sus constancias, de manera 
qtté resalta el crimen 0:1 toda su lirutal realidad. 

Nos hallamos en presencia de un homicidio y una tentativa 
de homicidio perpetrados con alevosía y ensañamiento, cuya 
responsabilidad imputada por la acusación y la sentencia a los 
procesados Diego Battilana y José Avala, resulta comprobada de 
autos ¡>or las propias confesiones de los reos (divisibles jx>r !o 
contradictorias y mentirosas), declaraciones de testigos sobre 
hechos relacionados con el suceso sangriento, dicho de una de las 
victimas, y varios indicios y presunciones graves, y concordantes 
qtlé contribuyen a formar una plena convicción. 

Todas estas probanzas, se estudian y comentan en la senten- 
cia del señor juez letrado, asignando a cada una, !a importancia 
legal correspondiente. Los dos acusados se etifostrán hlúttía- 
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monte la muerte del ordenanza Mayorga, estando aml>o- contes- 
tes ten cuanto se refieren a ia lesión alevosa de. comisario Calde- 
rón llevada a cafe por Battilatia. 

En tanto, el cadáver de Mayorga, materialmente degollado 
y cosido a puñaladas y tajos, presenta heridas correspondientes 
a armas Je distintos tamaño-, según s«? observa en el acta de 
fs. 122 ; en las cuchillas secuestradas, se nota i manchas dé sangre 
asi como en la chaquetilla y pantalón de Avala (informe de fojas 
235 »• siendo gravemente comprometedora !a declaración de Vega 
1 fs. 254 y 245 ) corrol>orada ]>or la de k a ís. 233; de el r as 
resulta que los asociados refirieron mi delito a! mencionado 
Vfega. 

Estas circunstancias y otras expresabas |x»r e! 1/ quo 9 reve- 
lan la solidaridad de los procesados en los nefandos crimeni^, 
• le manera que la- particularidades de eada uno de ello-, fes son 
imputables por igual. 

Se atentó con alevosía contra la vida «le Calderón, por cuanto 
se le disparó utí balazo ]H»r la espalda, dirigido a la cabeza y ]n>r 

ta rendija de tina pare 1 <K- palo a piqué, de manera «jue no hábia 
peligro para el autor: y sé comprucha el e isañamiento. con el 
número de tajos y puñaladas cjiié presentaba el cadáver de la 
víctima ilayofga, todas de carácter grave. 

tí 

Trátase, pues, de homicidio calificado* art. 17. inc. $ a la 
ley de reforma-, agravado aún |*»r la tentativa de homicidio y 
con las demás agravantes señaladas en los incisos 1.". j.'. 4.". 
o.". 13. 15 del art. K4 del código penal, los cuales no pueden ser 
amenguados en manera alguna por las atenuantes de la larga 
duración de este proceso (iñc, S.". art. 83), atenuante, pe como 
ya ha resuelto e-ta cámara en la causa de ISalclerrama \ otro-. 
H0 seria óbice para la aplicación de la pena capital. 

X<» obstante, atento lo dispuesto en el art. 55 del código pe- 
na" \ la naturaleza de la prueba de autos, el tribunal delie reem- 
plazar aquella pe ía j >>r «-ira. \ careciendo de una disposición 
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Ifg^j precisa para este reemplazo, resuelve aplicar !a norma cfel 
articulo 59 del código peñáis que señala para casos análogos, la 
penitenciaría por tiempo indeterminado. 

Por estos fundamentos y concordantes de la vista fiscal de 
fe. 4! i y sentencia de fs. 375, se confirma esta con costas, modi- 
fica idose la penalidad impuesta, por la de penitenciaria por 
tiempo indeterminado y accesorias. 

Leónidas '/.(trulla. — XI arce! ¡lio Escalada, 
— .-/. Unida Laxallc. 



V M.l.o in-: CUATE SUPREMA OK .M STu ia 

Buenos Aires, Marzo de 1913. 

Vistos v considerando : 

Que el defensor de Hattilana en esta instancia, reproduce, 
¡/ara solicitar su absolución, la eximente de ebriedad absoluta e 
involuntaria invocada por vez primera en la anterior, eximente 
que no ha sido insinuada siquiera en tal carácter ppr e! procesado 
en su confesión judicial de ís. 155, y qué de serlo, estaría des- 
autorizaba |>or la confesión «le Avala a fs. 21 y 54 vta., por la 
declaración de González a fs. 141. que fué con e'los a la casa de 
negocio de IWry. y jH>r el dicho de éste a fs. 125 vta. cuando 
afirma que Ilattilana se quedó a lucra, mientras avala y González 
entraron y bebieron algunas cojms de vino. 

(Jue en cuanto a José Avala, se insiste en afirmar que su 
participación 011 el crime 1 de que se trata, no está legalmente 
justificada, siendo su papel de mero encubridor del delito come- 
lulo por liattilana. 

(Jue a este respecto cabe observar, que la confesión de 
ItattÜana acerca del complot fraguado con Avala para dar muer- 
te a Calderón y a su asistente Mayorga. se comprueba con los 
actos mismos que siguieron a dicho complot, pues al ir a casa de 
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estos, sólo descubre el propósito dé llevarlo a cato y no él tic 
buscar una menor en los toldos vecinos, que ni siquiera lo ¡meru 
tarou y que en ningún momento fué objetó de una diligencia po- 
licial, según resulta eje la declaración de Barrera a fs. 120 y de !o 
afirmado ¡K>r el comisario Cejas a fs. 2. de no haberlo dejado a 
aquéllos esa ni otra comisión de servicio al ausentarse para 
Epuyem 

Qué Calderón a fs. 151 vía. dice que en el momento del cri- 
men > mientra* Uattilana permanecía en la puerta de la cocina* 
teatro del suceso, observándolo cuando cayó y se levantó por 
primera vez, se oían gritos de Mayoría: a mi no, a mi no, como 
defendiéndose de una agresión de Avala: y que en tal circuns- 
tancia, penetró también Battilaná a dicho lu-jar. 

One las herida- de Mayoría fueron inferidas de frente y 
j>or la espalda, con cuchillos de distinta dimensión «reconoci- 
miento de fs. 122 vta.) pertenecientes a los procesados y que 
presentaban raeros de sangre, según informe de fs. ¿25, lo que 
induce a creer que fueron Uattilana y Avala (OS que asesinaron a 
aquél, creencia qrtc sé robustece con el inmediato cambio de ropa 
según éstos coníio^an y lo afirma l'errv a fs. i>h y a (|uien ve- 
ladamente le indio*» Avala el crimen cometido. lo mismo que po- 
coí niomentos después del hecho se lo dijeron expresamente 
Battilaná a Juan Vega y Avala a Monsalvez l fs. Jgife 244 y 22*)). 

(Jue Avala confirmó a Vega, al dia siguiente |M»r la tarde. lo 
que en la noche anterior le dijera Battilaná; y en tal ocasión le 
régaló su revolver Cok y un poncho a Monsalvez o a! mismo 
Vega, para que no lo descubriese. ( foja citada». 

One ambos >o!icitaro.i de Vega, en la ocasión ya dicha, que 
«i Calderón llegaba por RM casa lOs avisáse para ultimar:*», o bien 
qué Vega le diese muerte ( foja citada). 

Que lo expuesto y mucha- otras circunstancias que se ana- 
lizan y clasifican en la sentencia de fs. ¿75, comprueban suficien- 
temente el acuerdo previo, ¡a ejecución conjunta y el plan de 
« eultáctón del crimen que pusieron en práctica ambos procesados. 

Que en tai virtud, los dos son re<¡w»nsable< de los hechos por 
los que se Íes pri ¿ésa. Como autores directos, con la< ciroun-t:m- 
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das agravantes de incisos i.", ¿:\ 4. , 13, 15 y 20; art. 84. e6^ 
dijjo pe ía! y ley 4iS*j en su ca-o; y como a tales debería aplicar* 
seles la peña señalada en el art. 17, inc. 3. letra A. «le la ley ci- 
tada: pero concurriendo la circunstancia atenuante del inciso 8.", 
art. 83, del código penal, debió eorroponderles el máximun de !a 
inmediatamente i ifcrior que es la determinada ]K>r el referido 
artículo 17. inc. 1. de la ley 4189. 1 Fallos, tomo u6, pág. 207). 

Que no obstante lo expresad*» en el considerando anterior, 
la pena impuesta a los procesados en la sentencia apelada por 
éstos, es !a de penitenciaria por teimpo i uleterminad»», inferior 
en grado a la ;le presidio indicada: y no habiendo sido recurrida 
¡>or el ministerio fisca*, y sin aceptar lo- fundamento* que se han 
tenido en vista para determinarla no se la puede reformar ea 
sentido desfavorable a aquéllos, según a doctrina que informa el 
art. f*>3 «leí código de procedimientos en !o criminal y lo reitera- 
damente resuelto ¡*>r esta corte suprema. 

PÓr esta consideración y da lo que dicha prna no causa 
agravio a los procesados, se confirma con costas ¡a resolución 
apelada. Notifiqiicsc original y devuélvase. 



A. Iíkkmk.io. — Nicanor C. dki. 
Soi..\k. — M. l\ Darut. — 

D. K. PaUACIO. — I.. Koi'KZ 

Cauaxim.as. 




332 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



CAUSA CXLI 

Santiago Messera y linos, contra ¡'¡cents Hosch y Gran, sobre 
nulidad de una marca de fábrica 

Sumario; i." Xo es válida la inscripción de una marca tic fábrica 
inscripta en el registro respectivo, dentro dé los cuatro 
ses di- sancionada la ley núm. 3075. >¡ existe otra semejante 
otorgada con anterioridad |>or autoridad competente. 

2. La excepción de prescripción opuesta ante la corte 
suprema nó puede pro^-rar si no ha silfo materia de resolu- 
ción en la sentencia apelada. 

HALLO DEL .MK/. FKüERAL 

Buenos Aires, Diciembre X de 191". 

Y vistos e*tos autos de cuyo estudio resulta: 

Que en 21 de junio de utoj los señores Santiago Mczzvra y 
hermano-, se presentaron al juzgadoi instaurando demanda con- 
tra don Vicente Bosch y Gran, por nulidad de una marca de 
fábrica. 

Manifestaban : Qué por los documentos públicos que acom- 
pañaban con el escrito de demanda, constaba que eran dueños de 
¡a marca de fábrica y de comercio núm. 14-37- denominada 
".\b n« " v con !a cual distinguían un anís de su fabricación. 

Oue la expresada marca !a tenían registrada desde el 3 de 
julio de 1885,; habiéndola úsalo por consiguiente desde hacia 
más de 22 año-, pues había -ido renovada en cada vencimiento. 

Que hacia pocos meses babian tenido conocimiento que don 
Vicente Boscth y Graú introducia y vendía en está plaza, directa- 
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mente Ó por medio de agentes un anís de Su fabricación, em- 
pleando para distinguirlo una marea exactamente igual a la de su 
propiedad . 

Oue el uso ilegitimo hecho por BoscJi y Gran, lo fundaba, 
S^gun lo habían sabido, en la concesión del registro que por error 
ha hecho !a oficina de marcas a favor de una marca extranjera, 
igual a la de su pertenencia, contrariando los preceptos termi- 
nantes de los arts. 21. 24 y 68 de ia ley de marcas vigente. 

Que, por consiguiente, la marca concedida al señor Uosch y 
C.rau era nula y asi dchia declararse, con costas, en caso de 
o|>osición. 

La demanda fué contestada por don Gustavo M. Ureuer, 
con jKMler de los herederos de don Vicente ISosch y Grau, dueños 
actuales de la marca de (pie se trata, contrademandando a su vez 
para que declarase nn!a la marca concedida al actor y en la cual 
fundaba la demanda. 

(Jue desde el año 1860. los antecesores de sus mandantes re- 
mitían al país a la casa «le don Fernando IVrez hoy Manuel 
Pérez y Cía., el anís marca " Mono" de su exclusiva fabricación 
y venta. 

Como en esa época no existia en esta república ley de mar- 
cas no pudo ¡tusarse en su registro, y cuando más tarde se dictó 
en 1874. ocurrió Ip que con tantos cientos de marcas, que los in- 
teresados extranjeros omitieron llenar el requisito del registro. 

Oue actualmente sus representados tienen conodmiento que 
en 1885 los señores Mezzera se presentaron a la oficina de mar- 
cas v obtuvieron el registro núm. 48^1 que era una imitación com- 
p'eta de la marca de Hosch y Grau. 

En estás condiciones han subsistido ambas marcas, una, la 
legítima, registrada en Kspaña y aquí- según se comprobaba con 
el titulo presentado y sus productos vendidos sin interrupción en 
toda la república con la misma marca, y la otra, registrada su- 
brepticiamente, pero sin poder aprovechar con éxito del crédito 
y renombre de la legitima. 
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Las dificultades qué siempre se ocasionaban con las marca? 
extranjeras, pues en gran número de casos. jM>r ignorancia o de- 
sidia, no se practicaba el registro o resultaba que el representante 
en el pais lo hacia a su nombre y después le desconocía el dere- 
cho, díó lugar a una reforma de la ley de marcas, tratando de 
solucionar e*a dificultad, sin modificar el principio de la ley qué 
no reconoce más titulo que el registro llevado a cabo en la oficina 
nacional, por quien primero la obtenga. 

De ahí el art. 68 de la ley 3973 que acuerda expresamente el 
termino de cuatro meses pnra que toda marca extranjera pueda 
ser registrada, dejando sin efecto todo otro registro que haya 
podido llevarse a calx> de la misma marca en ese tiempo o con 
anterioridad, exigiendo, sin embargo, varios requisitos, todos los 
cuales están cumplidos por sus representados. |x>r lo que !a mar- 
ea núm. 9023 acordada a sus representados es indiscutiblemente 
válida . 

Reconvención : Que no temiendo sus mandantes que el re- 
gistro de la marca de Mezzera pudiera causarles daño por la in- 
ferioridad del producto que venden, no quisieron dar ios paso* 
necesarios para anularles la marca. |>ero en la actuali lad. que 
pretenden tomar la activa, los señores llosoh han resuelto poner 
fin a esa situación y. en su consecuencia, rtvonvenia para qué e! 
juzgado al fallar en definitiva mande anular el registro número 
14.372, todo con costas. 

Que la ley no fija término para pedir la nulidad y no exis- 
tiendo prescri|>ción. la contrademanda es siempre o|*>rtuna. 

La causa fué recibida a prueba y se produjo la que indica el 
certificado de f<. 120 vta. habien lo los litigantes alegado sobre 
su mérito. 

Y considerando : 

i. n Que está comprobada la existencia legal de !a marca 
cuestionada, eti España a favor de Rosen y Grau desde 1878 y en 
el pais. como marca nacional, a favor de Santiago Mezzera y her- 
mano, desde el año 1885. o sea. hace veinticinco años. 
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2.° (Jue no se lia contradicho ni demostrado en autos que el 
registro a favor de Mezzera estuviera en pugna con la ley vigen- 
te en 1SS5. por lo que ta adquisición de su propiedad es irrevoca- 
ble, no qbátánte ta c< mesión anterior de ¡gMal marca a liosch y 
Graii en España, porque ia ley argentina es soberana en la mate- 
ria y además está reconocida asi en los tratados internacionales 
celebrados. Diario de Sesiones del honorable senado, año 1900. 

3.0 ( ) UC i a reforma de la ley de marcas de fábrica saneiona- 
cta él año 1900. en el art. 70 olvidado en la discusión de este jui- 
cio. dis|Kine que "los registros tic marcas hechos con arreglo a las 
leyes vigentes valdrán por el tiempo qnc faltare para completar 
el término de su respectiva concesión, estableciendo para la reno- 
vación la preferencia a los dueños actuales de las marcas si soli- 
citaran dicha renovación antes de expirar el término del regis- 
tro". 1 labiendo cumplido el actor con este requisito, su propie- 
dad está amparada ]M>r los arts. 6, 8 y 13 «le la ley antes referida 
v |>or el art. 17 de la constitución nacional. 

4." ( lúe en consecuencia dé !o anterior y de conformidad con 
el art. 41 y 4% de dicha ley, marca alguna extranjera igual a la 
concedida bandido registrarse válidamente con posterioridad 
a! registro y renovación de la del actor. Diario de Sesiones men- 
cionado, pág. 38c;. 

3." Que la interpretación que se ha dado por el demandado 
al art. 08 de dicha ley especial es absolutamente errónea. |>orque 
está en contradicción con la letra clara e intergiversable de dicha 
prescripción lega!, concebida asi : "Las marcas concedidas en la 
república dentro de los cuatro meses subsiguientes a la sanción 
de esta ley i>odrán quedar sin efecto si se solicitara en forma, 
antes de expirar dicho plazo, el registro de una marca extranjera 
idéntica o succptible de producir confusiones, concedida con an- 
terioridad a! dueño de la misma por autoridad competente y que 
hubiera estado en uso en el país antes de la sanción de esta ley". 
Y bien, según los autos la marca del actor no ha sido concedida 
dentro de los cuatro meses sulwtjiucntes a la sanción de la !ey 9 de 
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manara que está fuera de la prescripción <le dicho articulo y «> 
lamente esta regida por el art. 70 que garantiza su inviolabilidad. 

6> Que lo contrario importaría crear privilegios ini ustos en 
favor de las marcas extranjeras en detrimento <le la industria 
nacional, puesto que el principio adoptado por la lev es el «le la 
perfecta igualdad de derechos para los argentinos y extranjeros 
sin otra prioridad que la del registro legalmente verificado, como 
resu ta de la interpretación autentica consignada exprofesamen- 
te por el doctor senador .Mantilla, miembro informante «le la 
comisión de legislación del honorable señad., y que consta en <a 
m- 390 y 391 de! diario de sesiones antes mencionado, según lo 
cual las marcas extranjeras son propiedad únicamente desde el 
registro de ellas "la propiedad nace del registro y no tiene efecto 
retroactivo , no es posible admitir la propiedad .le una marca 
extranjera desde !a inscripción de ella en el país de su ó%h 
porque de otro modo resultarían como marcas argentina, -in es- 
tar registradas, todas las extranjeras". En este sentido continua 
el doctor Mantilla su informe rebatiendo como contraria al es- 
píritu de la ley de 1876 la doctrirtá que hoy sustenta e! deman- 
dado y contra la cual se proponía reaccionar !i disposición del 
art. 68 .le la vigente. Véase sesiones de la cámara de diputados, 
tomo . año 1908. págs. 204 y 205. y pág. 2a h segunda cumi- 
na. cuarto párrafo, discusión sobre el actual art. 41 de la lev. 

7" Que del texto de la ley estudiado en él considerando 5 " 
como del espíritu que se desprende de los antecedentes parla- 
mentarios citados, surge la doctrina clara y evidente de que el 
art. (X es de exclusiva aplicación para las marcas nacionales que 
concurran a registrarse dentro de los cuatro meses subsiguientes 
a la sanción .le la ley. y .pie sean contradichos dentro del mismo 
termino iior los extranjeros dotados de los requisitos que la mis- 
ma disposición expresa, con lo que se sobraba "la imprevisión de 
sacrificar a los que usaban marcas hasta entonces por no inscri- 
birla- inmediatamente o antes que lo hisiesen contra sus interese* 
explotadores :,,r « v ''I<»>"- ESa es cuestión distinta a la traída a 
juicio, que está directamente regida por los arts 70 v 41 de la ley 
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Por otas consideraciones y las disposiciones legales citadas, 
fallo: haciendo lugar a !a demanda deducida y ordenando en 
consecuencia, la anulación por la oficina respectiva del registro 
de la marca Anís carabanchel del Mono", verificado indebida- 
mente a favor de! demandado don Vítente Bbsch y Gran, con 
costas. 

llágase saber original y re|K»nganse los sellos. 

/;. Claros. 



IM.I.u DI- I.A CAMARA PEDKRAt. I>K I.A CAI'lTAI. 

Buenos Aires, Septiembre 1» de 1911. 

Y vi>t«w: 

Por sus fundamentos, se confirma, con costas, la sentencia 

apelada de fojas 16& 

N'otific|uese. devuélvase, y religase el papel ante el in- 
ferior. 

Agustín Vrdinarra'm. — Angel />. Rojas 
— Anyct Pcrrcira Cortés. — Juan 
— A. Carda. 



h'AU.O DI- I.A OOR I K SI'PRKM A 

Buenos Aire». Marzo *JS de 1915. 

Vistos y considerando: 

Que la propiedad exclusiva de una marca de fábrica o (le 
omiercio, así como e! derecho de oponerse al uso de cualquier 
otra (pie. directa o indirectamente, pueda producir confusión en- 
tre los productos a que se refiere, corresponde al industrial, co- 
merciante o agricultor que haya llenado los requisitos exigidos 
por la ley, por todo e! tiemjw que ésta protege y ampara ese de- 
recho. Arts. C\ 8 y 13. ley núm. 3975. 
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Que con arreglo a estas prescripciones legales, los deman- 
dantes, como propietarios de la tnarca mencionada, tienen dere- 
cho para oponerse al uso de la que los demandados lian registra- 
do con idéntica denominación, desde que. la propiedad de una 
marca y los derechos que a ella corres|>onden. ya se trate de 
marcas del pais o de extranjeras, se adquiere con relación al ob- 
jeto para el que hubiese sido solicitada y acordado, desde su re- 
gistro en la oficina respectiva (articulo 8. ley citada). 

QüÍB por el art. 08 de esta ley que derogó las que regian en 
187O y 1877, quedó establecido que las marcas concedidas en la 
república, dentro de los cuatro meses subsiguientes a la sanción 
de ota ley, podían quedar sin efecto, si se solicitase en forma, 
antes de expirar dicho plazo, el registro de una marca extranjera 
idéntica o susceptible de producir confusiones, concedida con 
anterioridad al dueño de la misma jM>r autoridad competente y 
que hubiese estado en uso en el pais, antes de su sanción. 

Que se^ún puede inferirse de los antecedentes de la disctl 
sión parlamentaria de la ley 3975, los arts. 08 y 71 de ésta res 
pondieron a! propósito de poner término a los privilegios que 
habían venido gozando las marcas extranjeras, en cuanto podía 
solicitarse el registro de ellas en cualquier tiempo, haciendo anu- 
lar las concesiones anteriores de marcas nacionales ¡guales o 
análogas. 

Que el art. í»8 citado entendió reemplazar dicho privilegio 
por una dis¡>osición análoga a la establecida en el convenio inter- 
nacional dc 1883, sobre marcas de fábricas y otras materias 
(Diario de Sesiones de la honorable cámara «le diputados, i88cj. 
I, página 305) ; y es sabido que en ese convenio, en lo |>crtinente 
al caso, sólo se acordó un derecho dc prioridad a los que hubie- 
ran hecho regularmente el depósito o registro de una marca de 
fábrica o de comercio en alguno de los esta los contratantes para 
efectuar el mismo registro en los otros estados, durante el térmi- 
no dc tres o cuatro meses, según las circunstancias, sin que pu- 
dieran invalidarlo otros registros efectuados en el intervalo. 

Que la marca de los señores Mezzera hermanos no ge en- 
cuentra en las condiciones previstas ppr el art. 68 de la J C v a 
efecto de ser invalidada por la inscripción de otra marca extran 
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jera, en razón de que su registro no ha sido verificado dentro de 
los cuatro meses de la sanción de la ley núm. 3975, sino varios 
años antes de e<a ¿poca, según lo hace constar la sentencia recu- 
rrida por su referencia a la del juzgado federal que ha confir- 
mado. 

(Jue por :o que hace a la excepción de prcscri|>c¡ón opuesta 
por fcw demandados en la memoria de fs. 207, presentada ante 
esta corte, además de no haber formado parte de la litis y de no 
halwr sido materia de resolución en la sentencia arlada, ella se 
l>asa en las disposiciones «leí código civil, que se cita en dicho es- 
crito, y no pueden tomarse en consideración |x>r no estar com- 
prendida entre los casos enumerados en la ley 4055, art. 6, y su 
correlativa núm. 48, art. 14. 

Por ello, se confirma la sentencia de fojas (93, en la parte 
que ha sido materia del recurso. Xotifiqucse original y devuél- 
vanle, reuniéndose los sellos ante el inferior. 

A. BERMKJO. — Nicanor O. mu 
Solar. — M. I\ Daract. — 
I). E. Palacio. — L. 10& 
Cabanillas. 



CAUSA CXLII 

Piaitcaslello, Parra y Dellacasa contra francisco Morlecitu, 
sobre uso indebido de marca 

Sumario: i.° El recurso de nulidad no está autorizado por el ar- 
ticulo 14 de la ley núm. 48 y 6 de la núm. 4055. 

2.° Xo tiene carácter de definitivo, a los fines del recurso 
extraordinario autorizado yor el articulo 14 de la ley núme- 
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ro 48, una sentencia en que la cámara federa!, revocando el 
auto de prisión preventiva dictado por el juez de primera 
instancia, no hace lugar a la declaración de nulidad de todo 
lo actuado. 



VISTA DEL Sr. 1'KoCI'KADoK C.I-XKKAl. 

Suprema corte: 

KI recurso extraordinario interpuesto ante la excelentísima 
cámara federa!, es improcedente. ¡M.r lo que pido a V. E. se sirva 
declararlo bien denegado, ordenando la devolución de los autos 
remitidos. 

Ohservo. ante todo, que dicho recurso fué promovido fuera 
de! plazo de cinco días que establece el art. 502 de! código de 
procedimientos en lo criminal. ¡>or cuanto el recurrente fué noti- 
ficado de la resolución ajeada con fecha 1 1 de junio del corrien- 
te año. y el recurso se interpuso en fecha ti de julio siguiente. 
Xo |H»drá argumentarse que durante ese lapso de tiempo los au- 
tos se encontraban pendiente* del recurso de aclaración deducid».» 
pues, dicho recurso, según la jurisprudencia de V. Iv. no intc- 
rrumpe e! plazo para instaurar el de la apelación extraordinaria, 
í PátIÓS, tomo 1 14. pág. ¿00). 

Además de ello, es de notar que la resolución apelada, como 
la de primera instancia, de fs. óo, no constituyen una sentencia 
definitiva que termine el juicio, y se limitan a resolver un trámi- 
te del procedimiento. Dichas resoluciones, |>or otra parte no han 
aplicado ninguna de las cláusulas de la constitución, que se invo- 
can por primera vez en esta instancia. Ib cua! es óbice para que 
esta corte suprema pueda entrar a ejercer la jurisdicción de ape- 
lación que le corresponde con arregló a las prescripciones !cg*iles 
pertinentes. 

Sírvase Y. E. resplver como lo pido en el exhordio. 

Horacio L. karreta, 
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!- u.i.u pk i. \ O'UTK SÜPKKMA 

Buenos Aire», Marzo J7 de 1915. 

Autos y vistos: Los del recurso de Queja por aviación de- 
hcgada interpuesto por el defensor de Garlos Piancastello contra 
sentencia de la cámara federal de apelación de la capital en los 
autos -équidos ¡>or don Francisco Morlezun. sobre imitación y 
falsificación de nombre de fábrica y comercio. 

V considerando ; 

Qué él recurso de nulidad no está autorizado |*>r el artículo 
14 de la ley níim. 48 y o. ü de la ley 4055 según lo reiteradamente 
resuelto por esta corte. ( Fallos, tomo io_\ pagina 0; 108, págr- 
na 59, y otros). 

(Jue en cuanto al de apelación previsto en las disiK>sieiones 
legales citadas. tampoco procedente en el caso, desde que aún 
en el supuesto de que hubiera sido interpuesto en término, la 
sentencia en que la cámara federal revocando el auto de prisión 
preventiva dictado por el inferior no hace lugar a la declaración 
de nulidad de todo lo actuado. 110 es definitiva a los efectos del 
recurso extraordinario interpuesto, en razón de que no decide el 
pleito ni se op ne a su continuación. ( Fallos, tomo 116, página 
2j, y otros ) 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor procu- 
rador general, se declara improcedente el recurso. Repuesto el 
papel archívese y devuélvanse fcfe autos principales con testimo- 
nio de esta resolución. 

A. lil-k.MK.lo. — XlC.WoK Cl. I>KI. 
S"!.\R. — Ai. P. DÁRÁCTi — 

1). K. Palacio. — I.. LóPKZ 
Cap.anim.as. 
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CAUSA CXLHI 



Fiscal contra el F, C. Córdoba y Rosario, sobre falsa manifestó- 
don ch el despacho de aduana de unas mercaderías 

Spmarb : tas empresa de P. F. C. G. no pueden ampararse en 
las disposiciones de la ley iiúm. 2549 y 5315 y su decreto re- 
glamentario ruando no prueben que la mereaderia que pre- 
tendan introducir libré de derechos, sea para los usos letcr- 
minados en las expresadas leyes. 



RKSOLÜCION OKI. \l MINISTRADOR DK LA AIMAXA 

Rosario, Marzo 9 de IBOs. 

\ vistos. — Considerando: 

Que de lo actuado en este expediente se comprueba todo 
cuanto asevera la denuncia presentada por el señor Xavarro 
Otibmas. pues resulta evidente que ¡a declaración hecha para el 
despacho por el F. C. Córdoba y Rosario, al no expresar que {as 
correas eran para cardar cereales, hizo que la oficina de registros 
decretara el Ubre despacho, en la inteligencia que se trataba de 
máquinas para el uso de! ferrocarril o materiales para elevadores 
de granos, cuando en realidad no <on ni una ni otra cosa. 

Que en el presente caso no se trata ríe materiales o artículos 
destinados a la construcción o exportación del ferrocarril (ar- 
tículo 1.» de! decreto del R K„ fecha 30 de septiembre de 1904) 
sino do aparatos movidos por la electricidad, los cuales están des- 
tinados para transportar bolsas con cereales desde los galjxmcs 
o depósitos hasta la boca de la canaleta (pie las conduce al buque, 
!o que equivale a decir, que son la pr< elongación eje las canaletas 
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Hasta el depósito, y esto se confirma j>or la propia declaración 
de! interesado, como puede verse a fojas 4 vta ; 

QlXQ a mérito de las consideraciones anteriores, es evidente 
que se ha hecho una falsa manifestación y corresponde la aplica- 
ción de la pena (|iie determinan los arts. 1025 y 102O de las or- 
denanzas. 

(Jue a 110 mediar el aviso que «lió el denunciante al jefe de 
Vistas, 4a defraudación se habria llevado a electo, puesto que e! 
vista despachante, señor (Juiroga. había ya decretado en el par- 
cial de despachó la entrega libre de la mercadería en cuestión; 

IW estas consideraciones y las que expone el señor asesor 
en su dictamen, y en cumplimiento de lo que dis|x»nen los ar- 
tículos 1054. w>S3 y lojí) <le !as " r( fc nanzas * 

Aplicar la |>ena de comiso a los < 10J diez cajones conté 
nien.io cintas ¡»ara carpir cereales, adjudicándose su unirte a! 
denunciante. 

Hágase sal»? y repuestos los sellos |x>r el F. C. Córdoba y 
Rosario pase a la alcaidía para que en oportunidad proceda a la 
venta en pública sul>asta de la mercadería lanada : fecho a conta 
dnria a efectos de los arts. tctíQ y icyo de las ordenanzas. 

Cumplido a Mimario para su archivo. 

Justino SotarL 



SKXT KM'IA I»Kr. JVM l f KI>KK.\l. 

Rosario. Octubre « de 

Autos y vistos: la apelación traída a este tribunal por la 
empresa del Ferrocarril Córdoba y Rosario de una resolución 
dictada por ta administración de la aduana tic esta ciudad. 
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Y considerando : 

Primero: Que la sentencia recurrida se lia pronunciado por 
el señor administrador de la aduana a basé de la denuncia for- 
mulada por el señor secretario de «lidia repartición, de la que da 
fe la exposición corriente a fojas tina v los. y por !a cual sé im- 
puta a la empresa del Ferrocarril Córdoba v Rosario la ¡nfrae- 
cion a los artículos «| c ] a Jey tributaria de aduana, o 

sea. consideradas estas disposiciones en su síntesis, el Saber he- 
cho una falsa manifestación dé mercaderías en la solicitud res- 
pectiva veri lirada por el agen» de .lidia empresa en !á tedia 
que se expresa en el memorial de fojas 

Segundo: Qué bajo este postulado, resulta evidente que la 
Cuestión a resolver en el sith ¡udicc, >e reducé a lo siguiente: 

¿ Es justa la sentencia del a ,/«,. eñ cuanto declara la existen- 
cia de la falsa manifestación a que se refiere la denuncia de- 
sertor Navarro ( tobiñás ? 

Tercer.. : Que dentro del co ieepto especifico de ¡a lev sobre 
aforo, y en cuanto tiene atingencia con el punto en debate, una 
falsa manifestación de mercaderías presentada ¡.ara su despacho 
no es tu puede *er ..tra cosa que |>edir el aloro de una mercadería 
distinta a !a que realmente se desea introducir; ya sea por raz.'.n 
de calidad, peso, cantidad, valor n otra modalidad, con d designio 
ocultado .. no de defraudar los intereses del fisco. 

Cuarto: Que analizado ei aclo ejecutado por la empresa cu 
espíritu ecuánime, éste esta muy lejos de presentar la caracterís- 
tica d,- una infracción o de un ludí., delictuoso, que es el que je 
ha atribuido la denuncia y que se reconoce por la sentencia re- 
curriría. . 

Kn efecto, examinando e' manifiesto que ha servido .le fuhda- 
pnto para ¡a denuncia, se observa qué en el se hace constar que 
lo que s t . manifiesta n cintas le acero, etc.. etc.. manifestaciÓ:i 
que hechos ulteri. res aparecen confirmando su exactitud. 
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Quinto: Que la clasificación que sé hace Ctl contrario ppr la 
denuncia del acto antedicho, y se admite |M.r tá sentencia, eoho- 
notándola con la intención que se le atribuye a la empresa dé de- 
fraudar los intereses del fisco invocando a su favor el privilegio 
de exención que le acuerda la !ey de su creación y que no le pro- 
teje en esta ocurrencia. importa apartarse por completo de la 
cuestión, poique (le 1<» <l»e se trata no es saber — atento los tér- 
minos de la denuncia — si ha habido por parte de la empresa 
una pretensión exagerada invocando a su favor el amparo de un 
privilegio que se asegura no acompañarla, sino si ha intentado 
con >u manifiesto encubrir un hecho inconfesable y falso; extre- 
mo este último qué no se ha producido como se lia demostrado 
en el considerando anterior. 

Sexto: Qué ¡>or otra parte, el argumento (pie se hace de que 
en la actitud de la empresa hay que ver forzosamente un propó- 
sito deliberado de defraudar los intereses del fisco, debe ser 
desechado en absoluto como elemento de convicción para cual- 
quier clase de condenación, porque apreciado éste en SU valor 
jurídico significa caer en una grave confusión consistente en 
convertir en una cuestión de delincuencia lo (pie es cuestión de 
pura conciencia; punto ante el cual debe detenerse el juez cual- 
quiera qué >ea su categoría y su esfera de acción, de acuerdo con 
!0 que la doctrina y la ley informan al respecto. 

l*n tratadista de derecho criminal a propósito de ocurrencias 
como la que nos ocupa, dice lo siguiente: "El lasamiento en 
'• otado de acto interno es un hecho puramente espiritual, que 
no puede turbar el orden social, y cuyo |>eligro es casi nulo, en 
" razón de su eventualidad, fuera del inconveniente de las in- 
" vestigaciones inquisitoriales para comprobarlo. Por eso las le- 
" yes romanas decian: nemo cogHqtioms paúiám ftatititr 9 '. 

Y la constitución a su vez preceptúa lo siguiente: "Las ac- 
" cipes privadas de los hombres, (pie de ningún modo ofendan 
"al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero es- 
" tan sólo reservadas a I >ios y exentas de la autoridad de los ma- 
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-gistra.!,K. XMngún habitante .lo la nación Argentina sera obli- 
.gado a hacer lo qiic .... manda la ley, ..i privado de Id que ella 
no prohibe . 

Séptimo: Qiie es .... principio de derecho procesal eme las 
.«fracciones, cuando comportan penas o responsabilidades cual- 
quiera que sea su naturaleza, se equiparan a los delitos,; siéndolo 
tamb.én que, cuándo las primeras no se producen, -.1.» según- 
dos no se cometen, .... hay ni puede haber infractores „i delta- 
cuentes. 

Octavo: Que lo es asimismo, que toda sentencia, va sea re- 
solved., originariamente o ya en grado de apelación/deben ce- 
ñirse en sus <lecs.ones expresamente a las acciones deducidas 
va sean es,a> civiles o criminaos, y ya se procela en esta última' 
hipótesis por acción publica o ]>or acción privada, bien por de- 
nuncia o a titulo de querella. 

Noveno: V, finalmente: Que» después de todo I.» expuesto 
se impone como consecuencia forzosa y necesaria, que todo el de- 
bate que se ha hecho ,,.r los interesados en esta instancia alre- 
dedor «Id privilegio de exención „ ,„, viene a ser algo cómo un 
res mter albos ocla: ... hablando con más propiedad, completa- 
mente estéril a los efectos de esta apelación. |x>rque. como se ha 
¡Ucho. 1„ q „ e se controvierte por referirse a ello la denuncia v 
la sentencia apelada, „.. es , ,i ha debido pagar „ „„ derechos 
aduaneros | a empresa, sino, -i ha habido uña falsa manifestación 
para el aloro. 

por estás consideraciones. '., pertinente de la expresión de 
a«rav,os del apelante y las enuncias de autos, definitivamente 
juagando, fallo: declaran.!., que no ha habido la falsa maní fes- 
tac,,,,, a que se re. ¡ere la denuncia del señor N'avarro Oubiíías 

lin mi consecuencia, se revoca la sentencia recurrida v vuel- 
van todos estos antecedentes a la repartición de sn rigeii; a los 
efectos que por derecho hubiere lugar. Insértese, hágase saber 
y re|>on^a>e. 

Gnyenip Puedo y BcnSa. 
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SKXTKXCIA l«Kl. Jl l-Z KKDKRAI. 

Ka ampliación solicitada \m él representante del ferrocarril 
Córdoba y Rosario, de la sentencia dicfcidá po* e>te tribunal con 
fecha seis del corriente, con motivo del recurso de apelación en 
que le clípo entender. 

V considerando, en cuanto a lo principal: 

Primero: One el ca>o resuelto |H»r la sentencia y en cuanto 
se relaciona con mi fondo, se encuentra legislado expresamente 
por las ordenanzas de aduana y en las mismas no se consigna 
disposición alguna <|ue establezca las condenaciones a que se re- 
fiero él apelante en la hipótesis de resultar absuclto el de- 
mandado. 

Segfindo: Que* si tótíii es cierto qué el código de procedi- 
mientos en materia penal dispone qtié la sentencia debe de pro- 
nunciarse de una manera categórica respecto de los extremos 
qué contiene ese titulo, debe entenderse que es solamente para 
los rasos de juicios de índole penal ordinarios, y en manera al- 
guna para infracciones como la imputada a la empresa del ferro- 
carri' : i." ]>orquc la jurisprudencia que existe a este respecto, 
nos enseña que el código procesa! >ó!o es aplicable en estas ocu- 
rrencias en cuanto se relaciona a ráuiitc o substanciación; y 
2." porque, en 'a hipótesis de que a>> no fuera, resultarían im|Mr 
*Íb!es las condenaciones que se piden por el recurrente, toda vez 
que. e> antijurídico declarar ealiin niosq la imputación, tratán- 
dose como se trata, no de una |>erso:ia de existencia natural o 
visible* sino de una entidad moral o persona jurídica como es la 
empresa del ferrocarril, y las cuales, como es sabido, no son ni 
pueden ser calumniadoras ni calumniadas. 
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El derecho criminal considera a! hombre natura!, es decir 
un ser libre e inteligente, ta persona jurídica está privada dé 
este carácter, no siendo sino un ser abstracto. Por consecuencia, 
no se concibe hipótesis alguna en las cuales las pueda alcanzar 
en sus efectos el derecho crimina!. 

Considerando, en cua n.» a las costas: 

Primero: Que, como ya se ha dicho en el considerando pri- 
mero, la infracción imputada a la empresa apelante y en cnanto 
se relaciona con las condenaciones y responsabilidades que de 
la misma hub.eran podido surgir tanto para el denunciante co- 
mo para el denunciado, ha debido resolverse de acuerdo con la 
legislación aduanera: no existiendo disposición alguna en toda 
ella tampoco .pie haga mérito de las costas en uno „ ,,tro 
sentido. 

Segundo: Que lo establecido en los artículos 144 y 145 de, 
código procesal, no se opone a la conclusión a «pie se llega en el 
considerando anterior, porque, como ya también se ha dicho. I a 
ley procesal 110 tiene aplicación en nuestro caso en cnanto ella 
comparta penas o responsabilidades, y si tan sólo a los efectos de 
la tramitación. 

Tercero: V. finalmente: Que debe reconocerse como exacto 
por e! proveyentc, que se ha incurrido en la omisión de cumplir 
en la sentencia lo dispuesto en el articulo ,4., «le! código de pro- 
cedimientos en materia crimina!, y ,H.r el cual es obligación de' 
jue* pronunciarse sobre el pago de las costas procesales, y así 
se declara. 

Por estas consideraciones, se resuelve: 1 • Xo hacer lugar 
a la ampliación que se pide por el apelante, de qué el tribunal 
uceare calumniosa la imputación, y como consecuencia, impo- 
ner a la parte denunciante los perjuicios derivados de lo mismo 
2.' No hacer lugar a la condenación en costas que se pide, por 
no encontrar mérito para ello. En cuanto a la apelación deduci- 
da, tengase presente. 
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Insértese, notifiques^ y téngase la presente ampliación co- 
mo parte integrante cíe la sentencia corriente ele fs. 148 a 151. 

Eugenio Pnccio y Bensa. 



RESOLUCION DE LA CAMARA FKDKRAL 

Paraná, Diciembre 21 de HUI. 

Y vistos: 

Considerando sobre el recurso de nulidad deducido por la 
empresa del ferrocarril Córdoba y Rosario: 

La presente causa versa sobre una contravención aduanera 
resuelta |x>r la aduana del Rosario con la jurisdicción propia y 
originaría de que está investida por las leyes especiales dadas 
|x>r el honorable congreso de la nación en ejercicio de poderes 
que le son exclusivos; y venida al conocimiento de la justicia fe- 
deral en virtud del recurso que para el caso acuerdan las orde- 
nanzas de aduana y bajo la potestad e imperio que las mismas 
tienen dado a los jueces federales. 

La clase de poderes que el honorable congreso ha ejercitado 
al dictar aquellas leyes ; la naturaleza de las faltas que en las 
mismas se definen y castigan ; la ausencia de toda intervención 
ante la aduana, del ministerio fiscal y poder judicial de la na- 
ción; la firmeza y autoridad de cosa juzgada que revisten las 
decisiones de los administradores de aduana, cuando no se les 
recurre dentro del término que está fijado; el poder deducir ese 
recurso a voluntad del interesado para ante el poder ejecutivo 
o el juzgado federal respectivo, y la potestad de que está inves- 
tido el presidente de la república para conocer y deducir sobre 
este orden de causas, si el interesado así lo ha querido: son mo 
tivos que imponen la evidencia y certidumbre más acabadas de 
que la presente causa no es de naturaleza crimina] ni está some- 
tida a las leyes de fondo y forma que sobre esta última materia 
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tiene dadas la nación ; y que hasta la prohibición contenida en c! 
articulo 95 de !a constitución de que "en ningún caso el presi- 
dente de la nación puede ejercer funciones judiciales", |>ara 
concluir que esta causa, que. por ley del congreso, pudo el intere- 
sado llevarla al conocimiento y decisión del |>oder ejecutivo, no 
es de naturaleza judicial, ni se rige necesariamente por las leyes 
de las causas judiciales; y si, como en todos los casos y en todos 
ios tiempos lo viene declarando este tribuna), que son pura y ex 
elusivamente causas de aduana, regidas por la legislación espe- 
cial que les tiene dictadas en honorable congreso de la nación, y 
a las que sólo por analoyía puede» aplicarse las demás leyes co- 
munes y especíales de la nación. 

Carecen, en consecuencia, de todo fundamento lega! los vi- 
cios de nulidad qué el recurrente ha invocado como transgresio- 
nes a los precejKos contenidos en el código de procedimientos en 
materia criminal. — Y no existiendo los defectos de otro orden 
que igualmente ha alegado el recurrente, o correspondiendo su 
remedio al de apelación que también ha ejercitado esta parte, se 
desestima el recurso de nulidad. 

Considerando sobre el de apelación concedido a la referida 
empresa y al ministerio fiscal : 

Kl representante de la empresa en su declaración ante la 
aduana corriente a fojas 4 y siguientes, confesó "que no era 
cierto que las correas, objeto de la presente causa, fueran para 
reemplazar las canaletas de embarque, pues el objeto de ellas es 
llevar las bolsas hasta la boca de las canaletas". 

Fué en mérito al destino expresólo en esa confesión, que la 
aduana estimando que él no hacia a la construcción v explota- 
ción del ferrocarril Córdoba y Rosario, juzga cómo falsa mani- 
festación a la señalada en la solicitud de despacho y le impuso 
la pena que anuo a tal le corres|H>ndia. 

1.a verdad de esc fundamento de hecho en la resolución de 
!a aduana corriente a fojas 7 vuelta y siguientes, no aparece dcs- 
\irtuada |*>r ninguna de las prueiias rendidas en los autos. 

Tampoco se ha probado |x>r la referida empresa qué exista 
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ley cjlie amplíe su concesión de vía férrea a e>te otro <>r«L n dis- 
tinto de operaciones a que se destinaban las correas de que se 
trata. 

Fundamentalmente toda su defensa la lia hecho consistir 
en que estando ella acogida a la ley número 5315, ésta, y espe- 
cialmente su decreto reglamentario, le acuerdan la liberación de 
todo derecho o impuesto de aduana. Pero aún en ese supuesto 
(que el tribunal no acepta, por los fundamentos expuestos en 
su sentencia que en testimonio corre a fojas 108), no se ha traí- 
do a lá cansa la prueba de que existe ley o decreto «leí jxxler eje- 
cutivo tle la nación, eii virtud de las que y conforme a los artícu- 
los 2. , 3- n . 12 y demás concordantes del citad » decreto reglamen- 
tario fie la ley número 5315 haga al Sistema explotado por el fe- 
rrocarril Córdoba y Rosario, la industria a que, según su repre- 
sentante, eran destinadas aquellas correas, extremo esencial, se- 
gún esas disposiciones, para gozar «le la liberación de impuestos 
que ellas reglamentan. 

Por estos fundamentos y los contenidos en la resolución de 
la aduana del Rosario, y de acuerdo con lo jiedido por el señor 
procurador fiscal de cámara, se revoca la sentencia apelada de 
fojas 148 y 154 y se confirma en todas sus partes la de aquella 
aduana corriente de fs. 7 vuelta a 9, con cargo de las costas de 
todo el juicio a la empresa «leí ferrocarril Córdoba y Rosario. 
I lágase saber y devuélvanse. 

■a* 

José Marcó. — Fortunato Caldero t. — 
César #. Pérez Coimán. 



VISTA DFX Sr. PROCURADOR CKXKRAL 

Buenos Aires, Marzo 16 de 1912. 

Suprema corte : 

K11 la declaración de fs. 4. que sirvió de base para la resolu- 
ción condenatoria de !a aduana, el representante del ferrocarril 
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Córdoba y Rosario, confesó que e! objeto de las correas introdu- 
cidas era el de elevar las bolsas de cereal hasta la lx>ca de las ca- 
naletas. — En presencia de esta declaración, no puede dudarse 
que la manifestación hecha ante la aduana al pretender introdu- 
cir dichas corre» como materiales para la explotación del ferro- 
carril, importa una falsa manifestación desde que se trata de ar- 
tículos que no tienen aplicación en el ferrocarril y son utilizados 
en una industria ajena a la anterior. (Fallo, tomo io6, pág. 115) 
Por ello, y fundamentos de la sentencia aplicada, pido su 
confirmación. 

Julio Ihtet. 



RESOLUCION DK LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Marzo 29 dr 1913. 

Y vistos : 

los recursos de los artículos j.\ inciso 2. ; 6.° de la ley 4055 
y su correlativo el 14 de la número 48. entablados por la empre- 
sa del ferrocarril Córdoba y Rosario contra sentencia de la cá 
mará federal del Paraná, que revoca la del inferior, confirman- 
do la resolución del administrador de la aduana del Rosario, que 
aplicó a dicha empresa la pena de decomiso de los diez cajones 
conteniendo correas transportadoras con sus motores comple- 
tos, y 

Considerando: 

Que el primero de dichos recursos es improcedente, entre 
otras razones, porque la suma de que se trata es inferior a la de- 
terminada por el citado articulo 3* inciso 2. m para venir a esta 
instancia. 

Que en cuanto al extraordinario, aún suponiéndolo proce- 
dente, debe observarse qué la sentencia arlada resuelve el pun- 
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to referente a la falsa manifestación, bas;*h en cuestiones de 
hecho que no pueden ser revisadas en este recurro, según lo rei- 
teradamente resucito. 

(Jue, por lo que respecta a la exención de derechos de im- 
|>ortación que se suenen amparados, en el caso, por !as leyes 
2549i 5315 y decreto reglamentario de ésta, es de notar, e que, 
según lo establece la misma sentencia a|>c!ada, la empresa 00 ha 
justificado que las correas transjíortadoras y sus motores hagan 
al sistema del ferrocarril Córdolra y Rosario, ni aparecen que se 
hayan invocado disposiciones administrativas al respecto; y en 
estas condiciones, no puede pretender ampararse en el artículo 
8." de la ley 5315 y su decreto reglamentario. 

Por ello, y lo pedido por el señor procurador general, se 
confirma la sentencia apelada en la parte que ha podido ser ma- 
teria del recurso. — Notifíquese original, devuélvanse, debien- 
do reponerse los sellos ante el inferior. 

A. IIkrmkjo. — Nicanor G. nía 
Solar. — M.P. Daract. — 
O. E. Palacio. 



CAUSA CXL1V 

Puerto del Rosario contra la sociedad "El Saladillo" 

Sumario : i.° — En todo juicio en que sea parte la nación, debe 
de estar representada por sus mandatarios legales. 

2 o _ Xo habiendo intervenido en un juicio los represen- 
tantes legales de la nación, no se la puede condenar aun 
cuando hubiera sido representada en él por mandatario 
ad hoc. 
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3- rt — 1*3 corte suprema puede conocer en tercera instan- 
cia en un juicio en que aparezca como parte interesada la 
nación. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 

¡ , Rosario, Febrero ¡H de lOlO. 

Autos y vistos: 

tos seguidos ¡H>r la empresa constructor* Puerto Rosario 
contra don Manuel Arijón (hoy sociedad anónima " E! Saladi- 
llo*' ». ftobirc expropiación y de los cuales resulta: 

1. " Que en 30 de septiembre de 1903 se presento ante este 
juzgado él doctor Carlos Silveyra en representación de la socie- 
dad l'uerto del Rosario y Gobierno Nacional, iniciando juicio de 
expropiación contra don Manuel Arijon sobre un inmueble cuya 
situación, extensión ; linderos se expresa gráficamente en el 
plano adjunto de fojas ; 

Que de acuerdo con la ley número 3885 se ha declarado de 
utilidad pública el mencionado terreno, |>or lo que solicita cotí ur- 
gencia su ocupación provisoria, haciende) presente que tal proce- 
dimiento no importa reconocer en el actual ocupante e! carácter 
de propietario porque el dominio de ese terreno pertenece al 
gobierno nacional ; que en tal virtud ha consignado el precio en 
que ha sido avaluado dicho terreno el euai eorre-a>onderá a quien 
justifique e! dominio absoluto del misino. 

2. * (Jue citado y emplazado en forma el demandado se pre- 
senta a fs. 21 el procurador Sebastián M. Salvatierra en repre- 
sentación de los herederos de Arijón, convocándose a las partes 
por el juzgado a la audiencia de ley de que da fe el acta corriente 
a fs. 36 vta. y previa resolución del incidente de que informa el 
auto de fs. 64 interpone la parte adora a fs. 63 demanda contra 
don Manuel Arijón pidiendo se declare en definitiva que el terre- 
no a expropiarse forma parte de ía playa del rio Paraná; que lo 
comprendido dentro de la rilwra interna es una dependencia del 
dominio público y que es al estado general a quien corresponde 
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la jurisdicción absoluta y excluyente del ntismo; que por lo tanto 
no necesita expropiar él gobierno nacional ; que el señor Manuel 
Arijón no ha -podido adquirir la propiedad ni ningún derecho so- 
bre e! mencionado terreno comprendido dentro de la cota 5.20 
por no ser susceptible de apropiación privada, debiéndose conde- 
nar al señor Arijón a -pcqiétuo silencio; que la posesión que haya 
tenido es precaria y revocable \x>r un acto administrativo del go- 
bierno nacional ; que en cuanto al terreno comprendido dentro de 
la cota 5.20 tampoco debe satisfacer indemnización por cuanto 
ella solo afecta la calle pública de 35 metros que está obligado a 
dejar todo propietario limítrofe con vías navegables; que el ejer- 
cicio de estas acciones ¡>or la empresa del Puerto «leí Rosario n 
nombre del gobierno nacional está justificado por las estipulacio- 
nes establecidas en el contrato y decretos Jel poder ejecutivo na- 
cional, y que sólo debe aceptar transmisiones de dominio de quien 
tenga un titulo legítimo de propietario; que las costas que se ori- 
ginen en este juicio dclien ser satisfechas por el señor Manuel 
Arijón. 

3-° Q uc corrido el traslado de la demanda, previa citación de 
evicción a las personas de que informa el memorial de fs. 88. se 
contesta a fs. 96 pidiendo en definitiva su rechazo con costas con 
lo que se llama a fs. 105 vta. autos, abriéndose la causa a prueba 
por todo el término de ley a fs. rar, produciéndose por ambas 
partes la corriente de fs. 123 a fs. 202 y de que informa el certifi- 
cado de secretaría corriente a fs. 202 vta. ; agregándose a fs. 223 
el alegato de bien probado del actor. 

4." Que a esta altura del juicio y a fs. 302 el doctor Carlos 
Silveyra |»or la representación que ejerce en estos autos y el doc- 
tor Oscar C. Mover como abogado y representante de la soeiedad 
anónima "El Saladillo", según jxwler adjunto a fs. 301, se celebra 
un acuerdo bajo las condiciones que se expresan en el memorial 
de fs. 302 a 303 vta. aprolntndose |K>r el juzgado |>or auto co- 
rriente a fs. 310. 

5. Que en cumplimiento del convenio celebrado por las par- 
tes se agregan a fs. 314 y fs. 318 los informes de los peritos tasa- 
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dores nombrados resistivamente jx>r actor y demandado y con 
lo que se llama a fs, 324 autos para sentencia definitiva. 

• 6. # Que previa inhibición del infrascripto para entender en 
esta causa, según lo expresa el auto ¿8 fs. 329, se pasan estos 
autos al señor juez federal, doctor José del Marco, quien los pasa 
» 331 en vista al señor fiscal para que dictamine acerca del 
mérito de la inhibición del infrascripto, expidiéndose el mismo a 
fs. 332 vta. desestimar. ;?o la inhibición del juez doctor del I Sarco 
a f& 333 !o que motivó la eoni : »"-h de couq>et encía de que infor- 
ma la resolución de fs. 334. 

Que manifestando las paites, a fs. 338 y 339. conformidad 
en que prosiga entendiendo en esta causa el infrascripto, con lo 
que se hace desaparecer la causa en virtud de la cual se inhibió e! 
infrascripto, se avoca nuevamente el conocimiento de la misma, 
según asi consta dé fs. 339, a mérito de lo cual se decreta á fs. 341 
y en calidad de para mejor proveer el nombramiento de (Ion Ro- 
dolfo Fasce como perito tercero, quien previa aceptación y jura- 
mento del cargo dictamina a fs. 343. con lo que quedó esta cáú<á 
conclusa para definitiva ; y 

■ 

Considerando: 

l. Que acreditado que el conocimiento de la proente causa 
corresponde al fuero federal por razón de la materia y a mérito 
de ¡a cnotormidad del demandado en cuanto a la expropiación 
que por razón de utilidad pública gestiona la empresa actora y de 
acuerdo con el convenio celebrado por anitas partes y de que 
informa el memorial de fs. 302 debidamente aprobado por el juz- 
gado a fs. 310 y en virtud de! cual se pone término a las cuestio- 
nes judiciales suscitadas en la tramitación de la presente causa, 
queda como único punto a resolver por el juzgado el quantum 
que la empresa actora debe alamar al demandado |x>r el inmueble 
a expropiarse y ocupado por la misma, con más los daños y per- 
juicios ocasionarlos, con sujeción y arreglo en un todo al conve- 
nio celebrado por los representantes ic ambas partes, ya referido 
de fs. 302. 
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2. a Que bajo este concepto y ele acuerdo a !o establecido en 
la cláusula 4/ del convenio de la referencia corresponde determi- 
nar cuál es el valor del terreno a expropiarse y cuál es de los 
gravámenes o perjuicios que sea conveniencia forzosa de la ex- 
propiación, según las disposiciones pertinentes de la ley nacional 
de expropiación. 

3* Qtie estando ambas partes conformes en cuanto al área 
que debe expropiar el gobierno nacional a la sociedad anónima 
"Kl Saladillo", o sea el de noventa y un mil noventa y cinco me- 
tros con noventa y seis decímetros cuadrados < 91.095 ni. 90 dec. 
cuadrados), que están comprendidos dentro de la calle de ritiera 
<!e treinta y cinco metros «le ancho que establece el art. 2639 de! 
código civil, delic tenerse presente esta distinción del dominio y 
de la siq>erficie que comprende una y otra fracción para estable- 
cer el valor del terreno y de la indemnización; en razón de ser 
esta distinción la resultante de un pacto licito entre los interesa- 
dos y quedar obligados a él en todas sus partes como si fuera la 
ley misma. 

Se hace necesario al tribunal el hacer esta última aclaración 
a objeto de que no se le tache ele ilógico con resoluciones dictadas 
a propósito del dominio que el gobierno nacional entiende tener 
en la playa de los ríos, incluso la zo:ia de treinta y cinco metros a 
que se refiere el articulo de! código civil cit-ulp. 

4. Que considerando los terreni>s de la purte demandada y 
de cuya expropiación se trata en este juicio, es evidente que po* 
su naturaleza y muy especialmente por su ubicación, destino o 
aplicación, han sido y son actualmente para puntos de embarque 
dé donde se deduce que el valor de estos terrenos data de una fe- 
cha mucho anterior a la construcción actual de las obras del puer- 
to; ¡K>r lo qué es forzoso ; Imitir que estamos en presencia de un 
inmueble que por su posición privilegiada ha sido >iemprc de 
gran valor y estimación; y este valor real lo evidencian los tres 
peritos nombrados al efecto por el tribunal estando de acuerdo 
en un todo que la característica de los mismos en su formación 
*V¡da, persistente, de alto albardón y baja barranca, se han uní- 
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formado hasta adquirir la consistencia definitiva, bien demarca- 
ba de pequeñas barrancas, evos bordes en su linca de separación 
con el agua >on netos, definidos, y a tes pocos metros de distancia 
<c encuentran profundidades bien ápreciaWes que hacen de estos 
terreno. W tios perfectamente accesibles a las embarcaciones de 
cabotaje. 

5," Que indc|»endieútemente (le la característica a que sé 
hace mención en el Considerando anterior. o- térsenos a expro- 
piarse tendrían siempre un valor elevado |x>r la siguiente cir- 
cunstancia. 

Es notorio que ta sociedad demanda la es propietaria «le tina 
i ra •> ,..„ may-.r de terreno y q«e la compra la ha hecho para fun- 
dar un pueblo fle recreoque actuábante lia dejado de ser proveo 
lo y convertídosc en realidad. Casta recorrer esos patajes v' lu- 
char una mirada sobre jo existente para darse cuenta en seguida 
de que el pueblo en formación es de gran porvenir dentro de los 
Une- y propósitos que persiguen rus fundadores. 

V bien, es indudable que I. - terrenos sobre el rio o sobre b 
costa sean los expropiado-, serían los de preferencia por todo* 
os interesados, caso le que basta alü no se hubiese prolongado 
la °, bra dcl l' wrh '- " :1 > - l>"cs, razón y muy poderosa, para asig- 
narte por esta sola circunstancia un valor vena!, positivo y en 
aumento con prescindencia de sus otras ventajas. 

'•■ Que eí valor venal de los terrenos en cuestión, debido 
a sm situación excepcional, como 5 e ha dicho, son superiores en 
todo o ncepto a ios colindantes sobre los cuales se han traído 
antecedente- de transacciones efectuadas con posterioridad a ¡a- 
Obras del puerto, y de venta- hechas en remate público con ente- 
ra Injertad de apreciación del .<///> jud'we, por tratarse de una ex- 
propiación que, como es sabi<lp. iníporta una venta forzosa, se- 
pin asi se ha calificado uniformemente por la jurisprudencia de 
la corte Suprema de justicia nacional. 

7- - Que bajo estos conceptos es justo y equitativov asig- 
nar a la fracción mayor de! terreno a expropiarse. sea sobre el 
que tiene la -ciclad anónima 'El Saladillo", un dominio abso- 
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luto cuya área es de sijtnta y ttimfé mil ochocientos setenta y 
siete metros con sesenta y un decímetros cuadrados (79.877 me- 
tros h\ úeúmxtm aladrados ». como ya se Ha diclio. y de aeucr- 
•1" co 1 lo pactado, un valor mayor que a los terrenos a qfle alu- 
de el considerando anterior ; y aun cuando ¡palés ^ídcrát% 
nes podrían aducirse con rg*pecuj a la fracción menor, o >ea la 
ríe tilia área tic once mil dosci.nt"s diez v ocho metros con vein- 
tiei'tco dcrtiHCtroi cuadrados, si valor rigurosamente debe ser 
menor, teniendo cu cuenta la restricción al dominio que estable 
ee el articulo 2639 le! código civil ; y cuya disminución en el va- 
lor de esta área deberá sel- projjorcíonal a lá menor utilidad que 
!>a (Molido reportar a 1 propietario. T.>'!«> e*tp, bien ei 
lehiro de lo pactado. 



Qiíe e 1 cuaíítO a perjuicios no [os recibe la sociedad 
anónima "KI Saladillo" en concepto de! tribuna!, no obstante e! 
fraccionamiento que sufre !a propieda I. pur lúe -i bien es cierto 
que esta última pierde <u frente a! rio. también "o es «le que esa 
circunstancia se debe tener y se lia tenido e 1 roiisideracián para 
clasificar la fracción expropiada corno terreno de porción px- 
cepci.ma! y fundado en lo que *C le asigna un mayor valor. 

9-° — Qmc l">r las consideraciones precedentemente apun- 
tadlas, elementos de juicio aciinndádos en esto autos y con suje- 
ción en un todo a I»» estrictamente convenido por las partes res- 
pecto a la tramitación de esta causa, el -pmwyente estima ediiit 
precio justo y bastante el fíe cuatro pesos moieda nacional de 
curso leg^l c! metro cuadrado de !a fracción mayor de! inmueble 
a expropiarse y en la suma de dos de la misma moneda el 

metro cuadrado de la fracción menor también a expropiarse y 
a (pie se ba hecho referencia y determinado en los considerandos 
anteriores. 

u>. ¥ finalmente; Que babieulo c' representante del g& 
bienio nacional y de la sociedad Émpresa Puetto del Rosario, 
doctor Carlos Süveyra. recpná*ulo o mó del dominio de la so- 
ciedad anónima "K! Sa!adi!o" los terrenos a expropiarse, el pro- 
veyente estima innecesario prottiiiichr e -obre 'a bon !ad dé los 
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títulos proejados por el demandado y corrientes a fojas 259 
de estos autos. 

Por estas consideraciones, defMtíramente juzgando, fallo: 
Declarando sujetos a expropiación, por razón dé utilidad públi- 
ca, los terreno* a que s'e refiere el convenio celebrado |M>r actor 
y demandado en el escrito de fojas 302 y ocupados por la soeie- 
dad y empresa Puerto dé] Rosario; condenando a la parte ado- 
ra a alwnar a 'a parte demandada, dentro de! término «le diez 
días en qite esta sentencia quede ejecutoriada, la .Mima liquida 
qitc resulte de conformidad a los precios fijados en el conside- 
rando <>.'•. como valor de los terrenos expropiados con más los 
¡ríteteles correspondiente de acuerdo con la ley de la materia. 

I-.n consecuencia, otorgúese \»>r el expropiado al expropian- 
te la respectiva escritura de trasmisión del dominio y |x>r ante 
el escribano que este ultimo proponga T. do sin especia! conde- 
nación en costas en razón del pacto celebrado. 

Insértese, hágase >aK-r \ repóngase el aliado. 

r.wn'mo ruccio y fíeiiAl. 
Paraná, Diciembre >1 de 

Y visto* : 

Tenleildo, especialmente, en consideración la uniformidad 
con qiie lo. señores peritos y c l o quo, en la sentencia rc/nrrida. 
reconocen la situación excepcional de los terrenos objetos de la 
presente contienda eoíi relación a la ribera y aguas profunda* 
de! rio Paraná, j de sci* ;.plo por ello para servir de puerto v 
asiento de un centro populoso y comercia!; y estimando |x»r otra 
parte, arreglado a! mérito que ofrecen ios informes de los .año- 
res peritos, e igualmente equitativas las cantidades fijadas por 
e! a i¡uo como bases para determinarse el precio e indemnización 
debidos al expropiado, y (pie. manifiestamente las costas del pre- 
sente juicio, no están recada - p..r. la convención entre las partes, 
corriente a fojas 302, se confirma en todas sus partes la senten- 
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cia apelada ,1c fojas 355. limitándose las costas a las establecidas 
por el articulo .8 de la !ey cíe expropiación. Hágase saber v de- 
vuélvanse. 

Fortunato Calderón. — José Manó. — 
Rodolfo /-'lores I 'em 



r.w.i.o DE h.\ CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Marzo 20 de I9Í8. 



Qlte lá improcedencia de esta tercera instancia alegada a fo- 
ja* 4$J vuelta, en el concepto de que pr el articulo i_> de la ley 
numero 3885. no es la nación la (|tic debe pagar las expropiacio- 
nes requeridas para la construcción del puerto de] Rosario, y no 
tiene por ello ningún interés en el juicio, a los fines de! inciso 2." 
articulo 3.*, ley 4055. es inadmisible, pues lo contrario aparece 
del articulo .,.■> de! convenio de fs. 302, acerca de cu va validez o 
nulidad no está llamarlo el tribunal a pronunciarse en el caso siib 
jtfdm |M>r no haber sido articulada en la instancia anterior (ar- 
ticulo 13. ley número 50). y con arrezo al articulo ..34 .le la mis- 
ma ley "no podrá fallar la suprema corte sobre ningún capitulo 
«|ue no se Hubiese propuesto a la decisión del inferior". 

One cualquiera qué sea la intervención que haya tenido ¿ 
aírente fiscal en las actuaciones de que se habla a fojas 436 vuel- 
ta y 427. es de observarse que la sentencia de fojas 355 no fué 
recurrida |>or ese funcionario ni notificada al mismo. 

Oue si bien dicha sentencia fué notificada v arlada por e! 
doctor Silveyra. éste, en su escrito de fojas 366, manifestó que 
mteri>onia el recurso, por ser aquélla agravante a los derechos 
que representaba ; y estos conceptos a pesar de los decretos de 
,le A «" sto <*e 1905. 12 de Abril y 16 de Mayo de 1007. y dado 
el «loble mandato conferido al apelante, de abogado o represen- 
tante del gobierno nacional y de la Empresa Tuerto del Rosario 
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| fojas 304; 306, y 375 vuelta », no son (je aplicarse a la nación, 
qüe tiene en juicio sus mandatarios necesarios y exclusivos, con 
arrezo al artículo 1." de la ley numera §367 (articulo Su, ¡hcisfo 
2/\ constitución nacional). 

Qué -i la mencionada empresa es representante caería] cié! 
estado cu cnanto a io^ inmuebles q«e adquiera, con sujeción a 1" 
dispuesto en el articulo .V' de la ley número 3.H85. ello no puedé 
entenderse en el -cutido dé que en la determinación de; precio 
de esos inmutibles, sea dable prescindir del secundo, en el su- 
puesto de que deba pagarte, 

< Míe. 1I0 Otra parte, eJ doctor Romeo Cari»*., al presentarse 
ante la cámara federal del Paraná a seguir la -efunda instancia, 
sólo invocó el carácter le mandatario de la empresa Obra> de* 
Huerto del Rosario 1 foja- 371 1. y ninguna intervención >e di ? 
a! ministerio fiscal, 

<.Jue e! articulo 1." de !a *ey 3367 up re-p<»ndc a luí propósito 
exclusivamente económico, inaplicable en el caso por haber he- 
cho lo> alx>gado> doctores Süvcyra y Carbó & declaración ex- 
presa «le que 1;.. rabráiian honorario alguno, según se observa a 
fojas 435. rió obstárije que lo contrario aparece de! escrito de 1* 
jas 3¿9 en lo que hace al primer.». 

Qiie, en efecto, el mivml.ro informante de 'a comisión pie 
había desjwichado el proyectó convertido en la lev referida, ma- 
nifestó al respectó, entre otra- cosas, en iifiird sentido: "La e<»- 
mísión río lia licho; los nombramientos ,„/ húc no convienen ex- 
clusivamente porque sean caros, porque demanden al fisco ero- 
gaciones, más " menos crecidas. \"o. señor presidente; la coúji- 
Sion lia dicho: noinlíramicntos ad liot no pueden continuar 
produciéndose: primero, además le aquel motivo. ;iort|iu- com- 
prometen la autoridad de ¡a ley «le organización de los tribuna- 

lies; porque afectan y .vnprometei también la autoridad de! có- 
digo de procedimientos ¿ji !o civil; porque alteran la ley de pre- 
supuestó, y |»or ñ'timo. sefior¿ p«.n¡ue comprometen también, !o 
que es más grave, dos preceptos terminante- le la constitúcióii: 
aquel q«e impi.lv al poder ejecutivo alterar las leyes por decre- 
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tos reglamentarios, y aquel otro que fe prohibe legislar o arro- 
garse .unciones judiciales. (I). D. 18./,. i. pág. 148). 

Que la ley posterior Humero 3952 m ha desvirtuado los mo . . 
nyos de orden legal y constitucional que quedan expuestos, pues 
ella establece la representación .le la nación por los procura, m 
res fiscales. (Art. 3.?). 

«J»e la circunstancia dé que en e! precepto de que se trata 
"o « consigne la sasicióii de nulidad para tos casos de nombra- 
nnentos ,„/ /„„•, „„ atribuye validez a éstos, aún dentro de las re- 
glas del derecho común, vistos los propósitos de la lev y los tér- 
mmos de la misma. ( Artículos 18. 36, 103 , del código civil ). 

Oue. sentado lo que precede. la sentencia de fojas trescien- 
tos noventa y nueve, confirmatoria .le la de fojas trescientos cin- 
cuenta y cinco, carece de eficacia legal respeto .le !a nación. si„ 
que a los recursos de fojas 407. interpuestos por el ministerio 
fiscal y no objetados |x»r razón de oportunidad, se oponga el ar- 
tiCH.0 1047 del código civil que Se invoca a fojas 4Í4 vueta por- 
que las personas jurídicas como las personas visibles sometidas 
a una representación necesaria, pueden decir de nulidad de los 
actos ejecutados , K) r sus representantes fuera del limite de las 
facultades que Ies han sido conferidas. . Artículos ji, ,= y ,r, 
<le! código civil : Fallos, tomo 66, pág. 303. y otros). * ' ' 

Por estos fundamentos, y siendo innecesario traer a !a vista 
los antecedentes mencionados a fojas 433. se declara que la na- 
ción no esta obligada al pago de los terrenos a que se refiere la 
sentencia de fojas 399. _ Xotifíquese con el original, v devuél- 
vanse, delncndo re^merse el papel ante el inferior. 

A. BerMKJÓ; — Xicaxok C. m-¡. 
Socar; — M.p. Daract. — 
D. K. Palacio. 
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CAUSA CXLV 

En ciiatro de Marzo de 1013. ta corte suprema, no hizo ¡li- 
gar al recurso de hap*ieal>ilidad de tey, interpuesto por don 
Faustino en k» ailtoS testamentarios de don Melchor \ i- 

centc i írtega. 1 



CAUSA CXLVI 

En OiiCe de Marzo de la corte suprema, no hace lugar 

a la queja deducida j*>r (joña Elvira Ron^Oanni, en aiitois can h 
Sücesi6n de don Felipe Amoedo, sohre reivindicación, por tra- 
tarle en e! casó de los efectos de la có$a juzgada, regidos por d 
derecho común y de la interpretación de las leyes procésalos 
(Arl. 15. ley nina 48». 



CAUSA CXLVII 

Acuerdo dispimiendo 'fnc los tribunales federales proporcionen 
¡os datos que Ies solicite lo dirección de estadística 

En litónos \ire>. a veinticuatro de Abril de mil novecientos 
Ucee, reunido, eíi mi -ala de acuerdos e! señor presidente de la 
corte suprema de justicia de !a nación, doctor don Antonio licr- 
mpyo. y fos señores inini-tro< doctores don Nicanor González 
de' Sotar, don Mauricio I'. Daract. don Dámaso E. Palacio v 
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don plicas López CabaniHas, para tomar en consideración !a nota 
de fecha 17 del corriente mes, dirigida por c! poder ejecutivo, en 
la qiie se solicita de esta corte, sé dicten las medidas necesarias 
para que fós tribunales federales llenen y devuelvan a la direc- 
ción de estadística las planillas periódicas que ésta Ies reinita en 
cumplimiento de la ley número de 9 de noviembre de 1904, 

comprensivos <le los datos relativos al movimiento de cada juz- 
gado, a contar desdo el primero de Enero del corriente año, acor- 
daron : 

Que |K>r secretaría se dirija oficio a los jueces y cámaras 
federales y jueces letrados de los territorios nacionales ¡«ira que 
se proporcionen los datos solicitados por el |>odcr ejecutivo el. 
la nota considerada. 

Asi lo dispusieron y mandaron, ordenando se resgistrase en 
el libró correspondiente, firmando el señor presidente y los se- 
ñores ministros, por ante mi. 

A. BERMEJO. — Xic.wor G. nía 
Solar. — M. P, Daract. — 
IX B. Palacio. — L. Lona 

C A «ANILL AS. 

/;. .1/. Zavalía. secretario. 
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Empresa del Puerto del Rosario emttra los señores Pinero, 
I. aeróse y Go$tcólec. sobre cxprofureuhi 

Sunrario: 1/ La modificación o cambio de fundamentos de dere- 
cho no es bastante para el rechazo de la demanda. 
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2." A lo> efectos <le las indemnizaciones por expropiación, 
c! titule sobré tierra bajo el agua, no es tan completó y ex- 
tenso como el titulo sobre tierra firme que rio tiene conexión 
directa con la navegación; es un titulo restringido, -implt:- 
mente técnico, sobre cosas que no están a la absoluta disposi- 
ción del propietario, como las tierra- alta-, y (|lte se -ni». .r-Ii- 

Ivl hecho .le (pie un inmueble esté expuesto al avan.-c 
ilc un rio navegable o a quedar normalmente, en parte. Lujo 
el agua durante alguna época .le! año, «... coloca fuera del 
amparo del articulo ir, de la ley i*>. concordante con e! ar- 
ticuló 17 ríe la constitución nacional. 

CüSí>: I.o explican la- piezas siguientes: 



sk.vtkxi'ia nri. ji kz i?kí:£ral 

Rosario. Julio fttfc 

\ istos esto., autos .seguidos por la empresa del Puerto .leí 
Rosario contra Jos señores Pifien. Laeroze y González sobre ex- 
propiación: 

Resurta : 

Pon fecha ¿o de septiembre .le tí)03. se presenta a este juz- 
gado el doctor Carlos Silveyra. en representación de la empresa 
Puerto del Rosario, solicitando la posesión inmediata de un te- 
rreno ubicado en la zona de! puerto de esta ciudad, rtítríi. 1 1 leí 
plano respectivo, y limitado al norte con e! lote núm. 10. A nom- 
bre del ferrocarril Córdoba y Rosario; al este, el rio Paraná ■ al 
snd. el lote núm. ta | I "ietjen y Cía. I ; y a! oeste, la linea exterior 
de la avenida ffelgrano. El doctor Silveyra lucia constar, que li- 
dio lote había sido declarado expropiare por razones de utilidad 
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pública, Con a rregio a la % 3885 ; c ¡.meando motivos de urgen- 
cia, acompañaba como precio mi boleto de consignación por la 
suma ile seiscientos peto». 

I labit-ndosc hecho lugar a la ocupación provisoria I ¡"s 14 y 
15). llamóse por edictos a los señores riñen.. Ucroze v Gonxá- 
lez. y ¡.revi.» un incidente de rebeldía, comparecieron éstos a fo* 
ja» 33. designándose audiencia para oír a las partes sobre la ex- 
propiación solicitada. En esta audiencia (fs. 40) la parte actora 
pidióle ^pendiera el juicio de expropiación, hasta tanto los dé- 
mandados justificaran ser propietario? del terreno. Poco después 
la misma parte presentó demanda (..fs. 63) solicitando del juaga- 
do hiciera las siguientes declaraciones : 

i." Que los terrenos cuya ubicación se encuentra establecida 
en 1111 primer escrito. Forman parte de la playa del r¡., Paraná y 
de la ribera externa de! mismo. 

(Jw los comprendidos en "a rilara interna son. por run.si- 
gUiente, una dcjien lencia «le! domi lio público, y que es al estado 
general a quien corresponde la jurisdicción absoluta y excluyente 

• le los 1115-111.,. ; 

3. " Que e>tando la eitipresa del Puerto de! Rosario subrogada 
en los derechos del gobierno nacional, y teniendo ¡a autorización 
de este para ocupar esos ierren. -, no necesita expropiar. por<|HC 
la expropiación supone bienes (pie están en el comercio y son sus- 
ceptibles de enajenación ¡ 

4. " (jne ¡.. han podido adquirir en ningún tiempo la propie- 
dad ni ningún otro dcreolio estable sobre los terrenos menciona- 
los. comprendidos dentro de la cota 5.20. porqué perteneciendo 
esos bienes al dominio público, no s 0n susceptibles, de apropiación 
privada, condenando, por consiguiente, a los señores I'iñcro, 
Lacroi y González a perpetuo silencio; 

5 " M( 1:' posesión que haya teñid., el demandado no | c da 
ningún derecho, puesto que fa posesión de bienes del dominio pú- 
blico nunca puede ser, legalmente, con ánimo d - dueño, desde míe 
es esencialmente precaria, y revocable por mi acto administrativo 

del gobierno nacií >nal ; 
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6.' Que habiéndose hecho el depósito de diñeiio, cuyo recito 
obra á fs. , ai solo efecto de tomar la posesión inmediata de 
los terrenos destinados para las obras del puerto, garantiendo 
cualquier acción que pudiera invocarse por terceros, se ordene la 
devolución de ese depósito al gobierno nacional, por cnanto los 
señores Pinero. Lacroze y González no pueden invocar ningún 
derecho respeto a bienes |>ertenccientes al dominio público; 

"." Que en cuanto a la fracción de terreno no comprendida 
dentro de la cota 5.20. tampoco del* satisfacer indemnización .le 
ningún género, ]*>r manto ella afecta la calle pública de 35 me- 
tros, que está obligado a dejar todo propietario limítrofe con rio 
navegable ; 

8.* Que el ejercicio de estas acciones por parte de la ümpre 
sa, a nombre «leí gobierno nacional, está justificada por la; esti- 
pulaciones establecidas en el contrato y decretos «leí poder eje-tl- 
t.v.» nacional, «pie sólo debe aceptar transmisiones de dominio «le 
quien tenga un titulo legitimó de propietario; 

9" Une todas las costas «pie se originen con motivo de 
juico, deben Ser sati>fecl.a> por los demandados señores Pinero 
fcacroze y González. 

Ordinarizado el juicio «le esta manera, la parte «lenian.lada 
opuso las excepciones dilatorias «le falta «le i>ersoneria en e! re- 
presentante de! actor, y nuli.la.l «le procedimiento. Resueltas am- 
bas. ( fs. el demandad.) contestó la deman.la. manife-tvid.. 

ser propietario exclusivo «le! terreno en cuestión, si.. q Ue <-i Go- 
bierno nacional tuviera a él derecho alguno emanado de ¡a «ir- 
Cimstancia «le hallarse ubicado en el lecho «le la ribera le un lio 
navegable, En consecuencia, y manifestando disconformidad c-r 
la suma consignada, pidió se condenara a la empresa demándame 
a pagar el precio justo «le la fracción ocupada, con costas e h 

demmzación de daños v perjuicios ((>. i¿o). 

Abierta !a causa a pruebas las partes produjeron !.. a, K 
corre agregado de fs. 148 a aógjfa fs. ,07 el señor Fortuna! > Pi- 
ñero aeompañ.'> «livers«.s titu%>« y documéhtos para justificar «ni- 
el y su hermano Doroteo hahian venido a ser los únicos dueños 
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<!c¡ terreno expropiado, mediante un convenio con los otro» con- 
dominos, señores Ucroze y González. Vencido el término de 
prueba, actor y demandado presentaron sus respectivos alegatos, 
y la cansa quedó en estado de sentencia, con fecha 8 ele jimio 
de lyio. 

Y considerando : 

I 'rimero: Que, para la resolución de esta causa, conviene 
dejar claramente establecido que no se trata ya del juicio de ex- 
propiación intentado en un principio por la empresa, sino de tm 
nuevo juicio ordinario independiente del primero. En este nuevo 
juicio la empresa del puerto ha asumido el rol «le parte actora, 
solicitando se decbre <|iic los terrenos ocupados j>crtenecen al 
gobierno nacional, con entera exclusión de todo otro propietario. 
De aquí se deduce que la prueba de tal circunstancia, infecta- 
mente ajena e incompatible con e! juicio de expro] nación, corres- 
jx'iide a quien la invoca ; de tal forma que la situación legal de los 
señores Pinero. Lacroze y González viene a ser semejante a la 
de la persona demandada en un juicio de reivindicación. 

Segundo: Que la circunstancia de hallarse Ies demandados 
en i>nsesi.'.n del bien en litigio, ha sido reconocida por el actor por 
el solo hecho de pedir se le diera la ocupación provisoria de dicho 
bien; Además, en el acta de fs. 15. el oficial de justicia manifestó 
haber encontrado sobre el terreno al señor Claudio Selerpe, quien 
lo ocupaba a nombre de los señores Pinero. Lacroze y González. 
De é! recibió la posesión el señor Pagnard, representante de In 
empresa del puerto, y ésta en el plano de ís. 1, base de la expro- 
piación, anotó bajo tal. nombre el expresado terreno, citando lúe- 
no expresamente a juiciu a los señores Pinero, Lacroze y Gon- 
zález. 

Tercero: Que el hecho de hallarse el terreno discutido den- 
tro del lecho de] rio Paraná, no ha sido suficientemente probado 
por el actor. F.n efecto, los dos peritos que han dictaminado en 
.lutos, no están conformes a este respecto. Según el ingeniero 
Yincnt (fs. 205), terrenos en cuestión se encuentran en stí 
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¿asi totalidad ubicadas dentro de la playa interna del ri„. limi- 
tado por la cota 5.20; correspondiendo a la rila ra externa tan 
soto 1-168,30. Según él fogeriiero llüergo, . is. 255), tales terre- 
nos se encuentran en su totalidad fuera de ia playa interna del 
rio limitada ¡H>r la cota 5.20. correspondiendo a ta ribera externa 
14.893 20 metros cuadrados, Esta falta de prueba reviste capital 
importancia, porque los derechos dé] gobierno nacional se fuá latí 
unicamerjto cn ' a ubicación del terreno dentro del lecho de un ri.. 
navegable. En la inspección ocular cíe fs. 181 se aceptaron tas in- 
dicaciones del perito Vinel, con anterioridad a la fecha en que 
>e expidió el perito FlUWgo. y dicha Insjiección se verificó sin 
otro o «itrol. 

Cuarto: Q«e aun en el supuesto de hallarse los terrenos to- 
talmente ubicados en el lecho del rio Paraná, las conclusiones se 
dan también desfavorable, para la parte uetora. La suprema 
corte nacional tiene resuelto en su fallo de mayo S de 1909. 
(Causa empresa constructora .leí Puerto del Rosario, contra ¡ 
ciedad Muelles y Depósitos de Comas, expropiación 1. (pie el go- 
bierno nacional no es propietario del lecho de los ríos, sino ¡as 
provincias particulares que de ellas las hubieran adquirido, sin 
establecer diferencia entre |a rilara interna y la ribera externa. 
La jurisprudencia del más alto tribunal ¡le la república corta a*¡ 
toda controversia al respecto, sin que pueda aceptarse la desvia- 
ción de que sólo es respetable la propiedad de aquellos terreno- 
que ya hayan sido ocupados con muelles o construcciones portua- 
rias. Si las provincias son propietarias de! lecho, se bailan en 
análoga situación que el dueño de 1111 terreno susceptible de que 
sobré él >e construya una casa o se luya pasar un .•amino; en 
cualquier momento en que se le lesposca para esc objcto¿ la m- 
dcninizactón pn >ce'le. 

Quinto: Que no tersando este inicio s,,i, r ,. \-, nr^^úA 



se atribuyen los demandados sino sobre lo que expre-ainente íti- 
yoCalM la nación para obtener se :c devolviera el depósito con que 
inicióla expropiación suspendida, no hay objeto, en realidad, en 
estudiar s, fes señores Pinero. Lacran y González tienen o no 
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S^T ES f act " r a <|,,icn !a P^ba : el ,1c- 

.un, Uo ,,uc,le c>c,ular>, tr,s ¡a fórmula, "poseo pon.ue poseo". 
U T 1 *"* 3 "° ,,a msméo que indepélidientemente del gobierno 
" awonal 5f a otro imeresado cuyos títulos primen sobre los «le 
Ucroze. ÍVíero y González. Bife se ha nega.lo a admitir que cu 
este ju.cio pudieran asumir el rol de demandados, otras persona, 
<|..e los señores l'iñcro. I.acroze y González. De tal forma que 
«Irados 1,, derechos d«l gobierno nacional, no queda cuestan 
previa alguna por resolver. 

Sexto: One. por otra parte, la cuestión dé <i los títulos «le 
i mero. Ucrozc y González son o no atacables, deberá dilucidar- 
se recién en el caso «le que el juzgado haga tugar a ta expropia- 
Clon; Como queda dicho, ese juicio se suspendió en la primer.; 
audiencia (fs. 59). 

Séptimo : Que en cnanto a la condenación «leí pago de costa* 
y perjuicios, pedido i>or la parte dcman.la.la contra la actora, n«^ 
procede por haber tenido esta razón probable para litigar. 

Por estas consideraciones, fallo: rechazando en t..,la< sus 
parto la demanda interpuesta, sin costas. 

trágase saber, insértese y repóngase el sellad.). 

José del Barco. 
si-ntkncia dK i.a cámara i-i:di:raí, 

Rosírio. Diciembre 29 de HUI. 

Vistos : Considerando respecto del recurso «le nulidad «ledu- 
cido por la parte demandante: 

Que fun.la este recurso en halwrse pronuncia.lo la sentencia 
con Violación de la forma y .solemnidad c,nc prescriben las leves, 
a! omitir la decisión expresa y positiva «le las «leda raciones que 
bajo los numen.. 4 y 5 solicitó en la demanda ; agrcgan«lo • q tte 
la vicia «le nulidad también, la falta «le pronunciamiento expreso 
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-obre si el terreno discutido se encuentra o im kntro le! !echo 
riel rio Paraná, y sobré el criterio con que dtebe jugarse la expro- 
piación de la parte situada en la ribera externa, no obstante ha- 
ber solicitado en la demanda pronunciamiento expreso a! rcspee- 
1 s ateniendo <jiie aunque esa parte era de propiedad príva la, 
su dueño no podía exigir indemnización en virtud de :o dispuesto 
en e! articulo ¿2639 de! código civil < fs f 35N y luientes). 

Que la sentencia recurrida contiene decisión expresa, positi- 
va.rt.ni arre^.a [a acción deducida (art. 13 ley dcproecdj.a la 
qué rechaza por fundamentos efe hecho y de derecho, que bien o 
nía", el juez e-tima suficientes a su objeto, no estando obligado 

la ley, a contestar o resolver una a una las cuestiones que 
como argumentos son planteadas por las partes, basándole con- 
signar la- razone* que en su concepto sean decisivas del pleito. 
< Faltos <te la ««prona corte. T. pág, 149; $g pág. $¡7; (17. 
pág, 307 y otros). Así, pues, tales omisiones en caso de existir, 
solo pueden constituir motivos de agravios que sirvan para fun- 
dar |a apelación, pero no motivo, de nulidad. 

por otra parte, dicha* cuestiones están implícitamente 
consideradas en la sentencia, o su comidéración resulta innecesa- 
ria ilailas las conclusiones á qtié !a misma llega. 

fíat esto. ttO -c hace lugar al recnr-o de nulidad. 

Considerando respecto del recurso de apelación deducid» 
por ta minina parte : 

(Jue interpuesta la demanda por expropiación por el doctor 
í arlo-; Sílveyra, a nombre de! gobierno nacional y de la empre-a 
concesionaria para la construcción del puerto del Rosario, contra 
lo* señores Pinero. L-icroze y González, le fué dada la posesión 
provisoria del terreno objeto de la expropiación? (R 3 y 151 y. 
i* -rcrionuente. sosteniendo el expropiante tratar-e de terreno 
que. formando fiarte de; lecho del rio Paraná, pertenecen a' do- 
minio le la nación, se mandó |w.r ;vn<>* de fs, 50. -u-pender el 
procedimiento de la expropiación mientra- se decida en juicio 
ordinario la controversia suscitada. 
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©lie a te. % el ductor Silvcyra. a nombre de ja empresa 
concesionaria, deduce «lemán la contra los nombrados señores P¡- 
fiero, Lácroze y González, pidiendo >e declare: i." que dichos te- 
rreno, forman |>arte do la playa del ri.. Paraná v de la rilara ex- 
terna de! mismo; 2." (me lo* comprendidos en la ribera interna 
son una dependencia del dominio público nacional; que estan- 
do la empresa Sllbrog&ia en los derechos del gobierno de la na- 
ción, y teniendo autorización de éste paTa oCiTirirestos-rerreno«, 
no necesita expropiar, porque la expropiación supone bienes que 
estén en el comercio y sean susceptibles de enajenación ; 4." que 
IOS demandados no han podido adquirir la propiedad, ni ningún 
otro derecho estable, sobre los comprendidos dentro de la cota 
5._'ü. porcpie perteneciendo al dominio público, no son suscepti- 
bles de apropiación privada : 5." que la posesión que haya tenido 
el demandado, no le da riiiígún derecho, porque la de bienes del 
dominio público es esenciaímente precaria y revocable por acto 
administrativo del gobierno nacional; 6.* «|iie habiendo hecho el 
ftqróito al tola efecto de tomar la posesión inmediata, se ordene 
la devolución del misino; 7" que la fracción de torren.» no com- 
prendida dentro de la cota 5.20. fempoeQ debe indemnizarse, por 
cnanto ella sólo aíé» ta la calle pública de 33 metros. (|l , t . cst á obli- 
gado a dejar todo propietario limítrofe con rio navegable ; 8." que 
el ejercicio de oslas acciones está justificado por las estipulacio- 
nes del contrato y decreto de! ejecutivo nacional; y. o." <,ue las 
co ta* deben <er abonadas i*>r los demandados. 

Que en el escrito de fojas 358 y siguientes, presentado en 
esta instancia expresando agravios, él doctor Silveyra modifica 
lo- fundamentos do su petición en los siguientes términos: Que 
de acuenlo con la teoría sentada |>or la suprema corte con infe- 
rioridad a su demanda, en los casos do Comas y Ferrocarril Cen- 
tra! Argentino, teoria «pie debe aceptarse como que emana del 
ítth alto tribunal de la república y. según la cual el dominio del 
lecho de los ríos navegables pertenece a las provincias, sin per- 
juicio del derecho de la nación para ocupar sin indemnización la 
tierra bajo el agua cuando 110 existen obras hechas por ennsecio- 
ijarios adquirentes dé lo. estados particulares, resulta que si no 
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puede admitirse la teoría desarrollada en su demanda, de que es 
a la nación a quien correspoifcfe el dominio del (coho de lo.- ri. 
navegables, debe admitirse que ba-ta e! dereclio de reglamentar 
'a navegación y e! comercio para poder owp&i» la tierra bajo el 
agua, sin indemnizarla, cuando «lidia tierra no ha sido utilizad.» 
por concesionarios o adquirentcs de los estados particulares, co- 
mo sucede en el caso presente. |x.r.|¡ie jamás el gobierno de la 
provincia de Santa Fe otorgó a los demandada ningún titulo de 
posesión o de transmisión de dominio. 

Que según lo* informís pericial. - corrientes a fs. r. M »- _> 4a 
el terreno cuestionado se encuentra, en parte, dentro de la ribera 
o playa del rio Paraná y en la zona de 35 metros que corresponde 
a la calle o camino público que, de acuerdo con la disposición del 
art. 2630, del código civil, todo propietario está obligado a dejar 
a la orilla de los ríos navegables. 

Que por ei liedlo mismo de ser demandados los señores Pi- 
nero. Lacroze y González por expropiación, y de las cou-tanc¡as 
del acta de fs, 15 al dar-e posesión provisoria al expropiante* re- 
sulta acreditado para el caso que los demandados ocupaban o 
poseían los terrenos materia del juicio. 

Que se halla establecido en las sentencias dictadas por !;: 
suprema corte de justicia en los juicios análogos citados en autos* 
seguidos por la misma parte demandante contra el Ferrocarril 
Central Argentino y contra la empresa "Muelles y Depósitos de 
Comas", ciyos expedientes se han traído a la vista para mejor 
proveer, y ...nocido p. r el demandante, que los terrenos ;|tie for- 
man fiarte de! lecho de los ríos navegables, como también los 
«|iie comprenden la calle pública adyacente a la ribera le los mis- 
mos no pertenecen al dominio de la nación. 

Que, en consecuencia, ninguna razón existe para que la em- 
presa concesionaria pretenda colocar al poseedor de dicho terre- 
no fuera de la regla general establecida ¡K>r el articulo 3636 de! 
código civil, según la cual "el |>oscedor no tiene la obligación de 
producir su titulo a la posesión": pues, aun en el caso de que -11 
ixjsesión fuese precaria o revocable, no loes respecto .leí deman- 
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dame, y no habiéndose demandado por parte legítima la revoca- 
Iiiü Jad % esa posesión, los jueces no pueden declararla, porqué 
cita imjtfrtariá resolver uña cuestión no puesta en tela dé juicio 
entre lás verdaderas partes y que puede ser después objeto de 
controversia y resolución judicial. 

<Jue el autor funda un derecho subsidiario en e! hecho de 
quq IOS demandados no han presentado titulo de concestón o ad- 
quisición del gobierno de Santa Pe y e:i la declaración que 
hace la suprema eorte al final de lo- considerandos 16 v 
2?, respectivamente, de los fallos citados en los casos de Co- 
mas y Ferrocarril Centra! Argentino, según ta que. los tri- 
bunales federales de los listados Unidos al reconocer que 
I. - estados existentes a la ¿pica de la adopción de la cons- 
titución y los admitidos interiormente en la l*nión. tienen 
el dominio dé los rios que corren jK>r su territorio y en parte dw 
lo- (pie le >irven de limite, han reconocido a la veis que la miñón 
uo está sujeta a payar indemnizaciones por /" tierra bajo d agita 
tjW ocupe para mejorar Ut na- elación y que no haya sido antes 
utilizada en muelles, etc.. por concesionarios adquirentes de los 
estados partieuJares. (Véanse Fallos de la suprema corte, t. ni. 



(Jue tal declaración se ha hecho incidentaliiK-nte sin resolver 
una cuestión concreta exigida |M>r el caso en que fué hecha, v ca- 
rece ¡>or lo tanto fiel valor de una jurisprudencia establecida ¡x>r 
lá suprema corte; y, por otra parte, en ningua caso podría apli-v 
atm a los terrenos ocupados o poseídos por particulares, pues lo 
contrarió importaría aceptar una jurispru leticia extraña, incon- 
ciüable con principios fundamentales de nuestra legislación. 

Que; por el contrario, puede afirmarse como u:i principio 
gmn\ qtte emana de !a prescripción del articulo 17 de la cons- 
titución nacional, y de la disposición del art. 25 r 1 de! código civil, 
que los gobiernos están obligados a dar una justa indemnización 
a los ciudadanos o habitante*-, toda vez (pie s l!s bienes particularc.-. 
son toma Jos o menoscabados, para el bien, la conveniencia o la 
- puridad publica. Y asi se ha resuelto también por los tribunales 
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de lo* Estados Unidos (caso Grant, v. United States eit.. iVs- 
chal, núm. 489), llegando esp$ tribunales hasta establece? cine el 
ocupante ele tierras publicas baldías tiene derecho a daño- y per- 
juicios, aun en e! caso qÚÉ la tierra le sea tomada en virtud de !ey 
del congreso (California v . C.auld. cit. Paschal, núm. 259), 

Oue. por último, conip expresa la suprema corte en los c 11- 
sidcrando> 10 y r6, respectivamente, de los fallos precitado-, en 
el caso sub jifdfce no Sfi intenta mandar demoler o retirar ob* 
táculos a la navegación en !a calle de ribera puestos por el posee- 
dor o propietario, sino de destinar parte de ésta para la construc- 
ción de un puerto por una empresa particular concesionaria de la 
nación. !o que vale decir (pie se im]K»ne al demandado una priva- 
ción de dominio, muy diversa de las restricciones autorizadas o 
de los perjuicio- que emergen ¡ncidentalmente Ce la facultad dé 
reblar el comercio, y esa privación no procede sin la indemniza- 
ción requerida |n»r el arl. 17 de lá constitución nacional. 

Considerando, respecto de la apelación pof las cortan, dedu- 
cida |n»r la parte demandada, que como ha resuelto la suprema 
corte en los casos análogos mencionados, no corrcsjKmdc im]>o- 
ófelas al vencido, dada la dificultad de las cuestiones debatida*: y 
en cuanto a las de esta instancia, el fundamento aducido por el 
de-mandante con posterioridad a los referido- fallo- de la supre- 
ma corte, para proseguir el juicio, es suficiente a juicio de este 
tribunal para eximirlo * le e!las. 

Por lo expuesto, y los fundamentos concordantes de la sen- 
tencia apelada, corriente a fs¿ 333 a ¿39. se la confirma, sin espe* 
eial condenación en costas, y se declara que :a empresa deman- 
dante está obligada a indemnizar los terrenos materias de juicio, 
y «|tie debe llevarse adelante, con arreglo a la ley de ¡a materia, 
el juicio de la expropiación suspendido, a cuyo efecto devuélvan- 
se los autos a' juzgado de $11 procedencia. 

\*otifit¡ue-c. debiendo reponer-e el sellado ante el inferior. 

/. /\ Lima — Xicolth ÍVtti Btitrús — 
. IfffiXÍSn /: . Lamió. 
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Buenos Airev Abril de Jbi:¡. 

Vistos y considerando: 

Que eñ la deniaiida de fojas 63 se solicitaran las <lccia racio- 
no de que ünii parte de los terrenos a que se refiere el juicio no 
necesitaban ser expropiados por su dependencia de! dominio pú- 
blico de! estado general, y Que no debía satisfacerse indemniza- 
ción de ningún género por la otra parte de los mismos, ubicados 
en la calle pública de treinta y cinco metros, que está obligado a 
dejar todo propietario limítrofe con rios navegables. 

QitC si bien en el escrito de fojas 323, al alegar de bien pro- 
liado, y posteriormente al expresar agravios < is. 364), el actoi 
manifestó que en atención al fallo de esta corte, dictado en el jui- 
cio de expropiación seguido por la sociedad Puerto del Rosario 
con la empresa .Muelles y Delitos de Comas, no insistía en la 
afirmación de que los terrenos aludidos eran del dominio público 
nacional, sostuvo, sin embargo, que procedía la ocupación de 
aqiiéi&S sin el requisito de la expropiación, con arreglo a los 
fundamentos del citado fallo; y en tales condiciones, no es bas- 
tante la modificación o cambio de fundamentos de derecho para 
d rechazo de la demanda. ( Fallos, tomo 1 1, pág. 460 y otros). 

Ouc >i en el caso sttb judkc concurrieran las circunstancias 
previstas en el fallo citado (tomo ni. pág. 197, considerando 
ió>. la nación o la empresa subrogada en sus derechos, habrían 
podido proceder a la ocupación de que se trata, no a titulo de pro- 
pietaria la primera, sino en ejercicio de ias facultades constitucio- 
nales de reglamentar el comercio y la navegación interprovincial 
e internacional, o presentarse directamente a los tribunales de- 
mandando a los que se opusieran a ello, sin necesidad de solicitar 
la intervenció:: de la provincia de Santa Ve. |H»rc|uc todo derecho 
lleva consigo la facultad de cmp'ear Iq$ medios legales para ha- 
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certo efectivo, y porque esto es independiente de! dominio en e! 
lecho del ri.> Paraná, de la validez de los (Rulos invocados por jos 
demandados, y de ia cuestión relativa a si la nación puede discutir 
en este juicio dicha validez, en concepto de 'ine la provincia de 
Santa F< conserva la propiedad de los terreno- .. no lian sido 
adquiridos legítimamente i>or aquéllos sus cansantes. 

One cuanto a! fondo, según el fnfonne .le! perito Kuergo 
(fs. 247 y siguientes), los terrenos pretendidos por la s., v -L-.la.l 
anónima Puerto de! Rosario, se encuentran fuera de la playa o 
ribera interna del rio Paraná limitada por la cota -f- 5.20 metros, 
íjfjlc SC fijó cu mil ochocientos ochenta y siete por el poder ejecu- 
tivo nacional en carácter de limite del lecho de ese rio y de las 
propiedades particulares, "como resudado <le las observaciones 
diarias de la altura dé la superficie del agita, tomadas desde el 
año mi! ochocientos setenta y cinco" < fs. 151 1. y tienen una su- 
perficie de ciento cincuenta y seis mil setecientos treinta y nueve 
metros, cincuenta y dos decímetros cuadrados ¡ 1 5<>7.V>.?^ m-'). 
I>e la superficie referida correspon len a la riliera externa catorce 
titil ochocientos noventa y tres metros, veinte dicimetros coa- 
drado-". 

Que aun cuando el perito \ in icnt 1 fs, 194 y siguientes 1 v el 
ministerio de obras públicas de la nación 1 fs, 186 a i.8g") } estable- 
cen que los mismos terrenos se encuentran niñeados ct1 >„ r „¡ 
totalidad dentro <le la playa interna de! rio Paraná, limitada por 
'a cola • 5.» metros, y que corresponde de ellos :t ta ribera ex- 
terna sea a 'a calle .le ril.era de 35 metros, una superficie de 
uní ciento -e-enta y ..dio metros, treinta centímetros cuadrados. 
CS 'le tenerse en cuenta, entre ..tra- .■¡r.-unstancias. que el perito 
nombrado reconoce que dentro de 1.., terrenos hay tres curvas 
con la misma cota + 5.20 ( fojas y *»), y qtie lia tomado 
como linea donde llegan las más altas aguas de! rio Paraná en 
sus crecientes ordinarias la linea P. S. T. Ü. del plano de fs. J07. 
inmediata a 'a linea occidental de la avenida llelgrano. limite dé 
las expropiaciones, en vez -le la /.. /: del plano de fs. 244, ,, : ,e. 
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Que (je la circunstancia de que entre «lidia linea P S T U 

rrL^íi Ü " ,Í>ma COta ."'" 520 hacia d ***** te- 
rrenos mas bajos que permitan la entrada de las aguas ( fe 200). 

no se desprende que esos terrenos formen parte de! lecho ( | c ! rio 

desde que no aparece del plano .1 fe 207 ni dice el ,>erito Vincnt 

que ambas lineas estén separadas por „„ a corriente «le agua que 

h . a ^ partc rtel r, ° y »o sea intermitente (art 2¿7¿\ código 
Civil lí^presando el perito HtiergO a Su vez. que "repuesta 'a ri- 
bera al estado en que se éncontrába el afío mil novecientos y tr¿ 
zada la homontal de cota -|- 5.20 mts., las aguas ño podrían i„. 
trar en este terreno por ningún puntó de toda la costa, corno no 
pueden hacerlo hoy por su frente y si por puntos situados fuera 
de la propiedad de los señores Pinero, Lacroi y González 

• 

Que carece también de inrpbrtancia el antecedente de que, a 
otar al informe «leí perito Vincnt. el lecho del Paraná se haya 
venido levantando con plantaciones artificiales (fe 200). toda 
Vez «|iic no se discuten en el caso relaciones de derecho regidas 
por el articulo .'570 del código civil, ni «le obstrucciones a la na- 
vegación. 

Que el fallo especialmente Citado por esta corte en el con- 
siderando dieciséis de la sentencia que se registra en e! tomo tu, 
paguia 197, se refiere a un muelle, construido jK>r el gobierno 
federal en tu rras apartadas «le la ribera v cubiertas permanen- 
temente por las aguas con hondura» «le cinco pies (170, V. S., 
U> : C, C A.. §83} ; y entre los fundamentos aducidos en esc 
fallo y ..tros de !«» tribunales norteamericanos para desestimar 
m indemnizaciones pedidas por los interesados» está el «le que 
el titilo sobre tierra bajo el agua no es tan completo v extenso 
como el trtnlo sObr* tierra firme que no tiene conexión directa 
«011 la navegación; que. por e l contrario, es un titulo restringido, 
simplemente técnico, sobre cosas «pie no están a la obsoluta «lis- 
posicion del propietario, como las tierras altas, y que , se subor- 
dina siempre al derecho público de navegar (fe 163). 
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Que las razones precedentes no sóíi aplicables a! inmueble 
dé ios demandados, ¡mes, aun cuando el clia do !a inspección ocu- 
lar, decretada |H»r e! juez de sección del Rosario, primero de 
Septiembre de mil novecientos cinco, el terreno estaba cubierto 
por las aguas, siendo la altura de estás 5.74 metros sohrc e! cero 
de la escala de las obras del puerto » fojas 17X vuelta y 1S1 >. ello 
fué deludo, sin duda, a la crecida extraordinaria del Paraná, de 
ese año i fojas 107 vuelta y 310 vuelta ) ; y por que no se halla 
separado de la playa, según reconoce en el piano de foja 1. 
firmado \u,r el señor ministro de obras públicas de la nación; 
que da como límite Este de los terrenos eon frente al rio Paraná, 
!a línea de riln-ra 11 orilla del rio, 18X4-1900 1 fojas 251 vuelta y 
352) ; tiene una capa humiícra. puede ser habitado y servir para 
la agricultura y pastoreo; como lo éoñsignia el misino informe de: 
perito \ ivent (tojas ÍQ9 y vuelta»; y aparece que. en efecto, 
vivía en él don C. Scherpe, ocupándolo a nombre de aquéllo?, en 
el momento de darse SU ¡>osesión al director de las obras del 
puerto ( fojas íg) ¡ podiendo agregarse, a mayor aitón lánnento, 
(pie del fallo de esta Corte, que se ha mencionado en el juicio, 
resulta que los caucante- de los demandados < foja* J.\J vuelta 
y otras!, habían venido po-eycndo los terrenos de-de antes de 
mil ochocientos cuarenta, y éstos habían sidó objeto de juicio* 
de deslinde y desalojo. < Tallos, tomo 68* pág. -|S>. 

Que, el hecho de que el inmueble estuviera expuesto a! avan- 
ce de la> aguas í fs. 199), o a quedar normalmente en parte bajo 
el agíia durante los meses de marzo y abril { fs. 07 vta. >. no lo co- 
loca fuera del amparo del articu'o 10 de la ley i8y, concordante 
con el articulo 17 de la constitución nacional, desde que 'a habita- 
ción, la agricultura y e! pastoreo aunque interrumpidos, recular o 
extraordinariamente, en algunas é|>oeas del año, representan in- 
tereses positivos, como lo representa el dominio de las telas suje- 
tas a inundaciones ; dr tal -suerte que no cabe decirse que el íitttjo 

de tos demandados sea meramente nominal. 

Por estos fundamentos. !os de los fallos del tomo 111. paginas 
ITS > "'7 > concordantes, Se confirma la sentencia recurrida 
de Ps¿ 40;. pop la C|üe se declara que debe proeederse, conforme :t 
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la ley dé la materia, a la expropiad/,!, «le los terrenos ocupados a 



los demandados; sin costas, en atención a la naturales; 
He las cuestiones debatidas. Notifiqnese con el orígi 
vanse debiendo reponerse los sellos ante e! inferior. 
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CAUSA CXL1X 



/:. £¿Wcí v ("/'(/. rw awtoí era /<r Aduana de la capital, por 
defraudación. Recurso de hecho 

Sumario : i.» Desconocido un derecho fundado en las ordenanzas 
de aduana, procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 48. I.o establecido en el articulo 4 de la iey 1055 se refie- 
re a los recursos ordinarios deducidos en causas criminales y 
no al extraordinario. 

-v lv qiie mediante falsas manifestaciones, introduce a 
plaza mercaderías sin alionar los derechos «^respondientes. 
iílCürré en la infracción prevista y |>cnada jx»r los arts. 959, 
10J5 y 1026 de las ordenanzas de aduana. 

3-° Lo establecido en el articulo 354 d c | as mismas ordenan- 
zas, en cuanto al modo como deben computarse las diferen- 
cias de faltas o exceso en artículos de peso, no es de aplica- 
ción en un caso en que la diferencia procedía de una falsa o 
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inexacta manifestación con la que se obtuvo el despachó 
las mercadería a ta plaza sin e! pago de (os derechos eo 
pendientes. 

( aso ; Lo explican las piezas * ¡guien tes: 



SKNTKM IA OKI. Jl'KZ I-KDI-RAL 

Bueno* Aires, Septiembre 22 de l» 

\ ¡stas y consideran lo: 

Qüc según la denuncia de fs. i (os señores Emiliano K-tra- 

da y Cia. han introducido a plaza. <in el previo pago de ¡os dere- 
chos corre<|x»ndientes, la cantidad de un mi: cuatrocientos ochen- 
ta y ocho kilos de tabaco habano, en la forma que se menciona en 
dicha denuncia. 

Qttc los aclames han reconocido haber factúra lo a depósi- 
to cuatrocientos diez y seis fardos con un peso de veintiún mil 
doscientos cuarenta y cinco kilos de tabaco habano. 

Que en distintos despachos parciales de importar Vi los se- 
ñores Emiliano Estrada y Cía. han introducido y tran*. ritió cua- 
trocientos catorce fardos de tabaco, queda ndo, como coi secuencia 
de estas operaciones, pendiente? para la cancelación de la factura 
de depósito, dos fardos de tabaco con un peso declarado de un 
mil quinientos Odfelitá y seis kilos. 

Que la verificación del peso efectivo de los dos fardos pen- 
dientes de la cancelación, de que dá cuenta el informe de fs. 4 vta. 
resulta que estos sotb tienen un j>cso de noventa y <x*ho kilos cu 
junto, lo cual acusa una diferencia do un mil cuatrocientos ochen- 
ta y ocho kilos de tabaco, que han sido introducidos sin el previo 
pago de los derechos respectivos. 

Oue la exigencia dé esta diferencia lia sido, j>or otra parle, 
expresamente reconocida |*>r tos apelante* en su declaración de 
fs. 5 vta. 
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Oue. por conscientes los extremos de !a denuncia de fs. i 
están plenamente comprobáis en el presente «aso* ptiestó qué re- 
sulta evidenciado qttc> mediante falsas niani testaciones, 'os seño- 
res Kmiliaiiit letrada y Cia. han introducido a plaza !a cantidad 
de nn mil cuatrocientos odíenla y ocho kilos de tabaco habano, 
síií haber pagado los derechos correspondientes. 

Que, la circunstancia de haberse hecho abandono de los dos 
fardos en cuestión, contribuye a erroborar la existencia «le las 
irregularidades que aparecen mediando en las operaciones realiza- 
das con motivo de despachos parciales, sin que pueda aceptarse 
la defensa de ios recurrentes que pretenden justificar dicho aban- 
dono, atribuyéndolo a un olvido. 

Oue, el hecho comprobado en estos autos constituye una in- 
fracción prevista y penada por los arts. 959, 1025 y 1026 de las 
ordenanzas de aduana. 

Por estas consideraciones, y de conformidad con lo dictami- 
nado |M>r el señor procurador fiscal en su vista de fs. , resuelvo 
confirmar, con costas, la resolución apelada de fs. . Xotiíi- 
Muese con e! original. rej>ón»ase el papel, y en su oi>ortunidad de- 
vuélvase este expediente a la aduana. 

Miguel lattius. 



SKXTI-XCIA |)K I.A CAMARA I'KDI-KAI. 

Bueno* Air«. Mayo 18 de 1912. 

V vistos, y resultando: 

t.° Que don Rmiliano Estrada, en noviembre 20 de 1905, pre- 
sentó la copia de factura a depósito núm. 11.631 por 416 fardos 
tabaco haba.io con 21.245 kilos. La planilla de fs. 16 comprueba 
el giro dado a los 416 fardos, los cuales fueron despachados un? 
parte |>or F>tnu¡;\ transfiriéndose la otra a Estrada y Cia. Lss 
planillas 15. C. D. f s. 7, 8 y 9, expresan las operaciones prafctira- 
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ila> por Estrada y Qia. respecto <le los fardos que se tra isííricr* i. 
En enero 4 de 1908, Estradá y Cía. renovaron el deposito por ;4 
fardos con *i8ó kilos, habiendo operado, con respecto a este efe- 
pósito en la forma siguiente: 

En enero 13 de tggft Estrada y fia., pidieron a despacho i¿ 
fardos con («00 kilos, después de lo cual suspendieron toda opera- 
ción aduanera, En consecuencia, permanecieron en aduana 'Jo- 
fardos de tabaco, sin que en tiempo alguno se pidiera para elí »i 
renovación de depósito; y quedaron sin cancelar 1586 kilos ¡,-e 
habían salido sin payar impuesto. Si a los dos fardos que queda- 
ron en aduana sin qtíe se renovara el depósito, se les adjudica un 
peso de 98 kilos, según la computación del jefe de depósitos, 
tendrá que lo qíie realmente se ha extraído sin payar derecho*, 
son i4«« kilos. 

j." Que, Estrada y Cia. sostienen que en todas las operaciones 
de aduana que kan practicado con los fondos que les fueron trans- 
feridos han procedido de acuerdo con las ordenanzas, por cava 
causa corresponde que los tribunales de justicia dispongan qev 
los autos vuelvan a la aduana para que ordene la cancelación (h 
copia -i procede, y formule liquidación >obre los derechos qite 
puedan adeudarle. 1.a firma denunciada invoca en apoyo de sus 
conclusiones lo dispuesto en los artículos .267. ¿68, >jj. 270 a 2^0 
de las ordenanzas de aduana; Expresa, además, que según los ar- 
tículos 303 y 3 ro de las ordenanzas tic aduana, el depósito solo es 
admisible |H>r dos anos, pudiendo renovarse indefinidamente. 
(Jue el articulo 309 tic las ordenanzas determinan como debe pro- 
ceder la aduana respecto de las mercaderías depositadas, cuando 
ten transcurrido treinta días después de cumplido los dos años 
del dc¡>ós¡to. sin que este se haya renovado; que la aduana, res- 
pecto de los fondos cuyo depositó no se renovó no ha cumplido 
con las obligaciones impuestas por el art. 309 citado, sin haber>e 
encontrado entonces en condiciones de determinar si hay o 
diferencias punibles; que no puede formular reclamo algún-, 
mientras la copia o depósito tío se baya cancelado en legal forma ; 
ijué la renovación tic depósito no es obligatoria para e! comer- 
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cjantc sino meramente facultativa; que existiendo aun mercade- 
rías de aduana na l.ay base lega! para afirmar que exista una di- 
ferencia en mas o en menos ; que los arts. 345 y siguientes deter- 
minan os requisitos que del.cn observarse para la introducción de 
mercaderías a plasa; qiic el caso actual debe resolverse de acue - 
do con el articulo .,54 de las ordenanzas de aduana, conforme 
con o] fallo de la suprema corte, tomo 04. pág. 8?. 

No obstante estas defensas, la administración de la aduana lia 
impuesto a Estrada y Cía u«a multa igual a! valor de los 1 4 SS 
kilos de tabaco extraído sin abonar derechos, siendo dicha resc 
• Ilición confirmada por el inferior. 

Contra dicho fallo Kstrada y Cia. interpusieron | os recursos 
de nulidad y apelación. 

Y considerando en cuanto a !o primero: 

«Jne no hay vicio alguno ni en el procedimiento ni en la for- 
ma de !a sentencia que induzca su nulidad por lo cual no se hace 
lugar a dicho recurso, articulo 5 o<, código de procedimientos crÉ 
mínales. 

Y considcramlo en cuanto al de apelación: 

1." <Jue la cuestión a resolver es si Estrada v Cia. han come- 
tido una infracción o si han procedido legalmente al declarar 11 
lardos con 21», kilos; si han tenido derecho de retirar 12 fardo, 
declarándolos con (00 kilos, y dejando indefinidamente sin reno- 
var 3 tardos con un cargo de 1488 kilos de tabaco extraído in 
pago de derechos, y si procede en consecuencia, que vuelvan lo- 
autos a la administración de la aduana a los efectos solicitados 
por la firma denunciada. 

Qtle Estrada y Cia. citan en apoyo de sus pretcnsiones los 
arts. 267 a 280 de las ordenanzas. Dichos artículos tratan de los 
requisitos que dfeben llevarse para documentar a depósito mer.-.- 
denas imputadas y poca o ninguna función desempeñan en 1¿ so- 
lución de la presente litis. 
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Los denunciados invocan insistentemente e:i su favór, es jir- 
ticulo 3Ó9 (le las ordenanzas* afirmando que |»»r no haber cum- 
plido la aduana con dicho articulo, no se ha hallado en situación 
«le establecer si hay o no diferencias punibles, no habiendo podido 
formularse ningún reclamo por no ¿Star cancelada en legal forma 
*a copia de factura a depósito. 

El articulo 309 citado dispone que a los treinta dias de .* Ti- 
plidos los dos años del depósito, se pubücarán avisos para qu : los 
interesados saquen las mercaderías o renueven él depósito y qu-: 
pasado el término de los avisos, sin reclamo alguno de parte cíe 
los interesados, se rematarán las mercaderías depositándose su 
ItnpOrte |K>r cuenta de los interesados, después de deducido. 
derechos de entrada, almacenaje y eslingaje, etc. 

K>te articulo, supone; sin duda, que las operaciones de adua- 
na, practicadas por el comerciante han sido regulares, pues en él 
se establece que él importe de la renta se dejn»sitará por cuenta 
de los interesados, previa deducción de derechos. Los efectos re- 
matados han dado. pues, un precio suficiente para cubrir los «¡ere. 
chos, quedando aún un excedente que pertenece al comerciante, 
lisa no es la situación de que en autos se trata, pues si se hubieran 
rematado los dos fardos, su precio no habría bastado para 
brir los derechos adeudados por mil cuatrocientos ochenta y 
ocho kilos de tabaco ya extra idos sin pago de derechos, y para 
abonar e! almacenaje, etc. 

Sin necesidad de la subasta, puede, pues, afirmar-e que los 
dos fardos dejados |>or Kstrada y Cía. no dan un valor suficien- 
te a cubrir lo que adeudaban. 

Si el articulo 309 im¡>one a la aduana obligaciones que de- 
bió observar, de su falta de cumplimiento no -e sijjue qué l*%tra- 
da y Cia. hayan quedado exentos de tuda re*|x>nsabilidad. en el 
supuesto de que haya habido infracciones cometidas ]>or <n parte, 
puc- la falta de un empleado no excusa la infracción consumada 
por un particular. 

Corrcs|>onde examinar >i Kstrada y Cia. han procedido en 
cutera regularidad. 
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Afirman que la renovación del depósito es simplemente fa- 
cu tat.va, y que, por tanto, ningún cargo puede hacérseles por la 
taita de renovación. 

Esta afirmación puede admitirse e:i el caso de que el carner- 
eante ha practicado operaciones de despacho abonando los i,,,, 
puestos correspondientes ■ cuando la omisión de la renovación 
de! deposito no es susceptible de l*rjudicar la renta • cando esa 
omisión no se presta a! encubrimiento de una extracción dé mer- 
caderías practicada sin el correspondiente abono «le derechos; 
pero e«> no es la situación de Estrada y Cía. en estos autos. 

Desde luego, esta firma hizo una renovación de dejwsito en 
huero 4 de 1908. declaración inexacta, falsa. |,or cuanto los 14 
lardus teman sin duda un peso mucho menor, de lo cual ios de- 
clarantes tenían pleno eon.x-imiento. Con e<a declaración se po- 
nían a cubierto del pago inmediato de! tabaco que habían extraí- 
do hasta entonces sin abonar derechos. 

Hecha esta renovación de debito pidieron a despacho 12 
bultos con 600 kilos, de-jando dos fardos. 

liste pedido de despacho contenía otra falsedad. Si los 12 
bultos tenían de peso <wo kilos, resultaba que los dos fardos que 
quedaban en de-JÓsito debían contener 1.580 kilos, lo que e* ab- 
surdo. Si pidieron 12 fardos con 600 kilos para pagar impuesto 
solo por esta cantidad, dejando sin 1 bonar el impuesto adeudado 
hasta entonces a sabiendas, y dejando en depósito dos fardos, 
con un peso de 1.580 kilos. lo que los declarantes sabían que era 
completamente inexacto. En esa situación, les correspondía a los 
interesados regularizarla, para ¡o cual, ia renovación del depósito 
y la corrección de sus operaciones aduaneras no podía ser acto 
simplemente voluntario, sino un procedimiento necesario por- 
que la om.sión en esc caso, la falta de requisito, las anteriores de- 
claraciones inexactas hechas a sabiendas, colocaban al fisco en 
condiciones de sufrir una diminución de su renta, y entonces 
para que esto no ocurriera, Estrada y Cía. debían presentarse y 
.iqiudar el depósito, cancelar sus operaciones mediante e! abono 
«le lo adeudado; Desde Enero 13 de 1908. Estrada y Cia. se ca- 
llaron, dejaron en el abandono un depósito insignificante; y ha 
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.sido necesario que la aduana, después de más cíe tres años, vejiga 
a recamar contra Errada y Cía., para que estos comparezcan 
sosteniendo que sus operaciones anteriores han >¡do irreprocha- 
bles. Si ella- hubieran pasad.» desapercibidas para la aduana, la 
renta fiscal se habría perjn libado indudableane Me. y entonces 
serian de estricta aplicación articulo.- róag y tosÓ de las or- 
denanzas 

Los denunciados manifiestan <pie existiendo aun mercade- 
rías ,n la aduana, no hay base legal para afirmar que existe lina 
diferencia en más o en menos. Ksta afirmación es desprovista de 
fundamento. Si hay en aduana clos ían|o> de tabaco con 1.5S0 
kilos y resuiu que no se han pagado derechos por 1.4X8 kilos, 
no se explica cómo puede afirmarse que no existe base legal para 
determinar que hay una diferencia -obre ¡o q llc no se ha alona- 
do derechos. 

2? 0«€ dcrtltndados invocan, en apoyo de sus pretensio- 
nes, el articulo 354 de la. ordenanza-. K> cierto (pie. según ése 
articulo, las diferencia- de peso deben computarse por el total 
que resulte ele una partida, y no jxir el de tos despachos parcia- 
les, a menos que se haya manifestado el peso de cada bulto repa- 
radamente; pen» este articulo debe aplicarse cuando todas 
operaciones y diligencia- que practique el comerciante de cal 
rrtódp correctas que no sea posible que el fisco se perjudique en 
su renta. 

Si e: comerciante hace -uce-ivamente >n> despachos y reno- 
vaciones;— si retira su mercadería sin omitir ninguna formali- 
dad, en tiemiw» propio. _ S e comprende que la liquidación se 
haga sobre toda [a partida y no sobre cada bulto: pero cuando se 
quiere hacer >ervir este articulo para excusar hechos y omisio- 
nes o falta- de requisitos que. a haber pasádó desa]>ercibidos, hu- 
bieran perjudicado al Rscó, no o admisible que se de a dicho ar- 
ticulo el alcance y aplicación «pie pretenden I- -irada y Cía. 

Permanecer durante tres años sin renovar un clepósilo, síñ 
retirar una mercadería, sin cancelar una factura y abonar e! im- 
puesto impago hasta entonces no es un procedimiento que pue- 
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ca<o v el présenle " ' ' ' ^ ese 

Si un funcionario público falta a sus deber* • 
cobro quede nulo terminadb IZ'i f , T qn . e c °" el 
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Si el procedimiento observado por Estrada y Cía. fuera 
arralado a derecho, resultaría que la ley misma habría organi- 
zadd un sistema propio para perjudicar la reñía, pit£s los comer- 
ciante- declararían los bultos de sus mercaderías con un peso 
único, las retirarían |*>r medio de despachos parciales y aban- 
donarían, gil final, los otros bultos, dejando sin pagar una parte 
más o menos importante de derechos, hasta que !a aduana, pron- 
to b tarde o nunca, hiciera el cargo debido, sin reparo alguno. 

Por estos fundamentos, y los del fallo apelad? de f>. 44, se 
confirma, con costas. — Xotiíiquese. repóngase el sellado ante 
c! inferior y devuélvase. 

Daniel Goytia. — Angel IK Rojos. — . Í11- 
¡fel Pcrreirá Cortes. — Agustín tfr- 
dínmain. — Han A. Garfia. 
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Buenos Airea. Abril 5 de 1013. 

ÁftltOS y v ¿sto> : 

121 recurso de hecho por apelación denegada interpuesto por 
tes señores K. letrada y Cia. contra la sentencia pronunciada por 
la cámara federal de apelaciones de la capital en la pudente can 
sa seguida con el fisco, sobre defraudación. 

Y considerando;: 

Que, desconocido el derecho que los apelantes han pretén- 
dido fundar en las ordenanza- de aduana invocada' en el escrito 
de fojas 22. procede el recurso extraordinario autorizado por e' 
articulo 14 de la ley número 48, 

One lo establecido un el articulo 4. de la ley número 7055. 
se refiere a los reenrso* ordinario, de lucidos en cansas crimina- 
les y no al extraordinario de que se trata en el caso suh judicc 
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s i s rsása m ¡* ***** £ 2¡sss 

í'^nlíf ^ CS (,C a,>I¡Cación cn *> caso ,x>r cuanto ™ 
«Jo por c 5ta cric. ( Fallo.., toa» 98, ,ág ¿jj). ' * ""^ 
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Que. no es tampoco de aplicación lo establecido por está 
corte en la causa recordada, que se registra en e! tomo 04. pági- 
na 83, de la publicación de sus fallos, pues, la diferencia entre 
dicha causa y la presenté, ha sido bien establecida en la sentencia 
recurrida. 

Por ello, y sus fundamentos, se confirma la sentencia de fo- 
jas 63, en la paite que ha sido materia del recurso. — \ ! otifiquc- 
sc original y archívese, devolviéndose los autos principales al 
tribunal de su procedencia, con testimonio «le esta resolución.— 
Repónganse las fojas. 

.\. kkkmkjo. — XuANoM c. mi, 

Solar. — M. p. Par\ct. — 

n. e. Pai.m io. — Q López 

CÍVBÁJí ILLAS. II). 



CAUSA CL 



Bono Hipotecario Nacional cotota la swsióu de don Uní/anuo 
Araos, f>or cobro de pesos 

Sumario : En razón de que los prestamos del Banco Hipotecario 
Nacional deben hacerse en escritura pública, las cuenta- del 
mismo no están comprendidas en el inciso 5.". articule ry 
del código civil. 

Caso; Resulta del siguiente: 



*^^«S^n^ r %XiLS l ^S l t?^SS£f e hecho «íeducMo P*rE. Estrada 
Ev«H«te f No 11 Aí, " n " de " CapUal * Qbn *WmW & I» rent." 
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Buenos Ai reí. Abril 5 de 1913. 

fistos y considerando: 

Jfjte el recurso extraordinario interpuesto se funda en qué 
se ha desconocido en la sentencia de la suprema corte de Tucu- 

áncia Sffifí ,n f I ,,, " entOS Poicos q „e revisten .as cons- 
tabas de los libros . del '.anco Hipotecario Nacional derivado 

f f m tle s " t T eanon numero l8 °4- < Resolución de esta corte 
'le fojas 23 y fojas 483 de los autos principales). 

Que. con arreglo a lo resuelto por esta corte, el Banco Hipo 
tecano Nacional se gobierna en sus operaciones con independen- 
cia «le la admimstracion general del país y sus préstamos deben 
hacerse en escritura pública. por lo q„ c | as cuentas del estableci- 
miento no estar, comprendidas en el inciso 5. articulo 979 del có- 
digo civil. ( Fallos, tomo 66, pág. 27), J7J 

r„Hv?!l e . la . n " Sr í a !f f rCÍOrmaS ÚÓra ' 8 '? 2 «>Io da fuerza eje. 
altiva a la .qutdacon de los créditos personales por saldo adeu- 
dado, cuando va acompañada de la escritura de obligación hipo- 
tecaria, (art. 49 m fine y art. 72, inciso 2.", lev 8172) . 

Por ello se confirma la sentencia arlada en la parte que ha 
podido ser materia del recurso extraordinario interpuesto. Archí- 
vese y devuélvanse los autos principies con testimonio de esta 



A. Bermejo, — Nicanor G. DEfc 
SotA*. — M. P. Daract. — 
r>. R. Palacio. — L. tÓPKZ 
Caiia.mm.as. 
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CAUSA CLI 

Parrmio. Baranda y Cía. en autos con la Aduana de tú capital. 

sobre fago de ana fianza 

Sumario: i." Es tina cuestión de hecho, y i>or lo tanto ajena al 
recurso extraordinario del artículo 14. ley 48, la de si !o que 
se cobró a los recurrentes son derechos o impuestos fiscales, 
como lo establece la resolución apelada, o si en el cobro se 
comprendieron sumas provenientes de delitos. 

2/ Kl cobro de rentas fiscales no puede ser obstaculizado 
¡x>r los particulares con excepciones o defensas opuestas an- 
tes del pago, a menos que esas exee|>cioncs o defensas estén 
cs|>ec-¡ahneutc acordadas por la ley. 

3. Xo procede el recurso de apelación para ante los tri- 
bunales de justicia contra una resolución dictada por la ad- 
ministración de adema para hacer efectivo el cobro de una 
suma adeudada jx.r concepto de impuestos aduaneros. 

Caso: I.o explican las piezas siguientes. 



SENTENCIA DKL JUfó FWKRAT. 

Bue«o« Aires. Octubre 18 de 1011. 

Vistos y considerando: 

i.° CJne el presente recurso de hecho ha sido deducido ¡>or los 
señores Parrado. P.aranda y Cia. por habérseles negado ante la 
aduana la ablación interpuesta contra la resolución administra- 
tiva ile fs. 16 ¡>or la que no se hace lugar al levantamiento de la 
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orden de detención o siispcnsipíi de los despachos de la cilada 
firma, decretada j>or la administración de aduana como medio de 
hacer efectivo el cobro de la .suma de ? %30l.j3 que están obli- 
gado* a pagar como fiadores de los desechantes Modcrnich y 
Xovaro. y que no acepta igualmente la consignación de los 3.000 
pesos que los recurrentes estarían dispuestos a abonar, por las 
razones que se exponen en el escrito «le fs. 9. 

2." (Jue. Segím lo dispuesto en el artículo 1063 de las orde- 
nanzas de aduana y lo resuelto constantemente por la jurispru- 
dencia federal, sólo procede el recurso de apelado» contra Jas 
resoluciones que dicten los administradores de aduana, cuando 
estas tengan carácter penal. (Véase fallos de la suprema corte, 
tomo 63, pág. 415; tomo 65, 159). 

3? (Jue no teniendo ese carácter la resolución administrativa 
que fia motivado él presente recurso e importando, flor el contra- 
rio, la reclamación deducida por los recurrentes el ejercicio de 
una acción de carácter puramente civil, éstas no pueden paralizar 
los procedimientos de la aduana por medio de un recurso de ape- 
lación que para tales casos 110 está autorizado |x>r la ley, sin que 
esto quiera decir en manera alguna que el derecho que pudieran 
tener los reclamantes quedaría sin protección judicial, toda vez 
que está marcado en las leyes comunes el procedimiento a seguir- 
se en estos casos. 

4 " £>"e. i»or consiguiente, y aún cuando se aceptara que en 
estos casos procede también e! recurso de apelación, él no habría 
ludido traerse ante este juzgado que ejerce solo la jurisdicción 
crimina! y que es incompetente para conocer en asuntos de natu- 
raleza civil; 

Tor estos fundamentos y las consideraciones aducidas por el 
señor procurador fiscal, en su vista de fs. , este juzgado se de- 
clara incompetente para conocer del presente recurso, con costas. 
Xotiíiquese con el original, repóngase el papé) y archívese. 

Jan tus. 
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PALLO DK LA OM AKA FEDERAL 

Buenos Aires. Diciembre 7 de 1911. 

Y vistos éstos autos tic los que resulta : 

i." Que los comerciantes Parrado. Baranda y Cía, se presen- 
taron en queja ante el inferior, contra el acliilinistrádor dé la 
aduna de la capital, por haberles negado el recurso <lc apelación 
que dedujeron en debida ojiortimidad contra dos resoluciones, en 
los expediento muii. 170 y núm. 171. de la letra P. acumulados, 
en mérito de haberse ordenado en el primero de ellos el remate 
de mercadería- de mi propiedad, existentes en los depósitos fisca- 
les para cubrir una deuda de S 50.391,53 de los señores Moder- 
nich y Xovaro. liados de los compareciente- durante c! año 
1010; y j>or haberse rehusad... en el segundo, la cohsignacióh 
ofrecida ¡>or los recurrentes de la cantidad de S ¿.ou.i oro. máxi- 
mun de la fianza que según cRós habían prestado a lo- términos 
del art. 37 de ia ley de aduana vigente. 

2: 1 Que instruido el recurso por todos mi- trámites, ci inte- 
rior ha dictado el auto de ís. 2S vta. estableciendo que según lo 
dispuesto en e! art. 1063 de las ordenanzas de aduana y lo resuelto 
por la jurisprudencia federal, solo procede el ráCUrso «le apela- 
ción contra las resoluciones qué dicten los administrador!'* de 
aduana cuando éstas tengan carácter penal; que la- resoluciones 
administrativas de que recurren Parrado, Baranda y Cía, tío tie- 
nen carácter condenatorio, por cuy.» motivo el inferior se diván» 
¡nconi]K'tentc para conocer del rccur>o entablado. 

Este auto ha -ido apelado de tos recurrente* : 
V considerando: 

1." Que en lo relativo al cobro de la cantidad de § 50.391,53, 
resulta que e-ta suma, según los propios reclinante-, procede de 
impuesto* que adeudan lo- señores Modernich y Éovaro. de 
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quienes se constituyeron fiadores. Xo habiendo los deudores abo- 
nad.. !<,s impuestos aduaneros «me debían, (a administración de la 
aduana procedió contra los fiadores, conforme a los arts. 45 a 4J 
de la ky de aduana, y 170 a 176 de las ordenanzas, embargando 
mercaderías de su propiedad existentes en los depósitos de adua- 
na. Los fiadores, en el caso en cuestión se encuentran coloca.los 
en la misma situación qtie los deudores prineipaies respecto a la 
obligación de abonar los impuestos aduaneros; v unos v otros no 
Pf <lcn V™\u;n los cobros hechos por la administración de la 
aduana, interponiendo recursos ante los tribunales de justicia. 

pl caso de una deuda jn.r impuestos, debe abonarse sin más 
tramite, sin perjuicio de las acciones que c>rres]>onilan en la for- 
ma y contra quien haya lu<;ar. Suprema corte, tomo 82. pág 86 
°' I,r " ,,c ri '" ,as "o l»«cdc ser obstaculizado por los 

particulares con excepciones o defensas opuestas antes del pago: 
a menos que esas excepciones o defensa^ estén especialmente 
acordadas por la ley. 

El cas., sitb judicc. versa sobre procedimientos ¡levados 1 
cabo ,H, r la administración de la aduana de la capital para hacer 
efectivo el cobro «le una suma adeudada por impuestos ,1c adua- 
na: y en tal s¡t ltac ¡ón sigúese que la apelación denegada lo ha 
SJdO con arreglo a derecho, y que en consecuencia no es proce- 
■ ente e recurso de hecho traído ante los tribunales de justicia 
|>or no tratara de una resolución ,,ue impone pena. art. 1063. 

->.- One Parrado. Baranda y Cía. en apoyo del recurso de 
Hecho traído ante el inferior, han invocado diversos failos de !a 
justicia federal ; pero del examen de cada uno de los casos cita- 
do, resulta que no guardan analogía con el de que se ocupan los 
presentes autos. 

Desdo luego, ninguno de los casos mencionados por los re- 
currentes, y en (os que se declaró procedente el recurso de apela- 
ción para ante la justicia federal, se ha tratado de someter ai co- 
nocimiento de esta las resoluciones administrativas de la aduana 
dictadas para hacer efectivo e! pago de impuestos aduaneros 
adeudad 
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En el caso tic Levaliuis-I'ugÜcse, es cierto que !;i aduana 
procedia contra el fiador Pilgüese, pero no !o hacia por el pago 
de impuestos, sino para hacer efectiva una inulta impuesta a Le- 
vailois. -El fiador Pugliese intervino en la causa sosteniendo que 
dada la época en que había prestado ia fianza y la en que se ha- 
bía consumado la infracción, no estaba obligado al pago de !a 
multa a que fuera condenad*» Levallóis. Se vé pues que so tra- 
taba de una condenación; y en esa virtud Pugliese pudo defen- 
derse ante tos tribunales de justicia, ocurriendo ante ellos por la 
vía de apelación. Art. 1063, ordenanzas de aduana. 

En él caso resuelto por la suprema corte, en -11 sentencia 
publicada en el tomo 47. pág. 296 fí? SU* fáHos* no es tampoco 
aplicable en los presentes autos. Dicho fallo resuelve, en tesis ge- 
neral, (|üé de los procedimientos dé la administración dé la adua- 
na, debe recurrirse ante ella primeramente, y que no deben traer- 
se directamente ante los tribunales de justicia; pero de esto no 
se sigue que necesariamente sean apelables ante dichos tribuna- 
les las resoluciones de la administración de la aduana sobre de- 
tención, orden de venta y ejecución e:i pública subasta de merca- 
derías embargada* para hacer efectivo el pago de impuestos de 
aduana, todo, de conformidad, con los artículos 45 a 47 de la ley 
de aduana, y artículos too a 184 de las ordenanzas. 

Del análisis circunstanciado que se haga «le los demás caso, 
citados por los recurrentes resulta procedente la apelación de- 
ducida para ante tos tribunales de justicia; pero en ningún») de 
Cllós se ha recurrido contra actos de la administración de la 
aduana dictados en el procedimiento (pie !a ley autoriza seguir 
para el cobro de impuestos. 

X tjtte es igualmente inapelable la resolución de la admi- 
nístraoot] tíe la aduana en :a que no hace lugar al levantamiento 
de la suspensión de los despachos ijc los recurrentes ni al pago 
ofrecido de S $000 Oro, importe a que, según ellos, asciende su 
responsabilidad cuino fiadores de Moderiíich y Xi»varo. 

La suspensión del despachó §5 una medida puramente ad" 
mihistrativa que? como el rechazo del ofrecimiento de lOs 3.000 



DE JUSTICIA DE m NACION 



399 



pesos oro en cancelación «le la obligación «pie como fiadores in- 
cumbe a los recurrentes, no tiene carácter condenatorio v no es 
entonces recurrible, según él articulo 1063 de las ordenanzas de 
¡"luana. 

Fof estos fundamentos, los concordantes «le! auto apelado 
<le fs. 2H vuelta, y de acuerdo con el dictamen fiscal «le fs 34 
se confirma dicho auto, con costas. — Molifiqúese* devuélvase 
y repóngase el sellado ante el inferior. 

jgMMn Urdinarrain. — Ángel P. Ro- 
jas. _ 4„ gel ¡r¿ rn¡ni Cortés. — 
Juan A. Garda. 
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Vistos y considerando: 

(Jire el recurso concedido p«>r el auto de fs. 31, es el extra- 
ordinario «leí articulo 6.", ley 4055 y correlativo" «le la ley nú- 
mero 48. * 

Que esto sentado, no correspon.le entrar en el examen de si 
<• que cobra a los recurrentes son derechos o impuestos fisca- 
les, como lo establee la resolución de fs. 37. autos principales, 
si en el cobro Se comprenden sumas provenientes «| c de'üos 
l«>r<,uc este punto de hecho es ajeno a la materia propia de! re- 
curso extraordinario mencionado. 

Que en la memoria de fs. 36 obsérvase que la deuda cobrada 
proviene de cargos por documentos «pie han sido adulterados • 
que las planillas se han hecho a cálculo, valiéndose de los parcia- 
les que ninguna fe merecen, ,x»r no contener las firmas «le los 
vistas o guanlaalmacenes ,, llc intervinieron en los despachos • que 
no ha podido procederse entra los allantes sin «pie existiera 
letra o documento firmado |>or los mismos, como fiadores, o sen- 
tencia que declarara deudores morosos a los principales obligados 
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Mudcrnich y \o\aro; que !:i fianza otoñada, era a favor de* los 
últimos en su calidad de importadores, y iiu de despachantes; <¡u<e 
dicha fianza se limitaba a la -urna de tres mil pesos oro sellado, 
agregando que a entenderse ilimitada seria contraria a la consti- 
tución nacional, y que el poder ejecutivo ha solicitado del hono- 
rable congreso la .supresión de la última parte del art. 37 de la 
ley numen» 4&3$ 

Que tales defensas, cualquiera que sea su mérito, encamina- 
das a suspender la acción administrativa y prescindiendo de la 
oportunidad en Que algunas de ellas se han planteado, no han 
podido traerse ante tribunales fedéralo para su solución de- 
finitiva sino después de satisfechos I*»** derechos que la aduana 
sostiene se adeudan al fisco; y mediante c] ejercicio de una ac- 
ción distinta de los recursos de apelación que acuerda el articulo 
I063 de la- ordenanzas contra las condenas j>or contrallando, de- 
fraudaciones o contravenciones, según |ó establece acertadamente 
la sentencia recurrida, y resflka, además de acuella dis|>osieHm, 
de los art>. 173 y 174 de !a> ordenanzas, que determinan el trá- 
mite que debe Seguirse ante la aduana respectó dé deudores mo- 
rosos o sus fiadores, conforme al art. 47 de la ley citada numero 
4933» >' <fel articulo 175 de dichas ordenanzas, que sóio da inter- 
vención a los jueces en los cobros de impuestos cuando no exis- 
ten mercadería- en tos depósitos de aduana. 

<Jue es innecesario. |h.r no hacer al cas,» sub ¡ndice entrar a 
decidir si fuera de las circunstancias previstas en el citado ar- 
tículo 1063 y no tratándose del cobro dé impuestos, puede >er 
admisible la apelación ante los tribunales federales entra reso- 
luciones administrativas que sé pretendan lesivas de derechos 
amparados por 'a constitución y leyes comunes <» las mismas 

ordenanzas. 

Que el antecedente- de que la administración 'le la aduana de 
la capital haya vendido en remate parte de las mercaderías em- 
bargadas a Parrado. liaranda y Cia. y depositado su importe a la 
Ótden del juzgado federa!, a e-tar a ÍO que se afirma en el escrito 

de t». 53, no ¡m|x>rtarta por -i solo el reconocimiento de la eonv 
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Por estos fundamentos v su< concordárifí.* - r 



A, Bkrmbjo. - M. p. DARAct. ~ 
l>. 1£. /'alacio. 

E* «K^^ 'le .......lanK-ntos: X„,x,« Q¿ DBt S..,., R . 

üisiDB.veiA m nM.wii-.vros 

Bueno» Aire*. 8 Abril d.- 1013. 

\ ¡stos y considerando: 

Que la resolución de míe <r trit-. 
condiciono i„.! ica(ia , ' f l ? , . ' no 86 e *f»rtra en la S 

' "' liv - I»™ que proceda contra ella 
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apelación para ante la justicia nacional, puesto que no reviste el 
carácter de una decisión condenatoria, sino, simplemente la re- 
clamación <lel pago de derechos adeudados al fisco, como queda 
dicho y resulta de los antecedentes de la causa, relacionados en 
la sentencia apelada. 

One. por lo que hace a la suspensión del despacho impuesta 
a los recurrentes y al rechazo de la suma ofrecida como cance- 
lación de las obligaciones que tienen contraídas como fiadores, m 
también una resolución meramente administrativa que no tiene 
el alcance y carácter penal que pudiera autorizar su revisión poi 
la justicia federal, desde que no hay ley que lo autorice, i Fallos 
citados). 

Que. por consiguiente, la interpretación que en este sentido 
se ha dado en la sentencia pronunciada por la cámara federal de 
apelaciones a fs. 37, es la que corresponde y la que se ha estable- 
cido por esta corte. 

Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor procu- 
rador general, se confirma la sentencia de fs. 37, en cuanto ha 
podido ser materia del recurso. — Xotifiqu&e original y archí- 
vese, devolviéndose los autos principales con testimonio de esta 
resolución. — Repónganse las fojas. 

Xicaxor G. bet Solar. 
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CAUSA CLII 

Criminal, contra 




Por lesiones. 



Sumario: Es improcedente un recurso extraordinario del artícu- 
lo 14, ley 48, basado en !a violación de la garantía constitu- 
cional sobre la defensa en juicio, si tal violación resulta, se- 
gún el recurrente, de habérsele juzgado poniéndose en prác 

«¡Ak^cw? 108 " Ul °b (|UC ÍUCr0n a, "? lia, " cntc lm W 
Caso : Lo explican las piezas siguientes: 

■ 

DKTAMBX 081 Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero 30 de 1913. 

Suprema corte : 

El recurso de <,ueja inter,>uesto ante V. E. por el defensor 
del procesado Aybar. es improcedente por cuanto la apelación 
que acuerda el articulo ,4 de la ley 48 es inaplicable al presente 
caso, sentenciado por la excelentísima cámara federal de U 
Plata en ultima instancia. Ninguna cuestión de las que autoriza 
el mencionado recurso ,1c apelación extraordinario se ha presen- 
tado en estos autos : el proceso se ha substanciado y fallado con 
arrezo a disposiciones de los códigos penal y de procedimientos 
penal, y es sabido que 110 puede ser materia del recurso del ar- 
ticu.o 14 la aplicación e interpretación de dichos códigos 

La violación que se alega de la garantía contenida en el ar- 
> 18 de la constitución nacional carece también de funda- 
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mentó, pues Aybar ha sido condenado después de haber ejercido 
ampliamente mis déredios Úé iteferisa en primera v segunda ins- 
tancia. 

A mayor abundamiento, agregare que él recurso extraordi- 
nario no ha sido fundado, eoin.» exige el articulo 15 de la ley 
numero 48. y que el presente caso no está comprendido dentro 
de lo que enumera el articulo 3^ inciso 5. de la ley 4055. 

Pido a V?, É. se sírya rechazar el recurso deducido ordenan- 
do la devolución dé los autos a su procedencia para que se cum- 
pla la sentencia apólada, 

Julio Boíct. 



r\!.l.o DE t.A CORTK SÜPKKAÍA 

Buenos Aires. Abrí! 10 de 1013. 

y * isU ? s 4* ""vja. ppr apelación denegada, interpuesta 
por don l-ranci-co Uk.r Solirtcasas, contra sentencia de la cá- 
mara federal de La mata, que lo condena a sufrir la pena de nue- 
ve mises de arre-t" por lesiones leves inferidas a don fosé 
Cani|M>ra. y 

Considerando, en cuanto al recurso : 

Que el denegado por el auto de t'<. 570 vta. segundo cuerpo, 
es el ordinario del art. 3.* ¡ W Íso 5. m filie de !a ley 4055, por tra- 
tarle de una pena de arrestó. 

Qiw si hien es cierto que, al fundar la queja, invoca el recu- 
rrente |>or vez primera él articulo <>. ■ de la iey antes citada > su 
correlativo el 14 de la numen» 4S. que Consagran el recurro" ex- 
traordinario para los caso> <|ue en dios se enumeran, debe notarle 
que concluye solicitando que este tribunal se sirva resolver en 
definitiva la cau-a del modo que $e ha pedido en tes Peritos «le 
defensa y expresión de agravios o en el diotámen del fiscal de 
cámara, que solo han discutido disposiciones de! código penal y 
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ley <lo procedimientos cu l<. crimina!, cuya interpretación v apir 
c '", no dan origen .-. dicho recurso. ( Fallos, tomo (._», páginas 
274, 279 y otros). 

Qué aunque asi no fuera, debe observarse que la violación 
del articulo r8 Je la constitución, resultaría según el recurrente 
ile háljérselc juzgado iwnjendó en práctica procedimientos nulos! 
que fueron ampliamente imíittpadós , discutidos en aml.as ins- 
tancias, lo que significa, entre oirás cosas, que el recurrente ha 
umido jueces y rcM.ru-. legales que le han permitido ser oído y 
producir la prueba de su inocencia .. su derecho, en la misma 
condición que I.» demás hombres por actos iguales, que o a lo 
que alcanza la expresada garantía. 

I'or ello y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el séflor 
procurador general, se declara bien denegado el recurso. Xotifi- 
quese original y archívese, devolviéndose los auto.-, principales y 
'lema, piezas separadamente acompañadas o.,, testimonio de esta 
resolución. 

.V. Bermejo. — Nj. a.ni.k i'., peí. 
Solar. _ M. J'. d.xract. — 

I'. k. I'Al.ACU.. 
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Pawm de Fernáiidci cu autos con Il'a/ter l/esslin,,, por cobró 
de pesos. Inciden,- sobre provisión de papel sellado a, un 
recurso de hecho. 

Sumario ¡ Ninguna medida emergente de autoridades provinciales 
puede traltar la acción de la justicia federa) en ejercido de l« 
jurisdicción que le lia sido conferida por la constitución y las 



406 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



leyes de la nación ; por lo tanto. |>cd¡<Ío informe por la corte 
suprema en un recurso de hecho deducido ante ella, el tribu- 
nal local debe expedirlo en papel común si el recurrente se 
negare a proveer el sellado exigido por la ley. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

OFICIO DE LA CORTK SUPREMA 

Buenos Aires» Noviembre 13 de 1012. 

Al señor presidente del superior tribunal de justicia de Salta. 

En el recurso de hecho deducido por la familia Fernández, 
en la ejecución seguida por don Walter Hessling: tengo el agrado 
de remitir a Y. Tí. copia del escrito presentado ante este tribunal, 
con el fin de que Y. E. se sirva evacuar el correspondiente in- 
forme. 

Dios guarde a Y. E. 

Antonio Bermejo. 



AUTO DEL SUPERIOR TRlIíL'NAL DE LA PROVINCIA DE SALTA 

Salta, Febrero l» de I0IS. 

No siendo el caso de los comprendidos entre las excepciones 
establecidas por las leyes de sellos nacional y provincial, intímese 
al doctor Juan T. Frias, para que dentro de las 24 horas de su 
notificación provea de los sellos necesarios para los testimonios 
ordenados, bajo apercibimiento de que si no lo hiciere se devuel- 
van éStbs obrados a la suprema corte haciéndole saber las causas 
que han impedido dar cumplimiento a lu ordenado en el oficio de 
noviembre de 1913. Repóngase. 

Cornejo. — Tormo. ~ Figuéroál — Artas. — Ante mi: 
José A. Araos. 
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OFICIO DEL SUPERIOR TRHWNÁÍ. DE SALTA 

Salta, Marzo II de 1M3. 

Excina Corte Suprema de Justicia <!c la Nación. 

Buenos Aires, 

Tengo el honor de dirigirme a V. g. elevando los obrados 
con „u,t,vo de la «ota pasada a este superior S en W 
se pKle remitir los informes correspondientes, en la ",uc[a d recia 
interpuesta ante V. E. por el doctor Juan Tomás Fría" 

I g estos antecedentes V. E. verá que no se ha podido hacer 
efectúa la remisión de los informes solicitados a causa de e e 

3BBS2S5F" sc ha " egadü a — * ¡KM 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERA!. 

Buenos Airee, 9 Abril de 1813. 

Suprema corte: 

C,.n arreglo a lo que dispone el articulo 23 „ de la lev de pro- 
edumemos, ante los tribunales, el iníonue que solicita' la có e 
suprp para resolver con su vista Ja queja interpuesta por la 
ape ac,o„ denegada, debe .ser evacuado directamente por eMu £ 
de a causa. Por consciente, tratándose de una medida *S 
nda por esta corte, no hay lugar a intimaciones para que las pV 
es provean de sellado, cuando el informe debe expediL e„ pa^l 
común, que sera oportunamente repuesto. 

accJ^Jt M 3 V - H ' í rC¡tt ' r€ eI oí,cio -^''citando informe 
acer Ca de recurso promovido, haciendo saber al tribunal reque- 
rido que el ,n forme deberá ser expedido en papel común. 

Julio Botct. 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Abril 17 de 1913. 

Vista la petición formulada por el remíreme a fs. 4 y la nota 
en que el superior tribuna) ele justicia dé la provincia dé Salta 
manifiesta "que no se ha podido hacer electiva la remisión de Jos 
informes solicitador a causa dé que e! recurrente doctor Trias, «e 
ha negado a proveer del papel sellado exigido por la ley*'. 

Y considerando; 

QlW se trata dé actuaciones seguida * ante esta corte eri re- 
curso de queja, por apelación denegada y de la expedición de un 
informe requerido por Id misma con arreglo a su ley procesal 
fárt. 230, ley nacional de procedimiento y ar: 14. ley irítm. 48). 
a Objeto de reunir los antecedentes necesarios para u. "ir la reso- 
lución o «rrespondicnte. 

Que !<» pedido por ésta corte es el informe que débe expedir 
el tribunal, con arreglo a !a ley. en la forma que con>idere más 
conducente a la mejor ilustración del caso sometido a la decisión 
de esta corte, en él escrito de queja ante ella interpuesto, pero 
siempre por vía de informe dado por un tribunal a otro tribunal. 

Qué ninguna medida emergente de autoridades provinciales 
pne ie trabar la acción de la justicia federal en ejercicio de la ju- 
risdicción qu$ le ha sido conferida ]»or la constitución y las leyes 
de ta nación. 1 Art. 13. ley tío jurisdicción y competencia número 
0. - Fallos, tomo 55, pág. 15». 

Pór ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
procurador general, llágase sáber al superior tribunal dé la pro- 
vincia de Salta que debe expedir en papo! común el informe re? 
queri io. y al efecto pcitéresc el ofició decretado a fs. 2 vta.. con 
inclusión de la copia del escrito de (¡neja, que Obra a fs. 7, y el 
testimonio esta resolución. Repóngase el papel. 

A. líl lOlK.lo. — 'XtCAXoK (1. pKL 

Solar. — M. l\ PArac?; — 
l). E Palacio. 
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Doña AlciraScarside Trotti contra el doctor Benjamín iVilliams 
for danos y perjuicios, h'ecurso de hcclw 

m,tm y Para la procedencia del recurso extraordinaria de! 
. un,.,, «4 ley 48.no basta que se haya discutido durante el 
ocióla u,tel,genc,a de alguna cláusula de la constitución k 

t"u 'T ° ° k> ' . ld C °" ffrc<0 - una ***** ejercida^ 
-"l.re de la autoridad nacional, ^«¡riéndose, indispcnsa- 

del tS T '^^^ ^ contraria a la vS 
d^wulo, derecho, pnvilegió 6 exención fundía en dicha 

sin entrar en el examen de si existió o no culpa, negligencia 
actos u omisiones imputados, se limita a resolver que un m* 
lirado de ,a justicia loca, de la capital „o puede'ser tral> 
. m e o t r , , c iue p rev|amente h 3 Vfl s?do de jadQ 

SelS^ T U í ,Ón * aVOft,b,ea !íl acordad, 
por el articulo 45 'le la constitución a ios funcionarios que en 
|*C enumera, y poí lo tanto. no se encentra comprendida 
en los términos y propósitos del articulo 14 lev 48 

-V ta circunstancia de desempeñar el demandado al tiem- 
po de la demanda e! cargó de camarista v no el de iuer en 
a.yo carácter autorizó los actos imputados, no puede privar 
tquelde la exención consagrada por la disposición consti- 
tucional atada en cuyos términos no es indispensable que la 
rcsponsablhdad que se busque, sea por delitos calificados en 
las leyes penales, testando el mal desempeño «le las funcio- 
nes del cargo, para ocasionar, como previo a la demanda por 
indemnizaciones, el juicio político. 

Cato: I a actora, fundada en la disposición de! articulo n, 2 deJ 
gb|o c.y,I, demandó al doctor Henjamin Williams ,*>r ha- 
ber este amormado en el carácter de juez de lo civil de la ca- 
pital -a venta de bienes de una sucesión contra lo dispuesto 
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expresamente por el tc-tamento del causante. l& demanda 
fué rechazada a mérito tic lo siguiente: 

Que, cualquiera que sea la procedencia o improcedencia lega! 
de las providencias dictadas por el ex juez doctor Williams en 
ejercicio de sus funciones, continuando, como contjtyj^ por su 
cargo de miembro de la excelentísima cámara deaítócioncs en 
!o civil de la capital, investido de las inmunidades constitudona- 
les correspondientes. los danos y perjuicios que Ate ella pudieran 
emerger, no pueden ser declarad.. s por los jueces sin !a previa ca- 
lificación de sus procederes cbntü funcionario 

<Jue. el juicio de éstos, tratándole del presidente y vice de !a 
nación, sus ministros, miembros de ¡a corte suprema y demás tri- 
bunales inferiores de la república, sólo compete a la honorable 
cámara de diputados de la nación que es la que ejerce el derecho 
de acusar ante el senado a esos funcionarios en las causas de res- 
ponsabilidad por mal desempeño o delito en el cumplimiento de 
sus funciones. 

Que, a la responsabilidad civil o criminal correspondiente a 
la que se hace efectiva |or el juicio político no pueden aplicarse 
las reglas del derecho común, sin que se siga y se falle previa- 
mente por el honorable congreso de la nación, cuando se trate de 
funcionarios cuya conducta no puede ser juzgada por otra auto- 
ridad. 

<Jue. el juzgad.», en tal concepto, no podría, sin cometer un 
exce>o de i>odcr, fallar sobre lo que constituye la materia de la 
demanda. 

Que. de acuerdo con lo dispuesto por el art. 3." del código de 
procedimientos y resultando de la exposición de los hechos refe- 
ridos en !a demanda que ella uu es de la competencia del juzgado, 
por las razones apuntadas, el proveyentc debe inhibirse de oficio. 



BftfS resolución fué confirmada por sus fundamentos por la 
cámara de apelaciones en lo civil. 
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DICTA MKX QSí. Sr. PROCURADOR GENERAR 

Suprema corte : 

La cuestión debatida en este expediente, ha sido resuelta por 
V. E. en un caso análogo, y nada creo necesario agregar a las 
consideraciones contenidas en el fallo que se registra en el tomo 
1 i$> pág- P ara pc<lir la confirmación de la sentencia apelada. 

En el citado fallo quedó consagrado que la disposición del 
articulo 45 de la constitución importa una exención acordada a 
los funcionarios que ella enumera, teniendo en cuenta razones de 
orden público establecidas para defender el principio de autori- 
dad, y pienso que esa doctrina es de aplicación al presente caso, 
en que el demandado es un miembro de una cámara de apelacio- 
nesnes de la capital, la que forma parte de los tribunales de la 
nación a que se refiere el mencionado art. 45 de la constitución. 

Pido la confirmación de la sentencia apelada. 

Horacio A\ Larreta. 
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Buenos Airei. Abril 17 de 1913. 

Vistos y considerando : 

Que, supuesto que el recurso entablado por la parte de doña 
Alcíra Scarsi de Trotti y concedido, fuese el extraordinario del 
artículo 14, ley número 48, debe observarse que, con arreglo al 
inciso 3. de dicho articulo y a lo reiteradamente resuelto no basta 
para la procedencia del mismo, que se haya discutido durante el 
juicio, la inteligencia de alguna cláusula de la constitución o de 
un tratado o ley del congreso, o una comisión ejercida en nombre 
de la autoridad nacional, requiriéndose indispensablemente o,ne 
la decisión definitiva sea contraria a la validez del titulo, dere- 
cho, privilegio o exención fundada en dicha cláusula. (Fallos, 
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tomo 41. pág. 429; tomo <>4. pág. 2$p; tomo pág. 420; tomo 
100. pág. 17; tomo Í13, pág. 317. y otro- 1. 

Que el auto recurrido de ís. _7. sin entrar en el examen de 
si ha existido o no culpa, negligencia, actos u omisiones íjiie el 
actor imputa al juez doctor don Benjamín Williáms, en ¿j des 
empeño de >u cargo, se 'imita a resolver qiic dicho magistrado uo 
puede ser trai dopor ellas ante los trihunalc-. un que previamente 
haya sido despojado del fuero en juicio politizo. 

(Jue omitiendo otras consideraciones expuestas ya. en el 
tomo 1 13, página de los [*al)os de e-ta curte suprema, en un 
easo análogo al presente, debe, -in embargo, repetirse que el ar- 
tículo 45 de la cóiistittíción, importa uña exención acordada a I6¿ 
funcionario*; que enumera, pot razones de prdejí público, retó 

ciotiada.s con la marcha regular del gobierno, establecida para 
defender el principio de autoridad, y hahien|«» -ido el auto de 

ís. jj favorable, a aquélla, el caso ¿id se eticnetitra comprendido 
en los térnun< * y propósitos del art. 14? núnü. ¡S. i dallos, 
tomo $2, página 232 ). 

Que. elfo ' litante, y aun suponiendo pr<>cede".tc el re- 
curso, puede "Inervarse, a mayor alindamiento, que la circun>- 
tancia de desempeñar actualmente el doctor W illianis un cargo 
de camarista y no el le juez fie primera instancia, dentro del 
mismo orden judicial, no puede privarlo de la exención consa- 
grada pór el citad-» artículo 45. pónplé ilcsaparceefta ¡a razón 
determinante de c-ta diS[K>sÍci«ni, consignada ante-, y especial- 
mente en el fallo recor lado del t> ino 1 13, 

Que en lo,* términos de dicho articuto. n » fes mdispen>a¡>!c 
que la responsabilidad que se busqué, ~ca por debió* Calificados; 
en las ley«S ¡«eriales, hasta id., cí IU¿1 desempeño «le lás funciones 
del cargó, para ocasionar, como previo a la denian la por in lem- 
nizacionés, el juicio político. 

Por ello, de acuerdo ron lo dictaminado por el señor procu- 
rador general, -c declara no haber lugar al rCéiirsO. Xotifíqucse 
original, repóngase el pape! y devuélvase. 

A. ÜKRMKJO. — N'ic.wok <i. DEL 
Sol.AK. — M. I* Daiuct. 
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CAUSA CLV 

Dm Ci * rh,s Sarmiento contra ¡a provincia de San Juan, SObrg 

devolución de un puyare 

Sumario: \„ ptieclé iSaltffcáisé de acción civil, es decir. regida 
por el derecho común, para las efectos tic la competencia de 
la corte suprema establéetela en el articulo i. de la lev nú- 
mero 4S. la que tiende a obtener, en lo substancial, la decla- 
ración de fáltá «le re*jM>n>a!>i:¡dac1 o extinción -le una obli- 
gación Contraída ¡N.r el déficit proveniente de mía rendición 
dfi cuenta- fie ¡a inversión de los dineros públicos de una 
provmaá, acto que está re-ido ppr c! derecho público vi-en- 
te en 

Cúso: Resulta del siguiente : 

r\u.o M |.\ i ORTK MTKliM A 

«nono» Ajrc*, Abril 24 de 1913. 

V vistos: el íepresentiinte del coronel don Carlos Sarmiento 
demanda a la provincia de San Juan por devolución de un pa- 
gare, exiMinicndo : 

«Jue en 101 1. en motivo de una interpelación sobre la de- 
mora en la remisión | t . jas cuentas relacionadas con e! producto 
e inversión del empréstito externo en la que el ministro de ha- 
cienda de la provincia manifestó <,uc e'la emanaba de no haherse 
hallado en las oficinas públicas ántécedfehte alguno al receto, 
la cámara de diputados nombró una comisión de su seno encar- 
dada de imlagar todo fc> relativo al contrato del empréstito, su 
proditcklo c inver.-ión. 

Que esa comisión encontró un Jdu de cuarenta y nueve mil 
ReteeietitOS noventa y nueve pesos con sesenta y dos centavos 
niniu-da nacional, a cuyo respecto 110 existían comprotaritcs, y se 
dififíó a su representado, gobernador durante el precedente' pe- 
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riodo constitucional, solicitando datos susceptibles de contribuir 
al esclarecimiento de los hechos. 

Qúe el coronel Sarmiento contestó no explicándose la fa¡t;P" 
de justificativa |K>r cuanto los fondos habían permanecido Mein- 
pre depositados en los Bancos a la orden del gobierno, no pudien- 
do. en consecuencia, ser extraídos sino mediante ordeno de pagó 
dictadas en los expedientes respectivos y cheques librados con la 
firma del primer magistrado, ministro de hacienda y contador de 
la provincia. 

Que habiéndole replicado la comisión que con sus dato- nada 
podia aclarar y que el déficit prevenía de dos partidas de dinero, 
la una por 150.000 pesos y la otra por $ 1. 218.5^.00. que fueron 
entregadas por el líanco Francés del Rio de la Plata y debita- 
das en el ¡Sanco Provincial de San Juan, resultando que de>t>ué< 
de verificados algunos pagos faltaban comprobantes por el saldo 
de la referencia, su mandante/celoso y consciente de las obliga- 
ciones que le incumbían como ex gobernador y jefe de la admi- 
nistración durante la cual aparentemente se había operado esa 
inversión de fondos, sin hallarse los descargos correspondientes, 
se apresuró a garantir respecto de todo evento los intereses de 
la provincia, y el 22 de Septiembre hizo entrega en tesorería de 
un documento a la orden del fisco y a un año de plazo por la can- 
tidad preinserta, y que el gobernador doctor Victorino Ortega 
y el ministro de hacienda, doctor Martin Ailiarracin, otoñaron a 
su representado el recibo que acompaña bajo el número tres. 

9 UC ItoWcfccfc solicitado dos meses después que ta comisión 
recabara de los bancos quién había recibido el dinero en lineóos 
Aires y depositádolo en San Juan, aquélla le contestó que era 
innecesario por cuanto la documentación y las libretas de lo* de- 
pontos 01 los respetivos toncos, que ha tenido a la vista, com- 
prueban que las dos partidas de dinero que suman un millón tres- 
cientos sesenta y ocho mil quinientos treinta y nueve pesos con 
nueve centavos moneda nacional, fueron entregados por el BaniCO 
Francés del Rio de la Plata al doctor Victorino Ortega y debi- 
tado* por éste en el P»aneo Provincial de San Juan, resudan lo 
de la confrontación de ambas operaciones la diferencia de cua- 
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renta y nueve mil setecientos noventa y nueve pesos, sesenta y 
dos centavos moneda nacional, que se menciona en las «los notas 
anteriores de la comisión. 

Que el pagare del coronel Sarmiento fué netamente condi- 
cional, pues asumió resjwnsabilidadcs eventuales, para el ea«o 
que. por error o por cualesquiera otras circunstancias, el déficit 
pudiera serle jurídicamente imputable, y que e! recibo del gobier- 
no reza textualmente: "si se comprobara error, o apareciera en 
los comprobantes referidos, le sera devuelto el documento*» iguai 
suma si lo hubiera pagado ya". 

Que. por actos de gobierno, el doctor Ortega fué facultado 
para intervenir en los hechos, recibió los fondos del Banco Tran- 
ces y los de|x>s¡tó en el Banco Provincial. Que por la ley de con- 
tabilidad local está obligado a rendir cuentas ; si lo hará o no, es 
res ínter alias para el coronel Sarmiento. 

Lo que a éste interesa es que una vez acreditado por instru- 
mento público quién dispuso de los dineros, correcta o incorrec- 
tamente, su obligación condicional ha caducado de hecho y de 
derecho. 

Que, corrido el traslado de la demanda, el representante de 
la provincia presenta los documentos que corren de fs. ¿8 a 61. 
y, sin contestarla, opone la excepción previa de falta de jurisdic- 
ción exponiendo; 

Qúe, según el documento número uno que acompaña, el mis- 
mo coronel Sarmiento al día siguiente de subscribir el pagaré 
cuya devolución reclama, manifestó a la comisión investigadora, 
que, en la imposibilidad de recordar con precisión todas las di- 
versas operaciones hechas durante su administración, debe ma- 
nifestar, sin embargo, en lo que se refiere al traslado de fondo* 
desde el Banco Francés del Rio de la Plata al Banco Provincia! 
de San Juan, que esta operación ha sido efectuada con toda co- 
rrección y que los comprobantes de los pagos que se hayan veri- 
ficado, deben encontrarse en la rendición de cuentas respectivas. 

Que la provincia no ha celebrado contrato de ninguna espe- 
cie con su ex mandatario y en el caso ocurrente se trata de un 
asunto contencioso administrativo ajeno a la jurisdicción de la 
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justicia nacional y de la compehmeia exclusiva ,1o los jueces le- 
trados de la provincia. 

Que, según él articulo ;.. inciso - y , 3l | a honorable legfe 
latura es la única autoridad creada ,..r la irania local a quién 
pertenece el atributo «le- examinar y aprobar rechazar las cuen- 
a> deja administración que desempeñó él demandante, así como 
m referentes al empréstito externo autorizado ,H, r la lev cíe iz 
de septiembre «le 1909. 

< Jue a! entrojar o! pagaré, que redama el demandante, ma- 
nifestó qnc se hacia responsable -lo 3a suma expresada en o! ca- 
rácter de ex gobernador y jefe .le aquella administración 

o..e es lógico que. -i la honorable legislatura hubiera o,,- 
comra.i,, no existía el referido saldo, q„c e! se encontraba 
justificado, habría desaparecido la cansa .,-.„ originó las comí, 
nicaciones de la c, ; >„i<m„ investigadora al ex mandatario, v. en 
«a hipótesis, aunque nada hubiere certificado el poder ejecutivo 

el demandante jamá> habría sido coinpelido a pagar .leu,!, .- 

no tuviese. ' 

Substanciada la excepción <Jc inconipe^hci^ y oí l„ e > s 
procurador general, se dictó la pn .videncia de autoá para 
tencia. 

- 

) ó n$i iterando: 

Que la dcmanda Interpuesta contra la provincia -le San t mx 
tune por objeto exigir -le ésta la devolución .le un pagaré a í a 
orden de aquel gobierno, entrega lo por el demandante en 22 4 
septiembre .le ton. a „„ año -le p!azo, o,,, motivó dé la rendid 
«lo cuentas pendiente do la legislatura y para cubrir tu, sabio 
empréstito extern , de toorj, ,*,r valor do pesos cuarenta y ftuev" 
mi stceientps noventa y nueve con sesenta v dos centavos „ JP . 
neda nacional, cuya inversión aparecía comprobada. 

\^a el actor .,,10 esa comprdbciÓn resulta .lo la común': 
cac«wi hecña en noviembré _>«. -lo ron, que le dirigió la cor»,', 
sion investigadora, expresando .„,o la documentación v libretas 
que ha tenido a la vista, comprueban que las dos pttffdaj di- 
ner.. que suman $ 1.368.539^9 ni fueron entregados ñor el 
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SSiS^ Rf ° ,,C * ,,,ata al doctor ****** Ortega y 
kp,,tu«Ios por éste en el liana, Provincial de San |,un r£,.í 

un, c la «nfrontación de ambas operaciones la dtófS 

J r . i"" " aC, " na1, qUé sc ,m,nci "» :i « *» ne¿ 
anteriores de la comisión ( fe 8b). 

Qnc c! , locnn.cn... que se hace servir de base a la demanda 
w ctevoui^ipn dice asi : 



afín ilc 



U rc ^ b,<k> j en ,!l S*i*ra!, i,„ documento a un 

feph» a la onlcn del gobierno, firmado por el seño:- coro, 
«I. » Carlos Sarmentó, por la cantidad de cnarenta v nueve 
.. * ecent-.s noventa y .nieve pesos con sesenta v dos centavl 
> .«'"..la naconal provenientes de no haberse encontrado lo^ 
Comprobantes de inversión por %i,a1 ca.uidad. en el examen Z 

dm délos „, érese, de .a provincia, .c hace responsable el seño, 
I' ■ .«el doñearlos Sarmiento en sn carácter de ex gobernador 
jete de a.pu-lla a(|ii„i,ÍM ración". 

lPi,.«" S r 7 Sf ,,,l T bara ^ " <X " "" crr " r ° I** compro- 

bantes cernios, te sera devuelto este desmiento, o igual £¿m 

t ^«"J** ^ San .Inan. septiembre -•, de ion - 

/ . ( iwtja. ~ Maní,, Albamein." 

Que con arreglo al articulo 71, inciso 4." tic la constitución 
-le la provmna de San Jnan. corresponde a sn le.isla.nra: a , ó 
bar o desechar la cuenta «le inversión de los dinero, público* 

Que en ejercicio de esa atribución, la legislatura, por lev dé 
>k m«WM mm -tras, las cuentas de ta a« 
" htr,K ". ,n «>^Pondiente S al ejercicio del año 1910 >• las de' 
emprcs.no externo :m.oma«lo por la lev de * de septiembre 

Que esa aprobación tomó como base el informe de la comi- 
mn de enemas en que se hace constar que el valor del pagaré 
firmado por el coronel Sarmiento está englobado en la partida 
que se «la como existente en tesorería general, agregando lo si- 
miente: La comisión no puede considerar como déficit de caía 
el valor expresado, toda vez que por arreglo entre el gobierna 
actual y el ex gobernador corone! Sarmiento, resalta, por ahora 
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al menos, cubierto su importe con el documento mencionado, que 
es representativo del valor que falta en dinero efectivo y cuya 
inversión hasta el presente no aparece justificada". (Informe, 
* s - 5 6 >' 57 : resolución de la cámara de diputados de fs. 59). 

Que se trata, pues, de una rendición de cuentas aproliada 
por el poder público de la provincia, constitucionalmente habili- 
tad*) t>ara hacerlo y en la que aparece cubierta con el pagaré in- 
dicado. !a partida del empréstito cuya inversión se declara no 
comprobada. 

Que el señor Sarmiento entregó ese pagaré, "en su carácter 
de ex gobernador, jefe de aquella administración", con motivo de 
la investigación parlamentaria, "c» :^vagua. d?a de los intereses 
de la provincia", y a los efectos de! examen de las cuentas a car- 
go de la legislatura de San Juan, y en el caso nada autoriza a los 
tribunales federales para rever y calificar la resolución de aqué- 
lla, desde que, con arreglo al artículo 105 de la constitución na- 
cional, las provincias se dan sus propias instituciones locales v 
se rigen por ellas. 

Que no puede calificarse de acción civil, es decir, regida por 
el derecho común, para los efectos de la competencia de esta cor- 
te suprema, establecida en el articulo inciso de la ley 
número 48. la que tiende a obt*-.ii»r. en lo substancial, !a declara- 
ción de falta de responsabilidad o extinción de una obligación 
contraída por el déficit proveniente de una redición de cuentas 
de la inversión de los dineros públicos de una provincia, acto que 
está regido por el derecho público vigente en ésta. 

Que además 110 se pretende por el actor que la provincia 
demandada |*>r devolución del pagaré que firmó a la orden del 
gobierno, baya recibido su miarte en forma alguna. Por el con- 
trario, reconoce que la partida del empréstito externo, que esc 
documento representa, no ingresó a las arcas fiscales. Funda la 
demanda de devolución en que no es él sino el doctor Victorino 
Ortega, su comisionado, para trasladar los fondos del Banco 
Francés al Provincial de San Juan, el responsable de esas sumas 
y eso, no obstante el documento transcripto en el considerando 
3. . en que asumió esa res¡x)nsabi!idad y 'a comunicación dirigida 
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a la comisión investigadora al dia siguiente de la entrega del pa- 
gare, en la que le manifiesta «me esa operación del traslado de 
los fondos "ha sido efectuada con toda corrección 1 ' (fs. 28). 

Que planteada en esos términos, la cuestión no puede tam 
poco ser decidida en esta causa seguida contra la provincia de 
San Juan y en la que el doctor Ortega no es parte, pues sólo una 
controversia judicial entre los mismos podría habilitar a los tri- 
bunales para apreciar los hechos que se invocan, individualizar 
al responsable, como dice el actor, decidiendo si esa responsabi- 
lidad por la suma que 110 ingresó a las arcas fiscales, pesa sobre 
el uno o sobre el otro, o bien sobre ambos. 

Por estos fundamentos, oido el señor procurador general, se 
declara que esta corte carece de competencia para conocer de la 
presente demanda, sin especial condenación en costas, atenta la 
naturaleza de los puntos controvertidos. 

Xotifiquese con el original y repuesto el papel, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dei. 
Solar. __ m. p Daract. — 
IX E. Palacio. — L. López 
Caiiaxili.as. 



CAUSA CLV! 

Criminal, contra Lorenzo Otares, por homicidio 

Sumario : 1." La corte suprema no puede aumentar la pena ira- 
puesta cuando la sentencia no ha sido apelada por el minis- 
terio fiscal. 

2 ° La pena de veinte años de presidio y accesorias legales 
110 causa agravio al autor de un delito de homicidio perpe 
trado con premeditación, alevosía y ensañamiento. 

Caso: Resulta del siguiente: 



42») 



FAMOS DE LA CORTE SUPREMA 



PALWJ DE UÁ CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Abril 36 de lüta 

Victos el recurso de apelación interpuesto por el defensor 
del procesado Lorenzo < «aves, contra sentencia .k- la cámara fe- 
dera! de La Plata, que lo condena a «tfrfe la pena de veinte años 
de presidio y accesorias legales, por el Itomieidió perpetrad- en 
la persona de francisco Miranda, y 

Considerando en lo substancial: 

Qué se encuentra debidamente comprobado el cuerpo «¡el de- 
lito |N, r la diligencia de ls. i a 4. 

Que Lorenzo (Mayes se confiesa autor, coii la- circunstau- 
nas prolijamente narrada- en su indagatoria de ís, .?<> a 33 am- 
pliación de fs. 36 a y ratificación de fs. 57 a 58. 

Une de ello resulta, qu« el día >» -le Marzo de 1910; encon 
pandóse el procesado renn.d.. varias personas en casa de 
José Adrián Díaz, llegó a la misma Francisco Miranda, con quien 
tuyo aquél un cambio de palabras enojosas por incidentes ante- 
pores, quedando luego en conversación amigable, según refieren 
l<» testigos. 

Que pocos instantes después dé esto. Miran la montó a ca- 
ballo y se retiró de la casa de Díaz, dirigiéndose por él interior de 
una chacra, basta salir a! camino que pasa por el lago Hueclle 
Lauquen. 

Que transcurrido un cuarto .!<■ hora desde ¡.anida de Mi- 
randa. < Naves pidió un revólver a! agente de la |x>i¡eía local, I...-. 
rens» Castillo, j facilitado «pie le fué. salió en dirección opuesta, 
con el propósito manife-tad- a circunstantes, de cambiar >•:. 
bailo: pero a corta distancia del lugar de la partida torció de 
rumbo, siguiendo por un bajo hasta alcanzar a Mira-ida. y con- 

seguido esto, le hi/.> fuego por la espalda y b degolló en eguida, 
causándole la muerte en las circunstancias y coii caracteres 
confesados y confirmados ¡».r el informe de fs. 8 vía y sin 
que la victima hubiese intentado defenderse, pues se le encontró 
con el cuchillo envainado y guardado en 'a cintura. 
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©iic el hecho producido en I* forma expresada, revela que 
©laves premeditó el crimen y lo ejecutó con alevosía y ensaña- 
miento; 

Que cotilo disculpa, dice Olayes, í|ue estuvo en completó 
estado tic ebriedad cuando consumó el crimen, i«ró tal circuns- 
tancia no tan sólo no ha sitio probada, romo lebia serlo, desde 
que el beneficio de la ¡ndivisílíilidád de la confesión no puede 
ampararlo, en virtud de la excepción que consagra el art. $18 del 
código le procedimientos en lo crimina!, sino que todos los testi- 
gos citados deponen lo contrario sobre él particular; 

Une dice, además, que lás palabras que tuvo con Miranda, 
en la reunión de la casa de Díaz, lo hirieron en su amor propio 
1 ' ¡O que determinó vendarse. Pero debe observarse, que nin- 
guno de ... testigo* presentes oyó aquella* ni presenció el ¡nei- 
dente, en la forma que relata el procesado; y aun suponiéndolo 
exacto, consritiiiria cuándo ma>-, !a circunstancia atenuante .le' 
inciso 4. ■. ¡ir!. 83, del código penal. 

Que ordenado mi reconocimiento facultativo dé ( «aves, des- 
pues de dos años de- cometido el delito "para mié informen sobre 
... facultades mentaies del procesado en !a aettiali lad y en cuan: 
to sea pos.b!c. en la fecha del delito de auto-". | os médicos ¡join- 
brailos a ta! objeto, se expidieron disidentes, en cuanto al gradó 
de resj)<msabilida<l citando cometió d hecho, estando Gonfonnes 
en el perfecto estado de salud actual .le aquél. 

Que ningui* -le los informe, periciales está 'acompañado 
'de una detenida comprobación -le las cironn>ta.n-ias objetivas 
hecho j subjetivas del agente, en el momento ¡-- ejecutarlo^ 
antes y después", siendo, además, di -cor. lame- contradictorios 
hasta en I,,- menores detalles del sujeto y accidentes de -n- ante- 
pasados, lo que demuestra que el procesado no ha ¡¡ido fiel en sus 
referencias a !o- ¡«Titos, indNéin>lps asi, a eoticJ^ones dife- 
rentes " contradictorias, 

Que dicho- informes han dado motivo a' defensor en esta 
instancia para solicitar el minimun .le la pena señalada en el 
art. 17. inciso i.", .k- la ley 4 1 Sr ». po r encontrar en ello 'a ¡ité- 
tiiiantc del art. 83, inciso l.» del código penal. 
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Que la pericia en las condiciones expresadas y muchas otras 
que se omiten, no puede dar base a las conclusiones que. para 
solicitarla, tuvo en vista la defensa, y asi debe estimársela de 
acuerdo con el art. 346 del código de procedimientos en lo cri- 
mina!. 

Que no habiendo recurrido de la sentencia el ministerio íis 
cal» esta corte suprema no puede aumentar la pena impuesta, con 
arreglo a la doctrina que informa el artículo 693 del código de 
procedimientos en lo criminal y lo reiteradamente resuelto. 

Que en tal virtud debe decirse que dicha pena no causa 
agravio al procesado Lorenzo Oiaves. 

Por ello, y fundamentos concordantes de la sentencia ape 
lada. se la confirma con costas (1). Notífíquese original, y de- 
vuélvase. 

A, Bkrmejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA CLV1I 

El poder ejecutivo solicitando medidas para qm no sufran en- 
torpecimientos los llamados a licitaciones públicas en los juz- 
gados de sección. 

Sumario : No entra en las atribuciones de la corte suprema acor- 
dar medidas para que no sufran entorpecimientos los llama- 
dos a licitaciones en los juzgados de sección, prescriptos por 
la ley de obras públicas. 



AMW BNCi Cámara Federal coaflrató la del f«« Letrado oae 
facetado a la p*oa de veinte aflos da presidio 9 accesoria» 
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Caso: En unos antecedentes relativos a la licitación que debía 
tener lugar para !a ejecución de algunas obras en el cuartel 
existente en Olavarria. el juzgado de sección de La Plata, 
declaro que no era incumbencia del mismo la publicación de 
los avisos; declaración que dió motivo para que el ministerio 
de obras publicas pasara una nota al de justicia a fin de que 
se recabara de la corte suprema la adopción de medidas paru 
que en lo sucesivo no sufrieran entorpecimientos los llama 
«los a licitaciones públicas en los juzgados de sección. 

DICTAMEN DEL Sr. PROCIRADOR GENERAL 
Excmo. señor: 

Creo que V. E. debe abstenerse de tomar medida alguna en 
la cuestión que el poder ejecutivo somete a su conocimiento, en 
razón de que las facultades de superintendencia que le están 
atribuidas por los artículos 10 y u de ta ley 4055, se refieren 
exclusivamente al funcionamiento de la administración de justi- 

judida!*"''*" 3 CUÍdar SC CUmP,a " ' OS r * g,amentos d€l ordcn 

Las funciones que la ley de obras públicas atribuye a los 
jueces de sección, en las licitaciones que se verifiquen en las 
provincias, no son del carácter judicial y no pueden por consi- 
guiente motivar una resolución de V. E. acerca de la manera 
como son cumplidas por dichos funcionarios. 

Por lo expuesto y de acuerdo con la jurisprudencia sentada 

el tomo 47, pág. 264, pido 
a V E. se S1 rva comunicar al ,*>der ejecutivo que no entra en las 
atribuciones de la corte suprema adoptar tina resolución de la 
naturaleza de la que se solicita, por lo cual se ve en la imposibi- 
lulad de tomar una medida en la cuestión planteada por el señor 
ministro de obras públicas. 

Julio Botct. 
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KKSoI.Cat>N DK LA CORTI; Sl'PKKM -\ 

Buenos Aires. Abril 29 de 1»15. 

Con Ip dictaminado i*>r el señor procurador general, que se 
adopta como resolución, devuélvase al poder ejecutivo con la 

nota corrcs|Mjti(lictite. 

A. Bermejo. — M. P, DAftác*. — 
I). E. Palacio. 



■re/" 



Eh abril 17. la corte suprema, atento lo que resultaba de 
autos y lo expuesto por los peritos,, confittító la sentencia de la 
cámara federa!, que a SU vez confirmaba la del juez federal de 
Jujuy |x>r la que se fijaba en seis mil pesos moneda nacional el 
precio del terreno e indemnización de daños y [perjuicios, en el 
juicio de expropiación seguido p&t el gobierno nacional contra 
don Esteban Üazcrquc y don Nicolás Arias Mnri'ia. 

En la misma fecha se dictó igtfál resolución en el juicio de 
expropiación seguido por el gobierno nacional contra doña Cb- 
rina \. de (.amper... en que se fijó en cuarenta mil pesos moneda 
nacional el monto de la indemnización. 



Carlos Sarmiento entra ta provincia de San Juan, por indemni- 
¿ación de daños y perjuicios 

Sumario: La correspondencia telegrafía de un tercero no debe 
agregarse como prueba, aun cuando ella tenga relación con 
la cuestión que; se ventila. 

Caso: I.o explican las piezas siguientes: 
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i-scKiftj I>K l-A PARTI- XgtWA 
Suprema corte federal: 

M corone! Chiflos Sarmiento, revocar poder, en amos 
con e! gobierno cíe San Juan, sobre perjuicios. áig&: 

Que; habiendo sido notificado del pronunciamiento en cu va 
Virtud no se hace lugar a la agregación de los telegramas cambia- 
dos entre los doctores Benito YiHanucva y Victorino Ortega, in- 
terpongo al respecto el recurso de revocatoria, a fin de que el alto 
tribunal, mejor informado, se sirva requerió por contrario im- 
perio, proveyendo de conformidad con lo solicitado en mi ante- 
rior escrito. 

Rl argumento único de V. K. para fundar e! auto denegato- 
rio, es -íjwe no se trata en este caso, de correspondencia telegrá 
fieá cambiada entre el demandante y su contraparte -obre el pun- 
to que motiva la causa". 

Cierto, excelentísimo señor, .pie los despachos no promedia- 
ron entre actor y demandado. Pero se refieren exclusivamente a 
la materia litigiosa. En esta emergencia, ei único tercero, extraño 
al pleito, es el doctor Vilhmucva. Y é<te me ha facultado para 
usar su corres])* mdencia telegráfica y postal con el doctor Orte- 
ga, según viere convenir a mí derecho, como lo evidencia la carta 
inclusa, entregada por el primero de los expresados señores al 
suscripto. Rn cuanto al despacho del segundo, no es dudosa, por 
cierto, ta procedencia de su agregación a la cansa. — El goberna- 
dor de la provincia es el único representante legal de la persona 
jurídica. Sus actos pertenecen a la justicia. 

Con arreglo a la jurisprudencia y la doctrina, las misivas di- 
rigidas a tercero* pueden ser exhibidas en juicio, a base del con- 
sentimiento de sus destinatarios. í Segovia, titulo I. nota 24 al ar- 
ticulo 10^7: Aubry y Rau, párrafos 754. n#as 4 a 6, y 491, no- 

Rn consecuencia de lo expuesto, a mérito de los hechos y 
fundamentos alegados. corres|>ondc y a Y. R. pido se «ligue re- 
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solver de acuerdo con el exordio, pues asi será de rigurosa jus- 
ticia, etc. * 1 

Jorge Argerich. — Carlos Sarmiento. 
KSCRITO PE LA PARTE DEMANDADA 

Suprema corte: 

Ange! Cavagna. |>or la representación que tengo acreditada 
en el juicio que c! coronel Sarmiento signe contra la provincia de 
San Juan, sobre indemnización de daños, evacuando e" traslado 
que me ha sido conferido, ante V. E. digo : 

Según acreditan ei escrito de demanda de fs. 4 y el de con- 
testación de fs. 44 del cuerpo principal de autos. las partes entre 
las cuales se ha trabado el litigio con el coronel Carlos Sarmiento 
como actor y la provincia a quien represento como demandad! 
en su calidad de persona jurídica. 

Los actos del doctor Victorino Ortega, actual gobernador de 
aquel estado federa!, no sen actos de la provincia en la que des- 
empeña su mandato gubernativo, sino cuando los ejecuta dentro 
de los limites de su ministerio con arreglo al principio que esta- 
blece el artículo 36 del código civil. 

De la misma carta privada que suscripta por el doctor Beni- 
to Villamieva acompaña la contraria en el escrito en traslado: 
aparece demostrado que. los despachos telegráficos que se dicen 
cambiados entre el gobernador de San Juan y el señor Villamie- 
va. se refieren a una cuestión intima y exclusivamente confiden- 
cial, cual es la de haber solicitado el último al primero que influ- 
yera en el directorio «leí Banco Provincial de San Juan en el sen- 
tido de que se le diera un mes de plazo y se le concedieran otras 
ventajas al coronel Sarmiento para cancelar deudas por cuyo 
pago el Banco le ejecutaba judicialmente. 

El gobernador de la provincia no puede ni del*, sin violar 
ia majestad de la constitución local y de las leyes que han creado 
«1 Banco como entidad autónoma y como persona jurídica inde- 
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pendiente de la del estado ; obligar a la provincia en el sentido de 
que la referida institución bancaria, adopte resoluciones deter- 
minadas a favor o en contra de sus deudores. 

De manera, pues, que la provincia de San Juan, en su con- 
cepto de persona jurídica, es completamente ajena a los despa- 
chos telegráficos que se dice han sido cambiados entre el gober- 
nador doctor Ortega y el doctor Villanueva y tales comunicacio- 
nes, por otra parte, se refieren a un acto puramente confidencial 
ocurrido entre dichos caballeros, que no tienen ninguna relación 
con el hecho que motiva e! litigio. 

Con respecto al carácter confidencial de los telegramas alu- 
didos, es el caso de aplicar el criterio del mismo autor que cita el 
escrito en traslado, Aubry y Rau expresa en su obra sobre dere- 
cho civil, tomo VIH. página 292. a! decir : "Una carta es tal cuan- 
do aparece de sus términos que ella es la traducción de pensa- 
mientos confiados por el autor a la discreción del destinatario". 

A. Legris. en su importante trabajo sobre el secreto de las 
cartas confidenciales, en la pág. 116. cita la opinión de M. Ubbé, 
que considera que son tales. "Las cartas no escritas con la in- 
tención de crear un titulo en provecho del destinatario contra el 
expedidor". 

De modo que en el escrito en traslado, se pretende que V. E. 
mande exhibir la correspondencia telegráfica cambiada entre el 
doctor Victorino Ortega y el doctor Benito Villanueva. que no 
son parte en este juicio, desde que la contraria así lo reconoce al 
decir: "Cierto, excelentísimo señor, que los despachos no prome- 
diaron entre el actor y demandado". 

Semejante pretcnsión es violatoría del articulo 18 de la cons- 
titución nacional, que garantiza la inviolabilidad de 4a correspon- 
dencia privada, como lógica consecuencia del derecho a la pro- 
piedad y a la libertad individuales y que, fecundos pensadores la 
han comparado a la misma libertad de pensamiento y a la invio- 
labilidad del domicilio. (Batbié. curso de derecho público, tomo 
II, página 396; Carnot, código penal, tomo II. página 178; Gi- 
rou. tratado de derecho público, número 395). 

Contra ella, se opone también, como barrera insalvable, el 
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Articulo ,036 de! código civil que prohibe, en los juicio., el rece 
»- »«■,<■„„ de cartas misivas dirigidas a terceros y m „v 
"»emc a prescripción terminante del artículo 3, de "a lev sobre 
; ,e , ; ' f c,on «*»Mec« el seereto absoluto sobre el 
eomen.d. dejos despachos coi, la m^fm especif.Gada en el ar- 

^ 120 e '" c,s ° ««-ticulo 33 cíe |a misma lev, no apüca 

ble al caso suh judicc. 

tn.„,Im,^TT , " ,t T Cl . a eplsl0ter tó » " * - '»••> preciosos in- 
tn.n.u.t,, !, p Macones sociales. Ella traduce nuestro, inti- 

alegr.a, nuestra pena, nuestras esperanzas v decepciones 

l> en razón de estas alta» consideraciones que e! derecho 
adni,n. f .rat.vo regtoUcnta las condiciones en las cafes ei estado 

se encarga dé transjwrtarjas, ya m por corro ,„.,- telégrafos 

El estado posee el monopolio de ese delicado transporte pe- 
ro en cambio .lo ese privilegio. ¿I garantí a los habitantes todo 
aci país, que la administración transmitirá !a cana, el tefatttm* 
:i su destino si , descubrir c! secreto riel contcrtul. . 

Pe manera que, la inviolabilidad del secrei telegráfico y e' 
! dcl *™*Von C por el estado, * n dos cosas córrela- 

De lo expuso k desluce que, un tcjegrani* fina carta, 
pertenecen a las personas a quien están dirigidos, ta qué se e* 
ggra obligada a respetar el secreto que contiene, no pudiendo 
hacer lo publico sin la expresa v,,! 1In ,ad de su propietario, quién 
tan. solo puede pres. .«arios en juicio cando tiene personalmente 
un mterés legitimo o jurídico en presentarlo. 

% hasta la .arta que ,e acompaña en el escrito en traslado 
'* 3 ,Utamc,,tc «"latente su presentación por el demandan- 
te, que no es su destinatario, de-de que d expedidor, tí doctor 
^ctonno Qrtega. „p ha antori/a lo .emejante cosa y mucho más 
en pr,.e„e,a de carácter confidencia] por la naturaleza de lo, 
|versos asuntos -le que ella trata. , A ..l,ry Ra... U,«rf y (, a ¿ 

Bien, pues, o,, arreglo a las leyes citada* a ios principio, 
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generales sobre la prueba y a la jurispru.lcncia establecida en re 
gtidos fallos de \ . K. entre los que me permito citar e! «le! tomo 
<">. jjagina .5.. tócactamente análogo al cas., ocurrente, procede 
y pul. » a \ . E. : 

me. teniendo por evacuado el traslado que se ha disuado 
conferirme, se sirva mantener, en todo su vigore, auto de fecha 
15 «leí corriente cuya revocatoria se pretende* con costas. 

Ks justicia. 

• </,• lo Rosa Ponic. — Angel Cavaana. 



DE l..\ CORTK SCTRESÍA 

Buenos Aires. .May., 8 de 1913. 



Y visto-i : 



Kl incidente sobre revocatoria del auto corriente a fs «8 del 
enverno de prueba de? actor, no haciendo lugar a mié se librara 
oticH. al señor director general de telégrafos ,.ara <,ue remitiera 
copia literal de los despachos telegráficos cambiados del t2 al 14 
de Mayo de 1912. entre el senador «Ion Benito VÍHanueva y el «o 
bernador «le San Juan, doctor Victorino Ortega : " " 

Y considerando : 

One ese atiio ha denegado la agregación de los expresólo* 
despacho., por no tratarse «le correspondencia telegráfica cam- 
biada entre el demandante y su contraparte sobre A plinto que 
motiva la causa, ajustámlosc a la jurisprudencia de esta corte, en 
la causa que se registra en la página 151 «le! tomo «16 «le SU3 
tallos. 

Que esa jurispru.iencia está basada en la disposición 'leí ar- 
turnio 103O «le! código civil, según c ! cual, las cartas misivas diri- 
gldas a tercer«,s. aun«,nc en ellas se mencione alguna obligación 
no serán admitidas iKira su reconocimiento y en la disposición de 1 
art.cu!o 41 «le la ley «le telégrafos nacionales m'im. 750 
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fallos m u eotn svhima 



Que aun en ta hipótesis de que esos despachos pudieran pre- 
sentarse en juicio, con el consentimiento del tercero que los su> 
cribe, como se pretende, esc consentimiento no consta en autos en 
forma alguna. 

Por dio no se hace lugar, con costas, a ¡a revocatoria soüci 
tada. Notifiqucsc con el original y repóngase el papel. 



A. Bermejo. — M. P. Dakact. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA CLIX 



Criminal contra el teniente don Joaquín Andrés, por falsificación 
de firma. Contienda de competencia 

Sumario : Corresponde al fuero ordinario entender en un delito 
de defraudación cometido por un militar, si c! se ha 
llevado a cabo en una oficina ajena a la jurisdicción a que 
están sometidos por el articulo 1 17, inciso 2. del código mi- 
litar, aun cuando la falsificación de la firma «le un docu- 
mento — medio preparatorio de su peroración — se haya 
Cometido en un cuartel del ejército. 



Caso: Resulta de las siguientes piezas: 
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RESOLUCION DEL CONSEJO DE GUERRA PERMAXEXTE MIXTO PASA 
JEFES V OFICIALES DEL EJERCITO Y ARMADA 

Vista la excepción de competencia de este tribunal en la cau- 
sa seguida al teniente del G|i.°, don Joaquín Andrés, deducida 
por su defensor, fundada en que el delito de falsificación de fir- 
ma de que se acusa a su defendido ha producido sus efectos en 
las oficinas de la sociedad militar "Seguro de Vida", sociedad co- 
mercial, con personería jurídica, y que, en conescuencia, escapa a 
la jurisdicción militar por tratarse de un delito común cometido 
en paraje no sujeto a dicha jurisdicción, 

Y considerando: 

Que, como consta en autos — y no lo desconoce la defensa 

el procesado envió el siete de octubre último desde su cuartel en 
Campo de Mayo, a un clase de su compañía con d recibo con la 
firma del teniente Carlos F. Jiménez, cuya falsificación se le im- 
puta para ser presentado al seguro militar de vida, y que al dia 
siguiente, en documento fechado en el mismo lugar autorizado al 
portador para percibir su importe. 

Que. por tales hechos ha de tenerse como lugar donde se ve- 
rificó la falsificación de la firma de referencia, el cuartel de su 
batallón, lo que determina la competencia de este tribunal para 
juzgar de ella de acuerdo con lo dispuesto en el inciso del ar- 
tículo 117 de! código de justicia militar, por tratarse de un delito 
que afecta los intereses de los individuos y haberse cometido en 
paraje de exclusiva jurisdicción militar. 

II. Que si bien es cierto que dicho recibo fué descontado en 
la sociedad militar "Seguro de Vida", esto no determinaría tam- 
poco la incompetencia de la justicia ordinaria porque dicho recibo 
fué a su vez presentado para su abono a la intendencia de guerra, 
quien lo descontó de los haberes del teniente don Carlos Jiménez, 
y le hizo entrega de él por intermedio del oficial de administra- 
ción del cuerpo al verificar el pago del mes de octubre último. 
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If!. Que siendo éste la peleona daipráficadá j>or la lanifica- 
ción de >u firma, el perjuicio eau-ado y la infracción que de ello 
podría seguirse se habría COrtiCttdb reciéti en la intendencia de 
guerra, paraje de exclusiva jurisdicción militar. !o que determina 
asimismo la competencia de este tribuna! en virtud de 16 dispuesto 
por el citado articula 1 17. inciso ¿« del código de justicia militar, 
por tratarle de un delito común cometido en un establecimiento 
militar. 

Por estas consideraciones se resuelve: 
Declarar la competencia de este tribunal para conocer de la 
presente causa instruida a! teniente del Gj 1" don Joaquín Andrés. 

Pablo A'/V,7/cr/. Jorge II. C(ki>ry. — 
Pedro Arrióla. — . G'. C. Agucrribc- 
rrt - — .¡Htonit* Tisí'ortüit. — lirrtuir' 
tío Calandra. — .Y. A. de ledra. — 
Leopoldo Mozinty, secretario, 

ifKsouviox 1.1:1. sr. jn:z mi; ixsrRrcviox 

Buenos Aires. Febrero ¿j de 1915. 

Autos y vistos: - el recurro de incompetencia de jurisdic- 
ción jH.r inliibitoria deducido* fs. i, y 

C moderando: 

i." Que de 'as copias alegadas a los autos <jue obran de 
fs. 4 a ¿7. resulta a prima faeie que el teniente Joaquín Andrés 
falsificó la firma del teniente Cario* |.\ Jiménez en un recito por 
valor «le 250 poos. el cual hizo descontar en la sociedad de seguro 
militar de vida, percibiendo su hii|>orte. 

3,? Que en tal virtud el delito que se le imputa a Joaquín An- 
drés, es el ríe defraudación, siendo la falsificación de firma un 

medio para perpetrarlo. 

3*" 0?!? el hecho imputado se ha consumado al obtenerse el 
descuento del dóCüníénto apócrifo en el loca: de la sociedad Se 
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«uro Militar de Vida, pues allí se habia apropiado ilegítimamente 
el autor, de! dinero defraudado. 

4-o Que el lugar donde se había consumado el delito impu- 
tado, no está sujeto a la autoridad militar, pues se trata de una 
sociedad sometida po^sH carácter y situación al fuero ordinario. 

Por estos fundamentos ,„> obstante lo dictaminado por el <e- 
nor agente fiscal, declárase procedente el recurso de incompeten- 
cia por inhibitoria interpuesto a fs. 1, librándose al efecto, oficio 
a! señor presidente del consejo supremo de guerra, a fin de que se 
inhiba de seguir conociendo en la causa que se sigue contra el te- 
niente Joaquín Andrés, remitiendo los antecedentes v poniendo al 
acusado detenido a disjjosición del infrascripto en el departa- 
mento central de |x>licia. debiendo acompañarse a! oficio inhibi- 
torio, testimonios del escrito de fs. 1. de la vista fiscal de fs 
y de la presente resolución <art. 54 del código de procedimientos 
en !o criminal), invitándose al expresado tribunal militar a qne, 
en caso de insistir en la resolución de 15 de enero próximo pasado 
se sirva elevar los antecedentes a la suprema corte de justicia fe- 
deral, para la resolución de la cuestión de competencia. (Art. i6t 
del código de justicia militar). Remítase el oficio inhibitorio y los 
recaudos de ley. por intermedio del señor ministro de guerra con 
atenta nota. 

José Antonio de Oro. 

Ante mi: Juan Avila, 



DICTAMEN BEL Sr. PROCIR.\I>OR GENERAL 

Bueno» Aiiei. Mano 28 de IBIS. 

Suprema corte: 

A V. E. corresponde dirimir la presente contienda de com- 
petencia, trabada entre un juez ordinario de la capital y un supe 
rior tribunal militar, según lo dispone el art. 9, inc. d de la ley 
número 4005. 
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fallos de la corte suprema 



Resulta de las constancias de autos que el procesado teniente 
Andrés, mediante la falsificación de la firma de un compañero, 
puesta en un recibo de pago, ha cometido el delito de defrauda- 
ción, por valor de doscientos cincuenta pesos. 

La acusación fiscal de fs. reconoce que tal delito no está 
previsto ni encuadra dentro de las prescripciones del código de 
justicia militar y que debe aplicarse el art. 23 de la ley de refor- 
mas al código penal. 

La competencia que se atribuye la justicia militar no puede 
basarse si no en el lugar en que el delito se cometió, pues podría 
surtir esa jurisdicción, en caso de que dicho lugar estuviese ex 
elusivamente sujeto a la autoridad militar (art. 117, inc. 2. del 
código de justicia militar). 

Pero, por razón de lugar, no puede surtir en el presente caso 
la jurisdicción militar, pues el recibo apócrifo fué descontado y 
pagado por la sociedad militar "Seguro de Vida", asociación de 
carácter privado que funciona en esta capital, y ninguna impor- 
tancia tiene el hecho de que dicha sociedad haya cobrado en la 
intendencia de guerra la suma que ella había adelantado a un 
miembro del ejército. 

De lo expuesto se deduce que los tribunales militares son in- 
competentes para conocer en esta causa, por lo que pido a V. E. 
se sirva asi resolverlo, devolviendo estos autos al ¡uez de 
ción de esta 



Julio Botei. 



FALLO DE LA CORTK SUPREMA 

Buenos Airct. Mayo 10 de 1919. 

Y vistos: 

Lós de contienda de competencia entre e! consejo ;le guerra 
permanente para jefes, oficiales, etc.. y el juez de instrucción de 
la capital, en la causa que se sigue al teniente de! batallón prime- 



D« JUSTICIA DE LA NACION 435 

ro de ingenieros, don Joaquín Andrés, por falsificación de la fir- 
ma del teniente del mismo cuerpo don Carlos Giménez, y 
Considerando: 

Que el hecho imputado es de aquellos que afectan el interér. 
de los individuos, cometido por un militar, y que para quedar so- 
metido a esta jurisdicción, sería necesario que se hubiese llevado 
a cabo en un lugar sujeto exclusivamente a la autoridad militar, 
según expresa disposición de! artículo 117, inciso 2." del código 
de la materia. 

Que. en efecto, se trata de falsificación de la firma de Ji- 
ménez, para conseguir de la sociedad militar "Seguros de Vida", 
que es una asociación de carácter privado, un anticipo de la su- 
ma de doscientos cincuenta pesos que fué cobrada luego por 
aquélla de la intendencia de guerra, imputándola a haberes de 
dicho Jiménez. 

Que en las condiciones del caso, las circunstancias de haber 
hecho en el cuartel del batallón primero de ingenieros la falsifi- 
cación de la firma en el recibo y en la orden para la sociedad de 
seguros lo mismo que la de haber cobrado dicha sociedad, de la 
intendencia de guerra, !a suma de que se trata, son actos prepara- 
torios y consecuencias del delito que se cometió al ser percibida 
por el procesado, y en tal virtud no se puede decir consumado en 
ninguno de los sitios de jurisdicción militar. 

Que. por otra parte, el mismo fiscal del consejo, al formular 
acusación contra Andrés, reconoce que no existe en el código de 
justicia militar, una disposición aplicable en el caso, y pide que 
sea juzgado con arreglo a! código penal ordinario. 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se declara la competencia de la justicia 
ordinaria, a la que se remitirán los autos, dando aviso en la for- 
ma de estilo al consejo de guerra. — Notifiquese original. 

A. Bermejo. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



FAU.OS DE LA COITE SUPREMA 



CAUSA GLX 



Dm Aqustin . Ir-ani (e! sindico de su quiebra ) cu autos con 
lix fuli, sobre nulidad de mita por causa de simulación. A\> 
curso de hecho. 

Str.nano: El recurso extraordinario autorizado por c! articulo 
14 (ie la ley 48 es improcedente cuando los fundamentos de 
:a sentencia recurrida se apoyan en e! derecho común sin 
desconocer titulo, exención o privilegio que e! recurrente 
hubiera fundado en denticiones con>titucionales o de ca- 
rácter federal. 

Ceso: Lo explican las piezas simientes : 



DICTAMEN |»K3. sr. procurador CEXSkXi. 



Buenos Aires. Abril ;i de 191». 

Suprema corte: 

El recurso deducido es improcedente, en razón de qtte la re- 
solución dictada por el superior tribunal de Santa Fe, no contie- 
ne una decisión que pueda motivarlo. 

La contienda de competencia a que alude el recurrente, no 
se ha trabado, en virtud de la incompetencia de jurisdicción de- 
clarada cu la sentencia apelada, por lo que no hay lugar a que 
V. L. ejerza las funciones que le están atribuidas para dirimir 
ios conflictos de esa naturaleza que se originen entre jueces de 
distintas provincias o de diverso fuero. 

Por ello, pillo a V. E. se declare bien denegado e! recurso. 

Julio Botel. 
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VMA.n ni-; i.a SUPREMA COSTE 



Bucnoi Aire», Mayo 13 de 1913 

Auto- y vistos: 

E| recurso de hecho por apelación denegada interpuesto jwr 
c. Sindico de la quiebra de Agustín Arzani contra sentencia de la 
cámara dé apelaciones de la ciudad del Rosario (primera sala) 
en la demanda promovida por aquél contra don Félix |uü. sobre 
nulidad de una venta por causa de simulación. 

Y considerando : 

Que la sentencia apelada se limita a declarar la incompeten- 
cia de [os tribunales de la provincia de Santa Fe. para conocer 
de la causa sobre simulación de una venta promovida contra don 
Félix Jtíli, domiciliado en la provincia de Córdoba. 

Que sus fundamentos se apoyan en el derecho común y no 
ha desconocido título alguno, exención o privilegio que el recu- 
rrente hubiera fundado en disposiciones constitucionales o de ca- 
rácter federal y no puede ,R,r ello autorizar el recurso extraordi- 
nario previsto en el articulo 14 de la ley núm. 48. 

Ouo no son aplicables al caso los fallos qué se citan a fs. 88 
de los autos remitidos por vía de informe, porque en aquéllos ha- 
bíase desconocido el fuero federal que. en el sub judicc. ninguno 
de los litigantes ha invocado. 

Que tampoco ha existido contienda de competencia entre 
jueces de distintas provincias que esta corte debe dirimir con 
arreglo al articulo V ." de la ley 4055. como ocurrió en la causa 
que se invoca a fs. 7. de Yictorio I>elc í; rino contra Üacigalupo 
y Cía., resuelta en 7 de diciembre de iqu. 

I'or ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 



** Muot m la cuan soiuma 

procurador general, se declara bien denegado el recurso. Re- 
puesto el papel, archívese, y devuélvanse los autos principales, 
con testimonio de esto resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caban illas. 



